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I N T R O D U C C I O N
I.- CONCEPTO DEL CONTRATO DE OBRA PUBLICA.-
Définir uno figura o instituciôn juridica no debe tener otro 
propôsito que el de poder estoblecer uno base minima de partida en su - 
estudio. Bajo esta premisa podemos définir el contrato de obra publica 
(c.o.p.) como oquel tipo de contrato administrotivo por virtud del cuol 
uno de las partes llamada contratista o empresario, se obliga a reali—  
zar con organizaciôn y medios propios, uno obra inmobiliaria destinada 
a satisfacer un interés publico, a combio de un precio cierto en dinero 
que se compromete a pogorle uno Administraciôn publica.
En la doctrina se pueden encontror definiciones môs restringi 
dos o môs amplias que la propuesto.
Es môs restringida la definiciôn que nos ofrece, por ejemplo, 
FERNANDEZ DE VELASCO ( 1 ), pues dice que "en virtud de la concesiôn de 
obras publicas un contratista se obliga a realizarlas a riesgo y ventu­
ra, salvo pocto en contrario, recibiendo, a combio, la contidod que se 
fi je por unidod de obra que le obonorô la Administraciôn". Como se ve - 
puede porecer que el c.o.p., al que se le denomino impropiomente conce­
siôn, sôlo séria toi cuondo se hubiese poctodo el precio por unidod de 
obra, siendo osi que la que es simplemente uno posible modolidod del —  
precio no puede convertirse en elemento definidor de este contrato.
Por el contrario es môs omplio la definiciôn que do GARCIA —  
ENTERRIA ( 2 ) de este contrato, en contemplociôn del orticulo 55 RCE, 
pues dice que: "Es oquel que tiene por objeto la construcciôn, reforma.
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reparaciôn, conservaciôn o demoliciôn de un bien inmueble o la realiza- 
ciôn de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del suelo o del su^ 
suelo por cuento de la Administraciôn a cambio de un precio. Por consi- 
guiente no se limita el objeto de este contrato a los trodicionolmente 
llomodos obras publicas sino a toda obra inmobiliaria realizada por - - 
cuento de la Administraciôn.
Como todo concepto, el que por nuestro porte hemos propuesto 
supone uno obstrocciôn que procédé de la observociôn de uno determinodo 
reàlidod. Esta reolidod es, en nuestro coso, que las Administrociones - 
pôblicas controten con empresorios privodos la reolizociôn de obras de£ 
tinodos a un fin publico, no siendo éste el unico medio de reolizor es­
tas obras, pues pueden tombién llevorse a cobo por la propio Adminis—  
trociôn o por un concesionorio. Sin embargo, la reolidod tombién nos ein 
seno que la llamada ejecuciôn de obras por contrato es la môs utilizodo 
por la Administraciôn hosto el punto de convertirse en el instrumente - 
contractual poradigmôtico de otros contratos. Acoso ésto sucede porque 
como ho dicho GARCIA-ENTERRIA ( 3 ) "la Administraciôn, hecho para mon- 
dor, necesito imperiosomente négocier, uno vez descubierto que con po—  
der monder no bosto en muchos casos".
Mas constotodo que la Administraciôn contrato con los porticjj 
lares la ejecuciôn de obras publicas, debemos der un peso môs y ver cô- 
mo oquéllo utilize la via contractuel, lo que nos llevo a preguntornos, 
primero, por la naturaleza juridica del c.o.p., y después por su régimen 
juridico tonto en el terreno de los principios como en el de las normas 
positivas.
La definiciôn que hemos dodo del c.o.p. empezobo por senolor 
que el mismo es un contrato administrotivo y a continuociôn ofreciomos 
un esquemo del c.o.p. que responde sustonciolmente al contrato de orreri
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damiento civil (locotio conductio operis). Por consiguiente, contrato - 
administrative, de un lado, y arrendamiento civil de obra, de otro, coji 
tribuyen a lo formaciôn de la naturaleza de este tipo singular de con—  
troto que es el c.o.p.
II.- EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA COMO CONTRATO ADMINISTRAT IVO. -
La afirmaciôn de que el c.o.p. es un contrato administrative
supone yo de por si une importante concreciôn, puesto que ademôs de --
cdscribirlo a una catégorie de contrato perfectomente conocida, se seno^  
la un modo especifico de utilizociôn de la técnica contractuel en la —  
realizaciôn de las obras publicas.
En efecto, la realidad de une Administraciôn que contrata pe£ 
mite, sin môs, hablar de contratos de la Administraciôn. En cambio, la 
ejecuciôn de las obras publicas mediante un contrato administrative, r£ 
quiere la presencia de determinados requisites o ingredientes en el cori 
troto para que puede ser calificado de administrative. Se obre entonces 
une fuerte polémico doctrinal sobre qué es lo que hoce del contrato ad­
ministrative ser une catégorie con sustantividad propio.
No es objeto de nuestro estudio troer aqui toda eso polémico 
doctrinal, a nuestro juicio todovio no cerrodo, sobre la figura del coin 
troto administrative. Sin embargo, aunque see sumoriomente, nos résulta 
imprescindible entrer en esta discusiôn y elle por une razôn fôcil de - 
explicor y de comprender.
Si el c.o.p. es un contrato administrative, es évidente que - 
cuondo se cuestiona la naturaleza de éste se esté tombién poniendo en - 
entredicho la de aquél. Y este résulta môs importante cuento que el - -
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c.o.p. es el tipo de contrato administrative môs representative. Aun môs 
es el contrato sobre el que se ha construido, por via de generalizaciôn, 
toda la dogmôtica del contrato administrative. Uno de los podres de la 
construcciôn doctrinal del contrato administrative, JEZE ( 4 ) ofirmô - 
del contrato de obras publicas que "es el que ha servido de modelo para 
todos los demôs. Es el contrato para el cual la jurisprudencia ha formjj 
lado, desde un primer momento, las reglas môs précisas". En nuestra do£ 
trina se ha expresado en términos anôlogos GARRIDO FALLA ( 5 ) pues di­
ce que: "En Derecho espanol el contrato de obras publicas no es sôlo un 
contrato claramente administrative sino que incluse puede decirse que - 
es el contrato administrative por excelencia. Es ésto una consecuencia 
de la tradicional atribuciôn legal que de este contrato se hace a la j£ 
risdicciôn cent encioso-administ rot iva asi como de la rica y yo aneja rje 
glamentaciôn de su régimen que contiene nuestro Ordenamiento juridico".
Es pues inevitable que entremos en el estudio del contrato a^ 
ministrativo con lo que podremos acloror la naturaleza de su tipo bôsico 
que es el c.o.p.
1. La construcciôn francesa del "contrat administratif".- El 
contrato administrotivo es una creaciôn doctrinal y jurisprudencial del 
Derecho froncés. JEZE ( 6 ) PEQUIGNOT ( 7 ) construyeron esta figura - 
contractual con los materiales que le proporcionaba la jurisprudencia - 
del Consejo de Estado y del Tribunal de Conflictos ( 8 ). Otros poises 
europeos como Espana y Bélgica siguieron este modelo froncés, mientras 
que otros como Alemania e Italia lo rechozoron.
JEZE ( 9 ) partiô de la reolidod de que para oseguror el —  
funcionamiento de los servicios pôblicos, los agentes publicos necesi- 
tan que ciertos cosas materiales, existentes o que han de fabricarse o
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construirse se pongan o su disposiciôn. Cuondo se troto de cosas muebles, 
se realiza un contrato que llevo generalmente el nombre de contrato de 
suministros. Cuondo se troto de cosas inmuebles se célébra el contrato 
de obras pôblicas. Pero a continuociôn este mismo autor advirtiô que —  
aunque estes contratos se osemejon o los que célébra un particular, és­
to no es môs que uno oporiencio, pues boy un elemento esenciol que no se 
hollo en las relaciones de particular a particular, como es que estos - 
contratos se concluyen para el funcionamiento de un servicio pôblico. - 
Por ello, oRodirô, cuondo se troto de oseguror el funcionamiento de un 
servicio pôblico, no se oplicon necesoriomente los prôpios textos del - 
Côdigo Civil o de los leyes de Derecho privodo que rigen las relaciones 
entre porticulores en hipôtesis anôlogos. Ante todo, cobe inspirorse en 
las ideas générales que justificon dichos textos, que deben conciliorse 
con las necesidades de funcionamiento regular y continue del servicio - 
pôblico. Esto do lugar a que existan unas reglas especiales que se rel£ 
cionan con: 12 La forma de los contratos; 22 Los poderes de la Adminis^ 
trociôn para obtener, mediante intimaciones unilatérales, la ejecuciôn 
fiel y regular de la prestaciôn convenida; 32 Ciertos facilidades dadas 
a los controtontes de la Administraciôn para el cumplimiento de sus obH 
gaciones contractuales (teoria de la imprevisiôn); y 42 La competencia 
de los tribunoles administrotivos para juzgor los litigios que se susc£ 
ten entre la Administraciôn y los proveedores.
Sobre estas "reglas especiales" se construye, pues, la teoria 
del contrato administrotivo cuyos sostenedores tendrôn la tarea fundameji 
tal de demostror cuondo, en la prôctica, se estô en presencia de un co£ 
troto de esta naturaleza al que debe aplicôrsele ese régimen especial.
JEZE ( 10) se preguntarô cômo se reconoce un contrato adminis^ 
trotivo dentro de los contratos que célébra la Administraciôn, toda vez
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que ello tombién los célébra sujetândose al régimen comun del derecho - 
privodo o civil. La respuesto la do este autor senolondo cuotro condi—  
clones o requisites:
"12) Es precise un acuerdo de voluntodes entre la Administra- 
cién y un particular;
22) el acuerdo de voluntodes tiene por objeto la creaciôn de 
una obligaciôn juridica de prestaciôn de cosas materiales o 
de servicios personoles, mediante una remuneraciôn (en dine­
ro o de otro modo)
32) la prestaciôn que suministrarô el individuo esta destine 
do a oseguror el funcionamiento de un servicio publico;
42) las partes, por uno clâusula expresa, por la mismo forma 
dada al contrato, por el género de cooperociôn solicitodo al 
contratante, o por cuolquier otro manifestociôn de voluntad, 
han entendido someterse al régimen especial del derecho pu—  
blico. Por uno porte, la Administraciôn ha querido este rég£ 
men juridico especial. Por otro porte, el proveedor, al som£ 
terse voluntarlamente a este régimen especial, ha renunciado 
a prevalerse de las reglas del derecho privodo, para la de—  
terminaciôn de su situaciôn juridica".
Como puede opreciorse de todos estos requisites necesorios pjo 
ro la existencio de un contrato administrotivo propiamente dicho, sôlo 
los dos ultimes tienen singuloridod respecte al contrato que conoce del 
Derecho Civil, es decir el fin del oseguromiento de un servicio pôblico 
y el medio de conseguirlo por la aplicaciôn de un régimen especial que 
se considéra de Derecho pôblico.
Posteriormente la doctrina francesa pondrô todo su empeno en 
demostror que el "contrat administratif" se caracteriza porque en él - 
existen clôusulos exorbitantes o deregatorias del derecho comôn. De - 
este modo, como senolo LAUBADERE ( 11 ): "La notion de clause exorbitan­
te ou dérogatoire ou droit commun constitue aujourd'hui incontestablement
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l'élément central de la théorie du contrat administratif. C'est en effet 
la presence de talles clauses dans un contrat qui est le critère par —  
excellence de son caractère administratif",
Con todo, la doctrina francesa encontraro sérias dificultades 
para dar una nociôn de la clâusula exorbitante como algo sustontivo y - 
propio del contrato administrotivo. La observociôn môs inmediata hace - 
notar que esta clôusula se caracteriza por incorporor una "prerrogative 
de puissance publique", especiolmente la relativa o la utilizociôn por 
la Administraciôn del privilégie de la decisiôn ejecutiva. Tombién se - 
dirô que la clôusula exorbitante es una clôusula imposible en el contra^ 
to civil (l2 ), aunque se advertirô que algunas de las clôusulos consi- 
derados por la jurisprudencia como exorbitantes podrian figurer en un - 
contrato civil. Por esto LAUBADERE (13 ) concluirô que lo definitive p£ 
ro corocterizor la clôusula exorbitante es que "porte la marque admini£ 
trative" es decir, que esté inspirado por las consideraciones y los fi­
nes propios del Derecho publico. En este sentido citorô como ejemplos - 
tomados de la jurisprudencia francesa, el pacte de reinversiôn de las - 
sumas percibidas de un seguro en la construcciôn de un nuevo buque, o - 
el pacte de rescisiôn o resoluciôn de un contrato de arrendamiento de - 
véhiculés si estos no son utilizodos plenomente. Clôusulos que de por - 
si no tienen de administrative môs que el hecho de incluirse en el con­
trato por razôn de interés publico.
Sin embargo creemos que no es dificil apreciar que tal gener£ 
lizaciôn de la clôusula exorbitante y por ende del contrato administra­
tive hace que quede como unico criterio seguro algo que estô fuero y —  
por encimo del propio contrato, como es el interés pôblico, que en todo 
coso debe satisfacer la Administraciôn, ya contrate privadamente o por 
medio de un contrato administrative.
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No debe extronornos, por tonto, que lo teoric del contrato o^ 
ministrativo hoyo sido objeto de las mas diversas criticas que empeza—  
ron por formulorse por outores coetâneos a sus creodores,
2. Critica a la doctrina del contrato administrotivo.- Lo fi­
gura del contrato administrative se convirtiô muy pronto en un concepto 
polémico. Entre nosotros, GARCIA ENTERRIA (14 ) ho podido escribir que: 
"El concepto de "contrato administrative" es oOn un concepto polémico.
Y lo es en el môs omplio grade, tonte porque se présenta todovio como - 
una peculiaridad de ciertos sistemos positives frente a otros que rech£ 
zon decididomente la figura, como porque incluse en oquellos sistemos - 
juridicos en que la instituciôn parecia haber gonade definitive carta - 
de naturaleza se ha visto recientemente que estôn prôcticamente sin re­
solver muchos de sus fundomentoles problèmes, situaciôn que alcanza in­
cluse a poner en cuestiôn la sustantividad mismo de la figura, con la - 
posibilidad de reducirla de nuevo a un conjunte de porticuloridades de 
régimen respecte de los simples contratos civiles".
Pero es que, ademôs, la polémico se radicalize al hacerse - - 
cuestiôn de las lineas fundomentoles del Derecho Administrative. Como - 
tombién ha dicho GARCIA ENTERRIA (15 ): "La gravedad del problème teôr^ 
ce del contrato administrative es que en él se viene a condenser el pro 
blemo entero del Derecho administrative, y en especial las très cuesti£ 
nés centrales de la modulaciôn en su ômbito de instituciones proceden—  
tes del Derecho civil, de la posiciôn jurldica de la Administraciôn como 
sujeto y de la aplicaciôn a la mismo del Derecho privodo. Por eso, pue­
de decirse sin hipérbole que cuolquier concepto del Derecho odministro- 
tivo debe hacer sus armas precisamente con esta instituciôn enigmôtica 
del contrato administrotivo para justificar su exactitud e, inversamen- 
te, que una verdadera doctrine del contrato administrotivo prolongo in- 
mediotomente sus efectos hosto la teoria general del Derecho administra
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tivo". Anélogas palabras también serân pronunciadas por ENTRENA CUESTA - 
( 16): "La literatura juridico-administrativa de todas les tiempos y —  
paises se ha ocupado con singular frecuencia de los contratos célébra—  
dos por la Administraciôn Publico. Ello obedece, sin dudo, al corâcter 
central de dicho institute en la teorio general del Derecho Administra­
tive. Heste el punte de que puede efirmerse que ne existe mejer piedro 
de teque pore overiguor le medide en que un erdenemiente juridice esté 
deminede per les principles que infermen el régimen administrative, que 
le de examiner la regulocién que nés efrece de les referides centrâtes",
Asi pues, le megnitud que se etribuye a le cuestiôn de le - - 
sustentivided y carecterizaciôn del centrete administrative es grande y 
ne es de extrener que se heye diche que es "une de les capitules mâs d<e 
sesperontes del Dereche publice" (17).
Per le misme, ne puede résulter fâcil resumir la discusién —  
degmôtico sebre el centrete administrative, eunque treteremes de hocerle 
en le medide que debemes expener nuestro pesiciôn. Pore elle enseyeremes 
des direccienes fundementoles sebre les que se puede centrer este pelé- 
mico. Une es le negociôn del centrete administrative cerne un verded<e 
re centrete per le desiguelded de les partes a que de lugor el misme; - 
le etre es le efirmocién de que le carecterizaciôn del centrete edminis^ 
tretivo respecte del civil sôle se encuentre en elementes fermoles eje- 
nes a le instituciôn centroctuel.
a ) Le desiguelded de les partes en el centrete administrative. 
Acese le ebjeciôn que eperece môs inmediete a le sustentivided del cen- 
trete administrative see le de que en este centrete existe une desigue^ 
ded de les partes que ne se de en el centrete civil.
if,
Conviene préciser que no se tretc equi de oducir el simple —  
hecho de que une de les partes es une Administreciôn que se encuentre - 
investide de un poder publico y le otre es sôlo un particular. Le obje- 
ciôn de le diferente netureleze de los sujetos sôlo puede ser util pare 
cuestioner no el contreto administrative en particular sine tede le ec- 
tivided contractuel de le Administreciôn, tel ceme hize MAYER (18 ).
Mes de le que se trete equi es de pener de relieve que, a di- 
ferencie de le que sucede en les centrâtes privedes de le Administra- - 
ciôn, en el centrete administrative este ne se limita a ser parte ceme 
simple persona juridice sine que, edemôs, despliege e ejerce frente el 
empreserie e centretiste particular une serie de prerregetives e privi­
légiés que deriven directemente de su cendiciôn de ergenizeciôn juridi- 
ce investide de poder pôblico.
Per elle, se he entendide mal le ebjeciôn, y per tente se he 
centestede mal a le misme, cuende se ha censiderede que le que se crit^ 
cebe del centrete administrative era une desiguelded de netureleze de - 
les partes centretentes.
Asi, en nuestre pais, se ha interpretede mal le ebjeciôn cueji 
de seltende per encime de le que es un heche évidente e irrefutable (le 
disperided de neturelezes de les partes) se ha queride superaria a base 
de efirmer tede le contrarie o de der un nueve sentide a le desiguelded,
ENTRENA CUESTA ( 19 ) ha sestenide que ne hey desiguelded de - 
su jetas pues "le netureleze de les sujetes de Dereche, desde el punte 
de viste formel pere rigurosemente juridice, es siempre idéntice; cen—  
siste en ser "persane", es decir, titular de dereches y deberes en rel£ 
ciôn cen un determinede erdenemiente". Y el misme outer anode que: "La
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diferencia entre el Estodo y el particular no se funda en su diverse n£ 
turelezo, sino en la diverse entided de las terees, de los fines y de - 
los poderes que a un sujeto corresponden frente el otro".
La replica por nuestre parte a este argumente résulta fâcil, 
parque es un pure formalisme sin sentide equiperer le netureleze del E£ 
tede y de le persane individuel. Pensâmes cen DE CASTRO (20 ) que le —  
persenelided es une cuelided que se predice esencielmente del Membre 
y que sôlo tresleticie e enelôgicemente puede etribuirse e etres entes 
que son creeciôn del Dereche. A este diversided esenciel de netureleze 
entre les persanes individueles y les celectives e jurldices, se enede 
en el case de le Administreciôn el hecho évidente de que este se encue£ 
tre revestida de unes pederes que ne ostente en mode elgune el particu­
lar.
Otre ferme de querer superer le ebjeciôn de le existencie de 
une desiguelded de les partes en el centrete administrative he side em- 
pezer per edmitir le que es évidente pare después argumenter que le de- 
siguelded es también elgo que eceece en le centreteciôn privede.
El misme JEZE ( 21 ) ye efirmô que "el centrete administrative 
propiemente diche supene, esencielmente, des centretentes que se recene 
cen en pie de desiguelded". En nuestre patrie he side MARTIN-RETORTILLO 
( 22 ) quien he insistide en que en el centrete administrative, los par­
tes eston en pesiciôn desiguel, pare que pese a ésto tel figure es un - 
verdedere centrete. Y nos le explice e base de efirmer que le pesiciôn 
igueliterie de les partes ne es esenciel el cencepte de centrete. El D£ 
reche privede efrece cases de desiguelded pesicienel de les partes ceme 
es el case de les centrâtes civiles de edhesiôn, pues le que importe s£ 
gun este outer, no es le iguelded sine le prépareienelided e edecueciôn 
en le presteciôn.
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Sin embargo, tampoco nos pueden parecer vâlidas estas respues- 
tas al hecho incontrovertible de que en el contrato administrative se —  
produce une desiguelded que no es equipereble el contrato civil e prive- 
de.
Per lo tente, le desiguelded de les partes en el centrete edm_i 
nistretive es constitutive. Este figura juridice fue censtruide desde el 
recenecimiente y ecepteciôn de que les partes estân, ceme dijere JEZE —  
"en pie de desiguelded". Este es un presupueste neceserie e indispenso—  
ble de tede le teerie del "contrat administratif".
Ne ecurre lo prepie en el centrete civil, pues en él le desi- 
guelded que se produce es de "fecte" y se mire como repudiable. Cierto - 
es que situecienes menopelistes fevorecen pesicienes desigueles e le - - 
here de centreter y de cumplir le pectede, pere este es elge centra lo - 
que se puede y debe lucher tente preventivemente, cerne en le fese del —
cumplimiente del centrete. Le socieded esté efreciende ye nueves meceni£
mes de reecciôn centra los abuses de le centreteciôn mesificede (23 ) y 
en tede case el juez civil puede cuestioner le validez de un pacte per
el rechezo que puede hecer de le situeciôn de preminencie e monopelie de
une de les partes.
Per el contrario, en el centrote administrative es impensable
que se cuestiene le desiguelded de les partes, pues es elge constituti­
ve del misme. Se puede examiner por el juez administrative si determine
dos pederes preminentes de le Administreciôn fueren e ne bien e jercides 
pere no su misme existencie.
Per ultime, decir que le iguelded pesicienel en el centrete - 
civil debe entenderse ceme prepercienelided e edecuaciôn de les preste- 
cienes es une menere ingeniose de esquiver le reelided de les cases. En
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rigor la igualdad posicional de las partes existe en el contrato civil 
como exigencia constitutive del mismo. Las partes hen de ser igueles en 
cuento sujetos que de modo libre e independiente esteblecen un precepto 
reguledor de sus reciprocos intereses (24). Esta autonomie de le voluji 
tod es le que presupone une igualdad posicional en el momento de con- - 
cluir el contrato. Como seMole CIANFLONE ( 25 ) este es esenciel porque 
se produce el "in idem plecitum consensus" sin que perturbe este idee - 
fundamental el hecho de que, como consecuencie del mismo contrato, uno 
de les partes edquiere meyores dereches que etre.
Ademâs, le igualdad formel se mentendrâ durante le vide del - 
centrete per le necesided que tiene code perte de ecudir el juez si se 
produce un cenflicte en le interpreteciôn e mode de cumplir el centrete.
Per el contrarie en el centrete administrative, le iguelded - 
posicional esté rote de prepôsite parque le relecién contractuel ne es 
s6le expresiôn espenténee de un precepto de eutenemie de le velunted de 
les partes (lex contractu) sine de le incidencie en ese relecién de pe­
deres heterenômices y legelmente predeterminedes, y muy especielmente - 
el que etribuye e le Administrecién le pesibilided de decidir de mode i£ 
mediate y e jecutive sebre le interpreteciôn y cumplimiente de le pectede, 
esumiende es! le pesiciôn de juez y perte.
Que este es esi de incuestieneble nos lleve e le segunde cri- 
tice fermulode centra el centrete administrative.
B) El centrete administrative se censtruye cen elementes fer- 
meles ejenes e le instituciôn contractuel.- Le efirmeciôn de que el co£ 
trete administrative ere une figura contractuel cen sustentivided prepie 
obligé e demestrer qué es le que hecie que un centrete administrative - 
fuese tel. Demestreciôn que résulta ardue y pesiblemente estéril desde
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el punto de vista dogmâtico.
Para JEZE (26 ) lo fundamental era que este contrato estaba - 
concebido para asegurar el funcionamiento del servicio publico. Lo que 
se conseguia entendiendo las partes que se ban sometido al régimen esp£ 
cial del derecho publico por una clâusula expresa, por la misma forma 
dada al contrato, por el génère de ceeperecién selicitede e per cuelquier 
etre menifestecién de velunted.
Mes si se examine le jurisprudencie frencese, en le que JEZE y 
sus seguideres quisieren funder un centrete administrative per neturele- 
ze distinte del civil, puede cempreberse que node de sustentive e mate—  
rial se encuentre ceme diferenciede del centrete de errendemiente de ebre 
e de servicies, del centrete de suministre, e del transporte.
Nos perece significative el case de le "Société" des granits" 
resuelte per el Censeje de Estede el 31 de julie de 1912 citede per JEZE 
( 27), que cemente que se tretebe de un suministre de edequines pere les 
celles de une ciuded. El Cemiserie del Gebierne Leen Blum se planted le 
cuestiôn de determiner si el suministre, censiderede en si misme, preseri 
tebe e ne les caractères de un centrete administrative, cen independen- 
cie de que se destinera e efectere de un mode inmediete e un servicie - 
publice. Y très efirmer que les caractères del centrete administrative 
eren bestente dificiles de determiner, censiderebe que "el centrete ad­
ministrative es el que permenece influide y tenide en cierte mode per - 
el servicie publice en viste del cuel se he cencluide, el que, per cen- 
siguiente, créa y organize un centrete -cuelquiere que see- entre el C£ 
centretente y el servicie publice en cuye interés se he celebrede el —  
centrete. Aunque (sic) un centrete de suministre see un centrete edmi—  
nistretive, es precise, pues, que participe, por pece que see, de les - 
cerecter1stices del contrato de ebros publiées e del centrete de conce-
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siôn, es necesario que se establezcon relaciones précisas y constantes 
del proveedor o sus agentes, con el Municipic o con el publico. Es pré­
cise que esecie el proveedor, en cuelquier medide, cen le gestiôn del - 
servicie".
Se destece, per tente, ceme signes de le existencie de un cen- 
trote administrative elge ton formel ceme el queder "influide e tenide" 
per el servicie publice, le que también perece que se produce per le po£ 
ticipeciôn en lee caractères de etres centrâtes que ceme el de ebres pO- 
blice e cencesiôn esten directemente vinculedes e un servicie publice. 
Pere, sebre tede, se hece hincepié en que el centretiste se esecie, de - 
cuelquier mode, el servicie pôblice.
Pere le més curiese es que si interregemes e JEZE per le netu- 
releze del centrete de ebre publice que perece que puede "tenir" también 
o etres centrâtes de netureleze administrative ceme el de suministres, 
tompeco helleremes en él elementes e resges sustentivederes que le began 
diferir de le "lecetie conductie eperis" del Dereche civil. JEZE (28) 
considéra que el centrete se ebres publiées se cerecterize parque prese£ 
te cuetre elementes esencieles: 12 es un centrete administrative; 22 tije 
ne per ebjete le ejecuciôn de une ebre inmueble; 32 mediente una remune- 
recién en dinere e en cuelquier etre forme; y 42 les riesges estân e co£ 
ge del empreserie. Mes cen el enunciede de tedos estes requisites nos —  
quedemes sin sober en qué consiste le especielided del centrete adminis­
trative, pues s61e se efirme que el centrete de ebres pôblices le es, y 
se senelen e centinuecién unes notes prepies del errendemiente civil de 
ebre.
A seme jante cenclusiôn se llege cen les euteres que pesterier- 
mente hen mentenide le sustentivided de le figura del centrete odminis—
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trativo, Ya vimos que LAUBADERE, al que también sigue FLAMME (29), co£ 
sidera como elemento definidor del contrato administrative la presencia 
de una clâusula exorbitante cuya caracteristica identificadera estriba 
en tener la "marca" del dereche publice, lo que se tradice en le inser- 
ciân de pactes ne hebituales en el centrete civil, pere ne ilicites ne- 
ceseriomente, per reclemerle esi el interés general.
Sin embargo este intente de identificor le clâusula exorbitan­
te tempece he side el criteria mentenide ceme definitive per la jurisprjj 
dencie del Consejo de Estede froncés, sebre tede e partir del Arrêt Ber- 
tin de 20 de ebril de 1956, comentede en nuestro pais per BUQUERA OLI­
VER ( 30), quien citende e LIET-VEAUX observé que el criterio fundamen­
tal es siempre el servicie publice pues "en le meyerie de los cases, si 
les clâusules exorbitantes se menifestoben, era precisemente parque el 
centrete tenie per ebjete le ejecuciân de un servicie publice. En etres 
términes, estes clâusules exorbitantes eren el medie de elcenzer el fin: 
le ejecuciân del servicie publice". El misme outer froncés reconecie le 
existencie de un criterio puremente formel pere identificer les clâusu- 
los exorbitantes de les que se llege e efirmar que "nedie he sobide nuji 
ce exactemente lo que eren".
A le pestre la jurisprudencie y la doctrine frencese no hen —  
evanzado mâs de lo que hiciera JEZE al senelor corne "leit motif" del ceji 
trete administrative el eseguremiente del funcionamiento del servicio - 
publice, y de este ferme sigue sin demostrerse que hey de sustentive o 
materiel en este centrete.
Le doctrine espenele recibié lo dogmâtico del contrato edmi—  
nistretivo sin grandes critices, heste que en el eno 1963 PARADA VAZQUEZ 
(31 ) y GARCIA-ENTERRIA (32 ) fonsulcn sus respectives tesis sobre le f£ 
gure del contrato administrâtivo que debemos expener muy brevemente - -
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antes de préciser nuestre prepie opinion.
e) Le tesis de PARADA VAZQUEZ.- Le investigecién histérice —  
llevede o cebo por este eutor, le he permitido poner en clero que el —  
contrato administrative no es un centrete sustencielmente diferenciede 
del contrato civil, pues su primera y mas genuine cerecterizecién con—  
siste en su etribuciôn e le jurisdiccion especial administrative por r£ 
zones practices.
En el Derecho froncés del "Ancien Regime" ye se produce el —  
hecho significative de que los contratos de ebres publices son sustreidos 
e le competencie de los Tribuneles pere ser etribuidos e los Intendantes 
con epelecion ente el Consejo del Rey. Y este no per une singulerided 
de régimen de estes contrâtes sine porque como dice PARADA ( 33) "los - 
Parlementes Judicieles perece que soporten mas pecientemente que en - - 
etres meteries, e peser de treterse de un contrato de Derecho Privede, 
este limiteciôn de su competencie. Quizos ello see debido e que le ree- 
lizeciôn de les ebres publices constituie le ectivided més normal, més 
frecuente y més deseede entre todas de le Administrecién".
Posteriormente con la Revolucién se produciré une porticién - 
de jurisdicciones, encornendéndose o los Tribunoles ordinaries las rela­
ciones regides por normes de Derecho privede, segun un criterio materiel 
(civil, comerciol, penal), y e la Administrecién, segun un criterio org^ 
nice, "todas les opereciones que se ejecuten por el Gobierno, por sus —  
agentes inmedietos y con fondes suministredos por el Tesoro publice - —  
(arrêté del Directorio de 2 de Germinal del one V). En virtud de este j£ 
risdiccién administrative se conserva le antigua competencie de los In—  
tendentes sobre el contrato de ebre que es heredede en le nueve Adminis- 
trecién por los directores de distrito y depertomento, por les Adminis- 
treciones centrales y por los Consejos de prefecture. Sin embargo, no —
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todas las cuestiones de los contratos celebrados por la Administrecién 
son de le competencie de le jurisdiccién administrative, pues queden fu£ 
re las referentes e le propieded privede.
Mas lo que destece PARADA es que los contratos que célébra le 
Administrecién y que se sujeten e le jurisdiccién administrative tienen 
le misme netureleze que los demos civiles, pues se considéra que el Es­
todo, cuendo contrato, no trate por vie de eutorided, sino como un pert£ 
culer que contrato con otro particular. Lo unico que existe de singular 
en este tipo de contratos es el privilégié posicional de la Administra—  
ciôn que consiste en le fecultod que ésto tiene de adopter todo close de 
providencies sobre la relocién contractual con fuerzo ejecutivo. Y esto 
se justifico por la necesidod de asegurar que no se produciré une inte—  
rrupcién en le ejecuciôn de les prestociones que siempre se consideren que 
ecorreon graves moles irréparables.
Por lo que hoce a nuestro Derecho, PARADA examina las normas - 
que se producen principolmente o partir de 1845, ano en que se implanta 
la jurisdiccién administrative especial en nuestro pais siguiendo el mo- 
delo de porticién jurisdiccional que ofrecia el Derecho froncés. El estu- 
dio del Reglomento del Consejo Real aprobado por Decreto de 30 diciembre 
1846, porece fundor la opinién de que se seguio un criterio orgénico para 
delimiter la jurisdiccién administrative. En cambio, le Ley de 2 de - - 
abril de 1845, sobre orgonizacién y atribucionescb los Consejos Provin­
ciales ofrece el criterio de le finolidod de le obra o servicio publico 
que fue el que prevolecié en nuestro jurisprudencia, ampliéndose después 
con el criterio del interés general. Quedarén fuera de la jurisdiccién - 
especial los contratos de gestiôn del patrimonio privodo de la Adminis—  
trocién por implicar cuestiones de propiedad cuyo conocimiento correspqn 
de exclusivamente a lo Jurisdiccién ordinario.
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Pero en todo ccso, senolo PARADA que el reporto de lo compete^ 
cio sobre los contratos entre uno y otro jurisdiccion no llevo consigo - 
lo predicocién de uno noturalezo diverse de unos y otros contratos. La - 
jurisprudencia no dudaro en afirmor la noturaleza civil de los contratos 
que entran en la competencie de la jurisdiccion administrative.
Lo que sucedera en nuestro Derecho es elgo similar al Derecho 
froncés. Sera la otribucién a la Administreciôn del privilégie de la de- 
cisiôn unilateral ejecutive la que funde une pretendida identidad de na- 
turelezo para el contrato administrative. El Real Decreto de 27 de febr£ 
ro de 1852 estoblece esta prerrogativa, aunque limitondole a los supues- 
tos de incumplimiento del controtiste medionte la inclusion en los plie- 
gos de une clâusula habilitante. No obstante, la jurisprudencia del Con­
sejo Real la admitirô con corâcter general sobre todo en materia de son- 
ciones.
Este origen histôrico del contrato administrâtivo en nuestro - 
pais es lo que permite a PARADA explicar lo que en reolidod es la esen—  
cio de este contrato:
"... Por medio de esta prerrogativa se situa en una posiciôn 
de superioridad, que si bien, en principle, no ténia por qué 
afectar al fondo de la regulaciôn del contrato y los derechos 
y obligociones de él nocidos no sufren olterociôn, provoco, 
por de pronto, uno situociôn de desiguoldod de indole proce- 
dimentol que llevo aporejada para su cocontratante la incôm£ 
da posiciôn de eterno récurrente de las decisiones unilate—  
ralmente enlitidas por la Administreciôn, desplazando sobre - 
él sistemoticamente la cargo de recurrir.
Esta posiciôn de ventaja, que supone un anticipe de los pode­
res del Juez, teniendo su misma extensiôn y reduciéndole a m£ 
ro ôrgano corrector y reviser de las resoluciones ya adopta—  
dos por la Administraciôn se exténderâ o todos los contratos 
de los que se predique la competencie de la Jurisdiccién adm£ 
nistrotivo, determinando su entrada o solide en elle, el - —
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nacimiento o cese de este privilégie. Asi, el ôrgano jurisdi£ 
cional harâ dejaciôn provisional de los poderes que el orden£ 
miento define como propios de la Jurisdiccién en una de las - 
partes, la Administraciôn, sufriendo, después, la jurisprude£ 
cia y la doctrine el espejismo de verlos como contenido y —  
sustoncio prepie del contrato administrative o contrato publ£ 
co, convirtiéndose lo adjetivo en sustantivo, el privilégié - 
posicional en norme de fondo, olvidéndose la especificidad y 
singulerided, que el Derecho privodo reconoce a code figura - 
contractuel, para predicarse, de todos los que tienen entrada 
en la Jurisdiccién contencioso-administrativa, unes caracte—  
risticas homogéneas e igualitarias en las que se pretenderé - 
fundamentar une noturalezo diverse y que no son otro cosa esos 
peculiaridades ..•'*( 34 ).
De.jamos por el momento a este eutor, al que més adelante debe-
remos volver al explicar nuestro posiciôn.
b) La tesis de GARCIA-ENTERRIA.- Este eutor después de consta­
ter también que "los contratos administratives tienen une equivalencia
estructural exacte (y, més claramente, funcional) en los médulos contro£ 
tuales establecidos en el Derecho privodo: por ejemplo, el contrato de - 
obra publice con el de obra privodo ..."(35 ) y que"la distincién contr£ 
tes administratives-contratos privedes es, pues, exclusivamente en su —  
origen une distincién a efectos jurisdicciones y no sustantivos", inten­
ta realizar un nuevo planteomiento de la cuestiôn vinculéndola a la mis­
ma concepcién del Derecho administrative y asi nos dice:
"La primera ebjeciôn a la doctrine sustentivadoro del contrato 
administrative es que parte de una idea convencional de lo —  
que la "autonomie" cientifica e institucional del Derecho ad­
ministrative ha de pretender. Tel autonomie no necesita expr£ 
sarse en une singulerided radical de sus instituciones sobre 
las que son propios del Derecho civil, lo que no implica que 
no see posible la oplicocién de las mismas a otros sectores - 
del ordenamiento ni que esta oplicocién tenga que comporter - 
un régimen institucional radicalmente diferente. En el Dere—  
cho Administrative, como derecho propio de las Administracio-
-  2 1  _
nés publicas en cuanto sujetos, se modulon los instituciones 
juridicos générales conforme a las exigencias de desenvolvi- 
miento propios de taies sujetos, como ya nos consto. El coso 
del contrato no es el ùnico, supuesto lo cual el problème no 
ha de plantearse en términos de singulerided, sustentivided 
o exorbitoncio, sino, més sencillamente, sin dramatismo, ia- 
cpLriendo cuales son exorbitoncios o variantes que introducen 
la presencia subjetiva sobre la abstracta instituciôn con­
tractuel" (36 ).
Quedo asi enunciede la que puede llamarse teorio de la "modul£ 
cién". Termine este con el que perece que GARCIA-ENTERRIA quiere poner 
de relieve que més que une tronsformocién (37) de la instituciôn con—  
troctual, el contrato administrative llevo a cebo une adaptaciôn o un —  
ensanchamiento de diche instituciôn para que puedan entrer en elle las - 
peculiaridades del régimen administrative. Idea ésto que también se pue­
de encontror en nuestros primeros teôricos. FERNANDEZ-VELASCO (38 ) dice 
o este respecte:
"Si todo contrato administrative tiene por objeto un servicio 
publice, la idea de su realizaciôn domina a la entidad odmi—  
nistretive y, por tente, seré consecuencie ineludible la de - 
que al contrato habré que darle todo la flexibilidad necesa—  
rie para que la Administraciôn pueda cumplidamente, y con to- 
da eficacia, realizar los servicies publices".
Para GARCIA-ENTERRIA (39) la "modulaciôn" se intensifica en - 
determinados contratos administratives y esto justifico que, por rozones 
progméticas, su onélisis se otribuya a los Tribunoles especiolizodos en 
Derecho administrative. Y ese intensidod se produce por uno doble exige£ 
cio: por las peculiaridades de la Administraciôn como orgonizacién publ£ 
ce; y por las singuloridedes de su giro o tréfico. Lo primero explica —  
los réglas especiales sobre formacién de los contratos. Lo segundo, la - 
tipicidad de uno serie de contratos, las derogaciones de las normas com£ 
nés favorables a los contratistos, la fuerzo diferente de la nocién de -
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"orden publico" como limite a los poctos, pero sobre todo la prerrogati­
va de la decisiôn unilateral y ejecutoria y las exorbitancias que supo—  
nen el "ius variandi" y determinados efectos del contrato respecte a te£ 
ceres.
Asi pues, GARCIA-ENTERRIA dira que "la esencia misma del con­
trato administrative radica, precisamente, en las modulaciones que la - 
presencia de una Administraciôn Publica actuando en el ambito de su gi­
ro o trafico especifico introduce en la instituciôn contractual". ( 40 )
c) El contrato administrative como contrato "deformado".- Hi£ 
tôricamente porece fuera de toda duda que el contrato administrative no 
se diferencioba del civil, pues su unico singularidad estribaba en que - 
conocion de sus cuestiones un juez especial, fuese este un ôrgano de la 
misma Administraciôn o de la propia orgonizaciôn judicial. No era pues 
un problema de noturalezo sino de corâcter practice el que justificobo - 
ese régimen excepcionol de jurisdiccién. Este es perfectomente constoto- 
ble precisamente en el coso del contrato de obros publicas, que por la 
singuloridad de su objeto tonte en el ospecto técnico como econômico, r£ 
clomobon de una cierto especializaciôn y también de una rapidez en las - 
soluciones, cosas ombas que no aseguraba la jurisdiccién ordinario.
Este origen jurisdiccional del contrato administrative puesto 
en clore por PARADA, se complicoré por un hecho que es môs politico o s£ 
ciolôgico que reolmente juridice, como fue que la Administraciôn hiciese 
voler el privilégié de la decisiôn unilateral e inmediatamente ejecuti- 
va, fundôndolo en la necesidod de asegurar el funcionamiento del servi­
cio publice, finolidod que obviamente siempre habia estado présente en - 
los contratos directnmente relocionodos con el mismo como eran los de - 
obros publicos.
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Al lodo de este hecho politico, se fue produciendo una jurispr£ 
dencia especializada en la que se estudiaban las singularidades propias 
de estos contratos celebrados por la Administraciôn pero sin que ésto S£ 
pusiera la aplicaciôn de normes de fondo ajenas al Derecho civil.
Serô precisamente esta jurisprudencia la que proporcione a la 
doctrina cientifica, los datos o los elementos para la construcciôn de 
la figura del "contrato administrâtivo" como diferente del contrato civil, 
dando lugar a que desde que lo ideora JEZE, a principios de siglo, hosta 
nuestros dios, no hayon cesado la critica o la revisiôn de dicho figura 
contractual. No ha de resultar, pues, fâcil decir algo nuevo o diferente 
de lo que yo se ho dicho o escrito.
Por nuestro parte queremos empezar por senalar que el contra­
to administrâtivo es una construcciôn doctrinal y jurisprudenciol reali- 
zodo esencielmente sobre elementos extranos a la instituciôn contractual 
y quizes sea éste el principal motive de que se heye calificodo a este - 
contrato como "instituciôn enigmôtico" (41), pues verdadejD enigma es —  
que puede entenderse como contrato aquél en que une de las partes es al 
mismo tiempo juez y parte. Si pese a esto el contrato funciona como tel 
es porque la bonded de esta instituciôn bôsica del Derecho esta fuera de 
toda duda.
A nuestro juicio no baste con decir que el contrato administra 
tivo es une modulaciôn o flexibilizaciôn del contrato civil, como ha pue£ 
to de relieve GARCIA-ENTERRIA, lo que en nuestro coso equivoldrio a de—  
ex que el c.o.p. es une modulaciôn del contrato civil de orrendomiento - 
de obra, pues esta modulaciôn sôlo cebe opreciorla en lo que constituye 
el contenido tipico de estos contratos. Los contratos administrâtivos, y 
muy singularmente el c.o.p. en cuanto constituyen una parte importante -
- 24 -
de lo que GARCIA-ENTERRIA denomino el giro o trafico de la Administra—  
ciôn, recogen clâusulas que resuelven problèmes o satisfacen intereses 
que son especificos de esta actividad contractual, y aunque tengan una 
ultima justificaciôn en el interés pûblico que siempre esta présente en 
la acciôn de la Administraciôn, lo cierto es que dichos pactos se dife- 
rencian de los que pueden surgir en un simple contrato civil de arrend£ 
miento de obra. En definitiva, esta modulaciôn es un fenômeno paralelo 
al que se ha producido en otros compos del Derecho, como es el coso de —  
los contratos mercantiles, por ejemplo; pues uno comprovento mercantil - 
no se distingue sustancialmente de uno comprovento civil, toda vez que - 
lo que singularizo oquélla es eso pertenencia al giro de un comerciante 
y en la posible inclusiôn de clâusulas que demanda la rapidez o la efic£ 
cia del trâfico mercantil.
Mas dejemos por el momento este ospecto innegable de la modu­
laciôn que el contrato odministrotivo comporta, para destacar que lo que 
tiene de relevante este contrato es algo puramente formol y ajeno o ex­
trano a lo instituciôn contractual, y en este sentido no es que el con­
trato odministrotivo module el contrato sino que môs bien lo déforma.
La deformaciôn cfel contrato civil no es consecuencia inmedioto 
de que uno de las partes sea la Administraciôn, pues si asi fuera ésto 
no podrio controtor en ningûn coso yo que ello no puede dejor de ser lo 
que es, por un principio elemental de identidad. La deformaciôn se prod£ 
ce porque la Administraciôn ostenta y pone en prôctico en este contrato 
la prerrogativa de decidir unilateralmente y con fuerzo ejecutivo, sobre 
cuolquier cuestiôn relative a su perfecciôn, modificaciôn, extinciôn e - 
interpretaciôrv de tal modo que quien con ello contrato no sôlo es una —  
parte sino como ha dicho PARADA un "eterno récurrente".
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Asi pues, nos porece évidente que se ho creado uno figura con­
tractual a base de incruster en la instituciôn del contrato algo ton ajje 
no G él como es el privilégié de lo autotutela odministrativa. Del con—  
trato civil, o del contrato en general, se puede tener la idea que se —  
quiera, pero sôlo serô un verdadero contrato si las partes pueden esta—  
blecer la propio regulaciôn de sus intereses refiriéndolo después a un - 
juez imporciol en su inteligencio y cumplimiente, de oqui el principio - 
de que "la validez y cumplimiento de los contratos no puede dejarse al - 
arbitrio de uno de los controtontes" (articule 1256 CC), pues si esto —  
fuese posible se perderio algo tan esencial como es la identidad de las 
prestociones a cargo de coda parte. En cambio, el contrato administrati­
ve encierra esta posibilidad y no como algo incidental sino como querido 
de propôsito, pues es constitutive del mismo la presencia de una Adminis^ 
traciôn que ejerce su prerrogativa de decisiôn unilateral y ejecutiva,
Tal prerrogativa no supone sôlo un privilégié de orden proce- 
dimental, que ya es bastante, ni un simple modo de e jercicio de los de­
rechos reconocidos en el contrato. Este privilégié supone que la Admi—  
nistraciôn de modo directe y vinculonte para el contratista puede dar - 
ôrdenes, mandates, instrucciones sobre su interpreteciôn del contrato, 
lo que se troducirô para el contratista en uno obligaciôn de dar o de - 
hacer que o lo mejor ni siquiero esté prevista en el contrato, y otro - 
tonte ocurre respecte de la modificaciôn de lo presteciôn convenida, o 
sobre la cenclusiôn del mismo vinculo contractuel. De tel modo esto es - 
asi que puede superponerse al esquema de derechos y obligociones nocidos 
de la "lex contractus", otro paralelo cuya fuente esta en la velunted - 
privilegiada de la Administraciôn, aunque ésto no tenga la ultime pala­
bra y quepa la revisiôn jurisdiccional de sus decisiones.
Esta deformaciôn de la instituciôn contractuel llevo, pues, a
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la convivencia de dos pianos de intelecciôn y actuacién en las relacio­
nes entre las partes como son, de un lado, la autotutela administrativa 
y su procedimiento "ad hoc" y, de otro, la bilateralidad y reciprocidad 
de unas prestociones fruto de un acuerdo de voluntades. Cloro que oqui 
cabrla repetir la famosa frase "e pur si muove", pero ésto no es tanto 
mérito del ingenio administrative como de la permanente validez del co£ 
trato, hosta el punto de que el "contrat administratif" ha podido ser - 
admitido como instituciôn singular en el Derecho positive, como tendre- 
mos ocasiôn de estudior.
Por otro parte, las llomodos por la doctrina francesa "clôus£ 
las exorbitantes" pueden existir por la posiciôn de las Administraciôn 
como orgonizaciôn pûblico. Esta es también un hecho que hon ocertodo o 
destacar GARCIA-ENTERRIA y PARADA.
PARADA ( 42) ya advirtiô que dgunas prerrogativas de la Admi­
nistraciôn son poderes externes que estôn al servicio de lo acordado —  
por las partes o de los principios générales de la controtociôn; son —  
prerrogativas, dice este outer, sin pretensiones sustanciales, como son 
la rescisiôn por motives de legolidod o de lesiôn, el poder de interpr£ 
taciôn y el de sanciôn o vigilancia; son poderes "ad extra" -anode-, —  
son un simple anticipe de los poderes del ôrgano jurisdiccional. En cajn 
bio, senala también PARADA que hay otros poderes que indicon "no sôlo - 
uno posiciôn de privilégié, sino lo que es môs peligroso para la insti­
tuciôn contractual, unos privilégiés de fondo , sustantivos, de tal in- 
tensidod que impiden seguir denominondo seriomente con el término de —  
contrato a oquello relaciôn juridice en cuyo seno son incondicionalmen- 
te admitidos; como puede suceder con la rescisiôn y la modificociôn del 
contrato por simples circunstoncios de interés pûblico apreciadas por la 
Administraciôn.
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Por su porte, también GARCIA ENTERRIA ha puesto de monifiesto 
que el "ius variandi" sôlo tiene singuloridad administrative cuendo es 
expresiôn de une potestad expropiotorio o reglomentoria, pues concrete- 
mente en el c.o.p. el "ius variandi" es refiejo del derecho de desisti- 
miento unilateral reconocido al "dominus operis" en el orrendomiento C£ 
vil de obra (articule 1594 CC) (43 ). Otros veces las exorbitancias se 
refieren a terceros, como son las ocupaciones temporales, la percepciôn 
de tarifas, la imborgabilidod de certificaciones, etc., aunque el mismo 
outer senala que son efectos "ex lege" y no "ex contractu".
Es decir, las exorbitancias que uno y otro outer analizan no 
porece que se debon a rozones monteridles o de fondo sino môs bien a la 
posiciôn privilegiada de la Administraciôn.
Nosotros también creemos que esto es asi aun en los cases en 
que pudiero parecer que la prerrogativa no aparece directemente.
Desde luego hay que préciser que el poder de modificaciôn, d£ 
recciôn y sanciôn no ofrecen sustentivided propia respecte de los que 
normalmente dispone el dueno de une obra privodo. El contenido material 
de estos poderes no difiere en esencia de los que oporecen en la contra^ 
taciôn privodo e incluse responden a la misma finolidod/que la obra se 
realice conforme al proyecto en el precio y plazo convenidos. La dife—  
rencia entre estos poderes segun procedan de un contrato administrative 
o civil estô en que, en el primero, se imponen ejecutivamente al contr£ 
tisto o quien no le cobe otro posibilidad que recurrir contra la deci—  
siôn odministrativa.
Mas en otros cases también es la posiciôn, y aun môs, la pro­
pia noturalezo de la Administraciôn investida de poder juridice y econ^ 
mice, lo que explica que adopte ciertas medidos "exorbitantes" en favor
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del contratista, que como senala GARCIA-ENTERRIA (44) no es que estén - 
determinados por un inesperado espiritu paternalista de la Administraciôn, 
sino porque ella misma obtiene un bénéficié, Esto ocurre con las indemn£ 
zociones por causa de fuerzo mayor, pues sôlo la Administraciôn como tal 
puede asumir el papel de aseguradora de estos riesgos o con la inemborgo 
bilidad de las certificaciones por ester implicados fondes publicos, por 
citer dos ejemplos coracteristicos.
En cambio, dificilmente se encuentran rozones "publicas" en —  
otros ejemplos de exorbitancias como son el régimen de pages a cuenta, 
que se practice indistintamente en la contrataciôn privede y la pûblico 
o el sistema de doble recepciôn de la obra (provisional o definitive), - 
con un période de garantie, que es igualmente conocido y procticodo en 
el contrato de obra privodo.
Por consiguiente, se puede concluir que el contrato administra 
tivo en su estructuro esencial es une construcciôn fundodo en los esque- 
mos conocidos seculormente de la contrataciôn civil, a los que se le —  
distoriona con el onodido o incrustaciôn de unos poderes administratives 
que se ejercen por couces procedimentoles, y por tonte ojenos a la inst£ 
tuciôn contractual que soporta pacientemente ton forzodo construcciôn.
3. La funciôn del contrato administrative.- Si la estructuro 
del contrato administrative no puede merecer elogios, no ocurre lo mis­
mo con su funciôn, y siendo en este ospecto por donde se descubre la d£ 
mensiôn compléta de esta figura y lo que explica también su eficacia y 
su juego en algunos sistemas juridicos como el nuestro.
El contrato administrative llevo a cobo, como senolomos môs - 
orribo, une verdadero modulaciôn del contrato civil en la medida en que.
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unos veces con mas rigor que éste y otros con mâs flexibilidad, solucio- 
no las cuestiones o problèmes que suscita la redizaciôn de las obros de 
ingenierio o edificaciôn, por citar las que merecen con mayor propiedad 
el nombre de obros publicas o civiles. En lo que a nosotros importa, que 
es el c.o.p., se puede advertir que este contrato administrotivo bosico 
llevo a cobo una configuraciôn mâs amplia y mâs acabada que la que supo­
ne el orrendomiento civil de obra. La Administraciôn al instrumentalizar 
el contrato civil, lo ha perfeccionado medionte la oplicocién de unos —  
técnicas que a base de repetirse en los pliegos de clâusulas se fueron - 
primero tipificando y después legolizondo.
Mientras que la regulaciôn del contrato civil de obra quedo - 
limitada en nuestro Derecho a unos escasos orticulos del CC, la regula­
ciôn odministrativa se fue adaptando a impulse de las exigencies técni­
cas y sociales. De este modo los contratos administrotivos hon asumido 
un papel, directive, especialmente en el campe de las obros publicas.
La misma parquedad de la regulaciôn civil ha dodo lugar a que 
se produzca un"Derecho vivo" de la contrataciôn de las obros refie Jade 
en las clâusulas de los contratos que a diorio se pactan. Pues bien, C£ 
do vez es mâs frecuente que los particulores incorporen soluciones que 
se hon encontrado hoce tiempo en la esfera de la contrataciôn adminis—  
trotivo. E incluso se llegan a producir remisiones en bloque a normas - 
administrâtivos que llenan asi las lagunas dejadas por el Derecho civil, 
como puede ser el coso de la revisiôn de precios. Por otro lado es fâ­
cil encontror hoy en los contratos privados previsiones que contemplan 
aspectos tan tipicos del c.o.p. como son la comprobaciôn del replanteo, 
la programaciôn de los trobojos, la suspensiôn de las obras, la fuerza 
mayor, la recepciôn de la obra, etc. Por consiguiente, el contrato adm£ 
nistrotivo, y por lo menos, el contrato administrotivo por excelencia, 
que es el c.o.p. viene cumpliendo una funciôn que desborda la propia —
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esfera administrativa, y es en este aspecto donde puede encontrarse lo 
que es mâs singular en este contrato,
Sin embargo, la identidad de fondo que existe entre el contr£ 
to civil y el administrative explica un fenômeno de indole contraria al 
que nos ocobamos de referir y pone una vez môs de manifiesto que el co£ 
trato administrative sôlo supone una diferenciaciôn formai respecte del 
civil. Hoy la Administraciôn como tal lleva a cabo obras destinadas "per 
se" a un fin publice, sin utilizer el contrato administrative y las prerr£ 
gativas que el mismo implicon, y pese a ello las obras se culminan sin 
mayores problèmes. Dos ejemplos nos porecen significatives a este res—  
pecto. Uno es el de las eutopistos construidas «cientemente en nuestro 
pois en régimen de cencesiôn, en base a contratos estrictomente civiles 
celebrados entre el concesionorio y el contratista ( 45 ). El otro, las 
obras portuarias en régimen de autonomie que se contratan de acuerdo con 
las normes del Derecho civil (46 ).
Pues bien, estos hechos evidencion que si es posible este in- 
tercombio de técnicas administrativas y civiles en menos de una misma - 
Administraciôn y manteniéndose siempre el fin publico de las obras, es 
porque no hay diferencia sustonciel elgune entre un contrato civil y —  
uno administrotivo.
Recientemente, la doctrina francesa ha podido destacar que la 
similitud entre el "contrat d'entreprisse" (civil) y el "marché de tra­
vaux publics" es enorme. LLORENS ( 47 ) ha realizado une comparaciôn--
exhaustive entre ambos contratos y ha podido efirmer que esta confronta 
ciôn "montre que le contrat d'entreprise et le marché de travaux publics 
sont infiniment plus semblables qui'ils ne sont différents". Este estu- 
dio comparativo le ha permitido afirmor a LLORENS ( 48 ) la identidad —
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cosi absolute de ambos contratos desde el punto de vista de las estipu- 
laciones tanto por la polivalencia de los pliegos de clâusulas como por 
lo uniformidad de los mismos. Ademâs, también ha observado este outer - 
la folto de oposicién de las normas legoles y reglomentorios que rigen 
ambos contratos, produciéndose osimilociones en moterios fondamentales 
como son la de precios y el page directe a los subcontrotistos y, sobre 
todo, se observa no oposicién sino una "échelle de publicisction" a med£ 
da que se ovonzo desde los contratos celebrados por los particulores, - 
posando por los de las sociedades de economia mixta y de los estobleci- 
mientos pûblicos nocionoles de corâcter industrial y comerciol, hosta - 
llegar a los contratos de los Comunidodes Locales y por fin del Estado,
Y si todo esto es asi en el criterio de LLORENS, también se destaca por 
éste la similitud de los dos contratos en el piano de lo jurisprudencia, 
cuyo estudio revelo igualmente una preponderancia de semejanzas como o^ 
vierte LLORENS (49); "Qu'il s'agisse d'adjudication, de situations pr£ 
contractuelles, de condition d'exécution du contrat, de la sanction, ou 
de responsabilité contractuelle, les jurisdictions judiciaire et admi­
nistratif se pronocent dans le même sens",
Todo esto nos llevo a formular de nuevo la pregunta de ^por qué 
existen entonces unos contratos odministrotivos diferenciodos de los ci­
viles cuondo la similitud entre ellos es tan sustancial?, A nuestro jui­
cio la ûnica respuesta vâlida es la misma que se daba en el origen de e£ 
ta dualidad: Existen contratos odministrotivos junto a los civiles, porque 
existen dos jurisdicciones, civil y administrotivo, Pero es obvio que el 
que existon dos jurisdicciones yo no es un problema juridico sino poli­
tico que excede de nuestro estudio,
4, Conclusién,- El contrato administrotivo no es mâs que oquel 
tipo de contrato que célébra la Administraciôn pûblico, manteniendo las
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prerrogativas de interpretaciôn, modificaciôn y extinciôn del mismo, —  
ejercitables medionte decisiones uniloteroles y executives, manteniénd£ 
se en lo demôs las corâcter1sticas del tipo de contrato civil o mercan­
til que aquéllo utilize para atender fines pûblicos.
No bosto, a nuestro juicio, el simple criterio de la presen—  
cia de la Administraciôn como porte en el contrato, puesto que elle torn 
bién es porte en los contratos privados.
Como tampoco bosto el fin pûblico que la Administraciôn pers£ 
gue, see un uso pûblico o un servicio pûblico en el môs omplio sentido, 
pues en nuestro coso existen obros que se destinan al uso pûblico (corr£ 
teros, puertos, etc.) o o un servicio pûblico (uno emisoro estotol de - 
televisiôn, por ejemplo) que, sin embargo, se contratan con orreglo al 
Derecho privodo.
Estos dos criterios subjetivo y objetivo deben, pues, complé­
tasse con la existencia de las prerrogativas indicadas. Esto es lo que 
sigue justificondo la existencia del contrato administrotivo y es la r£ 
zôn de ser de que exista para los mismos uno jurisdicciôn especial por 
medio de la cual se fiscalice el ejercicio de los poderes administrati­
ves. Este es el verdadero nûcleo de la "exorbitoncio" del contrato odm_i 
nistrotivo respecte del contrato civil. Los demôs exorbitancias o modul£ 
ciones son el refiejo de la riqueza de la autonomîa de la voluntad que 
aunque con ciertas restricciones también existe en el contrato adminis­
trative, siendo ésto lo que do lugar al hallazgo de soluciones o técni­
cas que por su bonded o validez se propagan también a la esfera privodo 
de la contrataciôn.
III.- EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA COMO ARRENDAMIENiïO DE OBRA.-
Si el corâcter de contrato administrative que tiene el c.o.p.
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nos ha revelado un aspecto de su noturalezo eminentemente formol y probl£ 
mâtico, su condiciôrt de orrendomiento de obra nos ofrece, por el contre  ^
rio, un aspecto sustancial y perfectomente definido,
Por virtud del c.o.p. -deciomos en la definiciôn propuesta al 
principio- uno de las partes llamada contratista o empresario, se obli­
ge, con orgonizaciôn y medics propios, a ejecutor una obra inmobiliaria, 
a cambio de un precio cierto en dinero que se compromete a pogorle una 
Administraciôn publica. Se estoblece asi el esquema tipico del contrato 
de orrendomiento de obra que conoce el Derecho civil, heredodo del Der£ 
cho romano.
Es interesonte destacar que la "locatio conductio operis" del 
Derecho romano surgiô histôricamente en el campo de la ejecuciôn de las 
obras publicos para llegar a ser después una figura tipico del Derecho - 
privodo (50.); por donde, una vez môs, se descubre lo pertenencia del —  
c.o.p. a los dos ômbitos del Derecho, esto es, al Derecho publico y al - 
Derecho privodo y, al mismo tiempo, también se percibe que esc "summa d£ 
visio" del Derecho no excluye su unidod fundamental.
Por otro porte, debe tenerse en cuenta que esta unidod funda­
mental del Derecho quedobo refie jodo en el Derecho romano en la unidod 
de sus instituciones, Tal era el coso de lo "locatio conductio" respec- 
to de la cual los juristas romonos no se preocuparon tanto de su siste- 
matizaciôn como de distinguirlo de la comprovento (emptio-venditio).
Asi pues, la distincién tripartita de "locatio conductio rei", "locatio 
conductio operarum" y "locatio conductio operis" es muy posterior y no - 
se consolida prôcticomente hosta el siglo XVIII para quedar consogroda 
en el Côdigo Civil froncés (51), También nuestro Côdigo Civil recoge e£ 
ta triporticiôn del orrendomiento, ol decir que "el orrendomiento puede 
ser de cosos, de obros o de servicios". (articule 1544 CC).
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Mas estcblecido hoy esta triple distinciôn en el arrendamiento, 
forzoso es conocer lo que singulariza al arrendamiento de obra del que 
el c.o.p. no es m6s que una variante por razôn del objeto.
1. La obra cotno resultado del trabaio.- Nota comun a los tres 
tipos de arrendamiento es la de proporcionar un determinado goce o dis- 
frute a cambio de un precio. Si el objeto cedido poro el disfrute es —  
uno COSO, estoro en presencia de un arrendamiento de coso. Pero la idea 
del disfrute se complied cuando lo que se contempla como objeto del —  
mismo es la actividod de una persona. Surge entonces la distinciôn entre 
el arrendamiento de servicio y el de obra, segun como se concibo el ti- 
po de prestociôn personal que ha de proporcionar utilidad a la otra par­
te.
Si se contrata la prestaciôn de una determinada actividad in- 
dependientemente del resultado que puedo proporcionar, estaremos en pre^  
sencia de un contrato de arrendamiento de servicio. Si lo que se contra 
ta es la prestaciôn de una actividad en cuanto que proporciona un deter­
minado resultado, estaremos ante un arrendamiento de obra. Claro que es- 
to no significo que en el primer coso se prescinde por las partes de to- 
do resultado a obtener con la actividad o servicio contrato. Es obvio - 
que si el servicio no proporciona el resultado que se espero de él, no 
sera, pese a ello, considerado util por si mismo. Lo que ocurre en el - 
arrendamiento de servicios es que el resultado sôlo se mide por su corres^ 
pondencio a un tipo determinado de actividad y queda relegado al campo - 
de los motivos que juridicomente son irrelevantes (52).
Si, por el contrario, las partes convienen en que con la acti­
vidad se ha de obtener un determinado resultado consistante en la créa—  
ciôn de una "res nova", nos encontroremos con el arrendamiento de obra.
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Ciertamente el resultado se obtiene con lo prestaciôn de una determinada 
cantidad de trabajo o servicios, mas esto es algo que en esta hipôtesis 
también queda relegado al campo de los motivos.
Este corôcter de contrato de resultado (53)- es bôsico para entender 
también el c.o.p., en el que el controtisto se oblige a realizar y entre^  
gar a la Administraciôn una obra compléta y terminada, siendo ésto lo —  
que constituye la prestaciôn tipica de este contrato, pues la otra pres­
taciôn, es decir, el pago de un precio es comun a otros muchos controtos.
La determinaciôn del resultado a obtener en el c.o.p. no presen^ 
ta dificultad pues la "res nova" consiste en una obra publica, bien sea 
su construcciôn, reparaciôn, mantenimiento o mejora. Sin embargo, convie^ 
ne hocer olguna precisiôn sobre este ospecto definidor de la naturaleza 
del c.o.p.
En el c.o.p. el resultado que es relevante es la ejecuciôn de 
una obra inmobiliaria definida en un proyecto. Materialmente no existe 
ninguno diferencio entre el objeto del c.o.p. y el objeto de un contrato 
en obra privada también de carôcter inmobiliario. En cambio, se nos pue- 
de decir que formolmente si boy diferencio porque la obra en el c.o.p. - 
es publica por estor destinodo a un uso o servicio publico, o a un fin - 
publico sin môs. Sin embargo este "plus" formol no altéra la naturaleza 
material del objeto del c.o.p. y tompoco trosciende juridicomente al re­
sultado que debe obtener el controtisto.
El controtisto cumple el contrato y queda por tonto liberodo - 
de su obligociôn con la ejecuciôn de la obra ajustôndose al proyecto. Que 
la obra asi realizada puede cumplir o no el fin publico que la Adminis­
traciôn pretende satisfacer, es algo que no entra en el resultado prome- 
tido por el controtisto, porque no es objeto del contrato el funcionomiento
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de un servicio pôblico o la satisfacci6n de un fin pCblico, sino la - - 
ejecuciôn de una obra que es el medio o instrumento de atender esa satis^  
facciôn. Si la obra realizada es la proyectado debe ser recibido. Es —  
pues el proyecto, y no la ulterior sotisfacciôn de un servicio publico, 
lo que sirve de contraste para determinar si el resultado prometido por 
el controtisto se ho logrodo o no. Por ello una obra inocoboda puede ser 
puesto en servicio, ounque sea porciolmente, si a la Administraciôn le 
intereso y, a la inversa, una obra debe ser recibido si estô ocabodo —  
conforme al proyecto ounque después no se pongo en servicio o éste no 
lo sotisfoga.
Por consiguiente, el corocter publico de la obra no troscien- 
de al contenido de la prestaciôn del controtisto, lo que no quiere de—  
cir que el elemento del fin o servicio publico no forme porte del con­
trato, pues como yo sobemos es este elemento el que modula o déforma el 
esquemo contractual del arrendamiento civil de obra, y sobre todo este 
elemento es el que juego esenciolmente para determinar el requisite de 
la competencio de la Administraciôn para controtor y de la jurisdicciôn 
contencioso administrotivo para conocer de este contrato.
Por ôltimo, la naturaleza del c.o.p. como contrato de résulta^ 
do también explico otra nota fundamental del arrendamiento de obra y, - 
por tonto, del c.o.p. Si lo poctodo es la obtenciôn de un resultado fi­
nal y no la actividad que es necesorio para obtenerlo, la pérdido, des- 
trucciôn o doRo que la obra puede sufrir (periculum rei) debe soportor- 
lo el controtisto, solvo que hubiero morosidod en recibirlo por porte - 
del dueno, una vez terminada (articules 1589 y 1590 CC). En el c.o.p. - 
también rige este principio civil que se flexibilizo al determinorse —  
unos cosos tipicos de fuerzo mayor en los que la Administraciôn puede - 
ser obligodo a indemnizor los doRos y per juicios sufridos por el controti^ 
ta octuondo asi de osegurodorg primero porque tiene copocidad econôroico pan
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cubrir esos riesgos, y segundo, porque entiende que esto le es môs ben£ 
ficioso que tener que soportor el encarecimiento de las ofertas por la 
repercusiôn en ellas del precio de los seguros que en dro caso tendria , 
que soportor el controtisto y, por ultimo, porque asi también se troto 
de evitor el riesgo de una posible poralizaciôn de la actividad del coii 
trotisto que redundorio en perjuicio del interés pôblico. Por lo demés 
en el c.o.p. la fuerzo mayor, como en el contrato civil de obra, puede 
ser también causa déterminante de una imposibilidod sobrevenido (orticiu 
lo 1182 CC) para la obtenciôn del resultado que de este modo quedorio - 
asi definitivomente frustrodo.
2. Autonomio y riesgo del controtisto.- Cuando el orrendomieri 
to tiene por objeto el disfrute o utilizociôn de determinada actividad 
o servicio personal se estoblece a su vez la distinciôn segun que el —  
trabajo que se presto sea autônomo o subordinodo de quien voyo a benef^ 
ciorse de él. El arrendamiento de servicios tiene su mayor grodo de su- 
bordinociôn en el contrato de trabajo, en el cuol existe una relociôn - 
de dependencio entre el potrono y el trobo jodor; en cambio la autonomio 
es nota corocteristica de los servicios propios de profesiones indepen- 
dientes o libérales.
Como en el contrato de obra existe una prestaciôn de activi­
dad, ounque lo relevante juridicomente sea el resultado que con ello - 
se obtiene, también puede exominorse el grodo de autonomio o subordin£ 
ciôn que en él se produce.
En el arrendamiento civil de obra la autonomio del controtis- 
to o empresorio es elemento esenciol del contrato, pues el resultado que 
se promete (la obra) se ho de obtener con orgonizociôn propio de los m^ 
dios necesorios. El controtisto gozo de autonomio para disponer de la moneca
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que tenga por conveniente de cuantos factores, humanos y materiales, - - 
hayon de intervenir en la ejecuciôn de la obra. La autonomie propia de - 
toda empresa lleva también consigo que el riesgo de un mayor o menor co^ 
te de la obra y, por tonto, de una ganancia o pérdido, sea por principio 
de cuento del controtisto sin que puedon ser troslododas estas consecueji 
cios adverses o favorables a le otra porte. Este es le razôn de ser del 
principio del riesgo y ventura que no es, pues, ninguno singuloridod ad­
ministrative sino consustonciol a la naturaleza del contrato de arrenda­
miento de obra.
Desde luego este autonomie del controtisto no es absolute en - 
el arrendamiento civil de obra, pues en le prôctico el comitente o dueno
de le obra no suele ser un simple observodor de le actividad que desplijs
go el controtisto sino que se reserve unos poderes de control o direc- - 
ciôn que ejercito por medio de personas técnicos a su servicio. Lo que - 
ocurre es que cuanto môs intenso see ese control o direcciôn mayor sera 
también le porticipociôn del dueno de le obra en le responsobilidod de - 
le correcte ejecuciôn de le obra.
En el c.o.p. el controtisto es también, por definiciôn, un em- 
presorio cuyo trabajo es autônomo, por lo que el riesgo de un mayor cos- 
te de le obra que se compromete hocer o le ventura del bénéficié que con
le mismo puede obtener es de su cuento. Como tendremos ocosiôn de estu—
dior este "periculum obligotionis" se ho pretendido considérer como défi 
nitorio del c.o.p. a trovés de la formulociôn del principio del riesgo y 
ventura que proclama nuestro Derecho positive.
Sin embargo lo singular del c.o.p. no es tonto que exista une 
autonomie del controtisto con la contraportido del riesgo y ventura a su 
cargo, sino en el hecho de que, por un lodo, la Administraciôn intervie- 
ne môs intensomente que lo puede hocer un "dominus operis" de corôcter
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privado, como consecuencio de los prerrogotivos de interpreticîôn y modi- 
ficcciôn del contrato cuyo ejercicio se hoce a troves de lo prerrogativo 
formal de lo decisiôn unilateral y ejecutivo. De otra parte, no es difi- 
cil comprender que el riesgo y ventura del controtisto se convierto en - 
zona pdémico del contrato pues el controtisto propendero o implicor a la 
Administraciôn en los resultodos adverses de su empresa en la medido en 
que interprète que ello se debo a la intervenciôn o injerencio de ello. 
Por su porte, la Administraciôn tenderô también a desconocer cuolquier 
reclomaciôn que el controtisto le hogo, pues ello sôlo tendrô concien—  
cio de que lo unico que debe pogar es la obra prometido una vez conclul- 
do. En esta dioléctico, fôcil es overiguor que quién lleva siempre la me- 
jor porte es la Administraciôn, pues el privilégie de la decisiôn ejecut^ 
va hoce que fundone el principio "solve et répété", y que al controtis- 
to no le quepo pues otro remedio que el de recurrir.
Sin embargo, existen remedies jurisprudencioles y légales que 
troton de corregir el desequilibrio que puede producir la injerencio de 
la Administraciôn en el contrato e incluse, de modo môs emplie, dondo lu- 
gor 0 que el riesgo econômico que corre el controtisto en virtud de su - 
autonomie empresoriol, se veo ogrovado. Los indemnizociones por suspen—  
siôn de las obros, por la modificociôn del proyecto, por desistimiento - 
unilateral y, osimismo, las compensociones por incremento de los precios 
de mercodo (compensociôn, octuolizaciôn y revisiôn de precios) procuron, 
ounque no see plenomente, restoblecer el equilibrio econômico del contro 
to, por une razôn elemental de justicio. Todos estas técnicos indemnizo- 
torios y compensâtorios bon dodo lugor a que se senole como corocterist^ 
co del c.o.p. y môs ompliomente del contrato administrotivo el llomodo 
principio del équivalente econômico (54) que no es otra coso que el re­
medio de evitor que se produzco un enriquecimiento injusto por porte de 
quien ogrovo la situociôn econômico del controtisto como empresorio, es 
decir, la Administraciôn.
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3. Precio cierto.- El arrendamiento de obra es un contrato bi­
lateral, oneroso y conmutativo por cuonto el comitente o dueno de la —  
obra debe pagor un precio cierto en dinero al empresorio o controtisto.
Como senolo CIANFLONE (55), el precio en dinero es la presta­
ciôn otipico por excelencio en los controtos bilatérales, pues no tiene 
fuerzo o virtud informante del tipo de negocio. Por ello cuando la pres­
taciôn es de una coso diferente del dinero, estaremos en presencia de un 
contrato otipico o mixto.
El precio debe ser cierto (orticulo 1544 CC), lo cuol no quiere 
decir que debe ester completomente determinado en el momento de la cele- 
brociôn del contrato. Bosto con que el precio sea determinable, lo cuol 
hoce posible que existon diverses modolidodes del mismo: precio olzodo o 
"o forfait", por unidod de obra, por administraciôn, etc.
El corôcter bilateral del contrato determine que code presto—  
ciôn (la obra y el precio) see correlotivo de la otra, por lo que existe 
un verdodero sinologmo que justifico la resoluciôn del contrato en caso 
de incumplimiento o de imposibilidod sobrevenido (articules 1124 y 1182 
CC). Ahoro bien, el precio sôlo es debido al controtisto cuando éste ho 
cumplido con su obligociôn, esto es, cuando la obra ho quedodo realizada. 
Asi pues, el precio se page "postnumerondo", como consecuencio de la - - 
esencio del arrendamiento de obra; yo que es necesorio un determinado —  
tiempo para que la obra sea ejecutodo, a cuyo término podro producirse la 
entrego reciproco de la obra y del precio ( 56), Econômicomente, esto s^ 
pone que el controtisto corre el riesgo de la onticipociôn de su presta­
ciôn, lo cuol se compensa en la prôctico por medio de los pogos a bueno 
cuento del precio total.
El arrendamiento de obra es, odemôs, un contrato conmutativo -
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porque la entidad objetiva de la prestaciôn de las dos partes esta siem­
pre determinada o es determinable en base a criterios objetivos preesta- 
blecidos y no en funciôn de hechos futures e inciertos (57). Por otra porte 
yo sobemos que el oleo o riesgo del controtisto, es decir, la posibili- 
dod de un mayor coste de la obra que el iniciolmente previsto, no determi^ 
no una incertidumbre en el precio, pues éste sôlo en cosos especioles es 
posible modificorlo.
En el c.o.p. también se don estos rosgos corocteristicos del - 
arrendamiento de obra en cuanto ol precio que en él se pocto. La certezo
del precio es también requisite indispensable (orticulos 110 LCE y 30 —
RCE) y osimismo se ocepto la determinobilidod dondo lugor a diferentes - 
modolidodes de fijaciôn del precio que coinciden con las que se procti—  
con en el arrendamiento civil de obra.
Ahoro bien, el c.o.p. présenta unos rosgos peculiores en la bi^  
loterolidod y conmutotividod del contrato.
En la biloterolidod porque se quebronto el llomodo sinologmo - 
genético ( 58) de toi suerte que el incumplimiento del contrato por la - 
Administraciôn no justifico el retroso o la prolizociôn de las obros por 
el controtisto. La "exceptio non tnmmdimpleti contractus" (orticulo 1124) 
no juego pues en el c.o.p. Es esta una de las que cobrio llomor "expro—  
piociones" reolizodos por la Administraciôn dentro de la economio normal 
del contrato bilateral que es el arrendamiento civil de obra.
Por lo que respecta a la nota de la conmutotividod, el c.o.p.
ofrece la peculioridod de una reglomentociôn de la que, en cambio, core- 
ce el arrendamiento civil de obra. Técnicos como la de la mayor dificul­
tad de ejecuciôn de la prestaciôn (’kugétions imprévues") y la revisiôn - 
de precios, constituyen en un ômbito jurisprudenciol y legal, exponentes
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de una preocupaciôn especial por mantener el equilibrio econômico de las 
prestaciones con jurando el âlea interna o técnico del contrato y el 61ea 
externo o de mercado. Estos logros boy también se extienden al émbito de 
la contrataciôn privada de obras por medio de pactos "ad hoc", siendo —  
deseable que en el futuro existiesen en ésta como en otros casos una re- 
gulaciôn homogénea y vâlida para la construcciôn de las obras cualquiera 
que sea el dueRo de las mismas.
IV.- FUENTES NORMATIVAS.-
E1 esfuerzo dogmôtico realizado con el propôsito de configurer 
el contrato administrative como una instituciôn unitaria, no ha sido - - 
correspondido en el Derecho positive con una regulaciôn unificada y ar­
ménien. El Derecho espoRol ofrece hosto tres ôrdenes de regulaciôn que 
aunque no divergentes si ofrecen criterios diferentes en olgunas normes. 
Esta diversidod de regulaciones se produce en torno a los tres ômbitos 
fundomentoles de la Administraciôn Pôblica; es decir, la Administraciôn 
del Estado, la Administraciôn Local y la Administraciôn Autônoma (artic^ 
los 103 y 137 CE).
Asi pues, la regulaciôn positiva del c.o.p. debemos buscorlo 
en los tres ôrdenes normatives indicodos, aunque advirtiendo que la le- 
gislaciôn bôsica sobre controtos administrâtivos y, por tonto, sobre el 
c.o.p., es moterio reservodo a la competencio exclusiva del Estado segôn 
dispone el orticulo 149.1. CE.
1. Normas estotoles.- En el oRo 19Ô3 se produjo en nuestro —  
pois una nueva orientaciôn en la regulaciôn de la contrataciôn adminis­
trative. Hosto entonces los controtos administratives del Estado esta—  
bon regulodos en el capitule V de la Ley de Administraciôn y Contobili-
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dad de la Hacienda Pôblica de 1 de julio de 1911, en el que se regulaban 
principalmente los procedimientos de selecciôn de contratistos, no exis- 
tiendo una regulaciôn administrative sobre el fondo o contenido de estos 
controtos* Por debojo de esta Ley existiôn diverses Pliegos para la con­
trataciôn en distintos Deportomentos ministerioles, en los que destocobo 
el Pliego de 13 de morzo de 1903 para la ejecuciôn de obras dependientes 
del Ministerio de Obras Publicas. De la bondad de este Pliego da bueno - 
cuento el hecho de que ho estado vigente môs de sesento oRos.
La publicociôn de la Ley de Bases de Controtos del Estado de 
28 de diciembre de 1963, inicio una nueva etopo corocterizado por la —  
oceptociôn de la figura del contrato administrotivo, regulondo no sôlo 
la fose de selecciôn de ofertas, sino también la preporociôn y posterior 
ejecuciôn del contrato hosto su conclusiôn*
La Exposiciôn de Motivos de esta Ley de Bases enfotizô sobre 
la sustontividod del contrato administrotivo frente al contrato civil, 
pues se decio que configurobo o los controtos del Estado "como una cot^ 
gorio independiente con olejodos roices del Derecho privodo". Afirmo—  
ciôn que encontrô inmediotomente eco en la doctrino y asi CARRETERO PE­
REZ (59) podia decir: "La Ley de Bases de Controtos del Estado coroct^ 
rizo octuolmente el contrato administrotivo por su sumisiôn preferente 
al Derecho administrotivo, cuolidod originorio que otorgo a los centrâ­
tes del Estado su perfil institucionol y los configura como categoric - 
independiente, olejodo del contrato civil, que sigue oportondo su voler 
secular: su esquemo juridico".
La Ley de Bases fue posteriormente articulodo en el texte que 
opruebo el Décrété de 8 de obril de 1965, en donde quedon regulodos, —  
principalmente, tres tipos de centrâtes a los que se les reconoce notu-
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rolezo administrotivo "per se": el de obras, el de gestiôn de servicios 
pûblicos y el de suministros* Sin embargo, como odvirtiô PARADA (60 ) - 
"las preocupociones dogmâticos de los redoctores de la Ley, les llev6 
a un intente de regulaciôn omnicomprensiva de todos los centrâtes del - 
Estado", lo cuol diô lugor a una regulaciôn dificil de entender por su 
complicociôn en punto a determinar cuando existio un contrato adminis­
trative y cuando el contrato debio ser regulodo por el Derecho privodo 
(61 )• De los articules 18 y 19 de este texte legal deducio PARADA que 
podion distinguirse todos estas closes de centrâtes: 1@. centrâtes tip^ 
ces, que son los de obros, suministros y gestiôn de servicios, con regu­
laciôn compléta en la Ley. 2S. Centrâtes con régimen juridico especifico 
y por naturaleza administratives. 3@. Centrâtes con régimen juridico es­
pecifico y por naturaleza civiles. 4&. Centrâtes sin régimen juridico ea^  
pecifico y de naturaleza administrotivo. 5S y por ôltimo, centrâtes sin 
régimen juridico especifico y de naturaleza administrotivo.( 62 )
Posteriormente, la Ley 5/1973, de 17 de morzo, modificô la Ley 
de 1965. En el preômbulo de esta Ley se insiste en la oceptaciôn de la - 
figura del contrato administrative "que ormonizo el respeto a la instit£ 
ciôn comun del contrato,' cuyo naturaleza bôsico se ocepto por cuanto re­
présenta para las partes de mutuo respeto y seguridod juridico, con las 
indéclinables exigencios del interés publico". Quizô el principio inspi- 
rodor de esta reforma, môs destocoble, sea su preocupociôn por clorifi—  
cor las fuentes normotivos de los centrâtes del Estado y flexibilizor - 
la figura del contrato administrative, toi como lo opreciô LARUMBE BIERRUM 
(63 ). El articule 4 LCE confiera corôcter administrative a los tres cori 
trotos que régula: el de obros, gestiôn de servicios pôblicos y suminis­
tros, y para que los demôs centrâtes tengon carôcter administrative es - 
necesorio que asi lo declare una Ley, o que estén directomente vinculo—  
dos al desenvolvimiento regular de un servicio publico, o que reviston - 
coracteristicos intrinsecos que hogon précisas una especial tutelo del -
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interés pôblico para el desarrollo del contrato. La flexibilizaciôn del 
contrato administrotivo se ho querido ver en el orticulo 3 LCE al dispo 
ner que "la Administraciôn podrô concerter los controtos, pactos y con- 
diciones que tenga por convenientes, siempre que no seon contraries al 
interés pôblico, al ordenomiento juridico o a los principles de bueno - 
administraciôn, y deberô cumplirlos a tenor de los mismos, sin perjuicio 
de las prerrogotivos estoblecidos, en su caso, en fovor de oquéllos.
La Ley de Centrâtes del Estado de 1965 preveio en la disposi- 
ciôn odicionol primera su desarrollo reglomentorio, que tuvo lugor efe£ 
tivomente con el Reglomento General de Contrataciôn del Estado oprobodo 
por Décrété de 28 de diciembre de 1967 y que posteriormente quedô dero- 
godo por el que se opruebo por Décrété de 25 de noviembre de 1975, con 
el fin de incorporer los combles e innovociones de la Ley de 17 de morzo 
de 1973.
De este modo, el c.o.p. quedô hoy regulodo en el ômbito esta—  
toi de la siguiente forma: a) en lo que se refiere a su colificociôn de 
contrato administrative, requisites bôsicos de sus elementos subjetivos, 
objetivos y formules asi como en lo referente o las prerrogotivos odmi- 
nistrotivos y jurisdicciôn, por lo estoblecido en el Titulo Preliminor 
de la LCE y Titulo Preliminor y Titulo del Libre Primero del RCE; b) en 
lo que se refiere a la regulaciôn especifico del contrato de obros, por
10 estoblecido en el Libre Primero, Titulo I LCE y Libre Primero Titulo
11 del RCE; y c) en lo que se refiere a la closificociôn y registre de 
empresorio^ Registre de centrâtes y fionzos y demôs garanties del Estado, 
por lo dispuesto en los Libres, Segundo y Tercero de la LCE y Libres Se- 
gundo y Tercero del RCE. También existen normes especioles pore los Or­
ganismes outônomos regulodos en la Ley de 26 de diciembre de 1958, con- 
tenidos en la disposiciôn final segundo de la LCE y en el Libre IV del 
RCE.
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En cumplimiento de lo estoblecido en la disposiciôn final quiri 
ta del Reglomento de 1967, el Decreto de 31 de diciembre de 1970 oprobô 
el Pliego de Clâusulos Administratives Générales pore la Contrataciôn de 
obros del Estado (PCAG), con el propôsito de que see de uso general pore 
toda la Administraciôn, quedondo derogodos desde su entrodo en vigor (l 
de morzo de 1971) los Pliegos de condiciones générales que se oplicoban 
en diferentes Deportomentos ministerioles como era el yo citodo del Mi--
nisterio de Obros Pôblicos, de 13 de morzo de 1903.
El PCAG estoblece en su clôusulo 1 el "Régimen juridico" del -
contrato de obros del Estado, al disponer que "se regirô peculiormente -
por la Ley y Reglomento General de Controtos del Estado, por las prescri£ 
clones del correspondiente pliego de clôusulos administratives particule^ 
res y, en lo que no resuite vôlidomente modificado por éste, por el pr£ 
sente pliego".
Este PCAG se articula en 79 clôusulos, distribuidos en seis C£ 
pitulos, a su vez divididos en secciones y en los que se contiene la re­
gulaciôn de la fose de la ejecuciôn de la obra, constituyendo un desorr£ 
llo, aunque no completo, de los correspondientes copitulos de la LCE y - 
RCE que regulon los efectos del contrato de obros y su extinciôn por cujn 
plimiento.
Al lodo de estas normes fundomentoles que se ocobon de exponer 
también debe tenerse en cuento las relatives a la revisiôn de precios.
Los orticulos 12 LCE y 30 RCE dicen que "la inclusiôn de clôusulos de r£ 
visiôn de precios se regulorô por su legislociôn especial". Pues bien, - 
octuolmente esta normative especial estô constituido principalmente por 
el Decreto-Ley de 4 de febrero de 1964, que constituye el texto capitol 
en la moterio, el Decreto de 19 de diciembre de 1970 y el Decreto de 11 
de morzo de 1971 promulgodo para me joror, ocloror y simplificor determ^ 
nodos ospectos del sistemo de revisiôn.
- 47 _
2* Normas Locales.- Nuestro Derecho ofrece lo singuloridod que 
uno mismo actividod administrotivo como es lo contractual se encuentro - 
regulodo diversomente segun intervengo en ello la Administraciôn del Es­
tado o la Administraciôn Local, e incluso que se guie por criterios dife_ 
renciodos. Esto hizo decir, hoce yo tiempo, a GARCIA-ENTERRIA (64) que 
existio la necesidod de que nuestro Administraciôn se pongo de ocuerdo - 
consigo mismo. Pues, efectivomente^lo regulaciôn contenido en el Régla—  
mento de Contrataciôn de las Corporociones Locales (RCCL) de 9 de morzo 
de 1953, dictodo en ejecuciôn de la Ley de Régimen Local de 16 de diciem 
bre de 1950, odemôs de ofrecer una regulaciôn môs técnico que la existeji 
te entonces para el Estado, no ocoge la teorio del contrato administrât^ 
vo, sino que régula por iguol toda close de controtos celebrodos por los 
entidodes locales, entre los que uno môs es el c.o.p. De todos modos, de 
muchos de los orticulos del RCCL se desprende que los normes hocen refe­
renda, principalmente, a los controtos de obros, servicios y suministro, 
que son los que son también en la esfero local objeto de uno regulaciôn 
preferente.
Asi pues, y en lo que ho de constituir la moterio principal de 
nuestro estudio, deberôn tenerse en cuento las normos contenidos en el - 
capitule V del RCCL bojo el epigrofe "cumplimiento", aparté de las que - 
se contienen en los restantes capitules sobre las distintas etopos con—  
troctuoles y en lo que no hayon sido modificodos por las normos a las —  
que enseguido nos referiremos.
Esta situociôn de dos regulaciones porolelos porece que empijs 
zo a corregirse a partir de uno moterio especifico como es la revisiôn 
de precios. La disporidod de criterios existente entre une y otra regu­
laciôn (bx legeV en el ômbito local, por oplicociôn del art. 57 RCCL y 
"ex contractu" en el ômbito estotol por el DLRR) se ormonizô con el De­
creto de 31 de moyo de 1974, al disponer que "serôn oplicobles a la - -
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Administraciôn Local las disposiciones contenidas en el Decreto-Ley —  
2/1964, de 4 de febrero y sus normes complementarias •••"• Ademôs, pa­
ra los controtos de obros que reolicen las Corporociones "y que se fo£ 
molicen con posterioridod a la publicociôn de este Decreto podrôn in—  
cluir en sus pliegos de condiciones econômico-juridicos uno clôusulo - 
de revisiôn de precios con las coracteristicos estoblecidos en el men- 
cionodo Decreto-Ley" (orticulo 18 2.).
Esta tendencio ormonizodora ho encontrodo luego su môximo expre- 
siôn en el Decreto de 6 de octubre de 1977. Refiriéndose a este Decreto, 
SANCHEZ ISAC ( 65 ) dice que "la tônico general fue la osimilaciôn del 
sistemo de controtos del Estado, a cuolquier precio". Sin embargo esta 
osimilaci6n es hoy todovio porciol y se produce medionte un complicodo 
sistemo de normos que aunque en principio podrio considerorse como al­
go tronsitorio, lo cierto es que yo dura varios oRos.
El Decreto 1977 articula la Ley 41/1975, y en su capitule III, - 
articules 108 o 124, contiene unos disposiciones générales de las que 
debemos destocor la referente a la normotivo oplicoble al c.o.p. El —  
orticulo 109 dispone a este respecte que: "Los centrâtes cuyo objeto d^ 
recto sea la ejecuciôn de obros y la gestiôn de servicios pôblicos o - 
cargo de las Entidodes Locales, asi como la prestaciôn de suministros 
0 los mismas, tienen carôcter administrative y se regirôn por las pré­
sentes normos y sus disposiciones reglomentorias y, supletoriomente, por 
la Ley de Centrâtes del Estado y las restantes normes del Derecho Admi  ^
nistrotivo. En defecto de este ôltimo serôn de oplicociôn las normes - 
del Derecho privodo".
Asi pues, siguiendo la pouto de la LCE, este Decreto considéra - 
el c.o.p. como nominodo y su régimen juridico se determine por une co£ 
binociôn de normes locales y estotoles (en cuanto a su destinotorio).
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como son los normos del propio Decreto, los del RCCL en lo que o 41 no 
se opongon, mientros oporece un nuevo texto reglomentorio, supletorio- 
mente lo LCE, el RCE, el PCAG y, en defecto de cuolquier otro normo o^ 
ministrotivo, el Derecho privodo.
Por lo que se refiere o lo ejecuciôn del c.o.p. el panorama nor- 
motivo se simplifico algo, pues prôcticomente no entra en juego el Deere 
to de 1977 y hoy que ocudir ol RCCL y lienor sus lagunas con las normos 
estotoles.
Con posterioridod ol Decreto de 1977 se ho publicodo el RDL - 
de 16 de enero de 1981, que opruebo determinodos medidos sobre el régi­
men juridico de las Corporociones Locales, y que fue luego sustituido - 
por la Ley de 28 de octubre del mismo oRo. Entre estas medidos se corn—  
prende la limitociôn de la contrataciôn directe de obros a los cosos en 
que su importe no excede del diez por ciento del presupuesto ordinorio 
de ingresos de la Corporociôn (orticulo 6s).
3. Normes outonômicos.- Como yo hemos indicodo al principio, - 
es moterio reservodo al Estado la legislociôn bôsica sobre contrataciôn 
administrative (articule 149,1 CE), por lo que les Comunidodes Autônomos 
con poder legislative hen dictodo yo normes propios en moterio de con­
trataciôn administrative, las cuoles tienden môs que a regular el fondo 
de los centrâtes, a organizer los registres de controtistos, su closifi^ 
cociôn y condiciones pore licitor dentro de une tônico restrictive de - 
la concurrencio de controtistos procedentes de otros regiones.
Actuolmente merecen ser mencionodos las normos dictodos por - 
las Comunidodes Autônomos de CotaluRo, Pois Vosco y Navarre.
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a) Cotoluffo.- El Decreto de 9 de julio de 1981 créé la Junta - 
Consultiva de Contrataciôn Administrative, adscrita al Departamento de - 
Economie y Finanzas de la Generalidad, a la que corresponde entre otros 
funciones informer los controtos de obros de cuontio superior a diez mi- 
llones de pesetas con personas noturoles o juridicos no closificodas, y 
también desorrollor las funciones que puedon serle otribuidos por les —  
disposiciones vigentes en moterio de closificaciôn de los controtistos - 
de obros y de inclusiôn de clôusulos de revisiôn en los controtos de la - 
Generalidad y de sus entidodes autônomos.
Por lo demôs, la disposiciôn tronsitorio segundo del Estotuto 
de CotaluRo, oprobodo por Ley Orgônico de 18 de diciembre de 1979, decl£ 
ro oplicobles las Leyes y disposiciones del Estado mientros que las Cor­
tes Generates no eloboren sus propios normos. Por consiguiente, la LCE y 
RCE rigen en CotaluRo en moterio de contrataciôn administrative de forma 
directe.
b) Pois Vosco.- El Decreto de 30 de julio de 1981, sobre Régi­
men Orgônico de la contrataciôn déclara en su preômbulo que "mientros no 
se oprueben por les instituciones compétentes les correspondientes dispo 
siciones sobre contrataciôn, rigen en la Comunidod Autônoma del Pois Vo£ 
co las normes vigentes regulodoros de dicho moterio pore el Estado.
Asi pues, este Decreto estoblece los <Srgonos de contrataciôn 
y sus competencies asi como la Junte de Closificaciôn de Controtistos y 
los Registros de Controtos y Controtistos.
c) Navarre.- Por Acuerdo del Porlomento Forai de 16 de junio 
de 1981 se oprobô la Norme General de Contrataciôn, que es une clore —  
odaptaciôn de la LCE al Ordenomiento Juridico Neverro. Se ocoge pues la 
figura del contrato administrotivo a base de dbtinguir entre controtos
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nominados e innominados• Los primeros siguen siendo los controtos cuyo 
objeto directo sea lo ejecuciôn de obros y la ejecuciôn de servicios p^ 
blicos a cargo de la Diputociôn Forai, asi como la prestaciôn de sumi—  
nistros a la mismo, los cuoles se rigen por la Norme y sus disposiciones 
reglomentorias; supletoriomente por las restantes normes del Derecho Ad- 
ministrotivo Forai Novorro y en defecto de este ôltimo por las normes —  
del Derecho Privodo Forai.
Por lo que respecta al contrato de obra, se régula especifico- 
mente en el Titulo I del Libro I de la Norme, integrodo por siete Copitju 
los. Concretomente la ejecuciôn del contrato se régula en la Secciôn 18 
del Capitule IV (Articules 50 a 55), reproduciendo procticomente la reg£ 
lociôn estotol.
V.- LA EJECUCION DEL CONTRATO DE OBRA PUBLICA.-
Nuestro estudio va encominodo a explicor la fose de ejecuciôn 
del c.o.p. que es la que muestro este tipo de contrato en toda su dime£ 
siôn. Hosto el momento de la perfecciôn del c.o.p. sôlo hoy un diseRo o 
progromo de las prestaciones que coda porte osume en el contrato. Mas - 
cuando se constata el carôcter y la funciôn que desempeRon las vinculo- 
ciones estoblecidos entre las partes, es en el momento de la ejecuciôn. 
En este contrato como en cuolquier otro, y a semejonzo de lo que sucede 
en un dromo o representociôn, existe un reporto de popeles cuyo colidod 
sôlo puede opreciorse con la puesto en esceno, es decir con su respect^ 
va representociôn o ejecuciôn. Sôlo entonces es posible conocer si lo - 
proyectado o concebido résulta plenomente sotisfoctorio o puede ser, —  
por el contrario, mejorodo, modificodo o incluso suprimido.
Por otra porte, la fose de ejecuciôn del c.o.p. pone de moni- 
fiesto la singuloridod propia de este contrato. Los etopos onteriores -
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de formaciôn o gestaciôn del c.o.p. no ofrecen especiolidodes derivodos 
de su propia naturaleza, pues este contrato las recorre de forma anâloga 
a como lo hocen otros controtos administrâtivos (contrato de gestiôn de 
servicios y suministro). Asi pues, es la fose de ejecuciôn la que permi- 
te conocer la verdodero naturaleza, asi como la funciôn que reolroente —  
cumple el contrato que nos ocupo.
Sucede, ademôs, que la doctrino no ho estudiodo todovio a fon­
do el c.o.p. y môs concretomente su fose de ejecuciôn. Esto se puede - - 
oprecior en obros recientes, en las que por sus propios plonteomientos el 
temo deberio hoberse estudiodo con todo omplitud. Sin embargo esto no se 
ho hecho asi y las môs de las veces se reproducen las normos légales y - 
reglomentorias sin ser objeto de comentorio y mucho menos de critico (ôô). 
Aunque con carôcter menos ocusodo también se oprecio esta octitud doctr^ 
nol en olgunas obros recientes, publicodos en pois perteneciente a nues­
tro ôreo cultural ( Ô7).
En fin, el estudio de la fose de ejecuciôn del c.o.p. nos va 
0 permitir comprobor lo que este contrato tiene de sustoncio civil y lo 
que tiene también de carôcter formol, como consecuencio de la presencia 
en él como porte de la Administraciôn
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CAPITULO PRIMERO 
LA PREPARACION PE LA EJECUCION PE LA OBRA
I.- INTRODUCCION.-
E1 c.o.p. se perfecciono medionte su oprobociôn o odjudico- - 
ciôn definitive (orticulo 32 LCE y art. 109 RCE). Mas esta perfecciôn - 
no es un punto de llegodo sino de portido, pues todo contrato noce para 
ser cumplido. Desde esta considerociôn finaliste cobe también decir que 
el c.o.p. se perfecciono a medido que se von reolizondo las prestaciones 
reciprocos, hosto olconzor el momento culminante en que el empresorio —  
controtisto entrego la obra completomente terminada (en definitive, él - 
prometiô el resultado de su actividad) y la Administraciôn page el pre—  
cio convenido en un octo de liquidociôn final, pues las contidodes entrjs 
godas hosto entonces son a bueno cuento y, por tonto, con corôcter proyi 
sionol. Llegodo este momento, las partes quedon liberodos, quedondo ex—  
tinguido el contrato por su normal cumplimiento (orticulo 54 LCE y art. 
156 RCE).
Nos situomos, pues, en el umbrol de lo que en términos estric- 
tomente juridicos son los efectos del contrato; la etopq de gestàciôn —  
del contrato ha quedodo cerrodo y se obre, ahoro, otra durante la cuol - 
las partes hon de oprestorse a cumplirlo. Estudiomos uno etopo controc—  
tuai que tiene su propia entidad por la importoncio de los temos que se 
susciton y cuyo corocteristica esenciol es la reolizociôn de octividodes 
preporotorios que son indispensables para la ejecuciôn de la obra.
Esta preporociôn de la obra se corocterizo por unos détermina- 
dos toréas orgonizodoras. Piénsese que por pequeno que sea la importon—  
cio técnico o econômico de la obra controtodo, ésto debe ser objeto de -
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un planteamiento estratégico que hay que concretar definitivamente a la 
hora de iniciar los trobojos. Esta actividad preparatoria no se hace en 
un piano puramente conceptual, sino ante una realîdad concrete, es decir, 
teniendo en cuenta el tîempo que empieza a correr, el lugar o el emplaz£ 
miento en el que la obra que se ha de construir, asi cono los medios te£ 
nicos y econômicos que bon de empleorse. La comprobacî6n del replanteo, 
la programacidn de los trobajos, el ocopio de moterioles, la adecuada —  
disposicîdn de las instalaciones son, entre otros, octividodes que cobron 
singular relieve, pues en definitive, de elles depende el éxito del re—  
sultedo prometido por el contretiste, tento se mide desde el punto de —  
viste técnico o econéroico, o de embos, como seré lo normal.
II.- LA COMPROBACION DEL REPLANTEO.-
Durante mucho tiempo le comprobeciôn del replanteo se ho cons^ 
derodo como pure actividad técnico sin troscendencio jurldico, que solia 
reolizorse como mero trémite. En obros de notable importencio técnico y 
econémico se dejobo constoncio de le comprobocién del replanteo medionte 
une sencillo acte en le que sôlo se refiejobo le conformidod de los re­
présentantes de code porte sobre la viobilidod de la obra proyectodo. En 
el fondo de esta conducto lotio el deseo de que, desde los comienzos, —  
los relociones entre la Administrocién y el controtisto discurrieron en 
la mejor ormonio, sin plonteor cuestiones iniciolmente.
Sin embargo, este modo de procéder se ho ido corrigiendo en —  
los Oltimos onos, pues se ho puesto de monifiesto que la causa de la su£ 
pensién de muchos obros e incluso de la resoluciôn de no pocos controtos, 
se encuentro en no hoberse enfrentodo a los problèmes que se susciton en 
el momento en que las partes deben enjuicior la viobilidod de las obros.
Los éltimos modificociones de la LEC y RCE bon destocodo la —
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importancia de lo comprobocién del replanteo para evitor, en la medido 
de lo posible, que se produzcon durante la ejecuciôn de la obra, incider) 
cios que entorpezcon el cumplimiento del controto, lo que ofecto tonto a 
los intereses pûblicos que la Administrocién, en éltimo término, persi—  
gue, como a la economic! de las empresos controtistos.
1. El replanteo del Proyecto.- Puesto que con la actividad —  
preparatoria que ohoro estudiomos se troto de comprobor el replanteo del 
Proyecto, lo primero que hemos de destocor es que no se puede confundir, 
como sucede con frecuencio en la proctico, la comprobocién con lo que es 
su objeto, esto es, con el replanteo del Proyecto.
El replanteo del Proyecto debe reolizorlo la Administrocién o£ 
tes de iniciar el expediente de controtocién (articule 24 LCE y art. 81 
RCE) y después de que el proyecto ho sido oprobodo ( 1 ). Se efectéo por 
el Servicio correspondiente y tiene por objeto comprobor la reolidod - - 
geométrico de la obra, la disponibilidod de los terrenos précisa para su 
normal ejecucién y la de cuontos supuestos figuren en el proyecto oprob£ 
do y seon bésicos para el controto a celebror (articule 81 RCE, pérrofo 
22) ( 2 ).
La reolizocién del replanteo se ocredito medionte certifico—  
cién expedido por el Jefe del Servicio correspondiente, bojo su personal 
responsobilidod, en la que debe constor la plena posesién y disposicién 
real de los terrenos necesorios para la normal ejecucién del controto, - 
osi como la viobilidod del proyecto. Sin la unién de esta certificocién 
al expediente no puede, en modo olguno, continuer su tromitocién (orticjj 
lo 81, pérrofo 32 RCE). De todos modos, nunco sera eso responsobilidod - 
personal, énico o exclusive, coso de tenerse que exigir, porque el Jefe 
del Servicio sélo podré certifieur la posesién y disponibilidod real de 
los terrenos en funcién de los titulos juridicos e informes en cuyo ob—
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tencién o producci6n hayon intervenîdo otros funcionorios péblicos. En - 
cuonto a la viobilidod del Proyecto, la certificocién se tendra que opo- 
yor en el visodo que previomente le hayon otorgodo otros funcionorios o 
entidodes.
El orticulo 84 RCE incluye entre los documentos que, como mi- 
nimo, debe contener el expediente de controtocién "la certificocién so­
bre la viobilidod del Proyecto y disponibilidod de los terrenos neceso- 
rios para el normal desorrollo del controto con base en el resultodo del 
replanteo previo de la obra, osi como el octo donde éste conste"; es de­
cir, el resultodo, no el replanteo como toi, pues técnicomente el reploji 
teo supone determinodos operociones "in situ", que se refiejon normolmeji 
te en uno o vorios pianos y en el mismo terreno medionte senoles o jolo- 
nes para poder définir en plonimetrio y oltimetrlo la obra proyectodo.
El octo sélo puede constater el hecho de hoberse efectuodo el replanteo 
y su resultodo.
La omisién de la certificocién ocorreo la posibilidod de que 
el controto se onule. Asi résulta de los términos imperotivos del arti­
cule 85, pérrofo 32 RCE en relocién con el articule 44 RCE. Segén el pr^ 
mero, si no consto en el expediente de controtocién la certificocién pr£ 
venido en el articule 81 RCE, "no se podré, en monero olguno, so peno de 
incurrir en responsobilidod, ocordor ni outorizor la operturo del proc£ 
dimiento de adjudicocién ni la controtocién en su coso". Por consiguien- 
te, si no se respeto esta normo serôn onulobles los actes preparatories 
o el acte de adjudicocién por infroccién del Ordenomiento juridico, toi 
como se dispone en el articule 44 oportodo a) RCE, sin que quepo enten- 
der que se esté ante un incumplimiento de meros requisites formules en - 
las octuociones preporotorias del controto que puedon ser subsonodos por 
el érgono de controtocién (pérrofo éltimo del articule 44 RCE).
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El Consejo de Estado se ha apercibido del carâcter esencial de 
la forroalidad exîgida por el orticulo 81 RCE, y osi en el Dictomen de —  
22 de moyo de 1975 (Expte. ném. 39.578) dice lo siguiente;
"Ho de negorse la posibilidod de consideror la omisién del r^ 
plonteo previo como el incumplimiento de un mero requisite 
formol (éltimo pérrofo del articule 45), sin que seo, por —  
tonte, subsonoble toi omisién.
La préctico del replanteo, como acte administrative prépara- 
torio, no esté explicitomente exigido en la Ley segén el tex 
to anterior a la reforma de 1973 (se menciono el replanteo - 
en el némero 3 del articule 26), pero si, toxotivamente, en 
el articule 84 del Reglomento, segén el cuol 'outorizodo la 
iniciocién del expediente de controtocién, se procederé por 
el Servicio correspondiente a efectuor el replanteo previo - 
de la obra-. Lo mismo dice el articule 24 de la Ley, después 
de la reforma de 1973. Es, pues, por su objeto y finolidod, 
un acte administrative preporotorio de la mayor importancia, 
cuyo omisién ocorreo, no la nulidod de un replanteo no efec- 
tuodo, sino, lo que es peer, la de todos los tromites admi­
nistratives posteriores, por no cober mayor irreguloridod de 
un acte legolmente exigido que la omisién de su préctico".
2. La comprobocién del replanteo.- Como deciomos antes no se 
puede confundir el replanteo con su comprobocién. El replanteo se hace 
con visto o un controto a celebror, como dice el articule 81 RCE, mien- 
tros que la comprobocién del replanteo es yo un acte de ejecucién del - 
controto celebrodo. Por lo mismo, el replanteo es un acte interne de la 
Administrocién, en combio, su comprobocién es, si, un acte de la Admi—  
nistrocién, pero con immediate repercusién en une relocién contractuel 
por elle estoblecida ( 3 ).
Desde que la Administrocién replanteo la obra hosto que éste 
se inicio por el controtisto tronscurre un lapse de tiempo, o veces lo£ 
go, durante el cuol es posible que hayon combiodo determinodos presupues
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tos fâcticos que condicionan la normal ejecucién de la obra. Si a esto - 
se anode que el controtisto no ho podido tener porticipocién en el re—  
plonteo previo efectuodo por la Administrocién, se comprenderé fécilmert 
te la necesidod de comproborlo con su intervencién.
El orticulo 127 RCE contiene unos reglas bostontes meticulo—
SOS sobre cémo debe efectuorse "el octo de comprobocién del replanteo", 
con el que comienzo, segun indico el propio orticulo, la ejecucién del 
controto de obros ( 4 ).
Hay que odvertir que este precepto, completodo con las cléusjj 
las 25, 26 y 27 PCAG, no contiene uno regulocién de fondo, en el senti- 
do de indicor cuoles son las operociones técnicos o efectuor, pues lo - 
que estoblece es el procedimiento juridico que permite la intervencién 
de las partes, osi como las consecuencios, tombién juridicos, que para - 
ellos se derivon, dentro del marco del controto, de la comprobocién efe£ 
tuodo.
Importa hocer motor que quien debe comprobor el replanteo es 
la Administrocién en presencio del controtisto y no al contrario, como 
puede suceder en la préctico. La Administrocién compruebo medionte el - 
Servicio encorgodo de los obros quién ho de hocerlo, como quedo dicho, - 
en presencio del controtisto, dentro del plozo que se consigne en el cort 
troto, que no puede ser superior a un mes de la fecho de su formolizocién, 
solvo cosos justificodos (orticulo 127 RCE, oportodo A).
Este protogonismo que osume la Administrocién se coropogino mol 
con el corécter controdictorio que deberio tener la comprobocién del re­
planteo. Como tontos veces ocurre en la regulocién del c.o.p. nos encon- 
tromos que la técnico procedimentol desplozo o la puramente contractual.
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distorsionéndose asi el verdadero sentido de los actos que se reolizon. 
Por otro porte, es frecuente que en la préctico seo el controtisto quien 
reolice los operociones de comprobocién, limiténdose la Administrocién 
a recoger su resultodo.
3. Obligotoriedod de la presencio del controtisto y la Adminis 
trocién en el octo de comprobocién del replanteo.- El oportodo B) del ajr 
ticulo 127 RCE dice que "si el controtisto no ocudiese, sin causa justi- 
ficodo, al octo de comprobocién del replanteo, su ousencio se considero- 
ré como incumplimiento del controto, con los consecuencios o efectos pr£ 
venidos en la Ley y en este Reglomento".
Esta normo no porece correcto hobido cuenta del verdadero sen­
tido que tiene la presencio o ousencio del controtisto.
En efecto, el articule 127 presupone que la presencio del con­
trotisto es uno outéntico obligocién contractuel, por lo que lo ousencio 
injustificodo se considéra como un incumplimiento del controto. Aén sieji 
do esto osi hobrio que motizor, pues el incumplimiento puede ir desde un 
simple retroso o une franco negative o comporecer pese al requerimiento 
que hogo la Administrocién al controtisto.
Sin embargo, si del controtisto sélo se réclama su presencio, 
pues es el Servicio quien compruebo, su ousencio debe considerorse més 
que como incumplimiento de une obligocién de corécter reciproco (que coo 
ducirio o une exigibilidad de su cumplimiento e incluso o uno eventual - 
resolucién del controto), como la sujecién al resultodo desfavorable que 
se le produzco por no otender la corgo ( 5 ) de presencior la comprobo- 
cién. Con ello no se cuestionon los obligociones controctuoles y lo éni­
co que sucede es que el controtisto no podré formuler posteriormente re-
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clamaciones basadas en el desconocimiento de dates, en errores que pade£ 
ca u otras circunstancias adverses que no se le habrlan producido si - - 
hubiese presenciado la comprobacién del replanteo, formulondo las reser­
ves que le hubiesen parecido oportunas ( 6 )• Esta es, por otra parte, - 
la solucién a la que se llegaba en la redacciôn del articule 127 RCE an­
tes de su ôltima reforma.
En cambio, la técnica del incumplimiento contractuel es corre£ 
ta cuendo se contempla la incomparecencia de la Administracién, pues si por 
su culpa o negligencia se demora la comprobacién del replanteo, el con­
trotisto tiene derecho o resolver el controto, segun dispone el articule 
127 RCE, oportodo c), lo cuol no impide que el controtisto opte por exi­
gir el cumplimiento del controto en lugar de la resolucién si osi le in- 
tereso, con independencio de que exijo el resorcimiento de donos y per—  
juicios, pues tonte el articule 53 LCE como el 158 RCE obligon, "con co- 
récter generol" o la Administrocién "al page de los perjuicios que por - 
toi causa (el incumplimiento del controto) se le irroguen al controtis—  
to" ( 7 ).
Ahoro bien, como la comprobocién del replanteo es une oblige—  
cién esencial de la Administrocién, de cuyo cumplimiento depende obsolu- 
tomente que el controtisto puedo iniciar los trobojos, es évidente que - 
si eso obligocién no es cumplido por culpo o negligencia de la Adminis—  
trocién, quedo obierto al controtisto la vio para pedir la resolucién —  
del controto. Sin embargo, la doctrine civil del incumplimiento résolut^ 
rio se restringe dentro del c.o.p., pues exige que el controtisto requi£ 
ro fehocientemente o la Administrocién; que tronscurre un mes desde ese 
requerimiento sin que la comprobocién del replanteo se efectue y que se 
ejercite el derecho o la resolucién del controto dentro de otro plozo de 
treinto dies contodos desde la expirocién del primero. Ademés se toso la
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indemnizaci6n por todos los perjuicios que el controtisto puedo sufrir 
en un dos por ciento del precio de odjudicociôn del controto. Con esto - 
éltimo se eviton problèmes de pruebo de los perjuicios efectivomente su- 
fridos, si bien sucederâ en muchos cosos que eso indemnizocién tosodo no 
cubriro lo gononcio esperodo rozonoblemente (lucrum cessans), ni los go£ 
tos reolmente desembolsodos poro lo controtocién y operociones preporat£ 
rios de la ejecucién. Tombién se devuelve la fionzo al controtisto (or—  
ticulo 127 RCE, oportodo C.).
Aunque nos encontromos ante un supuesto especifico de résolu—  
cién del controto, dificilmente se pueden oplicor los orticulos 178 o 181 
RCE, que contienen normes especioles pore la recepcién y liquidocién de 
obros cuyos centrâtes bon sido resueltos, pues sin comprobocién del re—  
plonteo no se ho podido dor orden de comienzo de los trobojos y énicomeji 
te se hobrén podido reolizor octividodes preparatories cuyo coste se corn 
pensa "a forfait" con el dos por ciento onteriormente indicodo.
4. El olconce de la comprobocién del replanteo.- Yo hemos sen£ 
Iode que el replanteo previo es une actividad eminentemente técnica por­
que su finolidod es determiner la viobilidod del Proyecto en funcién, —  
principolmente, de les circunstancias flsicos o moterioles con les que - 
hay que conter pore ejecutor la obra. Pues bien, la comprobocién del re­
planteo previo tombién es une actividad técnica, antes que node. Sin em­
bargo, la circonstancié de que en este momento el controtisto tengo un - 
particular interés en verificor el correcto replanteo reolizodo anterior^ 
mente sin su intervencién, hace que la comprobocién no sélo seo contra—  
dictoria, sino que, ademés, su olconce sobrepose el puro ospecto técnico, 
hosto toi punto que lo que ohoro se va o hocer es "replonteor" o recons£ 
deror determinodos extremos que pueden ofector directomente al cumpli- - 
miento del controto. Segén la cléusulo 24 PCAG, la comprobocién del re—
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plonteo se refiere especiolmente o los corocterlsticos georoétricos de —  
lo obra pero, ademés, dicho comprobocién permite: contraster la documen- 
tocién del Proyecto con el replanteo reolizodo; ver si existe uno efect£ 
va disponibilidod de los terrenos necesorios para la ejecucién de la - - 
obra y, finolmente, "cuolquier punto que puedo ofector al cumplimiento - 
del controto".
Si onolizomos con olgun detenimiento estos ospectos que desto- 
co la cléusulo 24 del PCAG podremos comprobor la importancia de los te—  
mas que se susciton y la voriodo cosuistico que puede presentorse con —  
ocosién de esta actividad.
a ) La comprobocién del replanteo como operocién estrictomente 
técnico.- De modo inmedioto la Administrocién debe comprobor, en preseji 
cio del controtisto, que son correctos los puntos de referenda indico—  
dos en los pianos en los que se situa la obra proyectodo, osi como la —  
existencio de senoles (jolones, estocos, etc.) que moteriolizon en el —  
terreno los indicociones recogidos en los documentos del replanteo ( 8 ).
Desde luego estos trobojos tienen importantes variantes deter- 
minodos por el volumen de obra o reolizor y especiolmente por la noturo- 
lezo mismo de la obra. Es diferente el replanteo y su comprobocién, de - 
uno obra cuyo emplozomiento se situa en un terreno porcelodo, que el de 
otra que se construye lineolmente, es decir, o lo largo de un trozodo —  
que puede ser de kilémetros (correteros, redes de obostecimiento de oguo, 
etc.). Ademés, no siempre se replanteo sobre uno superficie de terreno, 
pues en obros morltimos los referencios se tomon con técnica diferente o 
la que se utilize en los obros terrestres.
Los problèmes se plonteon en la préctico sobre todo en les —
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obros que suelen llomorse lineoles, pues la senolizocién que pudo hocer- 
se con mucho onterioridod al momento en que se compruebo el replanteo es 
posible que no exista o no se hoyo conservodo odecuodomente, o que hayon 
combiodo determinodos circunstancias del emplozomiento previsto. Por ello 
en estas obros la comprobocién del replanteo constituye el outéntico re­
planteo en el que suele coloboror octivomente el controtisto con sus - - 
equipos técnicos.
Se echo de menos que el PCAG no contengo uno regulocién de re­
plantées especioles para cosos en que se conoce la existencio de conduc- 
ciones subterroneos de servicios propios de la Administrocién, de un co£ 
cesionorio o de cuolquier otro propietorio. Con este replanteo especial 
o complementorio se conseguirio obtener dotos précises para poder opre—  
cior su incidencio en la progromocién y desorrollo de los trobojos. Asi, 
siguiendo con el ejemplo de les obros lineoles, es usual encontrorse con 
la circunstoncio de que se bon de retirer o desvior conducciones de elejc 
tricidod, gos, oguo, etc., en puntos que posiblemente escoporon al re- - 
plonteo previo, entre otros rozones porque se hoyo efectuodo la instola- 
cién de oquéllos con posterioridod o se hoyo modificodo. Hobrio sido - - 
étil que nuestros normes hubiesen previsto une posible intervencién en - 
estos replonteos especioles o de detolle, de los terceros concesionorios 
o propietorios, a fin de que monifestosen en qué medido se verion ofecto^ 
dos por les obros y, en su coso, solventor en estos momentos inicioles - 
muchos problèmes que, si se susciton cuondo yo esté la obra en marcha, - 
con couse de graves trostornos. El controtisto tendré que porolizor les 
obros en distintos puntos o tojos y esto doré lugar o que se produzcon - 
sobrecostes por faite de rendimiento de los equipos de moquinorio, instjo 
lociones, etc., que tendrén que ser compensodos por la Administrocién. (9)
El PCAG sélomente prevé la posibilidod de que se rectifique la
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relocién de servidumbres incluido en el pliego de prescripciones técni—  
cas, como consecuencio de la comprobocién del replanteo (cléusulo 20) o 
de necesidodes surgidos durante su ejecucién, lo que boy que entender r£ 
ferido o la obra mismo. Ello es consecuencio de la obligocién que se le 
impone ol controtisto de montener provisionolmente durante la ejecucién 
de la obra y reponer o su finolizocién los servidumbres que hayon sido - 
inventoriodos. En consecuencio, si hoy uno discordoncio entre la informa^ 
cién del proyecto y la reolidod que se pone de monifiesto con la compro- 
bocién del replanteo, deben efectuorse los oportunas rectificociones. —  
Sin embargo, no es dificil odivinor que ante la folto de replonteos esp£ 
cioles para estos cosos, los rectificociones se producirén durante el —  
avance de la obra, con todos los inconvenientes yo opuntodos (suspensio- 
nes, sobrecostes, etc.).
En cuolquier coso, incumbe o la Administrocién promover los o£ 
tuociones précisas para legolizor los modificociones que se debon intro- 
ducir en los servidumbres que seon consecuencio de concesiones administra 
tivos existantes antes de comenzor la obra. Los gostos de estas modific£ 
clones se imputorén a la Administrocién, para lo que deberé tenerse en - 
cuenta lo que dispongo el titulo concesionol, los normes especificos de 
la concesién ofectodo y, en ultimo término, la Ley de Expropiocién Forz£ 
sa (cléusulo 20 PCAG, pérrofo ultimo).
B) La revisién de los documentos del Proyecto.- El contraste - 
de los documentos controctuoles del proyecto con los dotos que se obtie- 
nen ol comprobor el replanteo, permite estudiorlos de coro o la inmedio- 
to ejecucién de la obra en un lugar y en un tiempo determinodos y, por - 
tonto, sin uno considerocién puramente conceptual.
Documentos controctuoles del Proyecto son, con corécter oblig£
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torio, los pianos, el pliego de prescripciones técnicos y los cuodros de 
precios (art. 82.1. RCE). De todos modos, debemos indicor que aunque esos 
documentos seon "obligotoriomente controctuoles", no quiere decir que los 
demos documentos seon irrelevantes para determinor los obligociones y dje 
rechos de coda porte. Documentos como la memorio o el progromo de trobo- 
jos (orticulos 63, 64 y 69 RCE) tienen un indudoble volor contractual, - 
por lo que se invocon en la préctico para fundor en ellos pretensiones - 
de los controtistos, o para excepcionor los mismos por la Administrocién. 
Concretomente sobre el volor de la memorio se ho pronunciodo el Tribunal 
Supremo en sentencios que discution la procedencio de precios controdic- 
torios o la existencio de un pocto de revisién de precios (S.T.S. 30 de 
octobre 1964 y 29 morzo 1973).
Por consiguiente, la Administrocién y el controtisto,si son d£ 
ligentes, deben comprobor que en la oficino de obra exista copia outori- 
zodo de los documentos controctuoles del proyecto o proyectos base del - 
controto, pues oquéllo tiene la obligocién de suministror eso documento- 
cién antes de la fecho en que tengo lugar la comprobocién del replanteo 
(cléusulo 7 PCAG). Después, deberén examiner los documentos por si exis- 
ten errores, teniendo en cuenta que los de corécter material que se opr£ 
cien en el Proyecto o presupuesto eloborodo por la Administrocién, no —  
onulorén el controto, sino en cuonto seon denunciodos por cuolquiero de 
los partes, dentro de dos meses contodos o partir de la fecho del octo - 
de comprobocién del replanteo y ofecten, ademés, ol importe del presupue£ 
to de la obra, ol menos en un 20 por 100 (orticulo 158 RCE, pérrofo 39).
Aunque los errores que se oprecien no den lugar o la onulocién 
del controto, deben tombién denunciorse por cuolquiero de los partes en 
el octo de comprobocién del replanteo, para evitor conflictos posterio—  
res que redundorén en el desorrollo normal de los trobojos. Se examina—
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ran especiolmente los pianos poro ver si son lo suficientemente descrip- 
tivos poro que puedo deducirse de ellos los mediciones que sirvon de ba­
se poro los volorociones pertinentes (orticulo 65 RCE, porrofo 19), y —  
tombién deben revisorse los cuodros de precios y presupuestos por si co£ 
tienen error de calcule o de cuenta. En fin, la comprobocién de que no - 
existen cléusulos oscuros o contradictories es tombién uno toreo depuro- 
tivo muy étil antes de poner en marcha los trobajos.
c) La disponibilidod de los terrenos.- Yo vimos que el articu­
le 81 RCE senolobo como finolidod del replanteo previo la comprobocién, 
entre otros cosos, de la "disponibilidod de los terrenos précisa para su 
normal ejecucién", onodiendo que el Jefe del Servicio, bojo su responso- 
bilidod personal, debe expedir uno certificocién ocreditotivo de "la pl£ 
no posesién y de la disposicién real de los terrenos necesorios para la 
normal ejecucién del controto".
Ahoro bien, como quiero que tronscurre un tiempo, o veces lar­
go, desde que se ocredito en el expediente de controtocién la disponibi- 
lidod de los terrenos, hosto que los mismos hon de ser inmediotomente —  
utilizodos, es necesorio que la Administrocién compruebe que no sélo - - 
existe uno disponibilidod de terrenos como mero posibilidod, sino que —  
reolmente esos terrenos estén plenomente poseidos por éllo, de modo que 
pueden ser inmediotomente ocupodos por el controtisto. El oportodo D) —  
del orticulo 127 RCE puntuolizo que los terrenos ademés de poseidos y di£ 
ponibles, hon de ser idéneos, lo que es un importante motiz, pues no bo£ 
ta con que los terrenos estén ohi, sino que ademés sirven para el fin —  
previsto. Lo normal es que los terrenos son poseidos por la Administra—  
cién en virtud de uno previo expropiocién forzoso o de uno ocupocién terni 
porol; esta éltimo para otender los necesidodes logisticos de la obra. - 
La clGusulo 30 PCAG dice que "son de cargo del Estado la expropiocién y
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pogo de los terrenos y bienes que hoyo de ocupor". Por consiguiente, cl 
controtisto no se le pueden troslodor los obligociones que sélo incumben 
o la Administrocién en orden o la expropiocién y pogo de los terrenos n£ 
cesorios para la obra. Sin embargo, en la préctico es frecuente que el - 
controtisto preste su opoyo o la Administrocién, interviniendo cerco de 
los porticulores que todovio no bon percibido el justiprecio de la expr£ 
piocién o lo tienen impugnodo, resistiéndose o la entrego material del - 
terreno expropiodo; aparté de la posibilidod nodo insélito de que ni si- 
quiero se hayon expropiodo los terrenos necesorios, porticulormente cuoji 
do estos son extensos o se situon en un trozodo de gron longitud.
Mas todo ello son oficiosidodes o improvisociones de uno u - - 
otra porte, porque lo que debe quedor bien cloro es que en la comprobo-—  
cién del replanteo el controtisto no tiene por qué investigor los titulos 
juridicos que tiene la Administrocién para poseer y disponer de los terr£ 
nos. Le bostoré que se le exhiba la certificocién prevenido en el orticjj 
lo 81 RCE con la que el Jefe de Servicio ocredito, bojo su personal res- 
ponsobilidod, la plena posesién y la disposicién real de los terrenos. Si 
o pesor de existir esta certificocién, se producen reclomociones u oposi- 
ciones de terceros, el controtisto no puede ser obligodo o ocupor los —  
terrenos litigiosos, pues ho hoy uno normo que le impongo el deber de s£ 
porter una occién interdictol con la que normolmente se defenderé el po£ 
ticulor frente o la Administrocién.
Sélomente cuondo se ocredite documentai y efectivomente que —  
los terrenos estén disponibles es cuondo tendré virtuolidod la orden que 
ha de dor la Direccién de la obra, pues sin ello el controtisto no puede 
ocupor los terrenos ofectodos por la obra (10 ). A partir de ese momento 
y hosto la recepcién definitive de la obra, el controtisto responderé de 
la vigiloncio de los terrenos y bienes que hoyo en los mismos, cuidondo
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especiolmente de montenerlos libres de intrusiones y no permitiendo ni - 
consintiendo olterociôn en los lindes, ni que nodie deposite en los - —  
terrenos material olguno ojeno o la obra. De los infrocciones o estos —  
preceptos debe dor cuenta inmedioto o la Direccién (cléusulo 33 PCAG).
D) El uso de los terrenos y la vigenté Ley del Suelo.- En la - 
comprobocién del replanteo no sélo se determinoré la viobilidod del Pro­
yecto en cuonto o la disponibilidod de los terrenos propiedod de la Adm£ 
nistrocién; tombién deberé ocreditorse eso disponibilidod en orden ol —  
uso, de ocuerdo con los normes urbonlsticos que imponen el deber de obt£ 
ner la licencia antes de iniciorse los obros, de los que no estén exen—  
tas los de corécter péblico.
El vigente Texto Refundido de la Ley de Régimen del Suelo y —  
Ordenocién Urbono de 9 de obril de 1.97é (LS), o diferencio de la Ley oji 
terior, déclara sujetos o licencia los actos de edificocién y uso del —  
suelo cuondo se reolizon por érgonos del Estado o entidodes de Derecho - 
Péblico que odministren bienes estotoles (orticulo 180 LS).
Se enumeron, o efectos de la LS, como actos de edificocién y - 
uso del suelo, los movimientos de tierro, los obros de nuevo planta, mo- 
dificocién de estructuro o ospecto exterior de los edificociones existe^ 
tes, la primera utilizocién de los edificios y la modificocién de los —  
mismos, la demolicién de construcciones, la colococién de corteles de —  
propaganda visibles desde la vio péblico y los demés actos que senoloren 
los Planes (orticulo 178 LS). Cuondo rozones de urgencio o excepcionol - 
interés péblico lo exijon, el Ministre compétente por rozén de la mate—  
rio, podré ocordor la remisién ol Ayuntomiento correspondiente del pro—  
yecto de que se trote, para que en el plozo de un mes notifique la con—  
formidod del mismo con el ploneomiento urbonistico en vigor. En coso de
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disconformidod, el expediente se remite por el Departomento interesodo - 
ol Ministro de lo Viviendo y Urbonismo, quien lo elevorâ ol Consejo de - 
Ministres, previo informe de la Comisiôn Central de Urbonismo. El Conse­
jo decide si procédé o no ejecutor el proyecto y en coso ofirmotivo se - 
procédé o modificor o réviser el ploneomiento, de ocuerdo con el proced£ 
miento estoblecido en la LS. El Ayuntomiento puede ocordor la suspensién 
de los obros si se pretenden ejecutor en ousencio o controdiccién con la 
notificocién de conformidod con el ploneomiento. La suspension se ho de 
notificor ol érgono redactor del Proyecto y ol Ministro de la Viviendo y 
Urbonismo. La suspensién sélo puede ocordorlo el Consejo de Ministres —  
cuondo se trote de obros que ofecton directomente o la defenso nocionol. 
El ocuerdo se adopta o propuesto del Ministro de la Viviendo y Urbanisme, 
previo solicited del Ayuntomiento compétente e informe del Ministerio mi 
liter ofectodo o Alto Estado Mayor, coso de ofector o més de un Ministe­
rio militer.
Aunque bubo vocilociones por porte de olgunos outores ( 11 ) y 
en determinodos érgonos consultivos de la Administrocién, la oplicocién, 
sin restricciones de les normes transcrites, esté hoy odmitido por la —  
doctrine especiolizodo ( 12 ), por la Junte Consultive de Controtocién - 
Administrative (informe 14/76, de 27 de Julio) e iguolmente por la Juri£ 
prudencio contencioso administrative (sentencio de 19 de febrero de - - 
1980 de la Audiencio Territorial de Bilbao, con ocosién de une obra - - 
portuorio).
Por consiguiente, el controtisto puede pedir o la Administro- 
cién que éste le ocredite la licencia municipal de obra otorgodo o su - 
fovor, pues no puede ser compelido o iniciar los trobojos con infroccién 
de normes légales.
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El otorgamiento de la licencia municipal de obras, produce co£ 
secuencios de indole fiscal, ya que los Ayuntomientos giron uno liquido- 
ciôn en concepto de toso, o cuyo pogo vienen obligodo el dueno de la - - 
obra que pide la licencia. Ahoro bien, el Real Decreto 3.250/76, de 30 - 
de diciembre, por el que se opruebon los normes provisionoles sobre in—  
gresos de les Corporociones Locales, dispone en su orticulo 10, oportodo 
5, que en "les licencias urbonisticos exigidos por el orticulo 178 de la 
Ley del Suelo, seron sustitutos del contribuyente los constructores y —  
controtistos de obros". Lo cuol quiere decir que los controtistos estén 
obligodos o cumplir les prestociones moterioles y formoles de la obligo- 
cién tributorio (orticulo 32 de la Ley General Tributorio), pero sin que 
ello signifique que estén obligodos o soportor efectivo y definitivamen­
te eso cargo fiscal, ya que pueden troslodorla ol contribuyente que no - 
es otro que la Administrocién. En consecuencio, hobré que estor o lo que 
los pliegos digon sobre este extreme, cuyo comprobocién en este punto no 
estoré demés en el momento que estâmes exominondo.
5. El resultodo de la comprobocién del replanteo.- La comprob£ 
cién del replanteo puede ofrecer un resultodo muy diferente segun los d£ 
tos que se obtengon y la octitud que coda porte adopte en relocién o - - 
ellos. Seguidomente vomos o exponer los distintos cosos que pueden darse 
segun se prevé en el orticulo 127 RCE.
a ) Comprobocién del replanteo de plena conformidod.- Finolizo- 
do la comprobocién del replanteo puede existir plena conformidod en los 
partes tonto en sentido positivo como negotivo.
o) Positivomente hobré conformidod cuondo la Direccién de los 
obros considéré demostrodo la posesién y disposicién real de los terre­
nos, su idoneidad y la viobilidod del Proyecto, sin que el controtisto -
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hayo manifestado reserve olguno sobre esos extremos ni sobre ningén otro 
que puedo ofector ol cumplimiento del controto. En este coso, segén el - 
oportodo d ) del orticulo 127 RCE, el Director de los obros dora la "auto 
rizocién para iniciorlos, hociendo constor este extremo explicitomente - 
en el octo extendido, de cuyo outorizocién quedoro notificodo el centra­
liste por el hecho de suscribirlo y empezândose o contor el plozo de ejje 
cuciôn de los obros desde el dio siguiente d. de la firme del acte".
b) Negotivomente, les partes muestron su conformidod cuondo e£ 
tân de ocuerdo en que les obros no se inicien por no ester ocreditodos - 
les circunstancias o que se refiere el oportodo D) del orticulo 127 RCE 
o porque el Director de las obros entiende que es necesorio modificorlos. 
En este coso "se hora constor en el acte que quedo suspendido la inicio- 
ci6n de les obros hosto que por la Autoridod u érgono que célébré el con, 
troto se dicte la resolucién que estime oportuno dentro de los foculto—  
des que le estén conferidos por la legislocién de Controtos del Estado" 
(oportodo F, orticulo 127 RCE). Ademés se estoblece que en tonto seo di£ 
todo la citodo resolucién, quedoré suspendido la iniciocién de los obros 
desde el dio siguiente o la firmo del octo, o los fines del reconocimieri 
to de los derechos que cuondo se produce esta situocién concede el pri—  
mer pérrofo del orticulo 148 RCE, esto es, obono de los donos y perjui—  
cios que el controtisto puedo efectivomente sufrir, si la suspensién tem 
porol de los obros es superior o una quinta porte del plozo total del —  
controto o, en todo coso, si oquello excediese de seis meses (13 ).
Ademés, si como consecuencio de la comprobocién del replanteo 
se deduce la necesidod de introducir modificociones en el Proyecto, el - 
Director deberé redactor en el plozo de quince dios y sin perjuicio de - 
la remisién immediate del octo, uno estimocién rozonodo del importe de - 
oquéllos modificociones. Si la Adpinistrocién decide la modificocién del
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Proyecto, se procédera a redactor los modificociones précisas para su —  
viobilidod, ocordondo la suspensién temporal total o porciol de la obra 
y ordenondo, en este ultimo coso, la iniciocién de los trobojos en oque- 
llos partes no ofectodos por los modificociones previstos en el Proyecto 
(cléusulo 26 PCAG). El Proyecto modificodo debe ser oprobodo de ocuerdo 
con los normes previstos en general para estos cosos y que serén estudi£ 
dos en su momento.
b) Comprobocién del replanteo con réservas por porte del con­
trotisto.- Por ser la comprobocién del replanteo uno octuocién contra—  
dictoria, el orticulo 127, en sus oportodos D) y E), prevé la posibili- 
dod de que el controtisto formule réservas frente o los monifestociones 
que hogo en el octo la Direccién de los obros. En principio estas réser­
vas pueden hocerse tonto en el coso de que la Direccién de los obros dé­
cida la iniciocién de los trobojos como en el de uno posible suspensién. 
Sin embargo este éltimo supuesto roro vez se do en la préctico, pues el 
controtisto es el primer interesodo en que exista un comino franco para 
desenvolver su actividad. Con todo, no es impensable que la Direccién de 
los obros adopte uno posture contrario o la iniciocién de los trobojos - 
bosodo més en ospectos internos o de concepcién del Proyecto que en cir­
cunstancias externes, como puede ser todo lo que concierne a los terre­
nos; frente o esta posture el controtisto puede mostror su disconformi—  
dod, formulondo les reserves pertinentes, en considerocién o que un opl£ 
zomiento en los comienzos de los trobojos puede suponerle unos donos y - 
perjuicios que no se veon compensodos plenomente, oén en el coso de que 
se le indemnicen.
Pero como deciomos, lo normal es que los réservas del contro- 
tisto se efectéen olegondo que los obros no pueden comenzorse por no co£ 
sideror viable el Proyecto, teniendo en cuenta los dotos que hoyo ofrec£
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do la comprobaciôn del replanteo. El oportodo E) del orticulo 127 RCE coji 
sidero, en principio, que los réservas formulodos por el controtisto de- 
terminon la suspensién de los obros en los términos estudiodos con onteri£ 
ridod. Decimos en principio, porque sélo tienen eso virtuolidod suspens^ 
va los réservas que no seon infundodos en opreciocién que hace la Direc­
cién de los obros, segun se deduce del oportodo E) del orticulo 127 RCE; 
opreciocién que es independiente de la que debo hocer el érgono contra—  
tonte ol resolver definitivamente sobre los réservas en cuestién (opart£ 
do g ) del mismo orticulo).
En este punto existe uno cierto discreponcio entre el oportodo 
e) o que nos estomos refiriendo y la cléusulo 24, pérrofo 29 PCAG, pues 
segén ésto "o la visto de sus resultodos (de la comprobocién del replan­
teo) se procederé en los términos del orticulo 127 del Reglomento Gene­
ral de Controtocién. Coso de que el controtisto, sin formulor réservas - 
sobre la viobilidod del proyecto, hubiero hecho otros observociones que 
puedon ofector o la ejecucién de la obra, el Director, considerodos ta—  
les observociones, decidiré iniciar o suspender el comienzo de la obra, 
justificéndolo en la propio octo". Porece, pues, deducirse de este texto 
que sélo los réservas sobre la viobilidod del Proyecto tienen fuerzo su£ 
pensive, mientros que si son simples observociones que pueden ofector o 
la ejecucién de los obros, el Director es libre de decidir sobre la ini- 
ciocién o suspensién de los mismos. Sin embargo, del orticulo 127 RCE se 
deduce, en su actual redoccién, que el Director puede ordenor la inicio- 
cién de los trobojos o pesor de los réservas formulodos por el controtis 
ta si los considéra infundodos y sin perjuicio de lo que resuelvo, en é_l 
timo término, el érgono controtonte, pues segén el oportodo G) del arti­
cule 127 RCE, si el Director considéra que los réservas son infundodos, 
dictoré ocuerdo, outorizondo el comienzo de los obros medionte octo fo£ 
mol notificodo ol controtisto, empezondo o correr el plozo de ejecucién
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desde el dia siguiente a dicho notificociôn.
Yo dejomos indicodo mos orribo que los controtistos suelen - - 
odoptor muchos veces uno octitud posivo en el octo de comprobocién del - 
replanteo, para evitor un enfrentomiento iniciol con la Direccién de los 
obros o con la esperonzo de que en el curso de los trobajos se solucion£ 
rén los problèmes que se detecton en los inicios de la obra. Sin embargo, 
hoy que hocer noter que les consecuencios juridicos del silencio del cort 
trotisto son muy importantes, entre otros cosos porque si do une confor- 
midod tacite ol no formuler reserves, y después se monifiesto en sentido 
opuesto, incurriré en controdiccién de actos propios ( 14) y no podré —  
formuler une pretensién coherente ni oponerse o los actos de la Adminis- 
trocién, boséndose en circunstancias que iniciolmente odmitié.
Sin embargo la omisién de reserves en el acte de replanteo no 
siempre tiene la virtud de purger la negligencia de la Administrocién, - 
como osi lo déclara la sentencio del Tribunal Supremo de 2 de octobre de 
1979, en cuyo considerondo séptimo se dice:
"... portiendo de estos dotos, es cloro, que no obstante la —  
viobilidod ofirmodo en la segundo acte de comprobocién del re 
plonteo, no era posible que antes de la modificocién del Pro­
yecto, el controtisto montuviese un ritmo normal en la ejecu­
cién de los obros, pues hobio de desorrollorlos sobre uno po£ 
cela desocorde con el proyecto ..."
Los réservas fundodos del controtisto tombién determinon la —  
suspensién de los obros desde el dio siguiente o la firmo del octo, con 
los derechos reconocidos en el orticulo 148 RCE, segén yo indicomos ont£ 
riormente.
c) La suspensién de la iniciocién de los obros con corécter - 
definitive.- El controtisto no puede iniciar los obros sin que se hoyo -
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efectuodo la comprobaciôn del replanteo y se le ordene el comienzo de —  
los trobojos. Como dice la STS de 23 de febrero de 1.979, "tompoco es d£ 
dosa la necesidod de obtener ese permise administrative para el comienzo 
de los prestociones, lo cuol como controportido, implico o la vez, que - 
sôlo desde la obtenciôn de oquél pueden exigirse ol controtisto los obH 
gociones convenidos". Sin embargo, el controtisto no puede quedor indef_i 
nidomente o la espero de lo que resuelvo la Administrocién sobre la ini- 
ciocién de los obros. El Pliego de 13 de morzo de 1903 contenio uno pre- 
visién muy insotisfoctorio, ya que el controtisto ténia que esperor un - 
plozo de très onos sin poder iniciar los obros para que pudiero pedir la 
resolucién del controto (orticulo 53). En cambio, el RCE proporciono uno 
solucién mucho més rozonoble, pues si la suspensién de la iniciocién de 
los obros tuviero corécter definitive por causa imputable o la Adminis—  
trocién, o ésto desistiese de los mismos, o, en fin, dejore tronscurrir 
seis meses de la suspensién sin dictor y notificor ol controtisto la r£ 
solucién que estime oportuno, éste tendré derecho o la resolucién del —  
controto y o percibir por todos los conceptos uno énico indemnizocién —  
del 3 por 100 del precio de la adjudicocién. De este derecho deberé hocer 
uso el controtisto precisomente dentro del mes siguiente o la expirocién 
del expresodo plozo de seis meses (orticulo 127 RCE, oportodo F).
Segén esto existen très cosos en que el controtisto puede pe—  
dir lo resolucién del controto:
12) Suspensién de lo iniciocién de los obros con corécter de­
finitive por causa imputable o lo Administrocién.
29) Desistimiento de reolizor los obros manifestado por lo Ad- 
ministrocién.
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39) Silencio de la Administrocién durante seis meses desde que 
ocordé lo suspensién, ol no dictor y notificor ol contra—  
tisto lo resolucién oportuno.
El primer supuesto puede ser dificil distinguirlo del segundo 
en lo préctico, pero segén el texto reglomentorio, es cloro que lo que - 
los diferencio es el elemento de lo culpo, pues lo suspensién definitive 
ho de ser por causa imputable o lo Administrocién, como sucederé en - —  
oquéllos cosos en que se llegue o lo conclusién después de lo suspensién 
de los obros, que éstos no es posible reolizorlos por obstéculos de una 
u otra indole, que se deben o lo negligencia de lo Administrocién y que 
son imposible de salvor.
En cambio, el desistimiento no implico culpobilidod, sino todo 
lo contrario, el ejercicio de un derecho que tiene lo Administrocién como 
"dominus operis” (arts. 1594 CC y 162 RCE). Por ello es criticoble que - 
los consecuencios que se estoblecen para lo suspensién definitive y el - 
puro desistimiento se equiporen fijondo uno indemnizocién idéntico como 
ohoro veremos. El desistimiento deberio hober seguido el trotomiento que 
se le do en el orticulo 162 RCE, pues no combio de noturolezo por el - - 
hecho de que se monifieste en los inicios de los obros y no durante su - 
desorrollo. Por otra porte, en este supuesto el controto no quedo resueJL 
to por lo peticién que puede formuler el controtisto, sino por el propio 
desistimiento de lo Administrocién.
Por éltimo, en el coso del silencio odministrotivo, estomos de 
nuevo ante uno octitud presumiblemente négligente, ya que el plozo de —  
seis meses que se estoblece es més que suficiente para que se puedon - - 
odoptor los medidos conducentes o hocer viable los obros.
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Las consecuencias en los très cosos son, sin embargo, los mis- 
mas: el controtisto tiene derecho o pedir lo resoluciôn del controto y o 
percibir por todos los conceptos uno énico indemnizocién del 3 por 100 - 
del precio de adjudicocién, debiendo hocer uso de ese derecho dentro del 
mes siguiente o lo expirocién del plozo de seis meses; coducidod que sé­
lo puede referirse ol supuesto del silencio odministrotivo, pero no en - 
los COSOS de suspensién definitive culposo y de desistimiento, por lo —  
sencillo rozén de que estos cosos se pueden producir antes del tronscur- 
so de los seis meses.
d) Viobilidod del proyecto e iniciocién de los obros. Tonto en 
el coso de uno comprobocién del replanteo de plena conformidod, como en 
los supuestos de que se consideren no fundodos los réservas del contra—  
tisto, e iguolmente cuondo fueron superodos los causas que impidieron lo 
iniciocién de los obros antes de que el controtisto hoyo podido instar - 
lo resolucién del controto, se procédera o dor lo orden de iniciorlos. - 
En el primer coso esta orden se consigna en el mismo octo de comprobocién 
del replanteo (oportodo D) del orticulo 127 RCE) que se suscribe por tr_i 
plicodo, remitiéndose un ejemplor o lo Administrocién (érgono controton- 
te), otro quedo en poder de lo Direccién de los obros y el tercero se en 
trego ol controtisto (cléusulo 24 del PCAG) pérrofo éltimo).
Se puede plonteor lo cuestién de los consecuencias que se pro­
ducen cuondo el controtisto inicio los obros sin que lo Administrocién 
hoyo efectuodo lo comprobocién del replanteo ni dodo, por tonto, lo orden 
de comienzo. En estos cosos no es que faite el replanteo del proyecto, - 
pues es évidente que sin él no es posible técnicomente comenzor los tro- 
bojos. Lo que sucederé es que el controtisto replonteoré por si solo lo 
obra para poder emprenderlo o continuocién.
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Cuondo esto ocurre, la Administrocién puede interrumpir lo obro 
iniciodo sin comprobocién de replonteo o puede odmitor técitomente que - 
los trobojos sigon su curso, sin que en este segundo coso puedo el con­
trotisto olegor lo existencio de perjuicios derivodos de lo folto de re­
planteo, pues esto serio ir contro los propios octos.
Lo Jurisprudencio ho opreciodo en olgunos cosos lo que podrio- 
mos llomor replonteos técitos, es decir, deducidos de lo conducto obser- 
vodo por los portes en el coso concreto. Lo sentencio del Tribunol Supr£ 
mo de 20 de obril de 1978 rebote lo olegocién del controtisto de que no 
se hobio reolizodo el replonteo previo por los Servicios del Ayuntomien­
to, como couso justificotivo de lo no iniciocién de los obros, ofirmondo:
'De formo implicito se ho producido lo comprobocién del replo£ 
teo, como requisito previo o lo iniciocién de los obros, pues 
éstos se inicioron por lo Empreso odjudicotorio en los ospec­
tos ontes mencionodos, segén lo mismo reconoce, y ello compo£ 
to lo necesorio outorizocién odministrotivo poro lo ocupocién 
de los terrenos, outorizocién que dimono del octo de repion—  
teo como expreso el Pliego de Cléusulos Administrotivos gene- 
roles poro lo controtocién de obros del Estodo, oprobodo por 
D. de 21 de diciembre de 1970, en su cléusulo 249".
6. Gostos de lo comprobocién del replonteo.- Lo cléusulo 13 —  
PCAG dice que "el controtisto estoré obligodo o sotisfocer los gostos de 
licitocién y formolizocién del controto, los tosos por prestocién de los 
trobojos focultotivos de replonteo, direccién, inspeccién y liquidocién 
de los obros y cuolesquiero otros que resulten de oplicocién, segén los 
disposiciones vigentes, en lo formo y cuontio que éstos seRolen. Poste—  
riormente, lo cléusulo 25 PCAG vuelve o estoblecer que son de cuento del 
controtisto los gostos de comprobocién del replanteo, indicondo que estos 
comprenden los de matériel, los de su propio personol y los de los repr£ 
sentontes de lo Administrocién, debiendo hocer efectivos los éltimos en
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la forma, plazos y cuantia que regulen las disposiciones vigentes y que 
se senalen en el pliego de clâusulas particulares de la obra de que se - 
trate.
El Decreto 137/60, de 4 de febrero, convalid6 la tasa por pre^ 
tacién de trabajos facultatives de replantée, direcciôn, inspeccién y H  
quidecién de les ebres, cuande eses ectividedes se reelizen per servicies 
dependientes del Ministerie de Gbras Publiées y entidades estatales aut^ 
nemas e empresas nacienales de él dependientes, y las ebras se centratan 
per subeste, cencurse, centrateciôn directe e destajes (articules 2 y 3).
En cuente a le tese per replantée de les ebres, el articule —  
46 del Décrété estoblece que "el servicie formulera el presupueste de —  
gestes en el que de cenfermided cen le Instrucciôn de 21 de ebril de 1910 
se cemprenderon les dietes, gestes de recerrides, jerneles, meterieles - 
de campe y gestes de materiel y personal de gebinete.
Censecuentemente, les plieges de clâusulas particulares, sene- 
len un ceeficiente e percentage sobre le cifre del presupueste de ejecu- 
ciôn materiel que el centretiste tiene en cuente a le here de hecer su - 
eferte, cen le que el importe de le tese le repercute a le Administra- - 
ci6n.
Per etre perte, es criticeble le percepcidn de une tese per —  
gestes de cemprebeciôn de replentee, ye que este tipe de execciân pare—  
fiscal se cencibe siempre ceme centrepresteciôn de un servicie püblice e 
le reelizeciân per le Administreciôn de une ectivided que se refiera, - - 
efecte e bénéficié de mode porticuler el su)ete pesive (art, 26 LGT), En 
cembie le cemprebeciân del replentee es une ectivided prepie de le Admi- 
nistreciân, reelizede en cumplimiente de una ebligeciân legal, que ne r^
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quiere peticiôn del contratista, ounque en caso de incumplimiento de esa 
obligaciôn tenga éste ultimo el derecho a que se realice, pero este di—  
fiere de les presupuestos de la aplicaciôn de la tasa.
III.- LA PUNIFICACION DE LOS TRABAJOS.-
Hemos indicado que la ejecuciôn de la obra supone poner en ma_r 
cha una empresa organizada, pues es menester ordenar y coordinar distin­
tas actividades para conseguir el resultado final en el tiempo previsto 
y de acuerdc con les presupuestos econémicos estudiados. Por elle, la —  
planificaciôn de la obra se impone en la formaciôn de les proyectos, cu- 
yos presupuestos seon superiores a cinco millones de pesetas. El articu­
le 63, B) RCE oblige a incluir "un programa del posible desarrollo de los 
trabajos en tiempos y coste ôptimo de corâcter indicotivo". De otro par­
te, tanto en los concursos-subostos como en los concursos es obligodo que 
el controtisto incluyo como porte intégrante de su oferta, un plan de —  
obra, con indicociôn de tiempos porcioles para las distintas unidades e 
inversiân a realizar en coda periodo contemplado, y al que se une una r£ 
laci6n de los equipos humonos, moquinario e instolociones que se ponen a 
contribuci6n de la obra. A estos efectos se utilizon documentes groficos, 
siendo los mas usuales las redes de precedencia "PERT" y los diagramos - 
de barras "GANTT".
1. El programa de trabajos. Mas cualquiera que baya sido la —  
planificaciôn tomada en consideraciôn a la hora de proyectar la obra o - 
de licitarla, nuevamente se ha de incidir en ton importante aspecto cuaji 
do los trabajos se von a emprender. Asi como la comprobaciôn del replan- 
teo supone ajuste de la obra en considerociôn al lugor o emplozomiento - 
de la mismo, la programaciôn implica también una concreciôn referida al 
tiempo en que se han de desorrollor, pues este factor condiciono esencio^
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mente los rendimientos y costes previstos.
Segun el RCE (art. 128, porrafo primero), el contratista tiene 
la obligaciôn de presenter un programa de trabajo en el plazo de un mes - 
salvo causa justificada, desde la notificaci6n de la autorizaci6n para - 
iniciar las obras, cuando asi se establezca expresamente en el pliego de 
clousulos administratives particulares. Se trata, pues, de una obligaciôn 
cuyo imposiciôn queda a la iniciativa de la Administraciôn. Sin embargo, 
la obligaciôn de presenter el programa de trabajos debe estoblecerse en 
el pliego siempre que la ejecuciôn total de la obra esté prevista en môs 
de une anualidad.
La Administraciôn ha de resolver sobre la idoneidod del progr£ 
ma dentro de los treinto dies siguientes a la presentaciôn, y hoy que er* 
tender que su silencio no impone al contratista el deber de denunciarlo 
para que se produzca un acto presunto que sesô desestimatorio (art. 94 - 
LPA), cuando ese silencio va ye acompanado de actos propios de la Admi—  
nistraciôn, que tôcitamente implican la aceptaciôn del programa, pues los 
comportomientos propios de las relaciones contractuales deben prevalecer 
sobre las normes de procedimiento administrative general que obedecen a 
otros designios.
A diferencia del plan de obra intégrante del proyecto (articu­
le 22 LCE y 63 RCE), el programa de trabajos no depende de que el presu- 
puesto exceda de cinco millones de pesetas, sine de que le exija el pli£ 
go de clôusulos administratives particulares, le cual es de obligado cujn 
plimiento por la Administraciôn cuando la ejecuciôn de la obra estô pre­
vista en môs de une anualidad.
La doctrine de la Junte Consultive de Contrataciôn Administra-
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tivQ ha diferenciado el programa de trabajos exigido reglomentoriomente 
de los planes de obra requeridos y los pliegos para la lîcitaciôn. El 
informe 27/1973, de 27 de septiembre, senolo a este respecte:
"El plan esquemotico cabe definirlo como un documente de estu- 
dio a élaborer por los licitodores pore ocreditor su copoci—  
dad en conocimiento de la obra licitada y su proyecciôn en el 
tiempo, cuyo suficiencio deberio ser opreciodo por el Organe 
de contrataciôn, con el olconce limitodo a la admisiôn previa. 
Por el contrario, el programa de trabajo es un documente a for 
mulor por la Empresa con orreglo a los requisites estoblecidos 
en el articule 126 del Reglomento General de Contrataciôn y - 
con el importante alcance que en él se establece. Los clâusu­
las 39 y 69 de la escritura pûblica de centrata refuerzan la 
importancia del programa de trabajo al establecer que los pl£ 
zos porcioles de ejecuciôn seron fi jades por la Administraciôn 
al tiempo de oprobor el expresodo programa de trabajo formuljo 
do por el contratista.
Por otro porte, el contenido de un programa de trabajo, segun 
expreso la clausula 27 del pliego de clâusulas administratives 
générales aprobado mediante Decreto 3854/1970, de 31 de diciejn 
bre (Boletin Oficiol del Estodo de 16 de febrero de 1971), es 
mucho mas detallado y complete que el contenido que diô el —  
pliego de clôusulos al plan esquemôtico".
2. Contenido del programa de trabajos. El programa de trabajos 
especifico, dentro de la ordenaciôn general de los mismos, los périodes 
e importes de ejecuciôn de las distintas unidades de obra compatibles —  
con los plazos porcioles estoblecidos en el pliego de clôusulos adminis- 
trativas particulares para la terminaciôn de las diferentes partes fund£ 
mentales en que se haya considerado descompuesta la obra (art. 128 RCE, 
pôrrafo 29).
La clôusula 27 PCAG desarrollo el precepto reglamentario, ind^ 
cando que en el programa de trabajos a presentor, en su caso, por el coji 
trotisto se deberion incluir los siguientes datos:
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a) Ordenaciôn en partes o closes de obra de las unidades que - 
integran el proyecto, con expresiôn del volumen de estas.
b) Determinaciôn de los medios necesarios, taies como perso—  
nol, instolociones, equipo y moterioles, con expresiôn de sus rendimien­
tos medios.
c) Estimociôn en dios colendorio de los plazos de ejecuciôn de 
las diverses obras u operaciones preparatorias, equipos e instolociones 
y de los de ejecuciôn de las diverses partes o closes de obras.
d) Valoraciôn mensuel y acumulada de la obra programodo, sobre
la base de las obras u operaciones preparatories, equipo e instolociones
y partes o closes de obra a precios unitorios.
e) Grôficos de los diverses actividades o trabajos.
Al confeccionor esta programaciôn y puesto que, como chore ve- 
remos, queda integrada en el contrato, los contratista procuron adopter 
los ritmos de ejecuciôn a las anuolidodes existentes, con el fin de évi­
ter inversiôn sin la contrapartida de cobro. De otro lodo, el programa - 
de trabajos debe ser fiel refiejo de las posibilidades reales de iniciar 
las distintas unidades de obra en los tiempos porcioles previstos, de —  
toi modo que si en el momento de su redocciôn y presentaciôn foltosen d£ 
finiciones o se preven combios que pueden altérer el curso normal de los 
trabajos, deben hocerse las pertinentes indicaciones, pues una omisiôn - 
en este estido puede perjudicar los derechos del contratista. El Consejo 
de Estodo tiene sentodo en Dictomen de 11 de julio de 1974 (Expediente - 
39.083) la doctrine siguiente:
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"Por lo que respecta a la cuestiôn de fondo, estima el Consejo 
que las alegaciones hechas por el contratista en el sentido - 
de que es imputable negligencia a la Administraciôn por cuon- 
to que esta, en su opiniôn debiô haber efectuado un estudio - 
geolôgico del terreno con corâcter previo a la adjudicaciôn - 
del contrato, no compenson juridicomente el acto propio reol_i 
zodo por el récurrente por cuonto que X.X. propuso con poste- 
rioridod g lo adjudicaciôn un plan de trobajo, que fue oprobo 
do por la Direcciôn General, pero que se ha incumplido al no 
hoberse iniciodo los obras, y es cloro que antes de formoli—  
zarlo la mismo empresa ad judicotoria debiô tomor las coutelas 
précisas o formular las réservas odecuodos en orden a la via- 
bilidad o inviobilidod para llevar a cabo la ejecuciôn de la 
obra".
3. Exigibilidad reciproco del programa de trabajos.- La pro—  
gromociôn de los trabajos es una obligaciôn del contratista cuando lo - 
exige el Pliego, hosto el punto de que la falta de presentaciôn del pro­
grama dentro de un mes contodo desde que recibiô la orden de iniciociôn 
de la obra en el acto de replonteo, détermina la suspensiôn del pago - 
del precio correspondiente a la obra ejecutada. El Director de la obra - 
-dice el pôrrafo ultimo del articule 128 RCE- podrô ocordor no dor curso 
a las certificociones de obra hosto que el contratista haya presentodo - 
en debida forma el programa de trabajo cuando éste seo obligotorio, sin 
derecho a intereses de demoro, en su caso, por retroso en el pago de es­
tas certificociones.
Mas una vez que el contratista présenta el programa de trabajo, 
éste se convierte en porte intégrante del contrato, pues dice el articu­
le 129 RCE que "el acto de comprobociôn del replonteo y los plazos par—  
ciales que pueden fijorse al oprobor el programa de trabajos se entende- 
rôn como intégrantes del contrato a los efectos de su exigibilidad".
La jurisprudencia ha interpretado correctamente este articule 
129 RCE, ofirmando el carôcter contractual del programa o plan de obra -
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y no exclusivcmente en cuonto a los plazos porcioles, como ocaso pudiero 
deducirse del citodo precepto. La sentencia de 2 de julio de 1.979 dice 
que "el plan de obra suscrito el 1 de octobre de 1971 tiene efecto vincu 
lonte por integrorse en el contrato -orticulo 129- y servira de base al 
reajuste de anuolidodes efectuadas el 13 de noviembre de 1971 con la cori 
formidad del contratista".
También la doctrina del Consejo de Estodo ho destacado la im­
portancia que tiene el programa de trabajos dentro del contrato. En el - 
Dictomen de 11 de julio de 1971 (Exp. num. 37.611) se dice lo siguiente:
"Primera.- El programa de trabajo o plan de obra es un elemen- 
to sustancial en el contrato administrotivo de obras.
En este tipo de contratos, la Administraciôn vela por los in­
tereses publicos, imponiendo a los contratista, a través de - 
los pliegos de condiciones facultatives y técnicas, unas de—  
terminodos condiciones minimes en cuonto o colidod, durociôn 
y precio de las obras. Para poder cubrir tôles condiciones y 
obtenez un legitimo bénéficié, el contratista pondéra y esta­
blece su organizaciôn interna y la odecuodo utilizaciôn de su 
personal e instrumentes de trabojo. Es, pues, el programa de 
trabajo bien definido, fruto de los oportunos estudios técni- 
cos, econômicos, finoncieros y de cuolquier otro indole el —  
que permite al licitodor confier en el rendimiento de su ofe£ 
to, ocomododo o les exigencies odministrotivos y ol previsi—  
ble endurecimiento de les mismos por la competencia de otros 
posibles licitodores".
Porque este es asi, es por lo que tente la Administraciôn como 
el controtisto tienen el reciproco derecho de exigir que el progromo de 
trobojos se cumplo. Pore la Administraciôn el cumplimiente del programa 
es garantie de que la obra se ha de ejecutar en unos plazos porcioles —  
que garantizan el total del contrato; si esos plozos porcioles no se eu ni 
plen, la Administraciôn puede optar por la resoluciôn del contrato o la
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imposiciôn de penolidodes (orticulo 138 RCE), Pero también el contratis­
ta tiene derecho a que se le permito cumplir el programa de trabajos, —  
pues sôlo asi se le gorontizo de que los precios senolodos para coda una 
de las unidades de la obra no queden por debajo de los costes que estôn 
en funciôn de un concrete ploneomiento de la obra. Por ello, cuando por 
causas imputables a la Administraciôn se altera el programa de trabajos, 
noce en fovor del contratista un derecho a ser indemnizado de los per ju£ 
cios que se le produzcon. El fundomento legal de una pretensiôn de indemi 
nizociôn de danos y perjuicios se encuentra sin dificultod en los orticjj 
los 53 LCE y 158 RCE, segun los cuales "el incumplimiento por la Admini^ 
traciôn de las clôusulos del contrato originorô su resoluciôn sôlo en —  
los casos previstos en esta legislaciôn, pero obligorô a oquéllo, con coi 
rôcter general, al pago de los perjuicios que por toi causa se le irro—  
guen al contratista".
La responsabilidad de la Administraciôn por modificociôn uniljo 
teral del programa de trabajos ho sido también objeto de atenciôn por la 
doctrine del Consejo de Estodo. En el Dictomen ultimamente citodo, se —  
hocen las consideraciones siguientes, teniendo en cuenta el Darecho apli- 
coble al caso contemplado:
"Cuorto.- La modificociôn ordenada oblige a le Administraciôn 
a responder de sus consecuencies.
Hoy que rechozar la idea de que la manifestaciôn legal de que 
el contrato se célébra'a riesgo y ventura del contratista* ini 
plique que receigon sobre éste las consecuencies perjudicio—  
les de une modificeciôn de las condiciones contractuales que 
se debe a voluntod propio y exclusive del otro contretonte, - 
ounque se trate de le propio Administraciôn. Si se edmitiese 
tel interpretaciôn, se coerie en el absurde de estimer que —  
los contratos administratives no obligon môs que a una de las 
partes sin otres limiteciones que les impuestas por el inte—  
rés publico. El *riesgo y ventura del contratista * supone, de
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acuerdo con las normes générales de Derecho, que las oblige—  
ciones contractuales deberon ser cumplidas, etemperondolas, - 
es cierto, a las alteraciones razonablemente impuestas por —  
las circunstancias, pero sin que las nuevas circunstancias r£ 
sulten mas onerosos para el contratista, porque, en este su—  
puesto, debe volver a restoblecerse el equilibrio econômico, 
mediante las compensaciones que se estimen justes. Lo contra­
rio vulnerorlo los principles générales de Derecho.
En el Derecho Administrative, la responsabilidad extracontra£ 
tuol del Estodo viene reconocida cloramente por el articule - 
40 de la Ley de Regimen Juridico de la Administraciôn del Es- 
tado. Y en la normative especial aplicable al présente caso, 
constituido fundomentolmente por el Pliego de Condiciones Gé­
nérales de 1903, se viene o establecer el mismo principio, t£ 
do vez que en el orticulo 48 se dispone la fi jociôn de pre- - 
cios contradictorios cuando se introduzcon modificaciones que 
supongon empleo de moterioles o ejecuciôn de obras que no fi- 
guren en el presupuesto de la contrato.
Ciertamente que la legislaciôn especial no considéra el caso 
preciso de modificociôn del programa de trabajo que oqui se - 
examina; pero tampoco excluye el derecho a une indemnizociôn 
que pudiero razonablemente oplicorse por interpretaciôn analô 
gica del citodo orticulo 48 del Pliego de Condiciones Généra­
les. Y si se excluye la interpretaciôn analôgica, debera acu- 
dirse, entonces, a las normes de Derecho comun oplicodas con 
el corâcter de supletorios, que llegon al mismo resultado.
Segun establece el Côdigo Civil, los contratos una vez per- - 
feccionodos, obligon no sôlo al cumplimiento de lo expresome£ 
te poctodo, sino también a todos las consecuencies que, segun 
su noturolezo, seen conformes a la bueno fe, al uso y a la —  
ley (articule 1258) sin que oquel cumplimiento puede dejorse 
al orbitrio de une de los controtontes (articule 1256). Une - 
de las consecuencies del contrato es le de que code porte de­
be permitir a la otro cumplir su prestaciôn en la forma y co£ 
diciones poctados, ye que las obligociones que nocen de los - 
contratos tienen fuerzo de ley entre les partes controtontes 
y deben cumplirse a tenor de los mismos (orticulo 1091 del —  
propio Cuerpo legal). Los que controvinieren dicho tener de - 
cuolquier modo, quedon sujetos a la indemnizociôn de los do—  
nos y perjuicios cousodos (orticulo llOl). La cual comprende- 
ro no sôlo el valor delà pérdido que haya sufrido la otro —  
porte, sino también el de la gonancia que haya dejodo de obt£ 
ner (art. 1106)".
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Sobre el mismo caso estudiodo en este Dictomen del Consejo de 
Estodo, la sentencia del Tribunal Supremo (Solo 49) de 30 de noviembre - 
de 1970, se hobio pronunciodo declorondo la necesidad del informe previo 
del Alto Cuerpo Consultivo y reconociendo al propio tiempo el derecho —  
del contratista a ser indemnizado de los donos y perjuicios que cuontif^ 
cabo como consecuencio de la modificociôn del programa de trabajos. En - 
el segundo considerondo de la sentencia se sienta la siguiente doctrina:
"CDO.: Que la primera pretensiôn, como la de los 15.824.083 p£ 
setos exoctomente, se refiere a los donos que la contrato di­
ce se le han producido por haber sido olterodos los planes de 
ejecuciôn de la obra, a consecuencio de que la carta (obrante 
en el dosier I, unido al documente numéro l) que llevo fecho 
de 28 de moyo 1965, por la que la Jefatura Aérea del ôrea de 
Canarias, comunica a las empresas contratistas que las obras 
a ejecutar en la pista auxiliar del Aeropuerto de Tenerife de 
3.400 metros han de realizarse en dos foses sucesivos, com- - 
prendiendo la primera 1.700 metros y la segundo otros 1.700 - 
metros, de forma que, mientras en la primera se realizan las 
obras previstos, la segundo continua en servicio hosto que coji 
cluya la primera, en cuyo momento hobrân de consumarse las —  
obras de la segundo; siendo de estimor, ante todo, que esta - 
directriz en la operativa de la obra, que supone modificociôn 
indudable del ploneomiento primitivo, no noce de una fuerzo - 
mayor que segun conocidisimo doctrina une los conceptos de —  
imprevisibilidod, inevitobilidod e irresistibilidod (senten—  
cios tipo de 20 junio 1.916, 2 febrero 1.926, 2 enero 1.945, 
recogiendo el concepto romaniste del Digesto Libro IV, titulo 
II, Ley 29, 'Vis edk majoribus rei impetus qui repellit non —  
potest*, o en Goyo, Libro I, pôrrafo IV, 'Major cosus est, —  
cui humono infirmités resistere non potest*) como hubieron p£ 
dido ser un accidente telurico o un movimiento sismico u otro 
ocontecimiento cotastrôfico, porque el accidente de oviociôn 
ocurrido en el Aeropuerto de los Rodeos en 5 de moyo de 1.965 
no constituye el hecho oriqinorio que por su fuerzo ilotivo - 
con la obligaci6n puede ser la causa obstativg de su cumpli—  
miento, tel como el concepto juridico de fuerzo mayor exige - 
(s. de 4 de junio 1.902) sino ton s61o une oportunidod experi 
mental sin que, por estiroarlo asi prudencialmente la Adminis- 
tracLôn y como consecuencio siempre indirecte del acaecimien- 
to, que node tenia que ver con las obras, le hizo adopter la
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modificociôn del pion de traboîo como 'consecuencio de les d^ 
ficultodes surgidos de la puesto en servicio de la pista au—  
xiliar'; por lo que el M9 del Aire modificô el programa ini—  
cial de e îecuciôn de la obra; lo que supone el ejercicio admi 
nistrativo del 'ius variandi', precisamente porque reconeide- 
rondo la Administraciôn el osunto, en comun bénéficié, sin du 
do, propio de lo gestiôn administrative, lo modifica en cuon- 
to a las condiciones del contrato, sin dudo también a virtud 
de un acto licito que afecta o puede gfectar a las prestocio- 
nes g que venio obligodo el contratista, con vistos al inte—  
rés general y publico que a la Administraciôn estô encomendo- 
do, pero que, constituyendo un privilégie por su procedencio 
unilateral, corocteristica de su octividod, hoce que la Admi­
nistraciôn puedo o debo, en su caso, responder de los perjui- 
cios de ese acte, tipico de su poder, ya que, al entronor esa 
modificociôn contractual, tiene que medir y aplicar el equili 
brio financière y, si a ello ha lugor, producir consecuente—  
mente, la indemnizociôn al contrqtistq pqrq compenser el per- 
îuicio econômico en el caso de que se le hubiere irrogado, —  
unica mènera de que no se perturbe la equivalencia de presta- 
ciones en el contrato administrative; situaciôn juridico esta 
que indudablemente supone, por sus caracteristicas, une novq- 
ciôn".
Aunque el Tribunal Supremo y el Consejo de Estodo llegon a la 
conclusiôn de que la modificociôn del programa de trabajos oblige a la - 
Administraciôn a indemnizar donos y perjuicios, la argumentaciôn difie- 
re sustancialmente. A nuestro juicio, es môs correcte la utilizada por - 
el Alto Cuerpo Consultivo, pues la modificociôn del programa de trabajos 
no es une manifestaciôn del "ius variandi" de la Administraciôn, premise 
de la que parte la sentencia del Tribunal Supremo. En su momento veremos 
que el ejercicio de la potestad de modificociôn tiene une razôn y unos - 
limites que impiden utilizorlo pore justificor lo que son outénticos in- 
cumplimientos contractuales.
4. Programaciôn y anualidades. El carôcter contractuel del - - 
programa de trabajos se pone también de manifiesto cuando se contempla - 
particularmente la financiociôn de las obras. El programa sirve para que
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la Administraciôn pueda conocer con qué ritmo se va a ir consumiendo el 
crédite presupuestodo, lo cual es importante, pues ella debe cuidar de - 
que la financiaciôn de los contratos se ajuste al ritmo ôptimo de la ej£ 
cuciôn de la prestaciôn, segôn dicen los articules 12 LCE y 30 RCE, que 
onaden que por los ôrgonos de contrataciôn deben adoptarse a este fin, 
las medidas que sean necesarias al tiempo de la programaciôn de las anu£ 
lidades y durante el periodo de ejecuciôn, de conformidod con la Ley de 
Presupuestos.
Ahoro bien, el ritmo ôptimo es un concepto indeterminodo ( 15 ) 
que se concrete en la practice en funciôn de la necesidad de cumplir el 
plazo poctodo pore la ejecuciôn de la obra, el cual puede acelerarse si 
ambas partes, de comun acuerdo, esi lo estoblecen. Esta ôltima posibili- 
dad la prevé la clôusula 53 PCAG. La clôusula empieze por enuncior el —  
principio del equilibrio entre previsiôn financière y ritmo de ejecuciôn: 
'las anualidades de inversiôn previstos para las obras se establecerôn de 
acuerdo con el ritmo fijodo para la ejecuciôn de las mismos" (el ritmo se 
conoce con la aprobaciôn de los plazos porcioles senolodos en el progra­
ma de trabajos). Mas a continuaciôn se faculté al contratista para "de—  
sarrollar los trabajos con celeridod mayor que la necesaria para ejecu—  
ter las obras en el tiempo prefijodo en el contrato, salvo que a juicio 
de la Direcciôn existiesen razones para estimarlo inconveniente". Esos - 
razones serôn normalmente de carôcter técnico, porque finoncieromente el 
unico que puede perjudicorse es el contratista al invertir en mayor med£ 
do de lo que cobra. Efectivamente, el contratista no tiene derecho o pe£ 
cibir en coda ono, cualquiera que seo el importe de lo e jecutodo o de —  
las certificociones expedidos, una cantidad mayor que la consignada en - 
la anualidad correspondiente.
Mas puede ocurrir que seo la Administraciôn la que por razones 
de interés publico y de modo excepcionol provoque la aceleraciôn de los
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trabajos. En este caso como se puede causer un per juicio ol contratista, 
la Administraciôn no puede decidir por si solo; de oqui la clôusula 53 
PCAG, que dispone;
"Cuando excepcionolmente, la aceleraciôn de los trabajos ven­
ge exigida por razones de interés publico, la Administraciôn 
se lo comunicorô al contratista y se redactarô, si existe —  
acuerdo, un nuevo programa de trabajos ocoplôndolo a les nu£ 
vos circunstancias con la fijaciôn, en su caso, del nuevo —  
plazo total del contrato. En este supuesto, la Administraciôn 
procederô, de conformidad con el contratista, a un reajuste 
de anualidades, siempre que lo permiton los rémanentes de los 
créditos de que dispongo el Deportomento Ministerial corres—  
pondiente".
Como vemos la inalterabilidad del programa de trabajos es toi 
que su modificociôn, por via directa, se sustrae al "ius variandi" de la 
Administraciôn. Solamente cuando este derecho se ejercito legitimomente 
puede implicar la revisiôn y, en su caso, modificociôn del programa de - 
trabajos. Asi se desprende del orticulo 152 RCE, conforme al cual"cuando 
por retroso en el comienzo de las obras sobre lo previsto ol iniciorse - 
el expediente de contrataciôn, paralizaciones autorizadas de las obras, 
prôrrogas de los plazos porcioles o del total, modificaciones en el pro­
yecto o por cuolquier otro causa justificada se produjese desajuste - —  
entre las anualidades estoblecidos en el pliego de clôusulos administra- 
tivas particulares integrado en el contrato y los necesidodes reales en 
el orden econômico que el normal desarrollo de los trabajos exija, la - 
Administraciôn procederô a réajuster las citadas anualidades siempre que 
lo permiton los rémanentes de los créditos oplicobles de que dispongo —  
el Deportomento ministerial correspondiente. Para efectuar un reajuste - 
de las anualidades que rigieron en el contrato serô necesorio la confor­
midad del contratista para que la Administraciôn pueda acordarlo. Cual—  
quier reajuste de anualidades exige la revisiôn del programa de trabajo.
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acoplândolo a los también nuevas circunstancias, y precisarâ la aproba­
ciôn de la Administraciôn.
IV.- OCUPACION TEMPORAL DE BIENES INMUEBLES Y APROVECHAMIENTO DE MATE- 
RIALES. -
La ejecuciôn de las obras publicos implica tener que ocupar —  
odemos del terreno en el que bon de quedor emplozodos, otros bienes in—  
muebles de propiedod pôblico o privodo, los cuales son necesarios para - 
asentar en ellos instolociones, construir cominos de occeso, extroer mo- 
terioles, etc.
La ultima octividod preparatoria de la ejecuciôn de la obra —  
pôblico que estudiaremos, se refiere, pues, al cumplimiento de los trâm£ 
tes y requisites necesarios para poder ocupar determinados bienes inmue- 
bles para su uso o oprovechomiento.
1. Ocupociôn temporal para el uso de bienes inmuebles de pro—  
piedod pôblico.- La ocupociôn temporal de estos bienes puede tener como 
primera finolidod el servir de emplozomiento a las instolociones, acce—  
SOS, olmocenes, parques de moquinario, etc. Se trotoro entonces de utÜ£ 
zar terrenos vecinos o adyacentes a los de la propio obra, los cuales —  
hobrân sido normalmente previstos por las expropiaciones realizadas para 
atender las necesidodes previstos en el Proyecto. Si esta previsiôn no - 
se hubiero hecho o fuese insuficiente, debe ponerse de manifiesto esta - 
circunstancia en el acto de comprobociôn del replonteo, que sera facil—  
mente subsanable si los terrenos necesarios son de la propiedod del Est£ 
do, pues bostoro omplior a ellos su disponibilidad. Si los terrenos no - 
estôn todovio expropiodos y yo se contobo con ellos cuando se eloborô el 
Proyecto, la Administraciôn tendrô que procéder a la adquisiciôn de los 
mismos de acuerdo con lo estoblecido en la clôusula 30 PCAG. Entre tanto.
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lo iniciociôn de la obra puede quedor suspendida con las consecuencias - 
que ya hemos visto se producen en el momento de la comprobociôn del re—  
planteo.
Ademâs de los terrenos propiomente dichos, puede ser neceso—  
rio la ocupociôn de edificios propiedod del Estodo, lo cual es frecuente 
cuando son obras de nuevo planta anejas a los mismos o de reforma que —  
inevitablemente obligon a su ocupociôn. Como en los casos onteriores es­
ta ocupociôn temporal debe estar prevista en el proyecto, comprobôndose 
su disponibilidad, sin impedimentos, en el acto de comprobociôn del re—  
planteo.
Mas tanto en el caso de terrenos como en el de edificios, la - 
durociôn de la ocupociôn viene determinada por la de la obra, a cuyo tÔ£ 
mino deberôn ser devueltos en el estodo normal de uso en que se encuen—  
tron y beneficiândose la Administraciôn de las majoras que en ellos se - 
hayon introducido y puesto que se troto de una posesiôn temporal se le - 
impone al contratista el deber de conserver y reporor propio de quien —  
tiene la obligaciôn de devolver.
La clôusula 32 PCAG régula las obligociones del contratista —  
derivadas del uso de bienes inmuebles del Estodo, asi como la forma de - 
ocreditor la puesto en posesiôn y su posterior reversiôn.
Cuando el contratista ocupe temporalmente edificios u otros —  
bienes inmuebles del Estodo tendrô la obligaciôn de conservarlos y de r£ 
pararlos en el caso de deterioro, para hacer su entrega, antes de la re- 
cepciôn definitiva de la obra, en perfecto estodo de conservociôn, sin - 
derecho a indemnizociôn alguna por ello ni por las mejoras eventualmente 
realizadas en los elementos utilizodos.
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Si al hacer la entrega no hubiese cumplido el contratista con 
lo prescrito en el pôrrafo anterior, lo reolizorô la Administraciôn a - 
Costa de aquél, incluso con cargo a la fianza depositada.
Tanto el acto de la ocupaciôn por el contratista como el de la 
posterior entrega por éste a la Administraciôn deberôn ser recogidos en 
sendas actas descriptives del estado de los bienes de que se troto, con 
su correspondiente inventorie, en su caso. Taies actas deberôn ser sus- 
critas por el Director y por el contratista o su Delegado.
2. Ocupaciôn Temporal para el oprovechomiento de bienes inmue­
bles de propiedod publico.- La Administraciôn coopéra a la mejor ejecu—  
ciôn de la obra poniendo a disposiciôn del contratista terrenos en los 
que existen sustoncios minérales de utilidad para la construcciôn, como 
es el caso môs comun de las rocas que se aprovechan como escollero, pie- 
dro o, debidomente trotodos, como ôridos de diferente tomono. La clôusu­
la 35 PCAG dice que**el contratista puede aprovechar, con destino a la —  
obra contratada, las sustoncios minérales que se encuentren en los terr£ 
nos del Estado o de Corporociones Locales, incluso de noturolezo comunal, 
asi como abrir y explotor conteras en ellos, con sujeciôn a las normas - 
y prescripciones estoblecidos por el ente publico titular de aquéllos, - 
con obligaciôn de darle aviso onticipodo de sus actividades previstos y 
respetando y reponiendo las servidumbres existentes, asi como odoptondo 
las medidas oportunos para no perturbor el libre y seguro uso de dichos 
terrenos. En todo caso la octividod del contratista en esta close de - - 
terrenos ho de ser compatible con los explotociones que en ellos lleve a 
cabo el expresodo titular"
La alusiôn que hoce esta clôusula a "las normas y prescripcio­
nes estoblecidos por el ente publico titular", han de ser referidas a las 
que se contienen en la vigente Ley de Minas de 21 de julio de 1973 (LM)
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y especialmente a las normas que conciernen a yacimientos de los que se 
proveen ordinoriomente las obras publicas, como son los yacimientos min£ 
raies comprendidos en la llamada Secciôn A) por el orticulo 3 de la Ley, 
segun el cual pertenecen a esta secci6n"los yacimientos de escoso volor 
econômico y comerciolizociôn geogroficomente restringido, asi como aqué­
llos cuyo oprovechomiento unico seo el de obtener fragmentes de tomono y 
forma apropiados para su utilizaciôn directa en obras de infraestructura, 
construcciôn y otros usos que no exigen môs operaciones que las de arran 
que, quebrantado y colibrado."
La cesiôn del derecho de oprovechomiento de estas sustoncios 
minérales que se encuentran en terrenos patrimoniales del Estado, Pro—  
vincio o Municipio, estô outorizodo por el orticulo 16 LM, oportodo 2, - 
declarondo el mismo que cuando se encuentren en terrenos de dominio y —  
uso pôblico, serôn de oprovechomiento comôn;onodiendo el orticulo siguieji 
te que para ejercitor el derecho de oprovechomiento de estos recursos d£ 
berô obtenerse previomente a la iniciociôn de los trabajos, la oportuna 
autorizaciôn de explotociôn de la Delegaciôn Provincial correspondiente 
del Ministerio de Industrie, la cual, previo identificaciôn del terreno 
y comprobociôn de su titularidad otorgarô, una vez clasificado el recur- 
so minerai existante, la autorizaciôn de explotociôn, imponiendo, si pr£ 
ceden, las condiciones oportunos en orden a la protecciôn del medio am—  
biente.
En este punto cobro singular relieve el anunciado que hoce el 
orticulo 131, pôrrafo 22 RCE del deber del ôrgono controtonte de la Adm£ 
nistraciôn, en cuonto a focilitor las autorizaciones y licencias de su - 
competencia y prestar apoyo en los demôs casos. Este opoyo debe ser tro- 
ducido en una auténtica obligaciôn de cooperaciôn exigible por el contr£ 
tisto, pues se troto, en definitiva, de ôrgonos que aunque tengan compe-
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tencios distîntas se integran en un solo ente que es la Administraciôn 
Publica que asume la condiciôn de parte en el contrato concertado con la 
empresa contratista.
Por lo demôs, junto a estos trômites odministrotivos que bon 
de cumplirse para obtener la pertinente autorizaciôn, los contratistas 
se verôn en la necesidad de pactar con los entes locales contratos de —  
orrendomiento de terrenos para conteras, por los que tendrôn que pogor - 
un canon o rento y con las obligociones de someterse o los procedimientos 
singulores estoblecidos para ceder aprovechamientos de bienes de dominio 
publico o patrimoniales (comunales y de propios), -segôn las disposicio­
nes contenidos en el Reglomento de Bienes de las Entidades Locales de 27 
de moyo de 1955 (RBCL) y en el de Contrataciôn de las mismos entidades, 
de 9 de enero de 1953 (RCCL).
3. Ocupaciôn temporal para el uso y oprovechomiento de bienes 
de propiedod privodo.- La ocupaciôn de estos bienes viene determinada —  
por las necesidodes que surgen una vez contratadas las obras, las cuales 
dependen, en gran medido, de cômo el contratista seleccionado organiza - 
y dispone los medios con los que se ouxilio para desorrollor los trobo—  
jos; y siendo los bienes que ahoro se consideran de propiedod privodo, - 
es inexcusable que se siga escrupulosamente el procedimiento estoblecido 
en la Ley de Expropiaciôn Forzosa, por respeto a la norma de rango cons- 
titucional segôn la cual "nadie podrô ser privodo de sus bienes y dere—  
chos sino por causa de utilidad pôblico o interés social, mediante la —  
correspondiente indemnizociôn y de conformidad con lo dispuesto por las 
leyes (orticulo 33, oportodo 3 de la Constituciôn de 1978).
Segôn el orticulo 12 de la Ley de Expropiaciôn Forzosa de 16 
de diciembre de 1954, la expropiaciôn forzosa comprende "cuolquier forma
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de privaciôn singular de la propiedod privodo o de derechos e intereses 
patrimoniales légitimés, cualesquiero que fueron las personas o entida—  
des a que pertenezcon, ocordodo imperotivamente, ya implique venta, pe£ 
muta, censo, orrendomiento, ocupaciôn temporal o una cesiôn de ejercicio".
La clôusula 31 PCAG se remite a la regulociôn contenido en la 
Ley de Expropiaciôn Forzosa (LEF) y su Reglomento de 26 de obril de 1957 
(REF), cuando régula la "ocupoci6n temporal de terrenos o fovor del con­
tratista'.' Este puede solicitor de la Administraciôn la incoociôn de exp£ 
diente de ocupaciôn temporal de terrenos en su fovor, en los casos pre—  
vistos en el orticulo 108 de la vigente Ley de Expropiaciôn Forzosa y —  
con sujeciôn al procedimiento ordenodo en el titulo IV, copitulo I, de - 
dicho Ley y preceptos concordantes de su Reglomento, y se dispone que s£ 
rôn de cuenta del contratista cuontos gostos e indemnizociones se produ£ 
can por toi concepto.
El orticulo 108 obre el copitulo que la LEF dedico a las ocu- 
pociones temporales como caso singular de privociôn de propiedod, disp£ 
niendo:
"La Administraciôn, asi como las personas o entidades que se - 
hubieron subrogodo en sus derechos, podrôn ocupar temporolme£ 
te los terrenos propiedod del particular en los casos siguieri 
tes:
1. Con objeto de llevar a cabo estudios o procticor operocio- 
nes focultotivos de corto durociôn, para recoger datos para - 
la formaciôn del proyecto o para el replonteo de una obra.
2. Para establecer estociones y cominos provisionoles, tôliè­
res, olmocenes, depôsitos de moterioles y cualesquiero otros 
môs que requieron las obras previomente declorodas de utili­
dad publica, asi por lo que se refiere a su construcciôn como 
a su reporociôn o conservociôn ordinaries.
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3. Para la extracciôn de materiales de toda clase necesarios - 
para la ejecuciôn de dichas obras, que se hallen diseminados - 
por la propiedad o hayon de ser objeto de una explotaciôn for- 
molnente organizada*
4. Cuando por causa de interés social, y dândose los requisi—  
tos seMolodos en el articule 72, la Administraciôn estime con- 
veniente, no haciôndolo por si el propietorio, la realizaciôn 
flor su cuenta de los trabajos necesarios para que la propiedad 
cumpla con las exigencies sociales de que se trate".
De los cuetro casos enunciodos sôlomente el segundo y el terc£ 
ro merecen nuestro atenciôn, pues son los que inciden en la etapa con- - 
troctuol que estomos estudiando.
En primer lugor conviens préciser que, como indice FERA VERDA- 
GUER ( 16 ), le LEF (articule 108) y el REF consideran legitimede pore —  
ocupar temporalmente los bienes de propiedad privodo, a le Administraciôn 
y a los personas o entidades que se hubiesen subrogodo en sus derechos. 
Cuando estas normas se refieren a une titularidad por subrogociôn, se e£ 
tô oludiendo a las personas o entidades a las que la Administraciôn ho - 
encomendodo la ejecuciôn material de las obras o la explotaciôn de los - 
servicios de que se trate. Por ello dice este outor que son principolmeji 
te los contratistas y concesionarios de obras pôblicas, respecto de los 
que la jurisprudencia ha declarado que no pueden, sin los trômites de la 
LEF, ocupar la propiedad privodo ni interrumpir el ejercicio de los der£ 
chos dominicales de los particulares.
La ocupaciôn temporal regulodo en la LEF guordo una estrecho - 
relociôn con la constituciôn forzosa de servidumbres ( 17 ), por lo que - 
lôgicomente se excluyen de elle los viviendos. En los casos en que su —  
fronqueomiento pueda ser de necesidad para los fines obordodos en el or- 
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Seguidofflente examinaremos por seporodo los distintos procedi­
mientos que deben seguirse segôn se trate de ocupaciones temporales coji 
templadas en el numéro dos o en el nômero très dbl orticulo 108 LEF.
a ) Procedimiento para ocupar temporalmente terrenos con desti 
no a instolociones.- El orticulo 108, nôm. 2 enuméro el estoblecimiento 
de estociones y cominos provisionoles, tolleres, olmocenes, depôsitos 
de materiales y cualesquiero otros môs que requieron las obras, por lo 
que se troto de una simple enunciociôn. El procedimiento estô regulodo 
en los orticulos 111 a 115 y 127 a 129 REF, y podemos resumirlo asi:
a) Decloraciôn de utilidad pôblico o interés social, que se - 
tiene por hecho si la mismo existe en cuonto o los obras de que se trate, 
teniendo en cuenta, odemôs, que este requisite estô implicitomente cum­
plido, en relociôn con la expropiaciôn de inmuebles, en todos los planes 
de obras y servicios del Estado, Provincio y Municipio (art. 10 LEF).
b) El contratista, beneficiorio de la ocupaciôn, viene oblig£ 
do a formular una relociôn concrete e individuolizodo en la que se des- 
cribon en todos los ospectos, material y juridico, los terrenos cuyo —  
ocupaciôn temporal se considéré necesorio a los fines de la expropiaciôn. 
Esta relociôn la recibe el Gobernodor Civil, quien obre un periodo de - 
informociôn pôblico para alegaciones durante un plazo de 10 dios. A la 
visto de las alegaciones el Gobernodor Civil resuelve sobre la necesi—  
dod de la ocupaciôn con carôcter ejecutivo, esto es, sin ulterior recu£ 
so, sin perjuicio de los procedimientos ulteriores para determinor el - 
justo precio (arts. 111 LEF y 127 REF). Hoy que odvertir que segôn el 0£  
ticulo 98 LEF, las focultodes de incoociôn y tromitociôn de expedientes r£ 
locionodos con los Servicios de Obras Pôblico^ corresponderôn a los Inge- 
nieros Jefes de Jos servicios respectives, osumiendo éstos, en esa materia.
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las focultodes que en lo Ley se otribuyen con corâcter generol o los Go 
bernodores Civiles.
c) Declorodo lo necesidod de lo ocupociôn se poso o determi—  
nor lo indemnizociôn. Segun el orticulo 115 LEF los tosociones se refe- 
rirôn siempre o lo opreciociôn de los rendimientos que el propietorio —  
hubiero dejodo de percibir por los rentos vencidos duronte lo ocupociôn, 
ogregondo odemos los perjuicios cousodos en lo finco, o los gostos que 
supongo restituirlo o su primitivo estodo. Nunco debera olconzor lo to- 
sociôn de lo ocupociôn el volor de lo finco y si fuese excesivo se po—  
dro optor por lo expropiociôn siempre que su importe no excedo de lo mi- 
tod de los donos y perjuicios cousodos. Con independencio de ello lo LEF 
distingue o su vez dos supuestos segun que seo posible o no evoluor de - 
ontemono lo indemnizociôn.
En el primer coso se intentera por el controtisto beneficiorio, 
ontes de lo ocupociôn, un convenio con el propietorio, poro determinor - 
el importe de lo indemnizociôn, hociendose uno oferto ol interesodo, co£ 
cediéndosele un plozo de 10 dios poro que conteste liso y llonomente si 
ocepto o rehuso dicho oferto. Si ocepto expresomente no conteste en el - 
plozo indicodo, hociéndose el pogo o consignociôn de lo contidod ofreci- 
do y lo finco podrô ser ocupodo, desde luego, sin que puedo hober lugor 
o reclomociôn de indole olguno (orticulo 112 LEF). Si lo oferto es re- - 
chozodo expresomente, los portes elevorôn ol Jurodo Provinciol de Expro­
piociôn sus tosociones fundodos, el cuol resolverô con corôcter ejecuto- 
rio en el plozo de 10 dios (orticulo 113 LEF).
Cuondo no seo posible senolor de ontemono lo importoncio y d£ 
rociôn de lo ocupociôn, se intentorô un convenio con el propietorio poro 
fijor uno contidod olzodo suficiente poro responder del importe de oqué-
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lia. En caso de desocuerdo, asi como porc determinor en su dio el impor­
te definitive, se procédera en lo formo indicodo onteriormente, es decir, 
se elevon los tosociones ol Jurodo de Expropiociôn poro que resuelvo. —  
Antes de que se procedo o lo ocupociôn de lo finco, sin hoberse pogodo - 
el importe definitive de lo indemnizociôn se horo constor el estodo de - 
lo finco con relociôn o cuolquier circunstoncio que pudiero ofrecer du—  
dos poro lo volorociôn definitivo de los donos cousodos (orticulo 114 —  
LEF).
Por ôltimo, puede suceder que se plontee uno discreponcio pre­
vio o lo de lo tosociôn, si hoy disconformidod sobre lo posibilidod de - 
evoluor de ontemono lo indemnizociôn. En este coso el porticulor debe m£ 
nifestorlo ol rechozor lo oferto del precio que se lo hogo y olegor en - 
el tromite previsto onte el Jurodo de Expropiociôn, los rozones por los 
que estimo lo evoluociôn iniciol, y éste dora troslodo ol beneficiorio - 
del escrito del porticulor y en el plozo de diez dios, evoluodo o no lo 
contestociôn por este ôltimo, el Jurodo resolverô sobre esto cuestiôn —  
previo, y decidido este punto se seguirô uno de los procedimientos indi- 
codos en los orticulos 113 y 114 LEF, onteriormente estudiodos.
b ) Procedimiento poro ocupor temporolmente terrenos con desti­
no o lo extrocciôn de moteriol.- Cuondo lo ocupociôn temporel tiene por 
objeto lo extrocciôn de moterioles de todo close, necesorios poro lo ej£ 
cuciôn de los obros, la indemnizociôn comprende el volor de los mismos - 
cuondo estuviesen recogidos y opilodos por el propietorio ontes de lo n£ 
tificociôn de su necesidod por lo Administrociôn, o cuondo los conteros 
se encontrosen obiertos y en explotociôn con onterioridod o lo mismo fe­
cho, ocreditôndose en uno y otro coso lo necesidod de los moterioles y - 
los productos poro su uso. Fuero de este supuesto, poro que procedo el - 
obono del volor de los moterioles que se extroigon de uno finco, deberô
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acreditar el propietorio los siguientes requisites que indico el ortic£ 
lo 116 LEF.
Primero.- Que dichos moterioles tienen un volor conocido en el
mercodo.
Segundo.- Que ho sotisfecho lo contribuciôn correspondiente o 
lo industrio que por rozon de dicho explotociôn ejerzo en el trimestre - 
onterior o oquél en que fue declorodo lo necesidod de lo ocupociôn.
Por consiguiente, el mismo precepto ocloro que no bostoro poro 
decloror procedente el obono de los moterioles el que en olgun tiempo se 
hoyo podido utilizer olguno, con permiso del propietorio, o medionte uno 
retribuciôn cuolquiero. Tompoco se tendron en cuento los reclomociones - 
por indemnizociôn de bénéficies que se presumon como efecto de orriendos 
poro establecer determinodos industries si no estuvieron estoblecidos en 
los condiciones expresodos.
Los trômites del procedimiento en el coso que nos ocupo vienen 
indicodos en el orticulo 130 REF y son los siguientes:
o) En el plozo de cinco dios o portir de lo notificociôn que - 
recibo el propietorio sobre lo necesidod de lo ocupociôn, éste podrô im- 
pugnor dicho necesidod onte el Gobernodor Civil de lo Provincio (lngeni£ 
ro Jefe de Obros Publicos, en su coso), el cuol resolverô con corôcter - 
e jecutivo.
b) En un plozo de cinco dios deberô ocreditor el propietorio - 
lo concurrencio de los dos requisitos que bon quedodo indicodos môs orri 
bo, poro que hoyo lugor o indemnizociôn.
— 108 —
c) Acreditados estos requisitos se intentera por el controtrs 
ta beneficiorio un convenio con el propietorio ocerco del importe de lo 
indemnizociôn, ofreciéndole en toi concepto lo contidod que se considéré 
ojustodo ol coso y concediéndose ol interesodo el plozo de diez dios po­
ro que conteste liso y llonomente si ocepto o rechozo lo oferto.
d) En los cosos en que el beneficiorio estimoro imposible evo­
luor de ontemono lo indemnizociôn, o cuando el propietorio discreporo —  
del mismo ocerco de este extreme, se indicoro si onte el Jurodo Provin—  
ciol de Expropiociôn quien resolverô previos los trômites senolodos en - 
el orticulo 128 RFE, yo exominodos en el supuesto onterior de ocupociôn 
temporel.
c) Gorontios iurisdiccionoles.- El respeto o los procedimien­
tos que se ocobon de exominor viene reforzodo por lo que lo LEF denomino 
gorontios jurisdiccionoles regulodos en su titulo V, en el que insiste - 
en el principio de que nodie puede ser expropiodo sino por couso de uti- 
lidod publico o interés sociol, previo lo correspondiente indemnizociôn 
y de conformidod con lo dispuesto en los leyes (ort. 124), y o continuo- 
ciôn onode que siempre que sin hoberse cumplido los requisitos sustonci£ 
les de declorociôn de utilidod publico o interés sociol, necesidod de —  
ocupociôn y previo pogo o depôsito, segun procedo, en los términos esto­
blecidos en lo Ley, lo Administrociôn ocupore o intentose ocupor lo coso 
objeto de lo expropiociôn, el interesodo podrô utilizor, oporte de los - 
demôs medios legoles precedentes, los interdictos de retener y recobror 
poro que los jueces le omporen y en su coso le reintegren en su posiciôn 
omenozodo o perdido.
V.- FINANCIACION DE OPERACIONES PREPARATORIAS.-
Medionte los pogos o bueno cuento de lo obro certificodo, se -
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consigue que el contratista no tengo que financier totalmente el coste - 
de les trabojos. Sin embargo, esto no le évita tener que adelantar dine- 
ro, El contratista cobra siempre despues de haber ejecutado la obra que 
la Administraciôn va certificando, por lo que, tiene que financiarla pa- 
gando proveedores, tasas de maquinaria, etc. No obstante, el contratista 
procurera récupérer ese finencieciôn incluyendo su coste en el precio —  
ofertodo.
La rigidez presupuesterie del gesto publico se he venido flex^ 
bilizondo pore hecer posible que el contratista obtenge cierto volumen - 
de finencieciôn entes de emprender le obra, pues con ello no s6lo se bé­
néficia él, sino le propie Administraciôn que no soportoro le repercusiôn 
de los costes financières de olgunes octividodes preparatories, en le me^  
dide en que elle facilite al contratista numererio pare poder reelizer—  
les.
En el Derecho frencés existe le posibilided de que el contra­
tista obtenge un anticipe ("avance forfaitaire”) de un 5 por 100 del pre^
cio correspondiente a le obra que se prevé ejecuter en el primer eno - -
( 18 ). Ademos, se regulen anticipes pare le reolizociôn de instolocio—  
nés, odquisiciôn o fobricaciôn de moterioles, maquinaria y utillejes ne- 
ceserios pare le ejecuciôn de los trabojos, ocopios e incluse, en oten—  
ciôn a les circonstanciés econômices generates o les perticuleres del —  
contreto (insteleciones especieles, ocopios importantes, etc.), se prevé 
un anticipe de puesto en marche de le obra ("avance de démarrage"), cuyo
maxime se fi je en un 15 por 100 del precio iniciol del contreto.
Nuestro Derecho se va eproximendo a estes soluciones mas pro- 
gresives. El Pliego de 1903 sôlomente edmitio el obono de les très cuer- 
tos partes del valor de los moterioles ecopiedos si esteben a pié de —
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obra (articule 33); en carobio, el articule 143 RCE admite que la Admini^ 
tracion pueda verificar abonos a cuenta por operaciones preparotorios —  
realizados por el contratista, como instalaciones y acopio de materiales 
o équipés de maquinaria pesada adscritos a la obra, en las condiciones - 
senaladas en los pliegos de clâusulos, debiendo oquéllo adopter les medl^  
des convenientes pare que queden previemente gerentizados los referidos 
pages medionte le prestocion de aval, conforme al articule 370 de este - 
Reglomento, por el importe de oquéllos.
Hocemos noter que este articule prevé le finonciocién por la - 
Administraciôn de les operaciones preparatories reelizades por el contr^ 
tisto, siendo "ad exemplum" le referenda que hece a los materiales, - - 
équipés de maquinaria pesada e instalaciones. Por consiguiente los plie­
gos perticuleres de cede obra pueden perfectemente prever abonos a cuen­
ta de otres ectividedes preparatories ponderendo le netureleze de le - - 
obro, el elevodo coste de su puesto en marche ("démarrage"), etc. Pensâ­
mes que los contretistes no se hon opercibido de este posibilided de ge^ 
tioner cerce de le Administraciôn le emplieciôn de este tipo de finenci^ 
ciôn a le que no elude el PCAG, que exclusivemente se refiere a los mot^ 
riales, équipés e instalaciones, como veremos al estudier el page del —  
precio (Capitule Xl).
Con todo, al queder este previsiôn dependiente de le discre- - 
cionelided de le Administraciôn ("podrô" dice el articule 143 RCE) se - 
esta todevie muy lejos de soluciones eficoces como le que contiene el —  
articule 154 del "Code de Marchés Publics".
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N O T A S
( 1 ) Tecnicamente el replanteo es una operacion inversa al le - 
vantamiento topografico; mientras que con este ultimo se toman - 
medidas y observaciones "in situ" para la formacion de una plan^ 
metrfa, con el replanteo se procédé a senalar en el terreno de-~ 
terminados puntos que se toman de los pianos.
( 2 ) Sobre esta necesidad del previo replanteo, nuestro Derecho 
es mas estricto que el Derecho francos, al que casi siempre se - 
acude para mejorar nuestras normas. El artfculo 27 del "Cahier - 
des clauses administratives générales" (CCAG) régula el equiva-- 
lente de nuestro replanteo ("plan d'implantation des ouvrages et 
piquetages"), admitiendo que el mismo ("pitquetage général") no 
se haya realizado antes de la adjudicacion del contrato, en cuyo 
caso lo realiza el contratista a sus expensas y de forma contra- 
dictoria con el Director de la obra. Esta posibilidad no se admj^  
te hoy en la LCE y RCE, como puede verse en d texto.
( 3 ) En el Dictamen del Consejo de Estado citado, de 22 de mayo 
de 1975 (Exp. num. 39.578), se sehala la diferencia entre el re­
planteo y su comprobacion en estos términos: "El acta lleva el - 
tftulo de "Acta de replanteo de la obra saneamiento de V.", Pre^ 
cindiendo de las graves incorrecciones de redaccion que contiene 
esta acta plantea diverses problemas, que es preciso examiner.
En primer lugar, se califica de "acta de replanteo", y aun se iji 
vocû en ella el artfculo 127 del Reglamento de Contratacion del 
Estado. Este artfculo régula no el replanteo, sino la comproba­
cion del replanteo, cosa a todas luces distinta. El replanteo es 
objeto del artfculo 84, segun el cual, "autorizada la iniciacion 
del expediente de contratacion, se procédera por el Servicio - - 
correspondiente a efectuar el replanteo previo de la obra, en el 
que se comprobara la realidad geométrica de la misma, la disponi^ 
bilidad de los terrenos precisos para su ejecucion y la de cuan- 
tos supuestos figuren en el proyecto aprobado y sean basicos pa­
ra el contrato a concertar. Del resultado de este replanteo pre­
vio se dara cuenta seguidamente a la Autoridad a quien competa - 
autorizar la celebracion del contrato a los efectos de la solu-- 
cion que procéda".
Configura este artfculo el acto del replanteo como previo a la -
nos" y "supuestos basicos" del contrato. Es 
propia Administraciôn, por el que se realiza
edi atamente después
te . Ello es logico:
e to de la obra y su
bilidad de los terre
un acto interno de 1
un examen de 1a p 0 -
abi lidad de su ejecu
con la realidad ffsi.
a 1a Autoridad compe
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"a efectos de la solucion que procéda", expresion amplfsima, que 
contempla las multiples posibilidades de problemas y de solucio­
nes •
Frente a ello, el acto regulado por el articule 127 no es el re­
planteo, sino "la comprobacion del replanteo hecho previamente a 
la licitacion", comprobacion que se hace después de esa licita-- 
cion, es decir, cuando ya hay un contratista, "en presencia" de 
él y por "el Servicio de la Administraciôn encargado de las - -- 
obras". Entendido en su propio sentido, quiere decirse que se tr_a 
ta de un acto de la Administraciôn compétente, aunque el contra­
tista intervenga y pueda formular "réservas", con los efectos --
que se les asignan. 0 sea, que, una vez celebrado el contrato, - 
se procédé, "en presencia" del contratista, con toda lôgica, a - 
comprobar el replanteo hecho, antes de la contrataciôn, por la Ad 
ministraciôn por sf sola. Se advierte el plausible cuidado que eT 
Reglamento de Contrataciôn pone en que no quede resquicio alguno 
para la indeterminaciôn de la posibilidad, de la viabilidad de la 
obra misma sobre el terreno, es decir, de lo que es objeto del -- 
contrato."
( 4 ) La 3urisprudencia también ha destacado el valor inicial de 
la comprobaciôn del replanteo, considerandola como "el acto con 
el que comienza la ejecuciôn del contrato". (STS 2 octubre 1979).
( 5 ) Se utiliza aquf el concepto de "carga" tal como se admite
en la teoria general del Derecho. 3. GUASP lo explica dentro de
lo que llama "teorfa de los momentos del poder". Después de ana- 
lizar los conceptos de facultad y acciôn, explica el concepto de 
carga de esta forma: "Y cabe imaginar todavfa gue esa libertad, 
que tan fecundo papel desempena en la revelacion de los distintos 
momentos del poder, haya llevado a quien tiene este a una actitud 
precisamente antagônica de aquella que acaba de ser examinada, o 
sea, una actitud de no empleo ni utilizaciôn de las disponioill- 
dades de elecciôn que el poder, segun su especie, contiene. Evi- 
dentemente esto dara lugar a un instante jurfdico que no cabra - 
confundir con el de facultad ni con el de acciôn ... Si el suje- 
to de un poder, una vez que ha pasado el momento de la simple iji 
certidumbre en que la facultad estriba, lejos de fijar positiva- 
mente el término de su influencia y de poner en marcha la acciôn 
correspondiente, permanece en una actitud de inhibiciôn y expre- 
sa o tacitamente abandona la posibilidad de elecciôn que le es 
atribufda, se coloca en un piano negativo cuya significaciôn no 
puede ser, notoriamente, la misma en que se hallaba con anterio- 
ridad ... La superioridad jurfdica que atribuye el poder a un sjj 
jeto sobre otro viene, asf, a desvanecerse definitivamente y en 
lugar de ventaja social que el poder trata normalmente de asegu- 
rar, surge un resultado desfavorable, un inconveniente o riesgo, 
en cuanto que el tenedor del poder desciende de 1 puesto superior 
en que se encontraba, a otro inferior en que la influencia social 
no marca ningun efecto real y determinado. Esto es lo que da a - 
conocer la nociôn de la carga, que no es otra cosa que la conteni 
placiôn del poder desde el punto de vista de los inconvenientes
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que arrastra, como la acciôn es la cotemplaciôn del poder desde 
el punto de vista de las prevalencias reales que détermina". -- 
("Derecho", Madrid 1971, pp. 99-100).
( 6 ) Un ejemplo de cômo valora la jurisprudencia la falta de r^ 
servas por el contratista, nos lo ofrece la STS de 11 de junio - 
de 1971, cuyo considerando dicte textualmente: "... Establecido 
en el Reglamento de Contrataciôn con el Estado que las obras se 
ejecutaron con estricta sujeciôn a las clausulas estipuladas en 
el contrato y el proyecto que sirve de base al mismo, y conforme 
a las instrucciones que en interpretaciôn de este diese el facu_l 
tativo al contratista, que seran de obligado cumplimientb para - 
aquel siempre que no sean por escrito al aceptar la obra y suscri 
bir el acta de confrontaciôn (sic) del replanteo, sin réserva al 
guna por su parte, conocia el estado de la carretera, y siendo - 
notorio que para efectuar la aplicaciôn del riesgo de Imprimaciôn 
en emulsiôn TE-1 previamente tenfa que efectuarse relleno de los 
baches, la realizaiôn de este */bacheo" previo esta explfcitamente 
comprendido en las dos primeras operaciones a realizar, conteni- 
do en el Pliego de Condiciones Facultatives y referentes al "ba- 
rrido y limpieza del firme" y "riego de imprimaciôn" por no ser 
racional ni jurfdico admitir que en el arreglo de la superficie 
de una carretera no se hagan desaparecer los baches que tenfa y 
se permita hacer un riesgo de imprimaciôn sin rellenar los baches 
que tenfa, por lo que no puede admitirse que esto constituya un a 
modificaciôn del contrato
( 7 ) Cfr. STS de 21 de junio de 1976, 9 y 10 de diciembre de -- 
1976.
( 8 )"La comprobaciôn del art. 12 7 se halla encaminada a asegu-- 
rarse de que el contratista no tiene réserva respecte de la eje­
cuciôn de la obra a realizar, circunstancia esta a la que el - - 
parrafo 22 del artfculo mencionado condiciona la orden o autori- 
zaciôn de su iniciaciôn, concretando el parr. 32 del mismo artf­
culo que, en caso de que el contratista haga réservas quedara -- 
suspendida la iniciaciôn de las obras hasta que por la autoridad 
u organisme contratante se adopte la resoluciôn pertinente; es de 
ci r se trata de comprobar que lo manifestado por la Administra-- 
ciôn es cierto y posible, y aunque lo mas conveniente es operar 
sobre los mismos dates reales por haber quedado elles marcados - 
sobre el terreno, nada dice sobre ello el ordenamiento legal y - 
reglamentario que, obviamente, se esta refiriendo a su comproba­
cion topografica, con lo cual la subsistencia o desapariciôn de 
los hitos, circunstancia esta que se ha dado en el caso de autos, 
carece de transcendencia, maxime teniendo en cuenta que cualquier 
errer que hubiese podido existir en el replanteo informative de 
la Administraciôn, habra de ser necesariamente corregido en el - 
de comprobaciôn dando lugar a réserva, si ello fuera pertinente". 
(STS 27 noviembre 1979).
( 9) El Décrété de 20 de junio de 1974 establece unas détermina
das medidas y precauciones que deben adoptarse en relaciôn con - 
el proyecto y construcciôn de obras subterraneas en suelo urbano.
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El artfculo 3 del Decreto dice que: "En el momento del replanteo 
de la nueva obra, los distintos Servicios y Organismes del Minis 
terio de Obras Publicas recabaran conformacion o rectificacion - 
de los dates aportados para el proyecto, asf como el nombramien- 
to de un représentante del Ayuntamiento o Empresa, con el que se 
relacionaran directamente para todas las incidencias de la cons­
trued on,
El nombramiento de représentante del Ayuntamiento recaera en un 
técnico municipal, y el de la Empresa concesionaria, en su caso, 
actuara bajo la dlreccion de aquél, si la concesi on fuese de se_r 
vicio publico municipal."
(10 ) Después de la reforma de 1973, no puede considerarse acep- 
table la doctrina del Consejo de Estado que habfa admitido en d  
g un caso que era valida la orden de comienzo pese a no estar los 
terrenos totalmente disponibles. Asf, el Dictamen de 4 de octu-- 
bre de 1973 (Exp. num. 38.566) decfa lo siguiente: "En su dicta­
men de fecha 14 de octubre de 1971 (expediente numéro 37.676), - 
expresaba el Consejo de Estado, y ha reiterado con posterioridad 
que no es preciso, en términos générales, que los terrenos que - 
hayan de ocupar unas obras estén totalmente disponitles para que 
pueda ordenarse validamente la iniciacion de las obras, ya que - 
ello depende en gran medida de la naturaleza de las obras a eje- 
cutar y del programa de trabajos establecido, bastando a tal ffn 
con que sea posible el comienzo de las mismas y su desarrollo a 
la debida escala, dentro del plazo fijado y con arreglo a un prjo 
grama razonable de trabajos e inversion.
Es claro que esta posibilidad no obsta a que, si el ritmo de li- 
beracion de los terrenos necesarios entorpece realmente la ejecu 
cion de las obras con perjuicio para el contratista, deba la Ad - 
ministraciôn asumir la responsabilidad patrimonial dimanante con 
arreglo a la Ley, sin perjuicio de la validez de la orden de co­
mienzo de las obras, a cuyo particular se referfa aquel dictamen, 
orden que ha de ponderar y prever, como es lôgico, las ventajas 
e inconvenientes de todo orden de iniciarias frente a la altern^ 
tiva de suspenderlas ."
( 11 ) CLAVERO AREVALO, M.F., sehala que la expresiôn del artfcjj 
lo 178 es muy amplia pues somete a licencia no y a una serie enu- 
merada de actividades, sino a las que se engloban en dos concep­
tos genéricos como son la edificaciôn y el uso del suelo. A dife^  
rencia de los particulares, el Estado realiza una serie de acti­
vidades de gran transcendencia urbanfstica como la construcciôn 
o desvfo de un ferrocarril, accesos y desviaciones de carreteras, 
puentes, aeropuertos, darsenas, encauzamiento de rfos, etc., que 
constituyen la realizaciôn de la competencia especffica de muchos 
departamentos ministeriales a que se refiere el artfculo 57 de la 
Ley del Suelo cuyo encuadramiento en la enumeraciôn del artfculo 
178 es dudoso, siéndolo también en la genérica expresiôn del uso 
del suelo que .ahora emplea dicho precepto". ("El nuevo régimen - 
de las licencias de urbanisme". Editorial Civitas, 1976, p. 29).
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( 12 ) GONZALEZ PEREZ, 3, comentando el artfculo 178 LS dice: - 
"Deberan solicitar la licencia para realizar los actos del artf­
culo 178 los particulares y las entidades publicas. La Ley 19/75 
modificando el régimen anterior, ha sometido al mismo régimen jjj 
rfdico a las entidades publicas". Pero en el comentario al artf^ 
culo 180 LS sehala que: "Las normas, cualquiera que sea el régi­
men politico, tienen muy distinto valor y eficacia, segun se re- 
fieran a los particulares o algunos de los entes investidos en - 
mayor o menor medida de las prerrogativas del Poder. La LS, con^ 
ciente de esta desigualdad, en la redaccion primitiva del artfcju 
lo 167 sometfa a un régimen distinto los actos sujetos a licen-- 
cia cuando los realizaba el Estado. La reforma de 1975 trata de 
someter al Estado y demas entidades publicas al mismo régimen -- 
que los particulares.Guando realicen los actos enumerados en el 
artfculo 178 deberan solicitar también la correspondiente licen­
cia, pero consciente de las dificultades de aplicaciôn de esta - 
régla general, establece una serie de excepciones, asf como un - 
régimen especial de reacciôn frente a la actuaciôn ilegal de - - 
aquellas entidades, distinta al general de los artfculos 184 y - 
185". ("Comentari os a la Ley del SueloV Madrid, 1976, Pp. 918, - 
946 y 947).
(13 ) El Consejo de Estado ha superado el formalisme del acta, 
declarando que la comprobaciôn del replanteo se entiende realiza 
da a efectos de establecer su fecha como momento inicial de sus- 
pensiôn de las obras. El Dictamen de 29 de abril de 1977 (num. - 
37133) razona asf:"... Ahora bien, siendo asf que en los antécé­
dentes hay constancia fehaciente de que el 12 de febrero de 1969, 
al personarse en el terreno el Arquitecto, en union del Apareja- 
dor y la representaciôn de la contrata, se comprobô, por las ci r 
cunstancias que han quedado expuestas, la imposibilidad de enca- 
jar el replanteo del proyectado cuartel en ninguna de las posi-- 
ciones que se intentaron, parece évidente que la suspensiôn tem­
poral ex lege, prevista en el citado artfculo 127 del Reglamento, 
ha operado, y en consecuencia se impone el reconocimiento de los 
derechos que el artfculo 53 de la Ley de Contratos del Estado -- 
hace en orden al bénéficié industrial, asf como la devoluciôn de 
la fianza, puesto que el artfculo 127, apartado tercero, configju 
ra el supuesto a que nos venimos refiriendo como causa de extin- 
ciôn del contrato de obras".
( 14 ) "Es reiteradfsima la doctrina jurisprudencial contenida, 
entre otras muchas, en las SS del TS 11 de diciembre 1969, 21 -- 
abril 1970 y 23 junio 1971, de que en esta 3urisdicciôn es apli- 
cable el principle de derecho de que nadie puede ir validamente 
contra sus propios actos, cuanto estos reunan l's requisites y - 
presupuestos previstos para ello, como son los que por su carac- 
ter transcendental o por constituir convenciôn causan estado, de 
finiendo inalterablemente la situaciôn jurfdica de su autor, los 
que valides en derecho tienen eficacia en sf mismos para produ-- 
cir efecto jurfdico, pues si este principle vincula a la Admini^ 
traciôn en justa reciprocidad también constrihen al administra-- 
do" (STS 5 junio 1978). En la doctrina cientffica sigue siendo - 
indispensable para el estudio de la doctrina de los actos propios
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la obra de L . DIEZ-PICAZO, "La doctrina de los propios actos. Un 
estudio sobre la jurisprudencia del Tribunal Supremo". Ed. Bosch 
Barcelona 1962.
( 15 ) GARCIA ENTERRIA, E . y FERNANDEZ, T.R. han puesto de mani- 
fiesto que "la técnica de los conceptos jurfdicos indeterminados 
(que, no obstante su nombre, un tanto general, son conceptos de 
valor o de experiencia utilizados por las leyes) es comun a todas 
las esferas del Derecho ... Cuando esa técnica de los conceptos - 
jurfdicos indeterminados es utilizada por las normas de Derecho - 
Administrativo surge el problems de que se produce una aplicaciôn 
inicial de los mismos por la Administraciôn. Importa mucho no - - 
confundir el hecho de esa aplicaciôn unilateral previa, que la -- 
Administraciôn realiza en virtud de su privilégie posicional de la 
decisiôn previa, con el uso de una potestad discrecional. Si lo - 
propio de todo concepto jurfdico indeterminado en cualquier sec-- 
tor del ordenamiento, es que su aplicaciôn sôlo permite una solu- 
ciôn justa, el ejercicio de una potestad discrecional permite, -- 
por el contrario, una pluralidad de soluciones justas desde la -- 
perspectiva del Derecho". ("Curso de Derecho Administrativo", Ma­
drid 1980, pp. 385 y 386).
( 16 ) PERA VERDAGUER, F. "La expropiaciôn forzosa", Barcelona -- 
1963, p. 423.
( 17 ) PERA VERDAGUER, F. (Ob. cit. p. 422) dice que "estas ocu- 
paciones temporales en no pocos supuestos pueden equipararse a la 
constituciôn forzosa de servidumbres, bien que limitadas en cuan­
to a su duraciôn".
( 18 ) El artfculo 154 del "Code des marchés publics" establece -
que este "avance forfaitaire" debe concederse al contratista si - 
se trata de un contrato de adjudicaciôn restringida, de una invi- 
taciôn de ofertas o de un contrato negociado si el precio inicial 
supera los 200.000 francos. Como ponen de relieve M. VILLARD y BA 
CHELOT y 3.M. ROMERO ("Droit et pratique des marchés publics de - 
travaux". Ed. Moniteur, Parfs 1981, p. 257), los términos impera- 
tivos del citado artfculo 154 permiten suponer que se esta en prje




LA INTERVENCICN DE LA ADMINISTRACION EN LA EJECUCION DE LA OBRA
I.- INTRODUCCION.-
La Administraciôn interviene en la ejecuciôn de la obra, real^ 
zando un control o direcciôn sobre ello. No se quedo, pues, ol morgen de 
lo octividod del controtisto sino que esté présente duronte lo ejecuciôn 
de los trobojos, interviniendo y controlondo con el fin de que se olcon- 
ce el resultodo finol prometido por el controtisto.
Precisomente esto intervenciôn de lo Administrociôn constituye 
uno de los corocteristicos tipicos del c.o.p. que lo doctrino ho sobido 
destocor. Dice GARRIDO FALLA (1 ) que "por lo que se refiere o los obros 
pôblicos, uno de los peculioridodes del sistemo de ejecuciôn medionte —  
contrato reside justomente en los poderes de direcciôn y control que lo 
Administrociôn se reservo. "
Sin emborgo, lo singuloridod de esto intervenciôn de lo Admi—  
nistrociôn no estô tonto en el hecho de que ello se produzco (porque torn 
bién en el controto civil de obro el comitente se reservo un cierto con­
trol o intervenciôn sobre lo obro) como en lo extensiôn de los poderes - 
de control y direcciôn de lo obro y en el modo en que los mismos se ejejr 
citon ( 2 ).
Vomos o estudior en el présente copitulo el fundomento y los - 
limites de lo intervenciôn de lo Administrociôn, su orgonizociôn y los - 
monifestociones tipicos de su ejercicio, lo responsobilidod que puede —  
llevor consigo, poro concluir con el exomen de otro formo de presen- -
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cia de la Administraciôn en la ejecuciôn de la obra, como es su necesaria 
coloborociôn con el contratista.
II.- FUNDAMENTO Y LIMITES DE LA INTERVENCION DE LA ADMINISTRACION.-
Los articulos 5 LCE y 15 RCE dicen que "la preparaciôn y ejec£ 
ciôn de los contratos de la Administraciôn se desarrollan bajo la direc­
ciôn y responsabilidad de la autoridad o del ôrgano que los célébré". Es^  
to quiere decir que los poderes de control o direcciôn de la Administra­
ciôn en el curso de la obra, de los que ahora nos ocupomos, son uno con- 
creto monifestociôn dentro del c.o.p. de poder de direcciôn general que 
aquella tiene atribuido por ley en los contratos que célébré.
El fundomento de la intervenciôn de la Administraciôn es doble. 
Materialmente, la Administraciôn vigila, dirige o contrôla la obra por - 
ser dueno de ella, por lo que desde esta consideraciôn no hoy diferencia 
con lo que sucede normalmente en la realizaciôn de una obra privada ( 3 ), 
Formalmente la intervenciôn de la Administraciôn tiene su fundomento en 
el interés publico que la obra ha de satisfacer, lo cual explica que los 
poderes de direcciôn tengan uno extensiôn excepcionol y que sean irrenujn 
ciables ( 4 ). La Jurisprudencia ha advertido este fundomento ultimo de 
la intervenciôn administrative en el c.o.p. destocondo al mismo tiempo el 
deber de coloborociôn del contratista como complemento lôgico impuesto - 
por el interés publico. La sentencia de 2 de julio de 1979 dice lo si- - 
guiente;
"Que portiendo de las prerrogativas légales establecidas en f£ 
vor de la Administraciôn en la ejecuciôn de los contratos de 
obras publicas, singularmente los poderes de direcciôn, ins—  
pecciôn y control que la ley le concede por virtud de los cu£ 
les el facultative de la Administraciôn puede dar instruccio- 
nes u ordenar al contratista en orden a la ejecuciôn del con-
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trato, que serân de obligado cunplimiento para éste, ya que - 
el contrato no inplico que la Administraciôn renuncie a la tu 
telojde los intereses générales que demanda la obra ad judica- 
da, sino que sôlo impone uno coloborociôn en su cumplimiento 
pero sin desentenderse la Administraciôn de la marcha de la 
obro y cuidondo, ante todo, del fin ôltimo del contrato".
Esta intervenciôn de la Administraciôn, por estar fundada en el 
interôs pôblica, sitôa al contratista en uno posiciôn de subordinociôn. 
Sin embargo, ello no convierte ol contratista en un "nudus minister" de 
la Administraciôn pues si fuera asi no estoriomos en presencia de un coji 
trato de obra sino de puro trobojo.
Ahora bien, la intervenciôn de la Administraciôn estô su jeta a 
ciertos limites que conviene precisar. En primer tôrmino, la interven—  
ciôn de la Administraciôn debe respetar el ômbito de libertad del contro^ 
tisto indispensable para que ôl pueda arganizar su propio trobojo con m£ 
ras a obtener el resultado prometido. Por ello, como dice CIANFLONE - - 
( 5 ) "uno ingerencia en este compo sôlo puede tener uno funciôn negot^ 
va, en el sentido de que la Administraciôn puede oponerse al empleo de 
medios de obra, de personal, de materiales no odecuodos o perjudicioles 
a la bueno ejecuciôn de la obra, o en el sentido de requérir los medios 
insuficientemente aportados". Es decir, lo que le estô vedodo a la Adm^ 
nistrociôn es intervenir imponiendo concretomente los medios o materia­
les a empleor o el orden de los trobojos. Sobre esto, ombos partes deben 
otenerse a lo que dispongo el pliego de prescripciones tôcnicos, pues de 
lo contrario, el cumplimiento del contrato quedorlo ol orbitrio de uno 
de los partes, en contra de lo que dispone el orticulo I25ô CC.
En segundo tôrmino, los poderes de direcciôn se encuentron li- 
mitodos por la imposibilidod de que medionte ellos se modifique el con-
- 120 -
trato. La Direcciôn de la obra tiene lo que podriomos llomar iniciotivo 
del "lus voriondi" en cuanto o la modificaciôn del proyecto, mas el PCAG 
es contundente al ofirmar que "ni el contratista ni el Director podrôn - 
introducir o ejecutor modificociones en la obro objeto del contrato sin 
la debida aprobociôn de aquellas modificociones del presupuesto corres—  
pondiente" (Clôusulo 62 PCAG). Por ello, el contratista no sôlo puede —  
sino que debe negorse o ejecutor uno modificaciôn no aprobado reglamento^ 
riomente y que sea consecuencia de nuevos ôrdenes de la Direcciôn, pues 
nadie le puede obligor a soportor las consecuencios que para él se deri- 
varion: pérdido del derecho al obono de la obra modificodo, obligociôn - 
de demolerlo e indemnizaciôn a la Administraciôn por los dohos y perjui- 
cios que se le puedon ocosionor (art. 155 RCE, parrafo 29).
Por ultimo, la intervenciôn de la Administraciôn esta limitodo 
por el hecho de que el contratista no es un mero ejecutor de sus ôrdenes 
o instrucciones, él es un profesionol, perito en la octividod que desorr£ 
lia quien, por tonto, puede discrepor de los criterios de la Direcciôn - 
de la obra sobre la interpretociôn del proyecto y la forma de hocerlo —  
realidad. La discreponcio puede llegor a términos de oposiciôn plena a - 
uno ôrden o instrucciôn de la Administraciôn si, a su juicio, controvie- 
ne el proyecto o no se ajusta a las reglas del buen arte de construir. - 
Mas odelonte veremos que existe un procedimiento instituido con el fin - 
de resolver con cierto ropidez las discreponcios que puedon surgir entre 
la Direcciôn de la obro y el contratista.
III.- ORGANIZACION DE LA DIRECCION DE LA GBRA.-
Lo intervenciôn de la Administraciôn en la ejecuciôn del con—  
trato, y mas concretomente en la ejecuciôn de la obra, exige de unos ôr- 
gonos especiolizodos que osumen su direcciôn y control. Como es lôgico.
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el sistemo de orgonizocién que se adopte responderâ o lo ideo que se te£ 
go de lo funciôn que lo Administrociôn debe desempehor duronte la reol^ 
zociôn de lo obro, lo cuol, por otro porte, vendrô condicionodo por los 
posibilidodes econômicos y por lo comple jidod que los obros pôblicos —  
hon ido odquiriendo o medido que los ovonces de lo técnico permiten oje- 
cutorlos con môs perfecciôn, en moyor volumen y en menos tiempo.
El Derecho froncés ofrece un ejemplo de odoptociôn de lo or—  
gonizociôn de lo direcciôn de los obros o lo comple jidod técnico y fi—  
nonciero de éstos. El esquemo trodicionol dueho de lo obro (moître d'o£ 
vre) se ho hecho môs complejo con nuevos figuros y nociones que se hon 
creodo por disposiciones recientes y por lo jurisprudencio. Lo directi­
ve de 8 de octubre de 1973, en el nivel de dueno de lo obro introduce - 
dos nociones nuevos: el director de lo inversiôn ("directeur d'investls 
sement") y director de lo operociôn ("directeur d'operotion"). El prim£ 
ro, puede ser el propio ministro responsoble o un funcionorio en el que 
delego el ministro, cuondo el dueho de lo obro es el Estodo. Su popel - 
es octivo en el momento de lo definiciôn de los obros y él es responso­
ble de lo finonciociôn y de lo oprobociôn del progromo de lo inversiôn. 
El segundo es un servicio técnico de corôcter pôblico designodo con lo 
oprobociôn del "directeur d 'investissement" en el momento de lo defini­
ciôn de lo obro, porque su popel es especiolmente octivo en lo etopo de 
reolizociôn de lo obro. De monero generol el "conducteur d'operotion", 
en el plono de los relociones controctuoles es el ônico interlocutor —  
"pôblico" de los orquitectos, ingenieros y controtistos. Su conocimien- 
to de los costes, es decir, de los precios de coste y de los precios —  
corrientes, es fundomentol ( ô ).
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La jurisprudencia francesa también ha introducido la nociôn de 
dueno de la obra delegado (maître d'ouvrage délégué), que no aporece ni 
en el CMP ni en el CCAG. Se utiliza este nombre para cuolificor la inte£
venciôn de una entidad o establecimiento que no es el destinatorio final
de la obra, sino que actuondo por cuenta del destinatario, asume el pa—  
pel de dueno de la obro hasta su recepciôn, momento en que la entrega a 
su destinatario ( 7 ).
Para terminar con esta referencia sumario al Derecho froncés, 
indicaremos que el director o jefe de obra (maître d'oeuvre) puede ser —  
tonto uno persona fisico como jurfdica . En este ultimo caso debe desig­
ner una persona fisico que la représente, particularmente para firmer las 
ôrdenes de servicio ( 8 ).
En combio, la orgonizociôn que ofrece nuestro Derecho positivo
es poco ovanzada y es, odemôs, rigide porque se montiene inalterable - -
cualquiera que see la naturaleza o especialidad de la obra. La clausula 
3 PCAG denomina "Administraciôn" o "Administraciôn contratante" al Depo£ 
tamento ministerial a quien, por razôn de la materia y las consignaciones 
presupuestarias corresponde la ejecuciôn de las obras; competencia que - 
ya viene atribuido por los articulos 7 LCE y 19 RCE. Por ello el titular 
del Departamento ministerial resuelve definitivamente en via administra­
tive cualesquiera cuestiones derivadas del contrato, a menos que tel cojn 
petencio esté atribuido al Consejo de Ministres o haya sido objeto de de_s 
concentraciôn o delegociôn. Por debajo de este ôrgano, intervienen otros, 
especiolmente instituidos para hacer posible la intervenciôn de la Admi­
nistraciôn en la ejecuciôn de la obra, como son el Servicio y la Direc—  
ciôn de obra. La citado clôusulo 3 PCAG dice que "dicho autoridad (el M_i 
nistro) podrô ejercer la potestad administrativo que le incumbe a través 
del 'Servicio al que esta adscrita la obra', que se debe mencionar en el
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pliego de clâusulos odministrôtivos particulares con el nombre que le —  
correspondu en la organizaciôn del Departamento; y también por medio —  
del 'Focultotivo Director de la obra* que la clausula 4 PCAG define como 
"la persona con titulaciôn odecuodo y suficiente, directamente responsa­
ble de la comprobaciôn y vigilancia de la correcto realizaciôn de la - - 
obra contratada".
Este facultative o Director es el titular del ôrgano que se d£ 
nomino Direcciôn de obra, y en el cual se integron sus colaboradores que 
eston a sus ôrdenes, y bajo esta dependencia jerôrquica desarrollan su l£ 
bor en funciôn de las otribuciones derivadas de sus titulos profesiona—  
les o de sus conocimientos espëcificos (clôusulo 4 PCAG, parrafo segundo)
La designaciôn del Director es comunicada por la Administra- - 
ciôn al contratista antes de la fecha de la comprobaciôn del replanteo, 
y dicho Director procédé en iguol forma respecto de su personal colabor£ 
dor. Las sustituciones de uno u otro que acaezcan durante la ejecuciôn - 
de la obra deben ser puestas en conocimiento del contratista por escrito 
(clôusulo 4 PCAG parrafo tercero).
Las normas de la contrataciôn local también prevén la interven^ 
ciôn de la Administraciôn durante la ejecuciôn del contrato. La Adminis­
traciôn -dice el articule 60 RCCL- intervendra en el cumplimiento de los 
contratos, fiscolizondo los bienes, obros y servicios, para lo cual po—  
drô asignar delegados o inspectores con amplias focultodes de vigilancia, 
acceso a locales y examen de documentes, en relaciôn con lo que sea obj£ 
to del contrato. Aunque se destoco en este precepto el ospecto fiscoliz£ 
dor de la intervenciôn de la Administraciôn durante la ejecuciôn del co£ 
trato, no esta ausente en la contrataciôn local una intervenciôn de sig­
ne môs amplio, por cuanto que los llamodos delegados del ente local ten-
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drân que asumir funciones que comprendan los ospectos técnicos, econômi­
cos y administratives que ofrece la realizaciôn de la obra.
IV.- FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA DIRIGIR LAS OBRAS DE LA ADMINISTRACION.
Con corôcter general la direcciôn de la obra se encomienda a - 
funcionarios técnicos que gozon de titulaciôn odecuodo y suficiente para 
comprobar la correcto ejecuciôn de la obra, como dice la clôusulo 4 PCAG. 
Tienen esa titulaciôn odecuodo y suficiente los funcionarios pertenecieji 
tes a los cuerpos de Ingenieros ol servicio de la Administraciôn del Es­
tado y de la Administraciôn Local. Particularmente en el ômbito de las - 
obras publicas, la competencia profesionol para dirigirlas estô atribui- 
da al Cuerpo de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, ya sean obras 
del Estado, de la Provincia o del Municipio (art. 30 LGOP). Este Cuerpo 
de Ingenieros fue creodo por Real Orden de 12 de julio de 1.779 y su Es- 
cuelo especial se fundô por Real Orden de 26 de julio de 1.803, con la - 
finolidod exclusive de former Jos Ingenieros del Estado encorgodos del e£ 
tudio, proyecto, construcciôn y conservaciôn de las obras publicas. La - 
Ley de Ensehanzas Técnicos de 20 de julio de 1957 transformé la Escuela 
Especial de estos Ingenieros en una môs entre las Escuelas Técnicos de- 
pendientes del encontes Ministerio de Educaciôn Nacional. El articule 4 
de esta Ley dispone que "el Titulo de Arquitecto o Ingeniero représenta 
la plenitud de titulaciôn en el orden profesionol para el ejercicio de 
la técnica correspondiente, tonto en la esfera privada como en el servi­
cio del Estado, de ocuerdo con los derechos, otribuciones y prerrogoti—  
vas que las disposiciones légales establezcan en coda caso, sin que la - 
especialidad cursada prejuzgue respecto a la capacidad legal para el - - 
ejercicio profesionol en las restantes especialidades de la Escuela - —  
correspondiente. Por consiguiente, el titulo académico habilita para el 
ejercicio de la profesiôn de Ingeniero o Arquitecto, pero serô necesario
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superar, ademos, las correspondientes pruebas de aptitud (oposiciôn o —  
concurso) para ingresar en los correspondientes Cuerpos de funcionarios.
El actual Cuerpo de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos - 
al servicio de la Administraciôn del Estado, se régula en el aspecto or- 
gonico por el Reglamento de 23 de noviembre de 1956.
Por lo que respecta a los Arquitectos, la LGOP, exceptuaba de 
la competencia atribuido a los Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos 
las llamadas construcciones civiles cuyo estudio, direcciôn y vigilancia 
se encomendaba a Arquitectos con titulaciôn, nombrados libremente por el 
Ministro a que los obras correspondiese (articulo 30, parrafo ultimo).
En su origen, el titulo del Arquitecto se concedia por la Aca­
demia de Nobles Artes de Son Fernando, fundada por Real Cedula de 30 de 
mayo de 1.757, reinondo Fernando VII. Actualmente, segun hemos visto, el 
titulo académico de Arquitecto habilita para el ejercicio de la profesiôn 
uno vez incorporado al correspondiente Colegio Oficiol. En consecuencia, 
puede octuor el Arquitecto como un profesionol independiente, al servi—  
cio de uno empresa o de otro Arquitecto (Ordenonzo de la construcciôn de 
28 de agosto de 1970) o como funcionorio publico al servicio de una Adm^ 
nistrociôn Publico, situaciôn esta ultima que prevé el articulo 4 de los 
Estotutos de 13 de julio de 1931.
V.- FUNCIONES TIPICAS DE LA DIRECCION DE OBRA.-
Dos son las funciones tipicos que corresponden a la Direcciôn 
de obra y que hay que examiner por seporodo: la interpretociôn del pro—  
yecto y el control de la ejecuciôn de la obra.
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1. Interpretociôn del proyecto.- El proyecto como concepciôn - 
de uno obro que ha de hacerse realidad, necesita ser interpretado por —  
quien posee los conocimientos técnicos odecuodos. En este sentido, es —  
lôgico que no existon normas juridicas que establezcan cômo bon de ser - 
entendidas o comprendidas las prescripciones técnicos que todo proyecto 
contiene, ni cômo deben de ser resueltas las cuestiones técnicos que la 
realizaciôn de cualquier obra suscita.
Sin embargo, en tanto que el proyecto es punto de referencia - 
de uno relaciôn contractual, si se pueden destocor algunos ospectos jur^ 
dicos sobre su interpretociôn. Asi, en primer término, hay que hacer no­
ter que en el c.o.p. existe un "intérprete oficiol" del proyecto; este - 
intérprete es la Direcciôn de la obra, pues como dicen los articulos 44 
LCE y 130 RCE, "las obros se ejecutaron con estricta sujeciôn a las clÔ£ 
sulas estipuladas en el contrato y al proyecto que sirve de base al mis­
mo y conforme a las instrucciones que en interpretociôn de éste diere al 
contratista el focultotivo de la Administraciôn, que serân de obligado - 
cumplimiento para aquél, siempre que lo sean por escrito". Por tonto, —  
aunque el contratista también tiene que interpreter el proyecto, siempre 
estorô subordinado a la interpretociôn que haga la Direcciôn de la obra, 
cuyas decisiones se imponen ejecutivamente (articulos 18 LCE y 51 RCE). 
También en la esfera local se enuncia esta facultad de interpretociôn —  
para resolver las dudas que ofrezca el cumplimiento del contrato (ortic£ 
lo 99 RCCL), y los ocuerdos que se dicten son inmediotomente ejecutivos, 
sin perjuicio del derecho de los controtistos a obtener en vio jurisdic- 
cional la declaraciôn que procéda sobre la inteligencia de lo poctodo, si 
no se conforman con lo resuelto por la Corporaciôn (art. 100 RCCL).
De otra parte, la interpretociôn del proyecto que corresponde 
"oficiolmente" a la Direcciôn de obra, tiene relevancia juridica en la -
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medida en que afecta a la obligaciôn del contratista. La experiencia de- 
muestra que por muy bien definido que esté el Proyecto hoy que concretor 
lo definitivamente en el momento de la realizaciôn de la obra. La tarea 
interpretativa del proyecto ofrece, entonces, un aspecto de integraciôn 
o perfeccionamiento que indudablemente incide sobre el trobojo del con­
tratista y su resultado. Un claro ejemplo de todo esto lo encontramos en 
el articulo 53 RCCL, que déclara obligatorias para el contratista las va 
riaciones de detalle del proyecto; y la jurisprudencia distingue también 
entre reformas que son occidentales de las que varian en lo fundamental 
las bases del proyecto (STS 13 noviembre 1978).
2. Control de la ejecuciôn de la obra. Como ya se ha indicado 
la presencia de la Administraciôn durante la ejecuciôn de la obra no es 
posivo pues ello interviene directe y activamente para asegurarse de que 
el contratista obtendrô el resultado prometido. De todos modos hay que - 
insistir en la idea de que la intervenciôn o control de la Administra- - 
ciôn no onulo la iniciotivo y consiguiente responsabilidad del contratLs 
ta, aunque ese control implica, necesoriomente, que ello también asume - 
determinadas responsabilidades, como podremos comprobar môs odelonte. —  
Por ello, en la prôctica, se tiene que dor un cierto equilibrio entre el 
control que compete a la Administraciôn y el margen de libertad e inici£ 
tiva que corresponde al contratista para que se le considéré como tal y 
no como simple "nudus minister".
El poder o facultad de control se reconocen especiolmente en - 
la clôusulo 21 PCAG. Segun esta clôusulo "incumbe ejercer de una monero 
continuada y directa la inspecciôn de la obra durante su ejecuciôn, a —  
través de la Direcciôn, sin perjuicio de que pueda confier taies funcio­
nes, de un modo complementorio, a cualquier otro de sus ôrgonos y repré­
sentantes" .
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Este control de la Administraciôn se ejerce sobre las personas 
que el contratista emplea para la ejecuciôn de la obra; sobre los equi—  
pos, utensilios y otros medios que en los trabajos se emplean; sobre los
materiales que se incorporan a la obra; sobre el ritmo de ejecuciôn, - -
etc. El control tiene también una finalidad de carôcter preventive bus—  
condo eliminar factures de riesgo (humanos o materiales) que puedan per­
turber o dahar la obra.
Conviene que nos detengamos en los ospectos môs importantes de 
esta tipica funciôn de la Administraciôn, que a continuaciôn se indican 
sumariamente:
a ) El control sobre el personal del contratista tiene este ma-
tiz preventive prédominante que se acaba de indicar. Efectivamente, cua£
do la clausula 5 PCAG faculta a la Administraciôn para que pueda recabar 
del contratista la designaciôn de un nuevo Delegado, y en su caso, de —  
cualquier facultative que de él dependo, el objetivo que se persigue no 
es imponer una determinado organizaciôn del personal técnico del centra­
liste a gusto de la Administraciôn, sino adopter une medida que ha de e£ 
tar exclusivemente fundada en "la marcha de los trabajos", como dice la 
citado clôusulo. Lo mismo cabe decir de la norme contenida en la clôusu- 
la 10 PCAG sobre el personal del contratista que incurre en actes u omi- 
siones que comprometan o perturben la bueno marcha de las obras o el cujn 
plimiento del progromo de trabajo, en cuyo caso "la Administraciôn puede 
exigir al contratista que adopte medidas concretes y eficoces para cons£ 
guir o restablecer el buen orden en la ejecuciôn de lo poctodo".
B) Respecto de los equipos de maquinaria y otros medios auxi—  
liores, el control de la Direcciôn de la obra trata de garantizar su - - 
afectociôn a los trabajos y que resulten idôneos. Lo afectaciôn se con—
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trola medionte un inventorie del équipe en el que se onoton los oltos y 
bojos y también con la prohibiciôn de su retirado sin consentimiento del 
Director. La idoneidad se vigila mediante la facultad que tiene el Dire£ 
ter para rechazar cualquier elemento que considéré inadecuado para el —  
trabajo de la obra y para exigir que se remplacen los que resulten ave—  
riados o inutilizodos, siempre que su reporaciôn exija plazos que aquél 
estime que han de alterar el programa de trabajo (clausula 28 PCAG).
C) El control sobre los moterioles se ejerce medionte lo fo—  
cultod que tiene lo direcciôn de odmitir o recusor los moterioles segun 
cumplon o no los condiciones convenidos, y por medio de los ensoyos que 
puede ordenar al contratista para asegurarse que cumplen las normas y e£ 
pecificaciones técnicos contenidas en el proyecto o que hayon sido pro—  
mulgodos por la Administraciôn con corôcter general (clôusulas 38, 39 y 
41 PCAG).
d ) El control sobre el ritmo o bueno marcha de los trabajos es 
olgo que intereso particularmente a la Administraciôn, en cuanto que es 
garantie de que la obra quedarô terminado en plazo. Son muchas las nor—  
mas que directa o indirectamente buscan ese propôsito, pero entre elles 
cabe destocor las que se refieren a la programaciôn de la obra que ya —  
han sido estudiadas en el capitule anterior y sobre las que tendremos que 
insistir cuando estudiemos particularmente la incidencia del factor tiejn 
po en la ejecuciôn de la obra.
e) Finolmente, el control de lo Direcciôn se extiende a l a —  
propia obra realizado y su emolozamiento. Ademos de los Reglamentos so—  
bre seguridod e higiene en el trobojo que la Direcciôn debe vigilar que 
se cumplon por el controtisto (clôusulo 11 PCAG), oquéllo también debe 
cuidar de que el contratista cumpla con su obligociôn de conserver la -
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obra hasta que se reciba definitivamente (clâusula 22 PCAG), asi como - 
de la seguridad immédiata o especifica del emplazamiento de la obra. El 
contratista estô obligado a instolor los seriales précisas para indicar 
el acceso a la obra, la circulaciôn en la zona que ocupan los trabajos 
y los puntos de posible peligro debido o la marcha de aquéllos, tanto - 
en dicho zona como en sus lindes o inmediociones, tal como prescribe la 
clôusulo 23 PCAG, que affade que el contratista cumplirô las ôrdenes que 
reciba por escrito de la Direcciôn acerca de instalaciôn de seMoles corn 
plementarias o modificaciôn de las que haya instalado.
VI.- LAS ORDENES DE LA DIRECCION DE LA OBRA.-
Las focultodes que tiene atribuldas la Direcciôn de la obra, 
en cuanto monifestociôn de lo que se ho venido en llomar potestad cuos£ 
domôstico de la Administraciôn ( 9 ), se ejercen por medio de ôrdenes e 
instrucciones que aunque tienen un évidente contenido técnico, formol—  
mente y por los efectos que despliego en la relaciôn contractual, son - 
verdoderos actos juridicos administrotivos.
No existe uno regulociôn compléta de este tipo de actos en los 
normas que regulon el c.o.p. ni la doctrina les ho concedido uno oten—  
ciôn especial, a diferencia de lo que sucede en otros poises ( 10 ). Tarn 
poco se utiliza uno terminologlo précisa, pues se uson ind1stintomente 
los términos orden, instrucciôn o outorizociôn. En el Derecho froncés - 
estô ocuRodo el término "ordre de service", y onôlogomente el Derecho - 
itoliono utiliza la expresiôn "ordine di servizio". En nuestro Derecho 
el término utilizodo môs ompliomente es el de orden, que podemos denom^ 
nor orden directive, puesto que émana, necesoriomente, segôn hemos de - 
ver, de la Direcciôn de la obra.
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1. Noturoleza iurldico.- La orden directiva es on acto adminis­
trativo, pues emono de un ôrgano especiolmente instituido por la Adminis 
traciôn en el ejercicio de las funciones que le hon sido otribuidos. En 
sentido genôrico, la orden responde a la definiciôn de acto administrât^ 
vo, que suele comônmente oceptorse: "cualquier declaraciôn de voluntod,- 
de deseo, de conocimiento o de juicio realizado por un sujeto de la Adm^ 
nistrociôn pôblica en el ejercicio de uno potestad administrativo" ( 11 )• 
Môs problemôtico puede résulter encojor la orden directivo dentro de las 
distintos cotegorios de actos administrotivos. Particularmente se discu­
te su carôcter négociai o simplemente déclarâtivo.
Cuando se sostiene que la orden directive se limita a declarer 
lo que previamente existe en el contrato, se destoco sôlo un aspecto pajr 
ciel de este tipo de actos ), pues lo cierto es que la orden incide 
en une relaciôn contractuel ofectondo a la situaciôn del contratista a - 
quien se le impone une determinado conducto. Por ello en la orden direc­
tive se ho de ver un acto négociai y dentro de esta catégorie hoy que od£ 
cribirlo a oquéllos actos que restringen la esfera de actuaciôn del des­
tinatario. Como dice GARRIDO FALLA, refiriôndose a estos actos négocia—  
les, "las ôrdenes son declorociones de voluntod de la autoridad adminis­
trative que creon une obligociôn juridica en une determinado persona. Si 
la obligociôn es positiva, esto es, consiste en une determinado acciôn, 
en observer una determinado conducto o en realizar une presentociôn, la 
orden recibe el nombre de mandate. Si la obligociôn es negative, de obs- 
tenerse de realizar olgo, la orden se Homo prohibiciôn. La funciôn que 
en estos cosos cumple el acto administrativo es la de octuolizar en reljo 
ciôn con determinadas personas olgo que potenciolmente estobo ya en la - 
ley. Pero la ley prohibe u ordeno en obstrocto, siendo el acto adminis­
trative el que détermina la persona concreto del obligado" (l3 )•
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Podemos, pues, concluir que la orden directive es un acto administrativo 
de corôcter négociai y restrictive, que contiene un mandate o une prohi­
biciôn dirigido ol controtisto.
Sin embargo, con esto no quedo totalmente explicodo la natura­
leza de este tipo de acte administrativo, pues tiene gran transcendencia 
prôctica conocer el grade de firmezo de les ôrdenes directives, esto es, 
si son o no actes susceptibles de recurso.
Para que un acte administrativo sea susceptible de recurso es 
necesario que sea definitive, o que siendo de trômite determine la impo- 
sibilidod de continuer el procedimiento o produzco indefensiôn (articulo 
113 LPA). Pues bien, o nuestro juicio, la orden directive no gozo de ese 
carôcter definitive; su eficacia es provisional (14 ).
En contre del corôcter provisional de la orden directive pudie 
ro oducirse que siendo de obligado cumplimiento pore el contratista (ar­
ticule 130 RCE) gozo de firmezo. Sin embargo, la obligotoriedod inmedioto 
de la orden no tiene que suponer, necesoriomente, su carôcter definitive. 
Realmente son cosos distintos. La obligotoriedod se impone de modo imme­
diate ol controtisto como consecuencia de la fuerzo e jecutivo que tiene 
todo acte administrativo (articulo 33 LRJAE), pero se trato de uno obli- 
gotoriedod provisional, pues el contratista puede pedir que cese la mis­
mo y esto no por vio de recurso sino de reclomociôn. El PCAG reconoce - 
el derecho del contratista a reclomor (y no o recurrir) en les clôusulas 
28, 41 y 44, concediôndonos en estos cosos concretes un plazo de diez —  
dies. Si se hubieroi establecido un régimen de recurses, nos hobriomos e£ 
centrode con môltiples olzodos ol escolor la vio jerôrquica que va desde 
la Direcciôn de obra hasta el titular del Departamento, siendo asi que - 
sôlo cabe uno olzodo (articulo 122 LPA, desde la redocciôn dada por la -
m  ^
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Ley de 2 de diciembre de 1.963)•
Por consiguiente, frente o los ôrdenes directivos sôlo cabe d£ 
ducir reclomaciones, las cuoles se formulon como peticiones, cuyos reso- 
luciones pueden ser recurridas, de ocuerdo con lo establecido en el or—  
ticulo 121 LPA en olzodo o reposiciôn.
Este régimen de reclomaciones es el môs ocorde con los actos - 
que se producen en uno relaciôn contractual, esto es, entre partes, pues 
los recursos obren uno vio estrictomente procedimentol. Como venimos se- 
Rolando la colisiôn entre las concepciones que se derivon de la institu- 
ciôn de contrato y las que corresponden o la instituciôn del procedimieri 
to, surge con frecuencio en el c.o.p. y en este caso concreto se puede - 
oprecior uno de las tontos eoncésiones que debe hacer la concepciôn pro- 
cediroentolisto en fovor de la puromente contractual.
En la prôctica se plantea el problème del plazo para reclomor 
fuera de los pocos cosos en que se concede un plazo de diez dios. Cree—  
mos que si no hoy limitociôn de plazo, el derecho de reclomociôn del cori 
trotisto no estorô sujeto o coducidod y podrô ejercitorlo mientras que - 
siga vigente el contrato, sin perjuicio de que los actos propios de - —  
aquél impliquen ocatomiento de la orden. Pero entonces la firmezo de es­
ta no vendrô dodo por el tronscurso de un plazo sino por el consentimieri 
to expreso o tôcito que se otorgue.
2. Competencia.- La competencia de la Direcciôn de obra para 
dictor ôrdenes en el ejercicio de sus funciones es exclusive. El articu­
lo 130 RCE sôlo concede ol "facultative de la Administraciôn" la posibi­
lidad de dor instrucciones ol contratista y también el PCAG olude ônico- 
mente al Director o o la Direcciôn de obra cuando se refiere o su inter-
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venci6n durante la ejecuciôn (clâusulas 28, 33, 36, 41, 46, etc.). La - 
conpetencia no s61o es exclusive sine ademâs irrenunciable por cuanto la 
potestad de dicter 6rdenes no es m6s que une menifestocidn concrete de - 
le potestad de control o direcci6n que es esimismo irrenunciable por la 
Adninistraci6n, de la que la Direcci6n de obre no es m6s que un 6rgono.
La faite de conpetencia determine un vicio en el ecto adminis­
trative. Segôn el articule 47 LPA, son nulos de pleno de pleno derecho - 
los actes de le Administroci6n "dictodos por 6rgono monifiestomente in—  
compétente". La )urisprudencie he sentedo la doctrine de que s61o la in- 
competencie por roz6n de la materia o por roz6n del lugor determinon la 
nulided de pleno derecho del ecto. La incompetencie jerârquice s61o da - 
luger a la nulided relative o enulebilided (articule 48 LPA), por lo que 
el ecto puede ser convolidodo por el superior )er6rquico (articule 53 LPA).
Ahoro bien, este doctrine del requisite de le conpetencia en el 
acte administrative se ve matizoda en el c.o.p. cuondo estâmes en presef% 
cio de unoorden directive. Los requisites del acte administrative este—  
blecidos con le técnico propio de los actes procédimentoles hon de de)0£  
se a un Iode en su valoraci6n pore que entren en juego reglas o princi­
ples propios de les relociones controctuoles.
Le )urisprudencio no ho tenido m6s remedio que poser por alto - 
el requisite de le conpetencia del 6rgano de quien el acte precede, cuori 
do éste consiste en une orden que no s6lo impone obligociones sine que - 
odemés créa derechos en el seno de une relecién contractuel. Se volera 
entonces le simple aperiencie de conpetencia en quien de le orden que - 
entroMo une modificaci6n del proyecto y se hoce entrer en ;uego le doc­
trine del enriquecimiento injuste y el principle de le bueno fe con- —  
trectuol. Se produce un enriquecimiento injuste si, pese a ester le
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orden viciodo por incompetencio, se beneficiose la Administracidn de la 
prestacién realizodo por el controtista como consecuencio de dicho or—  
den. Y se atento o la buena fé, si la Administracidn opone sus propios 
vicios para cumplir con une obligocidn contractual; se iria entonces cori 
tro el principle de que la alegacidn de la propia torpeza no es otendible 
("ollegons propriom torpitudinem non ouditur") segûn se deduce de los o£ 
ticulos 1302 CC y 115, 2. LPA.
Esta doctrine jurisprudenciel se encuentre en les sentencies - 
de 15 de merzo de 1978^ 12 de febrero de 1979 y 21 de noviembre de 1981. 
En el cuerto considerendo de este ultime se dice lo siguiente:
"P^se a le exigencio clore de que le potestad administrative 
pore modificer les presteciones de un contreto tiene que e]e£ 
cerse con sujecién a les normes de competencie y procedimien- 
to y dentro de los limites objetivos en ellos explicites, le 
oplicecidn del principle que vedo un enriquecimiento injuste 
posibilito el reconocimiento en los contrâtes de obros, de —  
las reclomeciones por los excesos sobre el proyecto que hubie^ 
sen side efectivomente ejecutodos como consecuencio de &rde^- 
nés de le Administrecién, por entender, en olgunos cases, que 
no se producio olterocidn sustonciel del proyecto, pero 11e- 
gondo en elgôn otro a ofirmor, que si efectivomente fueron o£ 
denedes les obros, los vicios existantes en dichos 6rdenes co 
mo consecuencio del incumplimiento de los citodos requisites 
de competencie o procedimiento, el no ser imputables el con—  
trotisto, no pueden oponerse a que el percibiese su importe, 
siempre que les 6rdenes se diesen por quienes y del modo que 
pore el controtista tuviese aperiencie de efactive potestad, 
sin perJuicio de les responsebilidedes de quien les hubiese - 
emitido; doctrine Jurisprudenciel que se réitéra en S. de 12 
febrero 1979 (R908) y que résulta plenemente epliceble el su- 
puesto equi controvertido, en el que les modificeciones en —  
les presteciones del contreto celebrodo tuvieron lugor como 
consecuencio de le orden dodo el levontorse el acte de replori 
teo por el Arquitecto director de le obro, y por ende, emone- 
do de quien el menos tenie fecultodes pore que sus 6rdenes —  
fueron ocatados por el controtista en le normal ejecuî6n del 
contreto."
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3. Forma de las 6rdenes.- Las 6rdenes de la Direcci6n de la - - 
obra ban de darse por escrito. Esta forma no s61o facilita el conocimieji 
to y la prueba de la orden, pues tombién depende de elle la obligatorie- 
dad de la propia orden, Los orticulos 44 LCE y 130 RCE disponen que las 
instrucciones que en interpretaci6n del proyecto d6 el facultative de la 
Administraciôn "serân de obligado cumplimiento para el controtista, siem 
pre que lo seon por escrito".
Los 6rdenes escritos de la Direcci6n deben registrorse en un —  
Libre de Ordenes que, segôn dispone la cléusulo 8 PCAG, deberâ ser dili- 
genciodo previomente por el servicio a que esté odscrito la obra y que - 
se obriré en la fecho de comprobocién del replonteo y se cerrorô en la - 
de la recepciôn definitivo. Durante este tiempo estorô a disposicién de 
la Direccién que, cuondo procéda, onotarô en él las 6rdenes, instruccio 
nés y comunicociones que estime oportunos, outorizéndolos con su firme, 
El controtista estorô tombién obligado a tronscribir en dicho libro, por 
si o por medio de su delegodo, cuontos ôrdenes o instrucciones recibo —  
por escrito de la Direccién, y a firmer, a los efectos procédantes, el - 
oportuno ocuse de recibo, sin perJuicio de la necesidod de une posterior 
autorizocién de taies tronscripciones por la Direccién, con su firme, en 
el libro indicodo. Efectuodo la recepciôn definitive, el "Libro de Orde­
nes" posorô a poder de la Administrociôn, si bien podrô ser consultodo 
en todo momento por el controtista,
4, Contenido de las ôrdenes,- Siendo la orden el vehiculo for­
mol de expresiôn de la voluntod de la Direccién de obra, su contenido - 
viene determinodo por les funciones que éste tiene osignados. Sin ônimo 
de estoblecer unosistematizociôn del posible contenido de la orden, po- 
demos ofrecer ejemplos relatives o la iniciociôn, reolizaciôn y termina 
ciôn de la obra.
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La iniciacién de la obra requiere de una orden directiva que 
expreso una autorizaciôn (articulo 127, D. RCE). En la fase de realiza- 
ci6n, la interpretaciôn y cohcreciôn del proyecto puede dor lugor a ôr­
denes de estricto contenido técnico (orticulos 44 LCE y 130 RCE); el —  
control sobre los medios y equipos del controtista tombién se expresoré 
frecuentemente en ôrdenes directives con fuerzo expreso de mondoto (cléjj 
sulos 28, 34, 36, 38 PCAG, por ejemplo); el derecho del controtista a - 
cobror el precio se subordino a que hoyo realizodo la obra con sujeciôn 
al proyecto, o sus modificociones y a "las ôrdenes dodos por escrito - 
por la Administrociôn". Finolmente, en el momento de la terminociôn de 
la obra, su mediciôn general se efectuo teniendo en cuento, entre otros 
dotos, las ôrdenes insertos en el Libro de Ordenes (cléusulo 74 PCAG) y 
el controtista debe efectuor, durante el periodo de gorontio, las opero- 
ciones de conservociôn que seMole la Direccién en sus instrucciones (—  
cléusulo 73 PCAG).
Dodo el corécter provisional de las ôrdenes directives desde 
el punto de visto de su firmezo, el controtista puede deducir contra las 
mismos reclomociones, o formuler reserves, segén yo quedô indicodo més 
orribo, en los plozos que especiolmente se seMolon o en su defecto en - 
cuolquier momento antes de que el contreto quede extinguido.
VII.- PROCEDIMIEhffO PARA LA RESOLUCION DE INCIDENCIAS.-
La presencio activa de la Administrociôn durante la ejecuciôn 
de la obra determine que entre elle y el controtista se produzcon dive£ 
gencios de criterio en cuanto o la interpretaciôn del proyecto y su rejo 
lizociôn. Mas como el ritmo de los trobojos no debe, por principio, que 
dor ofectodo por estas posibles discrepancies, se estoblece que "une vez 
iniciodos los trobajos, cuontos incidencios pueden surgir entre la Admi-
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nistraciôn y el contratieto sean tremitados y resueltos por la primera 
o la mayor brevedod, odoptondo las medidas convenientes para no olteror 
el ritmo de las obras (articulo 131 RCE). Como vemos, no s61o se condo­
ne la brevedad en la resoluciôn (esto, de por si no séria més que un —  
simple deseo) sino que ademés se establece un procedimiento sumario de- 
nominado expediente controdictorio (articulo 136 RCE). Su finelidod es 
servir de couce pore la resoluciôn de cuentes incidencias surjan entre 
la Administrociôn y el controtista en la ejecuciôn del contreto de obros 
por diferencios en la interpretaciôn de lo convenido o por necesidod de 
modificer las condiciones controctuoles.
Este procedimiento se debe oplicor con corécter general como - 
prescribe el mismo articulo 136 RCE, excluyéndose de él los cosos que - 
yo tienen une regulocién especial, como ocurre con la modificocién del 
proyecto pore la que existen unos trémites especioles (cléusulo 59 y S£ 
guientes PCAG), ounque tombién impiica une modificocién de las condicio 
nés controctuoles. Sin embargo, pese a esta generolidod que se prescri­
be, el expediente controdictorio no se utilize en la préctico en muchos 
cosos en que se plonteon reolmente incidencias entre las partes. Desde 
luego, el procedimiento sumario del articulo 136 RCE debe ser el couce 
ordinorio para tremitor las reclomociones que el controtista deduzco —  
contra las ôrdenes de la Direccién de obra, siendo recurribles las reso 
luciones que pongon término al mismo, segén vimos onteriormente.
Los trémites del expediente controdictorio son los siguientes:
1. Propuesto del focultotivo Director de las obros a peticién 
del controtista.
2. Audiencio del controtista o informe del citodo facultative.
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a evacuar en anbos casos en un plazo de quince dias ( 15 ).
3. Informe, en su coso, de la Asesoria Juridica y de la Inter- 
venciôn General del Estado, a evacuar en el mismo plozo anterior.
4. Resoluciôn del ôrgono, outoridod que hoyo celebrodo el con- 
troto y subsiguiente notificociôn al controtista.
Sobre el éltimo trémite boy que hocer noter que hubiero sido - 
lôgico estoblecer tombién un plozo breve para que se dictose la résolu—  
cién que pone fin al procedimiento, pues al no hoberlo hecho, se oplico- 
ré el régimen general y la doctrino del silencio administrotivo (articu­
lo 94 LPA), con lo que al final puede quedor mol parada la brevedad que 
reclama el articulo 131 RCE. Por otro parte, sélo estobleciendo un plozo 
breve para la resolucién hobrio tenido pleno sentido el éltimo pérrofo - 
del articulo 136 RCE, segén el cuol "solvo que motivo de interés péblico 
lo justifique, la tromitocién de incidencias no determinoré la porolizo- 
cién de las obros”.
VIII.- EL DEBER DE COLABORACION DE LA ADMINISTRACION.-
Lo necesidod de que el ocreedor colobore con el deudor para —  
que éste puedo cumplir su obligociôn, es propio de todos las obligocio—  
nés de hocer en las que sin eso cooperocién no es posible que se cumplo 
lo debido, hosto el punto de que puede dor lugor a que se produzco una 
situocién de imposibilidod de cumplimiento o de un incumplimiento més —  
oneroso para el deudor.
En principio pudiero entenderse que sélo en los relociones de 
trobajo subordinodos tiene relevoncio el deber de cooperocién del ocree- 
dor, el cuol indice al deudor cémo ho de desorrollor su octividod para -
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conseguir el resultado que el primero pretende obtener.
Sin embargo, en el trobojo outdnomo tombién es a veces impre£ 
cindible la cooperocién del ocreedor. Aunque se concibo el controto como 
puromente de resultado, lo cierto es que éste depende en su consecucién 
no sélo de la orgonizocién y gestién outénomo del deudor, el controtis- 
to en nuestro coso, sino tombién de la conducto que en determinodos ca­
sos debe prestor el ocreedor, es decir, la Administrocién.
La moderno doctrino civil ho destocodo la importoncio que tie­
ne el deber de cooperocién del ocreedor, singulormente para medir la re£ 
ponsobilidod contractual (lé ), lo que puede troslodorse sin dificultod 
o la regulocién administrative del c.o.p.
En el c.o.p. el deber de cooperocién de la Administrocién se -
configura ompliomente para que el controtista puede inicior, desorrollor 
y terminer la obra de conformidod con los poctos controctuoles.
En el momento de la iniciacién de los trobojos la Administra—  
cién debe coloboror con el controtista, pues a elle le corresponde pro—  
porcionorle los terrenos disponibles, focilitorle la licencia de uso y -
edificocién del suelo cuondo see necesorio e, inevitoblemente, de elle -
tiene que partir la orden de comienzo de la obra que ho de consignor en 
el octo de comprobocién del replonteo, orden que tiene que dor tempesti- 
vomente y sin la cuol el controtista no debe inicior los trobojos. En gje 
nerol, la coloborocién de la Administrocién en este momento iniciol se - 
compléta con los multiples instrucciones u érdenes que debe dor al contrjo 
tisto para que se reolicen perfectomente las llomodos operociones prepo- 
rotorios.
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Despué*, una vez iniciada la obra, la cooperacién de la Admi—  
nistraciôn se encuentra implicite en su potestad de direccién que se pro 
duce en méltiples ospectos. La Administrocién deberé faciliter al contr£ 
tisto dates, pianos de detolle y resolver todos los problèmes que la reo 
liacién de la obra voyo suscitondo. La Administrocién tendré tombién que 
tromitor oportunomente las modi ficociones del proyecto, ocordondo la su£ 
pensién de las obros, total o porciolmente, cuondo elle see necesorio, pore 
que su ejecucién por el controtista no see més oneroso.
Cuondo la obra concluye el deber de coloborocién se cumple por 
la Administrocién recibiendo la obra en los plozos previstos en el con—  
troto o, en su defecto, en les normes reglomentorias, plonteéndose ento£ 
ces diverses cuestiones précticos que en su momento serén estudiodos.
Este deber de cooperacién que incumbe a todo ocreedor no cons­
tituée une obligocién en sentido técnico ( 17); que la intervencién o —  
cooperacién del ocreedor see necesorio no significo que see obligotorio, 
pues el énico obligado es el deudor. Por ello, se ho querido configurer 
este deber como uno cargo. Como dice DIEZ-PICAZO ( 18), "las cargos son 
uno conducto necesorio como requisito previo o como presupuesto del oc- 
to del ejercicio de uno focultod. No se troto de un outéntico 'deber ser' 
sino de un 'tener que', que octéo como base de un posterior 'poder ser*. 
Este mismo outor seRolo como todo ocreedor es sujeto de determinodos co£ 
gos que son presupuesto del derecho de crédite, oModiendo que no existe 
todovio un estudio sisteroatizado ( 19) de las cargos del ocreedor, si - 
bien cita, en primer lugor, la cargo del ocreedor de coloborocién con - 
el deudor para la reolizocién de la prestacién.
Ademés, el deber de coloborocién de la Administrocién tiene - 
corécter personolisimo en el sentido de que es exclusive de la Adminis-
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traciôn, sin que pueda ser cumplido por ninguno persona, ni tampoco por 
el mismo controtista, aunque de ello dependo el normal cumplimiento del 
controto. El controtista, por ejemplo, no tiene ni el derecho ni el de­
ber de sustituir a la Administrocién en sus obligociones relatives a la 
disponibilidod de terrenos, modificocién del proyecto, suspensién de los 
obros, etc. Todos estas son obligociones que incumben o la Administrocién 
énicomente, de toi modo que si la coloborocién no se presto o se presto 
tordlomente el controto puede venor a uno situocién de imposibilidod de 
cumplimiento o de un cumplimiento més oneroso para el controtista.
Los consecuencios del incumplimiento del deber de coloborocién 
que tiene la Administrocién no estén regulodos en nuestro Derecho Posit£ 
vo. Unicomente el articulo 131 RCE ofrece uno monifestocién concrete del 
deber de cooperacién al decir que el érgono de la Administrocién que - - 
hoyo celebrodo el controto focilitoré los outorizociones y licencias de 
su competencio que seon précisas al controtista para la ejecucién de la 
obra y le prestoré su apoyo en los demés cosos. Deber que la Administro- 
cién osume para no olteror el ritmo de los obros. Pero fuero de esta no£ 
ma singular no existe un trotomiento odecuodo del deber que nos ocupo, - 
lo que no es de extroRor, todo vez que la loguno se détecta en el dere—  
cho general de obligociones cuyos esquemos bésicos se reciben en la con- 
trotocién administrotivo.
La doctrino civil se ho visto precisodo a construir los prestj 
puestos del deber de coloborocién del ocreedor, generolizondo cosos ain- 
gulores recogidos en el CC (orticulos 1185, 117é, 1452, 1505, 1589 y —  
1590) y hoblo de "moro credendi” o "moro occipiendi”, y no de "moro de 
bitoris” porque, como yo se ha dicho, el deber de cooperacién se confi­
gura como uno cargo y no como uno obligocién en sentido estricto. Concre 
tomente en el c.o.p. la Administrocién incurre en "moro solvendi” respe£
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to de su obligocién de pogor el precio puntuolnente, en combio si incum 
pie el deber de cooperacién lo unico que puede darse es la "moro credejr 
di".
El Consejo de Estado viene entendiendo que yO jolto de uno teo 
rio dogmético de la moro del ocreedor en nuestro Derecho^ esta moterio, 
considerodo trodicionolmente como cuestién "de bono et d equo" se rige - 
por reglas porticulores o por principios générales deducidos de la comb£ 
nocién de taies reglas, entre las cuoles puede considerorse la de que, - 
uno vez llegodo el plozo, el deudor que se encuentra en situocién de pa­
ge o cumplimiento tiene derecho o lo liberocién, que el ocreedor debe —  
procurorle oceptondo el pogo, sin poder prolonger la situocién de deudor, 
puesto que esto séria imponerle mas de lo que debe" ( 20 ).
Resumiendo la posicién de la doctrine cientifico en la cons—  
truccién de los presupuestos necesorios de la more del ocreedor, se pue­
de seRolor lo siguiente:
19.- El controtista ho realizodo cuanto estobo en sus monos p£
ro cumplir con su obligocién y queda exonerado de su responsobilidod por
incumplimiento porque la faite de cooperacién de la Administrocién octuo 
como un hecho impeditivo que no le es imputable a él. En este sentido no 
es necesorio ocudir o la idea de culpa de la Administrocién puesto que -
lo que exonero al controtista es el simple hecho de la folto de coopera­
cién de oquéllo.
29.- La Administrocién se situa en "moro credendi" respecte de 
su deber de cooperacién sin necesidod de uno intimocién del controtista,
0 diferencio de la "moro solvendi" que exige la interpelocién (articulo 
144 RCE).
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39.- La Administracién responde de los doRos y perjuicios que 
efectivomente se le produzcon al controtista si éste no tiene mas reme­
dio que porolizor los obros, o se hoce més oneroso su prestacién por el 
retordo que la folto de cooperacién origine. En cosos extremos cobe peri 
sor que el controtista podrio pedir la resolucién del controto cuyo furi 
domento no séria tonto el incumplimiento de la obligocién tipico del cori 
troto (pogo del precio) como de la imposibilidod sobrevenido por el octo 
propio de la Administrocién. Sin embargo, lo normal es que la Administra^ 
cién coopéré tordlomente aunque en un momento en que todovio es posible 
que el controtista cumplo, por lo que la situocién contractual podrio ser 
restoblecido medionte el resorcimiento al controtista de los doRos que - 
se le hayon producido por el retroso en la iniciacién de la obra, poral£ 
zociones totales o porcioles de los trobojos, disminucién del ritmo de - 
ejecucién etc. En sumo, puede decirse que la Administrocién debe resor—  
cir al controtista porque la folto a su deber de cooperacién hoce més —  
oneroso el cumplimiento de la obligocién a cargo de este éltimo, lo que 
evidentemente no puede comprenderse en el éleo normal del controto.
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N O T A S
( 1 ) GARRIDO FALLA, F. "Tratado de Derecho Administrative", Vol.
II, Madrid, 1980, p. 109.
( 2 ) Como dice LAUBADERE, A. "Avec la concession de service pu­
blique, le marché de travaux publics se retache aux types de con­
trats administratifs dans l'execution desquels 1'Administration - 
dispose de pouvoir d'intervention particulaèrement étendues". - - 
("Traié Théorique et Pratique des contrats administratifs". Tome 
11, Paris 1956, p. 365).
( 3 ) Cfr. FRANCOIS LLORENS. "Contrat d'Enterprise et Marché de - 
Travaux Publics". Paris 1981, p. 347.
( 4 ) VILLAR PALASl^ 3.L. dice a este prop osi to: "Esa especiali- 
dad (la subordinaci on del contratista) se justifica porque la Ad 
mi ni straci on no puede renunciar en ningun momento a su derecho, 
que es también obligacion, de velar por el fiel y puntual cumpli­
miento de las actividades que tienden a la satisfaccion del inte­
rés publico". ("Lecci ones de C ontrataci on Admini strativa ", Madrid 
1969, p. 204).
( 5 ) CIANFLONE, A. "L'appalto di opere pubbliche". Milan 1976, - 
p. 396.
( 6 ) Vid. "Guide à l'intention des maîtres d 'ouvrages et des - - 
maîtres des marchés publics de travaux", publicada en el numéro - 
extraordinario de "Le Moniteur des travaux publics et du bâtiment". 
Octubre 1979, 2 ^ ed. Parîs.
Pueden verse también estos aspect os organizativ os en VILLARD, BA- 
CHELOT y ROMERO, Ob. cit. pp. 47 y ss.
( 7 ) VILLAR, BACHELOT, ROMERO. Ob. cit. pp. 50 y 51.
( 8 ) El art. 2.1. CCAC dice que "Le maître d',ouvre est la perscm
ne physique ou moral qui, pour sa compétence technique, est char­
gée par le maître de l'ouvrage ou par la personne responsable du 
marché de diriger et de contrôler 1'execution des travaux et de - 
proposer leur reception et leur règlement; si le maître d'ouvre -
est une personne moral, il désigne un personne physique qui a - -
seule qualité pour le représenter, notement pour signer les ordres 
de service".
( 9 ) VILLAR PALASl. Ob. cit. p. 55.
( 10 ) LAUBADERE dedica un capitule de su obra al estudio de la - 
"théorie de l'ordre de service" (Ob. cit. Tomo 11, p. 368 y ss).
En Italia CIANFLONE (Ob. cit. p. 426 y ss ) también aborda el estjj 
di o de este tipo de actes.
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( 11 ) Définie!on de ZANOBINI aceptada por GARRIDO F ALLA, F, Ob• 
cit. p. 447.
( 12 ) CIANFLONE dice que "Gli ordini di servizio consticuono 
ejercizio di poteri o di diritti potestativi che ail'amministra- 
zione competono nell'esplicazione della ingerenza che si è rise£ 
vato nell'esecuzione. Hanno tavolta natura negoziale a nascono - 
del contrato e délia nécessita di assicurare che questo esecuzi^ 
ne regulare; altre volte hanno natura non negoziale in quanto -- 
dichiaritivi del contenuto del contratto. Hanno in qualche caso 
natura ammiistr ativa in quanto const! tuiscono esplicazi one di p_o 
ter! e di potesta che ail'amministrazione competono come tale, e 
cioè che le compotono al di fuori del rapporte contrattuale. Spe£ 
so const!tuiscono nient'altro che la forma mediante la quale il - 
direttore de! lavori comunica ail'appaltatore una determ!nazi one 
o una dichiarazione di volonté adottata dell'organe compétente - 
dell 'amministrazione e che quindi esiste independentemente dalla£ 
dine di servizio". (Ob. cit. p. 426 y 427).
( 13 ) Ob. cit. P. 491.
( 14) VILLAR EZCURR^ 3.L., ha puesto de relieve el caracter de - 
provisionalidad con que se configuran determinadas actuaciones - 
administratives dentro del c.o.p. que impide aplicar la doctrine 
del acte consenti do. ("Actes consenti dos en contrâtes de obras - 
publiées", REDA, num. 16, 1978 . pp. 29 y ss)
( 15 ) La jurisprudencia ha declarado que "el articule 136 del - 
Reg lamente de Contratacion, no fi je el momento de la audiencia, 
por lo que en cualquier momento es valide, lo que preceptua es - 
que el expediente sea contradietorio, es decir, que la Admi ni s -- 
tracion no actue "motu propio", requisito que se ha cumplido, por 
aparecer que la audiencia del contratista tuvo lugar después de 
la propuesta del facultative de la obra". (STS, 2 julio 1979).
( 16 ) DlEZ-PlCAZO; "Por régla general, la doctrina y la jurispr^ 
dencia han examinado con atencion la posible imputabi11dad al -- 
deudor del incumplimiento de la obligacion y de la insatisfaccion 
de 1 derecho del acreedor. Se entiende que el comportamiente debi­
do, al pertenecer al cfrculo exclusive de la actividad del deu-- 
dor, solo puede por éste quedar impedido y solo éste en rigor pue 
de ser culpable del incumplimiento. Este punto de vista se encon- 
traba fundado sobre una generalizacion o una extension del esque- 
ma de las obligaciones de dar, respecte de las cuales la unica 
funcion de colaboraci on del acreedor en la ejecuciôn de la prestji 
cion era la pur a recepciôn o aceptaci on del page. La ampli aci on "Z 
del cfrculo de las obligaci ones al trafico economico de presta- - 
cion de servie!os cempli ca, sin embargo, el problema e impone un 
examen atento para decidir en qué medida la lesion sufrida por el 
acreedor o la insati sfacci on del mismo pueden resultar como con-- 
secuencia de un comportamiento que le sea imputable al propio - - 
acreedor, y para decidir igualmente cuales pueden ser las conse-- 
cuencias a las que un supuesto semejante puede conducir". ("Fun-- 
damentos de Derecho Civil Patrimonial". P. 720 y ss).
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( 17 ) CIANFLONE, A. Ob. Cit. P. 405.
( 18 ) Ob. Cit. 364.
( 19 ) Ya indicamos mas arriba (Nota 5 del capftulo 1) que GUASP 
en su obra "Derecho" (p. 100) situa la carga dentro de la rela-- 
cion jurfdica como un momento del poder, entendiendo que con ella
se alude a "la desventaja que produce el no ejercicio de una li-
bertad desde el momento en que es la litertad y solo ella la -- 
que permite obtener los efectos de la influencia social en que - 
todo poder consiste".
( 20 ) Dictamen de 13 de mayo de 1965 (Exp. num. 34.057).
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CAPITULO III
LA REALIZACION PE LA OBRA.
I.- EL CARACTER PERSONAL PE LA OBLIGACION DEL CONTRATISTA.-
El controtista es la parte contratante obligado a ejecutar la 
obra (cléusulo 5 PCAG). Esta obligocién es esencial pues tipifica el - - 
c.o.p. y éste no puede concebirse sin ello. De esta obligocién se predi- 
ca su corécter personal por la importancia que tiene el "intdtus perso­
nae" en la generolidod de los controtos administrotivos ( 1 ) y en port£ 
culor en el c.o.p. Sin embargo, esto sélo es cierto en sentido juridico 
formol pero no material.
En efecto, el controtista no esté obligado a ejecutor material^ 
mente los trobajos y no es pensable que lo hogo por la sencilla razén de 
que funciona como uno empreso. Por ello se ho dicho que su obligocién —  
més que de hocer es de "hocer hocer" ( 2 ). Como toi empresorio ho de o£ 
gonizor los medios humonos, econémicos y moterioles, para que los troba­
jos se reolicen y la obra quede terminoda en el tiempo previsto. Ahoro - 
bien, esta libertad de orgonizocién es lo que hoce que el controtista - 
sea el énico responsable juridicamente de la obra prometida a la Admini£ 
tracién, aunque intervengan terceras personas. Su obligocién es, pues, - 
una tipico obligocién de hocer en la que destaca su corécter personal. - 
La Administrocién elige al controtista en consideracién a sus cualidades 
o circunstancias personales, profesionales y econémicos, que le hacen —  
ser un colaborador privilegiado de élla que, por tonto, debe merecer su 
confionzo ( 3 ) y esto tiene especial relieve en el momento de la ejecu­
cién de la obra. No puede quedar pendiente la reolizocién de la obra de 
lo que hogon terceros ojenos al controtista, sino que a éste se le exige
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personalmente que responda en todo momento trente o la Administracién del 
exacto cumplimiento de su obligociôn. El corécter personal de esta obli- 
gaciôn explica también que el contrato se resuelvo por muerte del contra^ 
tisto individual o por la extinciôn de la personalidad juridica de la s£ 
ciedad controtista (articulo 157 RCE), sin que los sucesores de uno y —  
otro tengon derecho a subrogorse en el contrato més que cumpliendo dete£ 
minodos condiciones (articulo 163 y 164 RCE).
Sin embargo, el "intuitu personae" no es ton absolute que im- 
pido que el controtista actée por medio de représentante, que puedan co-
laborer con él subcontrotistos e, incluse, que puedo ceder a un tercero
el mismo contrato.
1. Lo representocién del controtista durante la ejecucién de - 
la obra.- Como seRolo CIANFLONE, la representocién es una verdadera nec£ 
sidad para el controtista (sea individual o sea una sociedad), como con- 
secuencio del corécter empresarial de su actividad y porque dificilmente 
puede dirigir varias obras, a menudo complejas, que se encuentran coeta- 
neamente en ejecucién ( 4 ). Sin embargo a esta necesidod de hecho se —  
oRode el interés de la Administrocién en que exista a nivel de la Direc­
cién de obra una persona designada por el controtista capoz de vinculor- 
le, lo cuol se consigue haciendo de élla un verdadero représentante. Au£ 
que la cléusulo 5 PCAG empiezo por définir al controtista como la parte 
contratante obligado a ejecutor la obra, a continuocién régula la figura 
del "Delegodo de obra del controtista", al que se le considéra como la - 
persona designada expresamente por el controtista y aceptada por la Adm£ 
nistraciôn para:
- Ostentar la representocién del controtista cuondo sea neces£
rio su actuacién o presencio, segén el Reglomento General de
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Contrataciôn del Estado y los pliegos de clôusulos, asi como 
en otros octos derivodos del cumplimiento de los obligociones 
controctuoles, siempre en orden a la ejecuciôn y buena mar­
cha de las obras.
- Organizar la ejecuciôn de la obra e interpretar y poner en - 
prôctico las ôrdenes recibidas de la Direccién.
- Proponer a ésto y coloboror con ello en la resolucién de los 
problèmes que se planteen durante la ejecucién.
Como vemos, el Delegodo no sélo ho de ser persona copacitodo en 
el orden profesionol para dirigir la obra, pues tombién se requiere que 
actée como représentante del controtista en las relociones con la Admi—  
nistraciôn. Se troto de uno representocién directe porque el Delegodo o£ 
téo en nombre e interés del controtista. Ademés, la representocién es e£ 
peciol pues el opoderamiento se ordeno a la ejecucién y buena marcha de 
las obros y no a otros octos del controtista que quedon excluidos.
Sobre la forma de otorgorse la representocién, la cléusulo 5 - 
PCAG sélo dice que se ho de hocer expresamente, excluyéndose, por tonto, 
la representocién técito, aunque si de hecho el Delegodo octéo en nombre 
del controtista, su gestién podrio convolidorse medionte la rotificocién 
de este éltimo y la consiguiente oceptocién de la Administrocién. Por —  
otro porte, como esta cléusulo no exige la escrituro péblico para confe- 
rir la representocién, debe bostor la forma escrito.
El Delegodo, aparté de ser un représentante del controtista, 
debe poseer la titulocién profesionol odecuodo para dirigir los trobojos 
y no bostoré simplemente con el titulo de Ingeniero o Arquitecto que - -
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habilite para ello cuondo la complejidod o volumen de la obra requiero 
uno cuolificaciôn profesionol especiolizoda. En estos casos, la Adminis^ 
tracién tiene que estoblecer en el pliego de clâusulas administrotivos 
porticulores que el Delegodo ho de tener uno titulocién odecuodo con la 
noturolezo de la obra y que el controtista désigné, ademés, el personal 
focultotivo necesorio bojo la dependencio de oquél (cléusulo 5 PCAG)# - 
Nos encontromos de nuevo con la injerencio o intervencién de la Adminis- 
trocién en la orgonizocién del controtista, que tendré que ser realizodo 
siempre de forma objetivo y siguiendo criterios de rocionolidad. Es de—  
cir, la Administrocién no puede exigir al controtista que désigné como 
Delegodo suyo a uno persona concreto, pues siempre deberé respetor un —  
morgen de libertad para la eleccién més odecuodo. Esta libertad de elec- 
cién esté reconocido a los controtistos en el articulo 31 LOP, al decir 
que "los controtistos quedon en libertad de elegir para la direccién de 
los trobajos que se obliguen a ejecutor a las personas que tuvieren por 
conveniente, las cuales en todo caso ejercerén sus cargos bojo la vigi—  
loncio e inspeccién de los agentes del Gobierno, segén lo dispuesto en - 
el articulo anterior", con lo que se hocio referenda al Cuerpo de Inge- 
nieros de Cominos, Canales y Puertos. Ademés, la interdiccién de la orb£ 
trariedod no solomente se establece respecte de la designocién del Dele- 
godo sino también sobre su eventual remocién, pues aunque la Administro- 
cién puede recobor del controtista la designocién de un nuevo Delegodo y, 
en su coso, de cualquier facultative que de él dependo, sélo seré posi—  
ble cuondo lo justifique la marcha de los trobojos (cléusulo 5 PCAG).
2. El subcontrqto de obra péblico.- Se puede définir este tipo 
de subcontroto diciendo que es un contrato por el cuol une de las partes, 
que es controtista de la Administrocién, encomiendo a su vez a otro porte 
denominodo subcontrotisto, la ejecucién de todo o porte de la obra obje- 
to del c*o.p. originorio o principal, a combio de un precio. Como dice -
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RUBINO ( 5 ), el subcontroto de obro (suboppolto) es un contrato de - - 
obra (oppolto), que puede considerorse "de segundo mono" pues en el mis­
mo, el originorio controtista osume la posicién de comitente, por esto - 
el subcontroto de obra péblico entra dentro de la cotegorio general del 
subcontroto o contrato derivodo. Segén este mismo outor se distinguen —  
perfectomente el subcontroto y la cesién de obra. Esta éltimo es un con­
trato con efectos reoles en el sentido de que se transmite integra la r£ 
locién contractual derivodo del controro originorio, de toi forma que el 
cesionorio subentra en la mismo posicién juridica del cedente y como nujs 
vo controtista queda vinculodo directomente con el comitente. En combio, 
el subcontroto es un contrato meromente obligotorio que créa sélo uno —  
nuevo relocién obligotorio entre el controtista y el subcontrotisto, la 
cuol permonece extroffo al comitente que no odquiere derechos ni osume —  
obligociones con el subcontrotisto ( é ).
A nuestro juicio, la clove de la distincién entre el subcontr£ 
to y la cesién de obra se encuentra ciertomente en que exista o no uno 
outéntico subrogocién o novocién y no en la mayor o menor extensién ob j£ 
tivo de la operocién juridica, toi como entiende LAUBADERE ( 7 ). En - - 
nuestro Derecho, el criterio que se propugno oporece con todo cloridod - 
en el articulo 52 RCCL, segén el cuol "en las subostos sera odmisible la 
novocién por cesién de los derechos del adjudicotorio a otros personas". 
También la jurisprudencio distingue perfectomente el subcontroto de la - 
cesién segén el criterio de la novocién. La STS de 5 de febrero de 1979 
dice que "el Cap. VII del Tit. 29 del Reglomento de Controtocién Adminis^ 
trotivo régula sucesivamente pero de monero distinta la cesién de los —  
controtos y la subcontrotocién, siendo més rigoriste la normative con —  
oquello figura que implico novocién del contrato por voriocién de uno de 
sus elementos".
El subcontroto constituye une excepcién al principio general -
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de que el controtista tiene la obligocién de ejecutor la obra personal—  
mente. Sin embargo, el subcontroto no es en la préctico uno figura exce£ 
cionol, sino todo lo contrario; a poco que uno obra tengo cierto enverg£ 
dura o complejidod técnico es necesorio ocudir a la coloborocién de em—  
presos especiolizodos, pues los controtistos no pueden oborcor dentro de 
su orgonizocién, con corécter permanente, profesionales o trobojadores - 
especiolizodos que sélo eventuolmente son necesorios en funcién del tipo 
de obra que se controte con la Administrocién. Pese a ello, olgén Derecho 
como el itoliono (8 ), establece como principio la prohibicién del sub- 
controto, que sélo puede ser derogodo por la Administrocién cuondo esta 
ultimo oprecie la compotibilidod del subcontroto con los intereses que - 
la prohibicién garantizo. En combio, nuestro Derecho porte de un princi­
pio favorable al subcontroto, pues como dice el articulo 184 RCE "solvo 
que el contrato dispongo lo contrario o que de su noturolezo y condiciones 
se deduzco que la obra ho de ser ejecutodo directomente por el odjudico- 
torio, podré éste concerter con terceros la reolizocién de determinodos 
unidodes de obro".
El subcontroto do lugor a très tipos de relociones que hon de 
estudiorse por seporado.
a ) Entre la Administrocién y el controtista.- El subcontroto - 
no influye en el contrato principal que vinculo a la Administrocién con 
el controtista, que debe cumplirse como si el subcontroto no existiese. 
Ahoro bien, para que el controtista puedo subcontrotor, es necesorio que 
la Administrocién lo outorice comprobondo previomente el cumplimiento de 
los siguientes requisites exigidos por los articules 59 LCE y 185 RCE.
"1. Que se dé conocimiento por escrito o la Administrocién del 
subcontroto o celebror con indicocién de los portes de obra a 
reolizor y sus condiciones econémicos, o fin de que oquéllo -
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lo outorice previomente, a no ser que el controto focultose - 
ya ol empresorio a estos efectos.
2. Que los unidodes de obro que el adjudicotorio controte con 
terceros no excedon del 50 por 100 del presupuesto total de - 
la obra principal, solvo que se hoyo outorizodo expresamente 
otro coso en el contrato originorio".
La previo autorizocién de la Administrocién para celebror el - 
subcontroto constituye un presupuesto pero no uno condicién de validez - 
del mismo. Como dice GARCIA-EhTTERRIA ( 9 ) "la folto de autorizocién no 
enervo la eficocia del subcontroto en cuanto pocto "inter privates* aun­
que puede dor lugor a la resolucién del contrato principal por incumpli­
miento del controtista". Segun el mismo outor, no porece orriesgodo odm£ 
tir el corécter reglodo de la autorizocién requerido para el subcontroto, 
teniendo en cuento que la Ley porte de un principio favorable al mismo, 
lo que ya hicimos noter por nuestro porte més orribo. Por otro porte, si 
la autorizocién pero subcontrotor esté concedido de ontemono en el contr£ 
to principol, bosto dor cuento por escrito a lo Administrocién de los su^ 
controtos que lleguen o celebrorse (articulo 185 RCE).
B) Entre el controtisto y el subcontrotisto.- Los relociones - 
entre el controtista y el subcontrotisto estén determinodos por lo notu- 
rolezo del subcontroto como negocio juridico derivodo o secundorio (lO ) 
lo que permite ofirmor del mismo que es estructurolmente outénomo y fun- 
cionolmente dependiente.
El subcontroto es outénomo porque es un contrato de orrendo—  
miento de obro, de noturolezo civil, que se rige por lo poctodo entre —  
los partes y por los normos del CC (orticulo 1588 y siguientes), sin que 
esto situocién se oltere por lo circunstoncio de que el objeto del sub—  
controto puedo coincidir con el del controto principal en todo o en par­
te.
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El subcontroto es funcionolmente dependiente del controto ce- 
lebrodo entre la Administrociôn y el controtista principal. Esta depen- 
<dencio se pone de monifiesto en el momento de subcontrotor, puesto que 
l a  determinociôn de la obra objeto del subcontroto queda ofectodo por la 
necesorio referencio al proyecto principal y porque también la Adminis—  
tracién ejerce un control, segun yo se ho visto, sobre los condiciones - 
del subcontroto. Después, durante la ejecucién de la obra, el subcontro- 
tisto esté condicionodo por la intervencién de la Administrocién en la - 
ejecucién de todo la obro como consecuencio de sus funciones de direc- - 
cién y control. Y, por ultimo, la resolucién o la onulocién del contrato 
principal puede también ofector de diverse modo ol subcontroto. La extiji 
cién del contrato principal por decisién de la Administrocién o porque - 
se declare la nulidod del mismo, constituye uno imposibilidod sobreveni- 
do para el subcontrotisto, que determinoré la resolucién del subcontroto 
(articulo 1184 CC). Si dicho extincién es debido a la culpa del contratis 
ta principal, el subcontrotisto podré occionor contra oquél por la via - 
de la resolucién contractual, con el consiguiente resorcimiento de los - 
doRos y perjuicios (articulo 1101 y 1124 CC).
c) Entre la Administrocién y el subcontrotisto.- No existen —  
relociones controctuoles entre la Administrocién y el subcontrotisto, —  
pues como dice el articulo 18é RCE "Los subcontrotistos quedarén obliga- 
dos sélo frente ol controtista principal". Por lo demés, la autorizocién 
de la Administrocién para celebror el subcontroto constituye, como ya se 
ho indicodo, un presupuesto y no condicién de validez.
Se echo de menos en la regulocién administrative del subcon—  
troto la posibilidod de que puedo reclomor directomente frente a la Adm£ 
nistraciôn, subrogéndose en los derechos del controtista si no los ejer- 
cito en perjuicio suyo. Lo occién directe que régula el articulo 1597 CC
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("los que ponen su trobojo y moterioles en uno obra ajustodo alzadamente 
por el controtista, no tienen occién contra el dueRo de élla sino hosto 
la cantidad que éste adeude a oquél cuondo se hoce lo reclomocién"), - - 
tendré que ejercitorse en su caso en la via jurisdiccional ordinorio, —  
opurondo antes la reclamacién previo reguladoren los orticulos 139 a 144 
LPA ( 11).
3. La cesién del controto.- Si la subcontrotocién es un medio 
de hocer posible juridicamente la coloborocién de uno o vorios empreso—  
rios con un controtista principal, la cesién del contrato permite la su£ 
titucién de un controtista por otro sin que desoporezco la relocién con­
tractual previomente constituida con la Administrocién.
La cesién del contrato, en general, y la del c.o.p. en porticu 
1er, es uno operocién juridica compleja, por las relociones triportitos 
a que do lugor entre cedente, cesionorio y cedido. La funcién que despli£ 
go en cado tipo de contrato es siempre permitir que se transmita una re- 
lacién contractual en su unidad o como sumo de derechos y obligociones - 
que contiene ( 12). Respecte del contrato civil de obra se ha dicho que 
cuondo se consiente la cesién es para que la funcién econémica que el —  
contrato trataba de desplegar subsista, no obstante las dificultades que 
hoyo podido ocasionar a los controtantes primitives ( 13), y esta expli- 
cacién nos porece también muy vélida cuondo se considéra la cesién del - 
c.o.p., pues la experiencia enseRo que la Administrocién prefiere susti­
tuir a un controtista, que por rozones técnicos o econémicos no puede —  
cumplir normolmente el contrato, por otro controtista que le ofrezca las 
debidas garantias para la correcta ejecucién de la obra, evitando de es­
te modo el perjuicio que para el interés publico supone siempre la reso­
lucién del contrato y la seleccién de un segundo controtista.
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La cesién del contrato puede tener lugor tonto de porte de la 
Administrocién como de porte del controtista, aunque los orticulos 58 —  
LCE y 182 RCE sélo se refiere a esta segundo hipétesis al admitir que —  
los derechos dimonontes de un contrato de obros (y aunque no lo diga tqm 
bién las obligociones) pueden ser cedidos a un tercero, siempre que los 
cualidades personales o técnicos del cedente no hayon sido déterminantes 
de la ad judicacién de la obra, con lo que se viene a subroyor una vez més 
la importancia del "intuitus personae" en el c.o.p. No obstante, y al no 
estor prohibido expresamente, es indudable que la Administrocién puede - 
ser quien céda el contrato. Ahoro bien, para que exista verdadera cesién 
son necesorios dos condiciones. La primera es que la cesién del contrato 
sea interpersonal, es decir, de una Administrocién a otro (de la del Es­
tado, a uno outonémico o a uno local, por ejemplo); pues no hobro cesién 
si lo que existe es simple sustitucién o subrogocién de érganos por muy 
alto que sea su nivel de jerarquia, lo cuol se explica perfectomente por 
el hecho de que la cesién del contrato implico necesariamente la nova- - 
cién subjetiva, esto es, el combio de uno de las partes por otro sujeto 
que se subroge en los derechos y obligociones de oquéllo, derivodos del 
contrato cedido y considerodos en su unidad. La segundo condicién pore - 
la cesién por porte de la Administrocién es que ésto obtenga el consenti^ 
miento del controtista cedido, todo vez que si como deudor de la obra —  
le puede ser indiferente el nuevo acreedor cesionorio, no sucede lo mis­
mo en cuanto que dicho controtista es simultoneomente acreedor del pre—  
cio a que esté obligado a pogor lo Administrocién cedente.
Cuondo es el controtista quien cede el contrato también es ne- 
cesario que la Administrocién lo outorice previo y expresomente. Ahoro - 
bien, esta autorizocién puede venir dodo en el mismo contrato u otorgor- 
se "o posteriori" cuondo la solicite el controtista. En el primer coso, 
lo previo autorizocién no exime ol controtisto de comunicor o la Adminis
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tracién que ejercita el derecho a ceder en el contrato. La Administra- - 
cién una vez notificada por el controtisto deberé aceptar la cesién anuji 
ciada, constituyendo toi oceptocién uno nuevo declorocién de que el derje 
cho ol ceder esté bien ejercitodo. En el segundo caso, esto es, cuondo - 
se pide la autorizocién a coder el contrato sin pocto previo, la Adminis^ 
tracién puede o no concederlo y la concesién de la autorizocién se con—  
vierte en condicién de validez del contrato de cesién.
Ahoro bien, la folto de autorizocién para ceder, sélo détermi­
na la invalidez del contrato de cesién frente a la Administrocién cedido, 
pues entre el controtisto cedente y el cesionorio se producen derechos y 
obligociones; osi el cesionorio de bueno fé podré reclomor del cedente - 
uno indemnizocién de doRos y perjuicios por el incumplimiento del contr£ 
to de cesién. Por otro porte, la folto de autorizocién de la Administro- 
cién doré lugar a que ésto puedo ejercitor la occién de incumplimiento - 
del contrato cedido (orticulos 53 LCE y 158 RCE) y eventuolmente uno oc- 
cién de responsobilidod extrocontroctual (articulo 1902 CC) contra el C£ 
sionorio si éste se inmiscuye en la ejecucién de la obra.
Teéricomente la cesién del contrato se podré producir sin esp£ 
ror o que se dé curso o la ejecucién de la obra. Sin embargo, los or­
ticulos 58 LCE y 183 RCE exigen que el cedente tengo, al menos, ejecuto- 
do un 20 por 100 del presupuesto total del contrato, requisito que si —  
por un lodo propende a éviter lo especulocién con las od judicociones de 
obra, por otro lodo constituye un obstéculo cuondo, como sucede por lo - 
general, es la Administrocién la primera interesodo en la cesién. Este - 
inconveniente se suele obvier en la practice, subcontrotondo el cedente 
con el cesionorio el primer 20 por 100 de la obra, psrcibiendo este élti­
mo el precio medionte el endoso de las certificociones que expido la Ad- 
ministrocién.
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Respecte a la forma del contrato de cesi6n, el apartado 3 de - 
les articules 58 LCE y 183 RCE exige le escriture publico, sin distinguer 
segun que el centrate cedide esté e ne fermelizade, a su vez, de la mis—  
ma manera; le que puede der luger a que se exije pare le cesién une selem 
nided meyer que pare el centrate ebjete de elle.
Efectuede vâlideroente le cesién, el cedente quede liberede - - 
frente a le Administrecién, ya que el cesienerie quede subregade en te—  
des les dereches y ebligecienes que le cerrespendien a equél (articule - 
182 RCE).
II.- EL DEBER DE RESIDENCIA Y EL DERECHO DE VECINDAD DEL COKTRATISTA.-
Censecuencie, en cierte mode, del cerâcter personal que tiene 
la ebligacién de ejecuciôn de la ebra per el centretiste, es el deber que 
este tiene de residir en el luger dende se reelizen les trebejes e en —  
une lecelided prôxime e él. Le Administrecién se esegure de que el cen—  
tretiste reelizerâ persenelmente (en sentide juridice-formel) le preste- 
cién premetide, vinculéndele el luger dende fisicemente este prestacién, 
es decir, la ebra, ha de realizarse.
Le clausula é PCAG impone el centretiste este deber de resideji 
cia e inmediecién fisice cen le ebra, a cuye fin esté ebligede a cemuni- 
cer a le Administrecién, en un pleze de quince dies, centedes a partir - 
de le feche en que se le Haye netificede, le adjudicecién definitive de 
les ebres, su residencie e le de su delegede, "e tedes les efectes deri- 
vedes de le ejecucién de equélles". Ademés, le misme clausula é PCAG - - 
oblige el centretiste e que ebtenge le previe cenferroided de le Adminis- 
trecién tente pare cencreter inicielmente el luger de le residencie cerne 
pare cuelquier cembie future.
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El deber de residencia dura por todo el tiempo que transcurre 
desde que comienzan las obras hasta su recepciôn définitive, admitiénd£ 
se que el centretiste e su delegede se eusente del luger fijede previe 
cemuniceciôn e le Dioecciôn de le persane que désigné pare sustituirle. 
(Cleusule 6 PCAG, pârrefe 39).
Le residencie del centretiste en el emplezemiente de le ebre e 
en sus prexinidedes setisfece, desde luege, le exigencie de une inmedie- 
ci6n cen les trebejes pere, tembién facilite el funcienemiente bvrecrât^ 
ce de le ebre, pues el luger de residencie quede hebilitede pere recibir 
y queder netificede de cuentes actes preceden de le Administrecién, y en 
particular les érdenes e instruccienes de le Direccién de ebre. Asi se - 
desprende de le cleusule 6 PCAG que cerne entes vîmes impene el deber de 
residir en un luger concrete "e tedes les efectes" derivedes de le eject# 
cién de le ebre.
Tembién se releciene cen el deber de residencie, en el especte 
burecretice que se ecebe de seMeler, le ebligacién que se impene el cen­
tretiste de insteler entes del cemienze de les ebres y de mentener durejn 
te le ejecucién del centrate, une "eficine de ebre" en el luger que con­
sidéré mes epropiede, previe confermided del Director (cleusule 7 PCAG), 
le cuel, per tente, puede ester dentre del misme emplezemiente e recinte 
de le ebre e fuere de elle. En este eficine el centretiste debe conser­
ver copie euterizede de les documentes centrectueles del preyecte e pre- 
yectes base del centrate y Libre de Ordenes; e teles efectes, le Admini^ 
trocién debe suministrer el centretiste une copie de ese decumentecién - 
técnice entes de le feche en que tenge luger le cemprebecién del replan­
tée. El centretiste ne puede procéder el cembie e treslede de le eficine 
de ebres sin previe euterizecién de le Direccién (cleusule 7 PCAG, pérr£ 
fe segunde y tercere).
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El deber de residencia se encuentro compensado tratôndose de - 
contratistas del Estado, pues tanto elles cerne sus dependientes y epere- 
ries gezen del bénéficié de vecinded en el eprevechemiente de lenos, po£ 
tes y demos que disfruten les vecines de les puebles en cuyes termines - 
se hellen cemprendides les ebres (articule 32 LOP).
III.- EL PROYECTO. NORMA DE EJECUCION DE LA 08RA.-
Tente le Ley (articule 44 LCE y 130 RCE) cerne el centrate e b H  
gen el centretiste a ejecutar la ebra de cenfermidad cen el preyecte.
El Preyecte cumple une primera funcién descriptive de le ebra 
que ha de realizarse , facilitande asi la determinacién del ebjete (ar­
ticule 11 LCE y 28 RCE) en el memente de le celebrecién del centrate. —  
Mes el Preyecte ne s61e individualize le ebra en el sentide de que le r£ 
ferencie el misme permite cenecer qué ebra ha de realizarse, pues tembién 
seMele al centretiste c6me hey que reelizerle, y be je este especte es —  
sin dude le nerme que, de mede inmediete, régula le ejecuciôn de le ebra 
centratede. Ciertemente el preyecte ne es nerme juridice, pues sustencie^l 
mente es un cenjunte de dates técnices refie jades en planes, calcules, - 
etc. Ni siquiere es une clausula contractual pues éste es esencielmente 
une manifesteciôn de velunted. Verdederemente el Preyecte es, cerne dice 
RU6IN0 ( 14), punte de referenda de un ecuerde de veluntedes de les po£ 
tes, en cuente que quieren que le ebra se reelice segun les prescripcie- 
nes técnices que en él se centienen. Nos encentremes asi cen un case de 
epliceciôn de le técnice "per reletienem" pare cencreter el ebjete cen—  
trectuel, cenecide ya en le centretecién privede (articules 1448 CC per 
ejemple). Ahere bien, tan prente el preyecte es integrede en el centrate, 
se cenvierte en norme que oblige al centretiste de mede inmediete, indi- 
côndele côme le ebra ha de ser reelizade.
-  162 -
IV.- EL CONTENIDO DEL PROYECTO.-
En la contratacl6n privada de obras es posible que se parta de 
un proyecto esquemético que se va desarrollando a medida que la obra - - 
avanza en su ejecuciôn. Existen, desde luego, normes administratives - - 
(15), que prescriben el contenido del proyecto, pero su incumplimiento 
no efecte a le validez del contrato celebredo sobre le base de une con—  
cepciôn técnica de coracter preliminer. Por el contrario, en le régula—  
ciôn del c.o.p. se exige un proyecto perfectomente definido pore poder - 
controtor y no se de je a une voluntod posterior de les partes le concre- 
ciôn técnica de le obra. Existe^  por ello, une reglomentociôn minuciosa - 
del contenido del proyecto, que de este monero constituye une referenda 
objetive astable no sôlo para la celebraciôn del contrato sino para su - 
posterior ejecuciôn, de oqui que nos tengomos que detener necesoriomente 
en el estudio de las normas que desde el punto de vista juridico deterd 
nan cômo el proyecto debe confecdonorse.
Noturolmente, el contenido del proyecto esté en funciôn de la 
comple jidad técnica de la obra; asi bay que partir de la distindôn re—  
glamentaria (articulo 57 RCE), que clasifica las obras segôn su objeto y 
naturaleza en très tipos: a) obras de primer establecimiento, reforma o 
gran reparaciôn; b) obras de reparaciones menores; c) obras de conserva- 
ciôn y mantenimiento. Las primeras se definen como las que dan lugar a - 
la creaciôn de un bien inmueble. Las segundas abarcan las de ampliaciôn, 
mejoras, modernizaciôn, adaptadôn, adecuaciôn o refuerzo de un bien in­
mueble ya existante. Los éltimos son oquellos necesorios para enmendor 
un raenoscabo producido en un bien inmueble por causas fortuitas o accide£ 
taies. Todavia a estas definiciones bésicos bay que aRadir las reglas —  
siguientes: a) cuando las obras de reparaciôn afectan fundamentalmente a 
la estructura resistente se califican de gran reparaciôn y en caso con­
trario, de reparaciôn menor; b) si el menoscabo se produce en el tiempo.
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por el natural uso del bien, las obras necesarias para su enmienda ten—  
drén el carâcter de conservaciôn y este misrao carâcter tienen las obras 
de mantenimiento.
1. Proyectos de obras de primer establecimiento. reforma o - - 
gran reparaciôn.- Cualquiera que seo la cuantia del Proyecto, los orticiu 
los 22, a ) LCE y 63 A) RCE, imponen como minimo la existencia de los si­
guientes documentes;
1. Une Memorio que considérera las necesidades a satisfacer y 
los foctores de todo orden o tener en cuento.
2. Los pianos de conjunto y de detolle necesorios para que la 
obra quede perfectomente definido.
3. El Pliego de prescripciones técnicos porticulores donde se
harô la descripciôn de las obras y se regularô su ejecuciôn.
4. Un presupuesto integrado o no por varies porcioles con ex- 
presiôn de los precios unitorios descompuestos, estodos de cubicociônes 
o mediciones y los detolles précisés para su valoraciôn.
Cuando la cuantia del Proyecto es superior a cinco millones de 
pesetas, el apartado B) de los articules 22 LCE y 63 RCE exige, ademôs:
1. Un progromo de posible desorrollo de los trobojos en tiempo 
y coste ôptimo de carâcter indicative, asi como la clasificaciôn que con 
orreglo al Registre debe ostentor el empresorio para ajustorlo.
2. Los documentes que seen necesorios para promover las auto- 
rizaciones o concesiones administrativas que sean previas a la ejecuciôn.
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3. Cuando las obras hayan de ser objeto de explotociôn retri—  
buido se ocompoRorân los estudios econômicos y adninistrotivos sobre ré- 
gimen de utilizacién y tarifas que hayan de oplicarse.
A continuacién el RCE contiene normas detalladas sobre estos - 
documentes del proyecto, de las que interesa destacor en este memento —  
oquellos que se refieren especialmente a la realizacién de la obra, pues 
las referentes a la valoraciôn de la obra (presupuesto y precios), las - 
estudiaremos al ocuparnos de la obligaciôn de page de la Administraciôn.
a ) Memorio del Proyecto.- En primer lugar se refiere el artic£ 
le 64 RCE a la Memorio para seRolor que serôn foctores o considérer en - 
la misme los econômicos, sociales administrativos y estéticos, asi como 
las justificaciones de la soluciôn adoptada en sus aspectos técnico y —  
econômico y de las caracteristicas de todas y code une de las obras pro- 
yectadas. Se indicerôn con elle los dotos previos, métodos de côlculo y 
ensoyos efectuodos, cuyos detolles y desorrollo se incluirôn en anejos - 
seporodos. Tembién figurerôn en otros anejos; el estudio de los moterio- 
les o empleor y los ensoyos reolizodos con los mismos, la justificaciôn 
del calcule de los precios odoptodos, les bases fi jades para la volera—  
ciôn de las unidades de obra y de las partidas alzadas propuestas y el - 
presupuesto pore conocimiento de la Administraciôn obtenido por la suma 
de los gestes correspondientes ol estudio y eloborociôn del Proyecto, iji 
cluse honororios reglomentorios, cuando procedon, del presupuesto de las 
obras y del importe prévisible de les expropiociones necesarias y de re£ 
tablecimiento de servicios y servidumbres afectados en su caso. Iguolmeji 
te, en dicho Memorio figurera la manifesteciôn expresa y justificada de 
que el Proyecto comprende une obra compléta o fraccionada, segun el caso, 
en el sentido exigido por el articulo 58 RCE o en el permitido por el —  
articulo 59 RCE referente o obras fraccionadas. Si se trata de un ante—
° ™
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proyecto tombién se hoce constor esta circunstancia.
En fase de ejecuciôn de la obra, la Memoria se convierte a ve- 
ces en un documento conflictivo, pues bay casos en que la Administraciôn 
pretende ignorer su propio volor, con el argumente que porece ofrecer el 
ortjojlo 82 RCE, que no menciono la Memoria entre los documentes que obl^ 
gotoriomente bon de tener carâcter contractuel, como son los pianos, el 
pliego de prescripciones técnices y los cuodros de precios. Sin embargo, 
no puede ofrecer dudos que la Memoria es un documento que necesoriomente 
forma parte del proyecto y que éste, en su conjunto, quede integrado en 
el contrato por la referenda que al mismo bacen las partes. La jurispr£ 
dencia ( lô ) ba reconocido el volor de la Memoria como documento del pr£ 
yecto pore oyudor a conocer la verdadera voluntod de las partes.
b ) Los pianos del Proyecto.- Respecto a los pianos yo bemos —
visto que segun el articulo 63 RCE son de dos tipos; de con junto y de dje 
telle, con la finalidad primordial de que la obra quede perfectomente djs 
finida, pero el articulo 65 RCE anode que los pianos deberân ser lo su—  
ficientemente descriptives pore que puede deducirse de ellos las medici£ 
nés que sirvan de base para las valoraciones pertinentes, y que babrân - 
de servir para la exacte realizaciôn de la obra, a cuyos efectos deberâ 
poderse deducir tembién de éllos, los pianos de ejecuciôn en obra o en - 
taller. Por tanto, estos ultimos pianos ounque son eloborodos en el cur- 
so de lo obra, son un desorrollo de los del Proyecto quedondo incorporo- 
dos o él.
El PCAG no dedico ninguno clâusulo o los pianos, omisiôn crit^
cable ya que en él deberian baberse establecido algunas normas sobre as­
pectos comunes a todas las obras. Asi babria sido conveniente une regul£ 
ciôn sobre la identificaciôn o registre de pianos, pues en el curso de - 
la obra se produce un gran movimiento de estos documentes grâficos, con
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la particularidad de que las deficiencias en la definiciôn de no pocos -
proyectos, es suplido por el controtisto, que coloboro con sus oficinos
técnicos y do lugar a una produccién de pianos que en olgunos casos pue­
de ser obundonte. Tombién deberia baberse establecido la obligaciôn de -
que al término de la obra se formasen una o varias colecciones con los -
pianos que definitivomente boyon servido para la ejecuciôn de los trobo- 
jos; de este modo se dispondrio de dotos técnicos fiables para resolver 
los problèmes técnicos que en el futuro pudieron surgir;y todo ello con - 
independencio de la importancia de estos documentos cuando se susciton - 
cuestiones de responsobilidod. Sin embargo, el PCAG nodo bo previsto so­
bre esta u otros cuestiones.
C) El Pliego de prescripciones técnicos porticulores.- Dentro 
del Proyecto, este documento cumple una funciôn claramente normative. El 
articulo 66 RCE détermina el contenido del Pliego de prescripciones téc- 
nicos porticulores "a los efectos de regular la ejecuciôn de las obras". 
Sin embargo, este efecto regulodor no es privative del pliego, pues oun- 
que con representociones grâficos que no son palabras, tombién los pianos 
indicon cômo debe bocerse la obra. Se trata, por tanto, de un documento 
del proyecto que complemento los pianos regulondo cuando roenos los si- - 
guientes extremes:
o) Los caracteristicas que ban de reunir los moterioles a em-
pleor.
b) La indicociôn de lo procedencia de los moterioles noturoles, 
si se juzga oportuna y eso procedencia define las caracteristicas de los 
mismos.
c) Los ensoyos o que deben soroeterse para comprobaciôn de las
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condiciones que Han de cunplir.
d) Las normas para la elaboracl6n de las distintas unidades.
e) Las instalaciones que hayan de exigirse.
f) Las precauciones que deben adoptarse durante la construcciôn.
g) Los formas de mediciôn y valoraciôn de las distintas unida­
des de obras y las de abono de las partidas alzadas.
h) El plazo de garantie.
i) Normas y pruebas positivas para las recepciones.
Todo este contenido del pliego puede quedor desorrollodo expi£ 
somente en él o por referencio a los pliegos de prescripciones técnicos 
générales que resulten de aplicaciôn, pues los orticulos 17 LCE y 39 RCE 
prevén que el Gobierno podro estoblecer, previo informe de la Junta Con­
sultive de Contrataciôn Administrative, los pliegos de prescripciones —  
técnicos générales a que baya de ajustarse la prestaciôn a controtor —  
por la Administraciôn.
Por ultimo, el articulo 66 RCE siento la norme de que "en ningûn
caso contendrôn estos pliegos declorociones o clôusulos de carâcter eco­
nômico que debon figurer en el pliego de clôusulos administratives", co­
mo serion el régimen de pogo, la revisiôn de precios, etc. Esta disposi- 
ciôn ta jante contrasta con la prâctica, pues no es roro encontror clâus£ 
las econômicos en el pliego de prescripciones técnicos. Y ello no sôlo - 
porque tompoco se précisa qué se entiende por clâusulo de carâcter econô 
mico, sino porque se utilizon rutinoriomente pliegos tipo que no se - —
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revisan y que pueden inourrir en lo prohibiciôn legal. Con todo, un - - 
pliego que controvengo la normo que comentomos séria onuloble sôlo en la 
porte del mismo ofectodo y toi onulociôn no podro oponerse por la Admi—  
nistrociôn al controtisto por ser ello cousante del vicio (articulo 115 
LPA), asi lo tiene declorodo la STS de 29 de obril de 1980.
2. Proyectos de obras de reparaciones menores y de conserva—  
ciôn o mantenimiento.- Lôgicomente la documentociôn de estos Proyectos - 
se reduce, dodo la finalidad de estas obras. El articulo 70 RCE dispone 
que "en los proyectos de obras que tengon la considerociôn de reparacio­
nes menores, podron reducirse en extensiôn los documentos seRolodos en - 
el articulo 63 e incluso suprimirse olguno de ellos, siempre que los re£ 
tantes sean suficientes para définir, ejecutar y valorar las obras que - 
comprende. En todo caso, deberâ figurer el presupuesto de los obras que 
serâ el ônico documento exigible cuando se trote de obras inferiores a - 
500.000 pesetas. Esta cifra podrâ ser modificada por ocuerdo del Conse—  
jo de Ministres".
Por lo que se refiere o las obras de conservaciôn, el articulo 
71 RCE dice que serân objeto de proyectos o presupuestos onâlogos o los 
de los reparaciones menores, excepte en los casos en que por sus caract£ 
risticos especioles no sean susceptibles de integrarse en un Proyecto o 
en un presupuesto y hayon, por tonte, de ser ejecutodos directomente por 
la Administraciôn con cargo o la consignaciôn librada periôdicamente pa­
ra estos fines.
3. Proyectos y onteproyectos eloborodos por el controtisto.- 
Existen casos en que la ejecuciôn de la obra se hace de ocuerdo con el - 
Proyecto que ho eloborodo el propio controtisto, que por consiguiente o^ 
quiere une responsobilidod adicional por sus eventuoles vicies o defac­
tes.
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El controtisto puede ser el outor del Proyecto cuando se troto 
de un concurso de proyecto y obra o de un concurso de anteproyecto y - - 
obra ( 17). El articulo 113 RCE dice que "se celebroron medionte concur­
so los controtos que se refieron o la ejecuciôn de obras cuyos proyectos 
o prescripciones técnicos no hayon podido ser establecidas previamente - 
por la Administraciôn y cuyos onteproyectos debon presentar los licitodo 
res".
En los casos en que el controtisto hubiera de presentar el pr£ 
yecto de la obra, la Administraciôn podrô limitarse a redactor las bases 
técnicos a que la mismo hayon de sujetarse (articulo 63 RCE).
Cuando el contrato se refiere o una obra definido en un ante—  
proyecto, éste deberâ ser convertido posteriormente en Proyecto, para lo 
cuol, y a efectos tombién de la propuesta de gasto, el articulo 61 RCE - 
determine que el anteproyecto comprende:
19.- Una Memoria en la que se expondrân las necesidades a sa—  
tisfacer, los foctores sociales, técnicos, econômicos y administrativos 
que se tienen en cuento para plantear el problème a resolver y la justi­
ficaciôn de la soluciôn que se propone desde los puntos de visto técnico 
y econômico, asi como los dotos y câlculos bâsicos correspondientes. Tarn 
bién se justificorân los precios descompuestos odoptodos.
Figurerôn en dicho Memoria la manifesteciôn expresa y justifi­
cada de que el anteproyecto comprende une obra compléta en el sentido —  
exigido por el articulo 85 RCE.
29.- Los pianos de situociôn générales y de conjunto, neceso—  
rios para la definiciôn de la obra en sus aspectos esencioles y para ba-
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sar en los mismos los mediciones suficientes para la confeccién del pro­
yecto.
39.- Un presupuesto formodo por un estado de mediciones de el£ 
roentos compuestos, especificondo claramente el contenido de coda uno de 
ellos; un cuodro de los precios odoptodos para los diferentes elementos 
compuestos y el correspondiente resumen o presupuesto general que corn- - 
prenda todos los gostos, incluso de expropiociôn, o reolizor por la Adm£ 
nistrociôn.
49.- Un estudio relotivo o la descomposiciôn del anteproyecto 
en proyectos porcioles, con seRolomiento de les frocciones del presupue^ 
to que corresponderôn o coda uno y de los étapes y plazos previstos para 
la elaboraciôn, contrataciôn y ejecuciôn de los mismos.
59.- Cuando la obra baya de ser objeto de explotociôn rétribuai 
do sera necesario acompoRor, asimismo, los estudios relotivos ol régimen 
de utilizociôn y posibles futures tarifas.
La contrataciôn de obras definidas por un anteproyecto sôlo p£ 
dro tener lugar en las condiciones contemplodos en el apartado 2 del ar­
ticule 113 RCE y, excepcionolmente, por el sistemo de administraciôn.
V.- UriLIDAD E INTEGRIDAD DE LA OBRA.-
E1 controtisto es deudor de un resultado final o total y no de 
un resultado porciol o de une simple octividod. El controtisto sôlo se - 
libéra ejecutando une obra compléta, lo cuol tiene importantes matizaci£ 
nés en el c.o.p. En el contrato civil de obra es muy posible que varies 
contratistas realicen de manera concurrente o sucesivo partes de una mi£
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mo obra, por lo que coda una de esas partes pueden constituir, sin embo£ 
go, el resultado final prometido en coda contrato, y esto puede obedecer 
0 criterios tanto técnicos como de mere conveniencio del comitente o du£ 
Ro de lo obra. En cambio, en el c.o.p. el resultado final que ha de al—  
canzor el controtisto al ejecutar la obra se define en relaciôn al servi 
cio o uso pùblico ol que esté destinodo la obra. Por ello los proyectos 
deben referirse, necesoriomente, a obras complétas y como taies se defi­
nen las susceptibles de ser entregadas al uso general o al servicio - —  
correspondiente, sin perjuicio de las ulteriores ampliaciones de que po£ 
teriormente puedan ser objeto, y comprenderan todos y coda uno de los —  
elementos que sean precisos para la utilizacién de la obra. Cuando el —  
proyecto se refiere o obras de reforma, reparaciôn o conservaciôn, sôlo 
son complétas cuando comprenden todos las necesidades para lograr el fin 
propuesto (articules21 LCE y 58 RCE, pôrrafo 19 y 39).
Si la obra no es compléta en el sentido indicodo no puede ser 
contratado por la Administraciôn, pero este fundamental requisite tom- - 
bién despliego su eficocio durante la ejecuciôn porque, como veremos ol 
trotor de la modificaciôn del Proyecto, ni la Administraciôn ni el con—  
trotisto pueden consentir en que la ejecuciôn no llegue o obtener uno —  
obra que no sirvo para el uso o servicio inicielmente previsto.
Con carâcter excepcional se admite que varias partes de une —  
obra pueden ser objeto de proyecto independiente si se don en ésto los - 
requisitos que exigen los orticulos 21 LCE y 59 RCE: a) que les partes - 
de obra sean susceptibles de utilizacién independiente en el sentido del 
uso general o del servicio; b) que puedan ser sustancialmente definidas 
y procéda autorizaciôn administrativa que funde la conveniencio del frajc 
cionamiento, correspondiendo concéder esc autorizaciôn al Jefe del Depor 
tamento o autoridad en quien haya expresamente delegado eso facultad. —
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Adenâs, la autorizaciôn ha de ser motivada, lo que restringe la discre—  
cionalidad y facilita la fiscalizaciôn administrativa y jurisdiccional - 
del fraccionamiento autorizado.
El requisite de la ejecuciôn de una obra compléta puede no euro 
plirse no sôlo por defecto, sino por exceso, esto es, cuando en lugar de 
fraccionazse la obra, se la integra con elementos que deben ser objeto - 
de prestociones propios de uno comprovento o un suministro. Por ello, el 
articulo 58 RCE, pôrrafo segundo, outorizo sôlo en los proyectos de edif^ 
cios que se comprendon bienes de equipo que debon ser empleados en ellos 
medionte instalaciones fijos, siempre que constituyon complemento natural 
de la obra y su volor supongo un reducido porcentoje en relaciôn con el 
presupuesto total del proyecto. De todos modos, porece excesivo que sôlo 
se hogo referenda a edificios, pues en otros obras pôblicas puede ser - 
tombién necesario incorporor bienes de equipo o cuyo suministro se le po 
drio oplicor sin dificultod esas coutelas. Lo que si porece claro es que 
el articulo 58 RCE excluye del c.o.p. uno modolidod muy extendido en el 
sector industrial, como es la ejecuciôn de plantas "Have en mono", en 
donde se combinon prestociones del contrato de obra para reolizor la liai 
modo obra civil, con otros propios de la comprovento o suministro de los 
equipos e instalaciones, seo en forma simple o con la obligaciôn de reoH 
zar su monta je, lo que tombién puede implicar obligaciones de resultado.
VI.- COMPLEJIDAD DE LA OBRA.-
Cuondo ofirmomos ohoro que la obra es compleja nos referimos - 
no tanto a su resultado final como ol hecho de que su ejecuciôn comporta 
la realizaciôn de actos de diverse naturaleza. Una obra ounque seo muy - 
sencilla técnicamente oblige al contratista a reolizor diverses operoci£ 
nés, por lo que mas que la obra en si es la obligaciôn de reolizorla la
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que reviste esa complejidad ( 18 ). Ciertamente esa diverse actividad no 
do lugar a obligaciones outônomos o independientes de la obligaciôn tip^ 
ce a cargo del contratista, cuel es la realizaciôn de la obra, pero en - 
la practice se pueden desgranar une serie de actos de muy distinta natu­
raleza que se encaminan a obtener el resultado final.
No existe une regulociôn general de las nuroerosas prestaciones 
a que se ve obligado el contratista para realizar la obra, pero en el —  
pliego de prescripciones técnicos de cualquier obra se pueden encontror 
facilmente ejemplos de las mismos. De todos modos existe olgun precepto 
reglomentorio que dejo entrever cuonto venimos seRolondo, como ocurre —  
con el articulo 67 RCE que enumero olgunos prestaciones indispensables - 
para reolizor la obra al mencionar los llomodos costes indirectos que se 
tomon en considerociôn para el côlculo de los precios unitorios. Alli se 
mencionon la instalociôn de oficinos a pié de obra, las comunicaciones, 
la edificaciôn de almacenes, talleres, pabellones temporales para obre—  
ros, laboratorios, etc. Por el contrario, y como ya sobemos, no es de —  
cargo del contratista, oquellos prestaciones que son un presupuesto de - 
la ejecuciôn y no porte de ello, como sucede con los terrenos que son n£ 
cesorios para las obras, que bon de ser expropiados u ocupados temporal- 
mente por la Administraciôn (clôusulos 30 y 31 PCAG).
VII.- LA OBLIGACION DE APORTAR MATERlALES.-
E1 contratista estô obligado o suministror los moterioles necje 
sarios para la realizaciôn de la obra. Esta obligaciôn estô implicite o 
es consecuencia de la obligaciôn de reolizor la obra prometido. Los mot£ 
riales, como taies, no son objeto del c.o.p., pues el verdodero objeto - 
es el resultado final que se obtiene al reolizor la obra compléta (19 ).
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INo existe, pues, uno regulociôn outônomo de esta obligaciôn, que desto—  
que de la obligaciôn principal de ejecuciôn. Los normas regulodoros del 
c.o.p. se ocupon môs que de la obligaciôn de suministror moterioles, de 
ciertos contrôles sobre los mismos que tienden o oseguror la consecuciôn 
del resultado final.
Esta obligaciôn del contratista puede quedor reducido o inclu­
so desoporecer en dos casos. El primero se do cuando es la Administraciôn 
quien oporto total o porciolmente los moterioles, las instalaciones u —  
otros medios destinodos a la ejecuciôn de las obras, hipôtesis que admi­
te el articulo 55 RCE. El segundo caso se produce cuando la mismo notur£ 
lezo de la obra excluye la oportaciôn de moterioles como puede ocurrir - 
con las obras de excovaciôn, movimiento de tierros, drogodo de un puerto 
etc. Con todo, lo normal sera que el controtisto debo oportor o suminis- 
tror los moterioles necesorios para reolizor la obra objeto del contrato.
VIII.- EL CONCERTO DE MATERlALES.-
No existe uno definiciôn legal de moterioles, lo cuol es muy 
comprensible, pues por fuerzo hobrio tenido que ser muy genérico y, por 
tanto, de escoso utilidod. Reolmente se puede decir que material es to­
do oquello que seo susceptible de integrarse en la obra en ejecuciôn para 
hocer a esta viable y util, o si se quiere concretor olgo môs, se puede 
decir que son moterioles todos oquellos bienes que constituyen moterios 
primas o semieloborodos que pueden empleorse en la obra quedondo integi£ 
dos en éllo (20 ).
Todavia cobrio onodir que esta idea de los moterioles se ara- - 
plia a efectos del c.o.p. porque coda dio es môs frecuente el uso de el£ 
mentos prefobricodos, esto es, de bienes ocobodos que se ocoplon o ensom
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blon en la obra.
Los moterioles se distinguen de los llomodos medios de obra, - 
es decir, de todos los instrumentos y equipos, desde la mas sencilla - - 
herromienta hasta la moquino mas compleja, que utilize el controtisto en 
la realizaciôn de la obra. E iguolmente no son moterioles las obras proyi 
sionoles, esto es, oquellos de carâcter occesorio que se construyen para 
hocer posible la realizaciôn de la obra (almacenes, oficinos, cominos de 
occeso, etc.) que tombién se distinguen de los medios de obra porque - 
suelen tener carâcter inmobiliorio y ounque sean mobiliorios se reolizon 
especialmente en funciôn de la obra a la qué sirven.
IX.- LA DETERMINACION DE LOS MATERIALES.-
Existen normas administrativos (verdoderos reglomentos), que r£ 
gulon la colidod o composiciôn de ciertos moterioles que suelen consti—  
tuir el soporte o estructura de cualquier obra de ingenierio o orquitec- 
turo. Son normas de contenido tecnolôgico que se imponen o los partes no 
por vio de pocto sino como norme imperative que no se puede desconocer. 
Asi, la clâusulo 39 PCAG dice que los moterioles utilizodos en la obra - 
deben ajustorse a las instrucciones y normas promulgodos por la Adminis­
traciôn que versen sobre condiciones générales y homologociôn de materi£ 
les, sin perjuicio de les especificos que el correspondiente pliego pue- 
do estoblecer ( 21).
Desde une considerociôn puromente contractual, la cuestiôn que 
interesa destacor es la de la determinociôn de los moterioles que hon de 
oportorse a la obra. Los Pliegos de prescripciones técnicos indicon cômo 
hm de elobororse determinodos unidades de obra y cômo se integron los m£ 
terioles en éllo, seRolondo las caracteristicas que hon de tener para —
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que puedan utilizarse y, con carâcter general se exige que los moterioles 
sean de bueno colidod. Lôgicomente cuando un pliego silencio el procedi- 
ffliento de elaboraciôn de uno unidod de obra o quô caracteristicas tecni- 
cos debe reunir un determinodo material, el contratista deberâ empleorlo 
de ocuerdo con el buen arte de construir, lo cuol es consecuencia del e£ 
peciol deber de diligencia que tiene como perito en su profesiôn (spon—  
det peritioffl ortis). Mas, en cualquier caso, nunco se produce uno espec^ 
ficociôn en sentido juridico, porque el contratista oporto moterioles —  
que,sdbsBtodo, son juridicomente cosos genéricos, esto es, cosos que se 
determinon por el género o tipo a que pertenecen. Tombién pueden consid£ 
rorse como cosos fungibles, ounque el concepto de fungibilidod no se di£ 
tingue a veces del de coso genérico. La fungibilidod hace referencio a - 
la cuolidod de oquellos bienes que se determinon por su peso, nômero o - 
medida o, ocoso con mayor exoctitud, se hace olusiôn a la sustitutibili- 
dod de determinodos bienes o cosos en el trâfico juridico.
La importancia de colificor los moterioles como cosos genéri—  
cas estribo en la aplicaciôn a los mismos de la régla de que el género - 
nunco perece (genus numquom périt), de modo que el contratista no se ex£ 
me de la obligaciôn de oportorlos si se deterioron o desoporecen. En corn 
bio, si por pocto se détermina un material especifico, su pérdido o detjs 
rioro, liberon al contratista de su obligaciôn de sustituirlo.
El PCAG porte de la naturaleza de coso genérico que tiene por 
principio todo material seo natural o industrial.
1. Moterioles noturoles.- Respecto o ellos la clâusulo 34 - - 
PCAG (pârrofo primero) régula su procedencia como medio de determinociôn, 
y siento como primera régla la de que el contratista tiene libertod para 
obtener los moterioles noturoles que las obras precisen de los puntos —
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que tenga por conveniente, siempre que los mismos reunon los condiciones 
exigidos en el pliego de prescripciones técnicos del contrato. Ahoro - - 
bien, es posible que el contrato estoblezco uno procedencia concreto, en 
cuyo caso se do un supuesto de coso de género delimitodo (22 ), quedondo 
obligado el contratista a usor el material osl determinodo (la piedro de 
la contera x, por ejemplo). Mas si por motivos ojenos a él, no puede ob- 
tenerse el material, seré necesario un ocuerdo con la Administraciôn so­
bre el material que lo sustituya. La clâusulo 34, en su pârrofo segundo, 
prevé el caso de que la Administraciôn haya establecido uno concrete pro 
cedencio de un material natural en el pliego de prescripciones técnicos 
(23 ) y, posteriormente, fuese imprescindible, o su juicio, combior - —  
oquel origen o procedencia, en cuyo caso hoy que ester a lo dispuesto en 
el articulo 150 RCE, es decir, debe estoblecerse un nuevo precio contro- 
dictoriomente; si no se logro ocuerdo, el contratista quedorâ liberodo - 
de la obligaciôn de oportor el material que debe sustituir al primitive. 
A nuestro juicio, idéntico régla tiene que oplicarse cuando no seo posi­
ble utilizer el material determinodo por su procedencia cuando, por - —  
ejemplo, exista une expropiociôn del terrene donde se extroigo, o si se 
troto de un bien privodo de su légitimé dueRo no outorizo, por la rozôn 
que fuere, el aprovechomiento o, en general, cuando por couses ojenos al 
contratista éste no puede obtener el material del lugar de procedencia - 
previsto en el contrato.
Cuando se trote de moterioles que proceden de terrenos del Es­
tado o de las Corporociones Locales, se le reconocen ciertos derechos ol 
contratista ya referidos al estudior las operociones preporotorias de la 
obra (vid. copitulo primero, pôg. 97 y ss).
2. Moterioles industriales.- La determinociôn de éstos se rea­
lize, segun la clâusulo 37 PCAG, por sus cuolidodes y caracteristicas, -
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sin poder hocer referencio o morcos, modèles o denominociones especifi­
cos. No es posible, pues, individuolizor un moteriol de modo que consti- 
tuyo coso especifico, y ello porque su desoporicién o menoscabo redundo- 
rio en perjuicio de la Administraciôn al quedor liberodo el contratista 
de su obligaciôn de oportcrlo en caso de pérdido. Ademôs, en este tipo - 
de moterioles o productos industriales, la determinociôn por medio de —  
una marco registrado, dorio lugar a situociones de monopolio que viola—  
rion el principio de libre concurrencio que domina en la contrataciôn a^ 
ministrotivo, como garantie para la obtenciôn de prestaciones de môs co- 
lidod y mejor precio como réclama el interés pôblico. Por ello, la mis—  
ma clâusulo 37 PCAG considéra por no puesto en el contrato la clàusula - 
que individualice un producto por su marco comercial, pues dispone que - 
si en los documentos controctuoles figurose olguno marco de un producto 
industrial para distinguir éste, se entenderô que toi menciôn se constr^ 
Re a las cuolidodes y caracteristicas de dicho producto, pudiendo el co£ 
trotisto utilizor productos de obra marco o modelo que tenga las mismos.
3. Moterioles procédantes del propio emplozomiento de la obro.- 
En este caso la procedencia no condiciono la determinociôn del material 
o producto que deben empleorse, pues sin perder su condiciôn genérico lo 
que se le concede ol contratista es el derecho a utilizer oquéllos que 
resultan de excovociones, demoliciones, o tolas, con la obligaciôn, por 
su porte, en cuonto o los que no utilice, de ocopiorlos en los puntos y 
forma que ordene la Direccién, si pueden ser oprovechodos en cualquier 
otro obra del Estado y obonôndole la Administraciôn los gostos suplemejn 
torios de transporte, vigiloncio y olmocenamiento. En cualquier otro C£ 
so y previo autorizaciôn por escrito del Director, el contratista puede 
disponer libremente de estos moterioles o productos (clâusulo 36 PCAG).
X.- PROCEDENCIA NACIONAL DE LOS MATERIALES.-
Lo ejecuciôn de obras para la Administraciôn Pôblico do - - -
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lugar a un ingente movimiento de medios y recursos, pues no en bolde, la 
industria de la construcciôn es la que mas ampliamente se relaciona con 
los distintos sectores econômicos del pois. No es de extroRor por tanto 
que las normas de contrataciôn administratives se hagan eco de aquellas 
otras normas con los que la Administraciôn ha venido a ordenar y proté­
ger, de modo global, la industria, con un mayor o menor ocento interven- 
cionisto segôn la coyuntura econômico de coda momento.
La clâusulo 17 PCAG dice que "el contratista estâ obligado ol 
cumplimiento de todos las disposiciones vigentes en materia de ordeno- - 
ciôn y defense de la industria nocionol" Como en otros ocosiones, el - - 
PCAG octâo como recordotorio de disposiciones légales de inexcusable cum 
plimiento pore el contratista.
En lo que concierne al c.o.p. les disposiciones aludidos son 
les de los orticulos 10 y 11 de la Ley de Ordenociôn y Defense de la in­
dustria nocionol de 24 de noviembre de 1.939, cuyo vigencio ho recordodo 
en distintas ocosiones la Junte Consultive de Contrataciôn Administrati­
va (informe num. 10, de 3 de julio de 1.970), pero que creemos condeno—  
dos 0 une pronto derogociôn.
El articulo 10 de la Ley de 24 de noviembre de 1939 dice que - 
"en todos las obras, instalaciones, servicios y odquisiciones en general, 
de cualquier close, que se realicen con fondos procedentes del Estado, - 
la Provincio, de los Municipios, de los Orgonismos y Delegociones del Mo 
vimiento, de los Monopolios, de los Empresos concesionorios de servicios 
pôblicos o que disfruten de bénéficié o protecciôn en cualquier forma o^ 
ministrotivo, econômico o finonciero, se empleorân exclusivomente orticjj 
los de fobricaciôn espoRolo, justificada con el correspondiente certifi- 
codo de productor nocionol que lo otorgorâ el Ministerio de Industria y 
Cornercio". Con independencio de los combios importantes en los entes que
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este precepto menciono, conviene llomor la otenciôn sobre la referenda 
al empleo exclusive de articules nocionoles. Al ser une norme, que por 
la feche en que vi6 la luz tiene un évidente sentido intervencionisto, - 
considérâmes que debe ser interpretodo restrictivomente, por lo que la - 
expresiôn "articules" que utilize la Ley debe entenderse équivalente a - 
productos fobricodos, eloborodos o manufocturodos, susceptibles de ser - 
incorporodos a los que técnicamente suelen denominorse obras civiles o - 
de edificaciôn, o de odherirse a éllos, como sucede con los bienes de —  
equipo para las instalaciones que las soporton. En cambio, no porece se 
puedo extender la nociôn "de articules de fobricaciôn esponolo", o lo —  
que son medios o instrumentos de los que se vole el contratista para ejje 
cutor las obras, pero que no se ogregon ni afectan a éllos de un modo —  
permanente, toi ocurre, por poner un ejemplo, con los equipos de moquino^ 
riti de todo indole que el contratista utilizo, y en general con los llo- 
mddos medios de obra.
Para gorontizor el troto de fovor dispensodo o los orticulos - 
de fobricaciôn nocionol, el articulo 11 de la Ley dice que "en todos las 
concesiones, controtos, pliegos de condiciones y pedidos que se formulen 
por las Corporociones, Entidodes, Organismes ÿ Empresos comprendidos en 
el articulo anterior, se fijorâ, de monero expresa, la obligaciôn de cum 
plir lo preceptuodo en el mismo".
Solomente en virtud de orden especial del Ministerio de Indus­
tria y Energio y previo informe de los servicios técnicos correspondien­
tes se pueden outorizor odquisiciones en la industria extronjero para su 
empleo de los obras finonciodas con fondos pôblicos, cuando se dé olguno 
de los cosos que indice el articulo 10 de la Ley de 1939.
19.- Imperfecciôn del producto nocionol, para finalidad deter-
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minada, taxaiivomente declorodo después de efectuor los onâlisis, enso—  
yos o pruebas procedentes o peticiôn de porte interesodo.
2@.- Por reconocido urgencio que no puedo satisfacer la indus­
tria espoRolo, siempre que se demuestre por el orgonismo o entidod inte- 
resodo en la odquisiciôn, que no ho sido posible prever con la indispen­
sable ontelaciôn toi necesidod, ni que puede ser sustituido el producto 
por otro similar de mas râpido odquisiciôn en la industria nocionol.
39.- Por no existir la producciôn nocionol respectivo, no tol£ 
rôndose que ol omporo de esta excepciôn puedan estoblecer condiciones de 
concurso, orbitrorios, coprichosos o excesivomente déterminantes que pu£ 
don excluir injustomente el producto nocionol.
La observociôn de estos preceptos no sôlo ofecto ol momento de 
proponer y celebror el contrato, pues tombién durante la realizaciôn de 
la obra se tendrô que procurer su cumplimiento, como asi lo ho seRolodo 
la Junto Consultivo de Contrataciôn Administrativa (24 ).
XI.- CONSERVACION DE MATERIALES A PIE DE OBRA.-
Como el contratista sôlo estô obligado frente o la Administra­
ciôn a reolizor la obra, se comprende facilmente que esta ultimo seo a)£ 
no a la suerte que puedan correr los moterioles hasta el momento en que 
se incorporen o integren en ello. Sin embargo, existe un determinodo —  
periodo de tiempo, en el que los moterioles todavia no empleados o cons£ 
midos en la obra, ofrecen un especial interés desde el punto de visto jju 
ridico. Nos referimos ol tiempo que transcurre desde que se introducen - 
en el emplozomiento de la obra hasta su utilizociôn para reolizor la —  
unidod o porte de obra a que estôn destinodos. La prâctica profesionol -
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utilizo la expresiôn "a pie de obra" para referirse al estado en que se 
encuentren los moterioles ya introducidos en lugar de los trobojos pero 
todavia no empleados.
Como yo sobemos, el material que ocopio el contratista a pie - 
de obra puede serle obonodo (articulo 143 RCE y clâusulo 54 PCAG). Pero 
ohoro nos hemos de referir al deber de conservaciôn respecto de los mot£ 
riales introducidos en obra, deber que noce por el hecho de encontrorse 
en eso situociôn fôctico, en cuonto permite a la Administraciôn ejercer 
un control preventivo sobre ellos. Con esta indudoble finalidad, la clÔ£ 
sulo 40 PCAG impone ol contratista el deber de instolor en la obra y por 
su cuento los almacenes precisos para la conservaciôn de los moterioles, 
evitondo su destrucciôn o deterioro y siguiendo, en su caso, las instru£ 
clones que o toi efecto recibo de la Direcciôn.
El olmacenamiento de moterioles y en general el depôsito de —  
los mismos en el lugar de la obra, no significo que la Administraciôn —  
los hogo suyos, pues el contratista sigue siendo propietorio de los mis­
mos hasta que se incorporon a la obra. El control de la Direcciôn sobre 
el estado de conservaciôn de los moterioles a pie de obra no se puede —  
troducir juridicomente por recibo o oceptociôn, sino simplemente por os£ 
guromiento de que el contratista empleorâ moterioles idôneos, sin poner 
en peligro la marcha normal de los trobojos ni el resultado final. Es, - 
pues, évidente, que si pese a ese control de la Direcciôn, los moterio—  
les desoporecen o deterioron, el contratista debe reponerlos por ser bi£ 
nés fungibles o sustituibles por definiciôn.
En cambio la obligaciôn de conservaciôn tiene un significodo - 
especial cuando se troto de moterioles suministrodos por la Administra­
ciôn, pues entonces el articulo 135 RCE, considéra que se constituyen en
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depôsito desde el momento de lo entrego, siendo el controtisto responsa­
ble de su custodio y conservaciôn hasta tanto seo la obra recibido pro—  
visionolmente y sin perjuicio de que el ôrgono de contrataciôn puedo fi- 
jor en el pliego de clousulos administratives porticulores las gorontios 
que estime pertinentes. Sobre este precepto conviene hocer olgunos obse£ 
vociones. En primer lugar, la obligaciôn de conservaciôn o custodio es la 
propio de la situociôn juridico de depôsito en que se constituyen los m£ 
terioles. Hoblomos de situociôn juridico porque no es que exista un con­
trato de depôsito entre la Administraciôn y el controtisto, al que le s£ 
rion de aplicaciôn las correspondientes normas del CC (articulo 17ô6, —  
principolmente). Nos encontromos môs bien ante un caso de depôsito nece­
sario previsto en el articulo 1781, 19 CC, pues se hace en cumplimiento 
de uno obligaciôn legal. En segundo lugar, no se comprende porquô ho de 
perduror la obligaciôn de custodio hasta la recepciôn provisional de la 
obra. En bueno lôgico el deber de custodior el material concluye con el 
empleo o incorporociôn o la obra, pues es cuando oquél pierde su indivi- 
duolidod y no cobe pensai que la obra tombién se constituye en depôsito. 
Pensomos que se troto de un "lapsus" del legislodor que pensobo no en —  
los moterioles que se empleon o consumen en la obra, sino en los medios 
de obra que son tombién muebles pero recuperobles. Por ôltimo, la const£ 
tuciôn de los moterioles en depôsito necesario, puede dor lugar a la re£ 
ponsobilidod civil e incluso o la penal si concurren los elementos cons- 
titutivos de la opropiaciôn indebido (articulo 535 CP).
XII.- VERIFICACION CUALITATIVA, ACEPTACION Y RECUSACION DE MATERIALES.-
1. La verificociôn de los moterioles.- Comprende todos oque—  
lias operociones que hon de realizarse para comprobor que la identidod, 
colidod o idoneidod de los mismos son los establecidas en el pliego de - 
prescripciones técnicos porticulores. Necesoriomente este pliego ho de -
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especificar las coracterlsticas que han de reunir los noteriales a em- 
plear y, en su caso, los ensoyos a que deben soneterse para conprobacidn 
de las condiciones que deben cunplir ( articule 66 RCE )•
La verificaci6n es una cbligaci6n de la Administraci6n que es - 
consecuencia de su poder de control, pues como ya sobemos "incumbe a la 
Administraci6n ejercer de monero continuoda y directa, la inspecci6n de 
la obro durante su e{ecuci6n" (cl6usulo 21 PCAG), Ese control innedioto 
y directe es, pues, el que le inpone la obligaci6n de verificor los mo- 
terioles. En combio, para el controtisto no constituye una outéntico —  
obligoci6n, sino simpleroente el deber de soportor la verificaci6n que - 
efectôo la Administroci6n. Asi hoy que entender la cl6usulo 41 PCAG cuoni 
do dice: "el controtisto s61o puede empleor los noteriales en la obro 
previo examen y oceptocidn por la Direcci6n en los términos y forma que 
6sto seMole para el correcte cumplimiento de las condiciones convenidos"•
Técnicomente, la verificoci6n consiste en ensoyos, onâlisis, —  
contrôles, etc., en laboratories o en lugores de procedencio (conteras, 
por ejemplo), o en el examen de la documentaci6n que acredite las cir-- 
cunstoncios que se tienen que verificor (certificodos de origen, etc.). 
La clâusulo 38 PCAG dice que "la Direcciôn puede ordenor que se verifi- 
quen los ensoyos y onélisis de noteriales y unidodes de obro que en coda 
caso resulten pertinentes. La mismo Direcci6n fijorâ el nümero, forma y 
dimensidn y dem6s coracterlsticas que deben reunir las muestros y proje­
tas para ensoyos y onâlisis, caso de que no exista disposiciân general 
al efecto, ni estoblezco taies dotos".
En cuonto al tiempo en que se bon de hocer todos estas opera—
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clones nodo disponen los normos legoles o reglomentorios, por lo que - - 
hobro que estor a lo que digo coda contrato en su pliego de prescripcio- 
nes técnicos porticulores. Ahoro bien, cuolquiero que sea lo previsiôn - 
contractual es évidente que la verificocidn debe efectuorse en un tiempo 
rozonoble, es decir, de modo que no ofecte al desorrollo normal de los - 
trobajos.
Por ultimo, los gostos que se originen con los operociones de 
verificociôn cuolitotivo, deben ser soportodos por el controtisto hosto 
un importe moximo del 1 por 100 del presupuesto de la obro (clausula 38 
PCAG).
2. La oceptocidn.- La verificaciôn de los moterioles concluye 
en un juicio de oceptocién o recusocidn. La oceptociôn no tiene el mismo 
volor juridico que el octo correlative de la entrego de una coso como —  
ocurre, por ejemplo, en la comprovento; y elle por la sencilla roz6n de 
que los moterioles no son objeto del c.o.p. Lo oceptaciôn no es mâs que 
consecuencio del control preventive que ejerce lo Administrociôn sobre - 
los moterioles que se von o empleor en lo obro, en interés de ello y, en 
cierto modo, en interés del controtisto dodo la convergencio de fines —  
que deben mover la octividod de une y otro (25 ), Por lo mismo esta ace£ 
tociôn no otenOo, ni mucho menos hoce desoparecer, la responsobilidod —  
del contratista. Lo clâusulo 41, pârrofo ûltimo PCAG, empleondo impropi£ 
mente lo expresiân recepciôn de moterioles (hubiero side mejor hoblorde 
odmisiôn) dice que "en todo caso, la recepciôn de moterioles por la Di-- 
recciôn no exime ol controtisto de su responsobilidod de cumplimiento de 
los corocteristicos exigidos poro los mismos en el correspondiente plie­
go de prescripciones técnicos porticulores". De todos modes, esto respori 
sobilidod es.exigible^ con esto finolidod preventive, si lo oceptociân 
se produce antes de la puesto en obro de los moterioles, pues si estes -
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se incorporan definitivamente, s61o podrâ exigirse la responscbilidad —  
cuondo en la obra aparezcan vicies como consecuencia de moterioles indeb^ 
domente empleodos.
El juicio de oceptaciôn tiene que fundarse en el pliego de - - 
prescripciones técnicos, de forma que s61o podron admitirse materioles - 
del tipo o colidod previstos. Por consiguiente, la Direcciôn no puede —  
oceptor un combio de moterioles; sôlomente podrâ odmitir un combio si lo 
outorizo expresomente el pliego, lo cuol obligera o observer les normes 
de modificociôn del proyecto y o compenser econômicomente ol controtisto 
si supone moyor coste y, en todo coso, debero ocordorse tempestivomente, 
es decir, antes de que lo unidod de obro o lo que se bon de incorporer - 
los moterioles quede terminodo.
3. Lo recusociôn.- Si lo Direcciôn recuso determinodos moteri£ 
les, el controtisto no debero empleorlo y tendra que socorlos del emplo- 
zomiento de lo obro. Sobre lo primero nodo dice el PCAG, pero es uno cori 
secuencio lôgico de la sumisiôn del controtisto o las decisiones de la - 
Direcciôn. En combio, lo clâusulo 42 PCAG si contempla la retirodo de m£ 
terioles inutiles entre los que debemos incluir los que boyon side obje­
to de uno expreso recusociôn de la Direcciôn. Segün esta clâusulo, "o m£ 
dido que se realicen los trobojos, el controtisto debe procéder, por su 
cuento, o lo policio de lo obro y o lo retirodo de los materioles ocopi£ 
dos, que yo no tengon empleo en lo mismo".
Lo sustituciôn de los moterioles recbozodos por lo Direcciôn - 
por otros idôneos debe bocerse o costo del contratista sin perjuicio del 
derecbo de éste o repetir contre sus proveedores.
Como quiero que lo recusociôn es siempre uno medido grove poro 
el controtisto, es comprensible que se le concede el derecbo o réclamer
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contra la decisiôn de la Direcciôn de la obra. La clâusulo 41 PCAG (pârr£ 
fo 2s) oblige a la Direcciôn a que comunique por escrito ol contratista 
los cousos que motiveron su decisiôn de no oceptor los moterioles. El co£ 
trotisto puede réclamer onte lo Administrociôn en el plozo de diez dies 
contodos o partir de la notificociôn. Ahora bien, la reclamaciôn puede 
que no tengo efectos suspensives de la decisiôn de la Direcciôn, si las 
circunstancios o el estado de los trobojos no permitieren esperor la re- 
soluciôn por la Administrociôn de la reclamaciôn deducida, en cuyo caso 
-dice el pârrofo 39 de la clâusulo 41 PCAG- la Direcciôn podrâ imponer ol 
controtisto el empleo de los materioles que juzgue oportunos osistiendo 
o éste el derecbo a une indemnizociôn de los perjuicios experimentodos si 
la resoluciôn superior le fuese favorable.
XIII.- RESPONSABILIDAD DEL CONTRATISTA POR LOS DEFECTOS DE LA OBRA EN —  
CURSO.-
Como tontos veces se bo dicbo, el contratista es deudor de una 
obligaciôn de resultodo final, por lo que los resultodos porcioles que - 
se von obteniendo mientros que lo obro progreso, no le eximen de su res­
ponsobilidod. El contrato odministrotivo de obro no es "por piezos o por 
medidos", modolidod que, en combio, odmite el orticulo 1592 CC para el - 
orrendomiento de obra. Mos como yo bemos tombién odvertido, la Adminis—  
trociôn no es ojeno totolmente ol modo en que el controtisto desorrollo 
su octividod, por lo que éste es responsoble duronte la ejecuciôn de la 
obro si controviniendo el contrato o los ôrdenes o instrucciones de la - 
Direcciôn, do lugor o que se produzcon defectos en la obro que, por ton- 
to, bobron de corregirse sin esperor a que oquéllo termine. Los orticu—  
los 44 LCE y 130, pârrofo 22 RCE dicen que "durante el desorrollo de los 
obros y bosto que tengo lugor lo recepciôn definitive, el contratista es 
responsoble de los foltos que en lo construcciôn puedon odvertirse". - -
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Igualmente la clausula 43 del PCAG insiste en esta responsabilidad del - 
contratista durante el curso de la obra, ariodiendo que no es eximente ni 
le do derecbo olguno la circunstoncio de que los représentantes de la A^ 
ministraciôn boyan examinado o reconocido, durante su construcciôn, las 
partes y unidodes de obra o los moterioles empleodos, ni que boyon sido 
incluidos éstos o aquéllas en los mediciones y certificaciones porcioles.
El examen o inspecciôn que compete a la Direcciôn de la obra - 
tiene una exclusiva finolidod preventiva, por lo que en modo olguno pu£ 
de confundirse con el exomen o reconocimiento que bo de reolizor uno vez 
que lo obro bo concluldo poro procéder o su recepciôn. El olconce técni- 
co de lo funciôn preventiva de lo Direcciôn de la obro es similor, en e£ 
te sentido, ol que bemos visto respecto de los moterioles.
Aboro bien, no puede exigirse responsobilidod al contratista - 
si los defectos o vicios oporecidos durante el desorrollo de los obros - 
no le pueden ser imputodos. Como dice el pârrofo ultimo del orticulo 43 
del PCAG "el controtisto quedoro exento de responsobilidod cuondo la - - 
obro defectuoso o mol ejecutodo seo consecuencio inmedioto y directe de 
uno orden de la Administrociôn o de vicios del proyecto, solvo que éste 
boyo sido presentodo por el controtisto ol concurso correspondiente en - 
la forma estoblecido por el orticulo 35 de lo Ley de Controtos del Esta­
do". De esto monero, quedo reducido lo responsobilidod del contratista o 
sus propios términos, esto es, o lo que dériva de la ejecuciôn de la - - 
obro, excluyéndose lo responsobilidod por vicio del proyecto o de la di­
recciôn, que sôlo incumbe o lo Administrociôn.
Lo responsobilidod del contratista se boce efectiva medionte - 
lo orden de demoliciôn y reconstrucciôn de lo obro defectuoso que debero 
dor lo Direcciôn. De ocuerdo con lo clâusulo 44 del PCAG podemos distin-
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guir dos supuestos:
a ) Que se odvierto vicio o defecto de construcciôn que son pa­
tentes, en cuyo caso la Direcciôn puede ordenar durante el curso de la - 
ejecuciôn y siempre antes de la recepciôn definitive, la demoliciôn y r£ 
construcciôn de los unidodes de obra viciosos y defectuosos. Estas oper£ 
ciones son de cuento del contratista, teniendo éste derecbo a réclamer - 
ante la Administrociôn contratante en el plozo de diez dlos, contodos o 
portir de lo notificociôn escrito de lo Direcciôn. Por consiguiente, la 
orden de demoliciôn y reconstrucciôn es ejecutivo, y el controtisto sol£ 
mente puede reclomor en cuonto los gostos que se le produzcon si entien- 
de que no bobio motivos poro demoler y reconstruir.
B) Que lo Direcciôn de lo obro tengo rozones fundodos poro - - 
creer que existen vicios o defectos ocultos en lo obro ejecutodo. En toi 
coso, si lo Direcciôn ordeno lo demoliciôn y reconstrucciôn, los gostos 
incumben ol controtisto si resulto comprobodo lo existencio reol de los 
vicios o defectos y, en coso controrio, correrôn de corgo de lo Adminis­
trociôn. Debemos oModir que, en este ôltimo coso el controtisto no sôlo 
tendra derecbo ol obono de lo obro indebidomente demolido y de la nuevo, 
pues tombién debero ser resorcido de los gostos producidos por los trob£ 
jos indebidomente ordenodos y odemos podrô pedir o lo Administrociôn que 
le indemnice de otros perjuicios si lo orden de lo Direcciôn que resultô 
errôneo bo tenido uno repercusiôn en otros unidodes o se bo oltetodo se£ 
siblemente el ritmo normol de lo obro con lo consiguiente modificociôn - 
de los previsiones contenidos en el progromo de trobojo.
Lo clâusulo 44 del PCAG nos ofrece, por ôltimo, uno soluciôn - 
poro oquellos cosos en que existiendo uno obra defectuoso la Administro- 
ciôn ocuerdo, sin emborgo, odmitirlo. Segun la citodo clâusulo "si la —
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Direcciôn estime que las unidodes de obro defectuosos y que no cumplen - 
estrictomente los condiciones del controto son, sin emborgo, odmisibles, 
puede proponer o lo Administrociôn controtonte lo oceptociôn de los mis- 
mos, con lo consiguiente rebojo de los precios. El controtisto quedo - - 
obligodo o oceptor los precios rebo jodos fijodos por lo Administrociôn, 
o no ser que prefiero demoler y reconstruir los unidodes defectuosos por 
su cuento y con orreglo o los condiciones del contrato". Soluciôn, en —  
principio, juste siempre que lo Administrociôn haga una propuesto de prje 
cio siguiendo un criterio de proporcionolidod y ponderociôn, pues puede 
suceder que oquéllo ofrezco un precio exogerodomente reducido, lo cuol - 
equivoldrio o uno orden de demoliciôn, hociéndose ilusorio lo opciôn que 
contiene la clâusulo que comentomos. No obstante, ounque es discrecionol 
lo focultod que se le otribuye o lo Administrociôn, el controtisto no —  
quedo totolmente inerme dodo lo posibilidod que siempre tiene de reclo—  
mor onte oquéllo.
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( 9 ) Ob. cl t . "Curso de Derecbo Administrative", p • 652 .
10 ) Crf. CIANFLONE, A. Ob. cit. p. 438.
11 ) En el Derecbo frances, la Ley de 31 de dlclembre de 1975 
Introdujo el page dlrecto por la Admlnlstraclon como medlda esen 
clal de protecclon al subcontratlsta. Anterlormente el CMP pre-- 
veia este pago pero con caracter facultatlvo y prevla petlcion - 
del Interesado. A partir de esa ley el pago dlrecto es obllgato- 
rlo si el precio del subcontrato es al menos Igual a 4000 fran-- 
cos y la Ley prevé que este limite puede superarse por decreto - 
del Consejo de Estado en atenclon de las clrcunstand as economl- 
cas. Como condlclon para el pago dlrecto el articule 5 de la Ley 
de 1973 obllga al contratista a Indlcar a la Admlnlstraclon, an­
tes de la adjudlcaclon, la clase y cuantia de cada una de las 
prestaclones que se propone subcontratar. (Vld. VILLARD, BACHE-- 
LOT y ROMERO, Ob. cit. pp. 34 y 394).
( 12 ) DIEZ-PICAZO. Ob. cit. p. 827.
{ 13 ) DIEZ PICAZO. Ob. cit. p. 828.
( 14 ) Cfr. ob. cit. p. 166.
( 15 ).Vld. Decreto de 11 marzo 1971.
( 16 ) La SIS de 19 febrero 1975 dice que "la Memorla forma parte 
Intégrante del Proyecto y esta llamada a conslderar las neceslda 
des a satlsfacer y los factores de todo orden a tener en cuenta 
-articule 22 de 1 Texto Artlculado- es mas, supone la superior 0£ 
denaclon de la mlsma que después se desarrolla en unos elementos 
del Proyecto con los pianos de conjunto y detalle, o pliegos de
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iprescripciones técnicos porticulores, presupuesto con expresiôn de pre­
cios, mediciones, cubicociones, progromo de desorrollo de trobojo y do- 
(cumentos occesorios; de ohi que oprobodo debidomente el Proyecto, o él 
se ojustorâ la obra en todo su extensiôn".
( 17 ) El 6onsejo de Estado considéra que el contrato se eloborocién de 
proyecto y ejecuciôn de obra es un contrato mixto de orrendomiento de - 
servicios en su primera fose y de ejecuciôn de obro en la segundo. El - 
IDictomen de 16 de mayo de 1974 (Exp. num. 39. 998) dice a este respecto 
lo siguiente: "... En efecto, tonto los récurrentes como el Servicio —  
Central de Recursos y la Asesoria Juridica del Ministerio de Obros Pô—  
blicos parten del supuesto de que un ônico concurso -como el celebrodo 
en esto ocosiôn- conllevo implicitomente lo nociôn de un unico contrato, 
olvidando que este concurso se convocô con un doble objeto; élaborer, —  
primera, un proyecto y ejecutor, posteriormente, unos obros. Se estô, —  
por lo tonto, ante un iter negociol complejo de formociôn sucesivo que - 
se desorrollo o trovés de dos foses o etopos. Aunque la relociôn juridi­
ca "inter-portes" poseo uno cloro unidod funcionol, no puede olvidorse - 
que la vinculociôn existante entre las mismos se produce en uno y otro - 
etopo con diferente olconce y con diferente contenido. En efecto, duran­
te lo primero fose (eloborociôn de un proyecto) se estô onte un supuesto 
cloro de mero orrendomiento de servicios que sôlo en la segundo (ejecu—  
ciôn de los obros) se tronsformorô en un orrendomiento de obra. Dice el 
orticulo 1544 del Côdigo Civil, utilizondo uno fôrmulo olternotivo, que 
"en el orrendomiento de obro o servicios uno de los portes se oblige o - 
ejecutor uno obra o o prestor o lo otro un servicio por precio cierto". 
Ahoro bien, nodo impide que ombos controtos se ocumulen y que se esta—  
blezco un orrendomiento doble de "servicios y de obros", en el que, es- 
tondo intimomente ligodos ombos controtos, se puedo distinguir cloromente 
entre los mismos, no sôlo en lo que o su desorrollo o lo largo del tiem­
po se refiere, sino tombién en cuonto o lo eloborociôn, contenido, de—  
sorrollo y efectos de coda uno de ellos n
( 18 ) Vid. RUBINO. Ob. cit. p. 272.
( 19 ) Vid. CIANFLONE Ob. cit. p. 458.
( 20 ) Vid CIANFLONE. Ob. cit. p. 47 y RUBINO Ob. cit. p. 233.
( 21 ) Con los nombres de Pliego de prescripciones técnicos générales,
normos tecnolôgicos, normes bôsicos, normos Une, etc., existen verdode- 
ros reglomentos que regulon los condiciones técnicos que hon de reunir 
determinodos moterioles bôsicos de lo construcciôn.
( 22 ) Lo ideo de lo obligociôn delimitodo -escribe DIEZ-PICAZO- odqui£ 
re en combio un sentido diverso cuondo lo delimitociôn del género se —
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produce o trovés del origen o de la fuente de producciôn de los cosos.
Que esta delimitociôn las portes puedon llevorlo o cobo de uno monero - 
expreso es uno coso que no se pone en telo de juicio, la cuestiôn radi- 
ca en dilucidar si, a falta de una expreso decloraciôn de voluntad de - 
las partes, esta delimitociôn debe entenderse implicitomente estableci- 
da. Por ejemplo: si un fabricants de cemento se obliga a suministror una 
tonelada, ^estô o no implicito en el pocto que el cemento objeto de con- 
trotociôn es el producido por toi fabricants?. La cuestiôn tiene una - - 
enorme importancia prôctico en relociôn con el riesgo de pérdida de la - 
coso y con la imposibilidad sobrevenida de la prestaciôn, pues si la de- 
limitaciôn implicito se ha producido bosto con que la imposibilidad se - 
refiéra o la fuente productiva, mientros que si toi delimitociôn no exis­
te, lo imposibilidad no existirô tompoco: el fobricafitd-4>bligado, ounque 
se encuentre en lo imposibilidod de fobricor, siempre podrô odquirir en 
el mercodo lo tonelodo de cemento para entregarlo al ocreedor". Ob. cit. 
p. 489.
( 23 ) Lo Jurisprudencio del Tribunol Supremo ho declorodo lo proceden­
d o  de seffolor precio cont rodictorio, cuondo combio la procedencio de un 
determinodo moteriol, lo cuol venio indicodo en lo memorio del proyecto 
(sentencio de 30 de octobre de 1964).
( 24 ) "Por el contrario, en la etopo de ejecuciôn de los obros, el ôrg£ 
no de controtociôn y, en porticulor, los Servicios de direcciôn y vigi—  
loncio tienen el deber de cuidor que lo legislociôn protectoro se cumplo, 
conforme ordeno el orticulo 12 de lo ton citodo Ley de 1939, denunciondo 
en su coso, los infrocciones en que puedo incurrir el controtisto o efsjc 
tos soncionodores" (informe de 3 de julio de 1970).
( 25 ) Cfr. CIANFLONE Ob. cit. p. 459.
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CAPITULO CUARTO
EL RIESGO DE EJECUCION DE LA OBRA
I.- EL PRINCIPIO DEL RIESGO Y VENTTURA.-
Paradéjicaroente, el c.o.p., que no es un contrato oleotorio, - 
esta sin embargo envuelto en su ejecuciôn por un climo de riesgos que —  
omenozon la octividod del controtisto y, por tonto, su resultodo final. 
Como dice ARINO ORTIZ "es sobido que los controtos odministrotivos (obros 
servicios y suministros) llevon consigo, ordinoriomente, muchos riesgos. 
Constituyen, por lo comun, ocuerdos de lorgo durociôn y gron volumen ec£ 
nômico, cuyo ejecuciôn requiers coordinociôn de muy voriodos elementos y 
lo que podriomos llomor uno complejo morfologlo empresoriol. Pensemos, - 
por ejemplo, en los obros publicos: la noturolezo y volumen de los mis—  
mos (puertos, correteros, grondes presos), lo comple jidod técnico de su 
reolizociôn y su durociôn, lorgo en muchos cosos, hoce que se den, con - 
frecuencio, combios importontes entre el momento de controtor y el momein 
to de reolizorlos ..." ( 1 ). Este mismo outor esquemotizo los riesgos - 
del controtisto o boss de distinguir un triple ôleos: el ôlecs odministr£ 
tivo, pues lo Administrociôn puede modificor el contenido del contrato - 
medionte uno occiôn uniloterol, que puede revestir lo formo de normos o 
octos no controctuoles (factum principis) o concretorse en octos contro£ 
tuoles (potestos voriondi); el ôleos empresoriol o riesgos comercioles - 
internos del negocio que monejo el controtisto (errores de calcule, des- 
trucciones en los obros, moyor dificultod de ejecuciôn que lo prevista; 
y el ôleos econômico coyunturol, a riesgo comerciol externe, que hoce —  
môs oneroso poro el controtisto lo reolizociôn de lo obra (oumento de s£ 
lorios, de precios de moterioles, etc.) ( 2 ),
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Pues bien, lo que hoy que dilucidar ahora es si el contratista 
tiene que soportor lo mayor onerosidod sobrevenido en el cumplimiento de 
su prestaciôn, producido por olguno de los riesgos que de continue oce—  
chon y en coso ofirmotivo cuol es el fundomento o explicociôn de que es­
to seo osi.
Lo respuesto mos inmedioto y simple o estos cuestiones se ob—  
tiene de lo que podemos llomor formulociôn legal del principio del ries­
go y ventura. Los articules 46 LCE y 132 RCE dicen que "lo ejecuciôn del 
controto se reolizorô o riesgo y venture del controtisto", y de monero £ 
nôlogo el orticulo 57 RCCL dice que "los controtos se entenderôn siempre 
convenidos o riesgo y venture poro el controtisto". Segôn esto, porque - 
legolmente esta osi estoblecido, el controtisto ho de soportor los ries­
gos que incidon en lo ejecuciôn de lo obro, ounque lo hogon môs oneroso, 
y suyo es el bénéficié cuondo el resultodo que lo mismo ejecuciôn de lo 
obro le reporto es ventojoso (venturo) ( 3 ).
Sin emborgo, no podemos quedornos en eso simple formulociôn l£ 
gol del principio del riesgo y venturo, pues sôlo puede comprenderse con 
exoctitud, viendo como cristolizô en el derecho histôrico y como hoy se 
puede explicor desde el punto de visto dogmôtico.
1. Lo formociôn histôrico del principio del riesgo y ventura.- 
Histôricomente el c.o.p. se ho corocterizodo porque en él se podia opre- 
cior un "rigor iuris" en lo oplicociôn del principio del riesgo y ventu­
ro, que no se dobo en lo controtociôn civil. Toi rigor en lo oplicociôn 
del principio se ponio sobre todo de monifiesto en el régimen de lo fue£ 
zo moyor, yo que el controtisto debio soportor sus consecuencios ("proe£ 
tondo cosus"), solvo cosos excepcionoles que se tosobon (orticulo 43 del 
Pliego de 1903).
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Ahora bien, esta rigidez en la oplicociôn del principio no re£ 
pondio o uno singuloridod derivodo de lo noturolezo del c.o.p., sino o - 
rozones presupuestorios o finoncieros. Lo investigociôn histôrico ho de- 
nostrodo ( 4 ) que el contrato de orrendomiento de obra (locotio conduc- 
tio operis) regulado en el Derecho Romano, no hocio pesar indiscriminad£ 
mente sobre uno de los portes, los riesgos de lo ejecuciôn, porticulor—  
mente la ruino, por fuerzo moyor. Los riesgos recoen sobre el controtis­
to en bose o uno existencio de culpo, ounque opreciodo con rigor por ex£ 
girse la diligencio propia del oficio (spondet peritiom ortis). Nuestros 
leyes de Portidos tombién ocogieron el sistemo romono sobre osunciôn de 
riesgos montenido en el Derecho posterior, hosto que el C.C. (ortlculos 
1589 y 1590), introduce un combio rodicol, pues como veremos môs odelon- 
te, el riesgo de pérdido o destrucciôn de la obro hosto el momento de lo 
entrego, se pone o corgo del controtisto solvo que hubiero morosidod en 
recibirlo.
En combio lo evoluciôn histôrico de los controtos del Fisco —  
(llomodos después controtos odministrotivos), pone de monifiesto que po­
ro reforzor lo seguridod y certidumbre de los gostos publicos se troslo- 
dô o la controtociôn de los obros lo mismo rigidez con que se oplicobo - 
el principio en los controtos generodores de ingresos poro lo Hociendo - 
Pôblico , como eron los ventos forzosos, los orrendomientos de rentos y 
orbitrios y, especiolmente, los ventos de bienes nocionoles que se prod£ 
cen en el siglo pososo a consecuencio de lo legislociôn desvinculodoro y 
desomortizodoro ( 5 ).
El principio del riesgo y venturo llego de este modo a mitifi- 
corse ( 6 ) con uno inercio que determinorô uno concepciôn simpliste en 
la doctrine y uno vocilonte, y por otro porte cômodo, jurisprudencio - - 
( 7 ). Esto tendrô todovio refiejo en nuestros dios, pues poro lo Admi—
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nistraciôn el principio en cuestiôn sera muchos veces un fôcil recurso - 
poro rechozor reclomociones que ounque no ofrezcon uno cloro fundomento—  
ciôn normotivo, tienen sin emborgo o su fovor rozones de justicio mate­
rial.
En conclusiôn, hoy se puede ofirmor que el principio del ries­
go y venturo hoy que explicorlo en rozôn o lo noturolezo del c.o.p., - - 
pues lo ônico que en otro tiempo fue corocteristico de él dentro de lo - 
controtociôn odministrotivo y en porticulor del c.o.p. (su riguroso opl£ 
cociôn) se debiô o rozones presupuestorios de lo Hociendo Pôblico y no, 
por tonto, o lo lôgico institucionol del controto.
2. Lo formulociôn dogmotico del principio del riesgo y venturo. 
Nos tiene que porecer obvio que si histôricomente el principio del ries­
go y venturo fue objeto de uno oplicociôn riguroso y exorbitonte de la - 
propio y genuino del Derecho Civil, fue porque dicho principio yo tenio 
pleno virtuolidod en el c.o.p. ol derivor o ser consecuencio de su pro—  
pio noturolezo. Y ho sido GARCIA ENTERRIA quien ho sobido desmitificor - 
el principio del riesgo y venturo, en un conocido orticulo en el que se 
dice que "lo tesis es que el principio de 'riesgo y venturo* que blosono 
el controto odministrotivo, no es sino lo enunciociôn de un principio s£ 
perior, por lo demôs comôn: lo inmutobilidod del controctus lex" ( 8 ),
El sinologmo o correlociôn de los obligociones nocidos del - - 
c.o.p. explico de por si que el controtisto debe reolizor la obro o rie£ 
go y venturo. Como dice GARCIA ENTERRIA (9 ) "sinologmôticomente se hon 
relocionodo los dos prestociones en lo formo en que éstos se hon determ^ 
nodo; el precio no se debe, por tonto, sino contro le entrego de lo obra 
ocobodo (y siendo ésto indivisible en lo integridod como se ho definido 
no es posible concebir un cumplimiento porciol sin uno novociôn que osi
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lo estipulose); o lo vez, todo lo que no esté en el hecho de eso entrego, 
ounque en el plon porticulor del controtisto hoyo de conducir o éllo, ol 
Coer fuero de lo determinociôn no tiene efecto de reciprocidod sobre lo 
prestocion debido por el dueno (locator, dominus operis) y ésto es, por 
lo demôs, inmutoble por lo ley del controto".
Ademôs, el mismo outor ho situodo lo oplicociôn del principio 
en el compo que le es propio: los riesgos sobrevenidos por dorios o des- 
trucciones (fuerzo moyor) o por moyor onerosidod en lo reolizociôn de la 
obro (riesgo imprévisible). En combio, quedo incôlume la doctrino civil 
de lo fuerzo moyor en el plono del cumplimiento del controto.
El principio del riesgo y venturo enuncio, pues, olgo ton sen- 
cillo como esto: que el controtisto debe cumplir el controto en sus pro­
pios términos sin que puedo involucror o la Administrociôn en los ocier- 
tos o desociertos de su octividod. Puede decirse que quedo extromuros —  
del c.o.p. el ôleos del controtisto consistante en que lo relociôn coste 
resultodo le seo beneficioso o perjudiciol. Este foctor de riesgo o ven­
turo no se incorpore ol controto por quedor ol morgen del consentimiento 
de los portes, pues de no ser osi el c.o.p, serio un controto oleotorio. 
Por ello, no es correcte olguno decisiôn jurisprudenciol como lo senten­
cio de 29 de morzo de 1973 ol decir que "en nuestro Ordenomiento juridi- 
co positive^ el controto de obros publicos, tiene, en principio, por no­
turolezo, un évidente elemento oleotorio, que se expreso en el orticulo 
46 de lo Ley de Controtos del Estodo". El principio del riesgo y venturo 
no se explico en funciôn de elementos oleotorios, que en modo olguno son 
considerodos como moterio de consentimiento, sino porque es corocteristi^ 
co del c.o.p. que el controtisto promete un resultodo, lo obro completo 
y terminodo, sin que incidon en lo relociôn controctuol los ovotores de 
lo octividod que tiene que reolizorse.
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La doctrina del Consejo de Estado y la jurisprudencio del Tri­
bunol Supremo hon situodo lo oplicociôn del principio del riesgo y ventui 
ro en sus propios limites, excluyendo interpretociones moximolistos del 
mismo. Lo STS de 21 de junio de 197ô se pronuncio en contro de uno inte£ 
pretociôn del principio en términos obsolutos, y osi dice:
"El principio de riesgo y venturo estoblecido para lo contrat^ 
ciôn odministrotivo con corocter generol por el orticulo 46 - 
de lo Ley de Controtos del Estodo no puede interpretorse de - 
un modo ton obsoluto que lo Administrociôn no esté obligodo, 
en ningun supuesto distinto o los de fuerzo moyor enuroerodos 
en dicho precepto legol o indemnizor los doMos y perjuicios - 
cousodos por el incumplimiento o el retroso culposo de sus — - 
obligociones, pues toi principio tiene unos limites y signify 
co que lo moyor o menor onerosidod sobre lo previsto en el —  
incumplimiento de lo respectivo prestociôn origino o codo uno
de los portes, no outorizo o desligorse del controto ni o pr£
tnder uno modificociôn correlotivo de lo prestociôn de lo - - 
otro porte controtonte, pues toi principio se refiere siempre 
ol reporto de riesgos en situociones en los que codo porte —  
cumple los clôusulos controctuoles, pero no es de oplicor - - 
cuondo lo olterociôn de lo onerosidod controctuol ho sido pro
vocodo por uno conducto de lo otro porte controtonte que con-
travéngo de olguno monero el tenor del controto".
En términos onologos se expreso lo STS de 18 de octobre de - - 
1979, ol decir:
"Que tompoco obsto o lo responsobilidod de lo Administrociôn, 
lo concepciôn de que lo controtociôn se llevo o efecto con lo 
oceptociôn implicito del principio de 'riesgo y venturo' por 
porte del controtisto, pues no puede ser objeto de uno inter- 
pretociôn ton orbitrorio que excluyo todo ideo de responsobi- 
lizor o lo Administrociôn en ningun coso, ni en supuestos di£ 
tindos o los de fuerzo moyor previstos por el ort. 42 del Pli£ 
go de Condiciones Generoles poro lo controtociôn de Obros Pô- 
blicos, y, concretomente, lo obligociôn de indemnizor donos y 
perjuicios, cuondo seon cousodos por incumplimiento o retroso 
culposo de sus obligociones, existe, yo que toi principio, c£ 
mo reiterodomente se ho declorodo por resoluciones de esto —
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Sala, tiene determinodos limites en cuonto que debe existir - 
uno reciprocidod en los pretensiones de toi forma que dentro 
de la normative especifico de lo controtociôn de obros publi­
cos debe concurrir uno ponderodo objetividod it
Por su porte el Consejo de Estodo tombién ha propugnodo el - - 
correcto entendimiento del principio del riesgo y ventura. Merece dest£ 
corse entre sus Dictômenes, el de 11 de diciembre de 1969 (Exp. 36.402), 
en el que se dice lo siguiente:
"Hoy que cuidorse de no confundir entre el riesgo o ôleo que - 
corre el controtisto de que sus previsiones finoncieros no se 
correspondon con el resultodo finol del controto por inciden- 
cios ocaecidos en el curso de su ejecuciôn (tôles como pérdi- 
dos, overios, perjuicios, etc.) y el caso, enteromente disti£ 
to, de que oporezcon nuevos elementos de hecho extronos ol —  
controto que ofecten o lo relociôn controctuol y olteren su - 
curso (por ejemplo, modificociones del proyecto, porolizociôn 
de los obros o ejecuciôn de obros no previstos). En el primer 
coso, es comôn ocudir ol principio generol del riesgo y vent£ 
ro poro obligor ol controtisto ol cumplimiento integro de su 
prestociôn, sin otro compensociôn que el precio poctodo. En - 
el segundo, muy ol controrio, el riesgo no peso sobre el con­
trotisto o todo evento y el ordenomiento regulo con detolle - 
supuestos de rescisiôn, indemnizociôn o exonerociôn de respo£ 
sobilidod que, sin mermo del interés pôblico, restoblecen el 
equilibrio del contrato y permiten ol controtisto opciones fi, 
noncieros en su interés".
II.- LA FUERZA MAYOR.-
Riesgo y ventura y fuerzo moyor oporecen unidos en los orticu- 
los 44 LCE, 132 RCE y 57 RCCL, como si fueron la enunciociôn de uno reglo 
y su ônico excepciôn. Sin emborgo esto es un error que, como ocobomos de 
ver, obedece o uno inercio histôrico. Los cosos de fuerzo moyor que esos 
preceptos enumeron no ogoton los excepciones ol riesgo y venturo del co£ 
trotisto, pues lo mayor dificultod sobrevenida en la ejecuciôn de lo - -
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obro, el pacto de revisiôn de precios e incluso lo mismo conducto de los 
portes, son o pueden ser otros tontos excepciones ol principio del ries­
go y venturo que por tonto hoy que referir tonto ol "periculum rei" (do- 
Ros a los obras) como ol "periculum obligotionis" (moyor onerosidod de - 
lo prestociôn).
Al ocupornos ohoro del riesgo de un dorfo o lo obro en ejecu- -
ciôn por un coso o evento de fuerzo moyor, debemos empezor por seRolor -
que en el c.o.p. se produce uno inversiôn de lo regulociôn civil del - - 
"casus". Como el controtisto promete el resultodo de su octividod (lo —  
obro completo y terminodo), él debe soportor los riesgos que omenozon lo 
ruino o destrucciôn de lo obro; osi se estoblece poro el controto de - - 
orrendomiento de obro regulodo en el CC: "si el que controtô lo obro se 
obligô o poner el moteriol, debe sufrir lo pérdido en el coso de destrui£ 
se lo obro ontes de ser entregodo, solvo si hubiese morosidod en recibi£ 
lo"; y "el que se ho obligodo o poner sôlo su trobojo o industrie, no —  
puede reclomor ningôn estipendio si se destruye lo obro ontes de hober -
sido entregodo, o no ser que hoyo hobido morosidod poro recibirlo, o que
lo destrucciôn hoyo provenido de lo molo colidod de los moterioles, con 
toi que hoyo odvertido oportunomente esto circunstoncio ol dueno". (Art^ 
culos 1589 y 1590 CC).
En combio, los orticulos 44 LCE y 132 RCE estoblecen uno derog£ 
ciôn ol sistemo civil de osunciôn de riesgo, pues lo Administrociôn - 
tiene lo obligociôn de indemnizor ol controtisto los pérdidos, overios o 
perjuicios ocosionodos en los obros por olgunos de los cosos de fuerzo - 
moyor que dicho precepto enumero. Lo justificociôn de este troto de fo—  
vor del controtisto en determinodos supuestos de fuerzo moyor lo encuen- 
tro GARCIA-ENTERRIA en dos ôrdenes de considerociones ( lO). En primer 
lugor, por lo necesidod de corregir lo situociôn de injusticio o los que
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puede llevar una riguroso oplicociôn del principio del riesgo y venturo. 
Como dice el propio GARCIA EIsfTERRIA "entre la deducciôn lôgico (derivodo 
de lo coherencio lôgico-dogmôtico de lo teorio de los riesgos en el - —  
orrendomiento de obro) y la exigencio de lo justitio si el conflicto ll£ 
go efectivomente o plonteorse, el Derecho que no es un ortificio dogmôt^ 
co, sino uno discipline sociol, debero inclinorse o fovor del segundo —  
término". En segundo lugor, lo benignidod en lo oplicociôn del principio 
del riesgo y venturo se puede encontror no yo en uno puro rozôn de just£ 
cio sino de conveniencio, pero no de cuolquier conveniencio, pues se tr£ 
to de solvoguordor lo eficocio del servicio publico. A este respecto di­
ce GARCIA ENTERRIA:
"En efecto, el orgumento concrete porte de consideror el eleyo 
do volumen econômico que con frecuencio implicon los contro—  
tos de obros publicos; si los riesgos de destrucciôn fortuite 
de lo yo construido fuesen o cargo del controtisto hosto el - 
momento de lo 'operis probotio* (recepciôn definitive) se le 
ofectorio uno responsobilidod potenciol de uno importoncio ex 
troordinorio que en muchos cosos excederio con focilidod de - 
lo totolidod de su potrimonio; o lo vez, los probobilidodes de 
un siniestro oumenton o trovés de los lorgos plozos de ejecu­
ciôn que se prevén en lo hipôtesis normol de obros publicos - 
importontes. El rozonomiento no oboco ohoro o proponer uno H  
berociôn del controtisto de ton grave corgo por olgun motivo 
de equidod, sino que troto de voloror nudomente los consecueji 
cios prôcticos que, no poro el controtisto, sino poro lo Adm^ 
nistraciôn, podrio implicor uno controtociôn sobre toi base.
Y los consecuencios serlon, olternotivomente: o uno defecciôn 
de lo oferto en los licitociones, que quedorion en su moyorio 
desiertos (ol menos en ciertos épocos -guerros, ogitociones - 
socioles-, o en los obros sobre ciertos terrenos mos ofectodos 
por los riesgos de terremoto o movimientos) o, môs rozonoble- 
mente, lo necesorio repercusiôn sobre los cifros ofrecidos —  
por los controtistos de lo primo de seguro que cubriese tôles 
riesgos. Ambos dos soluciones serion perjudicioles poro el —  
servicio publico. Lo primero, es obvio. La segundo, résulta - 
segun uno simple volorociôn econômico, pues lo primo de segu­
ro, tonto seo expreso por uno pôlizo poctodo especiolmente - 
por un tercer osegurodor, como si, sin esto pôlizo, represen-
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te simplemente el precio en que el contratista évolua la osu£ 
ciôn de los propios riesgos, serô notoriomente mos oneroso o 
la Administrociôn obonorlo o trovés del precio de todos sus - 
multiples controtos que responder ello mismo de los riesgos - 
cuyo coberturo busco el controtisto. Es decir, que cuondo la 
Administrociôn ocepto responder ello mismo de ciertos riesgos 
libero ol controtisto de lo necesidod de osegurorlos y, por - 
tonto, descorgo los cifros de licitociôn de uno portido impo£ 
tonte; lo que decimos es que este ohorro conseguido en los —  
precios de los obros remunero sobrodomente lo corgo econômico 
que lo Administrociôn osume por el hecho de oceptor los ries­
gos; y este es un orgumento que no es vôlido poro el supuesto 
normal contemplodo por el Derecho civil de controtos oislodos, 
sino que vole sôlo, quizôs, en el orden odministrotivo donde 
el elevodo volumen econômico de uno controtociôn constonte —  
permite efectivomente ol dominus obtener el bénéficié de su - 
outoseguro segun lo ley octuoriol de los grondes nômeros" - - 
(il ).
1. El elenco de cosos de fuerzo moyor.- Los orticulos 46 LCE y 
132 RCE no tienen por finolidod dor un concepto de lo fuerzo moyor ni —  
tompoco regulorlo en todo su incidencio dentro del contrato.
Por lo que se refiere o lo primero, el concepto de fuerzo moyor 
hoy que buscorlo en el Derecho Civil. El orticulo 1105 CC dice que "fuero 
de los cosos expresomente mencionodos en lo Ley, y de los que osi lo de-
clore lo obligociôn, nodie respondero de oquellos sucesos que no hubie—
ron podido preverse o que previstos fueron inevitobles". Dejondo o un l£ 
do lo polémico de si este precepto distingue o no lo fuerzo moyor del C£ 
so fortuito, intereso poner de relieve que lo jurisprudencio contencioso 
odministrotivo considero como coso de fuerzo moyor el ocjecimiento que - 
fotolmente se debe o fuerzos externos o que estôn fuero del circulo de - 
octuociôn del obligodo, que no hubieron podido preverse o que previstos 
fueron inevitobles (sentencios de lô de noviembre de 1974, de 15 de fe—  
brero de 1968 y de 11 de diciembre de 1974), mientros que el coso fortu£
to es el evento doRoso e imprévisible producido dentro del ômbito inter­
no o esfero de octuociôn propio del sujeto responsoble (sentencio de 9
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die mayo de 1978). Por consiguiente, el concepto de fuerzo moyor monejodo 
e>n los orticulos 46 LCE y 132 RCE hoy que referirlo o lo nociôn estricto 
que se ocobo de senolor, de toi modo que lo Administrociôn no indemnizo- 
ro ol controtisto por los donos que tengon su origen en los riesgos que 
el mismo creo con su octividod empresoriol, es decir, los riesgos del C£ 
S50 fortuito.
Pero odemos, lo fuerzo mayor no sôlo puede constituir un ocon- 
tecimiento que couse un donc en lo obro, pues tombién puede conducir o - 
uno imposibilidod de cumplir el controto o, o un simple retordo. El Dic- 
tomen del Consejo de Estodo de 25 de febrero de 1965 olude ol juego de 
JLo fuerzo moyor en el sentido que ocobomos de indicor, senolondo lo si—  
guiente;
"Lo moderno doctrino ho ompliodo consideroblemente lo oplico—  
ciôn del concepto de fuerzo moyor en lo controtociôn odminis­
trotivo distinguiendo entre el supuesto estricto de fuerzo m£ 
yor como couso determinonte de uno indemnizociôn o fovor del 
controtisto (orticulo 42 del Pliego de Condiciones Generoles 
de 1903 y orticulo 108 del Reglomento de Controtociôn de - —  
obros y servicios de lo Morino) y el môs omplio de fuerzo mo­
yor como couso justificonte de incumplimiento del controto —  
por porte del controtisto, resultondo procédante, poro este - 
segundo supuesto, la oplicociôn de lo doctrino generol (es d£ 
cir, civilisto) de lo fuerzo moyor. Resulto évidente que el - 
controtisto invoco en este coso lo fuerzo mayor en su ocepto­
ciôn omplio, esto es, como couso que permite dejor de cumplir 
el controto, sin pretender olegor ninguno de los cosos concz£ 
tos que, segun lo legislociôn odministrotivo, le dorion dere­
cho o uno indemnizociôn".
Mos de este ospecto que presento lo fuerzo moyor en lo reoliz£ 
ciôn de lo obro nos ocuporemos especiolmente en el copitulo Viol estudior 
lo moro del controtisto, yo que lo que ohoro debe ocupor nuestro otenciôn 
es el estudio de los orticulos 44 LCE y 132 RCE, cuyo exclusivo finoli—  
dod es estoblecer un elenco de cosos de fuerzo moyor en los que lo Admi-
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nistraciôn se oblige a indemnizor ol controtisto los pérdidos, overios o 
perjuicios ocosionodos en los obros. Estos cosos son los siguientes:
"1. Los incendios cousodos por la electricidod otmosférico.
2. Los donos cousodos por los terremotos y moremotos.
3. Los que provengon de los movimientos del terreno en que e£ 
tén construidos los obros o que directomente los ofecten.
4. Los destrozos ocosionodos violentomente o mono armada, en 
tiempo de guerre, sediciones populores o robos tumultuosos.
5. Inundociones cotostrôficos producidos como consecuencio del 
desbordomiento de rios o orroyos, siempre que los doRos no 
se hayon producido por lo frogilidod de los defenses que - 
hubiero debido construir el controtisto en cumplimiento —  
del controto.
6. Cuolquier otro de efectos onôlogos o los onteriores, previo 
ocuerdo del Consejo de Ministres."
Al exominor estos cosos tipificodos como de fuerzo moyor, sur- 
gen inevitoblemente olgunos criticos. Lo primero es que los orticulos —  
46 LCE y 132 RCE confunden los cousos con los efectos, pues no son, por 
ejemplo, los donos cousodos por los terremotos o los destrozos violentes 
en tiempos de guerre, los que constituyen cosos de fuerzo moyor; el oco£ 
cimiento que merece este colificotivo es el terremoto o lo guerre. Verd£ 
deromente lo que enumeron estos orticulos son los riesgos indemnizobles 
por lo Administrociôn moteriolizodos en unos doRos cuyo couso es lo fuejr 
zo moyor como ocontecimiento o suceso inevitoble e imprévisible (orticu­
lo 1105 CC).
En segundo término, el sistemo de liste o enumerociôn de cosos 
de fuerzo moyor ocogido en los orticulos 46 LCE y 132 RCE se controdice 
en su oportodo 6, ol odmitir lo posibilidod de un "numerus opertus" de
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cosos de fuerzo moyor, ounque seo necesorio el ocuerdo del Consejo de 
nistros, lo cuol, por otro porte, nos porece excesivo, pues si este olto 
6rgono de lo Administrociôn se tiene que limiter o decidir de ocuerdo —  
con los informes técnicos que le proporcione el ôrgono controtonte (De—  
portomento Ministériel) o éste se le deberio hober reconocido competen—  
cio poro decloror, por onologio, que un determinodo ocontecimiento debe 
considerorse como coso de fuerzo moyor.
Por ultimo, tombién son criticobles los orticulos que comento­
mos por estoblecer como criterio de onologio poro lo odmisiôn de otros - 
cosos de fuerzo moyor, los efectos del ocontecimiento en lugor de oten—  
der o su noturolezo, determinodo ésto por lo concurrencio de los requis^ 
tos de lo imprevisibilidod, irresistibilidod o independencio del circulo 
propio de lo octividod del controtisto. Lo onologio de efectos llevo o - 
comporociones cuontitotivos, generolmente econômicos, de muy dificil - - 
gpreciociôn que impiden conocer con rigor dônde se encuentre el limite - 
o frontero entre el coso de fuerzo moyor y el que no lo es. Dondo por s£ 
puesto el concepto de fuerzo moyor y eludiendo lo enumerociôn de cosos - 
concretos, el Derecho comporodo nos ofrece en.este punto soluciones mos 
correctes, como sucede en el Derecho froncés y en el Derecho itoliono. - 
El orticulo 18, punto 3 del CCAG estoblece lo siguiente:
"En ces de pertes, ovories ou dommoges provoqués sur ses chon- 
tiers por un phénomène noturol qui n'etoit pos normolment pr£ 
visible, ou en ces de force mojeure, l'entrepreneur peut être 
indemnisé pour le perjudice subi, sous reserve:
- qu'il oit pris, en ces de phénomène noturol, toutes les - - 
dispositions decoulont du present orticle;
- qu'il oit signale inmedotement les foits por 1'écrit.
Aucune indemnité ne peut néomoins être occordé a l'entrepreneur 
pour perte totole ou portielle de son moteriol fottont, les -
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frais d'assurance de ce materiel étant répute compi^ ls^ i/d'ofis le 
prix du marché".
Tombién el Derecho itoliono, en moterio de controtociôn odmini£ 
trotivo de obros, elude el sistemo de listo de cosos de fuerzo moyor, C£ 
yo concepto se presupone. Por ello, el orticulo 348 de lo Ley de Obros - 
Pôblicos de 18ô5 estoblece que "1-oppoltotore non pub pretendere compen- 
si per donni allé opere o proviste se non in couso di forzo moggiore e - 
nei limite consentiti dol controtto".
2. Lo extensiôn de lo indemnizociôn.- De los orticulos 46 LCE
y 132 RCE se desprende "o controrio sensu" que el controtisto tiene der£
cho, en los cosos de fuerzo moyor que se enumeron, o indemnizociôn por - 
couso de pérdidos, overios o perjuicios ocosionodos en los obros. Lo in­
demnizociôn debe cubrir, pues, el dorfo producido por un suceso de fuerzo 
moyor cuolquiero que seo su entidod, incluso si se produce uno pérdida o 
ruino totol de lo obro que obligue o uno construcciôn "ex novo". El cal­
cule de lo indemnizociôn debe efectuorse teniendo en cuento los precios 
del proyecto poro los unidodes de obro que tengon que volver o construir 
se, oplicondo ol mismo tiempo unos criterios rozonobles poro los moyores 
costes que se produzcon ol controtisto poro volver o lo situociôn de no£ 
molidod.
Lo que puede presenter dudos es si tombién lo indemnizociôn ho
de cubrir los materioles ocopiodos que se pierdon o resulten overiodos y
los medios ouxiliores del controtisto (instolociones, equipos de moquin£ 
rio, etc.). GARCIA ENTERRIA (12 ) opina que se deben indemnizor tombién 
los doRos cousodos en los medios ouxiliores (instrumenta operis) por su 
comunidod de destino con los obros, opiniôn que suscribimos, pues eso C£ 
munidod de destino impone uno cierto ofécciôn reol de los medios ouxili£ 
res, lo cuol yo se desprendio del Pliego de 1903 (orticulos 28, 38 y 56)
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y tombién ohoro de lo clâusulo 28 PCAG. Ademos, el texto legol hoblo no 
sôlo de pérdidos y overios, sino tombién de perjuicios y, podemos onodir, 
que lo expresiôn "en los obros" puede dor pie o entender que no sôlo es 
indemnizoble el doRo cousodo o lo obro construido, sino o todo oquéllo - 
que formo porte de su emplozomiento y sirve o su ejecuciôn. Yo sobemos - 
que en nuestro lenguoje el término obro comprende tonto lo obro en cons­
trucciôn como el recinto o lugor donde lo mismo se reolizo.
El Consejo de Estodo ho oceptodo tombién lo posibilidod de in­
demnizor los donos cousodos o moquinorio y moterioles ofectos o los obros 
ounque subordinondo esto oceptociôn o lo demostrociôn de que esos bienes 
hon repercutido en el côlculo de los costes, directes o indirectes, de - 
unidodes de obro certificodos con posterioridod ol dio en que se produj£ 
ron tôles donos y unicomente por dicho repercusiôn. El Dictomen de 9 de 
moyo de 1974 (Exp. num. 39.1Ô8) rozono osi:
"Porece, pues, o primero visto, que se cumplen todos los cond^ 
ciones que permiten reconocer y decloror el derecho del contro^ 
tisto o ser indemnizodo por lo Administrociôn de los expreso- 
dos donos. Ahoro bien, tonto el orticulo 46 de lo Ley de Con­
trotos como el orticulo 132 del Reglomento Generol de Contro­
tociôn reducen el derecho o indemnizociôn o los 'pérdidos, —  
overios o perjuicios ocosionodos en los obros'; y de los ont£ 
cedentes de este dictomen se deduce bien cloromente que los - 
doRos olegodos se refieren exclusivomente o los sufridos por 
lo moquinorio y moterioles del controtisto. Es évidente que - 
dichos conceptos no entron dentro de lo nociôn estricto de —  
'obros' y en toi sentido cobe preguntorse, como lôgicomente - 
hizo lo Jefoturo Regionol de Obros, si resulton indemnizobles. 
Lo respuesto se encuentro en el orticulo Ô7 del Reglomento G£ 
nerol de Controtociôn, que incluye en el calcule de los pre—  
cios de los distintos unidodes de obro determinodos costes —  
directes e indirectes, entre los que figuron, en concrete, —  
los de'omortizociôn y conservociôn de lo moquinorio e instol£ 
ciones utilizodos, moterioles, etc'. Desde esto perspective - 
cobe concluirse, de ocuerdo con el criterio sentodo por el —  
Consejo de Estodo en su dictomen de fecho 25 de obril de 1974
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(expediente nümero 39,127), que el criterio para fîjar si pro 
cede o no la indemnizaciôn de la maquinaria y materiales obj^ 
to de este expediente no reside, como alego la Asesoria Juri- 
dica, en la nocidn de 'incorporaciôn a las obras', o en el —  
hecho de que estas estuviesen ya terminadas, sino en determi- 
nar con exactitud si en el momento de la riada no hobion sido 
todovio certificodos unidodes de obro en cuyo câlculo de cos- 
tes directes e indirectes hubieron intervenido les referidos 
maquinaria y materiales. Résulta évidente que ni el criterio 
de situaciôn geogrofica de la maquinaria, ni el de conclusidn 
de la obra son suficientes para desestimar la reclamacidn de 
daRos y per juicios formulada por el contratista: en primer 1^ 
gar, aunque la maquinaria no estuviese literolmente a pie de 
obra, se encontraba en la zona de la riada por rozôn exclusi­
ve de la contrata y afecta a la misma, y, en segundo lugar, - 
puede bien ocurrir que en une obra concluida no se hayon cer- 
tificado todavia todas las unidodes de obra.
En resumen, a estos efectos de establecer si procédé o no in- 
demnizor al contratista, debe averiguarse primero si las obras 
hobion sido certificodos en su totolidod con onterioridod al 
die de la riada, y, en el coso de une respuesto negative, se 
indemnizorio a la contrata por cuontos elementos de los recl£ 
modos hayon repercutido, pero unico y exclusivomente por la - 
repercusiôn en los costes directos o indirectos de las unido- 
des de obra todovio no certificodos."
3. Procedimiento pore el obono de la indemnizocién.- El orticij 
lo 133 RCE estoblece la necesidod de seguir un breve procedimiento pore 
determiner la indemnizociôn a la que tiene derecho el contratista por —  
los donos que hoyo ocosionodo un suceso de fuerzo mayor. Asi empiezo por 
decir que "el contratista que estimore que le es de oplicaciôn olguno de 
las excepciones estoblecidos en el articule anterior, présentera la opo£ 
tune reclomaciôn al focultotivo Director de las obras en el plozo de - - 
veinte dies, contodos desde la fecho final del ocontecimiento.
A nuestro juicio, el derecho a la indemnizocidn no deberio es­
ter sujeto a ningun plozo de coducidod, como es el de veinte dios que es^  
toblece el articule 133 RCE. Lo que debbro ester sujeto a plozo es la —
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obligaciôn o cargo del contratista de notificor a la Administrocidn la 
producciôn de un evento de fuerzo mayor que perjudico o dono la obra.
En combio, el contratista podrio ejercitar su derecho de indemnizociôn, 
mientros no se extingo la relociôn contractual. Esto nos porecio tonto 
mas ocertodo cuonto que con la fijocidn de un plozo de veinte dios, uni­
co para notificor la existencio del coso de fuerzo mayor y para ejercitar 
el derecho a la indemnizociôn, se incurre en uno folto de reolismo, pues 
en muchos cosos no es posible determiner en ton breve plozo la entidod 
ni la cuontio de los donos. En la practice los expedientes de fuerzo ma­
yor se tienen que inicior con une estimociôn provisional de los donos, e 
incluso sin elle, ante la necesidod de reolizor estudios técnicos que —  
hoy que posponer hosto el momento en que los efectos y secuelos de la —  
fuerzo mayor se estobilicen.
La clausula 14 del PCAG, reiterondo en porte la regulociôn cori 
tenido en el articule 133 RCE, hoce hincopié en la necesidod de que se - 
ocredite en el expediente que por el contratista se hon puesto los medios 
odecuodos para controrrestor los efectos de la fuerzo mayor. Concretomejn 
te estoblece dicho clausula que "el contratista tendra derecho a ser in- 
demnizodo por la Administrociôn en los cosos y forma que détermina y es- 
toblece el Reglomento General de Controtaciôn, si bien en el expediente 
debero ocreditor que, previamente al suceso, hobio tornado las medidos y 
precouciones rozonobles para prévenir y evitor, en lo posible, que las - 
unidodes de obra ejecutodos y los materiales ocopiodos en la obra pudie- 
ron sufrir donos por eventos de la noturoleza"; después se anode que "en 
la voloraciôn de los donos cousodos se tendron en cuento la odopciôn de 
las medidos y precouciones rozonobles por porte del contratista, a fin - 
de segregor de oquéllo los donos que se pudiesen evitor de hoberse torna­
do las medidos oportunos previos o inmediotomente después de ocoecer el 
hecho causa de los donos".
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Incoado el expediente con la peticiôn del contratista, el Di­
rector de las obras debe comprobar seguidamente sobre el terreno, la rejo 
lidad de los hechos, y previa toma de los datos necesarios y de la info£ 
macién pertinente, procédera a la valorocién de los donos cousodos, efe^ 
tuondo propuestos sobre la existencio de la causa olegodo, de su relociôn 
con los perjuicios ocosionodos y, en definitive, sobre la procedencio o 
no de la indemnizociôn (articule 133 RCE, pôrrofo 29).
Después de la redocciôn de la propuesto del Director se conce­
de oudiencio al contratista, dândole visto del mismo para que puedo for­
muler olegociones por el plozo de 10 a 15 dies, de conformidod con el —  
articule 91 LPA, al que hoy que ocudir ante la faite de regulociôn espe- 
cifico en este punto. Posteriormente informa la Asesoria Juridico pore - 
que concluyo el expediente con la resoluciôn del Organe de Controtaciôn 
o entidod que hoyo celebrodo el controto (articule 133 RCE, pârrofo 39). 
Esta competencio no se altéra por la circunstoncio de que el Consejo de 
Ministres hoyo podido declarer por analogie, un determinodo acontecimieri 
to como coso de fuerzo mayor, ya que su intervenciôn quedo limitodo a la 
colificociôn del suceso o evento, sin entrer a conocer de la cuontio de 
la indemnizociôn que debe reconocerse al contratista.
4. La fuerzo mayor en el RCCL.- El articule 57 RCCL recoge como 
case de fuerzo mayor aunque sin dories esta denominociôn, los siguientes:
"a) Incendies originados por la electricidod otmosférico;
b) Donos producidos por terremotos;
c) Donos derivodos de movimientos del terreno en que estén —  
construyendo las obras;
d) Destrozos ocosionodos violentomente a mono armada en tiem- 
po de guerre o por sediciones populores o robes tumultuo—  
ses".
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Comparando esta enumeracidn con la que se contiene en el ar—  
ticulo 132 RCE, se observa la exclusiôn de los maremotos y las inunda—  
clones catastrôficas como casos de fuerzo mayor; y, odemâs, que el or—  
ticulo 57 RCCL si contiens un verdodero "numerus clousus", por no odmi- 
tir otros cosos de fuerzo mayor, siguiendo un criterio de analogie, como 
ocepto, en combio, el oportado 6 del articule 132 RCCL. Como en otros —  
tontos supuestos, se observa, pues, une faite de porolelismo entre la - 
controtaciôn administrative estotol y local. Esto ho dodo lugar a que se 
plantes la cuestiôn de si es oplicoble en este punto a las entidodes lo­
cales el RCE como Derecho supletorio, de ocuerdo con la Disposiciôn Adi- 
cionol 29 del RCCL, pore colmor lo que, a primera visto, pudiero porecer 
uno lagune normative.
Sin embargo, no porecen existon lagunas en el RCCL, sino sim—  
plemente disporidod de criterios, aunque evidentemente môs restringidos. 
Asi lo ho entendido la jurisprudencia, pues la sentencio del T.S. de 6 - 
de julio de 1978, ho resuelto la cuestiôn con estos orgumentos:
"Si bien conforme a la Ley de Bases de Controtos del Estodo de 
28 de diciembre de 19Ô3 y su texte orticulodo de 8 de obril - 
de 1965 y su Reglomento de 28 de diciembre de 1967 puede el - 
contratista ser indemnizodo por donos y perjuicios sufridos a 
causa de inundociones catastrôficas por desbordomiento de rios 
y orroyos siempre que los donos no se hayon producido por la 
frogilidod de las defensos que hubiero debido construir el coji 
trotisto en cumplimiento del controto, asi como a cuolquier - 
otro coso de efectos onologos a los onteriores, previo ocuer- 
do del Consejo de Ministres, résulta que odemâs de que en es­
tos supuestos de fuerzo mayor difieren las disposiciones regjj 
lodoros de la Administrociôn Local de la Estotol, segun se e£ 
toblece en el Reglomento de Controtaciôn de las Corporociones 
Locales de 9 de enero de 1953, en que siempre se entenderon a 
riesgo y ventura para el contratista y sôlomente puede solic^ 
tor indemnizociôn en los cosos toxotivomente morcodos de fue£ 
zo mayor en dicho legislociôn, donde no se ocoge precisomente 
la referente a inundociones catastrôficas por desbordomientos 
de rios y orroyos, tombién es dudoso la oplicociôn de esta —
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materio con corécter supletorio de lo previsto para lo contra 
tociôn del Estodo, conforme se outorizo en la disposiciôn od^ 
cionol tercero del Reglomento de Bienes de las Corporociones 
Locales de 27 de moyo de 1955 y que osimismo se contiene en - 
la disposiciôn odicionol segundo^del citodo Reglomento de Cori 
trotociôn de dichos Corporociones, puesto que eso supletorie- 
dod para su oplicociôn en estos supuestos controctuoles debe 
estor condicionodo a la existencio de verdoderos lagunes sobre 
puntos concretos y determinodos dentro del Ordenomiento Local, 
pero no en combio cuondo taies lagunas no son cloras y eviden 
tes, como ocurre en este coso, por hober toxotivo regulociôn 
con respecte a la oplicociôn de la fuerzo mayor en la legislo 
ciôn local, lo que descorto entonces dicho supletoriedod y en 
reolidod se convierte en uno oplicociôn onolôgico o de inter- 
pretociôn extensive de la mismo, lo cuol no se permite en di- 
cho moterio de controtaciôn administrative".
Aunque la doctrine que se contiene en esta sentencio se refie- 
re exclusivomente a la no ompliaciôn de cosos de fuerzo mayor, hoy que - 
entender con mayor rozôn que no puede oplicorse la legislociôn estotol - 
en cuonto al procedimiento exominodo mas orribo, pore ejercitar el derecho 
a la indemnizociôn. En este punto es la LPA la que debe funcionor como 
recho supletorio para determinor los tromites que deben seguirse para r£ 
solver uno peticiôn de indemnizociôn fundodo en un coso de fuerzo mayor.
III.- OTRAS EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DEL RIESGO Y VENTURA.-
La fuerzo mayor no es la Onico excepciôn al principle del rie^ 
go y ventura, pues odemâs del "periculum rei" que quedo osegurodo en los 
cosos ya estudiodos medionte indemnizociôn, tombién el "periculum oblig£ 
tionis" es decir el riesgo de que el coste real de la obra no coïncida - 
con el reolmente producido, se excluye en varias hipôtesis a las que nos 
referimos a continuociôn.
En primer lugar, y como lo ho reconocido la jurisprudencia - - 
(sentencio del Tribunal Supremo de 21 de junio de 1976) no puede oplicorse
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el principle del riesgo y ventura si la mayor onerosidod de la ejecuciôn 
del controto ho sido provocodo por la Administrociôn al controvenir el - 
controto o por octo extrocontractuol. En ambos cosos se ha de indemnizor 
al contratista (articulos 58 LCE y 158 RCE y 40 LRJAE).
El principio del riesgo y ventura tiene otro excepciôn cuondo 
la relociôn coste-resultodo se modifico en perjuicio del controtisto par 
que éste se encuentro con uno moyor dificultod en lo ejecuciôn de lo - - 
obro, que lo hoce môs oneroso. En este supuesto no intervienen foctores 
subjetivos como en el coso onterior, pues lo moyor dificultod y consi- - 
guiente onerosidod no depende de la conducto de las partes, sino de cir- 
cunstoncios objetivos e imprevistos.
En el Derecho froncés se hoblo de "sujétions imprévues" para 
hocer referenda a los cosos en que el controtisto encuentro uno moyor - 
dificultod sobrevenido en la ejecuciôn de lo obro, y en el Derecho ito-- 
liono se estudion estos supuestos con referenda al "rischio dello difi- 
coltô dell'opus".
El articule 17 del CGAG froncés reconoce ol controtisto el de­
recho o ser indemnizodo por los perjuicios que eventualmente le cousen - 
los combios en lo noturolezo de determinodos closes de obros. Textuolmeji 
te este articule dice lo siguiente:
"Dons le cos de trovoux réglés sur prix unitoires, lorsque, —  
por suite d'ordres de service ou de circonstonces qui ne sont 
ni de lo foute ni du foit de l'entrepreneur, l'importonce de 
certoines notures d'ouvroges est modifiée de telle sorte que 
les quontités exécutées différent de plus d'un tiers en plus, 
ou de plus d'un quort en moins desquontités portées ou détoil 
estimotif du marché, l'entrepreneur o droit h être indemnisé 
en fin de compte du préjudice que lui ont éventuellement cou- 
sé ces chongements  .........................
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En el Derecho italiano no existe uno norma especial adminis—  
trotiva por lo que se resuelve el problème aplicando la que se contiene 
en el articule 1664 del Côdigo Civil, segün el cuol:
"Se nei corso dell*opera si manifestano difficolta di esecuzijo 
nés derivanti da cause geologiche, idriche e simili, non pre- 
viste dalle parti, che rendano notevolmente più onerosa la —  
prestazione dell-appaltatore, questi ha diritto ad un equo —  
compense"•
En nuestro Derecho, el problème se suscité bajo la vigencia del 
Pliego de 1903, con motive de la construcciôn del tunel de Canfranc, pues 
el contratista encontrô une mayor dificultod debido a la constituciôn —  
geolôgico del terreno cuyo excovaciôn exigio unes procedimientos mas co£ 
tosos que los previstos. Plonteoda la cuestiôn ante el Tribunal Supremo 
se dictô la sentencio de 29 de septiembre de 1913, que sentô la siguien­
te doctrine:
"Que no cable otribuir el hecho o error de câlculo o accidente 
naturel imprevisto, onâlogo a los cosos de fuerzo mayor del - 
articule 42, sino que se trotobo de un accidente normal, aun­
que de importoncio extroordinoria en su cuontio, y se oplico- 
rio el articule 48 del pliego general de condiciones referen- 
tes 0 la tosaciôn de obras no incluidos en el presupuesto de 
la controto".
El Consejo de Estodo tombién ho oplicodo la técnico del precio 
controdictorio cuondo se le ho plonteodo un coso de mayor dificultod en 
la ejecuciôn de unos obras de drogodo, por oporecer un terreno con une - 
composiciôn geolôgico diferente a la iniciolmente preyisto. El Dictomen 
de 11 de diciembre de 1969 citodo môs orribo, argumenta de la forma si—  
guiente:
"La oporiciôn de obras imprevistos es uno de los supuestos --
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tipîcos ante los que cloudico el principio de riesgo y vent£ 
ro. Respecto a las obras contratadas, el contratista no pue­
de, bajo ningun pretexto, reclomar oumento de los precios (- 
arts 43 del Pliego de Condiciones générales de 1903); mas no 
ofrece dudo que esta imposibilidad de alterar los precios po£ 
todos, centro de grovedod del riesgo y ventura, a salvo natu- 
ralmente los supuestos de excepciôn, no cubre el coso de la - 
ejecuciôn de obras imprevistas que no figuran en el presupue£ 
to de controto, supuesto rodicolmente distinto y al que la Le 
gislociôn dedico otenciôn seporodo (arts 48 del Pliego; arts 
150 del Reglomento de Controtos del Estodo). No porece neces£ 
rio extenderse en moyores considerociones sobre este extremo, 
que se impone por su mismo evidencio.
Que en el présente expediente se contempla no un supuesto de 
riesgo del contratista, sino uno de ejecuciôn de obra nuevo, 
résulta de modo inmedioto de la disporidod entre los precios 
controtodos para la unidod de drogodo en terreno ordinorio y 
el coste de ejecuciôn del drogodo en roco. En efecto, la exp£ 
riencio y la técnico permiten a la Administrociôn conocer de 
ontemono cuol es el coste de coda unidod de obra y sus elemeji 
tos intégrantes, y los precios unitorios fijodos en el presu­
puesto no hocen sino responder o esos criterios objetivos. De 
toi modo que, cuondo no figura en el cuodro de precios el - - 
correspondiente a unos obros técnicomente diferenciodos y de 
coste notoriomente superior o las previstos, como son en el - 
présente coso las de drogodo en roco, forzoso es deducir que 
dichos obros no formon porte de la controto y que constituyen 
obros nuevos a sus efectos. Obligor al contratista a efectuor^ 
las con orreglo a un precio netomente inferior calculodo para 
unidodes de distintas coracteristicos y a pretexto del riesgo 
osumido ol controtor con la Administraciôn Publico, séria 11e- 
vor el principio del riesgo a terrenos que exorbiton monifie£ 
tomente de su propio compo de occiôn".
Por ultimo, uno tercero excepciôn ol principio del riesgo y —  
ventura se produce en relociôn con el llomodo ôleoscoyunturol. Ya hemos 
indicodo que lo que este principio impone es que no trosciendo ol contrai 
to el riesgo de que la relociôn coste-resultodo no coincide con las pre- 
visiones que hizo el controtisto ol obligorse con la Administraciôn. Sin 
embargo, a veces se producen olterociones ton profondes en los presupue£
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tos econômicos en base a los cuoles el contratista formulé su oferta, —  
que surge la cuestiôn de determiner haste qué punto la inalterabilidad 
del contrato (pacte sunt servanda) ha de mantenerse a toda coste. Pero - 
el examen de las distintas soluciones que a dicha cuestiôn han dado la - 
doctrine cientifica y el Derecho positivo, quedo pospuesto para cuondo - 
tengomos que estudior la revisiôn del precio que ho de pogor la Adminis­
traciôn ol controtisto.
IV.- DANOS A TERCERO MOTIVADOS POR LA EJECUCION DE LA OBRA.-
Los riesgos que genera la ejecuciôn de une obra publico no sô- 
lo constituyen une aroenozo para las partes ligodos en virtud del c.o.p., 
sino tombién pore los terceros respecto de los cuoles el c.o.p. es "res 
inter olios octo". Tienen la condicion de tercero a estos efectos, todo 
sujeto que sufro un perjuicio, material, immaterial o corporal, que no - 
esté vinculodo con la Administraciôn en virtud de un c.o.p. Por ello, —  
entre otros, son terceros los subcontrotistos y los suministredores o —  
proveedores del contratista principal.
No existe uno regulociôn especifico de la responsobilidod por 
los donos derivodos de la ejecuciôn de las obros publions, ni siquiero de 
los que se producen môs frecuentemente (instolociones prôximos, vios pô—  
blicos, etc.). Hoy que ocudir, pues, a las normes générales civiles o ad­
ministratives sobre responsobilidod extrocontroctual.
En principio,podrio porecer que el tercero que sufre el dono o 
un perjuicio como consecuencio de une obra publico que realize un contra­
tista, no tiene môs remedio que dirigirse contra este ultimo medionte el 
ejercicio de la occiôn civil de responsobilidod extrocontroctual, de - - 
ocuerdo con lo estoblecido en el articule 1902 CC ("El que por occiôn u - 
omisiôn causa dono a otro, interviniendo culpo o negligencio, esta obli—
-  218 -
gado a reparar el dano cousodo"). De este supuesto portio el orticulo —  
121 LOP, pues otribuye a la competencia de los Tribunoles de Justicio, - 
el conocimiento de los cuestiones relatives a los donos y perjuicios - - 
ocosionodos a terceros en sus derechos de propiedod, cuyo enojenaciôn no 
sea forzoso, por el estoblecimiento o uso de las obras concedidos o por 
cuolquiero otros causes dependientes de las concesiones.
Sin embargo, lo introducciôn de un sistemo de responsobilidod 
administrative de corâcter objetivo, con obstracciôn de la idea de culpo, 
por la LEF (articule I2l) y la LRJAE (articule 40), hoy reofirmoda por - 
el articule 106 CE, déterminé un combio radical respecto ol régimen ont£ 
rior a esos leyes. Desde luego, el tercer per judicodo puede opter toda—  
vio por la jurisdicciôn civil, probondo la culpobilidod del contratista, 
pero rare sera que lo hogo hobido cuento de la coberturo que le ofrecen 
las normes administratives citodos, tonte en el orden de la solvencio e- 
conémico como de la sencillez procedimentol.
Efectivomente, estos preceptos estoblecen que la Administra- - 
cién debe indemnizor a los porticulores de toda lesiôn que estos sufron 
en cuolquiero de sus bienes y derechos, solve en los cosos de fuerzo ma­
yor, siempre que oquéllo seo consecuencio del funcionomiento normal o —  
anormal de los servicios publicos. La jurisprudencia ho ompliodo la no—  
cién de servicio publico, refiriéndolo ol "hocer y octuor de la Adminis­
traciôn como acte de gestiôi publico" (STS de 2 de febrero de 1968)• Se 
prescinde, pues, del dote de la ilicitud o culpo del agente cousante del 
dono, bostondo para que la lesiôn seo resorcible con que se considéré —  
ontijuridico y es ontijuridico si el sujeto que la sufre no tiene el de- 
ber juridico de soportorlo. Este mismo principio de responsobilidod obj£ 
tivo, supone odemâs, que la imputociôn, esto es, la otribuciôn a un suj£ 
to del deber de indemnizor, se efectue no por la simple cousociôn mate—
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rial del dono sino por ser titular de lo empreso o octividod con lo que 
se generon los riesgos ( 13).
Cuonto se ocobo de senolor de forma muy resumido, es impres—  
cindible para entender correctomente el orticulo 134 RCE, unico que se - 
dedico ol temo que ohoro nos ocupo, y que textuolmente dice lo siguiente:
"Sera de cuento del contratista indemnizor todos los donos que 
se cousen a terceros como consecuencio de las operociones que 
requiero la ejecuciôn de las obras.
Cuondo taies per juicios hayon sido ocosionodos como consecueni 
cio inmedioto y directo de uno orden de la Administraciôn, s£ 
ro ésto responsable dentro de los limites senolodos en la Ley 
de Régimen Juridico de la Administraciôn del Estodo. Tombién 
serô ésto responsable de los donos que se cousen o terceros - 
como consecuencio de vicios de proyecto.
Los reclomociones de los terceros se presentorôn, en todo co- 
so, en el término de un ono, ante el ôrgono de controtaciôn, 
que decidirô en el ocuerdo que dicte, oido el contratista, so 
bre lo procedencio de oquéllos, su cuontio y la porte respon­
sable. Contra su ocuerdo podro interponerse recurso ante la - 
jurisdicciôn contencioso-administrotivo".
Uno primera lecture del orticulo 134 pudiero llevor o la idea 
de que el tercero perjudicodo tiene que dirigir su occiôn de responsobi­
lidod extrocontroctuol contre el controtisto, cuondo el dono o lesiôn es 
consecuencio de los operociones propios de lo ejecuciôn de la obra y co£ 
tro lo Administrociôn cuondo el dono se produce como consecuencio inme—  
dioto y directo de une orden de lo Administrociôn o de vicios del proye£ 
to.
Sin emborgo, esto interpretociôn no puede odmitirse por estor 
en controdicciôn con lo concepciôn legol de responsobilidod administrât^ 
va derivodo del funcionomiento normol o onormol de los servicios publicos.
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Porque frente a tercero quien responde siempre es lo Administrociôn y no 
el controtisto, por ser lo primera quien ostenta la titularidad de la o£ 
tividad que origina el dano ( 14), Lo Administrociôn responde frente ol 
tercero que ejercito contra ella un derecho indemnizotorio si pruebo el 
perjuicio efectivomente sufrido y la relociôn de causa a efecto entre —  
las operociones propios de la ejecuciôn de la obra publico y el dano pr£ 
ducido. El Consejo de Estodo ho ofirmodo que si este criterio sobre imp£ 
tociôn de responsobilidod es vôlido para el supuesto de servicios conce­
didos, en que hoy uno transferencia de la titularidad del servicio, con 
mayor rozôn debe voler en el supuesto de un simple contrato de ejecuciôn 
de obros, en que la titularidad de las mismos no se tronsfiere, pues se 
montiene plenomente por la Administraciôn (15 ),
Por consiguiente, los dos primeros pôrrofos del orticulo 134 - 
RCE hoy que entenderlos como formulociones de uno norma que régula el r£ 
porto de la cargo indemnizotorio entre la Administraciôn y el contratis­
ta, y en este reparto si que juega el criterio de la responsobilidod su^ 
jetiva, pues la Administraciôn que paga tiene une occiôn de regreso con­
tra el controtisto culpable del perjuicio cousodo ol tercero. Asi lo ho 
declorado tombién el Consejo de Estodo en su Dictomen de 18 de junio de 
1970 (Expediente num. 36.913), en el que se siento la doctrina siguiente:
"La precisiôn que ocabo de hacerse es oportuna, ya que la Adm^ 
nistraciôn dispone, como es lôgico, de la occiôn de regreso - 
contra sus contratistas cuondo los donos producidos les seon 
imputables a ellos y no a vicios del proyecto o a ôrdenes em£ 
nodos de oquéllo, y en tal sentido han de ser interpretados - 
los articulos 19 del Pliego de Condiciones Générales, de 13 - 
de marzo de 1903, y 134 del Reglomento de Controtos del Esto- 
do, de 28 de diciembre de 19ô7. El hecho de que la Administra^ 
ciôn, después de instruido el procedimiento senolodo en el —  
orticulo 134 del Reglomento de Expropiociôn Forzoso, abone al 
perjudicodo la indemnizociôn que puedo corresponderie, no es 
ôbice para que repita luego contra el contratista al que, en
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virtud de los referidos condiciones y règles controctuoles, 
le seo imputable la comisiôn material del perjuicio. A éste 
corresponderà, en definitive, la cargo econômica de la indein 
nizociôn, pero sin que esta responsobilidod final del contra^ 
tista puedo servir a la Administraciôn para desvanecer la su- 
ya propio frente a terceros".
Y si como dice este mismo Dictomen del Consejo de Estodo "el - 
titular de la obra publico es siempre la Administraciôn, que en ningun - 
momento dejo de ejercitar sobre ello sus potestodes y de osumir la res—  
ponsabilidad de los donos que su ejecuciôn puede causer a tercero", es - 
lôgico que el ultimo pôrrofo del orticulo 134 RCE dispongo que las recl£ 
madones de los terceros se presentorôn, en todo coso, en el término de 
un ono, ante el ôrgono de controtaciôn. A veces, estos ôrgonos pretendion 
declarer la inadmisibilidad de las reclamaciones argumentando que el te£ 
cero perjudicodo debio ocudir a la via civil para ejercitar las acciones 
contra el controtisto. Sin embargo, esta soluciôn no sôlo supone que se 
estén pre juzgondo lo que precisomente hoy que dilucidar (quien debe res­
ponder en ultimo término), sino que, odemôs, se opone al principio de —  
responsobilidod objetivo de la Administraciôn, cuyo ventaja, desde el puni 
to de visto procedimentol es évidente, tal como subraya el Dictomen del 
Consejo de Estodo ol que nos venimos refiriendo, pues dice que "la remi- 
siôn unitaria a las reglas administrativas del régimen de responsabili—  
dad por los donos cousodos como consecuencio de la ejecuciôn de las obras 
publicos, tiene, odemôs, la ventaja odicionol de proporcionor a los per- 
judicodos un mayor morgen de seguridod juridico, va que para ellos siem 
pre es la Administraciôn quien octôo, con su corteio de prerrogotivos y 
poderes, sin que les corresponde conocer las relociones internas que pue 
don existir entre lo Administraciôn y el contratista a los efectos de —  
las indemnizociones que les puedon ser exigidos.
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I.- PROHIBICION DE MODIFICACION DEL PROYECTO POR EL CONTRATISTA. EXCEP­
CIONES. -
El principio de inalterabilidad del contrato (articule 1091 CC) 
juega con desigual eficacia dentro del c.o.p. segün se refiera a las - - 
obligaciones de la Administraciôn o del contratista, pues mientros que - 
la primera tiene el llamado "lus voriandi" o derecho de modificociôn, —  
que vomos o estudior en este capitule, el segundo debe reolizor la obra 
de ocuerdo con lo poctodo en el contrato, coreciendo, en principio, de to 
do focultod para alterar o modificar el proyecto de la obra.
La inalterabilidad del contrato concretodo a su objeto (la - - 
obra proyectada) se enuncia legalmente en forma positiva y negativa. Po- 
sitivamente los articulos 44 LCE y 130 RCE ofirmon que "las obras se eje 
cutarôn con estricto sujeciôn a las clôusulas estipuladas en el contrato 
y al proyecto que sirve de base al mismo". Negativomente, la clôusula 62 
PCAG formula una prohibiciôn terminante: "ni el contratista ni el Direc­
tor podrôn introducir o ejecutor modificociones en la obra objeto del con 
troto sin la debida aprobaciôn de aquellas modificaciones y del presupues 
to correspondiente". En el ômbito local, y de modo genérico, el orticulo 
51.2. RCCL dispone que "las Corporociones no pueden recibir prestociones 
cuontitotivo o cuolitotivamente distintas de las estipuladas".
De todo ello se deduce fécilmente que el contratista no puede 
modificar el contenido de su prestaciôn, prohibiciôn que si incumple do 
lugar o que incurro en responsobilidod contractual (articulos 52 LCE y -
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157 RCE y 65 y 93 RCCL), la cual se régula especialmente para el caso de 
modificaciones indebidos, en el articule 155 RCE y la clôusula 62, pârr£ 
fo 39 PCAG. En el primero de estos preceptos se empiezo por establecer - 
la responsobilidod disciplinaria para los funcionorios si se producen —  
modificaciones no outorizodos en las obras respecto a los proyectos por 
los que se rige su reolizociôn. Pero, odemâs, esta norma déclara tombién 
la responsabilidad de los contratistas que con conocimiento de la irreg£ 
laridad ejecuton modificaciones de obra no outorizodos, disponiendo que 
"no tendron derecho al obono de los mismos, vendrân obligados a su demo- 
liciôn si asi se les ordena, e indemnizarân a la Administraciôn, en todo 
caso, por los doRos y perjuicios que su conducto ocaêione". Por su porte, 
la clôusula 63 PCAG, en su pôrrofo segundo, reofirmo la responsobilidod 
del contratista por los modificaciones en la obra que no estén debidomen 
te outorizodos por la Administraciôn, sin perjuicio de la que pudiero al^  
canzar a los funcionorios encorgodos de la direcciôn, inspecciôn o vigi-
lancia de la obra.
Con todo, la prohibiciôn de modificociôn impuesta al contratis 
ta no es ton absolute como para que éste siempre seo considerado respon­
sable en los términos ya expuestos. Dos excepciones pueden seRolorse a - 
este respecto.
La primera se produce como consecuencio del juego de la buena 
fe y de la condena del enriqueciroiento injuste dentro del c.o.p. Existe 
buena fe del contratista si modifico la obra en virtud de ôrdenes, aunque 
seon verbales, de quien tiene competencia para darlas y si actes poste—  
riores de la Administraciôn crean tombién en el contratista la confianza 
de que las olterociones introducidos en el proyecto son vôlidos. Asi lo
viene entendiendo la jurisprudencia ( 1 ), que tombién se vole de crite­
rios objetivos para valorar si la modificociôn de la obra era necesaria 
técnicomente para la ejecuciôn global del proyecto ( 2  ), En consecuencio
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la Administraciôn no puede negor el pogo de la mayor contidod o colidod 
de obra, pues se enriqueceria injustamente a costa del contratista ( 3 ) 
( 4  ).
La segunda excepciôn aludida hace referencio a aquellas varia- 
clones de obra que por ser meramente cuantitativas y no exceder de un d£ 
terminodo porcentoje, pueden ser reolizodas por el contratista sin neces£ 
dad de que sea previamente autorizado por la Administraciôn. Asi lo admù 
te la clôusula 62 PCAG de la que nos ocuporemos môs odelonte.
II.- EL lUS VARIANDI DE LA ADMINISTRACION.-
1. La mutobilidod del contrato administrativo.- Como deciomos 
al principio de este capitule, el principio de la inalterabilidad del co£ 
trato, actôa con desigual eficacia debido a la existencio del "lus variari 
di" de la Administraciôn, es decir, del poder que esta tiene de modifi—  
cor el contrato dentro de ciertos limites. La doctrina cientifica es ca- 
si unônime en destacar que el "lus voriandi" de la Administraciôn es una 
de las coracteristicos môs tipicas del contrato administrativo. GARRIDO 
FALLA ( 5 ) dice que "en la mismo génesis del contrato administrativo —  
oporece el lus voriandi de la Administraciôn como uno de las notas que - 
vienen a caracterizarlo decisivamente desde un punto de visto sustancial", 
GARCIA DE ENTERRIA ( ô ) dice que "el llamado lus voriandi o poder de mo 
dificociôn unilateral del objeto del contrato es la môs espectacular de 
las singularidades del contrato administrativo en cuonto que opunto di—  
rectomente o uno de los presupuestos bôsicos del instituto contractual - 
-pacta sum servanda, contractus lex inter partes-". E incluso se llego a 
proclomor lo existencio de un principio de mutobilidod del contrato odm^ 
nistrotivo, que ARINO ORTIZ ( 7 ) enuncia de esta forma: "la Administra­
ciôn no puede renuncior a sus potestodes ni cercenar su libertad en la -
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gestiôn del interés general. Su responsabilidad privativa de interne ge­
neral no puede verse condicionodo por los controtos que voyon celebrondo. 
De obi su potestod de introducir modificaciones en el objeto mismo del - 
contrato, que oseguren una mejor reolizociôn de aquôl o una mejor adapta^ 
ciôn a sus fines. Potestod cuyo renuncia, aôn declorado en el contrato - 
séria nula y sin valor. La inmutabilidad del contrato (principio del - - 
"contractus lex") se ve asi matizada, coloreada administrativamente, por 
la inmutabilidad del fin. Estas olterociones del contrato administrativo 
se operon, odemôs, de un modo inmedioto y directo, por el principio de - 
decisiôn unilateral y ejecutorio, previo al conocimiento judicial. Por - 
ültimo, LAUBADERE ( 8 ) explica el alcance de este poder de modificociôn 
diciendo que el mismo no significo que el contrato administrativo no viji 
cule a la Administraciôn ni que sôlo tengo fuerza obligatoria para el —  
particular contratante, pues lo que verdoderomente entroRo es que el - - 
principio fundamental en el Derecho Privodo, de la inmutabilidad contro£ 
tuai no se oplica a los controtos administrotivos con los mismos conse—  
cuencias générales y absolûtes. Por ello este outor hoblo de la existen- 
cia de una cierta "mutobilidod" del contrato administrativo.
Nuestro Derecho positivo tombién consagra la mutobilidod del - 
contrato administrativo, en virtud de la prerrogativa de modificociôn —  
que se reconoce con corâcter general a la Administraciôn. Los articulos 
18 LCE y 50 RCE estoblecen, junto a la prerrogativa de interpretociôn y 
resoluciôn del contrato la de su modificociôn por rozones de interés pô- 
blico, dentro de los limites y con sujeciôn o los requisitos y efectos - 
seRolodos en la LCE y RCE.
La jurisprudencia, haciéndose eco de algunas de las direccio—  
nés doctrinales antes seRolodos, a veces pone el énfasis en la mutabili- 
dad del contrato administrativo, que contrasta con la inmutabilidad del
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fin. Asi la STS 11 de octubre de 1979 dice que "es évidente que, en prijn 
cipio, nada se puede objetar a la modificaciôn contractual referida, pue£ 
to que la régla general de la inmutabilidad del contrato, prédominante - 
en el arrendamiento civil (contractus lex) ofrece en el administrativo - 
la versiôn de la inmutabilidad del fin, o inmutabilidad del servicio, p£ 
ro lo cual se instrumenta una especial potestad, la "potestas variandi" 
habilitada no por ministerio del contrato sino por el de la ley, hasta - 
el extremo que la doctrina cientifica ha destacado que esta "potestad" - 
merece ser aplicado con un criterio interpretotivo extensivo, en el com- 
po administrativo, mientros que, por el contrario, en el civil las facuJL 
tades de modificaciôn ("ius no potestas") sôlo deben ser reconocidos en 
los cosos y con el alcance expresamente previsto en el contrato y con un 
criterio hermeneutico restrictivo". Sin embargo, otros sentencias desto- 
can ante todo la inmutabilidad del contrato; la STS de 29 de moyo de 1973 
hoblo de "la inmutabilidad que domina la ejecuciôn del contrato de obra 
para el controtisto en oplicociôn del viejo principio trodicionolmente - 
estoblecido en oros de lo seguridod juridica de "pacte suit servanda" sin 
que el contratista puedo, por tonto, oportorse de la ley del contrato". 
Esta mismo sentencio entiende que la inmutabilidad del contrato se miti­
ge con la teoria de la clôusula "rebus sic stantibus" y la doctrina del 
riesgo imprévisible, que se refie je en ciertos normes de la controtaciôn 
odministrativa, como son las relatives a la suspensiôn de las obras y la 
clôusulo de revisiôn de precios. Tombién la sentencio de 30 de marzo de 
1978 obundo en esta direcciôn y asi dice "que insistiendo en la mismo —  
linea, la jurisprudencia tiene declorado que, por oplicociôn de los ar—  
ticulos 1256 y 1091 del C. Civ. los controtos en que es porte la Admini£ 
trociôn, ésto debe respetar la situaciôn juridica creada por la relociôn 
contractual y, si octuondo con la investidura del poder pôblico le asis- 
te la focultod de declarer lesivo el octo propio administrativo, y nulo 
o rescindido el contrato de iguol noturolezo, la declorociôn de lesividad
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no es ejecutivo mientros no seo plonteoda, discutida y confirmada por - 
la jurisdicciôn contenciosa, pues como principio el articule 1256 C.Civ. 
es oplicoble a todos los centrâtes, aunque la Administraciôn seo parte - 
en éllos.'*
Por nuestro porte consideramos que la teoria del controto ad­
ministrativo y su mutobilidod no hace otro cosa que generolizor por via 
de obstracciôn, los fenômenos concretos en que se monifiesto el "ius va­
riandi" de la Administraciôn. Es indudoble que es en el c.o.p. donde el 
poder de modificaciôn actôa con môs cloridod y donde se encuentro regul£ 
do con precisiôn. Creemos, por otro porte, que la teoria general del cori 
troto administrativo ho contribuido a mitificor un tonto el alcance del 
"ius voriandi" ( 9), por lo que se hoce necesorio uno especie de "cura 
de humildod" para intenter comprender y explicor cuôl es el verdodero —  
significodo del poder de modificaciôn que tiene reconocido la Administra^ 
ciôn (10), El mejor modo de hocerlo es ver cômo juego el poder de modi­
ficaciôn de la Administrociôn dentro del c.o.p., donde no se monejon - - 
obstrocciones sino outénticos realidades.
2. Existencio y fundomento del "ius voriandi" en el c.o.p.- —  
En primer lugar conviene precisor que el "ius voriandi" entrono un poder 
de modificaciôn del objeto del contrato, esto es, de la obra proyectada 
( 11). Ciertomente existen otros elementos modificobles dentro del c.o.p. 
pero todo la regulociôn del "ius voriandi" opunto al objeto contractual, 
pues aunque tombién se contemple la suspensiôn de la obra o el oumento - 
del plozo, todo ello se vinculo a la modificaciôn de la obra que va a —  
ejecutorse o que estô en curso de ejecuciôn. Que el "ius voriandi" exis­
te por y para la ejecuciôn de la obra se desprende sin ninguno dificultod 
de la Secciôn 2@ del capitule IV del Titulo I del Libre Primero de la —  
LCE y de la Secciôn 49 del Capitule V del Titulo II del Libre Primero del
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RCE, aunque sus respectives enunciados (Modificaciôn del contrato de - - 
obras) sea môs genérico que su propio contenido. Y es asi coma bay que - 
entender el primer pôrrafo de los articulos 48 LCE y 146 RCE que dicen - 
que "una vez perfeccionado el cantrato, la Administraciôn sôlo puede mo­
dificar los elementos que lo integron dentro de los limites que estoble- 
ce la présente legislaciôn". Esos elementos modificobles son la obra pr£ 
yectado y las circunstoncios de tiempo y lugar que la acompaRan, segun - 
se desprende de los articulos siguientes.
^Por qué puede la Administraciôn modificar la obra proyectada?. 
La respuesto a esta pregunto sobre el poder de modificaciôn ho perdido a 
veces su auténtico sentido desplozondo la cuestiôn del fundomento de di­
cho poder al cômo de su ejercicio. A nuestro juicio, esto sucede cuondo 
se explica el poder de modificociôn como uno prerrogativa que el Derecho 
pôblico reconoce a la Administraciôn o como uno monifestociôn del popel 
que juego la nociôn de servicio pôblico en la controtaciôn administrati­
ve. Para GARRIDO FALLA ( 12 ) el "ius voriandi" se explica porque "el pr£ 
pio fundomento que permite a la Administraciôn organizer por vio régla—  
mentorio un servicio pôblico concedido, détermina tombién la potestad od^  
ministrotivo de reorganizer dicho servicio, voriondo su reglomento y od£ 
cuôndolo 0 las exigencies siempre combiontes del interés pôblico". LAUBA 
DERE ( 13) sostiene que el poder de modificaciôn se fundo en las exigen­
cies del servicio pôblico y en los combios que sobrevienen en esos exige£ 
cios.
Por nuestro porte entendemos que la configurociôn del "ius va­
riandi" como prerrogativa o potestad reglomentoria explica que la misma 
se imponga con fuerza especial al contratista, pero entonces lo que se - 
révéla no es su fundomento sino sus efectos. Y otro tonto ocurre cuondo 
se argumenta con las exigencios del servicio pôblico, pues éste ôltimo -
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es el que, osimismo, justifiée que el poder de modificaciôn revista las 
caractères de una prerrogativa pôblico e irrenunciable.
El porque del "ius voriandi" hoy que buscarlo en el mismo su j£ 
to que lo ostenta en el contrato, es decir, en la Administraciôn en cuajn 
to dueRo de la obra contratada. De modo simple cabe decir que la Adminis^ 
trociôn puede modificar la obra porque es dueRo de élla (dominus operis). 
Y desde esta consideraciôn el fundomento del "ius voriandi" es el mismo 
en el c.o.p. que en el arrendamiento civil de obra. Los proyectos, por - 
muy definidos que estén, no pueden preverlo todo. Esta imprevisiôn se —  
muevp desde luego, en un ômbito que, como veremos, se ocoto legalmente, 
y va desde la necesidod de detollor lo que ya se contiene en el proye£ 
to, hosto la necesidod de introducir unidodes o partes de obra que no —  
fueron posible prever o que simplemente se necesiton para que la obra se 
complete y odecue ol fin ol que va destinodo (14 ).
Se comprende fôcilmente que la circunstoncio de que la obra —  
esté destinodo a un fin pôblico no puede ocultor la reolidod de que todo 
obra inmobiliorio debe hocerse a sotisfocciôn de quien, como dueRo de —  
élla, dispone de su estructuro y su funciôn. Nuestro C.C. reconoce el —  
"ius voriandi" del dueRo de la obro, ounque la porquedod de sus preceptos 
no lleguen a regulorlo en detolle. Pero es cloro que el articule 1593 —  
olude ol poder del dueRo de la obra de introducir voriociones en el pro­
yecto con la natural controportida de obonor al controtisto lo remunero- 
ciôn de lo moyor obra que reolice. Dice este precepto que el contratista 
"podrô hocerlo (pedir oumento de precio) cuondo se hoyo hecho olgôn com- 
bio en el plono que produzco oumento de obro, siempre que hubiese dodo - 
su outorizociôn ol propietorio" (15 ). Y nodie se hoce cuestiôn del - —  
por qué de este poder de modificociôn, por la sencillo rozôn de que es - 
consustonciol con la noturolezo del contsto de obra. Comentondo RUBINO -
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( 16 ) la facultad que otorga el orticulo 1661 del C.C. itoliono ol comi- 
tente poro ordenor voriociones de la obra, seRolo que el contenido del - 
contrato, es decir, la ejecuciôn de la obra, es tal que no se puede pre­
ver desde el comienzo todos los minimos ospectos, y esto justifico la fa 
cilidod con la que el citodo orticulo reconoce eso focultod porque, en - 
definitive, la obra es o estô destinodo a ser del dueRo o comitente y, - 
por otro porte, la modificaciôn no puede perjudicor ol contratista porque 
se estoblecen las oportunos coutelas para protéger sus intereses.
Pues bien, este sentido genuino que tiene el "ius voriandi" en
el arrendamiento de obra tombién se encuentro en el c.o.p., tonto môs —  
cuondo que uno obro pôblico suele ser siempre de gron complejidod y di—  
ficilmente puede preverse todo en el proyecto. De otro porte, lo Adminis^ 
trociôn no puede quedor inmovilizodo por el contrato y ho de poder adap­
tor la obra antes de su comienzo o durante su ejecuciôn a aquellas nece- 
sidodes que surjon, pues como todo dueRo tiene interés en que lo obra seo 
al final ôtil ol fin propuesto.
Ocurre después, que eso justificociôn intrinseco del "ius va—  
riondi" se potencio "ad extra" por la incidencio del interés pôblico que 
es el que impone determinodos gorontios, coutelas y limitociones en el - 
ejercicio de ese derecho que enseguido seron estudiodos. Es esto y no la 
justificociôn de fondo antes indicodo lo que puede permitir que el "ius 
voriondi" de la Administraciôn seo considerado como exorbitante del que 
conoce el orrendomiento civil de obra.
3. Noturolezo juridica del "ius voriandi".- Hoy ocuerdo cosi -
unanime en la doctrina que explica el contrato administrativo como figu­
ra especiol -de la que el c.o.p. es uno de sus tipos-, sobre la conside­
raciôn del "ius voriandi" como una monifestociôn de la potestad reglomeri
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taria ( 17 ) o de une potestad, sin mas, de la Administraciôn. En este 6^ 
tifflo sentido GASPAR ARINO ( 18 ) sostiene que "no se trata oqui reolmente 
de un ius (un derecho subjetivo de la Administraciôn en el seno de uno - 
particular y concreto relociôn juridico: el contrato), sino môs bien de 
uno potestas (poder segun el cual se desenvuelve la copocidod juridica - 
de un modo genérico), de la cual el ôrgono se encuentro investido no por 
la relociôn juridica del contrato, sino por la ley, si bien con efectos 
sobre oquéllo en rozôn de los fines que tiene otribuidos como competen—  
cio especifico". Este mismo outor critico a GARCIA ENTERRIA por la —  
equiporociôn que hoce este ôltimo entre el poder de modificaciôn y el o£ 
ticulo 1594 CC (desistimiento del contrato de obra civil). Sin embargo, 
la critico no porece ocertodo porque este ôltimo outor tiene cuondo me—  
nos el mérito de hober encontrodo uno explicociôn material y no meramen­
te formol sobre la noturolezo del "ius voriandi", aunque tombién ocudo, 
en ôltimo término, a la idea de uno potestad expropiotorio o reglomento- 
rio. ( 19 )
Por nuestro porte, queremos hocer ver que el "ius voriandi" no 
es tonto la monifestociôn de uno potestad administrativo cuonto de un o£ 
téntico derecho contractual que debe explicorse por si mismo como dériva 
do de la relociôn juridica en que octôo. Decir que el "ius voriandi" es 
una potestad es obvier la explicociôn fundamental de este derecho. La —  
doctrina que ocude a la idea de la potestad lo hoce para seRolor que el 
"ius voriandi" lo tiene la Administraciôn "ex lege", y que por tonto - - 
élla gozo de eso focultod aunque no esté previsto en el contrato (20 ).
Y de ohi tombién su corâcter irrenunciable. Sin embargo este reconocimie£ 
to legal del "ius voriandi" no puede tener el efecto de desvirtuor su —  
verdodero noturolezo y significodo. Se troto, o nuestro juicio, de un —  
verdodero derecho contractual, porque se ostenta no por exigencios del - 
interés pôblico, sino antes que nada porque lo exige la propio noturole-
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zo del c.o.p., ya que lo Administrociôn como dueRo de lo obra debe poder 
introducir los modificaciones necesarios poro que lo obra quede reolizo- 
do de ocuerdo con los necesidodes o exigencies que se voyon plonteondo - 
durante lo ejecuciôn ante lo imposibilidad de que los proyectos lo pre—  
veon todo. Es, pues, su funciôn especifico contractual la que configura 
el "ius voriandi" y no la potestad que tengo la Administraciôn para re—  
glomentor o expropior. Cuondo la Administraciôn interviens por medio de 
estos poderes, estâmes entonces ante un "factum principis", que no debe 
confundirse con los derechos o focultodes que octuon desde dentro del —  
contrato, aunque precisomente se hayon configurodo legalmente con unos - 
porticulores motices.
Entendido el "ius voriandi" como derecho contractual, no es d^ 
ficil configurorlo como un derecho potestotivo o de modificaciôn juridi­
ca (21 ), esto es, como uno focultod o derecho subjetivo secundorio (de- 
rivodo del primorio que es el derecho o la obra), cuyo finolidod especi­
fico es modificar o novor la relociôn contractual en uno de sus elemen—  
tos cual es el objeto. En esto no hoy ni puede hober diferencio suston—  
ciol con el "ius voriandi" del dueRo o comitente del contrato de obra —  
privodo. Y es môs, los diferencios o pretendidos exorbitoncios no son t£ 
les si es que con elles se quiere subroyor un régimen excepcionol y des£ 
guol en comporociôn con el del régimen del arrendamiento civil de obros.
En efecto, la unico diferencio que puede opreciorse entre el - 
régimen del "ius voriandi" en el c.o.p. y en el arrendamiento civil de - 
obra, es el de uno mayor regulociôn de la forma de ejercicio. Frente o - 
la cosi nulo olusiôn del CC (sôlo hoy una leve referenda en el articule 
1593 segun vimos môs orribo), la LCE y RCE seRolon unos limites précisés 
tonto cuolitotivos como cuontitotivos segôn comproboremos môs odelonte. 
Pero que hoyo unos limites légales previstos en el ejercicio de un dere-
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cho potestativo es algo corapietamente natural, habida cuenta qua la mod^ 
ficacidn que el derecho pretende no puede ser ton absolute como para —  
hocer desaparecer la relaci6n juridica preestablecida. De otra parte, e^ 
te acotamiento o limitacidn del ejercicio del "lus variandi** se da iguaJ^  
mente en la prôctica del arrendamiento civil de obra y no tonto por la - 
prohibiciôn del articulo 1256 CC ("El cumplimiento del contrato no puede 
quedor al arbitrio de una de las partes"), como por necesidod de que la 
focultad o derecho de modificociôn no se aparté de su fin institucional, 
que no es otro que el de hocer posible la obra superando las imprevisio- 
nes o adaptondola a las necesidades que debe aquélla cumplir a satisfac- 
ci6n del dueMo.
En cambio no explico el "ius voriondi" ni su corâcter de prerr£ 
gotivo o potestod ni que lleve consigo un deber de indemnizor en determ^ 
nodos cosos.
Cuondo los articules 18 LCE y 50 y 51 RCE hoblon de la prerro- 
gativa de la Administracién para modificar el contrato por rozones de ij% 
tarés püblico, estân enunciondo une norme que por referirse a todos los 
controtos administratives hoy que identificor con el "factum principle"; 
este es, como el ejercicio de potestodes administratives reglamentarias 
que pueden afectar de modo generolizodo o une catégorie cualificada de - 
administrades como son todos los que controton con la Administracién. En 
cambio, el articulo 146 RCE relative al c.o.p., aunque sigue hablando de 
prerrogativa, le que en verdad régula es el "ius variandi” contractuel 
sujeto a unes limites que no impiden, por otra parte, que la Administra- 
ci6n los altéra e incluse suprimo, odoptândolos o les exigencies de cede 
contrato en particular, pues elle puede concerter los pactes o condicio- 
nes que tango por conveniente, siempre que no seen contraries al interés 
pûblico, al ordenemiento Juridico o a los principles de bueno administra
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ci6n (articulos 3 LCE y 4 RCE).
Por ûltimo, tonpoco otribuye singular caracter al "ius varian­
di" que su ejercicio inponga el deber de indemnizar, al decir el articif 
lo 146 RCE, pérrafo segundo, que "el ejercicio de esta prerrogativa lle- 
var6 consigo lo obligocién, o cargo de la Administraci6n, de indemnizar 
los doMos y perJuicios originodos ol controtisto en los términos estobl^ 
cidos en este Reglomento". Ese deber de indemnizar no es controportido - 
del ejercicio de uno prerrogativa, pues obedece a un principio de Justi- 
cia que impone resarcir a la parte que en el contrato hoce gostos o in—  
versiones de los que se lucre lo otra. Para evitar el posible enriqueci- 
miento injusto del dueRo de lo obra, el articulo 1593 CC foculto ol con- 
trotisto poro pedir oumento del precio cuondo "se hoyo hecho olgun com—  
bio en el piano que produzco oumento de obros, siempre que hubiese dodo 
su outorizocién el propietorio". Y la misma "ratio" se encuentro en el - 
articulo 146 RCE, pârrofo segundo. En este sentido es correcte la Juris- 
prudencia que habla del deber de indemnizar como correlotivo del "ius v£ 
riondi" para mantener el equilibrio econémico del contrato ( 22).
III.- CLASES DE VARIACIONES.-
Suelen distinguirse o closificorse los voriociones que se pue­
den introducir en la obra en cuantitativas y cualitativos y en contrac—  
tuales y extracontractuales.
a ) Voriociones cuantitativas y cualitativos.- Dice CIANFLONE - 
(23 ) que, el supuesto mâs simple de variacién es aquel en que la obra - 
permanece invariable tal como lo define el proyecto y s6lo se modifico - 
cuontitotivomente el coste previsto en el contrato, por ello la presto—  
ci6n del controtisto, aunque cuantitativamente modificada, permanece como 
fue previsto en el proyecto. Este tipo de modificociones puede ester - -
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detenninado por la necesidad de realizar la obra con estricto su)eci6n a 
su determinocidn en el contrato o en el proyecto, y esto puede, a su vez, 
ser debido a error en los previsiones iniciales o a circunstoncios impr^ 
vistos o imprévisibles, o a circunstoncios sobrevenidos.
Los voriociones cualitativos, segôn el outor citodo, consisten 
en voriociones del proyecto y, por tonto de la obra, dondo lugor oormal- 
mente a nuevos unidodes que sustituyen o oRoden a las contemplodos en el 
contrato o en el proyecto. De este tipo de modificociôn o voriaciôn pue­
de seguirse un oumento en el coste del precio de la obra o, por el con­
trario, permonecer éste invariable. Es decir, que una voriocién cuolito- 
tivo puede ser, al mismo tiempo, cuontitotivo.
Con todo, esta closificaciôn no es ton neto en la prâctico, —  
pues normolmente se combinon las voriociones cualitativos y cuontitoti—  
vos, y quizâs lo m6s ùtil de elles seo ver c6mo Juegon sus respectives - 
limites segôn tendremos ocosién de estudior mas odelonte.
Ahoro bien, a efectos expositivos, la distincién tombién puede 
servir para encuodror los tipos de voriocién que régula el Derecho posi­
tive de la siguiente forma:
a) Modificociones cuantitativas.- Dos supuestos legoles pode—  
mes incluir oqui. En primer lugor, la clausula 62 PCAG ^revé las que pu- 
diéramos llomor voriociones simplements cuontitotivos que hon de introdi; 
cirse durante el curso de la obra para la correcto eJecucién del proyec­
to y que estân motivodos por deficiencies en sus mediciones. Esta clâusif 
la 62 PCAG, después de prohibir al Director de la obra y al controtisto 
que modifiquen la obra sin la correspondiente tromitociân reglomentoria 
y consiguiente oprobaciôn, estoblece la excepciôn para "oquellos modifi- 
cociones que durante la correcte ejecuciân de la obra se produzcon - - -
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ônicomente por voriociôn en el numéro de unidodes reolmente ejecutodos - 
sobre los previstos en los cubicociones del proyecto, los cuoles podrân 
ser recogidos en la liquidociôn provisional, siempre que no representen 
un incremento del gosto superior al diez por ciento del precio del con—  
troto. No obstante, cuondo posteriormente o la producciân de olgunos de 
estas voriociones hubiero necesidad de introducir en el proyecto modifi- 
cociones de otro noturolezo, hobrân de ser recogidos oquéllos en la pro- 
puesto 0 eloboror, sin esperor para hocerlo, a la liquidociôn provisio­
nal de las obros.
Como vemos, en este supuesto el proyecto sigue invariable y la 
obra debe ester en curso de ejecuciôn con sujeciôn al mismo. Lo que - —  
ocurre es que precisomente eso correcte ejecuciôn es la que pone de mon^ 
fiesto une mediciôn incorrecte (cubicociôn dice la clôusulo 62 PCAG) que 
se corrige outomâticomente dentro del limite del diez por ciento.
El segundo coso de voriaci6n cuontitotivo, esta previsto en los 
articulos 50 LCE y 150 RCE, y se produce cuondo la Administrociôn resueJL 
ve introducir en el proyecto modificociones que produzcon "oumento o re- 
ducciôn y oôn supresiôn de les unidodes de obra morcados en el mismo". - 
En este supuesto no hoy una simple voriocién cuontitotiva resultodo de - 
la correcto ejecuciôn, sino que la mismo es consecuencio o efecto de la 
modificociôn que la Administrociôn introduce en el proyecto, ejercitondo 
osi su "ius voriondi" y combiondo, por tonto, la prestociôn del contra—  
tisto.
b) Modificociones cualitativos.- Consisten ôstos en combios de 
un tipo o close de obra o unidodes de obra por otro u otros diferentes - 
que puedon estor previstos en el proyecto con su volorociôn o no. Ademôs 
del cambio cuolitotivo puede résulter una modificociôn cuontitotivo o —
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quedor invariable el voler de la obra después de la modificocién.
Todos estas posibilidodes se contemplon tombién en los articu­
los 50 LCE y 150 RCE. En primer lugor hoy que hocer noter que el cambio 
cuolitotivo ho de ser consecuencio de una modificociôn del proyecto oco£ 
dodo por la Administrociôn durante la ejecuciôn del contrato consistante 
en una "sustituciôn de una close de fôbrico por otro, siempre que seo de 
las comprendidos en la contrato". Son combios cualitativos previstos —  
con los que, teôricomente ol menos, puede que no se altéré la volorociôn 
econômico de la obra si la unidod sustituido y la nuevo tienen el mismo 
precio. Pero tombién pueden existir combios o voriociones cualitativos - 
imprevistos, como es el coso de los unidodes nuevos objeto de los llomo- 
dos precios controdictorios, contemplodo en el pôrrofo segundo del arti­
culo 150 RCE que se refiere o los modificociones del proyecto "que supqn 
gon la introducciôn de unidodes de obra no comprendidos en la contrato o 
cuyos corocteristicas difieron sustonciolmente de éllos". La singulori—  
dod de este tipo de voriociôn estribo en que el ejercicio del "ius voriori 
di" de la Administrociôn no se produce plenomente. La Administrociôn pu£ 
de modificar el proyecto, como en los demôs cosos estudiodos, pero si co 
mo consecuencio de la modificociôn hoy que realizar unidodes de obra no 
comprendidos en el contrato o hoy que realizar olguno o olgunos de las - 
previstos de forma sustonciolmente diferente, el controtisto, en ombos - 
supuestos, no quedo obligodo o hocerlo. El articulo 150 RCE estoblece —  
que "los precios de oplicociôn o les mismos (los unidodes de obra nuevos) 
serôn fijodos por la Administrociôn a la visto de la propuesto del Dire£ 
tor de los obros y de las observociones del controtisto a esta propuesto 
en trômite de oudiencio. Si éste no oceptose los precios oprobodos qued£ 
rô exonerodo de ejecutor los nuevos unidodes de obra y la Administrociôn 
podrô controtorlos, con otro empresorio,en los mismos precios que hubie­
se fijodo o ejecutorlos directomente" (24 ).
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El mismo régimen es de oplicociôn en la controtaciôn local, —  
pues el articulo 54, b) RCCL tombién contempla el coso de "moterioles, - 
obros o prestociones no previstos ni evoluodos unitoriomente".
En la prôctica es frecuente que se susciten cuestiones entre - 
la Administrociôn y el controtisto sobre si una determinodo unidod de —  
obra estobo yo o no comprendido en el proyecto o si la modificociôn de - 
éste supone o no un cambio sustonciol de los corocteristicas de aquélla. 
El odverbio "sustonciolmente" que empleo el articulo 150 RCE résulta de 
dificil concreciôn y dejo un morgen de discrecionolidod omplio.
Una pouto para la interpretociôn del odverbio "sustonciolmente" 
que empleo el articulo 150 RCE, puede encontrorse en el articulo lôl RCE 
que contempla la "olterociôn sustonciol del Proyecto o efectos de la re- 
soluciôn del contrato". Este ôltimo precepto dice que "se considerorô ol^  
terociôn sustonciol, entre otros, la modificociôn de los fines y coract£ 
risticos bôsicos del proyecto iniciol, osi como la sustituciôn de unido- 
des que ofecten ol 50 por 100 del importe del presupuesto.
En definitive, serôn los criterios técnicos y econômicos los - 
que prevolezcon o la horo de juzgor si hoy una nuevo unidod aunque opo—  
rentemente seo la mismo que figurobo en el proyecto. El Consejo de Esto- 
do viene tomondo en considerociôn los ospectos técnicos y econômicos que 
inciden en el cambio. Asi se desprende del Dictomen de 11 de diciembre - 
de 19Ô9 (Expte. nôm. 3Ô.402), en el que se dice lo siguiente:
"Que en el présente expediente se contempla no un supuesto de 
riesgo del controtisto, sino uno de ejecuciôn de obra nuevo, 
résulta de modo inmedioto de la disporidod entre los precios 
controtodos para la unidod de drogodo en terreno ordinorio y 
el coste de ejecuciôn del drogodo en roco. En efecto, la ex- 
periencio y la técnico permiten o la Administrociôn conocer
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de antemano cuâl es el coste de coda unidod de obra y sus el£ 
mentos intégrantes, y los precios unitorios fijodos en el pr£ 
supuesto no hocen sino responder o esos criterios objetivos. 
De toi modo que, cuondo no figura en el cuodro de precios el 
correspondiente o unos obros técnicomente diferenciodos y de 
coste notoriomente superior o les previstos, como son en el - 
présente coso los de drogodo en roco, forzoso es deducir que 
dichos obros no formon porte de la contrato y que constituyen 
obros nuevos o sus efectos. Obligor ol controtisto o ejecu— • 
torlos con orreglo o un precio netomente inferior colculodo - 
para unidodes de didintos corocteristicas y o pretexto del —  
riesgo osumido ol controtor con la Administrociôn Pôblico, s£ 
rio llevor el principio del riesgo o terrenos que exorbiton - 
monifiestomente de su propio compo de occiôn".
En otros cosos, el mismo Consejo de Estodo se ho guiodo de cr£ 
terios puromente cuontitotivos, dejondo que la Administrociôn los opre—  
cie para decidir si hoy o no unidod nuevo. El Dictomen de 20 de obril de 
19Ô1 (Expte. num. 27272) dice o este propôsito lo siguiente:
"El unico punto que suscita dudo es el relative o cômo debe i£ 
terpretorse la expresiôn vogo del Pliego 'en la moyorio de —  
los zonas o drogor'; probobleroente no existe otro soluciôn —  
sino la de entendez que si los zonas de terrenos consolidodos 
son proporcionolmente muy reducidos en extensiôn y volumen —  
respecte o les de arenas sueltos y fongo, se estô dentro de - 
lo contemplodo por el Pliego y no en el coso contrario; ol —  
respecte no cobe sino confier o la Administrociôn esta deter- 
minociôn cuontitotivo, en visto de la cuol si, efectivomente 
por la mismo se llego o la convicciôn de que les zonas conso- 
lidodos son superiores o les contemplodos, podrio occederse - 
o lo solicitodo en cuonto ol exceso y respecte del drogodo —  
oôn no efectuodo".
b ) Voriociones controctuoles y extrocontroctuoles.- 
E1 segundo término de lo closificociôn propuesto ol princi­
pio distingue les voriociones controctuoles de les extracontractuales. 
Como dice CIANFLONE (25), los voriociones, en cierto sentido, son siem­
pre extracontractuales en cuonto introducen en la prestociôn del contro- 
tisto elementos no previstos en el contrato; pero tombién son contracta^
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les en la raedida en que son resultodo del ejercicio de uno focultad con­
tractual. Por tonto, con la distincién indicodo lo que se quiere seRo—  
lor es que, por un lodo existen voriociones que no pueden ser rechozodos 
por el controtisto sin que incurro en incumplimiento del contrato y, por 
otro lodo, se don voriociones que estân fuero de la obligocién del con—  
trotisto y no se le pueden imponer uniloterolmente. Estas ôltimos se pro 
ducen en el coso de los unidodes de obra nuevos objeto de precio contro- 
dictorio, yo exominodos onteriormente y tombién en el supuesto de los —  
Uimodos obros occesorios. La diferencio entre unos y otros los explico - 
CIANFLONE (26) diciendo que los primeras son indispensables para osegu- 
ror la odecuociôn de la obra o su fin cuondo se presenten exigencies so- 
brevenidos; los segundos tienen corâcter outônomo y consisten en obros - 
complementorios, extroRos ol de la obra considerodo no sôlo objetivomen- 
te sino tombién en relocién con el contrato estoblecido entre los partes.
Los obros occesorios, dodo su noturolezo objetivo, no oR£ 
den, por tonto, nodo necesorio o indispensable o la obra principal, que 
sin elles continua siendo une obra compléta susceptible de ser entregodo 
ol uso general o ol servicîo publico (articulo 58 RCE). Por ello, el ar­
ticulo 153 RCE dice que les obros occesorios o complementorios no inclu£ 
dos en el proyecto que duronte el curso de la obra principal la Adminis- 
trociôn estime conveniente ejecutor, deberôn ser objeto de contrato ind£ 
pendiente y, por tonto, cumplirse los trâmites previstos por este Reglo­
mento, es decir, deberôn ser objeto de licitociôn o controtaciôn directe.
Sin embargo, el mismo articulo 153 estoblece une excep—  
ciôn o la obligocién de que les obros occesorios o complementorios deben 
ser objeto de contrato independiente de los de la obra principal, pues - 
dice que "exceptuose el coso de que oquellos no excedon del 20 por 100 - 
del precio del contrato, cuyo ejecuciôn podrô confiorse ol controtisto - 
de la principal, y de ocuerdo con los precios que rigieron en el contra-
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to principal y, en su caso, fijados contradictoriamente.
La norme es criticable por servirse de un criterio meromente - 
cuontitotivo (ser el volor de la obra occesorio inferior ol veinte por - 
ciento), para osimilor la obra complementorio o un oumento de unidodes - 
de la principal, lo que ho llevodo o entender que debe seguirse la mismo 
técnico de un reformodo del proyecto. Asi lo ho entendido la Junto ConsuJ^ 
tivo de Controtocién Administrotivo (27). En cambio, el Tribunal Supre­
mo en sentencio de 3 de febrero de 1982 ho distinguido perfectomente en­
tre lo que es uno reforma de proyecto regulodo bosicomente en los ortic£ 
los 149 y 150 RCE, de un proyecto odicionol referido o obros complement^ 
rios o occesorios del proyecto principal, no necesorios para la ejecuciôn 
total de la obra, sino simplemente convenientes. Segôn la sentencio es­
tas obros complementorios regulodos en el articulo 153 RCE son siempre - 
objeto de contrato independiente "cuyo odjudicocién tiene lugor siguiendo 
los trémites reglomentorios o menos que oquéllos no excedon del veinte - 
por ciento del precio del contrato principal, supuesto en el cuol la ej£ 
cuciôn puede confiorse ol controtisto de dicho obra principal quien no - 
tiene obligocién de oceptor la propuesto de la Administrociôn. Por cons£ 
guiente, el limite del veinte por ciento sirve para eximir o no de unos 
trâmites de od judicocién, pero no quiere decir que sirvo para deslindor 
uno simple novociôn objetivo de un contrato independiente. Porque omo —  
dice esta sentencio en "la hipôtesis del proyecto odicionol no se opera 
uno simple novociôn modificotivo del contrato sino que se célébra un nu£ 
vo y distinto contrato, cuyo contenido y condiciones serôn los que en el 
mismo se estoblezcon".
IV.- LOS LIMITES DEL IUS VARIANDI.-
El ius voriondi es un derecho limitodo por su propio noturole-
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za y finaiidad. Como derecho contractual que es, el "ius variandi" debe 
ejercitarse teniendo en cuenta los intereses de la otra parte en el co£ 
trato, que no debe quedar a mereed de lo que lo Administrociôn décida - 
por si mismo. Pero, ademôs, los limitociones ol "ius variandi" se impo—  
nen en otenciôn ol fin poro el cuol este derecho se reconoce a lo Admi—  
nistrociôn, es decir, en otenciôn o que antes o durante la ejecuciôn de 
los obros surgen necesidades o se plonteon problemos técnicos que sôlo - 
pueden resolverse medionte la modificociôn de la obra proyectodo.
Los articulos 48 LCE y 14ô RCE estoblecen cloromente el corôc- 
ter limitodo del "ius voriondi" ol decir que "uno vez perfeccionodo el - 
contrato la Administrociôn sôlo puede modificar los elementos que lo in- 
tegron dentro de los limites que estoblece la présente legislociôn.
1. Closes de limites.- La doctrino suele closificor los limi—  
tes del "ius voriondi" en convencionoles y jurisprudencioles, formoles y 
moterioles y cualitativos y cuontitotivos.
La primera closificociôn tiene en cuenta la fuente de donde —  
procédé la limitociôn. Asi LAUBAOERE ( 28 ) distingue los limitociones s£ 
gun que procedon de la Doctrino del Consejo de Estodo froncés o del cont£ 
nido de los propios controtos, yo que los Pliegos contienen normolmente 
clôusulos que regulon el ejercicio del "ius voriondi" y sus limitociones.
GARCIA DE ENTERRIA ( 29 ) distingue los limitociones ol "ius yo 
riondi" en formoles y moterioles. Los primeras son consecuencio de la nje 
cesidod de observer un procedimiento especiolmente estoblecido para mod£ 
ficor el proyecto. Segôn este outor estos limites formules se imponen —  
concretomente por la necesidad de cumplir los trômites previstos en el - 
articulo 13ô RCE. Pero sin embargo hemos de indicor por nuestro porte que
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este precepto debe ser puesto en relocién con otros reglomentorios como 
vomos o tener ocosiôn de ver. El citodo outor considéra como limitocio- 
nes de corâcter material los que derivon de la normo que estoblece un - 
porcentaje del volor o precio del contrato que rebosodo en mâs o en me—  
nos puede dor derecho o la resoluciân del mismo (articulos 52 LCE y 157 
RCE y 54 RCCL). Advierte este outor que estos limites no son unos barre­
ras u obstâculos que impidon o la Administrociôn modificar el contrato - 
sino "limites dentro de los cuoles los modificociones impuestos por la - 
Administrociôn son obligotorios para el controtisto", por lo que propone 
que se hoble del"limite de la obligotoriedod de la modificociôn ocordodo" 
( 30).
Por ôltimo, otros outores utilizon la distincién o closifico—  
ciôn de limites cualitativos y cuontitotivos. Asi LLORENS (31) considé­
ra que existen limites cualitativos porque no pueden imponerse ol contra 
tisto sin tener en cuenta la finolidod de la modificociôn, y existen li­
mites cuontitotivos porque se hon de respetor unos porcentojes de oumen- 
to o disminuciôn de la obra controtodo.
Los distinciones que se ocobon de destocor pueden oplicorse —  
perfectomente o nuestro Derecho positivo y pueden reconducirse a la ôlt£ 
ma que ho quedodo expuesto con excepciôn de los llomodos limitociones —  
formoles. Por ello vomos o partir de la distincién entre limites cuonti- 
totivos y cualitativos, dejondo para un momento posterior el examen de - 
los limitociones formoles derivados de la necesidad de observer un proc£ 
dimiento.
2. Limites cualitativos.- En un orden lôgico lo primera limita^ 
ciôn impuesto ol "ius voriondi" responds o su propio sentido. Se puede - 
hoblor de uno limitociôn institucional o causal pues estô presents en to
- 245 -
da modificaciôn y tiene que valorarse siempre aunque también concurran - 
Ximitaciones de naturaleza cuantitativa. A su vez, estas limitociones —  
cualitativos se pueden distinguir en subjetivos y objetivos:
o) Limitociôn cuolitotivo de corâcter subjetivo es la del ar­
ticule 149 RCE: "la Administrociôn sôlo podrô ocordor modificociones en 
el Proyecto de obros cuondo seon consecuencio de necesidades nuevos o de 
causas técnicos imprevistos ol tiempo de eloboror el Proyecto, cuyos ci£ 
cunstoncios deberôn quedar debidomente justificodos". Hoblomos de limit£ 
ciôn subjetivo porque esta normo la refiere o uno de los partes, esto es 
a la Administrociôn, o quien sôlomente considéra legitimodo para e jerci- 
tor el "ius voriondi" cuondo no ho incurrido en error o en folto de pre- 
visiôn.
En la esfera local también se enuncio uno limitociôn onôlogo, 
pues el articulo 54 RCCL dice "que por causas imprévisibles e inevita­
bles o en virtud de motives de interés publico, podrôn los Corporociones 
modificar los prestociones de obra o servicio controtodos".
Sin embargo, cobe preguntorse si verdoderomente existe este t£ 
po de limitociôn, es decir, ^reolmente la Administrociôn sôlo puede mod£ 
ficor el Proyecto cuondo existen necesidodes sobrevenidos o causas técn_i 
cas imprevistos?.
GARCIA DE ENTERRIA (32) comentondo el citodo articulo 54 RCCL 
dice que "deberio hober bostodo la invocociôn ol interés pôblico contra 
el cuol en todo coso no prevolecerio el argumente de que la olterociôn - 
pudo efectivomente preverse por los ôrgonos controtontes".
Por nuestro porte consideromos que la Administrociôn no puede 
quedar otodo o sus propios errores e imprevisiones. Ln negligencio que -
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pudiera por ello opreciorse debe o puede tener troscendencio o efectos - 
de lo indemnizociôn o favor del controtisto que resuite perjudicodo. Mas 
lo que porece cloro es que la Administrociôn puede modificar el proyecto 
si el interés pôblico osi lo exige, con independencio del grodo de error 
o imprevisiôn que pudiera opreciorse.
La Junto Consultivo de Controtaciôn Administrative no ho segu£ 
do este criterio réaliste que sustentâmes, sino otro de corôcter môs - - 
bien doctrinal (33 ) y asi ho declorodo que "el ius voriondi debe ester 
justificodo en lo que se refiere ol contrato de obros en necesidades nu£ 
vos o couses técnicos imprevistos ol tiempo de elobororse el Proyecto. -
Es decir, la justificociôn del ejercicio de la prerrogativa no debe ocu_l
ter defectos de previsiôn o errores del proyecto que, con un estudio môs
cuidodoso se hubiesen evitodo".
Por el contrario, la jurisprudencio del Tribunal Supremo se ho 
percotodo perfectomente de la inexistencio de limitociones derivodos de 
posibles errores o imprevisiones y para ello ho distinguido los motivos 
del fin de la modificaciôn, dejondo los primeros ol morgen en el momento 
de enjuicior la legitimidod del ejercicio del "ius voriondi". Asi es cl£ 
ro en este punto la sentencio de 13 de noviembre de 1978, en cuyo consi- 
derondo cuorto se dice lo siguiente:
"... es indiferente que esta olterociôn porciol que motivô el 
Reformodo, hoyo sido motivodo o error de la Direcciôn Técnico 
que confeccionô el Proyecto primitivo, o o un cambio de los - 
circunstoncios tenidos en cuenta en el momento de controtor, 
porque o la Administrociôn se le reconoce en la Ley y Reglo­
mento de Controtos del Estodo poder para adaptor los contro­
tas o los nuevos necesidades, con el fin de que construyo la 
obra que demanda el interés pôblico, o seo su correcto ejecu­
ciôn que es el sentido finaliste que justifico todo la espe—  
ciolidod de los normes regulodoros de esta singular moterio - 
de les controtos administratives, en que el interés general -
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es el que debe prevalecer en todo coso".
Por su porte, el Consejo de Estodo ho sobido deslindor la idea 
de imprevisibilidod de la de imprevisto. El Dictomen de 22 de moyo de —  
1975 (Expte. 39.578) oludiendo o uno deficiencio de proyecto, seRolo que 
no puede equipororse olgo no incluido en proyecto pero que debiô serlo - 
con la nociôn de imprevisibilidod del articulo 149 RCE. Textuolmente se 
dice en el Dictomen:
"Mas el Consejo de Estodo estima que seme jante entendimiento de 
la imprevisiôn dejorio sin eficocio olguno el precepto, yo que 
siempre se podrio oducir que lo no incluido en un proyecto, —  
aunque debiero serlo, se hollo efectivomente "imprevisto" en - 
61. Lo que el texto citodo quiere, sin dudo, decir -y mejor lo 
hubiero hecho, quizo, con la palabra "imprévisibles"- es que 
se trote de circunstoncios objetivomente imprevistos y no de m£ 
ras imprevisiones del proyecto".
b) Limitociôn cuolitotivo de corôcter objetivo es la de que la 
modificaciôn del proyecto no puede implicor un cambio de noturolezo en - 
el objeto del contrato (oliud opus), lo cuol pudiera ser intentodo por - 
la Administrociôn de dos moneros. De forma directo, exigiendo que el co£ 
trotisto efectôe uno prestociôn diferente aunque con los mismos moterio- 
les y demôs medios instrumentales previstos para la obra primitivo. Un - 
ejemplo de esto nos lo ofrece el Dictomen del Consejo de Estodo de 8 de 
junio de 19Ô7 (Expediente nôm. 27.Ô57) que refiere la tronsformociôn de 
on ferrocorril en uno corretero. En el mismo se dice lo siguiente:
"Desde el punto de visto del controtisto es cloro que, para el 
ejercicio de su derecho o la rescisiôn -formolmente ejercito- 
do en la instoncio de 7 de julio de 19Ô0-, no necesito indo—  
gor cuôl seo la rozôn de fondo que hoyo llevodo o la Adminis- 
trociôn o decretor la suspensiôn. Pero es que, ademôs, en el 
présente coso esta rozôn estô administrotivomente justificodo 
ol hôberseycombiado sustonciolmente la concepciôn de los obros
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tronsfomiondo lo que se pensé fuero un ferrocorril en uno —  
corretero. Por lo demôs, ol controtisto se le diô uno orden 
de suspensiôn confirmodo por la muy numeroso serie de octuo- 
ciones administrotivos que, reposondo sobre la mismo, orden£ 
ron la instrucciôn del expediente de rescisiôn •••**•
Pero no es posible sustituir el objeto del contrato porque el 
c.o.p. es un contrato de resultodo y tombién de cuerpo cierto. La certe- 
zo del objeto es requisite esenciol del contrato no solomente por oplic£ 
ciôn de los normes civiles (articulo 1263 CC) sino también de les normes 
especificos de la controtaciôn administrative, pues el articulo 28 RCE - 
dice que "el objeto de los controtos debe ser determinodo y su necesidad 
pore los fines del servicio pôblico correspondiente se justificorô en el 
expediente de controtaciôn que también incluirô el expediente de gosto". 
De donde se deduce que sobre la fundomentociôn lôgico de la insustituib^ 
lidod del objeto se produce la exigencio finolisto del servicio pôblico. 
Es el servicio pôblico el que reclomo uno obra en concrete y no otro.
En segundo lugor, la Administrociôn también puede pretender un 
cambio de objeto, no yo por el comino de uno sustituciôn o tronsformociôn 
compléta del mismo, sino por el procedimiento de introducir modificocio­
nes sustoncioles en la obra proyectodo. Estas modificociones, sin embar­
go, no pueden ser introducidos por la Administrociôn de forma unilateral, 
puesto que requieren el consentimiento del controtisto para que se pro—  
duzco la novociôn objetivo. El articulo 150 RCE exige el pocto novotorio 
"cuondo los modificociones del Proyecto supongon la introducciôn de uni- 
dodes de obra no comprendidos en la contrato o cuyos corocteristicas di- 
fieron sustonciolmente de éllos". Si este ocuerdo no se logro el contro- 
tisto estô exento de ejecutor la unidod modificada, pudiendo encomendor- 
se su ejecuciôn o un tercero. Ademôs, la modificaciôn de corôcter sustori 
ciol do lugor o que cuolquiero de los partes puedo pedir la resoluciôn - 
del contrato. Los articulos 52 LCE y 157 RCE, oportodo 2, consideron eo£
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sa de resoluciôn del contrato los modificociones que "representen uno ol^  
terociôn sustonciol del Proyecto iniciol", y el articulo lôl RCE astable^ 
ce que en este coso "la resoluciôn del contrato serô potestativo por po£ 
te de la Administrociôn o del controtisto". Este mismo articulo, como yo 
se indicé môs orribo, contiens un criterio interpretotivo sobre quô debe 
entenderse por olterociôn sustonciol (entre otros -dice- la modificaciôn 
de los fines y corocteristicas bôsicos del proyecto iniciol, osi como la 
sustituciôn de unidodes que ofecten ol 50 por 100 del importe del presu­
puesto) .
El Derecho comporodo nos ofrece uno tendencio o estoblecer los 
limites de los modificociones del proyecto môs o base de criterios cuol£ 
totivos que cuontitotivos. Es muy significotivo la reforma de 197Ô intr£ 
ducido en Francia en esta moterio por el CCAG. Como dicen VILLAR, BACHLOT 
y ROMERO ( 34), el nuevo CCAG introduce en los "marchés publics" de obra, 
la régla fundamental de derecho comun de controtos segun la cuol el deu- 
dor no puede ser obligodo o realizar uno prestociôn diferente de aquélla 
a la que estobo obligodo. El articulo 15.22 CCAG précisa los combios de 
objeto del contrato que outorizon ol controtisto a rehusor la ejecuciôn 
de obros nuevos sôlo en los cosos en que los mismos "correspondent o des 
changements dons les besoins ou les conditions d'utilisation auxquels —  
les ouvrages faisant l'objet du morché doivent satisfaire". De todos mo- 
dos hoy uno resistencio o obondonor los criterios cuontitotivos, pues t£ 
dovio estoblece el CCAG que el controtisto no puede invocor el cambio de 
objeto para interrumpir los trobojos si la modificaciôn excede de uno —  
décima porte del precio iniciol (art. 15.22).
3. Limites cuontitotivos.- Operon estos limites porque la ley 
exonero ol controtisto de realizar obros en mayor o menor cuontlo que la 
convenido si se produce un exceso, en môs o en menos, del veinte por - -
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ciento del precio del contrato. Los articulos 52 LCE y 157 RCE, op. 2, 
consideron como causa de resoluciôn del contrato "los modificociones del 
proyecto, aunque fueron sucesivos, que impliquen oislodo o conjuntomente 
olterociôn del precio del contrato en cuontio superior en môs o en menos 
ol 20 por 100 del importe de oquôl o representen uno olterociôn suston—  
ciol del proyecto iniciol". Anôlogo normo se contiene en el articulo 54 
RCCL.
Como dice CIANFLONE ( 35 ) la ley presume que el controtisto —  
que ho oceptodo realizar la obra por uno determinodo sumo, no se perjud£ 
co si se oumento o disminuye la obra dentro de eso sumo, y esto permite 
concilior su interés con la posibilidod de introducir voriociones en la 
obra de ocuerdo con los intereses de la Administrociôn.
Mientros que en nuestro Derecho existe un solo tipo de limita^ 
ciôn cuontitotivo (20 por lOO), en el Derecho froncés de la reforma de - 
197Ô, se hon introducido limitociones cuontitotivos diferentes en fun- - 
ciôn de la modolidod de remunerociôn del controtisto. Es de un 5 por 100 
del precio iniciol para los controtos con precio o "forfait"; de un 25 - 
por 100 poro los controtos con precios unitorios; y de un 50 por 100 pa­
ra los controtos por administrociôn. Dicen VILLARD, BOCHELOF y ROMERO —  
(3ô ) que esta diferenciociôn de limites se basa en la constotociôn de - 
que en los controtos "o forfait" la modificaciôn del precio iniciol es - 
môs o menudo causa de perjuicios que en controtos con precios unitorios, 
mientros que lo es mucho menos en controtos por administrociôn.
La limitociôn del veinte por ciento no significo que se seRo- 
le o la Administrociôn uno prohibiciôn de modificar el proyecto môs allô 
de ese porcentaje del precio. Lo que se pretende con ese porcentaje es, 
por un lodo, delimiter el derecho potestativo de la Administrociôn y, —  
por otro, delimiter el contenido de la prestociôn del contrato, en el —
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sentido de que toi contenido no va referido ol importe originorio del —  
precio poctodo sino a uno sumo que oscilo entre cuotro quintos o seis - 
quintos de dicho importe (37 ).
Para el cômputo del veinte por ciento hoy que tener en cuenta 
que el limite actua tanto si se considéra aisladamente la modificaciôn 
como en uniôn con otros yo producidos onteriormente, segun se desprende 
de los articulos 52 LCE y 157 RCE. Esto supone, o su vez, que el cômputo 
puede hocerse tonto sobre el precio del contrato como sobre sus sucesi—  
vos oumentos.
Vorios son los Dictômenes del Consejo de Estodo que obordon —  
esta cuestiôn prôctica.
El Dictomen de 7 de junio de 19ôô (Exp. nôm. 34.941), referi—  
do ol Pliego de 1903, decio lo siguiente:
"La peticiôn del controtisto viene omporodo por lo dispuesto en 
el nômero segundo o, en su coso, en el nômero primero, del o£ 
ticulo 52 del Pliego de Condiciones générales de 1903, puesto 
que -por lo que respecta concretomente o dicho nômero segundo- 
quedo ocreditodo en el expediente que los modificociones in—  
troducidos en el proyecto reformodo, referidos o la totolidod 
del presupuesto de la obra. olteron éste en uno proporciôn —  
que excede de la quinto porte, requerido por el expresodo pr£ 
cepto para dor base o la solicitud de rescisiôn, siendo dicho 
rescisiôn potestativo por porte del controtisto, pero obligo- 
torio para la Administrociôn, que deberô ollonorse o dicho p£ 
ticiôn, conforme o lo dispuesto en el pôrrofo ôltimo del men- 
cionodo articulo 52, en la redocciôn dodo ol mismo por el - - 
Real Decreto-ley de lô de moyo de 1925.
Por lo que se refiere o los efectos de lo rescisiôn solicito- 
do, vienen previstos en el articulo 5ô del propio Pliego, sie£ 
do de destocor la procedencio de que dicho rescisiôn lo seo - 
sin pérdido de la fionzo constituido por el controtisto".
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Con môs precisiôn el Dictomen de 14 de diciembre de 1967 (Expte 
nôm. 35.780), referido tombién ol Pliego de 1903, decio lo siguiente:
"El articulo 52 del Pliego de Condiciones générales de 1903 - 
foculto o los partes para sepororse del contrato de obros pô- 
blicos cuondo se oltere el presupuesto en mas de un quinto —  
por modificociones introducidos en el proyecto, y aunque nodo 
dice el precepto sobre si la cuontio de la modificaciôn ho de 
computorse coso por coso o efectos rescisorios o si, por el - 
contrario, debe serlo de forma global -sumôndose los modifie^ 
clones octuoles o los yo efectuodos-, es cloro que la inter—  
pretociôn môs concorde con el fin de la normo serô oquello que 
permito rescindir, cuondo de uno u otro forma, se hoyo oumen- 
todo o reducido el presupuesto en môs de un 20 por 100. De e£ 
te modo, los sucesivos modificociones presupuestorios de cuori 
tio inferior ol porcentaje legal deben ir odicionôndose, y si 
trosposon en conjunto oquel tope, dorôn derecho o los portes 
o pedir la rescisiôn en los términos previstos por dicho ar­
ticulo 52.
Puede también suceder que la contrato hoyo oceptodo uno modi­
ficaciôn del proyecto que, solo o en uniôn de otros onterio—  
res, excedo del 20 por 100, y que se niegue môs torde o ocep- 
tor uno nuevo modificaciôn que, por si solo, no dorio lugor o 
rescisiôn. Entiende el Consejo de Estodo que la fuerzo del —  
principio rescisorio que se onolizo permite reconocer que, en 
toi coso, osiste osimismo o la contrato el derecho de seporo£ 
se del negocio, yo que el hecho de hober sobreposodo el por—  
cento je del 20 por 100 sin solicitor la rescisiôn no implico 
en modo olguno que los nuevos modificociones del proyecto - - 
hayon de ser de obligodo oceptociôn, so pretexto de que el —  
nuevo reformodo no excede del tipo le^ol. La focultad rescin- 
dendi que reconoce o los partes el articulo 52 del Pliego - - 
juego, en definitive, siempre que exista diferencio de un quiji 
to entre el presupuesto original de contrato y el résultante 
de cuolquier modificaciôn del proyecto de los obros.
Estas reflexiones permiten resolver derechomente el problème 
objeto de la consulta. En el présente coso, la contrato, que 
hobio oceptodo reformas del proyecto por môs del 20 por 100 
del presupuesto, solicita la rescisiôn cuondo la Administra—  
ciôn opruebo un nuevo reformodo por un importe inferior o los , 
antes oceptodos, pero que, sumodo o oquéllos, excede monifie£ 
tomente del porcentaje legal. La situociôn se subsume, pues.
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dentro de los comentorios precedentes y o su luz debe ser r£ 
suelto, reconociéndose ol controtisto el derecho o rescindir, 
con los efectos seRolodos en el articulo 56 del Pliego y con 
devoluciôn de la fionzo constituido".
El Tribunal Supremo también ho declorodo que el veinte por —  
ciento debe colculorse del precio del contrato, en el que pueden compreri 
derse otros oumentos. La sentencio de 25 de septiembre de 1980 dice lo - 
siguiente:
"Que desde el lodo del controtisto, y en cuonto o la resoluciôn 
potestativo previsto en los arts. 52 de la Ley y lôl del Regl£ 
mento, cloro es en dichos preceptos lo posibilidod de impone£ 
la o la Administrociôn siempre que el proyecto, por inodecuo- 
do o corocteristicas del terreno no observables en el octo de 
replonteo, resuite inviable por perjudicor ol controtisto en 
el 20 por 100 del importe del contrato; supuestos que no se - 
don en el coso oqui exominodo, en primer lugor, porque en el 
cuodro nôm. 3 del proyecto los precios très, cinco y siete —  
preven la ejecuciôn de trobojos en roco, y tonto en la deman­
da como en los informes del Ingeniero Director de la obra o - 
que aquélla remite no se concreton lobores de eso indole di­
verses o odicionoles con respecto o los yo previstos; en se—  
gundo lugor, porque en el octo de replonteo de 4 de obril - - 
19Ô8, firmodo por el controtisto y el susodicho Ingeniero Di­
rector, consto expresomente "... se llego o la conclusiôh de 
que la obra debe reolizorse sin ninguno modificaciôn ol proye£ 
to"; y en tercer lugor, porque el môdulo diferenciol del 20 
por 100 vo referido, en los citodos arts. 52 nôm. 2 de la Ley 
y lôl del Reglomento, ol importe del contrato, oqui 3.024.501, 
79 pesetas mientros que en la demanda sôlo se invoco la dife- 
rencio entre 1.752.662 pesetas que se osignon o la porte de - 
obra ejecutodo y 1.370.789 o que oscienden los pogos sobre —  
certificociôn, con diferencio, por tonto, de 381.873,68 pese­
tas, ciertomente superior ol 20 por 100 de la obra ejecutodo, 
pero inferior ol 20 por 100 del importe del contrato; sin que 
el occiononte ocredite otros excedentes de coste, efectivos 
o potencioles, que incrementoren la expresodo diferencio ho£ 
ta hocerle rebosor el expresodo môdulo legal, hociéndose impo 
sible, o virtud de todo ello, la resoluciôn del contrato sin 
pérdido de fionzo pretendido por el empresorio demandante".
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En cambio, nuestro derecho no tomo en considerociôn el oumento 
o disminuciôn de uno unidod de obra considerodo en si mismo, es decir, 
comporondo la previsto en proyecto con la résultante de modificaciôn.
La cuestiôn tiene importoncio prôctica porque puede suceder,y sucede m£ 
chas veces, que uno unidod de obra es objeto de un significative oumen- 
to o disminuciôn que puede llegor o superor el limite del veinte por - - 
ciento de su mediciôn y sin embargo, por su combinociôn con los oumen—  
tos o disminuciones de otros unidodes, no dé lugor o uno modificaciôn 
del proyecto que excedo del precio del contrato en un veinte por ciento, 
en môs o en menos. Esto puede ocurrir cuondo se contrato o base de pre­
cios unitorios combinodos con un presupuesto final como es el coso de - 
nuestro Derecho, segôn tendremos ocosiôn de estudior. Cuondo se oplico 
este sistemo, el controtisto estudio los distintas unidodes combinondo 
sus moyores o menores costes para dor su precio final. Por ello puede - 
suceder que se oumente después uno unidod en la que el coste seo mayor 
que el precio colculodo, incrementôndose la pérdido previsto, o que se 
reduzco la unidod en donde se hobio previsto mayor gononcio por ser su - 
coste inferior ol precio.
El Derecho froncés ho tomodo en considerociôn los voriociones 
en los cantidodes relatives de coda unidod de obra, aunque el precio to 
toi del contrato resuite inolterodo. Segôn el articulo 17 CCAG ello es 
posible en coso de obros controtodos por precios unitorios y cuondo la 
modificaciôn es consecuencio de ôrdenes de servicio o de circunstoncios 
que no seon debidos o folto de octos del controtisto. La voriociôn de - 
la contidod ejecutodo debe exceder de un tercio en môs o de un cuorto - 
en menos de los cantidodes presupuestodos y ademôs sôlo se oplico o uni­
dodes de obra que representen uno vigésimo porte del conjunto de la obra. 
Pues bien si se don estos requisitos se reconoce en el articulo 17 CCAG 
uno indemnizociôn por el perjuicio que puede sufrir el controtisto, col-
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culando la diferencio entre los cantidodes reolmente ejecutodos y los cojn 
tidodes previstos oumentodos en un tercio o disminuidos en un cuorto.
Por otro porte, la posibilidod de combiner los oumentos con los 
disminuciones de unidodes de obra pueden faciliter modificociones que C£ 
brio llomor "interesodos" por porte de la Administrociôn. Si elle no qui£ 
re poser del limite del veinte por ciento del precio del contrato puede 
intenter compenser un oumento excesivo en une unidod de obra con dismin£ 
ciôn de otros unidodes con eso exclusive finolidod.
El Consejo de Estodo ho tenido ocosiôn de pronunciorse en un - 
coso en que se dobo la situociôn oludido y la doctrine que sentô fue la 
siguiente:
"I. Supuestola volmtod de la Administrociôn de mantener les po£ 
tides suprimidos, por ser necesorios pore el correcto funcio- 
nomiento del Centro hospitolorio, es cloro que se estô en el 
supuesto de modificociones sucesivos del proyecto que impli—  
con, conjuntomente, olterociones del precio del contrato en - 
cuontio superior, en môs, ol 20 por ciento del importe de - - 
oquôl.
Estas olterociones y modificociones en eso cuontio constituyen 
causa de resoluciôn del contrato, segôn el articulo 157,2 del 
Reglomento General de Controtaciôn, de 28 de diciembre de - - 
19Ô7, para li oplicociôn y desorrollo de la Ley de Controtos - 
del Estodo.
Segun el articulo lôl del propio Reglomento, la resoluciôn es 
potestativo por porte de la Administrociôn y del controtisto, 
debiendo ollonorse cuolquiero de los partes cuondo la otro r£ 
clame su derecho o la mismo. El controtisto la ho pedido en - 
su escrito de ô de noviembre. Hoy, pues, que occeder o ello.
Noturolmente que toi resoluciôn es sin pérdido de la fionzo, 
debiendo procederse o la mediciôn y obono de la porte de obra 
ejecutodo pendiente de pago.
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II. Se ha partido de la voluntad de la Administraciôn de main 
tener las partidas que, en un primer momento, quiso suprimir 
en el proyecto con objeto de no rebosor el 20 por ciento de 
incremento, porque toi porece ser la que se desprende del ex 
pediente y de la propuesto.
Pero, si creyese que no es eso su voluntad, este Alto Cuerpo 
Consultivo no modificorio su conclusiôn de ser procedente la 
resoluciôn, puesto que estô, por un lodo, afirmodd:por los - 
Servicios Técnicos que los portidos suprimidos son necesorios 
para el perfecto funcionomiento del Centro y, por otro, no es 
odmisible que la Administrociôn oltere los proyectos. no se—  
gun los necesidades reoles sentidos, sino de ocuerdo con los 
combinociones foctibles para no sobreposor los porcento jes de 
incremento. Estas octuociones con los reformodo que podrion 
llegor o constituir un fraude de Ley, propiomente toi, son —  
contrarias ol principio de que los obros deben proyectorse de 
monero cobol y compléta, consogrodo en el articulo 21 de la - 
Ley de Ôontrotos del Estodo.
Dice toi articulo: "Los proyectos deberôn referirse necesorio 
mente o obros complétas entendiéndose por tôles los suscepti­
bles de ser entregodos ol uso general o ol servicio correspon 
diente, sin perjuicio de los ulteriores ompliociones de que - 
posteriormente puedon ser objeto, y comprenderôn todos y co­
da uno de los elementos que seon précisés poro la utilizociôn 
ds la obra".
Résulta dificil de explicor, como lo Empreso controtisto tam­
bién oduce, la supresiôn de la unidod de instolociôn para oco 
metido de oguo y los unidodes para ocometido de energio eléc- 
trico, olumbrodo exterior y urbonizociôn exterior, sin los —  
que el Centro hospitolorio quedorô sin elementos esencioles y 
sin occesos.
Tompoco se observorio, con la pretendido supresiôn de unido—  
des, el contenido del articulo 149 del Reglomento General de 
Controtaciôn del Estodo sobre los modificociones en los proyec 
tos, que deben responder o necesidades nuevos o causas técni- 
comente imprevistos ol tiempo de elobororse el proyecto. La - 
olterociôn, para no sobreposor el 20 por ciento, tiene uno —  
orientociôn extrinseco ol morgen de la fundomentociôn rocionol 
que el articulo requiers".
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V.- PROCEDIMIENTO DE MODIFICACION.-
La modificaciôn de un proyecto requiere que la Administrociôn 
la ocuerde. Es necesorio que se. produzco formolmente un octo administra- 
tivo de oprobaciôn medionte la tromitociôn de un procedimiento especiol- 
mente estoblecido ol efecto.
Este procedimiento no es consecuencio de la noturolezo intrin- 
seco de la modificaciôn. En principio bostorio para que la modificaciôn 
tuviero fuerzo de obligor con el ocuerdo ob los partes o con la comunico- 
ciôn de la decisiôn de modificar, segôn que la voriociôn pretendido exc£ 
do o no de los limitociones cuontitotivos y cualitativos que yo conocemos.
La exigencio de un procedimiento viene impuesto como consecue£ 
cio de los contrôles o que estô sujeto la Administrociôn, por rozones prje 
supuestorios o del gosto pôblico. Por ello se prevé la intervenciôn de - 
ôrgonos concretos con competencies especificos y la necesidad de un - —  
ocuerdo formol de modificaciôn en el que quede precisodo cômo quedo olt£ 
rodo el proyecto y su controportido que es el precio.
La jurisprudencio del Tribunal Supremo ho declorodo la necesi­
dad de que la modificaciôn se sujete o un procedimiento. Asi, la STS de 
25 septiembre de 1980 déclara que "sometido la controtaciôn administrât^ 
va ol principio de garantie procedimentol, todo modificaciôn requiere —  
ocuerdo del ôrgono compétente". Sin embargo, la mismo jurisprudencio no 
ho tenido môs remedio que odmitir también la eficocio de la voluntad de 
los partes, hociendo obstrocciôn del procedimiento administrotivo, con 
lo que se demuestro uno vez môs el corôcter de "oRodido" que tienen los 
requisitos procedimentoles y que, en ôltimo término lo que prevolece es 
la lôgico interna del pocto o contrato. Esto vomos o poder verlo ensegu£
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da al exarainar el procedimiento en concrete.
1. Requisitos subjetivos.- Se refieren a lo competencio del - 
ôrgono que puede intervenir vinculondo o lo Administrociôn y o lo nece­
sidad de que el controtisto tome parte en el procedimiento.
Respecto o lo competencio debemos distinguir lo necesorio pa­
ra inicior el procedimiento y lo exigido poro su conclusiôn o résolu- - 
ciôn.
Orgono compétente para inicior el procedimiento es la Direc—  
ciôn de obra. El controtisto puede promover pero no inicior el procedi­
miento, pues aunque ôl lo pido no se excluye la intervenciôn iniciol de 
oquôl ôrgono administrotivo, pues como dice la clôusulo 59 PCAG "cuondo 
seo necesorio introducir modificociones en el proyecto de los obros que 
rige el contrato el Director redoctorô la oportuno propuesto ...".
La competencio para ocordor la resoluciôn del procedimiento - 
de modificaciôn viene estoblecido en los articulos 48 LCE y 147 RCE, sje 
gôn los cuoles "la modificaciôn del contrato cuondo seo causa de resolij 
ciôn deberô ser ocordodo por el ^rgono de controtaciôn compétente, pre­
via outorizociôn del Consejo de Ministres en los cosos o que se refiere 
el articulo 89 de esta Ley (21 RCE). Si la modificaciôn no fuere causa 
de resoluciôn, serô ocordodo, en todo coso, por el ôrgono de contrato—  
ciôn". Este precepto distingue, pues, para otribuir la competencio se—  
gôn que la modificaciôn puedo dor lugor o no o la resoluciôn del contria 
to por superorse los limites del veinte por ciento del presupuesto del 
contrato, en môs o en menos, como coso môs tipico. En cambio, no delim£ 
ta la competencio el hecho de que intervengo o no el Consejo de Minis­
tres, pues esta intervenciôn no depende de que el contrato voyo o resol^
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verse o de que quede modificado, sino de que el contrato tenga un plazo 
superior al de vigencia del presupuesto correspondiente o de que el pre^  
supuesto del contrato excede de quinientos roillones de pesetas*
Por consiguiente, los articules 47 LCE y 147 RCE otribuyen —  
competencio al ”6rgano de contrataciôn compétente” cuondo la modifica—  
ciôn puede implicar la resoluciôn del contrato, y al "6rgano de contra­
taciôn” cuando no cobe la posibilidad de que el contrato se resuelvo* i 
Mas qué diferencio existe entre estos dos ôrgonos?* Porque si de lo que 
se troto es de conocer o sober cuôl es el requisite de la competencio, 
no podrô determinorse a base de ofirmor que unos veces interviene el —  
ôrgono al que se le colifico o denomino compétente y en otros el que no 
merece este colificotivo*
La defectuoso redocciôn de esos articules podrio superorse —  
quizô o base de entendez que si la modificaciôn entroRo la resoluciôn - 
del contrato, es nece%orio el ocuerdo del Jefe del Departomento minist^ 
rial que es el ôrgono de contrataciôn con competencio originorio (arti­
cules 7 LCE y 19 RCE) sin que quepo la desconcentrociôn o delegociôn —  
previsto en estos ôltimos articules. En comble si la modificaciôn no es 
causa de resoluciôn del contrato puede ocordorlo tonte el Jefe del De—  
portamento Ministerial come el ôrgono en que baya delegodo.
En el ômbito local la competencio esté otribuido, trotôndose 
de Ayuntomientos, al Pleno, y a la Comisiôn Permanente, cuando la duro- 
ciôn del contrato no excede de un one o no se exijon crédites superio­
rs s 0 los consignodos en el presupuesto onuol del ejercicio (articules 
121, d) y 122 b) LRL)* Los Diputociones Provinciales son compétentes —
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cuondo el plazo del contrato es superior a un ono o se exijon recursos 
superiores a las consignociones del presupuesto ordinorio, y es compé­
tente su Presidents en los demos cosos ( articules 268 e) y 270 f), LRL).
Por ultime, el controtisto ho de intervenir en el procedimieii 
te segûn preveon las normos especioles que se contienen en el articule 
.136 RCF y clausula 59 PCAG.
2. Requisites obîetivos.- Es necesorio que se trote de une —  
verdodero modificaciôn del Proyecto y no de une simple voriociôn de det£ 
lie o de otro proyecto diferente.
No mencionon la LCE y RCE, de forma expreso, la posibilidad de 
que el proyecto sufro voriociones de détails, pero aparté de imponerlo - 
osi la lôgico y odmitirse sin problèmes en la prôctico de los pliegos - 
de prescripciones técnicos, es indudoble que la focultod de introducir - 
voriociones para ajuster el proyecto a la reolidod de code obro, esta im 
plicitomente reconocido en los orticulos 44 LCE y 130 RCE, al hocer obl^ 
gotorio pore el controtisto las instrucciones que recibo el Director de 
la obro como interprets del proyecto. En combio de modo explicito el ar­
ticule 53 RCCL dice que "sera obligotorio pore el controtisto la ocepto- 
ciôn de voriociones de détails que no olteren sustonciolmente los pliegos 
de condiciones ni los precios estoblecidos"• Pues bien, estas voriocio—  
nés de détails no entroRon juridicomente une modificaciôn de proyecto y 
no bon de someterse, por tonto, al procedimiento que oqui estâmes estu- 
diondo.
La modificaciôn del proyecto se desvirtôo por exceso cuando de 
lo que se troto es de un proyecto diferente. Este juridicomente signify 
CO la sustituciôn del objeto del contrato por otro diferente (oliud pro 
olio), o la odiciôn de uno obro diferente a la yo controtoda, para lo -
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cuol ni la Adninistraciôn ni el contratista estàn habilitados* La certe- 
za del objeto del contrato (articules 11 LCE y 28 RCE) implica tombién - 
su identidod y ésto se refuerza en el c.o.p. por las exigencias del int£ 
rés publico concretadas en este case por la necesidad de no realizor une 
obro diferente de la contratada, ni emplear por consiguiente los fondes 
publicos que para ésta se asignaron. La nulidad de una modificaciôn con 
este olconce surge, edemas, porque de hecho supone encomendor o odjudi—  
cor directomente a un contratista une obra que debe ser objeto de contra^  
to independiente que ho de celebrorse con todos las garanties de la lic£ 
taciôn pôblica, El Consejo de Estado ha llamado reiteradamente la aten-- 
ciôn sobre esta cuestiôn. El Dictamen de 10 de mayo de 1962 (Expte. num. 
28.861) dice a este respecte lo siguiente:
"La oportuna objeci6n formulada por el Centro Interventor, en 
su informe de 27 de noviembre de 1961, viene a insistir sobre 
lo que yo ho sido resoltodo tombién multiples veces por el AJ^  
to Cuerpo Consultive a propôsito de estas pretendidas adjudi- 
caciones adicionales de obra # los controtistos adjudicato­
ries de las primitives; este es, sobre la necesidad de distiji 
guir cuidadosamente lo que puede constituir un reformodo de - 
un proyecto anterior en trômite de realizociôn, es decir, - - 
mientros las obras se estôn construyendo, y lo que son, en —  
reolidod, obras distintas o, al menos, no pueden colificorse 
de un outéntico reformodo, ounque guarden relociôn con otros 
precedentes. 'Porque si se trotose de un reformodo, de modify 
cociones introducidos durante la ejecuciôn del contrato yo —  
celebrodo con deterroinado controtisto y que afectan natural—  
mente a tal contrato, séria de aplicaciôn lo que siempre se - 
hoce en estos cosos de propios reformodos (adjudicociôn a la 
empresa constructora de las obras primitivas), cumpliendo, —  
ademâs, la audiencia de este Consejo de Estado, segôn lo pre- 
venido en todo el articule 60 de la Ley de Administraciôn y - 
Contabilidad. Pero si no se troto de modificaciones de un coji 
troto precedente, sino de nuevos obras, la adjudicociôn dire£ 
ta sôlo podrio justificorse medionte la concurrencio de aigu- 
no de los motives de excepciôn que se senolon en el articule 
27 de la repetido Ley de Administraciôn y Contabilidad'".
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3. Requisites formales.- La modificaciôn del objeto, este es, 
de la obra proyectada se su jeta a formas especiales. Primero porque to- 
do modificaciôn del c.o.p. debe formolizorse en documente administrati­
ve (articule 150 RCE), y segundo porque especialmente la modificaciôn - 
del proyecto debe constor en documentes "que justifiquen, describon y - 
volores oquôllo", como dice la clôusula 59 PCAG. Todo elle con indepen- 
dencio de tener que tromitorse la modificaciôn con la garantia de un pr£ 
cedimiento administrative.
De todos modes, las formas légales no son ton esencioles como 
para determinar la nulidad de la modificaciôn, pues pueden considerarse - 
validas a efectos de que el contratista pueda exigir a la Administraciôn 
el importe de la obra que dicha modificaciôn baya supuesto. Fundomentol- 
raente para la contrataciôn local, la jurisprudencia ha hecho prevolecer 
el derecho del contratista a cobrar el precio de la obra ejecutada sobre 
la necesidad de observer unas determinadas formalidades. La SIS 12 de —  
febrero 1979, contiene la siguiente doctrine:
"CDD.: Que partiendo acertadamente la Sentencia de que las ôr- 
denes técnicos, que en el caso se concretaban en el replanteo 
de las obras sobre el terreno por tromos en el momento de ejjs 
cutorse y no previomente segun el proyecto controtodo, modify 
coron el perfil de la carretera determinando une mayor excoyo 
ciôn en roco y menor en tierro (junto a disminuciôn en las —  
obras de terraplen e incremento de las de desmonte) con las - 
consecuencias de une voriociôn sustancial en el precio résul­
tante segôn los colculodos para una y otro close de excava- - 
ciôn, es évidente que, aun no demostrodo que las ôrdenes de—  
terminantes de la modificaciôn en las prestaciones de obra se 
impartiesen segun todos los requisitos reglomentorios exigidos 
por los arts. 53 y 54 del Reglamento de Contrataciôn de las - 
Corporaciones Locales, es lo cierto que el contratista los —  
ocotô ejecutondo la obra segun los mismos y de modo que, segun 
la pruebo, el resultado era incluso de mejor calidad; de ahi 
que en todo caso procediese oplicor la doctrina, yo reiterada 
en estos cosos, que flexibilizo la aplicaciôn de los orticulos
citados en el sentido de que pese o la exigencia clara de que 
la potestad administrativa de modificaciôn se ejercite dentro 
de los limites objetivos previstos y de las normas de compe—  
tencia y procedimiento osimismo expresos, la aplicaciôn del - 
principle del enriquecimiento injuste determine el reconoci—  
miento de ciertos excesos de obra sobre el proyecto efectivo- 
mente ejecutados segun ôrdenes de la propia Administraciôn —  
incluso cuando esos ôrdenes odolezcon de algûn vicie no impu­
table al cent rat ista-S. de 15 marzo 1978 (R. 1164) con las art 
teriores que la misma cita-; y en el caso presents debe par—  
tirse de la base de que las modificaciones tuvieron lugor co­
mo consecuencio del replanteo de la obra por trames, (extreme 
reconocido por el Ingeniero de la Diputaciôn) y por tonte - - 
emonodos de quien, al menos o tenor del art. 53 num. 2, tenia 
facultades para que sus ôrdenes fuesen acatadas por el contra^ 
tisto en la normal ejecuciôn del contrato".
4. Tiempo.- La modificaciôn del proyecto esté su jeta a unos - 
limites temporales. El tiempo de la modificaciôn estô acotado, de un l£ 
do porque debe ser anterior o previo o la realizociôn de la obra obje—  
to de oquéllo, de otro porque no puede ser posterior a la realizociôn de 
la obra que se quiere modificar o, môs exactamente, no puede llevorse a 
cobo si la obra yo ha sido recibido por la Administraciôn.
La limitaciôn primeramente seRolodo es consecuencio de la - - 
prohibiciôn impuesta a la Administraciôn y al contratista de introducir 
o ejecutor modificaciones en la obra objeto del contrato sin la debida 
aprobaciôn osi como del presupuesto correspondiente (clôusula ô2 PCAG). 
Sin embargo, la reolidod rebasa con frecuencio esta prohibiciôn. Los n£ 
cesidodes técnicos de la obra, y no pocos veces la propia ejecuciôn de 
las mismos, no permite en muchos ocosiones esperor a que se cumplan to­
dos los trômites necesorios, (no muy sencillos y expeditivos como se ho 
de ver), para que la modificaciôn quede debidamente aprobada. Asî pues, 
no es roro que los "reformodos" se oprueben o "posteriori" para convoi^ 
dar la situaciôn creada con la ejecuciôn material de la modificaciôn.
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El Consejo de Estado se ha visto obligado con cierto frecueri 
cia a llamar la atenci6n sobre la ilegalidad de las obras ejecutados - 
sin oprobaci6n. El Dictamen de 3 de abril 1979 (Exp. 39,271) dice a es­
te respecte lo siguiente:
"El Consejo de Estado debe reiteror, una vez môs -como lo ha 
hecho en onteriores ocosiones-, la absoluta necesidad de que 
se cumplan las disposiciones vigentes en materia de contrato 
ci6n. Las soluciones al margen de la Ley, a las que en oco—  
siones se ocude buscondo una mayor ogilidod y eficocio en la 
gestiôn del interés pOblico, se troducen en no pocos ocosiones 
en uno menguo de esta ogilidod y eficocio, en demoros en la 
consecuciôn del interés pôblico e incluso en cuontiosos per- 
juicios para el Tesoro pôblico.
En el supuesto actual, el hecho de que el contratista hubie- 
ra comenzado a e jecutar el adicional -aôn no ad judicado- ho 
llevodo a la soluciôn de adjudicôrselo en un momento en que 
las obras estaban ya poralizadas y en que era fôcil presumir 
el incumplimiento del adicional. Hubiera sido mucho môs lô­
gico resolver el contrato primitivo -si el contratista hoblo 
ya incumplido el plazo total-, o acudir a esta misma resolu­
ciôn basôndose en él importe de la modificaciôn y al amporo 
del articule 161 del Reglamento General de Contrataciôn. En 
todo caso, al haberse comenzado a e jecutar un adicional -ajn 
tes de su existencia juridica y, por tanto, sin ajustorse al 
ordenamiento- se ha creado una situaciôn equivoca que se ha 
traducido, en la prôctica, en una menor ogilidod y eficocio 
de la que hubiera podido conseguirse".
Mas a pesar de la validez de estas consideraciones, no es fô 
cil que en la prôctico desaparezca lo que cobrlo llomor "reformodo ont^ 
cipodo". Muchos veces, la propia dinômica de la obra en ejecuciôn obli­
ge a realizor la reforma sin esperor a obtener la aprobaciôn; pues la - 
suspensiôn de los trabajos por este motivo puede producir un perjuicio 
econômico a la propia Administraciôn.
5. Tramitaciôn.- La determinaciôn de cuôles sean los trômites
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que deben seguirse para que la modificaciôn del proyecto quede aprobada, 
suscita alguna cuestiôn. En principio, podrio entenderse que la pauta a 
seguir es la establecida por el articule 136 RCE que ya vimos establece 
la necesidad de un expediente controdictorio para tramitar, con carôcter 
general, cuantos incidencias surjon entre la Administraciôn y el contre^ 
tista en ciertos cosos como es "la necesidad de modificar las condicio­
nes controctuoles". Sin embargo, el propio articule 136 establece la —  
salvedad de lo establecido en la legislaciôn de controtos del Estado po 
ro cosos especialmente trotados. A nuestro juicio uno de estos cosos es 
precisomente la modificaciôn del objeto del contrato que ounque supone 
un combio de los condiciones controctuoles tiene sin embargo un troto—  
miento especial.
Efectivamente, la clôusula 59 PCAG seMolo los trômites que —  
bon de cumplirse sustonciolmente como son la propuesta del Director, la 
audiencia del contratista, el informe de la oficino de supervisiôn de - 
proyectos y la fiscalizaciôn del gosto. Mas tampoco son estos los 6ni—  
COS pesos que deben darse, pues otros normas hacen intervenir a determ^ 
nados ôrgonos ademôs de oquôllos, de modo que el procedimiento résul­
ta ser bostonte môs complejo que el previsto en el articule 136 y en - 
la propia clôusula 59 PCAG.
Asi pues, los trômites que bon de observorse para modificar o 
reformar el proyecto son los que o continuociôn se indicon:
19.- Propuesta del Director de la obra, integrada por los do­
cumentes que justifiquen, describon y valoren oquéllo (clôusula 59 PCAG) 
Estos documentes son la memoria (justificaciôn), los pianos y pliego de 
prescripciones técnicos particualres (descripciôn) y el presupuesto (v£ 
lorociôn), porque en definitive, se troto de redactor un proyecto que - 
tendrô que ajustorse a las mismos normas que rigieron para el que es —
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objeto de reforma (articule 63 a 72 RCE).
29.- A continuaciôn, el proyecto debe ponerse de monifiesto - 
al contratista. Es el llamado trômite de audiencia (clôusula 59 PCAG) - 
que no tiene por objeto obtener un ocuerdo con efecto vinculonte poro - 
las partes, sino simplements focilitor la tramitaciôn del reformodo. El 
controtisto puede hocer las manifestaciones que le convengan sobre los 
ospectos técnicos del proyecto en los très ospectos yo indicodos de la 
justificaciôn, descripciôn y valoraciôn. Sus alegaciones sirven osi pa­
ra depuror el proyecto reformodo, pero no para dar su consentimiento, - 
pues el objeto o la materia de éste es algo todavia provisional. La Ad­
ministraciôn no le hoce en este momento una oferta firme de modificaciôn, 
sino que simplemente le informa de la existencia del reformodo en tramai 
taciôn. Bien es verdad que si en este momento el contratista ya manifies^ 
ta su voluntad de no oceptor la modificaciôn, particularmente cuando —  
puede rechozorlo (articules 52 LCE y 157 RCE), la Administraciôn puede 
varier el curso de su decisiôn, este es, puede transformer el expedien­
te de modificaciôn del proyecto por otro de resoluciôn del contrato. p£ 
ro oôn con este, no puede considerarse este trômite de audiencia como - 
el vehicuLo de un ocuerdo de voluntodes entre las partes, de carôcter —  
contractual y por tonto vinculonte.
39.- Oido el contratista, el proyecto se dépura ahora dentro 
de la propia Administraciôn por medio del informe que debe emitir la —  
oficino de supervisiôn de proyectos del Departomento ministerial corre£ 
pondiente. Este ôrgono tiene la misiôn, entre otros, de examiner las mo 
dificaciones de los proyectos, incluso en su comprobociôn oritmético, - 
lecobondo las aclaraciones, ampliaciones de datos o estudios, o rectify 
cociones que crean oportunas, y exigiendo la subsanaciôn o subsanando 
por si mismo los defectos observodos (articulo 76 RCE).
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4*.- Después de esta supervisiôn del proyecto reformodo, pue­
de recoer lo que en la prôctico suele denominarse aprobaciôn técnico. 
Esta corresponde al Jefe del Departomento o a la Autoridad en quien —  
baya delegodo o desconcentndo esta focultod, pues debe aplicarse en e£ 
te punto la mismo norma que rige para la aprobaciôn del proyecto en la
fase de preparaciôn del contrato (articulo 78 RCE).
50.- Seguidomente, el reformodo es objeto de examen o estudio
desde el punto de visto juridico pues es preceptive el informe de la —
Asesorio Juridica segôn disponen los orticulos 18 LCE y 51 RCE.
60.- Ademôs, boy cosos en que el informe juridico es todavia 
môs depurodo, pues se boce intervenir al Consejo de Estado. De ocuerdo 
con los orticulos 18 LCE y 51 RCE, este Alto Cuerpo Consultivo debe em£ 
tir su dictamen en los controtos cuyo precio seo superior a 500 millo—  
nés de pesetas y sean objeto de uno modificaciôn que excedo del 20 por 
100 del precio del contrato.
79.- Cuando la de dictominor el Consejo de Estado, el expedieri 
te de modificaciôn tombién debe ser informodo previomente por el Conse­
jo de Obras Pôblicos y Urbonismo. El Reglamento de este Consejo de 10 - 
de noviembre de 1979 prevé su informe en "las modificaciones sustoncio- 
les de orden técnico o econômico" (articulo 69) y en "los osuntos que - 
se someten al dictamen del Consejo de Estado".
89.- Como la modificaciôn de un proyecto ofecto a obligocio—  
nés de la Administraciôn de carôcter econômico, con independencio de su 
olconce en coda caso concreto, es necesorio que el reformodo quede fis- 
colizodo por la Intervenciôn General de la Administraciôn o de sus Deljs 
gaciones en los Deportomentos Ministerioles. A estos ôrgonos les corre£ 
ponde la "intervenciôn critica o previo de todo octo, documente o expe-
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diente susceptible de producir derechos u obligociones de contenido ec£ 
n6mico (articulo 93 LGP).
99.- Fiscolizado la modificaci6n del proyecto, el 6rgono de - 
controtaci6n puede ya resolver sobre su aprobaciôn definitive, la cual 
tendrô que ser notificada al contratista, que podrô interponer los recu£ 
SOS que procedon.
VI.- EFECTOS DE LA MODIFICACION.-
1. Obligotoriedod de la modificaciôn.- La modificaciôn del —  
proyecto antes de ser aprobado no produce efectos vinculontes entre las 
partes y sôlo como consecuencio de su conducta tôcita, apreciada por los 
ôrgonos jurisdiccionoles, pueden darse efectos relatives al page de su 
voler al contratista que la ejecuta de bueno fe, segun ya tuvimos oco—  
siôn de ver môs arriba. En otro caso, la falta de aprobaciôn do lugor o 
responsabilidad para los funcionorios y para el mismo contratista (or—  
ticulo 155 RCE) segun ya tombién estudiamos en el epigrofe I de este —  
mismo capitule.
Una vez obtenida la aprobaciôn de la modificaciôn, su efica- 
cia es distinta segôn oquéllo traspase o no los limites cuontitotivos o 
cuolitotivos que yo conocemos. Si la modificaciôn estô dentro de esos - 
limites, la Administraciôn debe exigir su cumplimiento y el contratista 
tiene el deber de aceptarlos con carôcter ejecutivo (articulo 18 LCE y 
52 RCE), con independencio de los recursos que quiero estoblecer contra 
el octo de aprobaciôn.
Si, por el contrario, la modificaciôn excede de los limites - 
indicodos, su ejecuciôn no puede ser impuesta al contratista. Tampoco - 
en estos cosos estô obligado la Administraciôn a ejecutar la modifica—
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ciôn pues el articulo 161 RCE dispone que "la resoluciôn del contrato - 
serô potestotivo por porte de la Administraciôn o del contratista cuan­
do tengon lugor modificaciones del proyecto, ounque fueran sucesivas, - 
que implique, aislada o conjuntamente, olterociones del precio del con­
trato en cuontio superior, en môs o en menos al 20 por 100 del importe 
de aquél o representen uno olterociôn sustancial del proyecto iniciol.
En ombos cosos, cuolquiero de las dos partes contratantes, si se cumplen 
los requisitos expuestos, deberô ollonarse a la resoluciôn cuando la —  
otro parte reclame su derecho o la misma".
Ahora bien, si la Administraciôn opta por la resoluciôn del - 
contrato no procederô a aprobor la modificaciôn para despuôs resolver - 
el contrato, sino que tan pronto como tenga los datos técnicos y econô- 
micos de la modificaciôn proyectada, pondrô en marcha el expediente de 
resoluciôn del contrato.
2. Efectos novotorios.- Acordoda la modificaciôn del proyecto, 
por la Administraciôn, o consentida por las partes si excede de los li­
mites légales, se produce uno novociôn objetivo de carôcter forzoso en 
el primer caso yvoluntorio en el segundo.
Esta novaeiôn es modificativa y no extintivo. La novociôn es 
del objeto del contrato (articulo 1202 CC) pero sin dar lugar a una ex- 
tinciôn del vinculo (novociôn extintivo). El Consejo de Estado Ç8) ho - 
subroyodo este carôcter simplemente modificativo de la novociôn, ofir—  
mondo que uno vez producido ésto, lo que existe es un solo controto, el 
denominodo controto primitivo, si bien modificodo. Y tombién la Junta - 
Consultivo de Contrataciôn Administrativa ha considerado que el contra­
to ofectodo por la novociôn objetivo obliga a las partes en las mismos 
condiciones que el contrato iniciol (39).
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Consecuencio del carôcter modificativo de la novociôn es que 
subsisten las obligociones occesorios (articulo 1207 CC "a contrario - 
sensu"), si bien en el caso del c.o.p. esos garanties pueden quedar m£ 
dificadas. La fianza prestada puede résulter insuficiente o, por el co£ 
trario, excesiva si, respectivamente, el precio del contrato se ha in—  
crementado o disminuido. Juega oqui la régla de la proporcionalidad de 
la fianza, de ocuerdo con lo establecido en los orticulos 117 LCE y 360 
RCE, que a este respecte dicen que "cuando a consecuencio de la modifi- 
coci6n del contrato expérimenta voriociôn el valor total de la obra co£ 
tratada, se reajustarô la fianza constituida en cuontio necesorio para 
que se mantenga la debida proporcionalidad entre la fianza y el presu—  
puesto de la obra".
3. Efectos sobre el precio y el plazo.- La modificaciôn obje- 
tiva del c.o.p. do lugor, ounque no siempre, a uno olterociôn del pres£ 
puesto de la obra, de modo que la prestociôn a cargo de la Administra—  
ciôn tombién résulta novada. Pero esta novociôn modificativa sôlo octôo 
sobre la cuontio del precio pero no sobre las condiciones o forma de p£ 
go. Por lo demôs, no hoce al caso cuestionorse sobre los garanties, to- 
da vez que la Administraciôn nunca las presto a favor del contratista.
La modificaciôn de la obra proyectada puede tener tombién su 
repercusiôn en otro elemento muy importante del contrato como es el pl£ 
zo. Aqui tombién existe una régla de proporcionalidad, pues el articulo 
149 RCE dice que "cuando los modificaciones del proyecto representon —  
voriociôn en môs o en menos en el presupuesto de las obras serô reajus- 
tado su plazo de ejecuciôn, sin que pueda ser aumentado o disminuido en 
mayor poporciôn que en la que resuite ofectodo el presupuesto". Sin em­
bargo, debemos entender que tombién tendrô que existir una proporciona­
lidad o adecuaciôn en aquéllos cosos en que la modificaciôn de la obra 
seo sôlo cuolitetivo y no produzco voriociôn en el presupuesto. La Adm£
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nistraciôn no tendrô môs remedio que otorgor un oumento y , en su C£ 
so, estoblecer uno reducciôn del plazo si la correcta ejecuciôn de la - 
prestociôn del contratista, una vez modificodo, osi lo exige.
Ademôs, la voriociôn del plazo ho de repercutir lôgicomente - 
en la programaciôn de la obra. Normalmente, los plozos controctuoles - 
son plozos progromodos, de modo que se intercolen vorios plozos porcio- 
les en el total de ejecuciôn (articulo 128 RCE). Por ésto, la modifica­
ciôn del proyecto llevorô, como consecuencio, el reajuste del programa 
de obra o programa de trabajos. El articulo 152 RCE prevé que si la mo­
dificaciôn del proyecto produce un desajuste entre las anualidades est£ 
blecidas en el pliego de clôusulos administratives particulares integr£ 
do en el contrato y las necesidades reales en el orden econômico que el 
normal desarrollo de los trabajos exijo, la Administraciôn procederô a 
réajuster las anualidades siempre que lo permite el rémanente de los —  
créditos oplicobles de que dispongo el Departomento ministerial corres­
pondiente. Y este mismo precepto dispone que "cuolquier reajuste de las 
anualidades exige la revisiôn del programa de trabajo, acoplôndolo a —  
las tombién nuevos circunstancias, y precisarô la aprobaciôn de la Adm£ 
nistraciôn".
Hay que advertir que el mismo reajuste del programa de obra - 
se tendrô que producir cuando el reformodo del proyecto exijo una distr£ 
buciôn de tiempo diferente de la inicialmente pactada, ounque no exista 
repercusiôn econômico y por consiguiente necesidad de reajustar las - - 
anualidades.
4. Cooperaciôn de la Administraciôn.- El contratista necesita 
de la colaborociôn de la Administraciôn para realizor la obra de acuer- 
do con la modificaciôn del proyecto uno vez ho sido aprobada.
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De manera inmediata, la colaboraciôn se traduce en proporcio 
nor toda la documentaciôn e informaciôn necesaria para el cabal conoc£ 
miento de la modificaciôn y su alcance. La clôusula 59 PCAG dice "que - 
una vez dicha aprobaciôn se produzca (la de la modificaciôn), la Admi—  
nistraciôn entregarô al contratista copia de los docuroentos del proyec­
to que hayon sido objeto de nuevo redocciôn motivada por voriociôn en - 
el numéro de unidades o por la introducciôn de unidades nuevos. Estas - 
copias serôn outorizodas con la firma del Director."
Posteriormente esta colaboraciôn se producirô en tôrminos anô 
logos a como ya vimos que tiene lugor durante el desarrollo de los obras. 
Serô normalmente necesorio replonteor el proyecto reformodo y comprobo£ 
lo con el contratista, y una vez iniciadas las obras su compléta ejecu­
ciôn se harô bajo las ôrdenes e instrucciones que de la Administraciôn, 
para que la obra pueda ser entregada por el contratista y recibido por 
oquéllo.
5. Responsabilidad administrativa.- La modificaciôn del re—  
formado no ogoto sus efectos en el seno del contrato, pues tombién pue­
de dar lugor a una responsabilidad de los funcionorios outores o superv£ 
sores del proyecto, con independencio de que la modificaciôn se lleve a 
cobo.
El articulo 154 RCE es muy claro o este respecte, pues dice - 
que "cuando se hiciero précisa la modificaciôn de los proyectos y resujL 
toron indicios de que ello se debe a defecto o imprevisiôn imputable a 
sus outores o supervisores podrô ordenorse la prôctica de una investig£ 
ciôn por el Ministre correspondiente o por quién ostente delegociôn bo£ 
tante al efecto, procediéndose con orreglo a la Ley de Procedimiento A^ 
ninistrativo y a las normas del Departomento o Cuerpo de que se trote".
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Y tombién oRode el mismo articulo 154 RCE que "la aprobaciôn 
de los proyectos por la Autoridad compétente no exonéra a los funcion£ 
rios responsables de los mismos efectos o imprevisiones en que se baya 
incurrido o les sean imputables".
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N O T A S
( 1 ) STS 10 de marzo 1972, 22 diciembre 1975, 11 octobre 1979, 
entre otras .
( 2 ) STS 16 de diciembre i974.
( 3 ) La STS de 22 de enero 1955 dice: "Que aparté o con indepe£ 
dencia de la perspectiva contractual no puede ignorarse la exis­
tencia en el campo del Derecho Admini strativo, de otras fuentes 
de las que surgen obligaciones de tal caracter, taies como la -- 
llamada gestion de neqocios de la Administraciôn, trasplante a - 
este campo de la teoria de la "negotiorum gestio", que si bien 
una parte de la doctrina combate en base de la "prohibitio dom£ 
ni", la mayorfa admite la posibilidad, al menos, del ejerci ci o - 
de una acciôn "in rem verso", sirviendole de soporte el enrique­
cimiento experimentado, en este caso, por el patrimonio del ayun 
tamiento demandado •••"• La sentencia 22 febrero 1980, alreferi£ 
se a los aumentos de obra dice que "estos solamente pueden produ 
ci r el efecto de su abono cuando sean consecuencia de modi fi ca-- 
ciones légitimas ordenadas por la Administraciôn en uso de las - 
potestades atribuidas al efecto por razones de interés publico - 
en el articulo 54 del Reglamento de Contrataciôn citado, o las - 
meras variaci ones de detalle que puede disponer segun el 53; o - 
como consecuencia de la aplicaciôn de 1 principio de enriqueoimien 
to injuste que a su vez, como una interpretaciôn flexible de es-- 
tos preceptos en orden a la modificaciôn del contrato, détermina 
el abono de las modificaciones pero no como consecuencia simple 
de su ejecuciôn por el contratista sino por haber sido ordenadas 
o admitidas por la Administraciôn, con infracciôn de las normas 
de procedimiento, tal como esta Sala ha interpretado en sentencia 
de 16 de diciembre de 1974 o 15 de marzo de 1978 y las que en 
ella se ci tan".
( 4 ) En Francia, el Consej) de Estado ha establecido la jurispr_u 
dencia constante segun la cual los trabajos suplementari os no -- 
dan lugar a remuneraci ôn en favor del contratista mas que cuando 
han sido consecuencia de ôrdenes escritas o bien han sido indis­
pensables para la realizaciôn de la obra. Si faltan cualesquiera 
de estas dos condiciones, el contratista no puede invocar la do£ 
trina del enriquecimiento sin causa, a menos que se demuestre la 
existencia de una orden oral suficientemente definida, en cuyo - 
caso el Consejo de Estado entiende que hay un contrato o acuerdo 
nulo. (Vid. VILLARD, BACHELOT y ROMERO, Ob. cit. p. 245).
( 5 ) Ob. cit. Tomo II, p. 109.
( 6 ) Ob. cit. "Curso de Derecho Administrativo". Tomo I, p. 620.
( 7 ) Ob. cit. p. 225.
( 8 ) Ob. cit. p. 333.
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( 9 ) LAUBADERE (Ob.cit. Tomo II, p. 386) ilega a decir que el 
derecho de modificaciôn se debe considerar como un principio de 
la teoria del contrato de obra publica ("marché de travaux pu-- 
blics"), es decir como existente incluso cuando el contrato no - 
lo prevea expresamente.
( 10 ) LLORENS, François (Ob. cit. p. 245) dice "Cependant, il ne 
faudrait pas oublier que le force des idées est souvent . sans ra_g 
port avec leur degré de venté; surtout dans des matières bu, com­
me celle du pouvoir de modification, les pétitions de principe ont 
pris le pas sur l'examen objectif des faits. A force de sistema- 
tisation d'un côte comme de l'autre, on a fini par oublier la -- 
signification exacte du pouvoir de modification uni latéral dans 
le marché de travaux publics, et la portée du principe de la fo£ 
ce obligatoire du contract dans le domage d'ouvrage".
( 11 ) Vid. STS 31 octubre 1974, que habla con preci si ôn del "ll£ 
mado lus variandi" o poder de modificaciôn unilateral del objeto 
contractual.
( 12 ) Ob. cit. p. 110.
( 13 ) "Ainsi justifié, le pouvoir de modification n'apparaît pas 
comme une simple manifestation des prerogatives de droit public 
dont 1 'administrai on dispose en générai, comme un pure apparition 
de la puissance publique dans le contract, mais comme une illus­
tration du rôle que joue la notion de service publique dans les 
contracts administratifs et de 1 ' originalité que cette notion ini 
prime à la théorie de ces contrats". Ob. cit. Tomo II, p. 335.
( 14 ) BEZZI, O.M. vislumbra el fundamento material del "ius va­
riandi" al decir que: "Durante la ejecuciôn del contrato de obra
publica, la Administraciôn ejerce atri buci ones administrativas y 
de permanente subordinaciôn técnica, sobre el contratista. Ello 
posibilita el control y la disposici ôn de modificaciones por au­
mentos, reducciones o por obras imprevistas, necesarias tanto pa 
ra la buena ejecuciôn de los trabajos, como para el objeto persje 
guido con la construed ôn de la obra ... ("El contrat o de obra - 
publica". Buenos Aires, 1982, p. 153).
( 15 ) No es obstaculo el juego del "lus variandi" en el arrend£ 
miento civii de obra el articulo 1256 del CC, como sostiene ARI- 
nO-ORTIZ (Ob. cit. p. 227), pues no sôlo el articulo 1593 CC lo 
acoge, segun hemos visto en el texto, sino porque ei pacto es va 
lido al amparo del articulo 1255 CC respetando los limites que - 
impone. Evidentemente no se trata de un "i us variandi" absoiuto, 
pero es gue ni tiene esta configuraciôn en el c.o.p. ni tampoco 
en la practica del arrendamiento civil de obra donde, por lo de- 
mas, el pacto que consagra el "i us variandi" es usual y sujeto a 
limites parecidos a los que se establecen en el c.o.p.
( 16 ) Ob. cit. p. 430.
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( 17 ) Vid. LAUBADERE. Ob. cit. Tomo II, p. 332.
( 18 ) Ob. cit. p. 226.
( 19 ) "La figura del contrato admini strativo". RAP 41, p. 125 y
Ob. cit. "Curso de Derecho Administrativo", Tomo I, p. 585.
( 20 ) Vid. LAUBADERE, Ob. cit. Tomo II, p. 331.
(21 ) La doctrina civil suele admi tir los derechos potestativos 
o de modificaciôn juridica como una categorla intermedia entre - 
los derechos subjetivos plenos y las simples facultades jurldi-- 
cas. Segun LEHMANN, H. "los derechos de transformaciôn (faculta­
tives, facultad de hacer, potestad juridica: "kannrechte"), como
son la denuncia, la impugnaciôn y la resoluciôn, no confièrent un 
senorlo actual sobre la voluntad de un obligado o sobre un bien 
de la vida, no les corresponde una obligaci ôn de una persona, ni 
satisfacer un interés actual sobre una prestaci ôn. El derecho de 
transformaciôn confiera la posibilidad de influir sobre una si-- 
tuaciôn juridica existante, medi ante una declaraci ôn de voiuntad 
o un acto" ("Tratado de Derecho Civil", Madrid, 1956. Vol. I, p. 
128). CASTRO, F. considéra que estos derechos son "facultades -- 
inconcretas, algunas derivadas de la capacidad juridica y otras 
de la potestad de hacer négocie juridico o capacidad négociai", 
pero admite que "se podla hablar de "poderes jurldices" en el seji 
tido de "posibilidad de crear, modificar o extinguir una situa- - 
ciôn juridica" como tipo especiai de facultades jurldicas". Y, -- 
anade este mismo autor que "también se podrian disting uir ciertos 
poderes, con valor de derechos subjetivos secundarios, unidos a 
derechos subjetivos principales o a relaci ones juridica de conte­
nido reducido al mer o poder producir un efecto juridico concreto" 
("Derecho Civil de Espana, Madrid 1955, Tomo I, pp. 674-676). -- 
DIEZ-PICAZO y GULLON se muestran partidari os de no abandonar esta 
categorla de derechos, como categorla dogmatica, pues dicei que -- 
"conviene recoger sus en sehanzas, entre las cuales puede ser la - 
principal la posibilidad de desllndar dentro dei concepto genéri- 
co de las facultades contenidas en un derecho subjetivo mas am-- 
plio o facultades independientes, la idea de las "facultades de 
configuraciôn juridica" para designar con ello aquellas faculta-- 
des que p osi bili tan a su titular para crear, modificar o extinguir 
una relaci ôn o una situaciôn juridica". ("Sistema de Derecho Ci­
vil. Madrid, 1975, Vol. I, p. 415).
(22 ) La STS de 13 de noviembre 1978 dice que "la contrapartida 
del contratista al "ius variandi" que la normativa vigente le re- 
conoce, es la de compenserle los per jui ci os que la modificaciôn - 
le haya causado, no la resoluciôn del contrato. La Ley no recono- 
ce mas que un derecho econômico, a fin de man tener inalterabie el 
equilibrio financière del contrato". Y la STS de 2 julio 1979 di­
ce de forma analoga a la anterior que "otra de las caracterlsti-- 
cas de los centrâtes administratives, es el llamado "ius variandi" 
0 modificaciôn unilateral del objeto del contrato por la Adminis­
traciôn de compensar al contratista por los perj ui ci os que las mo
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dificaciones le cause a fin de mantener el equilibrio econômico",
( 23 ) CIANFLONE. Ob. cit. pp. 524 y ss.
( 24 ) La STS 20 abril 1978, a propôsito de las unidades no pre-
vistas en el proyecto aplica el regimen previsto en el articulo 
48 del Pliego de 1903, similar al vigente articulo 150 RCE, y d£
ce lo siguiente: "Que respecte de aquellas otras que suponen una
'ampli aci ôn' y que surge la necesidad de su reaiizaci ôn durante 
el période de ejecuciôn, en cuanto no previstas en el proyecto, 
su regimen juridico y econômico no puede ser analog o al de las - 
obras de 'modificaciôn*, tanto en orden a su ejecutoriedad como 
al criterio valorativo, de ahl las previ si ones del legi slador co£ 
tenidas en el art. 48 del Pliego de 1903, que hace especifica re­
ferenda al 'modo de fijar precios contradictorios para obras no 
previstas', estableciendo très posibilidades perfectamente dife-- 
renciadas para ser aceptadas por ei contratista, si bien la ulti­
ma que expondremos actua en funciôn condicionante para las partes 
contratantes y asI: una primera que admite la posibilidad de fijà 
ciôn del precio de mutuo acuerdo entre el Ingeniero y el contra­
tista, sometiendolos a la aprobaciôn superior si resultase acuejr 
do, cuando no existiere medio comparativo para su fijaciôn en b]a 
se a los precios asig nados a otras obras o materiales analog os ; 
la posibilidad atribulda al contratista, si los precios fijados 
no le conviniesen de no aceptar, quedando relevado de la constru£ 
ciôn de la parte de obra de que se trate; y otra, en que el pre­
cio convenido entre Ingeniero y contratista no haya sido objeto 
de aprobaciôn superior, en cuyo caso se entendera ^ue el contra­
tista se conforma con los que fije la Administraciôn, supuesto - 
al que ha de equipararse el caso de falta de conversaciones entre 
Ingeniero y contratista, como es el de autos, pero con ello, la - 
Administraciôn en su actividad para la fijaciôn del precio para - 
obras no previstas en contrata, no quiere significarse que actue 
con potestad absoluta e individualizada en la determinaciôn del 
precio, esto es, discrecionalmente, sino que en su concreci ôn ha 
de tenerse en cuenta 'los precios asignados a otras obras o matje 
riaies analog os', y no se puede olvidar, dados los tôrminos de - 
la norma y su ambito de aplicabi11dad a todo el terri t ori o naci£ 
nal, que el môdulo comparative para su fijaciôn se ha de produ-- 
cir como hecho necesario en base a los precios résultantes de -- 
otras contratas analogas".
( 25 ) Ob. cit. p. 526.
( 26 ) Ob. cit. p. 527.
(27 ) El Informe 37, de 20 noviembre 1972 dice lo siguiente; --
"Sobre ia tercera cuestiôn relative a la forma de aplicar lo dis- 
puesto en el segundo parrafo del articulo 153 del R.G.C. en cuanto 
a las obras accesorias o complementarias que no excedan del 20 -- 
por 100 del precio del contrato parece lôgico, como apunta en su 
consulta la Intervenciôn General, aplicar a dichas obras el mismo 
tratamiento y cri teri os analog os a los de los proyectos reforma--
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dos, considerandolas como una continuacion de los i ni ci aies y de 
su respective contrato con àplicacion de los mismos precios pri­
mitives y de la baja obtenida en la subasta o concurso, por lo - 
que dichas obras tendrfan analoga consideracion que las modi fi ca 
clones a que se refiere el articule 150 R.G.C,
Por ello, parece logico que dichas obras accesorias o complemen- 
tarias tengan derecho a revision aunque su importe sea inferior 
a 5 millones de pesetas, si el contrato inicial gozaba de aquel 
derecho; que los precios deben deducirse partiendo de los cuadros 
de precios de la obra principal y su justificaciôn debe ser la - 
misma que se empleo en el proyecto primitivo; que las formulas - 
de revision de precios deben ser las mismas, debiendo los Indices 
bases ser iguales a los empleados para calcular la revision de - 
precios del proyecto primitivo; que las obras accesorias o comply 
men tari as deben sumarse a las del presupuesto anterior para des-"" 
contar del conjunto el 20 por 100 que no tiene derecho a revision 
de precios, y que taies obras deben considerarse en definitiva co­
mo una continuacion de las iniciales y de su respective contrato 
y no como contrato independiente.
Claro es que algunos de estos condici onami en tes resultan en la - 
reali dad muy difIciles de llevar a la practica cuando las refer£ 
das obras no son de la misma naturaieza que las del proyecto in_i 
cial aunque si sean accesorias o complementarias de estas. Por - 
ejemplo, terminada la obra de una presa y de la carretera que -- 
discurre a lo largo de su coronaci on, se présenta la necesidad - 
de realizar dichas obras de iluminaci ôn a las que no parece lôgi 
co negar su caracter accesorio y âcômo redactar los precios de - 
distintas unidades de obra como farolas, cables electricos, focos 
luminosos, etc., partiendo de los cuadros de precios del proyec­
to primitivo, si en ellos no figuraron en absoiuto unidades de e£ 
ta naturaleza?.
Si el tratamiento de obras accesorias y complementarias se rese£ 
vara para las que fueron de la misma naturaleza que la obra prijn 
cipal no exi sti ria este problems, pero como de hecho se dan en - 
la realidad obras accesorias y complementarias de muy distinta - 
naturaleza sôlo cabe, a juicio de esta Ounta, aplicaries tambien 
todo lo que el Pliego de Ciausulas Admini strati vas Geberales de 
31 de diciembre de 1970 ha aclarado respecte a las modificaciones 
de obra, es decir, la clausula 59 relativa a la ejecuciôn de las 
modificaciones del proyecto, la 60 que se ocupa de los precios de
las unidades no previstas en el contrato, la 61 de las vari aci o-
nes en los plazos de ejecuciôn por modificaciones del proyecto y 
la 62 que se refiere a las modificaciones no autorizadas".
( 28 ) LAUBADERE. Ob. cit. Tomo II, p. 388 y ss,
( 29 ) GARCIA ENTERRIA. "Curso de Derecho Admini strativ o". Tomo I
p. 541.
( 30 ) O b . cit. "Curso de Derecho Administrativo". Tomo I, p. 621.
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( 31 ) Ob. cit. p. 263.
( 32 ) "Dos regulaci ones organicas de la contrataciôn administra 
tiva". RAP iO, p. 275.
( 33 ) Informe 28/1971 de 23 de julio.
( 34 ) Ob. cit. p. 247.
( 35 ) Ob. cit. p. 536.
( 36 ) Ob. ci t . p . 248.
( 37 ) Vid. CIANFLONE Ob. cit. p. 536.
( 38 ) Dictamen de 3 de abril de 1975 (Expte. num. 39271).
( 39 ) Informe num. 2 de 7 de Julio de 1967.
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CAPITULO SEXTO
EL TIEMPO PE REALIZACION DE LA OBRA
I.- TIEMPO DEL CONTRATO Y TIEMPO DE LA PRESTACION.-
Del c.o.p. noce una relociôn juridica obligotorio de tracto s£ 
cesivo o duradera; nace un momento del tiempo (cuando el c.o.p. quedo —  
perfeccionodo por la adjudicociôn definitiva) y se prolonga o se desen—  
vuelve a lo largo de una serie de momentos, algunos de particular signi- 
ficaciôn, para concluir o extinguirse en el momento final de la liquida- 
ciôn definitiva del precio convenido.
Mas la circunstancia del tiempo tombién puede ser perfectamen- 
te referida a coda una de las prestaciones que constituyen el objeto de 
la obligaciôn reclproca de coda parte. Asi podemos estudiar ahora la re£ 
lizaciôn de la obra (prestociôn del contratista) en su dimensiôn temporal, 
El trônsito de la obra ideal, refiejada en el proyecto, o la obra que —  
realmente se ejecuta, se produce en el tronscurso de un tiempo acotado - 
por el término de la iniciaciôn y por el término de la conclusiôn de la 
obra. Término quiere decir coda momento concreto con los que se ocoton o 
delimiton los espocios de tiempo a los que conviene môs exactamente dar 
el nombre de plazo ( 1 ).
De todo lo anterior se deduce fôcilroente que el tiempo del con 
troto no es equivalents al tiempo de su ejecuciôn y que, ademôs, hay que 
distinguir la influencia del tiempo en coda uno de las prestaciones que 
se reolizon para dar cumplimiento al contrato.
El RCE no ofrece uno terminologia précisa, pues unas veces —
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habla de plazo de ejecuciôn del contrato (articulo 82, por ejemplo) y - 
otros de plazo de ejecuciôn de la obra (articulo 122), aunque de una u 
otra forma a lo que efectivamente se refiere es al plazo de ejecuciôn de 
la obra "strictu sensu".
II.- DETERMINACION DEL PLAZO DE EJECUCION DE LA OBRA.-
La necesidad de estoblecer un plazo para la ejecuciôn de la —  
obra es consustancial al c.o.p., pues siendo éste, un contrato de resul­
tado, el contratista ha de contar necesariamente con el tiempo détermina^ 
do para poder realizor la obra prometida. A esta razôn de pura lôgico se 
oRode otra derivada del carôcter especifico de este contrato, cual es —  
que el interés publico al que se encuentra vinculada la obra, reclama torn 
bién su puntual realizaciôn, para lo cual es imprescindible determinar - 
el plazo que se concede al contratista para que cumpla con su obligaciôn. 
Esto explico que en los documentos bôsicos del contrato debo oporecer —  
con todo precisiôn dicho plazo.
Asi, el pliego de clôusulos administrâtivas particulares debe 
contener, entre otros extremos, "el plazo total de ejecuciôn del contra­
to e indicociôn de los plazos porcioles correspondientes si la Adminis­
traciôn estima oportuno estoblecer estos ôltimos o referencia de si se - 
fijorôn en la aprobaciôn del programa de trabajo, seRolondo en su caso - 
cuôles dorôn motivo a las recepciones porcioles provisionales a que se - 
refiere el articulo 170 (articulo 82 RCE)". Y es también requisite indi£ 
pensable del documente notarial o administrativo con el que se solemnize 
el contrato "el senolomiento del plazo total de ejecuciôn de la obra y, 
en su caso, los plazos porcioles que se establezcan y el especial para 
la comprobociôn del replanteo y el de garantie" (articulo 122 RCE).
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Pero todavia hay que seRalar que en la determinaciôn del plazo 
se debe distinguir, por un lodo, el plazo de iniciaciôn de la obra del 
plazo de ejecuciôn "strictu sensu" y, por otro lodo, el plazo total de - 
los plazos porcioles.
III.- PLAZO DE INICIACION Y PLAZO DE EJECUCION DE LA OBRA.-
No existe una norma sobre la determinaciôn de un plazo dentro 
del cual el contratista debe dar comienzo a la ejecuciôn de la obra, p£ 
se a que el inicio de la obra otoRe muy directomente al interés publico, 
como ho seRolodo la jurisprudencia (sentencia del Tribunal Supremo de - 
23 de febrero de 1979). En la prôctica tampoco es usual que se establez- 
ca un plazo con la finalidad indicada y sôlo indirectomente quedo prees- 
toblecido un cierto tiempo al fijarse un plazo para determinar activida- 
des previas a la propia ejecuciôn. En efecto, indirectomente la compro- 
baciôn del replanteo détermina el plazo en que el contratista debe ini—  
ciar los trabajos, pues debe preverse en el documente notarial o adminis^ 
trativo del contrato un plazo para realizor eso operaciôn preparatoria - 
(articulo 122 RCE) y, ademôs, el comienzo de esta misma operaciôn se - - 
su jeta al plazo môximo de treinto dios contodos desde la fecha del otor- 
gamiento de la escritura (articulo 127, A) RCE).
En combio, el plazo de ejecuciôn de la obra debe establecerse 
de una forma directa y précisa como ya hemos visto en el epigrofe ant£ 
rior.
Este plazo viene determinodo por un término inicial y otro f£ 
nal. El término inicial, salvo pacto en contrario, es el dio siguiente 
al de la notificaciôn de la autorizaciôn para comenzar la obra, notifi- 
caciôn que se practice por el hecho de la suscripciôn del octo de corn—  
probaciôn de replanteo en caso de plena conformidad; si hay reserves o
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reparos, una vez sean superados éstos, el cômputo del plazo se cuenta —  
desde el dla siguiente al de la notificaciôn del acto formal de la Admi­
nistraciôn, ordenando la iniciaciôn de los trabajos (arts 127, apartados 
D y G RCE).
El término final no suele determinorse medionte unas fechos —  
concretes, sino por un numéro de dies, meses o oRos contodos desde lo f£ 
cho de iniciaciôn de la obra, sistema que tiene recomendado el Consejo - 
de Estado, ante la incertidumbre de la tramitaciôn de los controtos (2 ). 
En el cômputo del plazo osi seRolodo debe tenerse en cuenta lo dispuesto 
en el articulo 5 CC, segôn el cual "siempre que no se estoblezco otra —  
cosa, en los plazos seRolodos por dios, a contar de uno determinodo, qu£ 
dora éste excluido del cômputo, el cual deberô emplear en el dio siguieri 
te; y si los plazos estuviesen fijados por meses o oRos se computerôn de 
fecha a fecha. Cuando en el mes del vencimiento no hubiere dio equivoleji 
te al inicial del cômputo, se entenderô que el plazo expira el ôltimo del 
mes. En el cômputo civil de los plazos no se excluyen los dios inhôbiles".
IV.- PLAZOS PARCIALES Y RITMO DE LA OBRA.-
Lo posibilidad de que en el contrato existan plazos porcioles 
se prevé en el articulo 82 RCE, pues segôn hemos visto yo anteriormente 
en el pliego de clôusulos administrativas particulares, si la Administra^ 
ciôn lo estima oportuno, se pueden estoblecer plazos porcioles, ademôs - 
del imprescindible plazo total de ejecuciôn; también se puede hocer ref£ 
rencia en el pliego a que los plazos porcioles se fijorôn al aprobarse - 
el programa de trabajo (articulo 128 RCE); y el mismo articulo 82 RCE ad 
mite también la posibilidad de que se indiquen en el pliego los plazos - 
porcioles que dan motivo a las recepciones provisionales de partes de —  
obra (articulo 170 RCE).
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El plazo parcial tiene, pues, una dobb significaciôn segun que 
sirva para estabiecer un determinado ritmo de ejecuciân de la obra o pa­
ra fijar un término en el cual se puede acreditar un cumplimiento par- - 
cial del contrato por el contratista, pudiendo recibirse pravisionalmente 
una parte de la obra. El primer caso, el plazo parcial détermina la exi£ 
tencia de unos mementos intermedios (tiempos de poso), que permiten con­
trôler el ritmo de la ejecuciôn. En el segundo supuesto , mas que de un 
plazo parcial podrlo hoblorse de un plazo de cumplimiento parcial. Evi- 
dentemente estas dos finolidodes del plazo parcial pueden ser compatibles 
y quedor coordinodos perfectomente en el contrato.
Sin embargo hemos de detenernos ohoro de monero especial en la 
funciôn del plazo parcial como medio de estabiecer el ritmo odecuodo de 
reolizociôn de la obra, dodo la importoncio que a dicho ritmo don deter- 
minodos normes del RCE, que indudoblemente responden al mutuo interés —  
que tienen las partes en que la obra se produzca de una monero ocomposo- 
do y ormânico.
Para la Adminktracién, el ritmo de la obra debe ser el éptimo 
que permito obtener una rentobilidod odecuodo para la inversidn pùblico 
que con la obra se realize. Esta conexiôn entre la finonciaciôn de la obra 
y su ritmo esta proclomada como principio del contrato odrainistrotivo en 
los articules 12 LCE y 30 RCE cuondo dicen:
"La financiod6n de loc ontrotos por la Administrocidn se aju£ 
taré al ritmo éptimo de la ejecucién de la prestocién, debieji 
do odoptorse a este fin, las medidos que seen necesorios al - 
tiempo de la progromocién de las onuolidades o durante el pé­
riode de ejecucién, de conformidod con la Ley de Presupues- - 
tos".
Por ello, durante la fose preporatoria del contrato existe yo
- 285 -
la preocupaciôn de que haya previsiones para que la obra se lleve a cabo 
en su dia con un ritmo éptimo. Asi, el articule 63 RCE ordeno incluir en 
los proyectos de obras de cuontio superior o cinco millones de pesetas, 
un programa de posible desarrollo de los trobo)os en tiempo y coste épti 
mo de corécter indicative. Una vez celebrado el contrato e inicioda la - 
ejecucién de la obra, el programa deja de tener carécter indicative para 
convertirse, como yo sobemos, en pieza esenciol para estabiecer y contro 
lor un ritmo de ejecucién concrete. Por ello, el articule 129 RCE esta—  
blece que "los plazos porcioles que puedon fijorse al aprobar el progra­
ma de trabajo se entenderén como intégrantes del contrato a efectos de - 
su exigibilidad". Finolmente, durante la realizacién de la obra también 
se procura el mantenimiento del ritmo previsto imponiendo a la adminis—  
tracién su deber de cooperacién, pues el articule 131 RCE dice que "una 
vez iniciados los trobo)os, cuantas incidencias puedon surgir entre la - 
Administracién y el contratista serén tramitadas y resueltas por la pri­
mera a la mayor brevedo^ cdqptondo las medidos convenientes para no alte- 
ror el ritmo de las obras". Y tan esenciol llega a ser para la Adminis—  
tracién el ritmo de la obra que el articulo 141 RCE concede al Gobierno 
la posibilidad de adopter una medida de carécter excepcional, consisten- 
te en una incautacién o apoderamiento de la obra y de los medios del coji 
trotisto, hasta olconzor el ritmo previsto en el contrato.
Todo este conjunto de normes es el que, sin duda, ha permitido 
a la jurisprudencia extraer un principio rector de la contratacién admi­
nistrative y, por ende, del c.o.p., como es el de que el contratista tie^  
ne "el deber de oseguror, en cuento le see posible, el normal y regular 
Cumplimiento de las prestaciones a su cargo" (3 ), Por ello, es causa - 
de resolucién del contrato no sélo el incumplimiento del plazo total - - 
sino también el de los porcioles que permiten contrôler el ritmo de eje­
cucién, siempre y cuondo taies plazos estén perfectomente establecidos.
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tel como viene exigiendo la doctrina del Consejo de Estado a propésito - 
de los artlculos 45 LCE y 137 RCE ( 4 ).
Ahora bien, el deber que tiene el contratista de asegurar el 
ritmo de la obra, respetando los plazos porcioles es al mismo tiempo un 
derecho, pues a él también le interesa realizar sus trobojos de forma —  
regular y continua, yo que en otro caso se le producen moyores costes de 
los previstos en el momento de controtor la ejecucién de la obra. Por —  
ello, cuondo la Administracién es quien causa una alteracién del ritmo - 
de la obra encareciendo la ejecucién de ésta, responds frente al contra­
tista del perjuicio que se le causa. La jurisprudencia del Tribunal Su—  
premo es reiterada en este punto como se desprende de las sentencias de 
17 de mayo de 1973, 23 de junio de 1975, 27 de octobre de 1976 y 2 de o£ 
tubre de 1979, entre otros (5 ).
V.- MODIFICACION DEL PLAZO DE EJECUCION. PRORROGA.-
La modificacién del plazo de ejecucién puede tener lugor por - 
ampliacién o reduccién del mismo. La reduccién del plazo implica necesa- 
riamente una aceleracién de la obra. Al estudiar la progromocién de los 
trobojos, vimos que la aceleracién de las obras podia producirse por in£ 
ciativa del contratista o de la Administracién, exigiéndose, en todo ca­
so, un ocuerdo de las partes porque ello dobo lugor a una novacién modi- 
ficativa del plazo con las consiguientes repercusiones en el programa de 
trabajo que, en su caso, se hubiese aprobodo y, oisimismo, en la financier 
cién de la obra concretada en las onuolidades.
La clausula 53 del PCAG admite que el contratista podra desarr£ 
llar los trobojos con celeridod mayor que la necesaria para ejecutar las 
obras en el tiempo prefijado en el contrato, solvo que a juicio de la —
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Direcciôn existiesen razones para estimarlo inconveniente. Y esta misma 
clâusula también concede la iniciativa a la Administracién cuanda, exce£ 
cionalmente la aceleracién de los trobojos vengo exigido por razones de 
interés publico, en cuyo caso se lo comunicoro al contratista y se redo£ 
tara, si existe ocuerdo, un nuevo programa de trabajo ocopléndolo a las 
nuevas circunstencios, con la fijacién en su caso del nuevo plazo total 
del contrato. ( é )
Pudiero desprenderse de esta clâusula, que sélo en el segundo 
caso indicado existe una novacién del plazo, al exigirse que exista acue£ 
do. Sin embargo, la mismo novacién de plazo se produce cuondo es el con­
tratista quien acelera las obras sin oposicién de la Administracién; lo 
unico que ocurre entonces es que la novacién se produce técitamente .
También hemos indicado al principio, que el plazo de ejecucién 
de la obra puede quedor modificado mediante su ampliacién.
La ampliacién del plazo puede, en primer término, ser mera coji
secuencio de un ocuerdo de las partes. El contratista no tiene més limi- 
tociones que las générales a todo pacto (articulo 1255 CC), para aceptar 
la novacién del plazo, y la Administracién, por su porte, puede también 
concertar los contratos, poctos y condiciones, siempre que no seon con—  
trarios al interés péblico, al ordenamiento juridico o a los principios 
de bueno administracién (articules 33 LCE y 49 RCE).
Pero también puede ocurrir que el aumento del plazo no seo re- 
sultado de un ocuerdo esponténeo entre las partes, sino que seo conse- -
cuencia de actes individuoles de una o de otro.
La Administracién puede aumentar unilateralmente el plazo como
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consecuencia directa de su potestad de modificacién del proyecto, si con 
ello se produce un incremento del volumen de obra, pues en tal caso el - 
articulo 149 RCE estoblece que "sera reajustado su plazo de ejecucién".
El contratista puede también ser causante del aumento del pla­
zo si es que pide prérrogo sujeténdose a los requisites que establecen - 
los articules 45 LCE y 140 RCE, segun los cuoles: "si el retraso fuero - 
producido por motives no imputables al contratista y éste ofreciera cum- 
plir sus compromises déndole prérrogo del tiempo que se le hobio désigna^ 
do, se concederé por la Administracién un plazo que seré, por lo menos, 
iguol al tiempo perdido a no ser que el contratista pidiera otro mener".
En forma onéloga el articulo 58 RCCL dice que "los contratos de obras —  
sélo serén prorrogables por causa justificada, no imputable al contratLs 
ta que impida realizarlas dentro del plazo previsto.
Ademés se estoblece un plazo méximo de un mes contado desde el 
dia en que se produzca la causa originaria del retraso, dentro del cual 
el contratista deberé alegar las razones por las que estima no le es im­
putable y senalando el tiempo probable de su duracién a los efectos de - 
que la Administracién puede oportunamente, y siempre antes de la terming 
cién del plazo del contrato, resolver sobre la prérrogo del mismo, y sin 
perjuicio de que una vez desaparecida la causa se reajuste el plazo - - 
prorrogado al tiempo reolmente perdido (articulo 140 pérrafo 29 RCE). —  
Los consecuencias que se establecen en el mismo precepto para el caso de 
que no se pido la prérrogo en el plazo seRolodo son graves, pues se en—  
tenderé que el contratista renuncia a su derecho, quedondo focultodo la 
Administracién para concéder, dentro del mes éltimo de la vigéncio del co£ 
trato, la prérrogo que juzgue conveniente, con iroposicién si procédé, - 
de las penalidades que estoblece el articulo 138 RCE, solvo que considé­
ré més aconse jable esperor a la terminacién del plazo para procéder a la 
resolucién del contrato (articulo 140 pérrafo 39 RCE).
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De los très requisites que exige el articulo 140 RCE para tener 
derecho a prérrogo, nos detendremos especialmente en la ininputabilidad 
del retraso.
Este requisite es imprescindible para que el contratista pueda 
tener el derecho a la prérrogo, pues si el retraso se debe a su culpa, - 
lo Administracién no tiene ninguno obligocién de prorrogor el plazo y si 
lo hoce sera una concesién graciosa. Como dice el Dictomen del Consejo - 
de Estado de 2 de marzo de 1972 (Expediente nüm. 38039) "no existe obli- 
gocién ninguno para la Administracién de concéder al contratista una - - 
prérrogo del plazo contractual y puede acordarse, una vez vencido el pl£ 
zo, sin que la obra haya sido terminada, la resolucién del contrato". La 
cargo de la pruebo de demostror que el retraso no es culpable correspon­
de al contratista y asi la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de mayo 
de 1978 déclara bien resuelto el contrato por la Administracién "desde - 
el momento que su demora no ha tenido por causa accidentes o eventos a j£ 
nos a su voluntod".
Ahora bien, dentro de los cosos de inimputobilidod del retraso 
hoy que distinguir cuidodosomente entre oquéllos que, sin embargo, obli- 
gan a pedir prérrogo, de aquellos otros que no imponen la cargo de tal - 
peticién.
La fuerzo mayor es el supuesto tipico en que puede darse un r£ 
traso no imputable y sin embargo no exonero al contratista de pedir el - 
aumento del plazo. Folto una norma expresa en el RCE que asi lo estable£ 
ca, pues sélo los orticulos 132 y 133 RCE, contemplon la fuerzo mayor —  
desde el punto de visto de la indemnizacién, segun tuvimos ocasién de e£ 
tudiar més atrés. Mas en defecto de norma hoy que concluir que la peti—  
cién de prérrogo es necesaria, pues dodo el carécter esenciol del plazo
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éste no puede entenderse técitamente prorrogado por el hecho de que la 
Administracién llegue a reconocer el derecho a la indemnizacién por los 
perjuicios que el evento de fuerzo mayor haya causado al contratista. - 
Aunque de modo poco preciso, esta mismo doctrina se extrae de la senten, 
cia del Tribunal Supremo antes citada de 24 de mayo de 1978 ( 7 ).
Por el contrario, el contratista no debe soportor la cargo de 
pedir prérrogo en aquellos cosos en que no se le pueda imputor el retr£ 
so por ser la Administracién la responsable del mismo, yo seo como con­
secuencia de su potestad de modificacién del proyecto ( 8 ) segén vimos 
antes, o bien porque es éllo quien con sus octos impide al contratista 
realizar la obra tempestivomente. Esto ultimo ocurriré, por citor cosos 
frecuentes en la préctico, cuondo se producen retrosos en las érdenes de 
la Direccién, que a su vez olteron el ritmo normal de los trobojos; o —  
cuondo oquéllo adopte decisiones erréneos que obliguen a rehocer una po£ 
te de obra yo ejecutodo; o cuondo concurriendo vorios controtistos cuyo 
octividod debe ser coordinodo por la Administracién, se producen interf£ 
rencios que retroson la obra; etc. etc.
VI.- LA MORA DEL CONTRATISTA.-
En la contratacién privodo se distingue perfectomente la moro 
del mero retorde, portiendo siempre de que la prestocién puede ser reol£ 
zodo y résulta todovio sotisfoctorio para el ocreedor, pues de lo contr£ 
rie hoy que hoblor de incumplimiento total de la obligocién. El retraso 
se considéra de por si como irrelevante, por no entronor consecuencias - 
especioles; en combio, la moro requiers la intimocién previo al deudor - 
que se hoce asi responsable de las consecuencias que de la mismo se dei£ 
von (intereses morotorios, tronsmisién de riesgos: 1108, 109é y 1182 CC). 
Excepcionolmente no es necesaria la interpelocién al deudor para que la
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moro exista, cuando la obligaciôn a la Ley lo decloren asi expresamente, 
o cuando de su noturalezo y circunstoncios resuite que la designacién de 
la época en que habia de entregarse la cosa o hacerse el servicio fue mo 
tivo déterminante para estabiecer la obligaciôn (articulo 1100 CC)«
En el contrato odministrativo la doctrina de la mora se dibuja 
de tal manera que queda borrada prôcticamente su distinciôn del simple - 
retardo, puesto que su constituciôn como situociôn o estado de incumpli­
miento no exige la intimaciôn o interpelaciôn al contratista y esto en - 
razôn al carécter esencial del plazo dentro del c.o.p. como estudiomos - 
seguidomente.
1. El plazo como elemento esencial de la obligocién.- Los ar­
ticules 45 LCE y 137 RCE establecen de modo terminante que el contratis­
ta estoré obligodo a cumplir los plazos porcioles fijodos para la ejecu- 
cién del contrato y el general para su total realizacién.
La realizacién de la obra en el plazo convenido es pues oblige^ 
cién capitol del contratista. La jurisprudencia del Tribunal Supremo tom 
bién ho subroyodo la tronscendencio del plazo de ejecucién por su cone—  
xién con el interés publico ( 9 ). Pero ho sido el Consejo de Estado - - 
quien ho montenido un mayor rigor sosteniendo en numerosos dictémenes —  
que el contrato odministrativo (y por tonto el c.o.p.) participa de la - 
noturalezo del llomado "negocio fijo" o negocio juridico en el cual el - 
término o plazo reviste un carécter esencial ( 10 ).
Nosotros discrepomos de esta doctrina rigoristo, pues a nues- 
tro juicio, por muy esencial que seo el plazo por su inevitable vinculo^ 
cién al interns publico, es dificil configurer técnicomente el c.o.p. C£ 
mo negocio fijo (fixgeschdft) (il ). En este tipo de negocio juridico el té£
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mino no sôlo détermina inexorablemente el momento en que la prestocién 
debe quedor reolizodo, pues ademés fijo el momento en que el contrato - 
queda outométicomente resuelto, dodo la total inutilidod de la presto—  
cién para el ocreedor aunque ésta llegue a reolizorse con posterioridod* 
En combio, en el co.p. la realizacién de la obra, oun extemporéneo, pue­
de ser todovio 6til para la Administracién. Si no fuero asi no tendrio - 
sentido la posibilidad legal de concesién de prérrogo que puede obtener- 
se incluso de monero técito. La doctrina jurisprudenciol de la prérrogo 
técito esté estoblecido en numerosos sentencias del Tribunal Supremo, —  
entre las que cobe citor las de 23 de junio de 1978 y é de julio del mi£ 
mo oRo. La primera dice lo siguiente:
"Que si bien es cierto que la doctrina a que se hoce referen—  
cio en el precedente Considerondo no se ho mostrodo inflexi—  
ble y dogmético, puesto que ho procurodo odoptorse a las sin- 
guloridodes de ciertos supuestos especioles, mediante las pejr 
tinentes motizociones, otendiendo a la noturalezo del contra­
to y a las circunstoncios concurrentes en su desenvolvimiento 
construyendo incluso la teorio de la concesién técito de pré- 
rrogo, por la conducto de la Administracién, al aceptar el —  
cumplimiento tordio -SS. de 2é de enero y 30 de marzo 19é2 y 
4 mayo 19é3-, sin embargo, si nos remitimos a las singulorid£ 
des que ofrece el supuesto que nos ocupo, y a sus especioles 
circunstoncios, éstos obligon, no a una dulcificocién de las 
exigencios requeridos para esta pretendido segundo revisién - 
de precios, sino a su interpretocién con el mayor rigor, yo - 
que, como al principio se opunté, el constructor no sélo ho - 
foltodo al ritmo regular de realizacién de las obras, y al d£ 
ber formol de interesor una nuevo prérrogo de vigéncio del —  
contrato, sino que, en la forma material de efectuorlos lo ho 
hecho de monero notoriomente déficiente y defectuoso".
Y la segundo también olude al sistemo de prérrogos como olgo - 
normal y corriente en los c.o.p., senalando al respecto la âguiente doc­
trina:
"Que oôn siendo évidente que el sistemo contractual administra
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tivo correspondié en su primera época o la ideo"del negocio - 
fijo'% o negocio de "término esencial", pues toda hipétesis - 
de prôrroga merecia la consideracién de negocio novativo, se­
gun el parecer de la antigua jurisprudencia; nocién que empe- 
z6 a evalucionar con el precepto contenido en el articulo 55 
del Pliego General de Condiciones, de 1903, y que se acentôo 
con el articulo 45 de la Ley de Contratos del Estado, y ya an 
tes en el mendionado Reglamento de Contratacién de las Corpo- 
raciones Locales; y aén siendo también légico pensar que la - 
récurrente no podia ejecutar el contrato de que se trato, en 
el breve plazo de ocho meses, establecidos en el Pliego Port£ 
culor de Condiciones de la contrato, contondo a partir de la 
périmera ad judicocién a la empreso cedente X, por la sencillo 
rozén de que la mayor porte de ese plazo fue consumido por é£ 
ta sin emprender el menor trabajo en la obra, sin embargo, el 
hecho de que en la octuolidad seo normal y corriente el sistje
ma de prérrogos en esta contratacién, més la imposibilidod m£
teriol de que por C* se cumpliero la toreo en el mismo plazo 
fijodo en la primera adjudicocién, por la rozén antes dicho, 
no significo, por si solo, que debo estimorse la pretensiôn de 
la demandante sobre este extremo, por lo que vomos a ver".
El Consejo de Estado congruente con la doctrina del "negocio - 
fijo" que propugno, ho rechozodo la prérrogo técito como convolidonte - 
de un cumplimiento moroso del contrato, si bien a efectos exclusivos del
bénéficié de una modificacién de precios, reconoce implicitoraente la —
eficocio de la prérrogo técito que permite odmitir un cumplimiento tordio. 
Asi se deduce, entre otros, del Dictomen de 11 de diciembre de 19é4 (Ex­
pediente 3300é) yo citodo con onterioridod, y que en este punto dice lo 
siguiente:
"Queda por ocloror si la receocién del objeto contractual, oun 
después de tronscurrido el plazo de cumplimiento sin que se - 
hogo protesta ni réserva sino, todo lo contrario, devolviéndo 
se la fionzo definitivo prestodo por el contratista, implica 
un reconocimiento por la Administracién de que la prestocién 
fue reolizodo dentro del plazo (por prérrogo técito), y sin - 
que, por tonto, puedon ser oplicodos las desfavorables conse­
cuencias de la moro en punto a modificacién de precios.
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También el Consejo de Estado ha considerado en otra ocasién - 
que la falta de realizacién de la prestocién contractual deji 
tro del plazo implica un efecto positive (légitimer, focul—  
tândolo, a la Administracién para declarer la rescisién del 
contrato) y un efecto negative (enervor el posible derecho - 
a la révision de precios que pudiero tener el contratista).
El hecho de que la Administracién. por conveniencios del ser­
vicio no octée la rescisién, es decir, no hogo uso de ese fa- 
cultod que le otribuye el ordenamiento pore los cosos de more 
contractuel, no implica que desoporezcan los restantes efec—  
tos de la situocién de more y, porticulormente, el efecto né­
gative de enervor, -conforme al articulo sexto de la Ley de - 
17 de julio de 1945, a la que se remite el Decreto Ley de 18 
de enero de 1957- al contratista su eventual derecho a la mo­
dificacién de precios".
La posibilidad de un cumplimiento tordio, meromente tolerodo, 
también se reconoce por el propio Consejo de Estado en el Dictomen de 13 
de mayo de 19é5 (Expediente ném. 34049), al decir lo siguiente:
"Esta situocién material de incumplimiento no queda enervodo - 
por el hecho de que la Administracién ordenoro, sucesivomente, 
la suspensién y reonudocién de las prestaciones controctuoles, 
pues la mere toleroncio por la Administracién en el cumplimieri 
to tordio de les obligociones del contratista no implica el - 
reconocimiento de la vigéncio de los plazos controctuoles, ni 
sitéo al contratista fuero de toda consecuencia desfavorable 
por su octitud de incumplimiento, sino que ton solo ofrece al 
contratista une posibilidad de liberorse de la prestocién que 
debe en rozén del vinculo contractual".
2. Los supuestos de more del contratista.- La more del contra* 
tisto puede producirse tonto por incumplimiento del plazo total como de 
 ^ los plazos porcioles. El pérrafo segundo de los orticulos 45 LCE y 137 • 
f RCE dicen a este respecto lo siguiente:
"Si el contratista, por couses imputables al mismo hubiero i£ 
currido en demora respecto de los plazos porcioles de monero 
que hogo presumir rocionolmente la imposibilidod de cumpli—
- 295 -
miento del plazo final o éste hubiera quedado incumplido, la 
Administracién podré optar indistintamente por la resolucién 
del contrato con pérdido de fianza o por la imposicién de pe­
nalidades autorizadas por el Gobierno. Esta misma facultad —  
tendré la Administracién respecto de determinados plazos por- 
cioles, cuando se hubiese previsto en el Pliego de Cléusulos 
Administratives Porticulares"•
Este precepto contempla, a nuestro juicio, tres supuestos, —  
portiendo siempre de une more imputable el contratista:
a) Incumplimiento de plazos porcioles que demuestron une moro- 
sidod de tel noturalezo que hogo presumir rocionolmente la imposibilidod 
de cumplir el plazo final. Es decir, el plazo total de la obra no ho ex- 
pirodo todovio, pero yo se estén incumpliendo los plazos porcioles de m£ 
do que se puede presumir rocionolmente que tompoco se cumpliré el plazo 
total del contrato.
Se susciton entonces dos cuestiones: primera, sober cuéles son 
los plazos porcioles referidos en este articulo 45 LCE y segundo, deter­
miner el carécter de la presuncién de incumplimiento. Acerco de la prim£ 
ro cuestién, debemos entender que los plazos porcioles cuyo incumplimie£ 
to puede servir de base a la presuncién legal, son los que el contratis­
ta haya refiejodo en su programa de trobojos debidomente oprobados por - 
la Administracién (articulo 128 RCE), loe cuoles se entiende que integron 
el contrato o los efectos de su exigibilidad (articulo 129 RCE).
En cuento al carécter de la presuncién, es évidente que se ti£ 
ta de une presuncién que admite pruebo en contrario (iurir tantum), no - 
sélo porque todos las presunciones pueden desvirtuorse mediante pruebo - 
en contrario, excepto en los cosos en que la Ley lo prohibe (articulo —  
1251 CC), cosa que no ocurre en este caso, sino porque, ademés, no es lo
I ! /
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mismo que se incumplon plazos porcioles en los comienzos de la obra, —  
cuando todovio se puede presumir rocionolmente una recuperocién del tiem 
po perdido odoptândose medidos concrètes, que se produzca el incumpli- - 
miento en los momentos finales del plazo total, en los que se puede opr£ 
cior fâcilmente la imposibilidod de toda recuperociôn en funcién de la - 
obra pendiente y de los propios medios disponibles por el contratista. - 
La presuncién sélo se horé indestructible si se bon producido octos pro­
pios del contratista que potentizon su voluntod de no cumplir su obligo- 
cién de realizar la obra en el plazo convenido. Asi el Consejo de Estado, 
en Dictomen de 2é de noviembre de 1970 (Expediente ném. 37294) tiene de- 
clorodo:
"... Esto es, solomente si el contratista ho incumplido los —  
plazos porcioles fijodos en el programa de trabajo procédé la 
resolucién al omporo del articulo 45 de la Ley de Contratos - 
del Estado y concordantes del Reglamento, pues la porolizacién 
de las obras con despido del personal permite rocionalmente - 
presumir la imposibilidod de que el contratista cumplo el plo 
zo final, maxime cuando oquél ho reconocido la reolidod de los 
hechos y no ho ofrecido ninguno explicocién que permito dedu- 
cir su intencién de cumplir el contrato".
b) También pueden existir plazos porcioles concretodos no en - 
el programa de trobojos, sino iniciolmente en el mismo contrato (pliego 
de cléusulos administratives porticulares), de modo que su incumplimien­
to desencodene las mismos consecuencias que el del plazo final o total, 
sin necesidod de estabiecer presuncién de ringun tipo. Son supuestos en - 
los que la Administracién conoce de ontemono, por la indole de la obra, 
que el cumplimiento del plazo final es indudoble consecuencia del cumpl£ 
miento de los plazos que se establecen para determinados partes de obra, 
y no deja, por tonto, al contratista la iniciativa de su progromocién.
c) Por ultimo, el incumplimiento del plazo total o final ("o
- 297 -
éste hubiera quedado incumplido" dice el articulo 45 LCE) porque su fi]£ 
cién es exigencia ineludible del pliego de cléusulos administrotivos po£ 
ticulores (articulo 82 RCE) y de la escrituro péblico de contrato (arti­
culo 122 RCE).
3. La constitucién outomético de la moro.- El articulo 137, —  
pérrafo 39 RCE dice que "la constitucién en moro del contratista no requ£ 
riré interpelocién o intimocién previo por porte de la Administracién".
La exclusién de la intimocién o "interpellotio" para conside—  
ror producido la situocién de moro del contratista, fue una innovocién - 
de la Ley de Contratos del Estado de 8 de obril de 19é5 (articulo 45), - 
recogido después en el RCE. Hasta entonces la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo y la doctrina del Consejo de Estado montuvieron posturos ontogé- 
nicos sobre la necesidod o no de este requisite para consideror consti—  
tuido la moro como estado formol de incumplimiento.
El Tribunal Supremo venio sosteniendo (12 ) que a folto de no£ 
ma especial en la contratacién administrative, era necesorio ocudir al - 
articulo 1100 CC, cuyo primer pérrafo exige para que el deudor incurro - 
en moro, y no en simple retardo, que el ocreedor le exijo judicial o ex­
tra judiciolmente el cumplimiento de la obligocién. Ademés, se orgumento- 
bo que si bien los plazos eron esencioles por su vinculocién al interés 
péblico y por tonto, podion hober sido motivo determinants para estabie­
cer las obligociones, lo que excluirio la necesidod de la intimocién (o£ 
ticulo 1100, pérrafo 29, oportodo 29), también era de interés péblico el 
mantenimiento de la seguridod juridico de los administrodos si en el ca­
so concreto resultobo que el plazo no hobrio sido de hecho motivo deter­
minants para estabiecer la obligocién, ni tompoco existio norma legal ni 
contractual que excluyese la "interpellotio".
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Por el contrario la posiciôn del Consejo de Estado era radicaJL 
mente opuesta y se fundaba en el carécter de negocio fijo que se confe- 
ria al c.o.p., segun vimos més arriba. La doctrina reiterada del Alto —  
Cuerpo Consultivo queda refiejada, por ejemplo, en el Dictomen de 11 de 
mayo de 1969 (Expediente 32.553), en el que se dice lo siguiente:
"El Tribunal Supremo, en reiterodos sentencias, ho venido est£ 
mondo que para que dicho moro puede ser declorodo es absolut^ 
mente indispensable que se produzca por porte de la Adminis—  
tracién la interpellotio o intimocién que exige el articulo - 
1.100 del Cédigo Civil. De ocuerdo con este principio hobrio 
que accéder a la modificacién solicitodo, yo que no se ho pr£ 
ducido en este caso dicho intimocién por porte de la Adminis­
tracién.
En contra de este criterio del Tribunal Supremo, el Consejo - 
de Estado ho monifestodo reiterodomente su opinién de que los 
plazos en la contratacién administrative revisten una noturo- 
lezo diferente que en la contratacién privodo, puesto que, —  
mientros en este ultimo caso estén en juego intereses porticjj 
lares, en el primero se do la concurrencio de un interés publ£ 
co que es siempre prédominante y permanente. Y si bien esta - 
doctrina no excluye la oplicocién del articulo 1.100 del Céd£ 
go Civil, si es conclusién obligodo ofirmor que no es preciso 
la intimocién para provocor la moro cuando la designocién de 
la época en que hobio de entregarse la cosa o hacerse el ser­
vicio "fue motivo déterminante para estabiecer la obligocién" 
(articulo 1.100, 2); y, hobido cuento del interés publico que 
siempre reviste el plazo en los contratos administrotivos, es 
conclusién obligodo ofirmor que en los contratos administratif 
vos es siempre motivo déterminante para el estoblecimiento de 
la obligocién. Esta doctrina ho sido sustentodo por el Alto - 
Cuerpo Consultivo en otros vorios cosos onélogos al présente, 
por lo que el Consejo de Estado estima que no debe occederse 
o lo solicitodo por el contratista".
Esta tesis del Consejo de Estado triunfo, pues, en la nuevo LCE 
que no exige la intimocién o interpelocién al contratista para que éste 
quede constituido en moro. Sin embargo, la doctrina ho criticodo muy - - 
fundomentolmente esta solucién legal y la mismo jurisprudencia del Tribu
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nal Supremo ho dejodo entrever cierto resistencio o la supresiôn de estos 
requisites (13) (14 ).
VII.- LA SUSPENSION PE LAS OBRAS.-
1. Continuidod de la obra.- La suspensién de las obras es una 
circunstancia temporal de carécter excepcional, pues lo normal seré que 
el contratista ejecute la obra de forma continuada y acompasada (l5 ). En 
el contrato de obra privada puede ser irrelevante la continuidad de la - 
prestocién porque el contratista, por principio, dispone de omplio outon£ 
mio para orgonizor y realizar su trabajo, cuyo resultodo final es lo que 
constituye objeto de su prestocién. En el c.o.p. esto es asi también, p£ 
ro el interés publico impone ademés que el contratista tengo que reali—  
zor lo obra sin interrupcién y siguiendo el ritmo previsto en la progro- 
mociôn de los trobojos, como garantie del cumplimiento del plazo.
El carécter excepcional de la suspensién de las obras se des—  
prende tonto de las normes de la contratacién estotol como local. Segun 
el articulo 131 RCE la porolizacién total de las obras o la suspensién - 
definitive de las mismos sélo podré verificorse por motivo grave; y de - 
forma contundente el articulo 5é RCCL dice que por ningun motivo, ni aén 
por demora en el pogo podré el contratista interrumpir el cumplimiento - 
del contrato, pero quedon a solvo los efectos previstos en el articulo - 
94, esto es, la facultad de pedir la resolucién del contrato de ocuerdo 
con el articulo éé RCCL. De todos modos enseguido veremos que no es exoc 
ta la expresién "por ningén motivo", aunque si es indicotivo de la grov£ 
dod y excepcionolidod de la suspensién. Por ello, aén en el caso de que 
el proyecto se modifique no se permite la suspensién de la obra, solvo - 
que exista la imposibilidod de continuor ejecutondo determinados partes 
de ello (cléusula él PCAG).
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Cuando hoblomos de suspensién de las obras no nos referimos a 
las breves interrupciones o a la reduccién circunstancial de ritmo que 
pueden venir exigidos por razones técnicos para asegurar la bondad de la 
obra. En estos casos la obra, considerada en su conjunto, no llega a su£ 
penderse y la posible interrupcién debe entrer dentro del morgen de dec£ 
sién que tiene tonto el contratista como la Direccién de la obra para —  
que esta se reolice de ocuerdo con la mejor técnico posible.
En combio, la suspensién de la obra, supone que el contratista 
deja de realizar su prestocién, con el riesgo de que el resultodo final 
no se logre en el tiempo poctodo, y en este sentido ton grave es la si—  
tuocién que se créa cuando se trato de una suspensién parcial como total.
Ahora bien, el mismo interés publico que justifico la relevon- 
cio contractual de la continuidad de la obra, puede que también justifi- 
que la suspensién, y ésta sera ademés inevitable si la imponen circuns—  
toncios objetivos ojenos o los partes, o es consecuencia del ejercicio 
de un derecho que estas tengon reconocido. Todo ello nos llevo o estudiar 
cuéndo la suspensién de las obras es légitima y cuéndo no lo es.
2. Suspensién de la obra o iniciativa del contratista.- La su£ 
pensién de las obras puede plonteorlo tonto la Administracién como el —  
contratista en diferentes momentos de la vida del contrato, aunque es o- 
quéllo quien tiene una mayor iniciativa, y a quien debido a su posicién 
de porte privilegiodo le corresponde ocordorlo. La porolizacién total de 
las obras segun el articulo 131 RCE, requiere ocuerdo del érgono que cé­
lébré el contrato correspondiente, a propuesto del facultative compéten­
te de la Administracién. Norma que la jurisprudencia del Tribunal Supre­
mo (lé) y el Consejo de Estado ( 17) se bon encorgodo de subroyor.
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Ahora bien, la obra puede quedar suspendida total o parcialmejn 
te, con independencio del ocuerdo que posteriormente pueda odoptor la A^ 
ministrociôn, cuando de hecho el contratista se ve obligodo a interrum—  
pir los trobojos. Los cosos mas destocodos en que esto puede ocurrir son 
los siguientes: a) En caso de un ocontecimiento juridicomente colifico—  
ble de fuerzo mayor, el contratista puede verse fotolmente obligodo a iji 
terrumpir los trobojos. El RCE no do ninguno norma a este respecto, pues 
sélo enumero los cosos de fuerzo mayor a efectos de la indemnizacién que 
puede correspondez al contratista (orticulos 4é LCE y 132 RCE). Pero, que 
duda cobe, que es légitima la suspensién cuando por causas imprévisibles 
e inevitables los trobojos no pueden proseguir, ya que en este supuesto 
entron en juego las normes del Cédigo Civil (orticulos 1105 y 1182). b) 
Otro caso es cuando intervienen agentes meteorolôgicos que impiden el —  
trabajo de determinados medios o equipos, o bien que oporezcon condicio­
nes en el subsuelo completomente imprevistos e imprévisibles. En estos o 
porecidos cosos puede ester también legitimodo la interrupcién de los trjo 
bojos, como garantie de su bueno ejecucién (por seguir con uno de los —  
ejemplos citodos, hoy cosos en que la climatologie aconseje no efectuor 
determinados unidodes de obra), o porque las partes tengon que ponerse - 
de ocuerdo sobre un nuevo precio que cubro el coste de unes unidodes que 
el proyecto no contemplé. En estes dos cosos el contratista tiene derecho a 
un aumento del plazo, pues el retraso que la suspensién ocosiono no le 
puede ser imputodo (articulo 140 RCE). El mayor coste de ejecucién que - 
se le puede originor sera a su cargo solvo los cosos tipificodos de fue£ 
zo mayor en que se le reconoce el derecho a indemnizacién y el supuesto 
de una mayor dificultod de ejecucién en que se podré resorcir indirecto- 
mente mediante la repercusién del incremento de coste en el precio que e£ 
toblezco controdictoriomente con la Administracién. c) La suspensién de 
las obras puede venir también motivodo por la folto de pogo de las cert£ 
ficociones de obra. Sin embargo esta suspensién no es consecuencia del -
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ejercicio de un derecho frente o la Administracién morosa en el pago, d£ 
rivado de la reciprocidad de obligaciones (articulo 1124 CC). El articu­
lo 144 RCE (pérrafo ultimo) sélo reconoce la posibilidad de que el con—  
trotisto solicite de la Administracién la declorocién de suspensién tem­
poral de las obras, cuando la demora en el pago de las certificociones - 
superose el plazo de seis meses; pero la peticién sélo puede ser conced£ 
do si no hoy razones de interés péblico que aconse jen la continuocién de 
la obra. Por tonto, la suspensién depende del criterio discrecionol de - 
la Administracién y no es consecuencia outomético de la folto de pago.
Fuero de los cosos que ocobomos de ver, el contratista no pue­
de suspender las obras, pues si lo hoce incurre en incumplimiento del coji 
trato dondo lugor a que se desencadenen las medidos coercitivos que con­
tra él se preven en la Ley y en el contrato (multos, ejecucién forzoso) 
o a que éste incluso se resuelvo con la pérdido de fionzo y el resorci—  
miento a su cargo de los danos y perjuicios que a la Administracién le - 
ocosione.
3. Suspensién de las obras g iniciativa de la Administracién.- 
La Administracién puede ocordor la suspension en el momento mismo de la 
iniciocién de la obra o durante su ejecucién. Sélo en este segundo caso 
puede hoblorse con propiedod de uno suspensién o interrupcién de la obra.
La iniciocién de la obra puede suspenderse en el momento de la 
comprobocién del replonteo (vid. cap. I, p. 79 ), pues con éste puede po­
nerse de monifiesto la inviobilidod del proyecto debido a causas no pre- 
vistos cuando se redocté o a circunstoncios externes al mismo, pero que 
iguolmente impiden llevorlo a cabo (indisponibilidod de terrenos, problje 
nos de subsuelo, etc.). En estos cosos, se hoce constor en la mismo octo 
de comprobocién del replonteo la suspensién de la iniciocién de la obra.
- 303 -
sin que, por tonto, empiece o correr el plazo de ejecuciôn (articulo 127 
RCE, oportodo E), y el contratista puede pedir indemnizacién de doRos y 
perjuicios e incluso lo resolucién del contrato segun lo duracién de la 
porolizacién (articulo 127 RCE, oportodo F). La indemnizacién de doRos 
y perjuicios se le reconoce al contratista si la obra no llega a inicio£ 
se posodos seis meses o uno quinte porte del plazo (articulo 148 RCE).
La resolucién del contrato puede tener lugor si la suspensién de la ini- 
ciocién de las obras tuviese carécter definitivo por causa imputable a - 
la Administracién o ésta desistiese de las mismos o de jase tronscurrir - 
seis meses de la suspensién sin dicter y notificor al contratista la re­
solucién que estime oportuno. En estos casos, el contratista tiene tom—  
bién derecho o une indemnizacién del 3 por 100 del precio de adjudicocién, 
debiendo hocer uso de este derecho el contratista dentro del mes siguieri 
te a la expirocién del plazo de seis meses.
Mas la suspensién de la obra propiomente dicho se produce en - 
el curso de lo mismo, cuando la Administracién la ocuerdo en el ejerci—  
cio legitimo de su "ius voriondi" o derecho de modificacién del contrato. 
El RCE régula la suspensién de las obras dentro de la seccién 49 del ca­
pitule V del Titulo II, cuyo epigrofe es "Modificacién del contrato de - 
obras". La suspensién de la obra es, pues, une monifestocién concrete —  
del "ius voriondi" que se su jeta a las limitociones que se establecen p£ 
ro este:"la Administracién sélo puede ocordor modificociones en el pro—  
yecto de obras cuando seen consecuencia de necesidodes nuevas o de cou—  
sas técnicos imprevistos al tiempo de eloboror el proyecto cuyos circun£ 
toncios deberén quedar debidomente justificodas"(articulo 149 RCE, pérr£ 
fo primero). La jurisprudencia y la doctrina itoliona ( 18) consideron - 
que es Hegitimo la suspensién de la obra cuando se debe o un octo de la 
Administracién extroRo a la finolidod de gorontizor la bueno ejecucién - 
de la obra; asi ocurre, por ejemplo, si de lo que se trato es de obvier 
la propio negligencio. Nuestro jurisprudencia también ho sobido deslindor
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cuando la suspensién es consecuencia de la negligencia o imprevisién —  
culpable de la Administracién y cuando es monifestocién del "ius vorioii 
di". La sentencia del Tribunal Supremo de 31 de marzo de 1979 dice a e£ 
te respecto lo siguiente:
"Que la suspensién de las obras ad judicodos definitivomente al 
seRor S. CH. el 27 de noviembre de 1970 y comenzodos, con la 
debido outorizocién municipal, el 7 del mes siguiente, no fue 
motivodo por ningun interés publico de la competencio de la - 
Corporocién controtonte, sobrevenido o opreciodo en aquel mo­
mento que fundoro el correcto ejercicio del "ius voriondi", - 
sino unico y exclusivomente por la coducidod de los outorizo- 
ciones otorgodos por RENFE el é de julio y 19 septiembre 1970 
y cuyo prérrogo no se solicité dentro del plazo de su vigen—  
cio; de oqui, que esta suspensién no pueda osimilorse a la pa 
rolizocién provisional a que se refiere el articulo 127 del - 
Reglamento de los Contratos del Estado (oplicoble a la contrjo 
tocién local en virtud de la disposicién odicionol 29 del - - 
Regl. de 9 enero 1953, al no existir en este émbito normos e£ 
pecificos), puesto que no se fundo en la inviobilidod provi­
sional de la ejecucién del proyecto ni en la necesidod de mo- 
dificor ciertos obras ni, mucho menos, en réservas del contra^ 
tisto; por otra porte, tompoco se debe a los causas previstos 
en el art. 20 del Pliego de Condiciones focultotivos".
Esta mismo sentencia déclara el derecho del contratista no s^ 
lo a ser resorcido de los doRos y perjuicios, sino o la resolucién del 
contrato, pues no admite que la suspensién de las obras seo un trémite 
para obtener unos permisos que deberion hoberse conseguido en su momen­
to para que la obra pudiero reolizorse de ocuerdo con el contrato. El - 
rozonomiento de la sentencia es el siguiente:
"Que la outorizocién del érgono gestor de la porcién de domi- 
nio publico estotol al que ofecton las obras controtodos es 
imprescindible para su realizacién (arts. 33 y 50 del Estat£ 
to de RENFE, de 23 de julio 19é4) y représenta un condicion£ 
miento previo e insosloyoble de la competencio municipal, de 
suerte que su no obtencién o su pérdido imposibilito la eje-
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cuciôn del contrato e incluso su perfeccién; por otra parte, 
no es posible especulor con la posibilidad de conseguir nue­
vo permiso, puesto que, oun cuando su otorgomiento no seo —  
discrecionol, deben contemplorse todos los intereses que in- 
ciden en el sector y asi ho sucedido en el supuesto exomino- 
do, yo que los obras que, por cuento de la Jefoturo de Corr£ 
teros, se estân reolizondo en el kilômetro 249/546 de la vio 
férreo ho pospuesto indefinidomente la iniciativa municipal. 
Asi pues, la negligencia de la Corporocién al dor lugor a la 
coducidod de las outorizociones ho venido a convertirse en - 
obstoculo insuperable, en la coyunturo concreto contemplodo, 
para la ejecucién del contrato, lo que foculto al contratis­
ta para solicitor su resolucién, con base en el art. éé del 
Reglamento de Contratacién de las Corporociones Locales y —  
ejercitor la pretensién de resorcimiento ompmrada en el or—  
ticulo 92 del mismo texto legal".
La jurisprudencia del Tribunal Supremo distingue, pues, los - 
cosos en que la suspensién de las obras es uno consecuencia de la nece- 
sidod técnico de modificor un proyecto para odoptorlo a la reolidod o a 
los circunstoncios que en todo obra se presenton, de aquellos otros en - 
que la suspensién es consecuencia de la negligencia o imprevisién culpa­
ble de la Administracién que se ve en la necesidod de suspender las - - 
obras por no hober puesto o su debido tiempo los medios indispensables - 
para que el contratista pueda trobojor, como son lespermisos o outorizo- 
ciones administratives, los terrenos expropiodos, etc. Los consecuencias 
que se derivon de uno y otro coso son importantes, porque mientros que 
en los primeros el contratista, como veremos enseguido, ha de soportor 
uno porte del perjuicio econémico que la suspensién implica, en los se- 
gundos, la Administrocién se hoce responsoble totolmente de los donos y 
perjuicios cousodos al contratista por su incumplimiento del contrato - 
(articulo 158 RCE).
Cuando la suspensién de la obra se ocuerdo en el ejercicio de 
la potestad de modificacién del contrato que tiene reconocido lo Admi—
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nistraciôn, el contratista tiene la obligaciôn de aceptar dicha suspen- 
si6n e incluso se le imponen, dentro de unos limites, las consecuencias 
odversas que se ban originado. Segun el articulo 148 RCE "si la Adminis^ 
tracién acordase la suspensién temporal de los obras por espocio supe­
rior a una quinto porte del plazo total del contrato o, en todo caso, si 
oquéllo excediero de seis meses, la Administracién obonoro al contrati£ 
ta los donos y perjuicios que éste pueda efectivomente sufrir". Esta —  
norma sélo puede tener rozén de ser si la suspensién esté motivodo por
razones ojenos a la voluntod de las partes, pues sélo asi se concibe que
se produzca un reporto de la cargo econémico que implica la suspensién; 
el contratista deberé soportor el mayor coste que la porolizacién le —  
produzca siempre que no dure més de uno quinto porte del plazo o seis m£
ses como méximo, pero superados estos limites, es lo Administracién - -
quien debe soportor el perjuicio dejondo indemne al contratista.
El articulo 65 PCAG senolo que la determinocién de la indemn£ 
zocién otenderé, entre otros foctores, a lo perturbocién que la suspen­
sién hubiera producido en el ritmo de ejecucién previsto en el programa 
de trobojos, con la consiguiente repercusién en la utilizocién de la mo- 
quinorio y de personal y a la relocién que représente el importe de las 
partes de obra a que olconzo la suspensién con el presupuesto total de 
la obra controtodo. Son pues cirterios no exclusivos, por lo que pueden 
utilizorse otros diferentes para probar la efectividod del dono causado 
por la porolizacién (19).
La suspensién de las obras puede tener uno influencio negati­
ve en relocién con la revisién de precios, fundomentolmente por dos coju 
sas. La primera,si se ho controtodo la obra sin revisién de precios por 
ser de breve duracién, pero debido a la suspensién de la obra ésta se - 
ejecuto mucho después del tiempo iniciolmente previsto. En tal supuesto 
el contratista tiene derecho a que la indemnizacién por porolizacién —
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comprenda también el mayor caste que hayon experimentodo los moterioles 
y mono de obra por el desfose de ejecucién (20). La segundo si existe 
pacto de revisién de precios, pues entonces la suspensién de la obra —  
puede ser motivo de que se desplace en el tiempo el primer veinte por - 
ciento exento de revisién (articulo 4 LRP). La Junto Consultivo ho sen- 
todo en estos cosos uno doctrina favorable a la indemnizacién del mayor 
coste que sufre el contratista tomondo coma criteria para la cuontific£ 
cién del perjuicio la diferencio a comporocién entre la revisién con la 
exencién del veinte por ciento calculable segén la progromocién teérico 
de la obra y la revisién con la exencién del mismo veinte par ciento —  
producido en el momento real de ejecucién de la obra como consecuencia 
de la suspensién ( 21 ).
Por éltimo, la suspensién de la obra puede tener unos conse­
cuencias més graves en el contrato, pues si es definitive o dura més de 
un oRo, cuolquiero de las partes puede pedir la resolucién del contrato 
(articulo 157 RCE, oportodo 3). De este tipo de suspensién nos ocupore- 
mos més odelonte.
4. Suspensién temporal total y parcial.- Siempre que la Admi­
nistracién ocuerde la suspensién temporal de la obra debe concretor si 
ofecto a todo o porte de la mismo. La cléusula é3 PCAG dice que"si la - 
suspensién temporal sélo ofecto a uno o varias partes o closes de obra 
que no constituyen la totolidod de la obra controtoda, se utilizoré la 
denominocién "suspensién temporal parcial" en el texto del octo de sus­
pensién y en todo la documentocién que hogo referenda a la mismo; si a 
la totolidod de la obra controtoda, se utilizoré la denominocién "suspeji 
sién temporal total" en los mismos documentes". En ningén caso se uti d  
zoré la denominocién "suspensién temporal" «in concretor o colificor el 
olconce de la mismo.
Esta distincién entre suspensién total y parcial no debe ope- 
ror énicomente a efectos de que la Administracién conozco el olconce de
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la paralizaciôn de la obra por su mayor o menos influencio en el desorr£ 
llo de la mismo. También résulta ütil la distinciôn desde el punto de - 
visto econémico, porticulormente en cuonto a la indemnizacién que debe 
obonorse en su caso al contratista. Es cierto que el articulo 148 RCE, 
segén hemos visto onteriormente, hobio simplemente de suspensién tempo­
ral, pero aunque sélo seo parcial también puede dor lugor a que se tengo 
que indemnizor al contratista, pues asi se desprende de la cléusula 65 - 
PCAG, o la que yo nos hemos referido, segén la cual para cuontificor la 
indemnizacién se debe otender, entre otros foctores, o la relocién que - 
représenta el importe de las partes de obra a que olconzo la suspensién 
con el presupuesto total de la obra controtoda. Sin embargo, la jurispr£ 
dencio ho montenido a veces un criterio contrario al que sustentomos, —  
por entender que no procédé indemnizor si la noturalezo de la obra perm£ 
te su realizacién froccionoda. A nuestro juicio, este rozonomiento no - 
sélo desconoce uno norma reglomentorio (la cléusula é5 PCAG), sino que - 
ademés es contrario a la noturalezo del c.o.p., en el que por principio 
no se pacto uno obra froccionoda sino uno obra compléta como concrecién 
del resultofo final del trabajo o cargo del contratista.
Cuestién diferente es lo de si la suspensién temporal parcial 
que dura més de un oRo puede ser causa de resolucién del contrato. Uno 
respuesto o esta cuestién no se encuentro en los normes vigentes pero - 
porece légico concluir que el derecho de resolucién estoré en funcién —  
del olconce de la porte de obra suspendida, medido con criterios técni—  
COS y econémicos (22). En combio, la suspensién temporal parcial defin^ i 
tivo, no es posible, pues equivoldrio a una segregacién parcial de la - 
obra controtoda, supuesto que solomente se puede encouzor dentro del —  
"ius voriondi", regulodo en los orticulos 150 y 157, oportodo 2 RCE, —  
con los limites del veinte por ciento del presupuesto o de que se trote 
de uno alteracién sustonciol del proyecto iniciol, como condicionontes
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del carâcter obligatorio o no de la segregocién para el contratista.
5, Suspensién definitiva y desistimiento,- La suspensiôn de - 
las obras tiene todavia una mayor repercusiôn en el contrato cuando ti£ 
ne coracter definitivo o una duraci6n superior al oRo, situaciôn a la - 
que también se asimila el desistimiento unilateral de la Administraci6n 
(articulo 162 RCE).
La distinciôn entre suspensiôn definitiva y desistimiento un^ 
lateral no résulta convincente dentro de la contrataciôn administrativa, 
porque los efectos son los mismos y en cierto modo porece que el desis­
timiento es una causa de resoluciôn del contrato que exime a la Adminis- 
traciôn justificar los motivos que le llevon a ello, a diferencio de lo 
que ocurre con la suspensiôn que, como ya hemos visto se justifica nece- 
sariamente por la necesidad de modificar y adopter el proyecto a las ci£ 
constancies que la realidad impone.
En cambio, si se advierten diferencias entre la suspensiôn de­
finitiva o desistimiento unilateral acordados de manera expresa y la su£ 
pensiôn definitiva tacitamente deducida por el tronscurso de un ano.
En los casos de suspensiôn definitiva o desistimiento unilot^ 
rol expresos, el contratista, segun los orticulos 53 LCE y 162 RCE tie­
ne derecho el valor de las obras efectivamente realizadas, y el bénéfi­
cié industrial de las dejadas de reolizor. Y onade este ultimo precepto, 
que "se considéra como obro efectivamente realizada, no sôlo la que pue- 
da ser objeto de certificaciôn por unidodes de obro terminodos, sino tom 
bién las accesorias llevadas a cabo por el contratista y cuyo importe - 
forma parte del coste indirecte a que se hoce menciôn en el articulo 67 
de este Reglamento, osi como también los ocopios situodos a pie de obro." 
Se entiende por bénéficié industrial la cantidad résultante de aplicar
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el coeficiente del 6 por 100 ol presupuesto de ejecuciôn material, con 
deducciôn de la baja de licitaciôn, en su caso.
El RCCL establece simplements los efectos derivodos del de—  
sistimiento disponiendo en su articulo 70 que "si la Administraciôn de- 
sistiese de llevar a cabo lo que fuero objeto de la obligacién contraida 
o considerar mas conveniente asumir su ejecuciôn directe, en los casos 
permitidos por el articulo 311 de la Ley, podra denunciar el contrato - 
con resorcimiento al contratista de los donos e indemnizociôn de los —  
perjuicios que se le cousaren".
Cuando la suspensiôn dura mas de un ano, los efectos pueden - 
ser distintos segun que el contratista pida o no la resoluciôn del con­
trato. Segun el ôltimo pârrofo del articulo lô2 RCE, tronscurrido un ano 
de la suspensiôn temporal, acordada por la Administraciôn, sin haber 0£ 
denado la reanudaciôn de las obras, el contratista tendra opciôn entre 
soliciter la indemnizaciôn a que se refiere el articulo 148 de este Re­
glamento o instar la resoluciôn del contrato con los efectos previstos 
en el primer porrofo de este articulo. Es decir, que el contratista pue- 
de degir entre, mantener una actitud de espera con la obra paralizada, 
supuesto en el que tiene derecho a la indemnizaciôn del articulo 148 RCE, 
o pedir la resoluciôn del contrato, con el derecho en este caso a que se 
le obone la obra ejecutada y el bénéficié industrial de la dejada de ej£ 
cutar.
La redacciôn del pârrofo ültimo del articulo lô2 RCE ho susc^ 
todo la cuestiôn de si son compatibles las indemnizaciones del articjj 
lo 148 RCE y lô2 RCE, cuando es la Administraciôn la que decide suspen­
der definitivamente las obras respecte a las cuales ya la misma Admini^ 
traciôn habia acordado anteriormente la suspensiôn temporal. A esta - - 
cuestiôn le dedicamos el epigrafe siguiente.
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6. Posibilidod de ocumular los indewnizociones "ex" orticulos 
148 y 162 RCE.- Como ocobo de indicorse, el problème que se plonteo es 
si el contratista puede acumular las indemnizaciones por suspensiôn tem 
poral y suspensiôn definitiva de las obras, acordadas sucesivamente por 
la Administraciôn. La cuestiôn tiene gran transcendencia practice y ha 
cobrado relevancia por la reiterada posture edoptede par el Consejo de 
Estedo.
Los dictômenes de 4 de octubre de 1973 (Expediente nôm. 38Ô92) 
29 de noviembre de 1973 (Expte. 35894) y 29 de octubre de 1981 (Expte. 
nôm. 42460), entre otros, exponen une doctrine que cebrie denominer "de 
le suspensiôn de le obra como acontecimiento uniterio" o también de "le 
ebsorciôn de indemnizaciones" (23 ). En el ôltimo Dictemen citedo, el - 
Consejo de Estedo perte de considerar que se produce une situaciôn de - 
"suspensiôn prolongede", en le que cuente ùnicemente le cantidad de - - 
tiempo que va trenscurriendo de tel modo que a medide que se van elcen- 
zendo determinedos hitos temporales se van produciendo automôticamente 
determinedos efectos juridicos. Este enfoque bôsico es el que se despreri 
de del siguiente texto del Dictomen que transcribimos a continuaciôn:
'A.- Si la suspensiôn termina antes de los ô meses, o de una - 
quinta porte del plazo total, el contrato subsiste, sin nin- 
gCn efecto especial (articules 49 de la Ley y 148 del Regla­
mento, a sensu contrario).
6«- Si la suspensiôn sobrepasa dicho limite, sin rebasar el - 
oRo, el contrato subsiste también, pero el contratista tiene 
derecho a que la Administraciôn le abone los doRos y perjui—  
cios efectivos que el retraso le ocasiona, siempre que los —  
demuestre (articules 49 de la Ley y 148 del Reglamento).
C«- Si la suspensiôn se prolonga môs de un oRo, supuesto - - 
équivalente a la suspensiôn definitiva de las obras, noce una 
causa de resoluciôn ejercitable por las partes cantraton- -
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tes. Si no se ejercito, el contrato subsiste y el contratis­
ta tiene derecho o ser indemnizado en los mismos termines del 
supuesto anterior (articulo 162 del Reglamento).
Si por el contrario el contratista o la Administraciôn opta- 
ran por la resoluciôn contractual, el contrato se extingue y 
aquél tiene derecho a que la Administraciôn le abone el béné­
ficié industrial de la obra pendiente (articules 53 de la Ley 
y 162 del Reglamento)".
Inmediotamente, el dictomen establece la tesis de que cuando, 
por ser la suspensiôn de la obra de una duraciôn superior a un oRo, la - 
Administraciôn o el contratista opton por la resoluciôn del contrato, 
te Oltimo sôlo tiene derecho al bénéficié industrial de la obra pendien­
te, y este absorbe "todos las pretensiones indemnizatorias derivodos del 
contrato". Sin embargo y pese a la transcendencia de tal afirmaciôn, el 
Consejo de Estado no ofrece un precepto legal o reglamentario que concre^ 
tamente establezca eso "absorciôn" de indemnizaciones. El Consejo de Es­
tado fundo su tesis en "precedentes legislatives" y en la "lôgica inter­
na de preceptos". Textualmente dice el dictomen:
"Este ultime concepto, como reiterodomente ha expresado este - 
Alto Cuerpo en ocasiones onteriores, absorbe todos las preteni 
siones indemnizatorias derivodos del contrato, cuolquiero que 
seo su causa. Asi lo corroboron tonte los precedentes legisl£ 
tivos (articulo 56 del Pliego de Condiciones Générales de - 
1903), como la propio lôgica interna de los preceptos, en la 
secuencio temporal que ocobo de ser expuesto. La Ley quiere - 
dejor indemne al contratista por las suspensiones de obra —  
decididos por la Administraciôn (solvodos los ô primeros me­
ses de fronquicio indemnizotorio); para ello, pide al contra­
tista que ocredite los doRos y perjuicios efectivamente su—  
fridos siempre que el contrato subsista, seo cual fuere el - 
tiempo que dure la suspensiôn; y globalize la indemnizaciôn - 
en un tanto alzado cuando el contrato se resuelve, por inici£ 
tiva del contratista si la suspensiôn excede del plazo de un 
oRo, o por decisiôn administrativa, si suspenden las obras de 
modo definitivo".
— 3X3 —
Sin embargo esta argumentaciôn del Consejo de Estado no otie£ 
de al origen y finalidad de las indemnizaciones que no considéra acumu- 
lables.
El articulo 148 RCE esta incluido en la secciôn cuarta del -
capitulo V del titulo II del Libro II, rubricado "Modificaciôn del coji
trato de obras" y la indemnizaciôn que en él se régula tiene como fina­
lidad el mantenimiento del equilibrio econômico del contrato olterodo —  
por la modificaciôn acordada por la Administraciôn. Aunque la duraciôn - 
de la paralizaciôn tiene relevancia para establecer una especie de fran- 
quicia en favor de la Administraciôn lo cierto es que no debe perderse - 
de visto que la indemnizaciôn trata de compenser o paliar un quebranto -
econômico causodo por un octo de la Administraciôn modificativo de las -
condiciones controctuoles, porticulormente del plazo convenido, por la - 
necesaria inactividad del contratista. Asi pues, el derecho o la indemn_i 
zaciôn nace tan pronto la suspensiôn de las obras excede de los seis me­
ses (o de la quinta parte del plazo) y tiene como finalidad especifica - 
el resarcimiento de"los danos y perjuicios que este puedo efectivamente 
sufrir". Derecho que puede ejercitorse en cualquier momento durante la - 
vida del contrato yo que no tiene fijodo ningun plazo preclusivo o de C£ 
ducidod.
En cambio, el articulo lô2 RCE esta incluido en el capitulo VI 
del titulo II del Libro Primero del RCE, dedicodo a regular las causas 
y efectos de la resoluciôn del contrato de obras. No se puede entender - 
bien dicho articulo lô2 RCE sin conocer antes lo que estoblecen los art£ 
culos 52 LCE y 157 RCE.
Estos orticulos determinon las causas por las que el contrato 
puede quedor resuelto. Empiezo por ello diciendo: "son causas de resolu­
ciôn del contrato de obras ,...". Y en lo que oqui interesa conviene - -
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destacar su apartado 3 que considéra como causa de resoluciôn:
"La suspensiôn definitiva de las obras, acordada por la Admi­
nistraciôn, asi como la suspensiôn temporal de las mismas, - 
por un plazo superior a un ano, también acordado por oquéllo".
Del precepto se desprende también que tanto la Administraciôn 
como el contratista pueden poner en juego estas causas resolutorias - - 
(realmente son dos). La Administraciôn puede acordar la suspensiôn defi­
nitiva, lo que es lo mismo que el desistimiento unilateral del contrato, 
COSO que, en cambio, no puede hocer el contratista. Lo que este ultimo - 
puede hocer es pedir la resoluciôn del contrato si la suspensiôn tempo—  
roi excede del ano, focultod o derecho que también tiene la Administra—  
ciôn.
Ahora bien, la Administraciôn no puede ejercitor la facultad - 
resolutoria del contrato bosodo en el outomotismo del cumplimiento del - 
ano, pues el articulo 131 RCE es categôrico al decir que "la paralizaciôn 
total de las obras o la suspensiôn definitiva de las mismas sôlo podrô - 
verificarse por motivo grave y mediante acuerdo del ôrgano que celebrô - 
el contrato correspondiente a propuesto del facultotivo compétente de la 
Administraciôn". El transcurso de un ano no es de por si un motivo grave 
para suspender el contrato y si no lo es para tal suspensiôn que entrana 
una verdadera modificaciôn menos lo puede ser cuando de lo que se trata 
es de resolverlo.
La LCE y RCE después de establecer las causas de resoluciôn - 
del contrato h an fijodo en articules sucesivos, los efectos que se prodju 
cen como consecuencio de la resoluciôn del contrato, en funciôn de la - 
causa que ha operado.
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Concretamente o las causas del apartado 3 de los orticulos 52 
LCE y 157 RCE corresponden los efectos regulodos en el articulo 162 RCE 
en estos términos:
"Si la Administraciôn decidiese la suspensiôn definitiva de —  
las obras o dejase transcurrir un ano desde la suspensiôn tern 
poral sin ordenar la reanudaciôn de las mismas, el contratis­
ta tendrô derecho ol valor de oquéllos efectivamente realiza­
das y al bénéficie industrial de las dejadas de reolizor (ar­
ticulo 55 LCE).
Se considéra como obra efectivamente realizada no sôlo la que 
pueda ser objeto de certificaciôn por unidodes de obra termi- 
nadas, sino también las accesorias llevadas a cabo por el coji 
trotisto y cuyo importe forma parte del coste indirecte a que 
hoce menciôn el articulo 67 de este Reglamento, asi como tam­
bién los ocopios situodos ol pie de obra.
Se entiende por bénéficié industrial la cantidad résultante de 
aplicar el coeficiente del ô por 100 ol presupuesto de ejecu­
ciôn material con deducciôn de la baja de licitaciôn en su C£ 
so.
El desistimiento de las obras por la Administraciôn tendrô los 
mismos efectos que la suspensiôn definitiva de las mismas.
Tronscurrido un oRo de la suspensiôn temporal, acordada por la 
Administraciôn, sin haber ordenado la reanudaciôn de las obras 
el contratista tendrô opciôn entre solicitor la indemnizaciôn 
a que se refiere el articulo 148 de este Reglamento o instar 
la resoluciôn del contrato con los efectos previstos en el —  
primer pôrrofo de este articulo."
Régula este articulo los derechos del contratista en sede de - 
resoluciôn del contrato. Esto es muy importante no perderlo de visto pa­
ra no llegor a conclusiones errôneos, propiciadas por la defectuosa re—  
dacciôn de este articulo.
En efecto, del primer pôrrofo del articulo lô2 RCE porece de£ 
prenderse que el derecho que en él se reconoce al contratista al valor
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de las obras efectivamente realizadas y al bénéficie industrial de las - 
dejadas de realizar, se ostenta "si la Administraciôn decidiese la sus—  
pensiôn definitiva de las obras o de jase transcurrir un ano desde la su£ 
pensiôn temporal sin ordenar la reanudaciôn". Sin embargo tal derecho —  
del contratista dériva de que el contrato se resuelva por uno de esos —  
dos motivos. Es pues el rompimiento del vinculo contractual lo que dete£ 
mina el derecho del contratista y esto importa ser destacado para no - - 
caer en la equivocado orgumentaciôn de la suspensiôn temporal que devie- 
ne en definitiva como hecho ûnico déterminante de una sola indemnizaciôn.
Por consiguiente, la interpretaciôn lôgica, teleolôgica y sis- 
temôtica de los orticulos 148 RCE y 162 RCE sôlo quedo momentoneomente - 
ensombrecido a la visto del texto del ultimo pârrofo del articulo 162 RCE 
que volvemos a tronscribir:
"Tronscurrido un ano de la suspensiôn temporal, acordada por - 
la Administraciôn, sin haber ordenado la reanudaciôn de las - 
obras, el contratista tendra opciôn entre solicitor la indem­
nizaciôn a que se refiere el articulo 148 de este Reglamento 
o instar la resoluciôn del contrato son los efectos previstos 
en el primer pôrrofo de este articulo".
Pudiero deducirse de este pôrrofo que una vez que la suspensiôn 
temporal acordada por la Administraciôn dura môs de un ano, el controtrs 
ta tiene que optar entre dos olternotivas indefectiblemente: a) o sigue 
monteniendo el contrato, en cuyo caso puede solicitor la indemnizaciôn - 
prevista en el articulo 148 RCE; b) o pide la resoluciôn del contrato —  
con los efectos previstos en el articulo 162 RCE, pôrrofo 19 (pago de la 
obra ejecutada y bénéficie industrial de la dejada de realizar).
Indudablemente la norma régula los derechos del contratista en 
situaciôn de espera ante lo que la Administraciôn décida. Es una situa—
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ciôn de silencio de la Administraciôn.
Pues bien, en tal situaciôn lo que este pôrrofo establece es 
que el contratista puede, si quiere, continuer en eso actitud de espera, 
con el derecho a ser indemnizado de acuerdo con el articulo 148 RCE. P£ 
ro odviértose que tel derecho no noce porque la suspensiôn temporal hoyo
excedido del oRo. Tel derecho lo tiene ya odquirido por la suspensiôn —
superior a seis meses o a unq qiinto porte del plazo (articulo 148 RCE). 
Es, pues, incorrecte la frase de "Tronscurrido un oRo de la suspensiôn 
...", poreciendo que hosto que no pose ese tiempo no existe el derecho a 
la indemnizaciôn. Y también puede el contratista no esperor por môs tiem
po y soliciter la resoluciôn del contrato. ^Por qué puede hocerlo?. No
evidentemente porque se le concéda este derecho en el pôrrofo ôltimo del 
articulo 1Ô2 RCE, sino porque segôn el articulo 157 RCE, pôrrofo 3@, el 
contratista puede pedir la resoluciôn del contrato si la suspensiôn tem­
poral excede de un oRo. Entonces si el contratista asi lo hoce, se ponen 
en marcha los efectos previstos en el articulo lô2 para el caso de reso­
luciôn del contrato por este motivo. Es decir, el contratista tiene der£ 
cho al valor de la obra realizada y al beneficio industrial de la dejada 
de realizar. Consecuentemente con esta causa y efectos que se definen y 
desprenden de los orticulos 157 RCE y lô2 RCE, pôrrofo primero, se dice 
después en el ôltimo pôrrofo de este ôltimo articulo que el contratista 
puede "instar la resoluciôn del contrato con los efectos previstos en el 
primer pôrrofo de este articulo".
Mas lo que en modo olguno establece este pôrrofo ôltimo del —  
articulo 162 RCE es que la opciôn por la resoluciôn supongo la desopori- 
ciôn por duror la suspensiôn môs de seis meses. Y no cobe presumir o —  
suponer que asi seo, pues la privociôn de un derecho debe ser estobleci-
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do de manera clora y terminante.
Si se anolizo con objetividad el ultimo pôrrofo del orticulo - 
162, podrô comproborse que es completomente inutil y que no concede ol - 
controtisto olgo que yo no tengo reconocido por otros preceptos bôsicos: 
arts. 49 y 53 de lo LCE con moyor rongo que oquél.
El ton repetido pôrrofo no es môs que un recordotorio de lo —  
que el controtisto puede hocer ante el silencio o inoctividod de lo Ad- 
ministrociôn. Puede seguir esperondo o que este ultima decido, en cuyo - 
coso puede tombién pedir que se le indemnice por los donos y perjuicios 
sufridos como consecuencio de lo suspensiôn superior o seis meses y no - 
de un ono como equivocodomente do o entender lo normo. 0 puede el mismo 
controtisto provocor lo resoluciôn del controto, porque es un derecho —  
que le concede el orticulo 157 RCE, oportodo 3, sin que ni este orticulo 
ni ningun otro estoblezco que el ejercicio de lo focultod resolutorio —  
seo penolizodo con lo pérdido de un derecho previomente odquirido y por 
un titulo muy diferente cuol es lo modificociôn del controto (orticulo - 
148 RCE).
El Tribunol Supremo ho contemplodo olgun coso que se relociono 
con el orticulo 162 RCE y en ello se opunton dos lineos jurisprudencioles 
que ounque no seon controdictorios si pueden interpretorse como en cier­
to modo divergentes.
Vomos o referirnos en primer término o la sentencio de 18 de - 
diciembre de 1981, que contemplo un coso de suspensiôn de obros por môs 
de un ono, que desembocô en lo resoluciôn del controto. Esto sentencio - 
porece que detecto en lo suspensiôn de los obros ocordodo por lo Admini^ 
trociôn el incumplimiento de ésto, lo que no sobemos es si toi incumpli- 
miento se oprecio por folto de motivo grove (orticulo 131 RCE) o simple-
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mente porque se equiporo o un incumplimiento la interrupciôn de la obra 
ordenado por lo Administrociôn. En todo coso, lo que se pone de monifie£ 
to en lo sentencio es que el controtisto tiene derecho o que se le indem 
nice tonto el dono emergente como el lucro cesonte, como remedio poro —  
restoblecer el equilibrio econômico del controto e incluso y con este —  
mismo propôsito se reconoce el derecho ol resorcimiento por los perjui—  
cios derivodos de lo depreciociôn monetorio. A continuociôn tronscribi—  
mos los considerondos 29 y 39 de esto sentencio:
"COO.: que el orticulo 53 de lo Ley de Controtos del Estodo de 
8 de obril 19ô5 oplicoble en el tiempo ol supuesto que se co£ 
templo, en relociôn con el orticulo 158 del Regl. de 28 de d£ 
ciembre de 19ô7, otorgo en los cosos de incumplimiento por —  
porte de lo Administrociôn uno omplitud indemnizotorio que —  
pretende que lo economic del controtisto solgo indemne de lo 
mologrodo octuociôn profesionol controtodo por cousos ojenos 
o su voluntod, dentro del cuol hobro de incluirse el costo de 
lo obro efectivomente reolizodo y lo de todos cuontos gostos 
ho podido llevor consigo lo suspensiôn un dio decretodo de los 
obros objeto del controto, provisiones que tienen su osiento 
legol en los normes que hon sido objeto de cito y cuyos con—  
ceptos hobrô de incluirse por mondoto expreso del referido o£ 
ticulo 53 el beneficio industriel de los obros dejodos de re£ 
lizor o el 15^ del presupuesto de obro no reolizodo y pendie£ 
te de ejecuciôn".
"CDO.: que si efectivomente hon de ser sotisfechos ol controti£ 
to todos los perjuicios reoies cousodos poro que se restoble£ 
ce el equilibrio en su potrimonio cumple tomor en considéré—  
ciôn lo depreciociôn que hoyo tenido lo monedo consecuencio - 
de los octuociones imputobles o la Administrociôn II
Como puede verse, lo sentencio es respetuoso con el principle 
de compensociôn integrol de los socrificios impuestos por lo Administro­
ciôn o sus controtistos, resorciéndole tonto del dono emergente ("todos 
cuontos gostos hon podido llevor consigo lo suspensiôn un dio decretodo") 
como el lucro cesonte (beneficio industriel de los obros dejodos de reo­
lizor) .
C  C 3  / i  . , ' -
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La sentecio del 7 de mcrzo de 1981 motizo las consecuencias d£ 
rivadas de la suspensiôn de las obras, enseRondo que no se produce un - 
incumplimiento cuando lo Administrociôn suspende provisionolmente los - 
obros, pues en ese coso esto hociendo uso de uno situociôn privilegiodo. 
Esto mismo sentencio, en su primer considerondo, hoce uno interpretociôn 
del orticulo 148 RCE y lô2 RCE, si bien portiendo del hecho concreto de 
que el controtisto hobio optodo por lo resoluciôn del controto. Este coji 
siderondo dice textuolmente lo siguiente:
"CDO.: Que, prioritoriomente, ol enjuiciomiento y resoluciôn - 
de lo problemotico litigioso; precise se hoce onolizor los —  
dos supuestos de suspensiôn de obros por lo odministrociôn y 
los consecuencios predicobles en ombos cosos, 'suspensiôn teni 
porol de los obros por espocio superior o uno quinto porte —  
del plozo totol del controto o, en todo coso, si oquéllo exc£ 
diese de seis meses', -ort. 148 del Regl. de 28 de diciembre 
19Ô7- por un lodo y, por otro, 'lo suspensiôn definitive de - 
los obros o el tronscurso de un oRo desde lo suspensiôn temp£ 
rol sin ordenor lo reonudociôn de los mismos', -ort. 1Ô2 del 
colendo.do Reglomento de 19Ô7 y ort. 52-3 de lo Ley de 8 de - 
obril 19Ô5- siendo los consecuencios de toles hipôtesis, el - 
obono por porte de lo Administrociôn ol controtisto de los d£ 
Ros y perjuicios que éste pudiero efectivomente sufrir y lo - 
opciôn del mismo onte el derecho del valor de los obros efec­
tivomente reolizodos y el beneficio industriel de los dejodos 
de reolizor, si se decide por lo resoluciôn, o lo indemnizo—  
ciôn o que se refiere el ort. 148 del mencionodo Reglomento, 
respectivomente, es decir, que en el primer supuesto lo Admi­
nistrociôn sôlo obono ol controtisto los 'doRos y perjuicios 
que éste puedo efectivomente sufrir, en cuonto que, cuondo lo 
Administrociôn suspende provisionolmente unos obros, no hoce 
sino ejercitor un derecho de su situociôn (|r^ ^^ :^ egiodo que el 
interés colectivo oglutino y représente le proporciono, pero 
sin que ello implique incumplir los clôusulos del respective 
controto, yo que por usor de un derecho que lo Ley le otribu- 
ye no dejo de observer uno totol conducto de incumplimiento - 
de sus obligociones y sin que toi procéder lleve en si lo re­
soluciôn del controto en cuestiôn, por lo que lo Administre—  
ciôn no debe indemnizor ol controtisto de los perjuicios que 
se le irroguen por lo oludido suspensiôn de lo obra por él —  
efectuodo, cuondo por opter éste instondo lo resoluciôn del -
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asi lo acuerdo, mientros que, en el segundo de los supuestos 
el controtisto procédé optor entre solicitor lo indemnizociôn 
o que se refiere el ort. 148, yo citodo, o instor lo résolu—  
ciôn del controto, pero sin que ombos focultodes seon compati^ 
bles, en cuonto supondrio que en ombos cosos o supuestos se - 
incumple el controto de que se troto, cuondo sôlo es osi en - 
los COSOS de resoluciôn, no en los de indemnizociôn, en los que 
como se ho rozonodo, el controto se cumple, bien entendido que 
se puede pedir lo resoluciôn después de hober optodo por lo - 
indemnizociôn, siempre que el incumplimiento (sic) del contra^ 
to resultose imposible, cesondo eso opciôn, por ultimo, cuon­
do el controtisto efectuô lo mencionodo elecciôn".
Los ultimas polobros de este considerondo no son todo lo cloros 
que serio de deseor, pero con ellos porece sentorse lo doctrino de que el 
controtisto que ho optodo por la indemnizaciôn del articulo 148 no puede 
después optor por lo resoluciôn, ounque si puede hocerlo si no es posible 
cumplir el jcontroto. .
Entendemos, pues, que se sustento el criterio de que el contra 
tisto que pide lo resoluciôn del controto resulto penolizodo ol perder - 
el derecho o lo indemnizociôn por lo suspensiôn temporol de los obros —  
(orticulo 148 RCE), ounque entendemos que no existe uno bose legal poro 
que esto seo osi. Y tombién porece montenerse que cuondo se ho optodo - 
por lo indemnizociôn del orticulo 148 sôlo es posible optor después por 
lo resoluciôn del controto cuondo se produce uno imposibilidod de cumplir, 
ounque tombién es cloro que esto segundo opciôn no llevo consigo lo pér­
dido de lo indemnizociôn obtenido como consecuencio de lo suspensiôn teni 
porol de los obros.
7. Formolizociôn de lo suspensiôn.- En consononcio con el corÔ£ 
ter excepcionol que tiene todo suspensiôn de obro, se reviste de uno d£ 
terminodo solemnidod ol ocuerdo en virtud del cuol lo Administrociôn lo 
decido. Lo clousulo Ô4 del PCAG regulo los llomodos "octos de suspensiôn"
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que se deben levantar siempre que la Administraciôn acuerde una suspen—  
siôn temporal, porciol o total de la obra o una suspensiôn definitiva. - 
El octo debe ir firmado por el Director y el controtisto, hociéndose con£ 
tor en ello el ocuerdo de lo Administrociôn que originô lo suspensiôn y 
definiéndose concretomente lo porte o portes o la totolidod de los obros 
ofectodos por oquéllo. El octo se debe ocomponor como onejo y en relo—  
ciôn con lo porte o portes suspendidos, lo mediciôn tonto de lo obro ej£ 
cutodo en dicho o dichos portes como de los moterioles ocopiodos o pie - 
de obro utilizobles exclusivomente en los mismos. Lo Direcciôn remitiro 
un ejemplor del octo de suspensiôn y su onejo o lo Administrociôn contr£ 
tonte.
Con todo^  lo formolidod del octo no es un requisite constituti­
ve de lo situociôn juridico creodo por la suspensiôn de los obros. Se tr£ 
to simplemente de un medio de pruebo que corresponde preporor o lo Admi­
nistrociôn y no ol controtisto, Por ello, ounque se produzco uno omisiôn 
de esto formolidod, si el controtisto puede demostror lo existencio de - 
uno suspensiôn o porolizociôn de lo obro ocordodo, ounque seo tôcito, e£ 
to es, simplemente consentido por lo Administrociôn, ésto no se podrô —  
oponer o lo folto de uno formolidod cuyo observoncio le incumbe o ello, 
poro eludir lo obligociôn de indemnizor. El Consejo de Estodo oplicondo 
el principio juridico de que no se puede invocor la folto propio poro no 
cumplir oquéllo o que se esté obligodo (ollegons propriom turpitudinem - 
non ouditur) , ho sentodo lo siguiente doctrino:
"El escrupulo formol que ho monifestodo lo Asesorio Juridico, 
en cuonto o que lo orden de suspensiôn de los obros tendrio - 
que hober sido escrito, conforme ol orticulo 47 del Pliego de 
Condiciones Generoles, no es suficiente, o juicio del Consejo 
de Estodo, poro impedir ol controtisto obtener lo rescisiôn - 
en los términos propuestos, yo que se troto de uno omisiôn ijm 
putoble o lo Administrociôn, y serio controrio o la bueno fe 
pretender desplozor ol controtisto los consecuencias donosos
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que de dicho omisiôn pudiero derivorse, por otro porte, en el 
expediente se reconoce que el Servicio ordenô lo porolizociôn 
de los obros, con objeto de redoctor un proyecto que hobio de 
diferir esenciolmente del onterior y cuyo justificociôn se —  
hollo en rozones moterioles de fôcil y obvio comprobociôn"• 
(Dictomen de 20 de junio de 19ô2).
También lo jurisprudencio otorgo o los octos de suspensiôn un 
simple volor probotorio, pues lo que en definitivo importo es que lo su£ 
pensiôn hoyo tenido lugor y esta puede ocreditorse por todos los medios 
de pruebo licitos en derecho e incluso deducirse de los propios octos de 
lo Administrociôn si es que lo consiente (24 ),
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N O T A S
( 1 ) La doctrine procesal es la que ha logrado con mayor d e r i ­
ded la distinciôn entre término y plazo, GUASp 3, dice: "Término
es el momento de tiempo en que debe realizarse un determinado ac- 
to procesal; plazo, el espacio de tiempo en que debe realizarse, 
pudiendo ocurrir en cada uno de los momentos que lo componen" 
('/Derecho Procesal Civil" Madrid 1956 . p ^ 302 .)
( 2 ) "Quiza fuera por ello procedente, como norma general, con- 
siderando que no puede tenerse cabal certeza sobre la duraciôn - 
de la tramitacion, q(je la propuesta del plazo se hiciera no en - 
funcion de fechas fijas, sino de su duraciôn, a partir del momeji 
to en que la obra puede ser ejecutada o reanudada; sistema que es, 
por otra parte, el habituai en los Pliegos de Condiciones". (Dic- 
tamen de 14 marzo 1.968. Expediente 35.903).
( 3 ) La sentencia del Tribunal Supremo de 23 de junio de 1.978 
dice en su consi derando cuarto: "Que teniendo présente lo expue_s
to hasta aquf, igualmente hay que tener a la vista otro princi-- 
pio rector en la con trataci on administra ti va ; el deber del con-- 
tratista de asegurar, en cuanto le sea posible, el normal y regu 
lar cumplimiento de las prèstaciones a su cargo, lo cual, ciert£ 
mente, no ha tenido efectividad en este caso, pues el contratis­
ta ha tratado de escudarse en la modificaciôn de 1 proyecto inicial 
para justificar el retraso en el ritmo normal de las obras, cuan­
do, como se desprende de las actuaci ones disponibles, ello podria 
explicar solo una parte, pero no la marcha general de las obras, 
en la forma en que h an sido llevadas por este constructor".
( 4 ) "La mera lectura de este precepto evidencia la dificultad - 
de aplicarlo al caso del expediente, tal y como se deduce de los 
datos de hecho que constan en el mismo. En efecto, no se ha acr_e 
ditado que el contratista hubiera incumplido plazo parcial alguno 
en el momento de iniciar el procedimiento de resoluci on del con-- 
trato, y es claro que en este momento el contratista tampoco habia 
incumplido el plazo final, porque éste no habia aun transcurrido. 
Segun consta en los antecedentes, la fijacion de los plazos par-- 
clales se remitio al programa de trabajos, pero tal programa no - 
figura en el expediente y se ignora si fue formulado y aprobado, 
por lo que no se tienen elementos de juicio para determinar si el 
contratista ha incumplido los plazos parciales, que es el presu­
puesto de hecho fijado por la norma en que pretende ampararse la 
propuesta de resoluci on", (Dictomen 26 noviembre 1970. Exp. nS 37.294)
( 5 ) La ultima sentencia citada dice textualmente: "Que de lo e_x
puesto se desprende que la Administraciôn ha incidido en negligen 
ci a en el cumplimiento de sus obligaciones y, por ello (articulo 
1101 del C. Civ. supletoriamente aplicable a tenor de los articu- 
los 4 de la L.C.E. y 6 del Reglamento), queda sujeta a la obliga- 
cion de indemnizar los dahos y perjuicios causados, como en su--
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puestos semejantes al aqui enjuiciado, ha reconocido el Tribunal 
Supremo, en cuyas sentencias de 17 de mayo 1973, 23 de junio de 
1975 y 27 de octubre de 1976 ha declarado la procedencia de dicha 
indemnizaciôn cuando por causas ajenas al contratista e imputables 
a la Administraciôn aquél se ha visto en la necesidad de alterar 
el ritmo normal de trabajo con el consiguiente incremento de cos- 
tos" •
( 6 ) El Consejo de Estado ha tornado en consideracion la acelera- 
cion de unas obras no acordado expresa y formalmente, a efectos - 
de reconocer al contratista el derecho a ser indemnizado de los - 
gastos financieros soportados por ese motivo. El Dictamen de 29 - 
de noviembre 1973 (Expte. num. 38.604)dice lo siguiente: "La Em- 
presa insiste en su recurso en que fue el propio Director General 
de Carreteras quien imprimio urgencia a las obras del Proyecto rje 
formado, cuando todavia no habia sido aprobado y, por consiguien­
te , Cuando no habia crédito habilitado para el presupuesto adici£ 
nal, no obstante lo cual la contrata aumento el ritmo de la obra 
y aporto nuevos elementos de financiacion, cuyos gastos bancarios 
ha soportado segun las facturas numéros 124, 129 y 141 en su dia 
pasadas a la Administraciôn y no satisfechas, por el importe an­
tes citado.
Estima el Consejo de Estado que en esta controversia deben ser - 
atendidas las razones alegadas por la Empresa contratista, habida 
cuenta de la excepciona11dad de los hechos acreditados en el ex­
pediente, y sin que ello venga a alterar la doctrina tradicional 
sostenida por este Alto Cuerpo y la 3urisprudencia de 1 Tribunal - 
Supremo acerca del rigor y formalidades exigibles a la alteracion 
de las condiciones economicas establecidas en la contratacion del 
Estado y, en especial, en materia de contratas de obras publicas".
( 7 ) Dice esta sentencia "... reforzada esta afirmaciôn con el - 
principio establecido en el articulo 46 de la Ley invocada de que 
la ejecuciôn de los contratos se realiza a riesgo y ventura del - 
contratista, por lo que al no estar la demora en las causas enu- 
meradas en dicho precepto, no pueden operar las consecuencias que 
en el mismo se recogen". Es decir, que en definitiva, el princi­
pio del riesgo y ventura impone la carga de pedir prorroga aunque 
el hecho en si exonere de responsabi11dad por el retraso.
( 8 ) En el Dictamen de 11 junio 1963 (Expediente num. 30,139) -- 
"El Consejo de Estado muestra su conformidad con el informe de la 
Asesoria 3uridica, que estima que el contratista no ha incurrido 
en morosidad, entendiendo que, habiendo cumplido el plazo final, 
la empresa tiene derecho a obtener la revision de precios, ya que 
el incumplimiento de los plazos parciales no debera tenerse en - 
c^ uenta toda vez que, entre otras razones, se variaron en el trans 
curso de la obra las dimensiones de la pista".
( 9 ) "... Por el contrario se ha ajustado (la Administraciôn) a 
estos fines al velar por el interés publico que exigfa que la -- 
obra se terminase dentro del plazo fijado en el contrato pues, - 
por definlcion y por la propia exigencia de las obras publicas, -
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el interés esta en que se realicen dentro del plazo previsto y en 
la forma estipulada (STS 20 marzo 1972).
( 10 ) "Reiteradamente ha considerado el Alto Cuerpo Consultivo 
que el contrato admini strativo participa de la naturaleza del 11£ 
mado "négocie fijo", o negocio jurfdico, en el cual el término o 
plazo reviste un caracter esencial, del que se dériva la importa^ 
te consecuencia de situar al contratista en situaciôn material d’e 
incumplimiento -que légitimera una declaracion rescisoria o, al - 
menos, imputera al contratista las consecuencias desfavorables de 
la more- si, llegado el término de la obligacion, el contratista
no hubiera realizado su prestacion ni justificado el retraso de -
su actitud contractual, sin que la Administraciôn tenga que cumpli 
mentar el requisite de la interpelacion o llamamiento a la otra T 
parte contratante para que puedan surgir los efectos de la situa- 
cion de more". (Dictamen de 11 de diciembre 1964. Expediente num.
33006).
( 11 ) LOPEZ-FONT MARQUEZ, F., dice que "La idea del negocio fijo, 
pues, debe irse sustituyendo por la de soluciones alternativas, - 
que han de escogerse de cara a las exigencias que en cada momento
représente el interés publico. Hay que pensar que en la medida en
que el incumplimiento del plazo es un supuesto factico que genera 
una determinada potestad administrativa, la decision que en ejer­
cicio de esa potestad se adopte es una decision en muchos casos - 
discrecional, pero, como en toda discrecionalidad, el juego del - 
fin de interés publico ha de estar présente y la décision no pue­
de ser una o en una unica direcciôn. En la propia legalidad de -- 
concesiones de obras publicas la solucion venfa desde unos puntos 
de vista diferentes. La propia jurisprudencia, en un Real Decreto, 
sentencia de 1879, afirmaba que aun cuando se haya incumplido el 
plazo que se dio al concesionario el Gobierno conservara siempre 
la facultad de prorroga, sin que juegue esa fatalidad del término 
a que reconducia la propia terminologia de la Ley de Obras Publi­
cas de 1877.
Cabe concluir, y el examen de la jurisprudencia a que se va a pr_o
ceder es la mejor prueba, que la idea del negocio fijo acaba sie£
do un mito que séria conveniente abandonar, pues pertenece, una - 
vez mas, al conjunto de sabiduria convencional que frecuentemente 
impide una interpretaciôn adecuada de la propia realidad jurfdica.
Séria un mito montado al hilo de una evoluciôn, al final de la --
cual, segun se dijo ya, acaba viéndose una menor rlgidez en el --
planteamiento del plazo dentro del contrato administrativo, de lo 
que postularia la simple aplicaciôn del Côdigo civil y su concep- 
ci ôn como una determinaci ôn accesoria de la voluntad pendiente s_ô 
lo de la voluntad del contratante y no del juego de los intereses .
publiCOS" ."El término en el contrato administrativo de obro" RAP 97 (207-306)
( 12 ) Sentencias de 14 abril 1967, 9 de marzo 1973, 26 marzo 1974 
13 mayo 1974, entre otras muchas.
( 13 ) MORENO GIL, 0., comentando la sentencia del Tribunal Su-- 
premo de 14 de abril de 1967 dice que "la sentencia mira con recelo
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(casi con repugnancia) lo idea de la omisiôn de la "interpellâtio", lo 
cual se deduce de que después de haber menoscabado a la Ley de Contra­
tos del Estado (y recolcadomente o la Ley de Bases) dice que la supre- 
siôn de la "interpellâtio" en la contrataciôn administrative "no posa de 
ser uno mero opiniôn doctrinal o el deseo de una reforma legal". Ello, 
después de hober insistido en la reiterada doctrina de las sentencias —  
que menciona y de haber aclarado que tal doctrina es consecuente con la 
tesis tradicional mantenida por el Derecho romono y el comôn europeo, y 
que ho sido plosmodo en el articulo 1.100 del Côdigo Civil ("Contratos - 
Administrotivos", 1978, p. 854).
( 14 ) PARADA VAZQUEZ, R. criticô duromente y con no poco ironio la su- 
presiôn de la interpelaciôn por la Administraciôn, llevada a cabo por - 
la LCE de 8 de abril de 1965, diciendo que: "En primer lugor se preten­
de que la Administraciôn esté exenta de verificar la intimaciôn expresa 
a que alude el articulo 1.100 del Côdigo Civil, para que el contratista 
moroso incurra en los consecuencias del incumplimiento culpable por demo 
ro. Tal privilegio pretende fundarse en la omnipresencia del interés p6- 
blico en los contratos que célébré la Administraciôn, que opera como uno 
especie de recordotorio constante para el contratista y que hoce innece- 
sario el requerimiento o intimaciôn de oquéllo. En contra de esta doctr£ 
no, creemos que si el sagrado interés publico exige la prontitud del euro 
plimiento de la obligociôn contraida, esta exigencia debe pesar primor—  
dialmente sobre los funcionorios de la Administraciôn, a los que no es - 
demosiodo pedir, o bien que preventivomente incluyon uno clôusulo en el - 
contrato solvondo la necesidad de realizar la intimaciôn en coso de re—  
troso del contratista, o bien que si la clôusulo no se ho incluido en el 
contrato, dirijon ol contratista un simple oficio en que conste la inti­
maciôn expresa. Môs, pues, que en uno verdadera exigencia sustonciol o - 
institucionol, porece que esta régla no encuentro otra justificociôn que 
la de cubrir la ocosionol perezo administrativo". ("La Nuevo Ley de Con­
tratos del Estado". RAP nôm. 47, p. 414). Dictamen 26 de noviembre 1970 
Expte. 37294).
( 15 ) La doctrina itoliono distingue los contratos de ejecuciôn conti—  
nuodo o periôdico de los contratos como el "oppolto", que son de ejecu­
ciôn prolongodo. Estos ôltimos se consideron como uno tercero categoric 
intermedia entre los obligaciones de ejecuciôn instontôneo y los durode- 
ros. RUBINO dice que lo ejecuciôn "continuoto", por lo noturolezo mismo 
de lo prestociôn se extiende en el tiempo sin soluciôn de continuidod, 
de toi modo que, ol menos ideolmente, se puede descomponer en octos siji 
gulores que pueden sotisfocer uno porte correlotivo del interés del - - 
ocreedor (locociôn, depôsito, etc.). En el "oppolto", el transcurso de 
un cierto tiempo también es nécesorio, produciéndose uno ejecuciôn pro­
longodo, pero odemôs lo ejecuciôn es "continuotivo" en el sentido de que 
lo obro se ho de reolizor con el ritmo necesorio poro lo terminociôn en 
plozo y poro que no se produzcon deterioros o dificultodes técnicos en lo 
obro ya ejecutada que impidon la inserciôn de las partes sucesivos.
Ob. cit. pp. 295 y 326.
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( 16 ) "No es bastante en la contratacion administrativa una or-- 
den o aviso de i contratista ai Arquitecto sobre la necesidad de - 
modificar o adicionar un proyecto, para que se justifique la par£ 
iizacion de la obra" (sentencia de 20 de marzo de 1972). "La par£ 
iizacion, menor ritmo o suspension de Los trabajos no encuentra - 
soporte o apoyo en acto o resoluciôn aiguna de la autoridad admi­
nistrativa, ni incluso de la direcciôn técnica de la obra; por 1o 
que en definitiva el retraso sufrido a lo largo del proceso de -_- 
construcciôn y subsiguiente entrega fuera de la fecha convenida - 
es enteramente imputable al contratista". (S. 5 Octubre 1979)
( 17 ) "Corresponde a la Administraciôn la facultad o derecho de 
disponer que cese o se suspenda la realizaciôn de las obras". (Oi£ 
tamen de 30 junio 1965. Expediente num. 34057).
( 18 ) CIANFLONE. Ob. cit. p. 584.
( 19 ) La sentencia de 18 octubre 1979 ofrece un ejemplo de cômo 
pueden aceptarse o rechazarse las partidas propuestas para fijar 
el importe de la indemnizaciôn: "Que siguiendo el analisis de las
partidas propuestas, la que hace referencia a "gastos correspon-- 
dientes a maquinaria e instalaciones no utilizables que se han de 
retirar de la obra sin haberlas empleado" no puede ser objeto de 
estimaciôn positiva en su integridad ya que su misma concepciôn - 
es negatoria, puesto que su descripciôn permite deducir se trata 
de elementos môviles, maxime cuando en el ap . 19 se hace referen­
cia a maquinaria e instalaciones, caracterizadas por una relativa 
perdurabilidad en razôn a su adscripciôn a la ejecuciôn de la obra 
principal y, en el apartado que contemplâmes, el lôgico procéder 
del contratista, de acuerdo con un actuar diligente, una vez de-- 
cretada la suspensiôn de las obras por una causa tan trascendente 
como la referente a la equivocada valoraciôn geolôgica del suelo, 
era procéder a retirar esos elementos môviles y no mantenerlos d_u 
rante todo el tiempo que durô la suspensiôn, circunstancias que - 
reducen los conceptos que se se halan como indemnizables al ex clu- 
si V o de su transporte, cor ri end o suer te nega ti va la pretensiôn eji 
caminada a estimar como sumando del total indemnizable el que se 
solicita como "gastos bancarios sobre fianzas depositadas", ya -- 
que implica olvido del actuar diligente de un lado, y de otro, en 
cuanto que su mantenimiento constituyô una de las circunstancias 
decisivas para la adjudicaciôn de las obras résultantes del pro-- 
yecto rnodificado, y por ello, en esta partida no puede apreciarse 
la existencia de causa motivadora de perjuicios que pueda entrar 
como base para su apreciaciôn cuantitativa en periodo de ejecu-- 
ciôn de sentencia, caracteristica de que participa también la pa£ 
tida que se interesa bajo la expresiôn ambigua e incierta de "im­
puestos varios", porque independientemente de la imprecisiôn de - 
la pretensiôn los impuestos no pueden conceptuarse como causa mo­
tivadora de indemnizaciôn, cuando ademas concurre en la empresa - 
actora la cualidad de sociedad mercantil, siendo actividad de la 
misma la construcciôn y, por consiguiente tiene la condiciôn de 
sujeto pasivo para la satisfacciôn de impuestos.
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Que otra suerte corre la partida cuyo abono se postula en base al 
"sostenimiento y conservacion durante seis ahos de poblado, obras 
e instalaciones, como base intégrante del total indemnizable en - 
cuanto a los supuestos que sirven para formular su reclamacion -- 
-guarderia, conservacion, energia eléctrica y viviendas- siempre 
que en el momento procesal, de ejecuciôn de sentencia, se just i M  
que el orden cuantitativo que se pretende, con la limitacion de - 
los conceptos que sin perjuicio de su valoraciôn cuantitativa han 
sido objeto de estimaciôn de modo total o parcial".
( 20 ) La sentencia de 23 de junio de 1980 aborda la cuestiôn in- 
dicada resolviendo favorablemente : "que como ya se recoge en la - 
sentencia apelada y esta reconocido en la Nota Propuesta del Gefe 
de la Secciôn de Construcci ones Escolares de 1 M2 Educaciôn y Ci eji 
cia, el 21 y 23 marzo 1972 se procediô a levantar las Actas de -- 
Comprobaciôn del replanteo correspondientes a 10 de los 13 Cen- - 
tros y, con fecha 26 de abril siguiente las de otros dos Centros 
(Vigo-Corujo y Vigo-Canoy), por lo que al resultar aIterada en el 
tiempo la fecha prevista como i ni ci aci ôn de las obras (1 marzo -- 
1972) con la conformidad del contratista, ninguna indemnizaciôn - 
cabe reconocer a su favor por el hecho de no haberse iniciado las 
obras en la fecha prevista en el contrato, sino que debe entende£ 
se aceptada esta variâciôn de fechas por la contrata que no tiene 
derecho a indemnizaciôn por este hecho; mas como en el desarrollo 
del contrato no sôlo résulta dilatada la fecha de confrontaciôn o 
comprobaciôn de replanteo, g ue ha originado retrasos en el comie£ 
z o de las obras, sino también suspensiones de las mismas que, en 
cuanto excedieron de la quinta parte del plazo de los 7 meses cori 
venidos, obliga a que la Administraciôn abone a la contrata los 
danos y perjuicios que la demandante acredite hater sufrido real­
mente por esta causa, por ser indudable que dado el corto plazo - 
de ejecuciôn fijado, unido a la expresa exclusiôn de revisiôn de 
precios, hay que entender que la Administraciôn debiô tener a di_s 
posiciôn de la contrata, en la fecha de la adjudicaciôn, los - -- 
terrenos idôneos en que se iban a construir las unidades escola-- 
res y solucionadas todas las demas incidencias que obligaron a la 
contrata a las paralizaciones temporales sufridas, en la ejecuciôn 
de las obras, taies como, los accesos a los solares, la existen-- 
cia de los correspondientes servicios de agua y electricidad a pie 
de obra, que impidieronla terminaciôn de las obras ha s ta las fechas 
que se sehalan en las Actas de Recepciôn Provisional, quedando -- 
obligada la Administraciôn, por consecuencia de estos incumplimien 
tos al abono de los perjuicios que, por taies causas, se hayan -- 
irrogado al contratista, conforme a lo dispuesto en los articulos 
49 y 53 de la Ley de Contratos del Estado (R. 1965, 771 y N. Dicc. 
7365) y 148, 150, 157 y 162 del Reglamento General de la Contrat_a 
ciôn Administrativa (R. 1968, 209, 483 y M. Dice, 7370) por ser - 
manifiesto que los precios de las distintas unidades de obra fue- 
ron fijados en consideraciôn al ritmo acelerado de ejecuciôn pac- 
tado, por lo que al prolongarse en el tiempo es lôgico y justo -- 
que los mayores costos que hayan experimentado los materiaies y - 
la mano de obra deben ser abonados al contratista por la Adminis­
traciôn contratante, debiendo fijarse como fecha final la de 30 -
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de noviembre 1974 por ser la que coincide con la determinacion -- 
de 1 plazo contractual del Proyecto de Obras adicionales como de f£ 
nalizacion real de las mismas y ser, ademas, la que resuite de -- 
las Certificaciones de Obras del Proyecto Adicional acompahadas - 
con la demanda como documentos nums. 3 y 4 procediendo por todo - 
lo expuesto confirmar la sentencia apelada, excepte en el punto - 
relative a la fecha de iniciacion de las obras que se tendran co­
mo taies las correspondientes a las del replanteo en cada uno de 
los Centros, al haber existido conformidad de las partes contra-- 
tantes en no iniciar las obras antes de esas fechas".
( 21 ) Los dahos ocasionados a la empresa XX vienen determinados 
por el hecho de que el primer 20 por 100 del volumen de obra exejn 
to de revision se desplazo en cuanto a su ejecuciôn a un période 
ulterior al previsto en el programa de trabajo y, como consecuen 
cia, habida cuenta de la tension alcista de los precios, se pro- 
dujo un encarecimiento en los costos en este porcentaje por enci- 
ma de las previsiones i ni claies. Por lo que se refiere a la met o- 
dologia adoptada por el organisme consultante para el calcule de 
la indemnizaciôn, en la forma que indica su Asesoria Ouridica, se 
estima correcta, si bien se puede hacer la observaciôn siguiente 
..." (Informe 29/75).
( 22 ) El Consejo de Estado ha admitido la resoluciôn de un con-- 
trato por suspensiôn parcial de las obras por mas de un a ho ponde 
rando especialmente la conducta culposa de la Administraciôn. ET 
Dictamen de 4 de abril 1974 (Expediente num. 38.929) dice lo si-- 
guiente: "A la vista de estas circunstancias, invocar la p r e t e n d_i
d a inactividad del contratista en la parte de obra no suspendida 
como causa suficiente para resolver el contrato por incumplimien­
to del plazo contractual, con perdi da de la fianza proporci onal a 
la obra no suspendida, cuando la Administraciôn sigue sin haber - 
resuelto el problema de la reti rada de las lineas de al ta tensiôn, 
carece absolutamente de base y, en vista de ello, el Consejo de - 
Estado rechaza las propuestas que en ese sentido se contienen en 
este expediente. No cabe duda que, de acuerdo con el principio de 
Derecho que prohibe derivar bénéficiés del propio incumplimiento 
(allegans propiam turpitudinem non auditur), la Administraciôn no 
puede reprochar al contratista -ni extraer consecuencias juridi-- 
cas- de una conducta de 1 mismo gue encuentra su causa en la propia 
actuaciôn (o mejor dicho, omision) de la Administraciôn. El con­
tratista no ha incumplido ningun plazo contractual, sino que ha - 
ejecutado toda la obra que le resultaba posible, y luego, lôgica- 
mente, ha entrado en fase de inactividad porque nada mas podia -- 
hacer. Pretender que siga solicitando prôrroga tras prôrroqa con 
todo el material y maquinaria a pie de obra, inmovilizando recur - 
SOS humanos y financieros, hasta que la Administraciôn consiga li 
berar los terrenos de unas obras contratadas por un plazo de eje- 
cucion de dieciocho meses, y que cuatro ahos después de su adjudi 
cacion ni siquiera han podido empezarse, al menos en una parte —  
considerable de las mismas, excede en mucho a sus obligaciones 
contractuales.
Desde esta perspectiva, no cabe duda que se esta ante un supuesto 
tipico de resoluciôn por suspensiôn temporal de las obras por - -
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plazo superior a un a ho decretada por la Administraciôn, suspensiôn 
que hasta la fecha de iniciaciôn del expediente no habia sido le - 
vantada y que, a pesar de ser sôlo parcial, constituye causa suf£ 
dente para impedir la realizaciôn del contrato en su totalidad - 
por causas evidentemente no imputables al contratista. Tal supue_s 
to encaja dentro del apartado tercero de 1 articulo 52 de la Ley - 
de Contratos del Estado, cuyos efectos se regulan en el articulo 
53 de dicha Ley, que concede al contratista el derecho al valor - 
de las obras efectivamente realizadas y el beneficio de las deja­
das de realizar, que se ha establecido, de acuerdo con doctrina - 
sentada por este Consejo de Estado, en el 6 por 100 del importe - 
liquide de ejeoiciôn material de las obras dejadas de ejecutar, -- 
calculado teniendo en cuenta el coeficiente de baja de adjudica-- 
ci ôn de la contrata, cantidad alzada que engloba y concreta la 
demnizaciôn de dahos y perjuicios a perci bi r por el contratista - 
en estos casos".
( 23 ) Esta doctrina no es pacifica en el Alto Cuerpo Consultivo, 
pues al Dictamen de 7 de octubre de 1973 se formulô un voto part£ 
cular que con toda suerte de argumentes rebate la tesis mayorita- 
ri a . (Vid. Recopilaciôn de Doctrina Legal 1973-74 y 74-75, p. 665 ss.)
( 24 ) La sentencia de 13 de noviembre de 1978 dice a este propô­
sito: "Que de los antecedentes aportados al expediente y a los
présentes autos résulta évidente que en el desarrollo de la ejecjj 
ciôn de la contrata adjudicada a la empresa récurrente, a los - - 
efectos de su resoluciôn, existen dos momentos o fechas bien dis­
tintas y di f erenci adas, una la fecha de la suspensiôn total acord^ a 
da por la Empresa Vallina ei 23 oe mai z o de 1972, oespues de man_i 
festar la Direcciôn Tecnica la necesidad de sustituir la cimenta- 
ciôn prevista en el Proyecto por la especial de pilotes (sistema 
Rodlo) para el edificio central, no para el resto de la obra (las 
zonas posterior del edificio y el gimnasio); suspensiôn que res-- 
pecto al edificio tampoco cabe duda que no fue debida a causa im­
putable al contratista, pues las obras del edificio central tenian 
que ser paralizadas al comprobar la Direcciôn Técnica que la nat_u 
râlez a de 1 terreno era i nadecuada para la cimentaciôn proyectada, 
precisando un procedimiento especial de cimentaciôn, confecciona 
un o nuevo de Reformado, lo que forzosamente repercute en la obra 
central a levantar, la paralizaciôn es forzosa, por ser elemental 
que la cimentaciôn ha de ser anterior al resto de la edificaciôn, 
de ahi que mientras no se ejecuto la cimentaciôn especial por la 
empresa adjudicataria del Proyecto Reformado, la Administraciôn 
consintiô la paralizaciôn de los trabajos por el contratista, pero 
solamente en cuanto al edificio central, y la circonstancié de -- 
que la Administraciôn no haya adoptado en marzo 1972 una déclara^ 
ciôn formai de suspensiôn temporal, no desvirtua el hecho cierto 
y real de que la causa de la paralizaciôn de las obras del Edifi­
cio Central noera imputable al contratista, sino a la Administra­
ciôn, como lo confirman la conducta pasiva coetanea y los actos - 
posteriores de la propia Administraciôn que deja transcurrir el - 
resto del a ho 1972 si n decir nada ni tomar medida aiguna, sobre - 
esta paralizaciôn de obras, hasta que en 8 enero 1973 la Adminis­
traciôn tomô el acuerdo de suspensiôn total de las obras por dos
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meses, a contar de dicha fecha, por ser el tiempo fijado a X en - 
la adjudicaciôn de la obra de cimentaciôn especial, desprendiendo 
se de lo expuesto que no es el 8 enero 1973 la que marca la fecha 
de la suspensiôn, sino que la fecha a partir de la que realmente 
hubo necesidad de paralizar la obra central es la anterior, la de 
23 marzo 1972, y durô hasta el 9 marzo 1973 en que se levantô el 
Acta de recepciôn provisional (Documento num. 19)".
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CAPITULO SEPTIMO
GARANTIAS Y MEDIDAS COERCITIVAS PARA LA CORRECTA EJECUCION DE LA OBRA
I.- GARANTlAS DE BUENA EJECUCION.-
El carâcter personal de la obligaciôn del contratista, la nec£ 
sidad de que la obra quede terminada en el plazo poctodo (articulos 45 - 
LCE y 137 RCE) y su responsabilidod por las faltas que en la construcciôn 
puedan odvertirse durante el desarrollo de la obra y hasta la recepciôn - 
definitiva, son todas ellas razones que explicon perfectomente que la A^ 
ministraciôn exija al contratista la prestaciôn de determinadas garanties 
para asegurarse frente a posibles incumplimientos de este ôltimo.
En el Derecho positivo y tombién en la prôctica suelen denomi- 
narse fianzas a las garanties que de muy diverses formas pueden prestar- 
se. El término utilizodo no es siempre correcte pero responde a la fun—  
ciôn de estas garanties, cual es la de afianzar o reforzar el derecho de 
la Administraciôn, por lo que se oRoden a la relociôn contractuel de mè­
nera subordinada o accesoria.
La garantie de bueno ejecuciôn de la obra se constituye como - 
veremos môs odelonte en el momento de la formolizociôn del contrato (ar­
ticulo 122.ô RCE y 73.1 RCCL), pero es en la fase de ejecuciôn del con­
trato cuando despliego sus efectos, por lo que es este el momento mes —  
odecuodo pore su estudio, que debemos empezar fijondo los conceptos de - 
que responde la fianza.
Segun los articulos 115 LCE y 358 RCE les fianzas definitives 
responden de los siguientes conceptos:
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"19. De las penalidodes impuestas al contratista por razôn de 
la ejecucidn del contrato cuando aquéllas no puedan deducirse 
de las certificaciones.
29, Del resarcimiento de les doRos y perjuicics que el adjud^ 
catario ocasionara a la Administracidn con motive de la ejec^ 
ci6n del contrato y de los gostos originodos o la misma por - 
demoro del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones.
39, A la incautacidn que pueda decretarse en los cosos de re- 
solucién del contrato, de ocuerdo con lo estoblecido en el —  
misfflo o con corécter general en la legislacién de Contratos - 
del Estado".
El articule 73.1. RCCL estoblece tombién une coberturo emplie 
de le garantie, pues éste se preste pare esegurer el cumplimiento de les 
estipulociones y le efectividod de les responsobilidodes que pudieron d^ 
rivorse de le gestiôn del adJudicotorio. Ademâs, segûn el articule 89.1. 
RCCL, les multos e indemnizociones que ofecten al contratista se herân - 
efectives inicielmente sobre le garantie.
II.- FUNCION Y NATURALEZA DE LA GARANTlA DE BUENA EJECUCION.-
Le doctrine del Consejo de Estado viene seRolondo de monero —  
reiterodo que lo fionzo (término équivalente a garantie en sentido emplie), 
en le controtocién administrative, cumple une doble funciôn:
"No puede olvidorse que le fionzo, en le controtacién adminis­
trative, juege un doble popel, porque inicielmente es una - - 
clâusule pénal que tese a forfait el perjuicio que se supone 
se producirô en el servicio publico como consecuencio del in- 
cumplimiento y. Junte o este funciôn, sirve tombién como ga­
rantie pore responder, por el orden de prioridodes légales, - 
de los doRos y per Juicios extrecentroctuoles ocosionodos con 
motive de le ejecuciôn del contrato, de tel forme que s^lo e£ 
tre en Juego este segunde funciôn cuando se ho decretodo la - 
rescisiôn sin pérdide de elle, pues, de lo contrario, hobrio 
posodo ex lege a les orcos de le Administrociôn y sôlo cobrio
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procéder sobre los restantes bienes de los controtistos" ( 1 )
La funciôn penal de la fianza se destaca también particular—  
mente en otros Dictômenes como en el de 14 de Julio de 1965 (expediente 
num. 33.172), en el que se dice:
"Es doctrine reiteredo del Consejo de Estado que le noturele- 
ze -en cuento se relocione con le culpo contractuel de le —  
fionzo administrative, en general, es le de une clôusule pe­
nal compensetorie o extintive. El Pliego de Condiciones Gene^  
raies impone le pérdide de le fianza como penolidod por el - 
mero hecho de producirse une rescisiôn culpable y prescin- - 
diendo de que, por el incumplimiento, se hayon producido per- 
juicios meterieles y concretes, oporte de los doRos econômi- 
cos que supone todo ine Jecuciôn.
Le pérdide de le fionzo perece con elle compenser a le Admi—  
nistreciôn del retreso que en le ejecuciôn de le obre pôblice 
ho de implicer une nueve liciteciôn, con le redocciôn, en su 
coso, cosi generolmente, de nuevos proyectos con precios uni- 
torios revisodos, nuevos replonteos, etc.
Se troto, por tente, de un perJuicio derivodo de un retreso - 
en le finolizociôn de le obre publico, de dificil évoluéeiôn 
en cuento o le indemnizeciôn que en Derecho comôn correspond^ 
rie, por el mero hecho del incumplimiento culpable. Pore ob—  
vier este dificil valoreciôn de forme predeterminede y gene­
ral, se evalôe este perJuicio, inmoteriol en cuento o medi- - 
ciôn, en forme de une fionzo administrative ...".
El Tribunal Supremo ho puesto también de relieve le funciôn de 
le fionzo definitive como un medio de estoblecer une valoreciôn global - 
anticipede de les responsebilidedes del contratista por los doRos que coif 
se o los intereses pôblico si no cumple debidomente el contrato. Sin em­
bargo, no equiporo le fionzo a une clôusule pénal cuye eficecie puede —  
modererse por los Tribunoles, segôn los cosos (orticulo 1154 CC). ( 2 )
A nuestro Juicio, une coso es que determinodos formas de garer*
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tia pueden desempeRar una funci6n liquidadora de una indemnizaciôn muy 
dificil de cuantificar per tratarse de daRos a intereses publicos, y —  
otro muy diferente que esa funciôn permita explicar la naturaleza y efi- 
cacia singular de la garantie de ecuerdo con la doctrine de la clôusule 
penal. Ye résulta de por si controdictorio que se quiero explicar une —  
obligeciôn de garantie impueste por le Ley, ocudiendo o un pocto esen- - 
ciolmente convencional. Pero, sobre todo, le explicociôn de le fionzo co 
mo clôusule pénal no tome en considerociôn el hecho innegoble de que el 
oseguroraiento del crédite de le Administrociôn (su derecho a tener le —  
obre concluide a tiempo y correctemente) se lleve a cebo mediante le uti^  
lizeciôn de muy diverses formas de garantie y esto oblige a ester en co­
de coso el tipo de le que se preste pore comprender también cômo despli^ 
go sus propios efectos.
De modo general, le garantie de buene ejecuciôn se oRode el —  
c.o.p. como consecuencio de un mandate legal imperative (articules 113 - 
LCE, 122.6 y 350 RCE) hosto el punto de que corecen de eficecie los con­
tratos en que dicho garantie no oporece constituido reglomentoriamente. 
El origen legal de le garantie explice también su cerôcter irrenuncieble, 
pues se configura como privilégié legal le excepciôn o le prestocién de 
fionzo (articule 353 RCE) ( 3 ) y, edemôs, los tipos o formas que debe - 
revestir le garantie, les cueles pueden coroprenderse en le clesificecién 
bôsice de gbrontios reeles y garanties personeles. Estes dos tipos gené- 
ricos tienen como note comôn le de que orobos constituyen o sirven pore - 
reforzer o ofionzor el derecho gorontizodo, y en este sentido le garan­
tie se configura como un derecho subjetivo de cerôcter subordinedo o ec- 
cesorio; su diferencie estribe en que les garanties reeles conceden el - 
ecreedor un derecho real de realizeciôn de voler, mientros que les gorori 
ties personeles otorgen el ecreedor un derecho o focultod que se dirigen 
hocio le persona del deudor o de un tercero, lo que no quiere decir que
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exista alguna forma de compulsiôn personal, sino que simplemente el pro- 
pio potrimonio de la persona es el que queda comprometido para la satis- 
facciôn del crédite.
III.- GARANTlAS DE CARACTER REAL.-
Como ocobomos de indicor, con la garantie real se esegure o re> 
fuerze un derecho de crédite concediendo a su titular un poder de dispo- 
sicién sobre une coso determinodo, Los tipicos garanties reeles son le - 
prendo, le hipoteco, le onticresis y el derecho de retenciôn, ounque so­
bre este ôltimo no see pocifico le doctrine sobre su noturoleza de dere­
cho real.
Pues bien, a excepciôn de le enticresis, le Administrociôn utj^  
lize los demos tipos de garanties reeles como medios de oseguromiento de 
le correcte ejecuciôn de le obre. Los articules 113 LCE y 350 RCE este—
blecen como modo normal de constituir le fionzo definitive el depôsito -
metôlico o titulos de le deude pôblice, y los articules 121 LCE y 3ô8 —  
RCE consideron como garantie especial le retenciôn de un 10 por 100 como 
maxime, del importe de les certificaciones de obre, focultôndosele el Go 
bierno pore estoblecerlo en los contratos de obre en que concurron dete£ 
minodos circunstoncios, Por su porte, el articule 75 RCCL estoblece como 
objetos susceptibles de constituir le garantie definitive, el metôlico, 
los volores pôblicos, los crédites reconocidos y liquidodos por la corpo 
reciôn contretente, le hipoteco y le retenciôn del importe de les certi­
ficaciones de obono dl destojisto.
Los garanties o fienzes constituides con metôlico, volores o - 
crédites tienen le noturoleza de un verdedero derecho real de prendo, —  
como expreso con todo correcciôn el articule 76 RCCL el hoblor de "le —
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propiedad de efectos erepeRodos" y del titular de la *prenda" Por consi-
guiente en esbos cosos se ofecton unos bienes muebles, cuyo valor es reali­
zable, en seguridad de una obligacidn y, edemas, se produce el desplozo- 
miento posesorio tipico de la prende mediente la consigneciôn o depôsito 
de le coso pignorodo en le Ce je General de Depôsitos o en sus sucurseles 
cuando se troto de une garantie constituido a fevor de le Administrociôn 
del Estado (orticulos 153 LCE y 356 RCE), pues si son garanties a fevor 
de les Corporociones Locales, les prendes definitives como osi les llomo 
el orticulo 77 RCCL, se constituyen en le Ce je de le entidod contretente, 
en le Ce je General de Depôsitos o en sus sucurseles, precisemente dentro 
de le provincie a que corresponde le corporeciôn contretente o, cuando - 
éste le outorizo, en estoblecimiento boncorio legolroente constituido y s^ 
tuedo iguolmente en el mismo ômbito provincial. Por otro porte, este des- 
plezemiento de posesiôn demuestre tombién que se produce une entrego real 
y actuel de bienes, a diferencie de lo que ocurre en le clôusule pénal, 
pues en éste el deudor no entrego node sino que promete dor en el coso de 
que incumplo. Del mismo modo, le tronsmisiôn de bienes que se produce con 
le constituciôn del derecho real de garantie pignoreticio, permite distiji 
guirlo del simple depôsito, pues en éste el depositorio recibe le coso —  
del depositonte en interés del mismo, por lo que oquél quedo obligodo a - 
guordor y restituir le coso depositodo cuando le seo pedido (orticulos 1758 
y 1766 CC).
En rigor, le fionzo definitive en garantie de le buene ejecuciôn 
de le obre constituye un coso de prendo irregular cuando se entrego metô­
lico sin especificociôn, pues entonces el ecreedor pignoreticio ho de de- 
vol ver otro tonto (tontundem) el cumplirse le obligeciôn. Cuando le prej* 
do se constituye con titulos o efectos publicos, tendremos une prendo so­
bre volores previsto en el orticulo 1872 CC y existirô une prendo sobre - 
derechos cuando le garantie consista en los crêditos que se tengon contra
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la entidad local, siempre que estén reconocidos y liquidodos o fovor de 
quienes la constituyon como adjudicotorios o fiodores (orticulo 78 RCCL). 
Lo# problèmes que normolmente plentee le prendo sobre derechos se simpH 
ficon en este coso, pues trotôndose de crédites liquides y reuniéndose - 
en une solo entidad le doble cuolidod de titular del crédite gorontizodo 
y del que se constituye en garantie, se esterô de nuevo ente un coso de 
prendo irregular.
Le garantie real hipotecerie solemente esté previsto en le con- 
tretecién local. Segôn el articule 83 RCCL "o partir de le adjudicociôn 
definitive, y durante le vigencie del contrato. le Corporeciôn podrô - - 
exigir el contratista, en cuelquier memento que constituye sobre sus bi£ 
nés inmuebles, si los tuviere, le hipoteco legal que outorizo el nômero 
59 del articule 168 de le Ley Hipotecerie, con el fin de esegurer les —  
responsobilidodes no cubiertos medionte le garantie definitive". Es decir 
le hipoteco s6lo se utilize como une garantie subsidiorio o complemento- 
rio. El citodo articule 168 LH estoblece que gozon del derecho de hipot£ 
ce legal "el Estado, les provincios y los pueblos, sobre los bienes de - 
los que controten con elles o odministren sus intereses, por les respon- 
sobilidodes que contrajeren estes, de conformidod con lo estoblecido en 
les leyes y réglementes". Suele entenderse que mas que uoe hipoteco legal 
se troto de une hipoteco de constituciôn forzoso por vio reglamentorio - 
( 4).
Finolmente, le retenciôn sobre certificaciones constituye tam­
bién une garantie de le correcte ejecuciôn de le obre, con independencio 
de que puede servir pore regulorizor posibles errores que se puedan com^ 
ter en le liquidociôn de los pogos o cuento, o en le liquidociôn defini­
tive. Prescindiendo de que esta retenciôn implique el ejercicio de un —  
verdedero derecho o de une mere focultod, es évidente que estâmes de nu£
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VO ante una garantie que reviste la forme de prende irregular, pues la 
Administreciôn no se limite a la simple retenciôn de les sûmes de dinero, 
sino que puede epropiorse de elles, con lo que oporece le realizeciôn de 
volor propie del derecho real de prendo.
IV.- GARANTlA DE CARACTER PERSONAL.-
Le garantie de cerôcter personal esegure el derecho de crôdito, 
concediendo el titular de éste le posibilidod de dirigirse hocio le mis­
ma persona del deudor o de un tercero. Los orticulos 113 LCE y 350 RCE - 
foculton el Ministro de Hacienda pore oplicor el aval como medio de ga­
rantie que pueden constituir los adjudicatorios de los contratos de obros 
del Estado. El orticulo 75 RCCL odmite como garantie definitive le fian­
za personal, si bien este forme de garantie sôlo es odmisible en les en- 
tidodes municipales de menos de 2.000 habitantes, cuando los contratos - 
no exceden de 30.000 pesetas, ni de un ono de durociôn (articule 79 RCCL) 
limitociones que le dejon prôcticomente fuero de use.
El aval que se odmite en garantie de buene ejecuciôn es el pre£
todo por un Banco. El articule 370 RCE dispone que "el aval a que se re-
fiere le legisleciôn de Contratos del Estado se otorgoro por un Banco ofl 
ciel o privodo, inscrite en el Registre General de Bencos y Benqueros o 
por Mutuolidodes profesionoles constituides el efecto y por entidades de 
seguros sometidos o le Ley de lô de diciembre de 1954". ( 5 )
El aval boncorio si que es une verdedero fionzo (el articule 1822 
CC dice que "por le fionzo se oblige une a pogor o cumplir por un terce­
ro en el coso de no hocerlo éste"). El problème que puede suscitorse es
el de si el aval boncorio dodo en garantie del c.o.p. tiene noturoleza -
mercontil o administrative. Del articule 374 RCE perece deducirse que e^
- 341 -
tamos ante una garantie con un doble régimen juridico, pues "los ovales 
pore que seen eficoces ante la Administrociôn deberôn sujetorse a le re- 
gulociôn estoblecido en los orticulos siguientes y, en todo coso, a les 
normes del Derecho Mercontil". Sin embargo, este norme no es muy clore - 
porque viene a confundir les normes a les que se su jeta le entidad ava­
liste con les que regulon o determinon le noturoleza del aval prestodo. 
Indudoblemente el Derecho Mercontil rige en todo lo concerniente a les - 
entidades boncorias osi como osegurodoras, pero no se oplico el aval que 
preston en garantie de le correcte ejecuciôn de une obre pôblice, por le 
sencillo rozôn de que dicho aval no constituye un ofianzomiento mercon—  
til, pues segôn el orticulo 439 C. Corn, "serô reputodo mercontil todo —  
ofionzamiento que tuviere por objeto esegurer el cumplimiento de un con­
trato mercontil, eun cuando el fiodor no see comercionte", y es cloro —  
que no tiene noturoleza mercontil el c.o.p. Por consiguiente, desde el - 
punto de visto objetivo estomos ente une fionzo administrative prestodo 
en forme de aval boncorio, y como tel su regulociôn se contiene en el —  
RCE, cuyes lagunes tendrôn que integrorse con les normes contenidos en - 
los orticulos 1822 CC y siguientes.
Le Junte Consultive de Controtociôn Administrative sentô, en es­
te punto, une doctrine correcte, bojo le vigencie de le Ley de Fienzes de 
22 de diciembre de 1960, el decir lo siguiente:
"El aval constituye un octo mercontil y operoci6n normal de les - 
entidades boncorias. Esto significo que el Derecho regulodor de 
estes fienzes debe indogorse estrictomente en el Derecho Mercon- 
til.
Por el contrario, el aval boncorio que outorizo le Ley de fion—  
zes es ente todo une fionzo administrative, cuyo contenido olcori 
ce y efectos hon de contemplorse en el Ordenomiento juridico od- 
ministrotivo. Porque le garantie que pore le Administroci6n sign^ 
fico el aval no esté tonto en su noturoleza de octo mercontil de
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ofianzomiento, como en el hecho de que la legislociôn odministio 
tivo lo hoyo odmitido como couciôn y regulodo cuidodosomente su 
contenido y efectos".
Dentro de los normes que el RCE dedico el aval boncorio se pu£ 
den distinguir perfectomente les que regulon el contenido y efectos de e£ 
te tipo de garantie de oquellos otros que son simple remisiôn a normes —  
por les que se deben régir les entidades fiodores.
El contenido del aval quedo precisodo en el articule 376 RCE, 
el decir que el aval se redoctoré siguiendo el modelo que estoblezco el
Ministerio de Hacienda, debiendo consigner, en todo coso, los siguientes
conceptos:
1. Entidad avaliste y nombre y opellidos de los que firmen en 
nombre de le mismo.
2. Designociôn del empresorio ovolado, segôn se trote de perso 
no naturel o juridico.
3. Orgono administrative o cuyo fevor y disposiciôn se consti­
tuye.
4. Obligeciôn o contrato que se ofianzo.
5. Cuontio o que osciende le garantie y menciôn de su validez
hosto que le Administrociôn outorice su concelociôn.
6 . Fecho de expediciôn y firme.
Los ovales podrôn cubrir total o porciolmente le garantie de
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la licitaciôn o del contrato que motiven su extensiôn.
En cuonto a los efectos del aval, el orticulo 375 RCE dispone 
que la "entidad avaliste deberô responder frente a le Administrociôn, del 
importe seRolodo como fionzo y en los mismos tôrminos que si fuesen cow 
tituidos por el propio contratista, sin que menoscobe de olgôn modo les 
responsobilidodes que le ofecten con orreglo o lo estoblecido en le Legis^  
lociôn de Contratos del Estado y sin que puede utilizer el bénéficié de 
excusiôn a que se refiere el articule 1830 CC por lo que el avaliste o —  
fiodor no podrô porolizor le occiôn de le Administrociôn, obligôndolo prj9 
viomente a que se dirijo sobre los bienes del contratista deudor.
Por lo que se refiere o les entidades avalistes, yo hemos dicho 
entes que les mismos pueden ser garantes segôn los orticulos 122 LCE y —  
370 RCE. Ademôs, el orticulo 371 RCE estoblece que "por el Ministerio de 
Hacienda se estoblecerôn los requisitos que hobrôn de cumplir les entida­
des osegurodoras pore poder emitir este close de ovales osi como les - - 
clôusulos de les pôlizos que el efecto se suscribon. Del mismo modo se - 
dictorô por el Ministerio de Hacienda une disposiciôn regulondo los re—  
quisitos que hon de reunir les Mutuolidodes profesionoles de controtistos 
pore que los ovales que conceden seen eficoces en le controtociôn del E^ 
todo.
Por ôltimo, le prestociôn del aval es potestative de les enti­
dades outorizodas pore expedirlos, correspondiendo a éstos eprecior li—  
bremente le garantie y solvencio que puede ofrecerle el solicitante del 
aval les comisiones, intereses y demôs gestes que se produzcon con mo­
tive de le expediciôn de los ovales son de cuento del empresorio ovalodo 
(articules 372 y 373 RCE).
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V.- CONSTITUCION DE LA GARANTlA.-
En la contrataciôn estatal el contratista debe acreditar el pl£ 
zo de 25 dias contados desde que se le notifique la ad judicaciôn définit^ 
va, la constituciôn de la fianza correspondiente. Se trata de un plazo pe 
rentorio y esencial hasta el punto que la Administrociôn quedo focultoda 
para declarer resuelto el contrato si el contratista no presto le garan­
tie por couses imputables a ôl (articules 118 LCE y 361 RCE). ( 6 )
En le controtociôn local no se estoblece reglomentariamente un 
plazo pore le constituciôn de le garantie, por lo que se tiene que ester 
el pliego de code contrato, ounque si se subraya el cerôcter esencial de 
le garantie pore le plena eficecie del contrato, reforzôndose le sonciôn 
de ineficocio, coso de que le garantie no se constituye, con le prohibi- 
ciôn de que el Interventor de fondos pogue el contratista cuelquier con- 
tidod, mientros no hoyo constituido le garantie definitive (articule 73 
RCCL).
Por lo que se refiere el lugor de constituciôn de le garantie, 
les de cerôcter pignoreticio osi como les que se presten en forme de - - 
aval boncorio, se consignon en le Ce je General de Depôsitos o en sus su- 
cursoles, si son o fevor de le Administrociôn del Estado, pues si se tr£ 
te de garanties a fevor de Corporociones Locales tombién se pueden cons­
tituir en la Ce je de le entidad centrotante o en un estoblecimiento bon- 
corio, dentro de le provincie; si se trotose se une Moncomunidad de Mun^ 
cipios pertenecientes a provincios distintas, el estoblecimiento depôsi- 
torio deberô encontrorse en le provincie correspondiente o oquéllo en le 
que rodique la copitolidad de la Moncomunidad (articules 356 RCE y 77 —  
RCCL). ( 7).
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La constituciôn de la garantie en forme de hipoteco legal se s£ 
jeta 0 les siguientes formalidodes que seRolo el articule 84 RCCL:
19.- La Corporaciôn debe designer los bienes que se hon de gra­
ver y unir al expediente certificaciôn del Registre de la Propiedad que -
acredite la inscripciôn y circunstancia de los mismos.
29,- Audiencio del interesodo, por comporecencio para que mani-
fieste su conformidad y si la diere, se constituirô la hipoteca por docu­
mente expedido ante el Secretario, que servirô de titulo para la inscrip­
ciôn.
39,- Si el contratista discreporo del ocuerdo odoptodo por le - 
Corporaciôn, podrô interponer recurso de reposiciôn, y subsiguientemente 
recurso contencioso administrative, sin perjuicio, durante le sustoncio- 
ciôn del mismo, se tome onotociôn preventive en el Registre de le Propije 
dod, pore lo cuol serô titulo suficiente le certificaciôn del ocuerdo.
Le garantie prestodo en forme de aval otorgedo por banco u - —  
otro entidad outorizoda, debe ajustorse el modelo estoblecido en le orden 
de 10 de moyo de 1.968. Ademôs, el aval debe ester outorizodo por opodez£ 
do de le entidad avalante que tengo poder suficiente para obligarlo ple- 
nomente, correspondiendo al bastonteo, previomente y por uno solo vez, o 
le Asesorio Juridico de le Ce je General de Depôsito o a le Abogocio del 
Estado cuando se trote de sucurseles. El Pliego de clôusulos administra­
tives porticulores podrô exigir que los ovales llevon le firme legitimo- 
do; en coso contrario no serô exigible este requisite. El contratista —  
closificodo que présente un aval folso serô soncionodo por le onulociôn 
definitive de su closificociôn sin perjuicio de les responsobilidodes a 
que hoyo lugor y que serôn tombién exigidos a los controtistos no clasi-
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ficados que incurran en el mismo delito (orticulos 377 y 378 RCE).
El RCCL no olude especiolmente a lo gorontio en forma de oval, 
pero no hoy dudo de su posibilidod dentro del mismo supuesto que el or—  
ticulo 74 RCCL, que odmite que la garantie definitive se constituye por 
los propios licitodores o por terceros en interés de oquéllos. Estos te£ 
ceros pueden ser, pues, une entidad boncoria u otro debidomente outorizo^ 
de (osegurodora, mutuolidod, etc.), les cueles, como sucede con les goran 
ties estotoles, no pueden utilizer el bénéficié de excusiôn previsto en 
el articule 1830 CC. En todo coso, el articule 110, pârrofo 9 del Décré­
té de 6 de octobre de 1977 dice que se odmitirô el aval boncorio como m£
dio de garantie pore constituir le fionzo definitive de los controtistos.
En cuento a le fionzo puromente personal tiene, como yo se ho 
seRolodo, escoso oplicociôn prôctico, pudiendo ser constituido por un ye 
cino de le locolidod que see contribuyente por territorial o industrial 
con cuoto onuol superior o 250 pesetas. Le fionzo se formalize por escr£ 
to ente el Secretario del Ayuntomiento (orticulo 79 RCCL).
VI.- RRORQRCIONALIDAD DE LAS GARANTlAS.-
Lo garantie definitive o de buene ejecuciôn se estoblece en un 
porcentoje del presupuesto de le obre. En le controtociôn estatal le fio£ 
zo se fi je en un 4 por 100 como norme general, pues en cosos especioles 
los Jefes de los Deportomentos Ministerioles pueden estoblecer une fian­
za complementorio de hosto un 6 por 100 del presupuesto total de le obre
(articules 113 LCE y 350 y 354 RCE).
Se considéra a estos efectos cosos especioles, entre otros, —  
oquellos contratos en los que, dodo el riesgo que osume la Administrociôn
- 347 -
por la naturaleza de la obra o su réginen de pagos, résulta aconsejable 
acentuar la garantia en favor del interés pôblico. Incunbe a los Jefes de 
los Deportomentos la opreciocién discrecionol de los cosos en que procéda 
exigir la fionzo complementorio (orticulo 354 RCE) (8 )•
A efectos de déterminer el importe de la fianza, se entiende - 
por presupuesto total de la obra, el estoblecido por la Administrociôn - 
como base de la licitociôn, es decir, se tomo en considerociôn el presu­
puesto tipo. Unicomente en los concursos en los que la Administrociôn no 
hoyo fijodo previomente el presupuesto de la obra, se considéra como pr£ 
supuesto base para colculor el porcentoje de la fionzo, el presupuesto de 
adjudicociôn o precio del contrato.
El importe efeetivo de las fionzos constituidos en volores se 
determinon tomondo como base la cotizociôn oficiol de éllos en el ôltimo 
dio anterior al de la constituciôn del depôsito. Si los volores son omo£ 
tizobles se computorôn por su volor nominal (orticulo 351 RCE).
La proporcionolidod de la garantia se montiene durante la vida
del contrato, de oqui que el RCE contengo dos formas que regulon el mon- 
tenimiento de la garantia en la mismo proporciôn con que fue constituido, 
tonto para el coso de que se reduzco por incumplimiento como por nova—  
ciôn objetivo.
Cuando se hocen efectivos con cargo o la fionzo las penalidodes
impuestos por moro, e iguolmente en el supuesto de resarcimiento de do—
Ros y perjuicios que se puedan cousor a la Administrociôn con motivo de 
la ejecuciôn del contrato, el contratista quedo obligodo o reponer la go 
rontio. Del mismo modo, cuando o consecuencio de la modificociôn del coji 
troto expérimente voriociôn el volor total de la obra controtodo, se reo 
justorô la fionzo constituido en la cuontio necesorio para que se montengo
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la debida proporcionolidod entre la fionzo y el presupuesto de las obros 
(orticulos 116 y 117 LCE y 359 y 360 RCE).
La reposiciôn o ompliaciôn de los gorontios se su jeta al mismo 
plazo de 25 dias previsto para su constituciôn, voriondo lôgicomente, la 
forma de computor dicho plazo, pues se contorô desde la fecho en que se 
hogon efectivos las penalidodes e indemnizociones en los cosos de incum­
plimiento, o la fecho en que se notifique al contratista la modificociôn 
del contrato. El incumplimiento del plazo es causa de resoluciôn del co£ 
troto (orticulos 118 LCE y 361 RCE).
Por lo que se refiere o los requisitos de forpo, el orticulo - 
362 RCE dispone que "todos los voriociones que experimenten las fionzos 
por rozôn de omortizociones de volores, sustituciones de éstos o de los 
ovales, ompliociones y reajustes de su importe o por cuelquier otro cau­
sa, serôn formolizodos en documentes administratives y se incorpororôn a 
su expediente.
En la controtociôn local también rige la régla de la proporcio 
nolidod de la garantie definitive que se fi je en une contidod comprendi- 
do entre el 4 y el 6 por 100 del presupuesto de adjudicociôn siempre que 
éste no excedo de un millôn de pesetas, como osi estoblece el articule - 
82 RCCL, que ademôs seMolo para el exceso la siguiente escolo:
a) Por la contidod que supere el millôn de pesetas, sin sobre- 
posor la de cinco millones, del 3 al 4 por 100 de dicho contidod.
b) Hosto diez millones, del 2 ol 3 por 100 sobre cinco mille—
nés. y
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c) en lo que rebase la cifra de diez millones, del 1 al 2 por
100.
El mismo precepto prevé la posibilidod de reducir, omplior o - 
estoblecer un importe diferente de la garantie. En los contratos por des- 
tajo el volor de la garantia se reduce a la mitod del que resuite oplicoj* 
do los normes générales. En el coso de que la adjudicociôn se hiciero con 
olza o bojo que excedo del 10 por 100 del tipo de la licitociôn, se debe 
constituir una garantie complementa rie consistente en la tercero porte de 
la diferencie entre el importe del 10 por 100 y el olza o bojo ofrecido. 
Por ôltimo, si circunstoncios especioles lo oconsejon se pueden fijor t£ 
pos distintos de los seRolodos mas orribo, pore lo cuol es necesorio fo£ 
mulor une propuesto razonodo que se somete o la oprobaciôn de la Direcciôn 
General de la Administrociôn Local.
VII.- EJECUCION Y DEVOLUCION DE LAS GARANTlAS.-
Cuondo el contratista no cumple con la obligeciôn principal o 
con les obligaciones subsidiaries (ejecuciôn de la obra y resarcimiento 
de doRos y perjuicios, respectivomente), la garantia prestodo en seguri­
dad de esos obligaciones se hocen ejecutobles pore la sotisfocciôn del 
crédite de la Administrociôn. Este crédite tiene noturoleza privilegiodo 
y osi el articule 363 RCE dice que "la fionzo estorô primordiolmente - - 
ofecto a las responsobilidodes mencionodos en el articule 358, y para - 
hocerlo efeetivo el Estado tendra preferencio sobre cuelquier otro ocrme 
dor, seo cuol fuere la noturoleza del mismo y el titulo en que se funde 
su pretensiôn". En lo controtociôn local también se reconoce el cerôcter 
privilegiodo del crédite, pues o elle équivale la considerociôn de inem- 
borgobles de estas garanties; segôn el articule 91 RCCL "ningôn Tribunal 
ni Autoridod podrô decretor la intervenciôn o el embargo de las garanties
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provisionales o définitives de los licitodores y odjudicatorios, en los 
contratos en que seen porte las Corporociones Locales, sino pore el su­
puesto de que, una vez formolizodo o determinodo, queden cubiertos o li- 
quidodos todos las responsobilidodes que nozcon de los mismos".
La ejecuciôn de las garanties puede ofrecer olguno modolidad - 
segôn la noturoleza de las mismos. Pero como régla general se puede ind£ 
cor que la Administrociôn no tiene que someterse a un procedimiento jud£ 
ciel pore la ejecuciôn, pues su privilégie de outotutelo le permite 11e- 
vor a cobo por si mismo su ejecuciôn. Esto no quiere decir que la Admi—  
nistrociôn puede emprender uno vio de hecho ni que el e jecutodo quede to 
tolmente indefenso. Los actes de ejecuciôn material son también actes qd 
ministrotivos que se su jeton a normos y frente a los cueles cobe deducir 
los correspondientes recursos. Como norme capitol debe tenerse en cuento 
la del articule 100 LPA, segôn el cuol la Administrociôn Pôblice no ini- 
ciorô ninguno octuociôn material que limite derechos de los porticulores 
sin que previomente hoyo side odoptoda la decisiôn que le sirve de fund£ 
mente juridico, oRodiendo que el ôrgono que ordeno un acte de ejecuciôn 
material estorô obligodo a comunicor por escrito, y a requerimiento del 
particular interesodo, la resoluciôn que outorice la octuociôn adminis­
trative.
La jurisprudencio del Tribunol Supremo ho sentodo la doctrino 
de que la pérdido de la fionzo no es consecuencio inmedioto o outomôtica 
del incumplimiento, sino que debe bosorse en la opreciociôn especifico 
del dolo o culpo grave por porte del contratista. Asi se déclara en las 
sentencios de 15 de diciembre de 1978, 21 de noviembre de 1981 y 24 de - 
febrero de 1982. En esta ôltimo se dice lo siguiente:
"CDO. : Que de lo dicho se deduce que la Ley y el Reglomento de 
los contratos del Estado (R. 1965, 771 y N. dicc. 7365; R. —
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1968, 209, 483 y N« Dicc. 7370), regulon con seporociôn las —  
causas y los efectos de la resoluciôn de los mismos y que, por 
consiguiente, segôn es doctrine comunmente odmitido, no se ideji 
tificon necesoriomente el incumplimiento del contratista, como 
causa resolutorio del contrato, y la culpo del mismo, que 11e- 
va consigo las consecuencios punibles de la pérdido de la fion 
zo y la eventual idemnizociôn a la Administrociôn por doRos y 
perjuicios, pudiendo darse el coso, que es el de autos, de que 
un contratista hoyo incumplido olguno clôusulo contractual que 
determine la resoluciôn y, sin embargo, no seo opreciable en - 
su conducto uno culpabilidod merecedoro de que se impongon las 
sanciones establecidas en el art. 160 del Reglomento, por con- 
currir olguno circunstancia exculpotorio".
Cuando la garantia esta constituido en metôlico o en volores, - 
la Administrociôn ocordorô su incoutociôn medionte ocuerdo que deberô no- 
tificor ol contratista. El RCE nodo dice al respecte, por lo que boy que 
ester a las normes générales de la LPA. En combio el articule 89 RCCL es- 
toblece que "cuando se hubiere prestodo (la garantie) en metôlico, bosto- 
rô el ocuerdo de incoutociôn en visto del cuol la Intervenciôn de Fondos 
reolizorô las operociones procedentes pore el ingreso de los volores en - 
Presupuesto y su contobilizociôn como taies. Este mismo articule estoble- 
ce pore los volores pôblicos que se vendon con intervenciôn de Agente de 
Boisa, los que fueren necesorios para cubrir las responsobilidodes.
Si la garantia se hubiere prestodo en forma de aval y hoyo de 
procederse contra la mismo, el articule 379 RCE estoblece que "la enti—  
dod ovolisto correspondiente quedo obligodo a ingresor en metôlico, en - 
la Cojo General de Depôsito, el todo o la porte que procéda de la conti- 
dod gorontizoda en el plazo de 15 dias contados desde la fecho de recibo 
de la oportuna notificociôn"• Como la reclomaciôn de la Administrociôn - 
contra la entidad ovolisto serô siempre de uno contidod liquida, deberô 
tenerse en cuento que el orticulo 105 LPA monda observar el procedimien­
to previsto en el Estotuto de Recoudociôn en el supuesto en que dicho E£
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tidad no se ovengo a pogor voluntoriamente. En el onbito local la ejecu—  
ciôn de la fianza personal se lleva a cabo procediendo contra los bienes 
del fiodor (orticulo 89 RCCL) y si la ejecuciôn tuviero que ser forzoso 
el procedimiento o seguir séria de noturoleza exclusivomente administro- 
tivo (orticulo 737 LRL).
Respecto a otros formas de garantia que se odmiten en la contra 
tociôn local como son los créditos que se tengon contra la entidad o cor­
poraciôn controtonte y la hipoteca legal, el orticulo 89 RCCL estoblece - 
como suficiente para la ejecuciôn, si se troto de crédites, el ocuerdo de 
su concelociôn• Nodo, en combio, se dispone sobre la hipoteca legal, por 
lo que su ejecuciôn se efectuorô de ocuerdo con los procedimientos prévis^ 
tos en la legislociôn hipotecorio.
La liberociôn o devoluciôn de las gorontios sôlo es posible - - 
cuando quedo ocreditodo que el contratista ho cumplido con su obligeciôn 
de reolizor la obra y entregorlo en el plazo convenido. El orticulo 364 - 
RCE concede a la Administrociôn un plazo de 3 meses improrrogoble, conto- 
do desde la recepciôn y liquidociôn définitives de las obros, pore la de­
voluciôn del importe de la fionzo o, en su coso, la concelociôn del aval. 
Cuando la recepciôn y liquidociôn definitive no se oprueben por la Admi- 
nistrociôn en los plozos fijodos por el RCE y la couse no es imputable - 
ol contratista, quede éste soliciter la sustituciôn de la fionzo consti- 
tuido en metôlico o titulo de la deude por un aval.
La devoluciôn se efectuo por la Cojo General de Depôsito o sus 
sucurseles, pore lo cuol es necesorio que la Autoridod a cuyo disposiciôn 
estuviese constituido la fionzo, comunique a oquéllo si la garantie ho - 
quedodo libre de responsobilidodes por rozôn de les obligaciones derivo- 
dos del contrato o, en su coso, la porte de elle que quedo ofectodo por
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las nisnas y destine que deba dôrsele. La Caja se tiene que abstenez de 
la devoluciôn cuando hoyo mediado providencia de embargo dictoda por au- 
toridad compétente, rozôn por la cuol las providencios hobrôn de ser dirj. 
gidos directomente ol ôrgono en que se hollose constituido o depositodo - 
la fionzo, es decir, la Cojo General o sus sucursoles (orticulos 365 y —  
366 RCE).
Para los Corporociones Locales el orticulo 88 RCCL ordeno que, 
para la concelociôn de la garantia que se cumplon los siguientes requisi­
tos:
"19. Anuncio en el Boletin Oficiol de la Provincio para que en 
el plazo de quince dias puedan presentor reclomociones quienes 
creyeren tener olgôn derecho exigible ol adjudicotorio, por zo 
zôn del contrato gorontizodo.
29. Justificociôn de hober cumplido los obligaciones derivodos 
del contrato.
39, Informe favorable del Interventor de Fondos, en todo coso 
y del tôcnico interviniente en el cumplimiento del contrato —  
por porte de la entidad local, cuando lo hoyo.
49, Acuerdo del ôrgono local compétente, que deberô odoptorlo 
dentro de los sesento dias siguientes ol que se hubiero solic£ 
todo la devoluciôn, la cuol se entenderô denegodo, o efectos - 
del procedente recurso, si no recoyere resoluciôn en el expre- 
sodo plazo".
Si la Administrociôn no devuelve la garantia constituido por el 
contratista, cuando es posible liberorlo, incurre en responsobilidod dez£ 
vodo de la moro y tendrô que indemnizorle de los doRos y perjuicios que - 
se le produzcon (orticulos 158 RCE, 92 RCCL y 1101 CC).
VIII.- BENALIDADES.-
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1. Concepto y funciôn de lo penq por retreso.- Con el fin de e£ 
tinulor ol contratista para que termine la obra puntuolmente, se utilizo 
la clôusulo penal o peno convencional cuyo concepto no difiere del que —  
tiene en la controtociôn privodo. DIEZ PICAZO ( 9 ) dice que se denomino 
"penq convencional" o oquéllo prestociôn que el deudor se compromete o sa 
tisfocer ol ocreedor para el coso de incumplimiento o de cumplimiento de- 
fectuoso de la obligociôn principal. CIANFLONE (lO) dice que la clôusulo 
pénal es un pocto en virtud del cuol el contratista para el coso de reto£ 
do en la terminociôn de la obra, se obligo o pogor uno determinodo sumo - 
de dinero por dio de retroso.
En el c.o.p. la peno convencional no obedece ol principio dispo 
sitivo de los portes. La Administrociôn no tiene autonomie para configu­
rer la clôusulo convencional, pues su contenido es reglodo, tonto en or­
den o la imposiciôn de la penolidod como o su cuontio y liquidociôn, co­
mo ohoro veremos.
La peno convencional cumple une funciôn estrictomente soncion£ 
dora en el c.o.p., pues su finolidod es estimulor ol cumplimiento tempe£ 
tivo y éviter cuelquier retreso en la terminociôn de la obra. No tiene, 
pues, la clôusulo pénal une simple funciôn liquidotorio que permite est£ 
blecer previomente el importe del doRo, ni mucho menos se concibe como - 
focultod del deudor que le permita liberorse de su obligeciôn pogondo la 
peno (peno de orrepentimiento). El cerôcter coercitivo o soncionodor de 
la peno por retordo se odvierte en el orticulo 139 RCE ol decir que "la 
oplicociôn y pogo de estas penalidodes no excluye la indemnizeciôn o que 
la Administrociôn puede tener derecho por daRos y perjuicios ocosionodos 
con motivo del retreso imputable ol contratista".
2. Requisitos pore la oplicociôn de la peno.- Condiciôn indis-
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pensable para que la pena pueda aplicarse es que el contratista baya in- 
currido en demora respecto de los plozos porcioles, por causa imputable 
ol mismo, de monero que hogo presumir rocionolmente la imposibilidod de 
cumplimiento del plazo final o bien hoyo quedodo incumplido este ôltimo. 
La peno sôlo puede ser impuesto en coso de retordo sin que pueda exten- 
derse o otros formas de incumplimiento defectuoso por porte del contra­
tista, (11)
Ademôs, para la exigibilidod de la peno bosto que se produzco 
un retroso imputable ol contratista, sin necesidod de interpelociôn o iri 
timociÔn previo para que se constituyo la situociôn juridico de moro( 12), 
Por tonto, producido la moro, la Administrociôn puede optor indistinto—  
mente por la resoluciôn del contrato con pérdido de fionzo o por la impo 
siciôn de los penalidodes (orticulos 45 LCE y 137 RCE).
Tompoco es necesorio que la Administrociôn pruebe la culpo del 
contratista, bosto el hecho objetivo del retroso, Del mismo modo, la Ad- 
ministrociôn no tiene que demostror que el retroso le ho cousodo doMo, - 
ni el contratista puede olegor que no se ho producido.
Por ôltimo, no procédé la oplicociôn de la peno por retroso —  
cuando el contrato ho quedodo resuelto, pues en este coso la Administro- 
ciôn tiene derecho ol resarcimiento de todos los doRos y perjuicios que 
se le couson. La peno sôlo tiene rozôn de ser cuando todovio es posible 
el cumplimiento ( 13).
3. Côlculo y liquidociôn de la penolidod.- Segôn el orticulo 138 
RC& los penalidodes se groduon con corôcter general en otenciôn ol pre­
supuesto total o porciol de la obra, segôn que el plazo incumplido seo 
el total o uno porciol de la mismo, y esto sin perjuicio de que el Go- -
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bierno pueda outorizar otros penalidodes distintos para un determinodo —  
contrato. Este precepto que se ocobo de citor estoblece uno escolo que va 
desde uno multo de 500 pesetas diorios cuando el presupuesto no posa de 
quinientos mil pesetas, hosto 100,000 pesetas diorios, cuando el presu- - 
puesto esté comprendido entre setecientos cincuento millones uno o mil —  
millones; la multo es del 1 por 10.000 pesetas diorios para el exceso so­
bre la ultimo cifro indicoda. En ningun coso, los penalidodes por demora 
pueden exceder del 20 por 100 del presupuesto total de la obra, yo que —  
una vez que se olconzo este limite môximo, la Administrociôn debe procé­
der o la resoluciôn del contrato.
Para el côlculo de los penalidodes hoy que tener en cuento que 
los procedentes por incumplimiento de los plozos porcioles no son ocumu- 
lobles entre si, ni tompoco o los que pudiero corresponder por incumpli­
miento del plazo total, excepto los debidos o incumplimiento de plozos - 
porcioles que correspondon o las recepciones provisionales previstos en 
el orticulo 170 RCE, los cuoles quedon firmes y définitives. Consecuentjs 
mente, ol incumplirse un plazo porciol o el plazo total, la penolidod o 
ôl correspondiente obsorberô las que hayon tenido lugor onteriormente, - 
con el corôcter de no ocumulobles, hosto que seon liquidodos e incluso - 
procediéndose o la devoluciôn de la diferencie si el montante de les yo 
impuestos resultose superior ol que corresponde por el ôltimo plazo in­
cumplido (orticulo 138, pôrrofos 39 y 49 RCE).
La liquidociôn de la multo o peno pecuniorio se efectôo mediojn 
te retenciôn de los pogos a cuento. El articule 139 RCE dice que "los —  
importes de les penalidodes por demora se horôn efectivos medionte dedu£ 
ciôn de los mismos en los certificaciones de obros que se produzcon". —  
Por otro porte, el pogo de la peno quedo gorontizodo por la fionzo segôn 
tuvimos ocosiôn de ver môs orribo.
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IX.- EJECUCION FORZOSA.-
La ejecuciôn forzoso es uno medido coercitivo môs intense que 
la que supone la garantia de bueno ejecuciôn y la peno por retroso. Es­
tas ôltimos cumplen los funciones yo estudiodos de servir o uno liquido- 
ciôn onticipodo del doRo, ounque no seo total, y de inducir ol controti£ 
ta o que cumplo el contrato. La ejecuciôn forzoso, como dice CIANFLONE - 
( 14 ) permite obtener la mismo utilidod derivodo de la obligociôn primo- 
rio por medio de un cumplimiento en forma especifico. En el c.o.p. esto 
se consigue medionte el uso que hoce la Administrociôn de su privilégie 
de outotutelo, es decir, que sin ocudir ol omporo judicial puede octuor 
por si mismo para obtener la sotisfocciôn de su derecho. Este privilégié 
es, pues, de procedimiento, pues el derecho de obtener une ejecuciôn a - 
costo del deudor viene reconocido como principio general en el articule 
1098 CC; "si el obligodo o hocer olguno coso no la hiciere se mondarô —  
ejecutor o su costo".
Ahoro bien, el articule 141 RCE no régula la ejecuciôn forzoso 
como medido de corôcter general que pudiero constituir une olternotiva - 
de la resoluciôn del contrato o de la imposiciôn de penalidodes por in—  
cumplimiento. La ejecuciôn forzoso es configurodo con corôcter liroitodo 
y excepcionol.
Su corôcter limitodo se pone de monifiesto por el hecho de que 
el citodo precepto reglamentorio refiere esta medido o los supuestos de 
incumplimiento de plazo imputable ol contratista. Y debemos entender que 
el incumplimiento del plazo no puede medirse porque el mismo yo hoyo sido 
rebosodo, sino porque el ritmo de la obra hogo presumir que el plazo no 
podrô cumplirse si no se oceleron los trobojos. Segôn el orticulo 141 la 
ejecuciôn forzoso dura "hosto olconzor el ritmo previsto en el contrato". 
Por tonto si el plazo yo ho quedodo incumplido lo que serô procedente es
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resolver el contrato y continuor la obra con lo intervenciôn directe de 
la Administrociôn (orticulo 187 RCE) o indirectomente por otro contrati£ 
ta, previo su selecciôn de acuerdo con los procedimientos odmitidos en - 
el RCE.
El corôcter excepcionol de la ejecuciôn forzoso lo reconoce el 
propio orticulo 141 ol decir que "el Gobierno, con corôcter excepcionol, 
podrô ocordor que el ôrgono de controtociôn osumo directomente la gestiôn 
de la obra ...". La excepcionolidod de la medido se odvierte fôcilmente - 
tonto en relociôn con la Administrociôn como con el contratista. La Admi- 
nistrociôn sufre uno grave perturbociôn, pues sustituye su funciôn de vi- 
giloncio y coloborociôn con el contratista por uno gestiôn directe para - 
la que es posible que ni siquiero tengo de inmedioto los medios odecuodos. 
Para el contratista la medido es iguolmente muy grave, pues se le priva 
de la gestiôn de la obra, con la consiguiente pérdido de bénéficié, omén 
del doRo que se le causa en su crédite profesionol.
1. Procedimiento para ocordorlo.- El articule 141 RCE no lo S£ 
Rolo, ônicomente se indice la competencio para decidir la ejecuciôn for- 
zoso otribuyéndolo ol Gobierno. Mas el silencio del RCE hobrô que colmqr 
lo oplicondo les normes o principios fundomentoles de la ejecuciôn admi­
nistrative, estoblecidos en el articule 100 LPA y siguientes. Perece, —  
pues, necesorio que se instruyo un outéntico procedimiento en el que con£ 
te el opercibimiento ol contratista pore que cumple el contrato, sin que 
esto equivolgo o une outéntico puesto en moro, que no es necesorio dodo 
el corôcter esencial del plazo de ejecuciôn (orticulo 138 RCE) (15), Si 
en el expediente se instruye con informes técnicos o de otro tipo, debe­
rô concedérsele ol contratista el trômite de audiencio (orticulo 91 LPA). 
Concluido el expediente y elevodo ol Gobierno (Consejo de Ministres), se 
dictorô la resoluciôn que procéda, que el contratista podrô recurrir en
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reposiciôn y, ulteriormente impugnar en la jurisdicci6n contencioso adnd 
nistrativa, Por 61tino, la gestidn directa de la obra por la Administra- 
ci6n deberâ lôgicamente iniciarse dejândose constancia documentai del e£ 
tado de les trabajos en ese memento, asi como de les medios de maquina—  
ria, instalaciones, etc. El personal del contratista no sufre ninguna o^ 
terocidn en su orgonizocién ni en su relacidn loberai del contratista; su 
disciplina de troba)o es la que posa a depender de la Administrocidn.
2. Efectos.- El olconce de la ejecuciôn forzoso le configura - 
ompliomente el articule 141 RCE ol indicor que le gestidn de le obra por 
le Administrociôn le faculté para la utilizacidn de la maquinaria, elemeri 
tes materiales de traba}o y demés medios onâlogos efectos o la obra, pu- 
diendo incluse subrogorse en les operociones y négociés celebrodos con - 
terceros pore le odquisicidn de moquinorio o de materiales.
Mas aunque la ejecuciôn forzoso se concibo con eso omplitud, - 
la mismo no significo que el controto quede resuelto. Como dice CIANFLONE 
( 16 ) este remedio es intense con el fin de conseguir el cumpliroiento —  
del controto, independientemente de la voluntod y de la octividod del co£ 
trotisto, por le que presupone por elle mismo que el controto permonece 
vigente; un controto resuelto no puede ser cumplido ni directa ni indire£ 
tomente. Consecuentemente, el contratista conserva sus derechos dériva—  
dos del controto; puede pedir su resoluciôn si considéra que la ejecuciôn 
forzoso se ho ocordodo ilegitimomente; tiene derecho al precio de la obra 
que baya ejecutodo; tiene derecho o vigilor (no o inmiscuirse) la ejecu­
ciôn de la obra, pues ésto se realize a su costo, etc.
En el orden econômico, la ejecuciôn forzoso determine que el - 
contratista debe soportor el mayor gostos que ocosione la reolizaciôn de 
la obra por la Administrociôn, quedondo garontizodo su resorcimiento con
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la fianza définitive (articulo 141 RCE, pârrafo segundo). Este mayor go£ 
to se determinorâ sobre la base de tomar como punto de portido pore la - 
valoraciôn de la obra que realice la Administrociôn los precios poctodos 
en el controto; el exceso de coste que no cubro esos precios sera el que 
deberâ soportor el contratista. Por el contrario, si la Administrociôn - 
obtiene un ohorro o économie con su gestiôn, o elle le corresponderô y - 
no podrâ beneficiorse el contratista incumplidor.
Los efectos de la ejecuciôn forzoso ceson cuondo se olconce el 
ritmo previsto en el controto, como dice el articulo 141 RCE, y aunque - 
node se digo porece lôgico que see necesorio el ocuerdo del Gobierno po­
re que se pongo fin a este estodo excepcionol en la ejecuciôn de la obra.
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N O T A S
( 1 ) Dictamen 18 enero de 1962 (Exp. num. 28.398).
( 2 ) SIS 18 abril 1974
( 3 ) Sobre irrenunciobilidod porciol vid. Dictamen del Consejo de Est£ 
do de 30 junio 1967 (Expte. nüm. 35.411).
( 4 ) ROCA SASTRE, R.M. "Derecho Hipotecorio". Tomo IV. Barcelona 1968, 
p. 919.
( 5 ) Por Decreto de 26 de julio de 1978 se estoblece el régimen jurid^
co, fiscal y financière de los llomcdos Sociedodes de Gorontia Recipro-
co que tienen por exclusive objeto "prestor garantie por aval o por - - 
cuolquier otro medio odmitido en derecho, o fovor de sus socios pore les 
operociones que estes reolicen dentro del giro o trâfico de les empresos 
de que estes seen titulores".
( 6 ) "El que la incopocidad financière résultante hoyo side tronsitorio 
o permanente es date que la ley no tiene en cuento o la here de regular 
las obligociones del contratista de forroolizor el controto y constituir 
les fionzos (Dictamen del Consejo de Estodo de 14 de julio de 1970, Exp. 
num. 37,031).
( 7 ) El articulo 110, pérrofo 82 del Decreto de 6 de octobre de 1.977 
(Texto Refundido de la Ley de Bases de Régimen Local) dice que: "las fio£ 
zos de los controtistos podron depositorse indistintomente en la Cojo G£ 
nerol de Depôsitos o en la Cojo de la Corporociôn controtonte".
( 8 ) Sobre la discrecionolidod de la Administrociôn para implontor uno 
fianza complementorio vid. sentencio del Tribunal Supremo de 19 junio —  
1971.
( 9 ) Ob. cit. p. 573.
( 10 ) Ob. cit. p. 624.
( 11 ) Vid. CIANFLONE Ob. cit. p. 625.
( 12 ) La STS 5 octobre 1979 dice: "Que el octo administrative de son—  
ciôn-imposiciôn de la penolidod de cinco mil pesetas por coda dio de re- 
troso en la entrego de la obra en base de lo dispuesto en la clôusulo —  
59 del controto y art. 138 del Regl. de 28 de diciembre de 1967 (R. 1968, 
209, 483 y N. Dicc. 7.330) se apoya en el hecho ocreditodo del retroso -
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en la marcha y entrega de la obra imputable al contratista, quien habio 
de ejecutarlas con estricto sujeciôn o los clâusulos del controto y pr£ 
yecto, art. 130, a su riesgo y ventura, art. 132, debiendo cumplir los 
plozos porcioles para la ejecuciôn sucesiva del contrato y el general - 
para su total reolizaciôn, art. 137, dodo que la paralizociôn o suspen- 
siôn de las obras sôlo podria verificorse por motivo grave y mediante - 
ocuerdo del ôrgono que celebrô el contrato (pérrofo 32 art. 131), sin - 
que en este supuesto siquiero se solicitore; constondo que oprobodo el 
replonteo el 29 ogosto 1970, debion comenzorse 15 dios después, finali- 
zondo el plozo contractual de 18 meses el 12 morzo 1972 y que ante la - 
marcha de las mismos la Jefoturo del Servicio en 22 febrero 1971 operci 
biô al contratista por la demoro observodo y en 20 octobre 1971 se la - 
convoco para que présente un nuevo plan de obra, previo el correspon- - 
diente estudio, que permito recuperor el retroso a fin de terminer la obra 
en el plozo poctodo, sin presentorlo en toi ocosiôn y si remitirlo a la 
Jefoturo de Infroestructuro el 24 noviembre siguiente; en definitive las 
obras no fueron concluidos en el plozo poctodo, cuyo moro o retroso es - 
imputable al contratista toi como se rozonoré o continuociôn, sin que —  
para incurrir en toi situociôn juridico se precisose intimociôn adminis­
trative previo (art. 138 y concordantes)".
( 13 ) El Consejo de Estodo asi lo tiene declorodo; "En combio, no proc£ 
de, a juicio del Alto Cuerpo Consultivo, la imposiciôn de las que hoce - 
referenda a la estipulociôn cuorto de la escrituro publico, colculodas 
en porcentojes sobre el importe total del contrato, bien porque su notu- 
rolezo de penos coercitivos, tendentes ol cumplimiento de su prestociôn 
por la otro porte controtonte postula como presupuesto légitimante la p£ 
sibilidod oun de cumplimiento, o la que répugna uno decloraciôn formol 
de incumplimiento ..." (Dictamen 4 de junio 1964, Expte. ném. 32511).
( 14 ) Ob. cit. p. 602.
( 15 ) El articulo 341 de la Ley itoliono de obras péblicos de 20 de mo£ 
zo de 1865 requiere uno "formole ingiunzione" como requisite previo e —  
inexcusable para poder ocordor la ejecuciôn de oficio, que la doctrine - 
y jurisprudencio itoliono equiporon a uno puesto en moro.
( lô ) Ob. cit. p. 620.
- 363 -
CAPnULO OCTAVO
TERMINACION Y RECEPCION PE LA OBRA
I.- TERMINACION PE LA OBRA.-
Con lo terminociôn de la obra se obre la fose de consumaciôn del 
controto. Como dice el articulo 169 RCE "el contrato de obra concluye —  
normolmente por el total cumplimiento de las reciprocos obligociones co£ 
venidos entre la Administrociôn y el contratista", lo que no es môs que 
uno oplicociôn concrete de la norme general que exige la integra presto- 
ciôn pore que el deudor quede liberodo, pues "no se entenderô pogodo une 
deudo sino cuondo completomente se hubiese entregodo la coso o hecho la 
prestociôn en que la obligociôn consistio" (articulo 1157 CC).
La consumociôn del c.o.p. no se produce de monero instontôneo sino 
en forma sucesiva. Como dice GARCIA ENTERRIA (1 ) "la mecônico dél cum—  
plimiento en el contrato de obras se desenvuelve con orreglo ol siguien­
te esquemo: recepciôn provisional, plozo de gorontia, recepciôn définitif 
va, liquidociôn y pogo de las obras". Pues bien, el punto de portido pa­
ra todo este proceso de consumociôn contractual es la terminociôn de la 
obra. Su significodo juridico estribo en que el contratista ho obtenido 
el resultodo prometido y esta en disposiciôn de entregor la obra a la A^ 
ministrociôn para que recibiéndola le libéré de la obligociôn, y desde - 
ese momento éllo estorô obligodo a efectuor la liquidociôn definitive —  
del precio que pondrô punto final a la consumociôn del contrato, que qu£ 
doré asi completomente extinguido.
Siendo el contratista deudor del resultodo de su octividod a él - 
le incumbe poner en conocimiento de la Administrociôn que dicho resultodo
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ha side obtenido, esto es, que la obra ha concluido, pues de este modo - 
oquéllo podrâ exominorlo y comprobor si se ajusta a lo convenido. Y como 
dicho examen y comprobaciân supone la realizaciôn de operaciones técnicas 
a veces complejor, cuyo objeto es normolmente uno obra de grandes dimen- 
siones, es lôgico que exista el deber de dor un aviso onticipodo de la - 
fecho de su terminociôn. La clâusulo 70 PCAG dispone que "el contratista 
o su delegodo, con uno ontelociôn de 45 dios hôbiles, comunicarô por es- 
crito o la Direcciôn la fecho previsto para la terminociôn de la obra".
La previsiôn sobre la terminociôn no es uno opreciociôn meromente subje- 
tivo del contratista, pues ôste se encuentro constreMido por el cumpli—  
miento indefectible del plozo estoblecido para la e jecuciôn de la obra - 
(articulo 137 RCE).
A partir del momento en que el contratista aviso de la fecho - 
en que la obra concluirô, corresponde o la Administrociôn préparer y reja 
lizor un conjunto de operaciones o octos que se conocen comônmente con el 
nombre de recepciôn de la obra.
II.- RECEPCION DE LA OBRA.-
Lo recepciôn de la obra ho merecido uno particular otenciôn de 
la doctrine y jurisprudencio civiles, obligodos a suplir la cosi inexis­
tante regulociôn de esta materia en el CC (sôlo los orticulos 1592 y 1598 
oluden, respectivomente, o la recepciôn porciol y a la oprobaciôn de la 
obra a sotisfacciôn del comitente o por un tercero), pore dor soluciôn a 
los multiples problèmes que la prôctico suscita. Los outores bon centre­
do especiolmente su otenciôn en la legislociôn y doctrine itoliona, que 
son les que ofrecen un trotomiento môs perfecto de la recepciôn. Los or- 
ticulos 1665 y 1666 del Côdigo Civil itoliono de 1942 hon servido pore - 
que olgunos expliquen la recepciôn a base de distinguir en elle très mo-
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mentos. Asi, DIEZ PICAZO y GULLON ( 2 ) hacen esto distinci6n:
"o) Lo verificoci6n de lo obra, que consiste en un examen para 
determiner si se ho ejecutodo de ocuerdo o lo convenido.
b) La oprobaciôn, que es el juicio emitido como resultodo de 
la verificaciôn y que implico la obligociôn de oceptarlo.
c) La recepciôn, como consecuencio de la entrega o puesto a - 
disposiciôn que realize el contratista y de la obligociôn que 
surge pore el comitente en toi sentido por hober oprobodo la 
obra".
En el c.o.p. el estodo de les normes y de la opiniôn cientifi- 
ce es olgo diferente y cosi podriomos decir controtio a la que se do en 
el contrato civil de obra, pues existe une minucioso reglomentociôn de - 
la recepciôn en la LCE, RCE y PCAG, pero faite, en combio, la debido - - 
otenciôn de la doctrine y de la jurisprudencio a los muchos problèmes que 
la recepciôn de la obra plonteo. Sôlomente el Consejo de Estodo ofrece - 
un cierto cuerpo de doctrine que iniciô bojo la vigencio del Pliego de - 
1903, y que todovio boy es de gron utilidod pore comprender los preceptos 
que la LCE y RCE dedicon a la recepciôn de la obra. Por todo ello, les - 
precisiones efectuodos por la doctrine civil son sumomente interesontes 
pore poder dor une cumplido explicociôn de la recepciôn en el c.o.p. De- 
bemos, sin embargo, tener en cuento que el esquemo o proceso de la rece£ 
ciôn en el c.o.p. es rigido y sustroido a pactes que puedon olterorlo, 
pues el interôs pôblico demanda une vez môs octuociones regulodos por no£ 
mes segôn criterios objetivos y no por rozones de mere conveniencio de - 
les partes.
En la recepciôn de la obra toi como se régula en la LCE y RCE 
se puede destocor fôcilmente uno primera etopo de verificaciôn, toi —  
como se Koce . por la doctrino y jurisprudencio civiles ( 3 ). Tombiôn 
cobe séparer la oprobaciôn dk la posterior entrega, aunque estas ofre-
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cen particularidades en el c.o.p,, pues de un lodo se distingue la rece£ 
ciôn provisional de la definitive, con el consiguiente desdoblomiento de 
lo oceptociôn o oprobaciôn por lo Administrociôn, y por otro porte la e£ 
trego se produce con la recepciôn provisional, que por ello cobra un si£ 
gulor relieve en el c.o.p. como podremos ver. Sôlo en cosos especioles - 
existe une ônico recepciôn con corôcter definitivo.
Por lo demôs, les distinciones que suelen hocerse en la docti£ 
no civil entre recepciôn expreso o tôcito y total o porciol, pueden opH 
corse al c.o.p., ol preverlos el texto legal o porque la doctrino del —  
Consejo de Estodo y la jurisprudencio del Tribunal Supremo tombiôn las - 
odmiten.
Empecemos, pues, el onôlisis del proceso de recepciôn de la —  
obra, estudiondo en primer lugor la verificaciôn de la mismo.
III.- LA VERIFICACION DE LA OBRA.-
Lo verificaciôn, dice CIANFLONE ( 4 ) es uno octividod mate- - 
rial, técnico, que tiene por objeto suministror los elementos necesorios 
par* poder emitir juicio sobre la obra. En efecto, si la recepciôn supo­
ne un juicio sobre la correcto ejecuciôn de la obra, es necesorio que Ô£ 
ta seo exominodo previomente, coso que, por otro porte, es perfectomente 
comprensible dodo la noturolezo técnico de la prestociôn del contratista. 
Por ello, la verificaciôn es un derecho de la Administrociôn môs tombiôn 
es para ello un deber irrenuncioble, porque el interôs pôblico exige que 
se compruebe que la obra se ho reolizodo de conformidod al proyecto; no 
cobe, pues, hoblor de uno simple cargo en el sentido de que se puede ll£ 
gor 0 omitir, corriendo entonces la Administrociôn el riesgo de no poder 
exigir después responsobilidod ol contratista por los vicios o defectos
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aparecidos.
Las operaciones de verificaciôn variarén en coda coso de ocue£ 
do con la naturaleza de la obra y técnicanente pueden guardar seme jonza 
con los octividodes de control que ejerce la Administrociôn durante el - 
curso de la obra. Sin embargo la finolidod de uno y otros es distinta, - 
pues mientros estas ôltimos obedecen a un control preventivo que osegure 
el resultodo final, la verificaciôn, en combio, versa sobre ese resulto- 
do final para constater si se ho conseguido segôn las prévisionss contro£ 
tuoles.
En lo LCE y RCE la verificaciôn oporece integrodo en la octiyi 
dod general de la recepciôn, y otro tonto sucede con el RCCL. Pero ello 
no impide descubrirlo y onalizorlo por seporodo.
La necesidod de uno verificaciôn técnico se desprende de va- - 
rios preceptos reglomentorios. En primer término y como yo Memos visto, 
la clôusulo 70 PCAG obligo al contratista a aviser sobre la terminociôn 
de la obra con 45 dios de ontelociôn, pero esta mismo clôusulo obli­
ge a une primera verificaciôn técnico sobre el estodo de la obra en fo- 
se de terminociôn, al disponer que "el Director, en coso de conformidod 
con la citodo comunicociôn del contratista, la elevorô con su informe, 
con une ontelociôn de un mes respecte o la fecho de terminociôn de la - 
obra, a la Administrociôn, a los efectos de que ésto procéda al nombro- 
miento de un représentante para la recepciôn provisional. La conformidod 
de la Direcciôn de obra y su posterior informe bon de bosorse por fuerzo 
en uno verificaciôn o reconocimiento de la obra para comprobor que ésto 
ho concluido.
En la verificaciôn propiomente dicho résulta imprescindible —  
que intervengon determinodos facultatives. Segôn los articules 54 LCE y
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170 RCE, estos técnicos son el focultotivo encorgodo de lo direcciôn de 
la obra, el focultotivo especiolmente designddo por lo Administrociôn - 
controtonte y un facultative hobilitodo por la Direcciôn General del Po- 
trimonio del Estodo. Tombiôn debe ester presents un représentante de la 
Intervenciôn General del Estodo, en sus funciones de fiscolizociôn de la 
inversiôn, cuyo presencio es obligotorio cuondo se troto de obras cuyo - 
importe excede de 5.000.000 de pesetos y potestative en los restantes C£ 
SOS. El articulo 61 RCCL sôlo prevé la intervenciôn de un técnico de la 
Corporociôn a quien corresponden tonto las operaciones de verificaciôn - 
como la recepciôn provisional • Ademôs, como hemos de ver, el articulo - 
170 RCE, pârrafo ôltimo, impone une segundo verificaciôn (un nuevo reco­
nocimiento) pore la recepciôn provisional si esta no pudo tener lugor por 
defectos que hayon sido advertidos ol reconocerlo.
La verificaciôn es uno operociôn controdictorio, pues debe rea 
lizorse a presencio del contratista, osistido, si lo estima oportuno, de 
un facultative (articulo 54 LCE y 170 RCE), lo que evidentemente no serô 
tonto cuestiôn de oportunidod como de verdodero necesidod, dodo el corÔ£ 
ter técnico de los operaciones o reolizor, por lo que osistirô normolmeri 
te el Delegodo del controtisto que es o quien tiene un mejor conocimien­
to de la obra por su inmediociôn con éllo.
Por ôltimo, la verificaciôn se su jeta a plozo. De los orticu—  
los 54 LCE y 170 RCE y de la clâusulo 72 PCAG asi se deduce, pues la re- 
cepciân provisional debe efectuorse dentro del plozo de un mes contodo - 
desde la fecho de terminociôn de la obra, lo que oblige a entender que - 
ese es el tiempo que pueden durer, como mâximo, las operaciones de verify 
cociôn.
La verificaciôn concluye con un juicio positivo o negotivo re£
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pecto a la obra terminada por el contratista. Es positivo el juicio si - 
de lo verificaciôn résulta que el contratista ha ejecutado la obra correjc 
tamente de acuerdo con el proyecto, o como dicen los orticulos 54 LCE y 
170 RCE "si se encuentron los obras en buen estodo y con orreglo a las - 
prescripciones previstas; y es negative el juicio en coso contrario, o - 
como dicen esos preceptos "cuondo los obras no se hollen en estodo de —  
ser recibidos", lo cuol se debe hocer constor osi en un octo en la que - 
se dorân las instrucciones précisas y detollodos por el facultative ol - 
contratista, con el fin de remedior los defectos observodos ( ^ ), fi jôji 
dole plozo para efectuorlo, expirodo el cuol se horô un nuevo reconoci—  
miento (esto es, une nuevo verificaciôn) para la recepciôn provisional - 
de las obras. Si el contratista no subsono los defectos en el plozo que 
se le ho concedido o toi efecto, incurre en causa de resoluciôn del con­
trato con pérdida de la fianza por no terminor la obra en el plozo esti- 
pulodo, o no ser que la Administrociôn créa procédante concederle un nu<s 
vo plozo que serô improrrogoble (articulo 170 RCE, pôrrofo ôltimo).
IV.- RECEPCION PROVISIONAL.-
1. Noturolezo Juridico.- A diferencio de la verificaciôn, la - 
recepciôn provisional no es uno operociôn o conjunto de operaciones mot£ 
riales de tipo técnico, pues ello consiste primero en uno decloraciôn o 
monifestaciôn de voluntod por virtud de la cuol la obra es oceptodo por 
la Administrociôn, bosôndose ton delcorociôn de voluntod en el juicio p£ 
sitivo que orrojo la verificaciôn; pero, en segundo término, la recepciôn 
provisional implico, como uno lôgico consecuencio de la oprobaciôn de la 
obra, su tomo de posesiôn por la Administrociôn con el fin de poder ser 
destinodo ol uso o servicio pôblico previsto.
En el c.o.p. la recepciôn provisional encierro, pues, un octo
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de naturaleza comple)a por ir unidos la oprobaciôn de la obra y su tomo 
de posesiôn por la Administrociôn. Ello es consecuencio de que en nues- 
tro Derecho se sigue el sistemo de doble recepciôn ( 6 ), provisional y 
definitivo, onudôndose a la primera la entrega de la obra. En este sent£ 
do la entrega no es un efecto de la recepciôn (entendido esta como mero 
oprobaciôn) pues ésto no es otro coso que la mismo entrega contemplodo - 
desde la posiciôn del destinotorio de la obra (la Administrociôn). En la 
recepciôn hoy, pues, a un tiempo oprobaciôn y tronsmisiôn o entrego.
Como oprobaciôn o oceptociôn, la recepciôn puede considerorse 
como un octo juridico declorativo. RUBINO dice que lo oceptociôn consis­
te esenciolmente en un octo de voluntod mediante el que se déclara que—  
rer ocoger la prestociôn, la obra reolizodo, porque se la encuentro exeri 
ta de vicios o defectos ( 7 ). Esta foceto de la recepciôn provisional - 
ho sido destocodo tombiôn por el Consejo de Estodo, que define la mismo 
como "uno confrontociôn por la Administrociôn del hecho de que el control 
tisto efectivomente ho cumplido la prestociôn que le incumbe" ( 8 ).
Pero tombiôn la recepciôn provisional es un octo de tomo de po 
sesiôn de la obra -correlotivo a la entrega por el contratista- para que 
la Administrociôn puedo ejercer plenomente sus derechos dominicales y cum 
plir con su obligociôn de entregorlo ol uso pôblico o servicio corresponi 
diente (articulo 170 RCE, pôrrofo tercero). Esta entrega no puede consi- 
derorse como el efecto troslotivo del octo de oprobaciôn, sino como octo 
outônomo que se produce en el cumplimiento de la obligociôn principal; - 
obtenciôn de un resultodo final y puesto a disposiciôn del dueMo de la - 
obra ( 9 )•
2. Objetividod de la recepciôn.- Como hociomos aôtor môs orri- 
bo, la recepciôn se sustroe a pactes que permiton juzgorlo mediante cri-
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terios mas o memos subjetivos. En el contrato civil de obra es posible - 
la llamada clâusula "si placuerit", pues el articulo 1598 odmite que se 
convengo que la obra "se ha de hacer a satisfacciôn del propietario, en 
cuyo COSO se entiendo reservodo lo oprobaciôn, a folto de conformidod, 
ol juicio periciol correspondiente y si lo persona que ho de oprobor lo 
obra es un tercero, se estorô a lo que ôste décida (10). En combio, en 
el c.o.p. la obra no se hoce para dor satisfacciôn a la Administrociôn 
(merum orbitrium), ni en defecto de su oprobaciôn, cobe ocudir a un ter­
cero orbitrodor. La Administrociôn tiene prefijodo un criterio objetivo 
e inalterable para oceptor la obra, pues ôsto debe ejecutorse "con es—  
tricto sujeciôn o los clôusulos estipulodos en el contrato y ol proyec­
to que sirve de base ol mismo (articulo 130 RCE). Ahoro bien, lo que —  
ocurre es que la Administrociôn decide por si mismo en virtud del privi­
légié de ejecutoriedod de que gozo ( 11) y su decisiôn se impone ol co£ 
trotisto, ol que no le cobe otro remedio, en coso de disconformidod, que 
recurrir el octo administrative pore destruir la presunciôn de legitimi- 
dod (y consiguiente objetividod) que le do fuerzo ejecutivo.
3. Procedimiento de la recepciôn provisional.- La recepciôn —  
provisional de la obra se su jeta a un procedimiento cuyo observoncio es 
garantie de objetividod y puntuolidod. Como presupuestos de ôllo, yo he­
mos visto que el contratista debe dor el aviso de la terminociôn de la - 
obra y, posteriormente, se procédé o su verificaciôn o reconocimiento. 
Sôlo despuôs la Administrociôn podrô tomar la decisiôn de recibirlo o —  
rehusorlo.
La recepciôn provisional se realize con la intervenciôn de de- 
terminodos sujetos, tiene un objeto ocotodo y delimitodo y se condiciono 
o circunstoncios de lugor, tiempo y forma.
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a ) Sujetos que intervienen en lo recepciôn.- Quien recibe la - 
obra es la Administrociôn y lo hoce mediante "un funcionorio técnico de- 
signodo por la Administrociôn controtonte" (orticulos 54 LCE y 170 RCE), 
es decir, el mismo funcionorio que ho tenido que verificor la obra en —  
uniôn con los demôs focultotivos designodos o toi efecto (el Director de 
la obra y el Delegodo del contratista). Tombiôn sigue siendo necesorio la 
presencio del représentante de la Intervenciôn General del Estodo con el 
fin de fiscolizor la inversiôn reolizodo en la obra y controlor su pues- 
to en servicio.
La recepciôn provisional se efectôo, por tonto, por medio de —  
uno persona individual, yo que el funcionorio designodo o toi efecto es 
quien, si encuentro las obras en buen estodo y con orreglo o los près- - 
cripciones previstos, "los dorô por recibidos provisionolmente" (articu­
les 54 LCE y 170 RCE). Sin embargo, esto no debe impedir que cuondo se - 
trote de obras complejos en lugor de un receptor individual intervengo - 
uno comisiôn de personas idôneos para verificor la obra y después reci—  
birlo. Mas trôtese de un receptor individual o de uno comisiôn receptoro, 
lo que debe quedor cloro es que no intervienen como outônticos représen­
tantes de la Administrociôn, sino como funcionorios dependientes de ôllo, 
integrodos en su orgonizociôn; juridicomente no hoy, pues, môs que uno - 
voluntod: la de la Administrociôn que octuo por medio de sus ôrgonos y - 
funcionorios. No cobe, por tonto, que el receptor de la obra no seo fun- 
cionorio de la Administrociôn (12 ).
Sobre el funcionorio receptor de la obra peson determinodos in- 
compotibilidodes. No estôn estoblecidos expresomente en la LCE y RCE, p£ 
ro de sus articules 54 y 170, respectivomente, cobe deducir que no puede 
ser une mismo persona el Director de la obra y el funcionorio que la re­
cibe, pues ese precepto ordeno la osistencio de un facultative designodo 
por la Administrociôn controtonte. Esta incompotibilidod se justifico —
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porque quien tiene por misiôn la supervisiôn y direcciôn de la obra, re£ 
ponde ol mismo tiempo frente a la Administrociôn de la ejecuciôn de la - 
obra de conformidod con el contrato, por lo que se convertirio en juez y 
porte en el momento de la recepciôn (13), de oqui que debo ser un terc£ 
ro el receptor para que puedo juzgor con independencio de criterio sobre 
el comportomiento del Director de la obra. Y uno rozôn seme jante existe 
para estoblecer la incompotibilidod del ingeniero outor del proyecto pa­
ra ser receptor de la obra, todo vez que eventuolmente pueden opreciorse 
en la recepciôn vicios o defectos cuyo origen esté en el proyecto de la 
obra. Como dice CIANFLONE ( 14) estas incompotibilidodes se entienden en 
interés de la Administrociôn, pero tompoco son indiferentes o los inte—  
reses del contratista, por lo que éste puede pedir la recusociôn del fu£ 
cionorio receptor ol comenzor los operaciones de la verificaciôn y rece£ 
ciôn de la obra.
La recepciôn es un octo controdictorio ( 15), pues en ello par­
ticipa el contratista osistido, si lo estima oportuno, de un facultative 
(articulo 54 LCE y 170 RCE, pôrrofo primero). La clôusulo 72 PCAG puntuo 
lizo que el contratista, bien personolmente o mediante delegociôn outor£ 
zodo, tiene la obligociôn de osistir a la recepciôn de la obra.
En fose de verificaciôn la obligociôn de presencio del contra—  
tisto es limitodo a su coloborociôn con la Administrociôn en las lobores 
de cofflprobociôn (ensoyos, pruebos, tomo de dotos). Mas en el momento de 
recibir la obra la obligociôn de presencio del contratista tiene un ol—  
conce mayor. Efectivomente, si por causas que le seon imputables no cum- 
ple eso obligociôn, no podrô ejercitor derecho olguno que pudiero déri­
ver de su osistencio, y en especial, la posibilidod de hocer constor en 
el octo reclomociôn olguno en orden ol estodo de la obra y a las previ—  
siones que la mismo estoblezco ocerco de los trobojos que debe reolizor
- 374 -
en el plozo de gorontia. Asi lo dispone la clâusulo 72 PCAG, pârrafo —  
primero, que oRode que sôlomente, con posterioridod, en el plozo de diez 
dios, y previo olegociôn y justificociôn fehociente de que su ousencio - 
fue debido a causas que no le fueron imputables, podrô el contratista —  
ejercitor sus derechos.
B) Objeto de la recepciôn. Recepciones porcioles.- El objeto - 
de la recepciôn provisional estô, como deciomos, delimitodo, pues mediajn 
te ello se emite un juicio sobre la bondod de la obra (de bonitote operis) 
Ello oborco o todo la obra reolizodo segun el proyecto y sus posibles mo 
dificociones reglomentoriomente oprobodos. No cobe por tonto uno recep—  
ciôn de porte de la obra. La recepciôn es de la obra compléta y ocobodo, 
pues sôlo osi puede quedor liberodo el contratista. Ahoro bien esta ré­
gla general tiene la excepciôn de que es posible recibir provisionolmen- 
te oquellos partes de obra que debon ser ejecutodos en los plozos porci£ 
les estoblecidos en el contrato, segun odmite el articulo 170 RCE,(pôrza 
fo segundo). Sin embargo, la formulociôn de la excepciôn dejo mucho que 
deseor en cuonto a cloridod y precisiôn. Pudiero entenderse que en cuol- 
quier obra que tengo plozos porcioles estoblecidos en el controto, la —  
Administrociôn puede en el vencimiento de cuolquiero de ellos, pedir la 
recepciôn de la porte de obra concluido en ese momento. A nuestro juicio 
esto sôlo puede ser asi cuonto en el pliego de clôusulos administrotivos 
porticulores se hoyo poctodo expresomente las partes de obra que pueden 
recibirse en coda plozo fijodo expresomente a toi efecto. Nos bosomos p£ 
ro ello en que el articulo 82 RCE dice que entre los extremos que debe - 
contener el pliego estô "el plozo total de ejecuciôn del contrato e ind£ 
cociôn de los plozos porcioles si la Administrociôn estima oportuno est£ 
blecer estos ôltimos o referencio de si se fijorôn en la oprobaciôn del 
progromo de trobojo seRolondo, en su coso, cuôles dorôn motivo o las re­
cepciones porcioles provisionoles a que se refiere el articulo 170". Por
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consiguiente, no todo plozo porciol estipulodo do lugor, sin mos, o uno 
recepciôn porciol; sôlo serô osi cuondo el pliego especifique los plozos 
porcioles o cuyo vencimiento se puede recibir porte de la obra. Normal- 
mente este pocto singular se utilizorô, por ejemplo, cuondo se trote de 
obras que ol progresor von quedondo ocultos impidiendo un ulterior rec£ 
nocimiento, o cuondo el avance de la obra permito un uso porciol de ôllo, 
generolmente por rozones de urgencio.
Distinto de esta recepciôn porciol es la que puede tener lu—  
gor cuondo la obra se hoyo froccionodo en partes diferentes que son ob­
jeto de proyectos independientes, posibilidod contemplodo en el articu­
lo 59 RCE. En este supuesto no debe hober inconvénients para que coda - 
porte de obra puedo ser recibido provisionolmente; es môs no se produc£ 
rô uno verdodero recepciôn porciol, pues se estorô ante un contrato con 
pluridod de objetos (articulo 29 RCE) o prestociones perfectomente defl 
nidos, siendo pues coda uno objeto de recepciôn individuolizodo y total.
C) Lugor y tiempo de la recepciôn.- Acerco de las circunstor» 
cios de lugor y tiempo, cobe indicor que el lugor serô necesoriomente el 
del emplozomiento de la obra por requerirlo osi su previo reconocimien­
to y su posterior tomo de posesiôn, y que el tiempo de que la Adminis—  
trociôn dispone para la recepciôn es de un mes contodo desde la fecho - 
de terminociôn de la obra, pudiendo producirse en cuolquier momento de£ 
tro del plozo, aunque la clôusulo 71 PCAG obligo ol représentante de la 
Administrociôn (funcionorio receptor de la obra) a fijor la fecho de la 
recepciôn provisional, y con toi fin ho de citor por escrito ol Direc­
tor y ol contratista o su delegodo.
El incumplimiento del plozo por lo Administrociôn por causas 
imputables a éllo, la hoce responsable por "moro credendi". El contra-
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tisto no puede liberorse de sus obligociones si la Administrociôn no —  
coopéra con ôl recibiendo la obra, por lo que la infrocciôn de este de­
ber la constituye en moro sin necesidod de previo requerimiento del con 
trotisto. La clôusulo 72 PCAG no dejo lugor a dudos sobre esto ol decir 
que "si la recepciôn provisional de la obra se efectuore posodo el plo- 
zo de un mes contodo a partir de la fecho de terminociôn de oquéllo y - 
la demoro fuere imputable a la Administrociôn, el contratista tendrô d£ 
recho a ser indemnizodo de los perjuicios que la demoro le irrogue si - 
osi lo solicita por escrito ol omporo del articulo 158 del Reglomento - 
General de Controtociôn". Este ôltimo precepto dice que "el incumpli- - 
miento por la Administrociôn de las clôusulos del contrato originorô —  
uno resoluciôn sôlo en los cosos previstos en esta legislociôn, pero —  
obligorô o oquéllo, con corôcter general, ol pogo de los perjuicios que 
por toi causa se le irroguen ol contratista". Anôlogo soluciôn proper—  
cionon los articules 66 y 92 RCCL; aunque el primero de ellos tombiôn - 
foculto ol contratista para exigir el cumplimiento de la obligociôn u - 
opter por la resoluciôn del contrato cuondo el cumplimiento yo no es p£ 
sible, supuesto este ôltimo que no es concebible se dé respecte de une 
obra pôblico terminada, pues la Administrociôn la recibirô, lo cuol si£ 
nifico opter por el cumplimiento. En todo coso une u otro opciôn son —  
compatibles, segôn el segundo precepto indicodo, con el derecho ol reso£ 
cimiento de los doRos y perjuicios cousodos por la morosidod en recibir 
la obra.
D) Formolizaciôn de la recepciôn.- La recepciôn provisional - 
estô su jeta a un requisite de corôcter formol, como es su constancia en 
un octo. El articulo 170 RCE (pôrrofo quinte), sôlo exige el acte para 
el coso de no recepciôn, pero esto es un olvido pues en la prôctico 
tombiôn se documenta en un octo el resultodo positivo de la recep­
ciôn. El Pliego de 1903 (Condiciôn 59), yo oludio o ello ol decir que -
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"del resultodo de la recepciôn se entenderô un octo que, firmodo por to 
dos los osistentes, se remitirô o la Direcciôn General". Actuolmente el 
PCAG (clôusulo 71, pôrrofo tercero) dispone que "de la recepciôn provi­
sional se extenderô octo por triplicodo ejemplar que firmorôn el repré­
sentante de la Administrociôn en la recepciôn, el Director y el contra­
tista o su delegodo, siempre que hayon osistido ol octo de la recepciôn,+ 
retirondo un ejemplor de dicho octo coda uno de los firmontes. Si el —  
contratista o su delegodo no hon osistido o la recepciôn provisional, - 
el représentante de la Administrociôn le remitirô con ocuse de recibo, 
un ejemplor del octo".
^Cuôl es el volor de este requisite formol?. La cuestiôn que
cobe planteur es si el octo es o no un elemento constitutive de la re—
cepciôn provisional. Como dicen DIAZ-PICAZO y GULLON "es clôsico la di£ 
tinciôn entre formolidodes ad substontiom o ad solemnitotem y ad probo- 
tionem. Los primeras son oquellos que necesiton uno close de négociés - 
juridicos para su existencio o nocimiento. La forma en éllos es suston- 
cia, de toi modo que no existen como taies négocies juridicos si no op£ 
recen celebrodos bojo la forma ordenodo legolmente ... La forma ad pro- 
botionem es requerido como pruebo del negocio. No condiciono la efico—  
cio négociai sino en un sentido muy limitodo, pues se estoblece para que 
oquel puedo ser probodo unicomente a trovés de la forma prescrito lego_l 
mente. Mas el negocio es existente y vôlido pese a su inobservoncio" —
( lô). GARRIDO FALLA ho sostenido que esta distinciôn, comônmente odmi- 
tido en la doctrino civil no rige para los octos administrotivos, pues 
la faite de la forma prescrito debe considerorse siempre como un vicio 
del octo odministrotivo (17 ),
De todos modos, si bien la folto o defecto de forma se consi­
déra como un vicio del octo (y efectivomente lo es), ello no impide que
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para los octos administrotivos negocioles tombiôn seo util la distinciôn 
formulodo en la doctrino civil. Por otro porte, aunque la folto o defejc 
to de forma sôlo fuero un vicio, es cloro que la Administrociôn no po—  
drio olegorlo frente o quien se relociono con éllo y es ojeno o la fol- 
ta cometido ("ollegons propiom turpitudinem non ouditur", principio que 
se desprende de los orticulos 1302CCyll5, 2. LPA).
Aplicondo, pues, la distinciôn de las que tombiôn se bon llo- 
modo formas de ser y formas de voler (18), hoy que entender que el ac­
te es un requisite de la recepciôn provisional "ad probotionem", no - - 
siendo, por tonto, un requisite constitutive de $llo. Es posible, pues, 
demostror por otros medios que hubo recepciôn provisional, hoblôndose - 
entonces de recepciones tôcitos o presuntos.
e ) Recepciones tôcitos.- Se puede decir que existe recepciôn 
tôcito cuondo la Administrociôn realize uno o vorios octos que necesorio^ 
mente implicon uno voluntod de oprobor y hocerse cargo de la obra ( 19). 
La jurisprudencio del Titunol Supremo odmite sin reserves las posibili- 
dodes de une recepciôn provisional de obra tôcitomente producida, es d£ 
cir, deducido de los propios octos de la Administrociôn o, como dice la 
sentencio de 26 de moyo de 1.981, derivodo de uno "situociôn administra^ 
tivo de facto suficientemente comprobodo". (20). El Consejo de Estodo 
tombiôn ho odmitido la existencio de recepciones provisionoles tôcitos, 
con efectos desde el momento en que moteriolmente se producen, aunque 
no se hayon observodo los formas prescritos. El Dictamen de 3 de julio 
de 1969 (Expediente num. 36.489) dice a este propôsito lo siguiente:
"A este respecte el Consejo de Estodo debe senolor que, apar­
té de los problèmes que pudiesen suscitorse para determiner 
si en la époco de terminociôn de las obras e inouguraciôn de 
los edificios, 1958, la legislociôn sobre controtos adminis-
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trativos era o no oplicoble o lo Fundociôn Loborol entonces 
existente, es lo cierto que los octos formules de recepciôn, 
tanto provisional como definitive, representan solemnes e in£ 
ludibles garanties dentro de lo octuociôn de la contrataciôn 
administrative, pero que no pueden confundirse con la mate—  
rialidad de la recepciôn pues, en tanto esta recepciôn de la 
obra Haye tenido efectivomente luqar, no cabe ignorarla como 
elemento fôctico, oponiéndole les nociones esenciolmente for 
moles de les actes de recepciôn que, en principio, deben ex- 
tenderse. Desde este punto de visto, es lo cierto que, cuol- 
quiero que fuese la reguloridod con que la recepciôn de las 
obras se llevose a cobo por la "Fundociôn Loborol S.J." en - 
1958, dicho recepciôn tuvo ciertomente lugor, ol inougurorse 
las instolociones, y que los edificios fueron utilizodos y - 
lo siguen siendo o partir de oquéllo époco, sin que, por toji 
to, el que se hayon extendido o no les actes formules de re­
cepciôn tengo mayor troscendencio o los estrictos efectos de 
determiner la situociôn juridico de los Arquitectos directo- 
res de las obras pore la obtenciôn del pogo de sus honora- - 
rios".
La inouguraciôn, pues, de une obra, o simplemente su utilizo- 
ciôn sin reserve por la Administrociôn o por los usuorios o quienes va 
destinodo, son octos que inequivocomente revelon la voluntod de consid£ 
rorlo bien reolizoda y ôtil para el fin previsto, ol tiempo que se pro­
duce expresomente une tome de posesiôn de la mismo.
4. Efectos.- El efecto primordial de la recepciôn provisio­
nal es la liberociôn del contratista en cuonto a su obligociôn princi­
pal de reolizor y entregor la obra. Une vez recibido provisionolmente - 
la obra, el contratista sôlo responde de los vicios o defectos que pue­
don oporecer en el periodo de garantie o de los vicios ocultos que se - 
monifiesten en el plozo de quince onos. Existe liberociôn o exonerociôn 
del contratista porque la recepciôn provisional, como yo hemos visto, - 
entroRo la oprobaciôn de la obra, esto es, el reconocimiento o odmisiôn 
por la Administrociôn de que el contratista ho reolizodo su prestociôn 
de conformidod con el contrato. Desde ese momento noce o fovor del - —
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contratista el derecho o que se liquide y pogue, tombién con corôcter - 
provisional, el precio correspondiente o la obra recibido (articulo 172 
RCE).
Ademôs, la recepciôn provisional tiene el efecto de tronsmi- 
tir o la Administrociôn los riesgos que pesobon sobre el contratista. 
Mientros que el contratista ho tenido la posesiôn de la obra, sobre ôl 
hon pesodo los riesgos de pérdidos, overios o perjuicios en ôllo, te—  
niendo ônicoménte derecho a ser indemnizodo en coso de fuerzo mayor (or 
ticulos 46 LCE y 132 RCE). Pero uno vez que la Administrociôn recibe la 
obra provisionolmente, ellocsume los riesgos por pérdidos, overios o —  
perjuicios, incluso en coso de fuerzo mayor. En combio no hoy desplozo- 
miento de posesiôn ni consiguientemente tronsmisiôn de riesgos respecto 
0 los medios, utiles, herromientos del contratista, osi como de sus in£ 
tolociones y obras ouxiliares construidos en suelo propio o orrendodo - 
( 21).
El desplozomiento de los riesgos hoy que referirlo ol momento 
real en que la recepciôn provisional se produce, con independencio del 
momento de su formolizaciôn. El Consejo de Estodo ho sentodo esta doc­
trine en los siguientes términos:
"La recepciôn provisional es une confrontociôn por la Adminis^ 
trociôn del hecho de que el contratista efectivomente ho cum 
plido la prestociôn que le incumbe. Por tonto debe efectuor- 
se de monero inmedioto, y en todo coso, su eficocio, por lo 
que se refiere ol desplozomiento de los riesgos, debe retro- 
troerse o la fecho del efectivo cumplimiento contractuel (Pic 
tomen de 7 de enero de 1966, expediente num. 33.227).
Por ultimo, la recepciôn provisional do peso a la aperture de 
un periodo de garantie que seguidomente posâmes o estudior.
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V.- EL PERIODO DE GARANTlA.-
1. Fundqreento y plozo.- Como ocobomos de ver la recepciôn pr£ 
visional tiene como finolidod principal exoneror ol contratista de su - 
obligociôn de ejecuciôn de la obra. Pero tombiôn con la recepciôn proyi 
sionol se obre un periodo de garantie que siempre résulta necesorio - - 
aunque no se sigo un sistemo de doble recepciôn ( 22 ), Como dice LLO—  
RENS (23 ), el dueRo de la obra necesito tiempo pore verificor la coli- 
dod de la obra y su utilizociôn es el mejor medio pore oprecior posibles 
defectos. Esta fundomentaciôn lôgico justifico que la existencio de un 
periodo de garantie no quede o la disponibilidod de las partes sino que 
se impongo como condiciôn necesorio del contrato, pudiendo regulorse —  
unicomente su durociôn. El articulo 82 RCE monde incluir en el pliego - 
de clâusulos administratives porticulores el "plozo de garantie que ho 
de medior entre la recepciôn provisional y definitive de las obras ob­
jeto del contrato". E iguolmente el articulo 122 RCE (oportodo 5), ord£ 
no que en el documente notorial o administrâtivo con el que se formoli- 
zo el contrato se especifique el plozo de garantie junto con los plozos 
de ejecuciôn total y porcioles y el especial pore comprobor el replan—  
teo. Pero sobre todo los orticulos 54 LCE y 171 RCE disponen que "el —  
plozo de garantie se estoblecerô siempre en el contrato, otendiendo o - 
la naturaleza y complejidad de la obra y no podrô ser inferior a un oRo 
solvo cosos especioles".
El plozo de garantie se computorô desde la fecho en que hoyo 
tenido lugor la recepciôn provisional de forma expreso o tôcito. El - - 
plozo quedorô interrumpido si se odvierten vicios odefectos en las - - 
obras, volviendo a computorse de nuevo desde que termine su reporociôn. 
La STS 19 Abril 1981 dice que el plozo de garantie "se interrompe desde 
el momento en que se descubre un vicio o defecto de las obras o se pro-
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duce une overio en los mismos y sôlo vuelve o correr uno vez que estas 
hon quedodo reparadas debidomente y que bon sido puestos a disposiciôn 
de la Administrociôn los elementos ofectodos".
2. Reducciôn y excepciôn de la gorontia.- El rigor sobre la 
necesidod de estoblecer un plozo de gorontia cede en los cosos en que 
la mismo noturolezo de la obra no exige un plozo demosiodo largo o in­
cluso impide que puede tener efecto prôctico la mismo gorontia. Por otro 
porte el RCE tombiôn prevô los cosos de terminociôn onticipodo de uno - 
obra por resoluciôn del contrato en los que la entrodo de un segundo —  
contratista puede impedir o dificultor la existencio de un plozo de ga­
rant io de la obra reolizodo hosto ese momento.
Los que Homo el RCE (articulo 57) obras de reporociones men£ 
res y obras de conservociôn o montenimiento pueden justificar por su —  
propio noturolezo que el plozo de gorontia seo inferior ol ono, pues s£ 
rio dificil conocer en la prôctico, tronscurrido un periodo de tiempo - 
largo, si el defecto es debido ol trobojo de conservociôn o montenimiejn
to o ol popio uso de la obra.
Otros obras excluyen la posibilidod de quedor en garantie, —  
bien porque ôsto no tengo finolidod prôctico, o porque los trobojos de 
conservociôn que son propios de este periodo no puedon reolizorse solvo
que se confundon con la propio ejecuciôn. El articulo 181 RCE contempla
estos supuestos ol decir que "en oquellos obras especioles cuyo perdura^ 
ciôn no tengo finolidod prôctico, como la de sondeos y prospecciones, - 
que hayon resultodo infructuosos o que por su noturolezo exijon, o los 
efectos de su perdurobilidod, trobojos que excedon el concepto de mero 
conservociôn, como los de drogodo, la recepciôn provisional y definiti- 
vo podrô resumirse en un solo octo mediante uno ônico recepciôn".
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Por ôltimo, en los controtos resueltos, dice el orticulo 178 
RCE que "tendrôn lugor los dos recepciones, la provisional, efectuodo - 
desde luego, y la definitivo, cuondo hoyo tronscurrido el plozo de go—  
rontio respecto de los obras que se hollen terminodos por completo ol - 
ocordorse la resoluciôn y fuesen susceptibles del uso de servicio de —  
que se trote. Para todos las demôs obras que no se hollen en el coso - 
anterior, y seo cuol fuese el estodo de odelonto en que se encuentren, 
se horô sin pérdida de tiempo uno solo y definitive recepciôn". La sol£ 
ciôn que contiene este precepto es muy lôgico pues si la finolidod de - 
la gorontia es poner o pruebo la obra mediante su uso o utilizociôn, e£ 
to no serô posible normolmente cuondo la obra no estô todovio ocobado o 
no ser que olguno porte de éllo puedo ser recibido provisionolmente y - 
entregorse ol uso o servicio previsto.
3. Responsobilidod del contratista.- Durante el periodo de g£ 
rontio la responsobilidod del contratista comprends la reporociôn de —  
los defectos o vicios que puedon monifestorse en la obra y la conservo- 
ciôn de la mismo.
a ) La regulociôn especial del periodo de garantie contenidtf en 
el RCE y PCAG no contempla la responsobilidod por defectos intrinsecos 
de la obra, pero si estô previsto con corôcter general pues los orticu- 
los 44 LCE y 130 RCE dicen que "durante el desorrollo de las obras y —  
hosto que tengo lugor la recepciôn definitive, el contratista es respori 
sable de les faites que en la construcciôn puedon odvertirse". No cabe, 
pues, que el contratista invoque la verificaciôn y oprobaciôn efectuodos 
con la recepciôn provisional pore eximirse de su responsobilidod por yi 
cios. La recepciôn provisional tiene la virtud de tronsferir los ries—  
gos o la Administrociôn porque se produce la entrega real de la obra, - 
pero no exonero del deber de reporor el vicio que se hogo patente en p£
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riodo de garantia aunque la Administraciôn hubiera podido conocerlo. El 
Consejo de Estado ha puntualizado reiteradamente la responsabilidad per 
defectos intrinsecos de la obra sin matizar sobre su grade de cognosci- 
bilidad por la Administraciôn antes o en el memento de la recepciôn 
provisional. El Dictamen de 17 de noviembre de 1967 (Expte. nôm. 35444) 
dice a este propôsito le siguiente:
"Conforme a anterior doctrine del Conse)o de Estado, efectu£ 
do la recepciôn provisional de las obras, el contratista sô- 
lo tiene a su cargo la conservaciôn y policia de las obras, 
come expresa el articule 62 del Pliego de Condiciones generja 
les de 1903, por lo que sôlo debe responder de les defectos 
intrinsecos de oquéllos, quedondo, en consecuencio, desploz£ 
dos los demôs riesgos, incluse de fuerzo mayor, a lo Admini£ 
trociôn por el hecho mismo de lo entrego de les obras que se 
opera con el octo de recepciôn provisional."
Cuando se habla de vicies intrinsecos, se hoce referencio a 
oquéllos que son consecuencio directa de la ejecuciôn de la obra por el 
contratista. Por elle, el mismo Consejo de Estado ho sentodo lo doctri­
ne de que la responsabilidad del contratista durante el periodo de go—  
rantia no se extiende a vicies de proyecto, considerondo come tales las 
previsiones del mismo. El Dictamen de 14 de julio de 1961 (Exp. nômero 
27,722) dice lo siguiente:
"Sin embargo, ante el reconocimiento explicite que los Orga­
nes técnicos de la Administraciôn hacen de que las deficien- 
cias que hoy se manifiestan en las obras ejecutadas no son 
imputables al contratista, cuyo trabajo se ajustô en un todo 
al proyecto base de la contrata, sine a imprevisiones de es­
te proyecto, es obligodo solver los principles de justicio y 
equidod que, conforme a los postulodos fundomentoles del De- 
recho contractuel deben presidir siempre el cumplimiento y - 
ejecuciôn de las obligaciones estipuladas. Si bien es cierto 
que la operatividad de los principles que outorizon la revi- 
siôn de las condiciones controctuoles, por olterociôn de las
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circunstancias o por imprevisiones inicioles, debe ser odmi- 
tido con extrema cautela, ai objeto de que no resulten des—  
virtuodos las exigencies de la seguridad y estabilidad juri- 
dica, no es menos cierto que, en el presente coso, résulta - 
con cloridod de los informes técnicos obrontes en el expe- - 
diente que, por rozones imputables a la Administraciôn, el - 
cumplimiento de une c&igociôn contractual résulta excesiva—  
mente oneroso para la otra parte, lo que permite ofirmor que 
tel cumplimiento puede ser objetivomente injusto.
En consecuencio, las exigencias de la equidod, concretadas - 
en principios générales de Derecho contractual, que sin dif^ 
cultad ni violencia pueden ser incorporados, bien que coûte- 
losamente, a nuestro ordenamiento juridico, imponen el examen 
del alcance de las obligaciones de ombos partes, en funciôn 
de la base subjetiva supuesta por la interpretaciôn de la v£ 
luntad de las mismas en el momento de celebraciôn del contra^ 
to y la base objetiva que esté supuesta por la causa del pr£ 
pio contrato. Se trata, en definitive, de aplicar la teorla 
de la base del négocie, que entiende que el olconce+de los - 
obligaciones controidos por las partes se determine en fun—  
ciôn de las circunstancias bôsicas que, al tiempo de la con- 
clusiôn del contrato, pudieron servir de fundomento a la de- 
cisiôn de las partes que, en virtud del mismo, quedoron obH 
godes.
Si se proyectan los citados principios sobre los eue confiqu 
ran la noturolezo juridico del plozo de garantie, en los pro 
pios términos en que se estoblece en la condiciôn 25 del Plie 
go de condiciones particulares y econômicas ("el ad judicoto- 
rio quedorô obligodo a la conservaciôn del firme que hubiere 
ejecutado"), se advierte con claridad que el contratista se 
obligô a garantizar el resultado de la ejecuciôn del proyec­
to que sirviô de base al contrato, pero su obligaciôn no pue 
de extenderse, sin conculcor flogrontemente oquel principio 
de la base del negocio, a los resultodos déficientes que seon 
directomente referibles ol proyecto. En otros palabras, lo - 
que el contratista gorontizo. y para ello se fiîo el plozo - 
de garantia, es que su troboio serô reolizodo de ocuerdo con 
los términos en que se obligô, con sujeciôn al proyecto esta 
blecido por la Administraciôn, no siendo justo entender que 
quedo obligodo a la conservaciôn de los obras si sus deficien 
cias se derivan precisamente de las imprevisiones y errores 
podecidos por la Administraciôn ol eloboror el propio proyec 
to. Afirmor lo contrario séria mantener, con rigor literolisto
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una obligaciôn que rompe el principio de equilibrio de prest£ 
ciones entre las partes y pugna con los postulodos de equidod 
que deben presidir todo relaciôn contractual** •
Por ôltimo la responsabilidad del contratista por los vicios 
de la obra se configura como de carôcter subjetivo. Apreciado o conoci- 
do el vicio o defecto, no se produce sin môs su imputaciôn al contrati£ 
ta para hacerle responsable de su reparaciôn. El contratista no respon­
ds por ser el ejecutor de la obra sino por ser culpable del vicio o de­
fecto. Ahoro bien, no es la Administraciôn quien debe demostror la cul- 
pabilidad del contratista sino que éste es quien tiene la cargo de la - 
pruebo, por lo que para exonerarse de su responsabilidad deberô demos—  
tror que el vicio no tiene su origen en la ejecuciôn de la obra por - - 
hoberse ajustodo completomente ol proyecto y demôs condiciones del con­
trato, sino que la causa es debida al proyecto, o la direcciôn o a un - 
suceso de fuerzo mayor.
El Conse jo de Estado viene sosteniendo que la responsabilidad 
del contratista se basa en la culpa. El Dictamen de 13 de abril de 1972 
(Expedients nôm. 37884) sienta la siguiente doctrine:
"El dictamen mayoritario, sobre el que se bosô la Orden hoy - 
recurrido, configuré uno especie de responsabilidad objetiva, 
una extensiôn del concepto de "ejecuciôn", hasta incluir en 
elle cualquier hecho que hubiera podido dor lugor a los rot£ 
ras, de las que, en todo coso, con culpo o sin ello, séria 
responsable el contratista. Pero la responsabilidad objetiva 
no es la régla, sino la excepciôn, en el Derecho esponol. La 
Ley de Contratos del Estado (que, aunque posterior a esta —  
contrata, ha venido a refis jar en este punto concreto crite- 
rios normalmente imperantes) se refiers a la culpa en el ar­
ticule 53, y ol dolo, en el 56; su Reglomento, en los ortic£ 
los 169, 170 y 175, trozondo en todos ellos figuras caracte- 
risticas de la responsabilidad subjetiva y, como toi, debid£
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mente motizodo. El contratista no responds por ser controtis 
ta, responds sôlo y siempre que su octuociôn infrinjo los —  
prescripciones reglomentorios y controctuoles.
Todo oquel dictamen estaba construido sobre la base de que, 
aun sin saberse a ciencia cierto si la causa de la rotura 
de las consistas era, pura y simplemente, el empleo del ce—  
mento aluminoso en su fabricaciôn, o la excesiva porosidad - 
de ese cemento, o el poco cuidado y vigilancia en el proceso 
de elaboraciôn, o un defectuoso vibrado, lo cierto, lo posi­
tive, era la rotura de las acequias y, con ello, la defectuo 
sa ejecuciôn de la obra contratada. Esta responsabilidad ob­
jetiva se encontraba, ademôs, agravada por el hecho de hober 
sido tombién el contratista el oferente de los môdulos, pro- 
cedimientos y moterioles elegidos por él con todo libertod.
Sobre este criterio, conviens repetirlo, se fundô la Orden - 
de 19 de junio de 1971, contra la que se ha recurrido.
En principio, podrio oceptorse la presunciôn de que una Or—  
den basada sobre un ton defectuoso plonteomiento deberio ser 
revocodo. Porque esta claro que no ho podido centrorse ode—  
cuodomente el problems partiendo de la premisa de un manifies 
to incumplimiento contractual producido por el mero hecho de 
las roturas, por lo que sera preciso ahora reconducir el plari 
teamiento a los términos de la consulta inicial que, como yo 
se dijo, se referion a la "posible culpabilidad de la contra^ 
ta en la rotura de las acequias fabricadas con ... cemento - 
aluminoso". Lo que ho de precisorse es la existencia o no de 
eso culpabilidad; no uno outomético e ineludible responsabi­
lidad objetiva derivada del mero hecho de la rotura de las - 
acequias, configurada como incumplimiento de la finalidad del 
contrato. Y ante la eventualidad de que pudieran existir, p£ 
ra mantener la Orden impugnada, razones distintas de aquellas 
en las que se fundô, procederô examiner, tal como vienen plori 
tvodos en el expediente, los diferentes supuestos de los co£ 
SOS de las roturas, concretamente: a) el de la inadecuaciôn 
por su propio naturaleza, del cemento aluminoso para la clo­
se de obra de que se trataba; b) un imperfecto tratamiento - 
del mismo, o c) uno defectuoso ejecuciôn de la obra en otros 
extremos, supuestos que, en contra de lo que suponio el dic­
tamen, fundomento de la Orden de 19 de junio de 1971, no co£ 
ducen todos o le mismo conclusiôn".
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Junto a lo responsabilidad por defectos o vicios de la obra,
existe la obligaciôn de conservaciôn durante este periodo. La obliga—
ciôn de conserver es continuaciôn de la que ya tiene el contratista a
medida que ejecuta la obra. La clôusula 24 PCAG dice que el contratis­
ta esté obligado no sôlo a la ejecuciôn de la obra, sino tombién a su - 
conservaciôn hasta la recepciôn definitive". Esta obligaciôn de conser­
ver es une mere consecuencio de la obligaciôn de entregar la obra per—  
fectamente acabada. En cambio, cuando la obra ya ha sido entregodo ol - 
producirse la recepciôn provisional, la obligaciôn de conservaciôn es - 
môs bien consecuencio de un deber de vigilancia o policia de la obra e£ 
tablecido para corregir posibles defectos que se oprecien con la utili- 
zaciôn de la obra.
Como dice el articule 171 RCE "durante dicho plozo (el de ga­
rantia) cuidorô el contratista en todo coso de la conservaciôn y poli- 
cio de las obras, con orreglo o lo previsto en el pliego de prescripci£ 
nés técnicos y a las instrucciones que dicte el facultative de la Admi­
nistraciôn". E incluse se concibe esta obligaciôn como de carôcter pre­
ventive, pues segôn este mismo articule 171 RCE "si descuidose (el con­
tratista) la conservaciôn y diera lugor a que peligre la obra se ejecu- 
tarôn por la propio Administraciôn y a costa del contratista los trobo- 
jos necesorios para evitar el doRo".
La clôusula 73 PCAG se refiere especificaraente al deber de —  
conservaciôn durante el periodo de garantie. Segun elle "el contratista 
procederô a la conservaciôn de la obra durante el plozo de garantie - - 
con orreglo a lo previsto en el pliego de prescripciones técnicos y se- 
gôn las instrucciones que recibo de la Direcciôn, siempre de forma que 
taies trabajos no obstoculicen el uso publico o el servicio correspon—  
diente de la obra."
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A continuaciôn esta clôusula 73 PCAG establece la responsabi­
lidad por doRos o deterioros que puedon producirse en la obra, en forma 
de una presunciôn que admite prueba en contrario (iuris tontun). Dice - 
la clôusula que "el contratista responderô de los doRos o deterioros —  
que poedon producirse en la obra durante el plazo de garantie, a no ser 
que pruebe que los mismos bon sido ocosionodos por el mol uso que de —  
oquôllo hubieron hecho los usuorios o la entidad encargada de la explo- 
taciôn y no ol incumplimiento de sus obligaciones de vigilancia y poli­
cia de la obra; en dicho supuesto tendrô derecho o ser rembolsodo del - 
importe de los trabajos que deben realizarse para restablecer en la - - 
obra las condiciones debidos, pero no quedorô exonerado de la obligaciôn 
de llevar a cabo los citados trabajos".
Existe pues la presunciôn de que el contratista es responsable 
de los doRos o deterioros que en la obra pueden producirse. Se presume 
que el doRo es consecuencio del incumplimiento del deber de vigilancia 
y policia que tiene el contratista durante la ejecuciôn de la obra. Esta 
presunciôn traslada al contratista la cargo de probar que el doRo o det£ 
rioro no se ho debido o culpa o negligencia sino a causas ejenos a él.
La clôusula 73 PCAG sôlo contempla como coso de responsabili­
dad ejeno al contratista, el mal uso que hogon de la obra sus usuorios 
o la entidad explotadora. Sin embargo pueden darse otros cosos en los que 
el contratista no see responsable. La propio Administraciôn, titular de 
la obra, puede ser causante de doRos en este tiempo de garantie y ya —  
hemos visto que pueden producirse defectos o vicios que tengon su origen 
en la imprevisiôn de la Administraciôn al redactor el proyecto. Por - - 
otra parte, el doRo de un tercero puede provenir de quien no tengo la - 
cualidad de usuario sino de simple tercero y por ôltimo tombién soporta- 
rô la Administraciôn el doRo a la obra debido a coso fortuito o fuerzo -
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mayor.
Con todo, segOn la clôusula 73 PCAG, el contratista tiene el - 
deber de reparar la obra daRada, abonôndosele el importe de los trabajos 
reolizodos, aunque demuestre que el daRo no le es imputable. No se trata 
de una obligaciôn contractual, pues este deber de reparar se impone como 
obligaciôn legal de cumplimiento forzoso, con el derecho a ser resorcido 
del importe de la reparaciôn. Lo que no especifico la clôusula es cômo - 
se han de valorar esos trabajos. No serôn de oplicociôn los precios es—  
tipulodos para las distintas unidades de la obra, pues ellos son contro- 
portido de su ejecuciôn en un tiempo determinodo para conseguir el resuJL 
tado final. En cambio, ahoro se contemplan obrasadicionales a las ya ej£ 
cutadas (aunque técnicamente puedon ser de la mismo naturaleza), que de- 
berôn valorarse al coste real en el momento de su reolizociôn. Por ello, 
consideromos que serô necesorio ocudir o la fijaciôn de precios contra—  
dictorios tomando como base los del contrato pero sin que necesoriomente 
tengon que coincidir con ellos. Ahoro bien, la faltô de ocuerdo sobre el 
importe no exonéra al contratista de la ejecuciôn de la reparaciôn dodo 
el carôcter forzoso de la obligaciôn segôn ya se ha indicado.
La soluciôn que ofrece esta clôusula es criticable, pues por 
principio no se puede obligor a reparar si no existe responsabilidad —  
por el doRo cousodo. Se nos ofrece oqui un coso de obligaciôn sin respoji 
sabilidad, dejôndose indemne al obligado medionte el pogo del importe de 
su trabajo. Sôlo el interôs pûblico puede justificor la imposiciôn de un 
deber de esta naturaleza a quien ya se encuentra liberado de la obliga—  
ciôn contraida con la Administraciôn por hober sido recibido provisiono]^ 
mente la obra, y a quien, por otra parte, no se le imputa el doRo cou—  
sado por tener su origen en el octo u omisiôn de un tercero o de la - —
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propia Administraciôn. De todos modos el recurso ol interôs publico m  #£ 
ta muy justificado en este supuesto, pues porece que sobre consideroci£ 
nés de justicio, e incluse de equidod, se hacen voler criterios de mero 
oportunidad, ya que se impone la obligaciôn de reparar en consideraciôn 
a que el contratista todavia permanece vinculado a la obra por sus obH 
gociones de vigilancia y policia.
VI.- RECEPCION DEFINITIVA DE LA OBRA.-
La recepciôn definitive pone punto final a la obligaciôn del 
contratista.Cuando se sigue el sistemo de doble recepciôn, es necesorio 
verificor définitivomente si la obra ha sido correctomente construido - 
con sujeciôn ol proyecto y ol contrato. Lo recepciôn provisional libera 
de la obligaciôn de ejecutar la obra y sôlo permanece la obligaciôn de 
remoter, reparar y conserver. Pues bien, la recepciôn definitive libera 
tombién de esta ultime obligaciôn.
1. Naturaleza juridico.- La recepciôn definitive no es verdo- 
dero recepciôn en cuonto correlative de une entrega. En puridad no se - 
puede decir que la Administraciôn recibo ahoro la obra, pues ya la rec£ 
biô el entregôrsela el contratista en el momento de la recepciôn provi­
sional. Realmente la recepciôn definitive es équivalente a oprobaciôn - 
definitive pero sin entrega. No es, pues, un octo complejo como es la - 
recepciôn provisional. Cabria decir que la recepciôn definitive es algo 
menos que la provisional y algo môs que éllo. Es algo menos porque la - 
recepciôn definitive no entroRo entrega de la obra ni transmisiôn de —  
riesgos. Es algo môs porque la recepciôn definitive libera totalmente - 
al contratista de las obligaciones derivodos del contrato, existiendo - 
unicomente la garantie quincenal de la que después trataremos.
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La doctrina del Consejo de Estado ho subroyodo lo que es ob­
jeto inmedioto de la recepciôn definitive pero tombién ha destacado —  
los efectos plenos que elle produce. El Dictamen de 26 de Abril de 1966 
(Exp. num. 34.585 ) dice que "la recepciôn definitive tiene por obj£
to comprobor que durante el plozo de garantie la obra se ha mantenido 
en el debido estado de conservaciôn. Es, por consiguiente, une nuevo - 
comprobociôn, "o posteriori", del mismo hecho que ocredito la recepciôn 
provisional: que el contratista ha cumplido debidamente su prestaciôn". 
Sin embargo el mismo Consejo de Estado ho dicho tombién:
"La recepciôn definitive no es un mero octo de comprobociôn 
de constataciôn de hechos o situaciones; tiene môs relevan- 
cia y enjundio: afecta a la relaciôn juridico entre la Adm^ 
nistraciôn y el contratista, y bien claro quedo arriba ex—  
puesto y corroborodo por la Jurisprudencia, creando dere- - 
chos, en via administrative al menos, por ejemplo, a la de- 
voluciôn inmedioto de la fianza". (Dictamen 20 de mayo de - 
1965. Exp. nôm. 33847).
2. Procedimiento.- Lôgicamente el procedimiento de la recep­
ciôn definitive es similar al de la recepciôn provisional por interve­
nir en elle los mismos sujetos y en relaciôn con un mismo objeto. Se—  
gun los orticulos 55 LCE y 170 RCE la recepciôn definitive se efectua 
"con la concurrencia de las mismas personas a que se refiere el artic£ 
lo 170, excepto el représentante de la Intervenciôn General, a la que 
se darô cuenta del octo, por si estima oportuno asistir". Por consi- - 
guiente, intervienen en la recepciôn definitive el facultativo désigna^ 
do por la Administraciôn contratante (a quien hemos llomodo receptor), 
el facultativo encorgodo de la direcciôn de las obras, el contratista 
asistido si lo estima oportuno de un facultativo, y el représentante - 
de la Intervenciôn General del Estado, cuyo osistencio no es obligodo.
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El procedimiento se inicio con la comunicaciôn que debe hacer 
el Director de la obra a la Administraciôn, con uno ontelociôn minima 
de un mes, de la fecha de terminaciôn del plazo de garantie, a los efe£ 
tos de que oquôllo procéda o la designaciôn de un représentante, en la 
recepciôn definitive (el receptor), el cuol fi je la fecha de célébra—  
ciôn de la mismo y la debe comunicar a la Intervenciôn General del Es­
tado con ontelociôn minime de diez dies y cdtando tombién por escrito 
al Director y ol contratista o su delegado (la osistencio del contra—  
tista a la recepciôn definitive se r|g» por idénticos principios, re­
glas y trômites que los expresodos para la recepciôn provisional (clÔ£ 
suie 76 PCAG, pôrrofos primero y segundo).
La recepciôn definitive se efectuorô con la intervenciôn de 
las personas indicadas y en la fecha fi jade para ello, teniendo en cue£ 
ta que los orticulos 55 LCE y 170 RCE, estoblecen que debe efectuorse 
"dentro del mes siguiente ol cumplimiento del plozo de garantie". Si - 
transcurre este plazo sin que la Administraciôn haya efectuado la re—  
cepciôn definitive incurre en more sin necesidad de que el contratista 
haya interpelado a la Administraciôn, pues no exigiéndose en la recep­
ciôn provisional tompoco serô necesorio en la recepciôn definitive que 
se rige por los mismos principios y reglas. Los efectos de esta "more 
credendi" de la Administraciôn los régula la clôusula 77 PCAG disponieji 
do que "si la recepciôn definitive de la obra se efectuare pasado môs 
de un mes después de la fecha de terminaciôn del plazo de garantie y - 
la demora fuera imputable a la Administraciôn, éste deberô abonar al - 
contratista los gostos de conservaciôn de la obra durante el tiempo que 
excedo del plozo citodo si oquél solicita por escrito el cumplimiento 
de esta obligaciôn". Esta reclomociôn por escrito no es requisite for­
mol de con±ituciôn en more sino presupuesto pore exigir el obono de los 
moyores gostos de conservaciôn, pues de la situaciôn morosa se pueden
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derivar otros perjuicios como son el retroso en el pogo del soldo de lo 
liquidociôn définitive y lo devoluciôn de la fianza, cuyo resorcimiento 
no se supedito a eso reclomociôn escrito.
El obono de los moyores gostos de conservaciôn por moro de - 
lo Administraciôn se détermina aplicando a la partida alzada previsto 
en el presupuesto, la mismo proporciôn que haya entre la duraciôn del 
plazo de gorontio y el periodo de demora. De no existir portido olzodo 
en el presupuesto para estos fines, el importe de los gostos de conse£ 
vociôn odicionoles se fijo por la Administraciôn a propuesta justific£ 
do del contratista y previo informe del Director (clôusula 77 PCAG, —  
pôrrafo segundo).
Puesto que la recepciôn definitive consiste en la aceptaciôn
0 oprobaciôn que hace la Administraciôn de la prestaciôn del contrati£ 
ta, debe ir precedida de una octividod de verificaciôn o comprobociôn. 
La clôucula 76 PCAG habla del "examen de la obra", que deberô realizar 
el funcionario receptor, asistido del Director de la obra y con la - - 
osistencio del contratista. Esta verificaciôn o examen conduira con - 
un juicio de oprobaciôn o reprobaciôn.
Sôlo puede hober un juicio de oprobaciôn cuando los obras —  
hayon sido "ejecutadas conforme al proyecto y en perfecto estado", se- 
gôn dice el articule 174 RCE, pôrrafo tercero. Coso contrario la veri­
ficaciôn concluirô con un juicio de reprobaciôn y deberô ser comunicado
01 contratista, pues el articule 174 RCE, pôrrafo segundo, y en onôlo- 
gos términos la clôusula 76 PCAG, pôrrafo cuorto, disponen que "se pr£ 
cederô a dicter las oportunas instrucciones ol contratista para la de­
bida reparaciôn de lo construido con seRolomiento de un nuevo y ôltimo 
plozo para el debido cumplimiento de sus obligaciones, durante el cuol
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continuarâ encorgodo de lo conservaciôn de las obras sin derecho a recl£ 
mor contidod olguno por ompliociôn del plozo de garantia".
En estos cosos de rechozo de la obra el problème que se plan- 
teerô serô el de la determinaciôn de la causa del defecto o vicio de —
1g obra, pues junto a los normalmente tenidos en cuenta (proyecto, di—  
recciôn y ejecuciôn) se summahoro los derivodos del uso de la obra. E£ 
to obligorô a que el Director no se limite a dor vogos instrucciones al 
contratista o a que rechace, sin môs, la obra. Serô necesorio que el Di­
rector precise al contratista los defectos advertidos y sus medidas corre£ 
toras o reparadoras que debo llevar a cabo, siempre y cuando oquéllos te£ 
gon su origen en la ejecuciôn de la obra, salvo el coso en que tombién - 
sea el autor del proyecto, pues entonces tombién serô responsable de los 
vicios de éste, segôn se déclara en la clôusula 43 PCAG, pôrrafo segundo 
(24 ).
Tronscurrido el nuevo y ultimo plozo que se concede ol contr£ 
tista para subsanar los defectos, la clôusula 76 PCAG (pôrrafo cuorto) 
ordeno que se vue1va a "examinar la obra con los mismos trômites y re­
quisites seRolodos, a fin de procéder a su recepciôn definitive". De —  
este postrero examen puede de nuevo résulter la admisiôn o aceptaciôn 
de la obra o su rechozo. No dice el RCE ni el PCAG qué sucede en coso - 
de negative a recibir la obra pero résulta fôcil deducirlo. Si la obra 
es defectuoso porque hayon aparecido vicios o defectos que tengon su —  
origen en la ejecuciôn, el contratista deberô subsanarla a su costa en 
el plazo que se le dé. Si no lo hace, la Administraciôn puede resolver 
el contrato hociendo por si o por un tercero las reparaciones necesa*- - 
rias y resarciéndose a costa de la fianza de las cantidades que todavia 
pueda deber al contratista, y si todo ello no fuera sufidsnte, récla­
ma ndo la correspondiente indemnizociôn de doRos y perjuicios. Si la —
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obra es defectuoso porque el contratista no ho cumplido con su obliga­
ciôn de conservaciôn, vigilancia y policia, resultorô môs expeditivo y 
probablemente menos per judicial para la Administraciôn que ello ejecute 
los trabajos necesorios o costa del contratista, de ocuerdo con lo pr£ 
visto en el articule 170 RCE; sôlomente si el incumplimiento de la obH 
geciôn de conservaciôn hubiere dodo lugor a doRos de tal importancia o 
entidad que no pueden ser reporodos por los medios propios y ordinaries 
de que la Administraciôn disponga, se tendrô que ocudir a la resoluciôn 
del contrato con les mismas consecuencias indicadas anteriormente.
La recepciôn definitive es tombién, como la provisional, un 
acte formol. Segôn la clôusula 76 PCAG (pôrrafos tercero y quinte) "del 
resultado del acte se extenderô octo en tontes ejemplores cuontos seon 
comporecientes al mismo quienes lo firmoron y retirorôn un ejemplor co­
da uno". ARodiendo que "si el contratista o su delegado no ho asistido 
a la recepciôn definitive, el représentante de la Administraciôn le re- 
mitirô, con ocuse de recibo un ejemplor del acte". Ademôs y segôn dis­
pone el articule 174 RCE (pôrrafos cuorto, quinte y sexto) "la recep­
ciôn de las obras, cuando éstos seen de primer estoblecimiento, ira s£ 
guida de su inventorie en el general de Bienes y Derechos del Estado.
A estos efectos se ocompoRarô ol acte de recepciôn definitive un "est£ 
do de dimensiones y corocteristicos de la obra ejecutado y que a modo 
de resumen de la liquidociôn provisional practicoda, define con detolle 
las obras reolizodas tel como se encuentron en el momento de la recep­
ciôn definitive, el cuol se incorporarô al Inventorie General. Dicho - 
documente sera redactado por la direcciôn de las obras".
La formalidad de la recepciôn definitive no impide que existon 
otros modos de probar que se ha producido, mas vole para éllo cuonto ho 
quedodo expuesto anteriormente sobre la recepciôn provisional tôcita o
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presunto • En particular el transcurso del plazo de gorontio unido al 
uso de la obra sin reserves por parte de la Administraciôn, implicerô 
la recepciôn definitive y si la formalize con retroso por incurrir en 
"more credendi" los efectos deberon retrotroerse ol momento en que - - 
efectivomente tuvo lugor la recepciôn definitive por la tôcita.
En la contrataciôn local, la recepciôn definitive esté supe- 
ditada a une verificaciôn previo y a su posterior documentociôn en un 
acte. Segun el articule 62 RCCL, oportodo 2, "coducondo el plozo de ga­
rantie y dentro de los diez dies siguientes, al técnico compétente de la 
Corporaciôn emitirô informe en el que hogo constor, bojo su personal - 
responsabilidad, si los bienes o prestociones objeto del contrato cum—  
plen o no las clôusulas del mismo y, en especial, las condiciones técn^ 
COS." El resultado de esta verificaciôn puede ser positive o negative. 
Si es positive, o como dice el articule 63 RCCL, "si el informe a que - 
se refiere el articule anterior fuere favorable y la Corporaciôn no re- 
solviese node en contrario dentro de los treinto dies siguientes, se eri 
tenderô ocordado la recepciôn definitive. Dicha recepciôn se formaliza- 
rô mediante acta extendida por duplicodo, que firmorôn el Présidente de 
la Corporaciôn o miembros en quien délégué, el técnico que haya emitido 
el informe, el contratista y el Secretario. Uno de los ejemplores se —  
unirô al expediente y el otro se entregara al contratista, si lo solic£ 
tore: si el resultado de la verificaciôn es negative, o como dice el —  
articule 64 RCCL "si el informe técnico o que se refiere el orticulo 62
no fuere favorable, se ordenarôn las oportunas correcciones, cuando --
procediesen o se ocordorô la resoluciôn del contrato.
3. Efectos.- La recepciôn definitive libera al contratista de 
su obligaciôn de ejecuciôn de la obra. Como dicen los orticulos 55 LCE 
y 174 RCE "si las obras se encuentron en las condiciones debidos, se -
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recibirôn con carôcter definitive y quedorô el contratista relevado de 
todo responsabilidad, salvo lo dispuesto en el orticulo siguiente", es 
decir salvo la responsabilidad por ruina que después serô estudiodo.
Consecuentemente, el contratista que ha cumplido con su obl£ 
gociôn puede reclomor a la Administraciôn el cumplimiento de la suya.
Los articules 57 LCE y 176 RCE disponen que "dentro del plozo de seis 
meses, contodos a partir de la recepciôn definitive, deberô acordarse 
y ser notificada al empresario la liquidociôn final de la obra y abonÔ£ 
dosele el solde résultante."
La recepciôn definitive tombién determine la devoluciôn de - 
la fianza constituido por el contratista en garantie de la buena ejec£ 
ciôn de la obra. Sin embargo, los articules 120 LCE y 177 y 364 RCE —  
tombién hacen depender dicho devoluciôn de la liquidociôn definitive, - 
pues el ocuerdo que debe adopter la Administraciôn a tel efecto, se su- 
bordina a que see aprobada "la recepciôn y liquidociôn definitive". Es­
ta soluciôn es criticable porque la unico explicaciôn que puede darse - 
para condicionar la devoluciôn de la fianza a la liquidaciôn definitiva 
(siempre posterior a la recepciôn) es que esta liquidaciôn arroje un sa^ 
do favorable a la Administraciôn. Sin embargo este evento no constituye 
un concepto gorantizodo por la fianza, pues los orticulos 115 LCE y 358 
RCE sôlo mencionon responsobilidodes conectodos con las obligaciones del 
contratista y en particular derivodos de la ejecuciôn de la obra.
VII.- LA RESPONSABILIDAD POR RUINA DE LA OBRA.-
Lo recepciôn definitiva de la obra significa la consumaciôn - 
del c.o.p. por parte del contratista. Sin embargo, aun extinguido el —  
contrato se impone al contratista una obligaciôn de garantie para dejar
- 399 -
indemne a la Administraciôn del perjuicio que puede originarse en coso 
de ruina de la obra como consecuencio de vicios ocultos no apreciados en 
el momento de la recepciôn definitive. El texto fundamental esté recogi- 
do en los orticulos 56 LCE y 175 RCE que dicen lo siguiente:
"Si la obra se orruino con posterioridod o la recepciôn defi­
nitive por vicios ocultos de le construcciôn debidos a incum­
plimiento doloso del contrato por poxte del empresario, respo£ 
derô éste de los doRos y perjuicios en el término de quince - 
oRos. Tronscurrido este plozo quedorô totalmente extinguido - 
le responsabilidad del contratista".
Se establece osi la responsabilidad quincenal del contratista, 
onôlogo a la que existe en el orrendomiento civil de obra y a la que - - 
deberemos referirnos brevemente para entender el significodo del precepto 
que ho quedodo tronscrito.
1. La responsabilidad decenol en el Côdigo Civil.- El articu­
le 1591 CC establece la que puede llomorse responsabilidad decenol de —  
constructores y orquitectos. Dice este precepto que "el contratista de un 
edificio que se orruinose por vicios de la construcciôn, responds de los 
doRos y perjuicios si la ruina tuviere lugor dentro de diez oRos, conto- 
dos desde que concluyô la construcciôn; iguol responsabilidad y por el - 
mismo tiempo, tendrô el orquitecto que la dirigiere, si se debe a la ru£ 
no o vicio del suelo o de la direcciôn. Si la causa fuere la folto del - 
contratista a las condiciones del contrato, la occiôn de indemnizociôn - 
durorô quince oRos".
Uno de los comentoristos del CC, MANRESA ( 25) justificobo es­
ta gorontio especial estoblecido en favor del dueRo de la obra, de esta 
forma:
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"La razôn del precepto es muy clora. La entrega de la coso y 
el examen (|ue de ello se hace no son suficientes para supo- 
ner que el arrendotario tiene ocosiôn para conocer perfect^ 
mente todos los vicios de que la coso pueda odolecer. Antes 
por el contrario, lo probable sera que esos defectos no - - 
seon monifiestos, y que sôlo con el transcurso del tiempo - 
puedon ser apreciados. Arroncondo esta consideraciôn de la 
mismo naturaleza de las cosos, lo prudente y lo justo es el 
fijor un periodo de tiempo durante el cuol la responsabili­
dad del orrendodor pueda hocerse efectivo y no entender que 
el hecho de la aceptaciôn implico renuncio, por porte del - 
arrendotario, de acciones que en ese momento no sobe si teri 
drô motivos para ejercer".
La doctrina civil se ha ocupado ampliamente del estudio de - 
esta responsabilidad decenal ( 26 ) y también la jurisprudencia del Tr_i 
bunal Supremo ho sentodo los criterios bôsicos para interpretar el ar­
ticule 1591 CC. En consecuencio, podemos configuràr la responsabilidad 
decenal de la siguiente forma.
a ) El articule 1591 CC, como dice MANRESA ( 27 )no establece 
una presunciôn de culpa contra el contratista ni contra el orquitecto por 
el mero hecho de que el edificio se orruine dentro del plozo durante el 
cuol son éstos responsables, pues siempre tendrô que demostror el dueRo 
que la ruina ho tenido lugor por vicio del suelo o de la direcciôn, si 
quiere dirigir su reclomociôn contra el orquitecto, o por vicios de - - 
construcciôn o incumplimiento de los condiciones del contrato si va a - 
entoblor sus acciones contra el contratista". Con todo, la doctrina Ci­
vil môs moderno opunto hocio uno objetivociôn de esta responsabilidad. 
DIEZ-PICAZO ( 28) dice;
"La llomado responsabilidad decenal de contratista y orquite£ 
to que détermina la ruina del edificio, aunque inspirodo en 
un sistemo de volorociôn del comportomiento y de imputobili- 
dod, se encuentra en muy buena medida objetivizodo. El con—
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tratista es responsable si la ruina ha obedecido a un defec­
to de construcciôn y el orquitecto lo es si la ruina ho te­
nido su origen en la especial naturaleza del suelo o en la 
direcciôn de la obra. Cobe, ademôs, observer que el Côdigo 
distingue por uno porte la responsabilidad nocido de los v_i 
cios de la construcciôn y del suelo y por otra la responsob^ 
lidod nocido por folto de cumplimiento de las condiciones - 
del contrato".
Ahoro bien, esta tendencio a objetivor la responsabilidad sô­
lo se oprecio por el juego de uno presunciôn que tiene un doble ospecto, 
tal como senolo CADARSO-PALAU (29); "a) en el de la cousolidod, en el 
sentido de que la ruina ocurrido dentro de los diez oRos es otribuible 
antes que al coso fortuito, a defectuoso construcciôn entendido como coju 
sa originorio; b) en el de la imputobilidod, permitiendo otribuir el V£ 
cio ol constructor. La presunciôn es, en ombos cosos, 'iuris tantum'".
La jurisprudencia oplico en cierto modo la presunciôn de cul­
pa a base de exigir uno diligencio especial por la profesionolidod de - 
los sujetos responsables. La STS 19 febrero 1959 citodo por CADARSO-PA- 
LAU advierte que el orticulo 1591 CC consogro la régla romono segôn la 
cuol "quod imperitio peccovit, culpom esse".
El CC no establece por tonto un sistemo de responsabilidad —  
objetiva que sôlo es viable técnicamente si al mismo tiempo se instaura 
un régimen de seguro obligotorio. Asi se ho hecho en Francia con la - - 
ley de 4 de enero de 1978, que modificô los orticulos 1792 y 2270 del - 
"Code Civil", estobleciendo uno verdodero presunciôn de responsabilidad, 
pues el primero de estos orticulos establece que "une telle responsabi­
lité n'a point lien si le constructeur prouvre que les dommages proviejn 
nent d'un couse étrangère". La doctrina entiende por "couse étrangère" 
lo fuerzo mayor y la culpa del dueRo de la obra.
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B) La responsabilidad decenal no dériva de cualquier vicio, 
pues el orticulo 1591 CC hoblo del "edificio que se orruinose por vi—  
cios de la construcciôn". La doctrina y la jurisprudencia bon précisa- 
do las nociones de edificociôn, ruina y vicios de la construcciôn.
Lo doctrina civil es ocorde en mantener un concepto omplio -
de "edificio" tal como se recoge en el orticulo 389 CC. Asimismo, la - 
jurisprudencia también hace un uso omplio de uno idea de edificio ( 30 ) 
de modo que puede equipororse o construcciôn inmobiliorio aunque deb£ 
rôv dejorse siempre un morgen de opreciociôn al Juez ante la impreci- 
siôn del orticulo 1591 CC.
También se montiene un concepto omplio de la ruina. Como di­
ce la STS de 15 de noviembre de 1959 "no hoy que referirlo ton sôlo, a
lo que en sentido riguroso y estricto pudiero implicor, es decir, ol ini
mediate y actual derrumbomiento o destrucciôn total o porciol de la - - 
obra, sino a un môs omplio y loto contenido del orruinomiento, extensi­
ve a la estimociôn de ton graves defectos de construcciôn que hocio te- 
mer la prôximo pérdido de la mismo, si inmediotomente no se sustituye - 
como impropio o riutil para la finalidad a la que se destinô"
Ademôs la ruina del edificio ho de provenir de un vi—
cio oculto, este es, no oporente en el momento de la recepciôn, ya sea
ese vicio de la construcciôn propiomente dicho o del suelo 6 de la di—
recciôn.
C) En cuonto a los sujetos responsables, el orticulo 1591 me£ 
ciono ol contratista y al orquitecto, pero también puede olconzor esta 
responsabilidad a otros técnicos que intervengon en la construcciôn, —  
tal es el coso del opore jodor segôn la STS 5 mayo 1961. Ademôs la juri£ 
prudencio también ho incluido entre los posibles sujetos responsables -
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al promoter de viviendos y locales (STS de 17 de octubre de 1974).
D) Fînalmente, el pârrafo primero del articule 1591 estable­
ce un plazo de garantie y no de prescripciôn de la acciôn. Para que —  
cparezca la responsabilidad la ruina debe producirse dentro de los diez 
oRos, contodos desde que concluyô la construcciôn, Pero si en este - - 
tiempo de monifiesto la ruina, la acciôn para exigir la responsabili­
dad prescribirô a los quince oRos (orticulo 1964 CC). También dura qui£ 
ce oRos la acciôn cuando la ruina es debida a la faite del contratista 
a las condiciones del contrato, segun dice el pôrrafo segundo del orticju 
lo 1591. En este coso sigue oplicôndose e). plozo de garantie general de 
diez oRos.
2. Los orticulos 56 LCE y 175 RCE.- La réguléeiôn de la re£ 
ponsobilidod por ruina contenida en el CC, debiô considerarse, pese a 
sus imperfecciones, suficiente para ser aplicada al c.o.p. por vio su-ç 
pletorio. Sobre todo, si se tiene en cuenta que las normas civiles en 
esta materia responden al interés general y pueden ser consideradas por 
ello de orden pôblico. Por otra parte, la norma especial que contienen 
los orticulos 56 LCE y 175 RCE, hobrio tenido uno justificociôn si hubi£ 
se oportodo uno regulociôn môs compléta y también môs moderno que la - 
que recoge el orticulo 1591 CC. Sin embargo, nodo de esto ofrece la nor 
ma administrotivo y las deficiencios son fôciles de oprecior.
En primer lugor, los orticulos 56 LCE y 175 RCE no siguen la 
tendencio existante en el compo civil a objetivor la responsabilidad, 
por lo menos mediante la inversiôn de la cargo de la prueba. Estos pr£ 
ceptos boson la responsabilidad en la imputaciôn al contratista de un 
comportomiento doloso que, por consiguiente, no es posible presumir, - 
sino que deberô ser demostrodo por la Administraciôn. Creemos que esto 
le do ol contratista un cierto troto de favor en comporociôn con lo que
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sucede en el orrendomiento civil de obra. Quizâ es esta uno exorbiton- 
cio de la norma civil que octôo no en bénéficié de la Administraciôn - 
sino de quien contrato con ello.
En segundo lugor, la norma administrotivo no distingue, como 
la civil, entre la responsabilidad por ruina de la obra debida a vicios 
ocultos de la construcciôn y la que se debe a vicio del suelo o de la
direcciôn. Esto en principio es lôgico porque en el c.o.p. la direcciôn
siempre incumbe a la Administraciôn bien sea por medio de su personal - 
propio o con la coloborociôn de técnicos controtodos. Sin embargo, los 
orticulos 56 LCE y 175 RCE no dicen nodo de la responsabilidad del con­
tratista cuando también es al mismo tiempo autor del proyecto (orticulos 
22 y 35 LCE y 63 y 113 RCE). En estos cosos puede ocurrir que el vicio
oculto pueda tener su origen en la confecciôn del proyecto y no en la -
octividod constructoro propiomente dicho. La omisiôn no creemos que de- 
bo subsonorse considerondo oplicoble en estos cosos el orticulo 1591 CC 
pues entonces se pzoducirio uno duolidod de plozos de garantie; uno de 
quince oRos para los vicios de construcciôn y otro de diez oRos para el 
vicio de proyecto. A nuestro juicio la loguno debe salvorse entendiendo 
que el vicio de proyecto constituye un incumplimiento doloso del contra^ 
to que, lôgicamente, deberô ser demostrodo.
Finolmente, el plozo de quince oRos que establece la norma —  
administrotivo es de gorontio. Durante este tiempo el contratista esté 
sujeto a la eventual responsabilidad derivada de la ruina de la obra, 
pero uno vez que tronscurro el plozo su responsabilidad quedorô extin—  
guida. Este plozo de gorontio es mayor que el del orticulo 1591 CC, - - 
pues no cobe entender que la norma administrotivo ho recogido lo dispue£ 
to en el pôrrafo segundo de este ôltimo orticulo, segôn el cuol "si la 
causa fuere la folto del contratista a las condiciones del contrato, la 
acciôn de indemnizociôn durorô quince oRos". La doctrina civil (31) —
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entiende que este plazo es de prescripciôn de la acciôn y no de garan­
tia, que sigue siendo de diez oRos en el supuesto de incumplimiento del 
contratista.
Establecido que el plazo de quince oRos en los orticulos 56 
LCE y 175 RCE es de garantie, el problème que se suscita seguidomente 
es el de cuôl see el plozo del ejercicio de la acciôn que compete o la 
Administraciôn trente ol contratista. En este punto se pueden borejar - 
hasta très plozos posibles. El plozo de un oRo que establece el articu­
le 1968 CC para la acciôn de responsabilidad civil derivada de la culpa 
o negligencia extrocontroctual. El plozo de cinco oRos que establece el 
articule 40 LGP para la prescripciôn del derecho de la Hacienda Pôblico 
0 reconocer o liquidor crédites o su fovor, contôndose dicho plozo des­
de el die en que el derecho pudo ejercitorse. Y, por ôltimo, el plozo - 
de quince oRos que establece el articule 1964 para las acciones person£ 
les que no tengon seRolodo un término especial. En nuestro opiniôn debe 
oplicorse la prescripciôn de cinco oRos estoblecido en el articule 40 - 
LGP, yo que el mismo contiens une regulociôn unitorio de la prescripciôn 
de los crédites y derechos a fovor del Estado que seon de contenido eco- 
nômico sin distinciôn del titulo en que oquéllos se funden. Este plozo 
de cinco oRos se cuenta desde el dio en que el derecho puede ejercitorse, 
es decir, en nuestro coso, desde el momento en que el vicio oculto sea - 
conocido o se monifieste.
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N O T A S
( 1 ) Ob. cit. "Curso de Derecho Administrativo", Tomo I, p. 638.
( 2 ) Ob. cit. "Si sterna de Derecho Civil", p. 337.
( 3 ) Influenciados por la doctrina i tali ana (RUBIMO, V IT ALEV 1,
G1ANMASTASIO) estudian la verificaciôn de la obra. DIEZ-PICAZO y 
GULLOH ("Sistema de Derecho Civil. Vd. 11, p. 337 y ss), SANCHEZ 
CALER0 "El contrato de obra, su cumplimiento" 1978, p. 25, DE LA CAMA 
RA MINGO ("Tratado practico del Derecho referente a la construc- 
ci on y arqui tectur a". Derecho Civil basico. Los contratos relacio- 
nados con la construed on. Vd. IV 1964, pp. 501. CA8AN1LLAS SAN­
CHEZ ("La recepciôn de la obra. Anuario de Derecho Civil", 11, -- 
1978, p. 287 y ss), entre otros.
( 4 ) Ob. cit. p. 789. Y RUBINO dice igualmente que la verifica-
ci on "es aquel complejo de operaci ones materiales que tiene por 
finalidad establecer si la obra ha sido bien realizada". Este mi_s 
mo autor distingue la "verifica" del "collaudo", atri buyendo a -- 
este, de acuerdo con su etimologia (cum laude) el significado de 
ser la declaraci on que reconoce que la obra ha sido bien ejecuta- 
da (Ob. cit. p. 746). Pero esta di stinci on no coincide plenamente 
con el concepto del "collaudo" dentro del c.o.p. en el Derecho -- 
i ta 11 an 0. Asi, ClANFLONE, basandose en el Reg lamento de 25 de ma­
yo de 1895 (articule 91) nos dice que el "collaudo" comprende dos 
actividades: "1'accertamento délia ri spondenza del1'opera al con­
trato e aile regoie dell'arte; la liquidazione del corrispettivo 
spettante ail'appaltatore". (Ob. cit. p. 786).
( 5 ) La jurisprudencia ha insistido en la necesidad de que los - 
defectos se senalen con certeza y se les hagan saber al contrati_s 
ta. La sentencia de 5 de febrero de 1980 dice: "Es indudable que
los términos en que estan redactados los arts. 64 del Reg 1. de -- 
Corporaciones Locales de 9 enero 1953, -"se ordenaran las oportu­
nas correcciones"- y 174 del Reglamento General de Contratacion - 
de 28 diciembre 1967, -"se procédera a dictar las oportunas ins-- 
tr ucci ones al contratista para la debida reparaciôn de lo cons - - 
truido"-, implican la necesidad de una correcta y detallada rel£ 
ci on de faltas y defectos que supongan incumplimiento del proyec­
to aprobado, que no puede en tender se sustituida con una referen-- 
ci a genérica al propio proyecto, en manera alguna indioativa para 
el interesado que, desde que solicita la recepciôn definitiva, eni 
tiende haberse ajustado al ci tado proyecto; actitud y supuesto, - 
por otra parte, que aparecen abonados, en principio, por el tran_s 
curso del plazo de garantia de cinco a nos, sin que por la Admi ni_s 
tr aci on Municipal se le hubiere formulado reclamacion ni protesta 
sobre la ejecuciôn y conservaciôn de las obras de urbanizacion .
En definitiva, en el présente caso, Cal ta la determinaciôn técni- 
ca compétente de las deficiencias a corregir o f al tas observadas, 
tan to en orden a ejecuciôn como a conservaciôn, e igu^imente falta
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la notificacion formai de las mismas al interesado, que hubiera - 
constituido a éste en la obligacion de subsanarlas" ,
( 6 ) En el Derecho francés, el CCAG (articules 41 y ss) ha gene - 
ralizado el régimen de recepciôn uni ca seguida de un periodo de - 
garantia, El derecho i tali an o, la recepciôn (collaudo) es por ré­
gla general de caracter definitive. Solo se admite que sea cali f£ 
cada de provisional en cases especiaies, como sucede cuando por - 
razon de urgencia la Administraciôn necesita utilizar la obra rea 
lizada (sobre este punto vi d . CIAMFLOME Ob. cit. p. 799).
( 7 ) Ob. cit. p. 791. Este mismo autor sostiene que es un nego-- 
cio juridico unilateral recep ti ci o (p. 792 ). En nuestra doctrina 
SANCHEZ CALER 0 man ti ene la tesis contraria a la négociai, consid_e 
rand o que es un acte juridico, y como tal v oluntari o, pero vincu­
lado a una situaciôn preestablecida en el acte de consti tuci on de 
la relaciôn obligatorla ; y siguiendo a HERNANDEZ GIL y ALBADALE30, 
concluye que es la aceptaciôn un act o debido, concepto tomado de 
la doctrina i taliana. (Ob. cit. p. 56)
( 8 ) Dictamen de 7 enero 1966. Expediente num. 33.227.
( 9 ) No estamos de acuerdo con la opinion de algun sector de la
doctrina civil que solo destaca el aspecto de aprobacion que hay
en la recepciôn, considerando que la entrega en si no tiene tras- 
cendencia juridica. SANTOS BRIZ, 3. dice que: "Debe aclararse que
las palabras "entrega" y "recepciôn" de la obra no son equivalen- 
tes. Carece de efectos Juridicos por si sola la mera entrega - - 
o"recepci on fisica ^  ya que para su eficacia juridica ha de a ha -- 
di rse le el reconocimiento de que su construcciôn es conforme al - 
contrato. Aparté de ello en numerosos supuestos, como cuando el - 
due no de la obra estuviere y a en posesion de la misma con anteri_o 
ridad, queda excluida la entrega, o cuando no se requiere por la 
naturaleza de la obra, como en prestaci ones de tipo personal o -- 
ideal o i nma terial. Por tanto, por recepciôn con efecto juridico 
ha de en tenderse "el asentimiento del comi tente a la prestaciôn - 
del contratista, manifestada en relaciôn con un examen previo, o 
con un act o de prueba o una declaraci 6n (no necesariamente de ca- 
ràcter juridico négociai) consi stente en que considéra la obra 
realizada en lo esencial conforme al contrato, que no tiene obje- 
ci ones fondamentales que hacer'*.
("El contrato de ejecuciôn de obra y su problematica juridica".
RDP Tomo LVI 1972, p. 394).
( 10 ) Sobre la interpretaciôn de este articule del CC, vid. DIEZ 
PICAZO. "El arbitrio de un tercero en los négociés juridicos", Bajr 
celona 1957, pp. 15-16
( 11 ) GARCIA-ENTERRIA dice que el privilégie de decisiôn ejecutjo 
ri a produce en este caso una a 1teraci ôn s ustanci a 1 de los esque-- 
mas propios del contrato de obra regulado en el CC ,., esta sus-- 
tanci a 1 diferencia ha venido quedando reducida en la practica por 
la intervenciôn necesari a del Consej o de Estado .,, El Alto Cuer- 
po Consultive, ôrgano de la Administraciôn, pero claramente sepa-
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rado de los organ os actives y sin i nterese s propios en el contr£ 
to someti do a su dictamen, ha venido realizando tradicionaImente 
una funcion semejante al juicio péri ci al al que se refiere el -- 
articule 1598 CC, moderando asi las desorbi tadas consecuencias - 
que derivan de la incidencia del privilégie de decision ejecuto- 
ria. Desde esta perspectiva, es claro que cobra especial trans 1- 
cendencia el proceso de marginaci on de la intervenciôn del Cons£ 
jo de Estado en el ambito de la contratacion administrativa, pr_o 
ce so iniciado con la primera redacci on de la LCE, que la juris-- 
prudencia acerto a corregir, y ratificado de nuevo en la reforma 
de 1973". (Ob. cit. "Curso de Derecho Admini strativo". Tomo I, - 
p . 640).
(12 ) ClANFLONE dice que el receptor (collaudatore ) es un f unci£ 
nario de la Administraciôn. El depende de la Administraciôn comi- 
tente y por ello no asume el papel de un arbitre. Su juicio es -- 
siempre un juicio de parte a cuyo resultado el contratista no qu_e 
da vinculado, pues puede impugnarlo utilizando los remedies que - 
la Ley le otorga. Las relaci ones entre el receptor y el contrati^s 
ta permanecen siempre en el piano de las relaci ones entre el con­
tratista y la Administraciôn. (Ob. cit. p. 812).
ClANFLONE Ob. cit. p. 811.
Ob. ci t . p . 811.
Vid. LAUBADERE. Ob. cit. Tomo III, p. 227.
Ob. cit. "Sistema de Derecho Civil". Volumen I, p. 506. 
Ob. cit. Volumen I, p. 558
Nu nez LAC OS, R. "Hechos y derechos en el documente publico' 








19 ) GARRIDO F ALLA dice que "mayor conexiôn con el problema de 
la forma tienen, en cambio, las declaraciones tacitas de v oluntad 
administrativa, con si sten tes en un comportamiento de la Admini s-- 
traci ôn que, si n tener por fin manifiesto una vol un ta d, di recta -- 
mente la presuponen. La ya extinguida jurisdicciôn de agravios ha 
declarado expresamente que del silenci o administrative se distin­
gue el acte administrative tacite, en el que, si bien se produce 
la misma abstenciôn del pronunciamlento principal, sin embargo, - 
consiste en una declaraci6n indirecta o en una ejecuciôn que sigl 
ni fi ca por si misma y sin peci si ôn de una dispoeiciôn general que 
lo interprète o dé valor, aquiescencia o repuisa" (Ob. cit. p. -- 
565).
(20 ) CABANILLAS SANCHEZ (Ob. cit. p. 293) cita como supuestos - 
mas frecuen tes: el recibo de la obra consti tuida si n réservas y - 
su subsiguiente utilizaci ôn; el silenci o del comitente a la pro-- 
puesta del constructor para que procéda a la recepciôn definitiva 
cuando se ha pactado la provisional y se ha cumplido el plazo de 
garantia convenci onal; la demora injustificada del comitente en -
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comunicar al constructor el resultado de la verificacion de la - 
obra const!tufda y entregada, a pesar del requerimiento del cons­
tructor; el pago del precio sin réservas.
( 21 ) Sobre la proteccion interdictal de otros bienes del con-- 
tratista ?id, VILLAR y ROMERO, 3.M. ("Procedencla del interdicto 
de recobrar contra la Administraci on, caso de incautarse esta de 
1 os niedios auxiliares de una obra publica" RDP diciembre 1950, p. 973 
y ss.
( 22 ) En el Derecho frances, el articulo 44 CCAG de 1976 intro- 
dujo la llamada "obligation de parfait achèvement" que sustituyo 
al sistema anterior de la doble recepcion, provisional y défini- 
tiva. Esta garantia tiene una duracion de un a ho a contar desde - 
la fecha de la recepcion o de seis meses a contar desde la misma 
fecha cuando se trata de obras de mantenimiento o de explanacion,
( 2 3 ) Ob. cit. p . 549.
( 24 ) La STS 15 de junio de 1967 contempla un caso de concurren- 
ci a de vicio o defecto de diverse origen, y sienta la siguiente - 
doctrina; "Que en cambio es de notar, que en el informe del Ins-- 
pector Nacional y Arquitecto de la Vivienda transcrite a 1 os fo-- 
lios 345 a 350 de la primera pieza del expediente se puntualizan 
las causas en les defectos de las obras en cuestion, la situacion 
y calidad de 1 os terrenes para enclavar les bloques, el mal traza 
do de les desagües y la incivilidad de inquilinos al lado del ol- 
vide y quebranto de reglas elementales de buena construccion; ju_i 
ci o técnico de variedad de motives que viene a corroborar el ult^ 
rior dictamen a que se aludio obrante en 1 os folios 299 a 301 de 
la segunda pieza en el que el Arquitecto Oefe de la Seccion técn_i 
ca de la Direccion General de la Vivienda expresa analogamente el 
lamentable estado de las plantas bajas p or la inadecuada red hori 
zontal de saneamiento junte a anorma11dades de la instalacion, eT 
mal estado de las terrazas y el use que se hace de ellas, o sea - 
que en esos y otros extremes coinciden vicies de proyecto con 1 os 
de ejecucion y mal use de las casas y resultaria injuste de ta 1 - 
suerte imponer globalmente a la Empresa constructora la repara- - 
ci on de la totalidad de las deficiencias que parecen relacionarse 
en el acta de 24 noviembre 1962; de ahi que al senalarse en la - 
de 17 abril 1963 a la representacion de Construcciones "I.L., S.A" 
les seis meses para efectuar las reparaciones especificadas, sin 
discriminacion de origenes, pudo compelirsele a la realizacion de 
le que no recafa sobre ella y entonces no quedaria correctamente 
entendido el parrafo final del art. 59 del Pliego de condiciones 
générales en su mandate de que se de n al contratista précisas y - 
detalladas instrucciones para remediar 1 os defectos, y la posible 
indetermi naci on de estes se deduce aun mas, de que habiéndose ll_e 
vado a cato despuès de la resolucion ministerial de 26 enero 1965 
algunas reparaciones, segun consta en acta del 5 marzo 1965, al 
folio 323 de la segunda pieza, preguntado el contratista si esta 
dispuesto a ejecutar las obras pendientes, contesté que se le cojn 
cretara cuales eran dichas obras, que nunca se ha negado a reali-
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zarlo siempre que fueren a el imputables y no a deficiencias del 
proyecto o al mal uso; respuesta razonable y que requiere logica 
y congruentemente para cumplir la decision de 29 octubre 1963 de 
la Dir, Gral. de la Vivienda, confirmada en la Orden Ministerial 
recurrida, de reparar 1 os defectos observados con garantia de la 
cantidad retenida, que en éstos se determine lo que corresponde 
sufragar a la contrata y cuales no, para lo que procédé que el M2 
de la Vivienda encargue a 1 os mismos arquitectos de su Inspeccion 
nacional o de la Seccion Tecnica, que personados en 1 os seis gru- 
pos de viviendas controvert!dos y con citacion para la diligencia 
de un représentante de la Empresa Construed ones I.E., S.A., for- 
mulen dictamen fundado y précise con la mayor objetividad sobre - 
las deficiencias existantes y la atribucion de ellas a 1 os traba- 
jos de la Empresa o a causas distintas -oyendo al représentante - 
de esta antes de las conclusiones o juicio que formen- y una vez 
obtenido tècnicamente el resultado sera oportunidad de exigir o - 
acometer la ejecucion del caso, mas ya con la base necesaria de - 
asignacion de obras."
( 25 ) "Comentarios al Codigo Civil". Madrid 1931. Tomo X, p. 677 .
( 26 ) Pueden verse HERRERA CATENA^ 3. "Responsabi11dades en la -
Construccion. Responsabilidad de Tecnicos y constructores . V. II" 
Granada 1977. CADARSO PALAU, 0. "La responsabilidad decenal de - 
arquitectos y constructores", 1976. GARCIA CANTERO, "La responsa 
bilidad por ruina de los edificios" ADC 1963, y FERNANDEZ HIERR15, 
"La responsabilidad por vicios de construccion", Universidad de 
Deusto, Bilbao, 1977, entre otros.
( 27 ) Ob. cit. p. 679
( 28 ) Ob. cit. p. 700
( 29 ) CADARSO PALAU. Ob. cit. "La responsabilidad decenal de ar­
quitectos y constructores". Madrid p. 171.
( 30 ) STS 15 febrero, 19 noviembre y 29 febrero 1972, citadas - 
por CADARSO PALAU (Ob. cit. pp. 113 y 114)
( 31 ) DIEZ-PICAZO y GULLON BALLESTEROS. "Sistema de Derecho Ci­
vil". Vol. II, pp. 343.
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CAPITULO NOVENO
LA DETERMINACION DEL PRECIO
I.- EXISTENCIA Y DETERMINACION DEL PRECIO.-
La obligaciôn principal de la Administraciôn en el c.c.p. es 
la de pagar al contratista una suma de dinero en concepto de precio. El 
precio es elemento esenciol del controto. Primero, porque constituye el 
correlative de la prestaciôn del contratista. Segundo, porque el c.o.p. 
es un controto oneroso en el que coda parte adquiere el derecho a la —  
prestaciôn de la otra mediante la realizaciôn de la que esta a su cargo. 
Y tercero porque el c.o.p. es un controto conmutotivo y no oleotorio en 
el que las prestaciones de las partes estén determinadas o por lo menos 
son determinobles de ocuerdo con criterios objetivos y no dependiendo - 
de un ocontecimiento futuro e incierto.
El corôcter esenciol del precio se deduce focilmente de los 
normes que regulon los controtos tipicos de la Administraciôn y, en po£ 
ticulor, el c.o.p. Los orticulos 12 LCE y 30 RCE estoblecen que los co£ 
trotos de obras, servicios y suministros "tendron siempre un precio - - 
cierto, que se expresoro en monedo nacional y se obonarô al empresorio 
en funciôn de la importoncio real de la prestaciôn efectuodo y de ocue£ 
do con lo convenido". Dentro de la regulociôn especifico del c.o.p. el 
articulo 122 RCE dice que en la escrituro publica debe indicorse "el —  
precio cierto que ho de obonor la Administraciôn con expresiôn del ré- 
gimen de pogos previsto".
Cuando los orticulos 12 LCE y 30 RCE dicen que el precio se 
obonarô al empresorio en funciôn de la importoncio real de la prestaciôn
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efectuodo y de ocuerdo con lo contenido, esta poniendo de manifiesto el 
corôcter esenciol del precio y tombién los notas antes indicodos de la 
reciprocidod, onerosidod y conmutatividad del controto. Ademos, estos 
preceptos ofrecen una idea objetivo o material de la equivolencio de - 
las prestaciones ol hoblor de su importoncio real, si bien la palabra 
importoncio debiô sustituirse por la de volor, yo que en definitivo lo 
que se esté propugnondo es la "equi-volencio". La misma LCE y RCE em-- 
pleon otros ocosiones la expresiôn "precio justo del controto" (orticjj 
los 37 y 118, respectivomente), para refiejor la misma idea de la equ£ 
Valencia de las prestaciones. Esta precisiôn tiene su interés oo como 
cuestiôn teôrico o de principios sino de corôcter prôctico para resol- 
ver los conflictos entre los partes y proporcionor un criterio al Juez 
que hoyo de resolverlos. Ademos, la idea de la equivolencio econômico 
debe tombién montenerse para corregir las desviociones que necesaria—  
mente surgen de la posiciôn desiguol de las partes, evitondo que la A^ 
ministrociôn tengo mayor ventajo.
Mas no bosto con que el precio exista y sea veroz y no simu- 
lodo, pues odemôs debe ester determinodo. La determinociôn puede refe- 
rirse al modo en que se estoblece que un precio es debido o o los mo—  
dos o formas de determiner su importe econômico ( 1 ). En el primer 0£ 
pecto, la monifestociôn de voluntod puede ser expresa o tacite, ounque 
en el c.o.p. y dodo su corôcter formol, la obligaciôn de pqgor el pr£ 
cio es expresa, recogiéndose en la escrituro publica o documente admi­
nistrative con la que se solemnize el controto (articulo 122 RCE). En 
el segundo ospecto, los modes de determinociôn pueden ser varies, segun 
el grade de fijezo que se quiero o se puede olconzor. Teôricomente no - 
es necesorio que el precio esté determinodo, bosto que see determinable 
si en el controto existen elementos o criterios objetivos pore la detejr 
minociôn (articulo 1273 CC). Pero en el c.o.p. la determinociôn del pr<e
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cio no se de jo para un momento posterior, sino que, con un mayor o me- 
nor grodo de fijeza, se estoblece en el momento en que el controto qu£ 
do perfeccionodo. Por ello, existen diferentes modolidodes de determi- 
nociôn del precio, como o continuociôn vomos a estudior.
II.- MODALIDADES DEL PRECIO.-
1. Precio olzodo cerrodo.- La modolidod de precio olzodo o - 
cerrodo (forfait) para todo la obra y de monero invariable, sôlo es p£ 
sible si oquéllo ho quedodo perfectomente definido, de toi forma que el 
contratista puedo confior en que su obligaciôn no quedorô modificodo - 
como consecuencio de imprevisiones tecnicos que obliguen a ejecutar —  
prestaciones diferentes y môs onerosos. Este tipo de precio se contem­
pla en la regulociôn civil del orrendomiento de obra ( 2 ), pero en la 
prôctico sôlo se utilize en obras sencillos. En la esfero administroti- 
vo, tombién se oplicobo la modolidod de precio olzodo para los llomodos 
destojos. La Instrucciôn de 10 de octubre de 1.845 decio que "si los —  
obras se ojustosen por Administraciôn podrôn tener lugor los ajustes - 
porcioles o destojos, osi para el ocopio de moterioles o suministros y 
de otros efectos, como para la ejecuciôn de olgun trozo de obra. Para - 
que estos ajustes seon vôlidos no podrô exceder su importe del que les 
correspondu en el presupuesto oprobodo" ( 3 ). Actuolmente el precio ol^  
zodo se oplico en el caso de que los obras se reolicen directomente por 
la Administraciôn con la coloboraciôn de empresorios porticulores, o c£ 
mo dice el articulo 191 RCE "controtondo con la empresa coloborodoro la 
ejecuciôn de unidodes complétas del proyecto, instolociones o servicios, 
en base a un precio o tonto olzodo, no superior ol previsto en el pro—  
yecto"; ounque como senolo el mismo articulo, estos controtos de colo- 
borociôn tienen noturolezo administrotivo pero no la de controtos de - 
obras, toi como se configuron en el RCE.
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Fuera de esta alusiôn al precio olzodo, ni la LCE ni el RCE 
ofrecen un concepto o definiciôn del mismo, como por ejemplo, existe - 
en el Derecho froncés. Segén el articulo 10.2. CCAG es precio olzodo t£ 
do precio que rémunéra ol empresorio por una obra, una porte de obra o 
un conjunto determinodo de prestaciones definidos en el controto y que,
o bien se menciono explicitomente en el controto como olzodo, o bien no
se oplico en el controto môs que o un conjunto de prestaciones que por 
noturolezo no se repiten (4 ). De donde se deduce que la modolidod de 
precio olzodo puede coexistir con otros, en particular, con los llomo- 
dos precios unitorios de los que nos ocupomos o continuociôn.
2. Precio unitorio.- Es el que se oplico o corresponde a un - 
tipo o a una prestaciôn elemental de la obra, de ocuerdo con la unidod
de medido de la que sea susceptible. El articulo 10.2 CCAG dice que es
precio unitorio todo precio que no sea olzodo en el sentido onteriorme£ 
te indicodo y porticulormente todo precio que se oplico a una close de 
obra o a un elemento de éllo, cuyos contidodes sôlo se indicon en el co£ 
troto 0 titulo provisional (5 ).
Dentro de la modolidod de precio unitorio, se pueden distin- 
guir, 0 su vez, dos voriedodes:
a ) Precio unitorio obierto.- Se détermina el precio de la —  
unidod elemental de obra una vez que ho sido ejecutodo, oplicondo los - 
precios que para sus distintos componentes se recogen en un cuodro gen£ 
roi. Este sistema se oplicô en nuestro Derecho durante la vigencio del 
Pliego de 1.861 y se describe con detolle en el preômbulo del Pliego de 
11 de junio de 1.866 ( 6 ).
B) Precio unitorio olzodo.- En este supuesto el precio se fi- 
jo de forma inmodificoble para coda unidod de medido de la obra, lo que
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supone un estudio analitico previo de los componentes de lo unidod, —
para llegor a su determinociôn olzodo• Reolmente se troto de oplicor -
el mismo sistema que el precio global olzodo, si bien referido a coda
unidod o elemento de la obra. La doctrina itoliono ( 7) hoblo por ello
de un "piccollo oppolto h forfait". Nuestro Derecho histôrico odmitiô
el sistema de precios unitorios como medio de corregir las desviociones
que se producion con el sistema de precios unitorios obiertos ( 8)» y hoy 
se oplico en conbinaciôn con un presupuesto general cerrodo.
3. Precios por administraciôn.- En este sistema el precio se 
détermina el reembolsorle ol contratista los gostos en que hayon incurr£ 
do ol ejecutar la unidod o unidodes de obra, môs un porcentoje en conce£ 
to de bénéficiés. Esta modolidod se puede oplicor bien a una porte de - 
la obra o a todo ello. En el primer caso, el precio por administraciôn 
coexiste con los precios olzodos o los precios unitorios. En el segun­
do caso no hoy un controto de obra propiomente dicho, sino una ejecuciôn 
por la Administraciôn. En el Derecho froncés se distinguen ombos hipô—  
tesis, hoblôndose respectivomente de remunerociôn mediante gostôs con—  
trolodos (Rémunération en dépenses contrôlées) y trobojos en administra^ 
ciôn (Travaux en régie). En el Derecho itoliono se boce una distinciôn 
seme jante entre las "prestozione in economio" y los "oppolti a regio".
En nuestro Derecho sôlo se contempla este sistema cuando los obras se - 
ejecuton directomente por la Administraciôn. El articulo 191 RCE dice - 
que se puede controtor con el coloborodor "medionte sistema de coste y 
costos fijodo con orreglo ol articulo 67, y con derecho del coloborodor 
o una percepciôn econômico determinodo que, en ningun caso serô supe- - 
rior ol 5 por 100 del total de oquéllo". La expresiôn "coste y costos" 
no se encuentro en el Derecho precedente y pudiero ser troducciôn de la 
que se usa en el Derecho onglosojôn para un sistema onôlogo (cost plus 
fee). Reolmente bostorio la referenda a los costes y ol beneficio, di£ 
tinguiendo dentro de los primeros los directos (mono de obra, moterio- 
les, omortizociôn de moquinorio, etc.) y los indirectos (instolociôn de
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oficinas, edifîcaciones de olmocenes, talleres, laboratories, etc.) de 
ocuerdo con el articulo 67 RCE.
III.- PRECIO UNITAR10 Y PRECIO ALZADO EN EL DERECHO VIGENTE.-
E1 Derecho vigente no ho modificodo el sistema oplicodo bojo 
la vigencio del Pliego de 1903 para la determinociôn del precio, comb£ 
nôndose los precios unitorios con la existencio de un presupuesto para 
todo la obra. Debemos, pues, estudior a continuociôn cômo se formon om 
bas magnitudes y cômo se oplicon.
1. La formociôn de los precios unitorios.- La Administraciôn 
ho de confeccionor un cuodro de precios para las distintas unidodes que 
componen la obra. El contenido de estos precios se détermina en la clÔ£ 
sub 51 PCAG, cuando dice que "todos los trobojos, medios auxiliares y 
moterioles que seon necesorios para la correcto ejecuciôn y ocobodo de 
cuolquier unidod de obra, se considerorôn incluidos en el precio de la 
mismo, ounque figuren todos ellos especificodos en la descomposiciôn o 
descripciôn de los precios". Iguolmente y segun la clausula citodo, torn 
bién se consideron incluidos en los precios unitorios, cuando no figuren 
especiolmente volorodos en unidodes de obra o en portidos olzodos, to—  
dos los gostos que por su concepto seon osimilobles a cuolesquiero de - 
los que, bojo el titulo genôrico de costes indirectos, se moncionon en 
el articulo 67 RCE, ol que enseguido nos referimos.
Para colculor coda precio unitorio, el articulo 67 RCE esto- 
blece la distinciôn entre costes directos e indirectos de la ejecuciôn 
de coda unidod. Se consideron costes directos: o) la mono de obra, con 
sus pluses y cargos y seguros socioles, que intervienen directomente en 
la ejecuciôn de la unidod de obra; b) los moterioles, a los precios ré­
sultantes 0 pié de obra, que quedon integrodos en la unidod de que se
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trate o que seon necesorios para su ejecuciôn; c) los gostos de personal 
combustible, energio, etc. que tengon lugor por el occionomiento o fun- 
cionomiento de la moquinorio e instolociones utilizodos en la ejecuciôn 
de la unidod de obra; d) los gostos de omortizociôn y conservociôn de - 
la moquinorio e instolociones onteriormente citadas.
Segun el mismo articulo se consideron costes indirectos los 
gostos de instolociones, oficinas o pie de obra, comunicociones, edifi- 
cociôn de olmocenes, talleres, pobellones temporoles para obreros, lob£ 
rotorios, etc., los del personal técnico administrotivo odscrito exclu- 
sivomente o la obra y los imprevistos. Todos estos gostos excepto oque- 
llos que luzcon en el presupuesto volorodos en unidodes de obra o en —  
portidos olzodos, se cifron en un porcentoje de 16s costes directos iguol 
para todos los unidodes de obra, que adopta en coda caso el técnico ou- 
tor del proyecto o la visto de la noturolezo de la obra proyectodo, de 
la importoncio de su presupuesto y de su posible plozo de ejecuciôn —
( 9 ).
Junto o los precios unitorios pueden existir portidos olzodos 
que segun la clousulo 55 PCAG pueden ser de dos closes: o justificor, - 
cuando son susceptibles de ser medidos en todos sus partes en unidodes 
de obras con precios unitorios; y de obono integro, si se refieren o —  
trobojos cuyo especificociôn figuro en los documentos controctuoles del 
proyecto y no son susceptibles de mediciôn segun el pliego de prescrip- 
clones técnicos porticulores.
Estoblecido el precio de coda unidod de obra se oplico o su 
mediciôn recogido en los llomodos "estodos de cubicociones o medicio—  
nés" (orticulos 22, A), 4 LCE y 63 A) 4 RCE), y ol multiplicor ombos - 
foctores se estoblece el que podriomos llomor presupuesto especifico de 
coda unidod de obra.
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El precio unitorio es, rigurosomente, un precio olzodo "o —  
forfait" porque es invariable y se refiere o una mediciôn que tombién 
es una mognitud . fijo , ounque odmito un morgen de voriociôn del diez 
por ciento (clousulo 62 PCAG). Este corôcter olzodo del precio se - —  
transmite, como es lôgico, ol presupuesto general, pues éste no es môs 
que la suma de los presupuestos especioles de los distintos unidodes - 
de obra.
Los precios unitorios no pueden considerorse como simples —  
foctores con los que ho operodo la Administraciôn para la formociôn del 
presupuesto, sin que tronsciendon ol controto. Estos precios son con—  
troctuoles y obligotorios, como dice el articulo 82 RCE, yo que sôlo - 
con ellos se puede voloror la obra para después pogor ol contratista.
El Consejo de Estado los ho llegodo o consideror, por ello, como "clôu- 
sulo sobresoliente del precio" (Dictamen de 10 de noviembre de 195l). 
Por otra porte, la determinociôn onolitico del precio de los unidodes 
de obras permite su oplicociôn durante la ejecuciôn de la obra hociendo 
posible el régimen en pogos o bueno cuento que luego serô estudiodo.
Ahoro bien, estos precios unitorios se integron en un presu­
puesto total de la obra, cuyo formociôn y oplicociôn vomos a ver segu£ 
domente.
2. Formociôn del presupuesto general.- Determinodo el presu­
puesto de coda unidod de obra medionte la multiplicociôn del precio un£ 
torio por la mediciôn y estoblecidos tombién los portidos olzodos, se - 
forma el presupuesto denominodo de ejecuciôn material, que el articulo 
68 RCE define como "el resultado obtenido por la suma de los productos 
del numéro de coda unidod de obra por su precio unitorio y de los portai 
dos olzodos".
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A continuociôn se estoblece el presupuesto de ejecuciôn por 
controto, incrementondo el de ejecuciôn material con los gostos gener£ 
les de estructuro que inciden en el controto y que el mismo articulo - 
68 RCE cifro en los siguientes porcentojes: o) del 16 ol 20 por ciento 
o fijor por coda Deportomento ministerial, o la visto de los circons­
tanciés concurrentes, en concepto de gostos generates de la empresa, - 
gostos finoncieros, cargos fiscales, tosos de la Administraciôn legal- 
mente estoblecidos, que inciden sobre el coste de los obras y demos de- 
rivodos de los obligociones del controto y b) el 6 por ciento en conce£ 
to de beneficio industrial del contratista. Estos porcentojes pueden —  
ser modificodos con corôcter general por ocuerdo del Gobierno cuando por 
voriociôn de los supuestos actuates, se considéré necesorio.
Todavio hoy que dor un poso môs para llegor o la cifro que - 
definitivomente cuontifico el precio del controto. Efectivomente, sobre 
la base del presupuesto de controto, eloborodo por la Administraciôn y 
o invitociôn de esta, el contratista puede formuler una proposiciôn ec£ 
nômino mediante la fijociôn de una cifro unico que puede coincidir con 
la del presupuesto de controto (oferto ol tipo), o ser inferior o el si 
la licitociôn es por subosto o concurso subosto (articulo 105 RCE). Si 
se troto de un concurso, el contratista sigue el mismo procedimiento que 
la Administraciôn para fijor la cifro de presupuesto tipo, la cuol pue­
de ser môs de una si se ofrecen obras soluciones o olternotivas (ortic£ 
los 36 LCE y 115 RCE). En la controtociôn directo no hoy verdodero li­
citociôn y la Administraciôn ho de négocier el precio del controto so—  
bre la base del presupuesto de controto, cuyo cifro no puede ser super£ 
do por la del precio que, en definitive, se ocuerde (articules 37 LCE y 
118 RCE).
Por tonto, la cifro que se estoblezco definitivomente entre -
— 4>20 —
la Administraciôn y el contratista de la forma que se acaba de indicar, 
sera la que determine la cuantia del precio, que podrô ser colificodo 
entonces de olzodo, tonto porque los componentes del mismo (precios —  
unitorios) tombién lo son, como por ser tope o limite môximo que la Ad­
ministraciôn se oblige o pogor por la obra, aparté de que como veremos 
môs odelonte este modo de fijociôn del precio es el que posibilito el - 
control administrotivo del gosto.
A veces se ho intentodo oponer el precio unitorio y ol precio 
total, para ofirmor respecte de uno u otro que son el verdodero precio 
del controto. El Consejo de Estado ( 10) ho dictominodo que "en los co£ 
trotos de obras publions, el precio de odjudicociôn no se forma median­
te la odiciôn de los precios porcioles de las distintos unidodes de obra, 
sino que constituye un precio olzodo por el que el contratista se obl£ 
go a ejecutar el conjunto de la obra, ounque luego se descompongo "per 
relotionem" en precios de unidodes de obra". Tombién el Tribunal Supre­
mo ( 11) en el mismo caso contemplodo en el citodo Dictamen del Consejo 
de Estado sienta la doctrine de que "la cifro de licitociôn, no la de 
los unidodes de obra o realizor, es la que cobra uno significaciôn juri 
dico, tonto por trotorse de la cantidad por la que se outorizo el gosto, 
de monero que sin uno pevio modificociôn del presupuesto la Administra­
ciôn no puede controtor la obra o un precio superior, por lo que esta - 
cantidad presupuestada constituye el precio môximo que la Administraciôn 
puede abonar.
Por nuestro porte entendemos que el precio unitorio y el pre­
cio total no son dos magnitudes comparables, como si fueron independiert 
tes, puesto que uno es porte de la otra. El precio de odjudicociôn es - 
ciertomente el precio olzodo del controto, pero lo es tonto porque es 
limite de la obligaciôn econômico de la Adminishrodôn como porque sus el£
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mentos componentes (precios unitorios) tombién son olzodos o cerrodos. No 
nos porece por ello otinodo lo ofirmociôn que hoce el Consejo de Estado 
de que el precio de odjudicociôn no se forma mediante la odiciôn de los 
precios porcioles, pues ello es desconocer lo existencio del citodo ar­
ticulo 68 RCE, en el que se estoblece que el presupuesto de ad judicoci6n 
material se obtiene mediante la suma de los productos del numéro de coda 
unidod de obra por su precio unitorio, y por lo mismo tompoco es ocert£ 
do, o nuestro juicio, la ofirmociôn que hoce el Tribunol Supremo en lo 
sentencio que se ocobo de citor, de que solomente el presupuesto de od­
judicociôn tengo significociôn juridico. Es indudoble que tombién tie—  
nen relovoncio juridico los precios unitorios integrodos en un cuodro - 
que, como yo vimos onteriormente, tiene noturolezo contractual y oblige^ 
torio (orticulo 82 RCE), y que como elemento econômico y juridico sirven 
poro obonor, primero provisionolmente o o bueno cuento, y después defi- 
nitivomente, lo obro ejecutodo. Por ello, cuondo los orticulos 47 LCE y 
142 RCE dicen que el controtisto tendra derecho ol obono de lo obro que 
reolmente ejecute con orreglo ol precio convenido, este precio tonto es 
el que se determine de formo sintético medionte lo cifro del presupuesto 
de odjudicociôn como los precios unitorios que se integron en él poro —  
voloror y poder pqgor todos y cado uno de los unidodes de obro reolizo- 
dos.
Ahoro bien, que el presupuesto generol de lo obra por el 
que se le odjudico ol controtisto, constituya un precio olzodo o forfait, 
no significo su inmodificobilidod ni que tompoco esté exento de uno cie£ 
to relotividod. Precisomente como los estodos de cubicociones o medicio- 
nes no son exoctos (lo clôusulo 62 PCAG odmite un morgen de voriociôn —  
del 10 por lOO), el precio que ol finol se pogue ol controtisto roromen- 
te coincidirô con la cifra inicialmente presupuestoda. Pero odemôs, el - 
precio olzodo estô sujeto o posibles voriociones derivodos de los modifi
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CQciones que en el proyecto se introduzcon como consecuencio del e}erc£ 
cio del "lus voriondi". En este ospecto, la cifra del presupuesto cons­
tituye un elemento indispensable de referenda paro poder comprobor - - 
cuando se reboson los limites porcentuoles estoblecidos que exoneron ol 
controtisto de la obligaciôn de realizor môs o menos obra (orticulos 52 
LCE y 157 RCE). Con todo, esto voriobilidod del precio del controto re- 
sulto siempre excepcionol puesto que se porte de uno determinociôn de - 
unidodes de obro que no se pueden olteror sino dentro de unos limites y 
con sujeciôn o unos requisitos formules que yo fueron estudiodos. De —  
oqui tombién que el orticulo 79 RCE sôlomente odmito de formo muy espe- 
ciol lo existencio de obros sin uno determinociôn cuontitotivo en el —  
proyecto, pues sôlomente poro oquellos unidodes de obro cuyo numéro - - 
exocto no puede estoblecerse en el correspondiente proyecto, podrô oco£ 
dorse que odemôs del gosto que estrictomente seo necesorio segôn el pr£ 
supuesto, se estoblezco uno provisiôn destinodo o sufrogor el moyor im­
porte que puedon suponer tôles unidodes de obro. En estos cosos debe —  
consignorse lo oportuno clôusulo controctuol en el correspondiente pli£ 
go de clôusulos odministrotivos porticulores, por lo cuol quedo obligo- 
do el controtisto o lo reolizociôn de este moyor numéro de unidodes de 
obro, de resultor necesorio, bejo idénticos boses, por todos loe conce£ 
tos, que los estipulodos poro los iniciolmente controtodos. Consecuent£ 
mente, lo utilizociôn de esto provisiôn no tiene, o ningun efecto, el - 
corôcter de modificociôn del controto, ounque dé lugor o un oumento de 
plozo (orticulo 151 RCE).
IV.- PRECIO Y CONSIGNACIDN PRESUPUESTARIA.-
1. Necesidod de consignociôn presupuestorio.- "Los Administr£ 
clones publicos -dice el orticulo 133, pôrrofo 4 de lo Constituciôn de 
1978- sôlo podrôn controer obligociones finoncieros y reolizor gostos.
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de ocuerdo con los leyes". Precepto consÜtucionol que se cumple imponieji 
do o lo Administrociôn lo obligociôn de sujetorse o los previsiones —  
presupuestorîos que permiton cumplir el compromise de gosto que neces£ 
riomente implicon ciertos controtos como sucede en el c.o.p.
Lo vigente L.G.P. enuncio positive y negotivomente este prin­
ciple de interdependencio entre gostos publico y los obligociones que 
generon pogos. Positivomente el orticulo 43 LGP dice que "los obligocro 
nés de pogo sôlo son exigibles de lo Hociendo Publico cuondo resulten 
de lo ejecuciôn de los Presupuestos Generoles del Estado, de conformi- 
dod con lo dispuesto en el orticulo 60 de esto Ley, de sentencio judi- 
ciol firme o de operociones de Tesorerio legolmente outorizodos". Tom­
bién de monero onôlogo el orticulo 676 LRL oblige en relociôn con lo - 
Administrociôn Locol, o que en el estodo de gostos se comprendon los - 
contidodes précisés poro "cumplir los poctos y compromises que las En- 
tidodes controigan con el Estado o con otros Entidades y, en general, 
cuontos gostos venge obligodo o sufrogor durante el ejercicio, derivo­
dos de disposiciones legoles, resoluciones judicioles, controtos o - - 
cuolquier otro titulo legitimo". Y negotivomente se formule esto nece­
sidod de su jeter el pogo o su previsiôn presupuestorio, cuondo se est£ 
blece lo sonciôn de nulidod môs rodicol, esto es, lo de pleno derecho. 
El orticulo 60 LGP dice que "los crédites outorizodos en el estodo de 
gostos de los presupuestos tienen corôcter limitative y, por tonto, no 
podrôn odquirirse compromises de gostos por cuontio superior o su im—  
porte, siendo nulos de pleno derecho los octos odministrotivos y los - 
disposiciones generoles con ronge inferior o la Ley que infrinjon lo - 
expresodo norme, sin perjuicio de los responsobilidodes o que hoyo lu- 
gor'(l^ombién el orticulo 709 LRL dice que "serôn nulos los ocuerdos - 
de los Corporociones y resoluciones de Autoridodes municipoles y provi£ 
cioles: o) que hobiliten gostos que no tengon crédite suficiente poro
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satisfacerlos
Dentro de la regulociôn especifico del c.o.p. lo exigencio de 
lo previo consignociôn presupuestorio esta estoblecido en el orticulo 
19 RCE como uno condiciôn del ejercicio de lo focultod para celebror - 
controtos, reconocido o los Jefes de los Deportomentos Ministerioles.
De oqui que en el Pliego de Clôusulos Administrativas Porticulores se 
tengo que dejor constancia expresa de la existencio de los crédites pr£ 
cisos para atender las obligociones econômicos que se deriven para la - 
Administraciôn por el cumplimiento del controto, o menciôn de que se —  
troto de los cosos en que, conforme ol articulo 88 RCE, hosto que no se 
conoce la oferto seleccionada, no se procéda a la controcciôn del créd£ 
to precise, o lo fiscolizociôn del gosto correspondiente y o su oprobo- 
ciôn (orticulo 82 RCE, pôrrofo 3). Esos cosos son concretomente los pr£ 
vistos en el orticulo 113 RCE, poro poder controtor por concurso cuondo 
no es posible fijor previomente el presupuesto definitivo, o lo Admini£ 
trociôn tompoco ho podido estoblecer previomente los proyectos y près—  
cripciones técnicos poro lo ejecuciôn de les obros o, en fin, cuondo el 
proyecb oprobodo por lo Administrociôn es susceptible de ser me jorodo por 
otros soluciones técnicos o proponer por los licitodores.
Nos no bosto eso constancia en el pliego sobre la existencio - 
del crédite. En el expediente de controtociôn, junte con el pliego, se 
ho de incorporer un certificodo expedido por lo Oficino de contobilidod 
compétente que ocredite la existencio del crédite presupuestorio,
Dentro de la Administraciôn Locol tombién constituye requisite 
fundomentol lo consignociôn presupuestorio del crédite con corgo ol cuol 
se pogo el precio de lo obro. El orticulo 25 RCCL dice en su oportodo - 
2 que "cuando el controto hoyo de obliger a la Administraciôn al pogo de 
olguno contidod, no se podrô onuncior la licitociôn mientros no existiese
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crédite suficiente en el Presupuesto".
2. Consecuencios de lo folto de consignocién presupuestorio.- 
El articulo 60 LGP estoblece la nulidod de pleno derecho de los actes - 
administratives y les disposiciones generoles de range inferior a la —  
Ley si mediante ellos se oduieren compromises de gostos superiores a —  
los crédites outorizodos; y tombién hoblo de nulidod el orticulo 709 LRL.
La nulidod de pleno derecho es la forma mas rigurosa de inefi- 
cacia de un acte administrative, pues el acte nulo no puede ser convoH 
dodo, no prescribe la accién poro impugnarlo, y el vicio de nulidod se 
propogo o los octos que son consecuencio del mismo.
Tombién el orticulo 41, c) RCE sonciono con lo nulidod de ple­
no derecho "los odjudicociones de controtos que corezcon de consigne- - 
ciôn presupuestorio o extropresupuestorio debidomente oprobodo". Apre—  
ciodo lo nulidod de uno odjudicociôn por este motivo, se produce tombién 
lo nulidod del controto nocido de ello, pues el orticulo 40 RCE dice —  
que "los controtos regulodos en el présente Libro serôn invôlidos cuon­
do lo seon los octos odministrotivos que les sirvon de soporte o olguno 
de ellos, o cuondo lo involidez derive de su propio clousulodo" (13).
En cuonto ol tiempo poro decloror lo nulidod de pleno derecho, 
yo hemos indicodo que no estô sujetoJo occiôn o prescripciôn ("quod ob 
initio vitiosum est non potest troctu tempore convolescere"). Por lo —  
que el orticulo 109 LPA dice que "lo Administrociôn podrô, en cuolquier 
momento, de oficio o o instoncio del interesodo, y previo dictomen fo—  
voroble del Consejo de Estodo, decloror lo nulidod de los octos enumer£ 
dos en el orticulo 47"; es decir, los octos nulos de pleno derecho. Por 
su porte, el orticulo 42 RCE détermina o quién corresponde adopter el - 
ocuerdo de nulidod cuondo se troto de un controto odministrotivo, - — -
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diciendo que "la nulidod de pleno derecho se ocordoro de oficio o o in£ 
toncio de porte interesodo. El ocuerdo de nulidod compete ol Jefe del - 
Deportomento que hoyo oprobodo el controto, previo Dictomen fovoroble - 
del Consejo de Estodo y medionte Orden ministerial publicada en el Bol£ 
tin Oficial del Estado. Si el Consejo de Ministres hubiese outorizodo - 
el controto, debero tombién autorizar al Jefe del Deportomento competeji 
te poro que procedo o su onulocién".
Lo nulidod de pleno derecho plonteo cuestiones practices im—- 
portontes cuando el c.o.p. esté en ejecuciôn o incluso consumodo. Hoy - 
que determiner entonces, no los efectos del controto nulo, porque "quod 
nullum est nullum producit effectum", sino los efectos o consecuencios 
que tiene poro los portes la declorociôn de nulidod y especiolmente poro 
el controtisto, que de bueno fe celebrô el controto, ol que no se le —  
puede privor de lo remunerociôn de su trobojo.
Conforme o los normos civiles lo declorociôn de nulidod del - 
controto tiene efectos retrooctivos (ex tune), pues "los controtontes - 
deben restituirse reciprocomente los cosos que hubiesen sido moteriol - 
del controto, con sus frutos y el precio con los intereses" (ort.130QCC) 
Se procuro osi el restoblecimiento de lo situociôn previo ol controto.
Sin embargo, lo reglo de lo retrooctividod no cobe oplicorlo 
ol c.o.p., pues ol incorpororse lo obro ol inmueble sobre el que se con£ 
truye, no es posible sepororlo sin destruirlo. Surge entonces un conflijc 
to de intereses; por un lodo el interés publico reclomo lo declorociôn 
de nulidod del controto como sonciôn riguroso de lo folto de un requis£ 
to reputodo esenciol como es el de lo consignociôn presupuestorio; pero, 
por otro lodo debe tenerse en cuento el interés del controtisto que ho 
ejecutodo un trobojo de bueno fe y ol que, por tonto, no se le puede —
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privai del precio convenido.
La jurisprudencio aborda con frecuencio este problemo, que —  
resuelve oplicondo lo doctrine del enriquecimiento sin couso (14), - - 
pues se considéra que se produce un empobrecimiento del controtisto, —  
que no percibe el precio, correlotivo ol enriquecimiento de lo Adminis­
trociôn, que se quedo con lo obro sin ningôn titulo vôlido que outorice 
o legitime ese desplozomiento potrimoniol. Ademos, suele invocor simul- 
tôneomente el principio de no ser vôlido lo olegociôn del vicio propio 
de nulidod poro eximirse del pogo de lo obro (ollegons propriom turpitjj 
dinem non auditor) en base o los orticulos 1302 CC y 115 LPA. E incluso 
se observo, en olguno sentencio reciente, que prevolecen los considero- 
ciones de estricto justicio sobre lo opreciociôn de uno nulidod obsolu- 
to que implicitomente se cuestiono. Asi, lo sentencio de 24 de morzo de 
1981 dice en su primer considerondo:
"Que lo pretensiôn de lo entidod récurrente de que se déclara^ 
se lo nulidod de pleno derecho del Acuerdo de lo Comisiôn —  
Municipol Ejecutivo, por el que se le odjudico lo obro reol£ 
zodo en bose o lo folto de consignociôn presupuestorio, y —  
que, en consecuencio procédé que se condene ol Ayuntomiento 
de Borcelono ol pogo del importe de lo obro reolizodo en co£ 
cepto de indemnizociôn de donos y per juicios, por hober - —  
incurrido en dolo, negligencio o morosidod en el cumplimien­
to de sus obligociones, segun se determine en el ort. 92 del 
Regl. de Controtociôn de los Corporociones Locoles, corece - 
de fundomento como se ho expuesto, por hoberse llevodo o co- 
bo y ejecutodo en su totolidod lo obro publico concertodo, sin 
hoberse declorodo previomente lo nulidod del ocuerdo de od jju 
dicociôn, ni olegodo lo impmcedencio del Proyecto de Urboni- 
zociôn de lo que troe couso lo reolizociôn de dicho obro; —  
siendo indiferente o efectos del derecho del récurrente, lo 
existencio de unos reclomociones del Ayuntomiento contro los 
propietorios en vio econômico-odministrotivo en relociôn con 
el pogo de los Contribuciones Especioles impuestos poro el - 
pogo de lo obro; yo que lo posible improcedencio de eso exo£ 
ciôn no puede ser obstôculo ol ejercicio de ese derecho que
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dimana de un controto no onulodo por lo Administrociôn, que 
se perfeccionô por el consentimiento de los portes y se eje- 
cutô en cuonto o lo obligociôn correspondiente ol contratis­
ta, que por estor vinculodo por uno relociôn juridico bilat£ 
roi generô la exigencio de que por porte de lo Corporociôn - 
Municipol se procedo ol pogo de su importe con los intereses 
legoles al 4% a portir de la fecha del libramiento de los —  
certificaciones expedidos y halladas conformes por oquéllo, 
yo que a partir de eso fecho se devengo el derecho ol crédi- 
to en los mismos consignodo".
Porece, pues, que lo que importo es que lo obro fue reolizodo 
y que la Administraciôn no onulô el controto. Pese o que, por lo dicho 
môs orribo, no pueden ser considerodos esos conductos como octos de cojn 
volidociôn tôcito. Pero lo cierto es que se confinon los efectos de la 
nulidod obsoluto ol puro ospecto interno de lo Administrociôn, sin que 
trosciendo o la relociôn controctuol ol menos en lo que se refiere o lo 
obligociôn de pogor el precio. Lo sentencio opelodo que confirme la que 
comentomos llega o decir o este respecte que lo nulidod de los ocuerdos 
de los Corporociones, que hobiliten gostos que no tengon crédite sufi—  
ciente poro sotisfocerlos (orticulo 709 LRL) "no les foculto ol incum—  
plimiento de lo obligociôn bôsico y cousol que représente el pogo del - 
precio de lo obra contratado".
Por ôltimo, otros veces, lo jurisprudencio sosloyo el temo de 
lo nulidod, opreciondo unicomente el incumplimiento controctuol de la - 
Administrociôn. Esto puede verse en lo sentencio del Tribunol Supremo - 
de 22 de moyo de 1976, que contemple el coso de un Ayuntomiento,que como 
dice lo propio sentencio, se lanzô a uno promociôn de viviendos core- - 
ciendo de los recursos finoncieros que exige el orticulo 25 nôm. 2 RCCL. 
Esta carencia de recursos finoncieros impidiô a la Corporociôn pogor al 
controtisto duronte muchos meses hosto el punto de ocosionorle su ogotoi 
miento finonciero y hocer imposible la continuociôn de las obros. Pues
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bien, la valorociôn de esta conducta de la Administraciôn la hace la —  
Administraciôn bajo el prisma del incumplimiento contractual y no de la 
nulidad del contrato. Asi se indice en los considerondos 5s y 69, que - 
tronscribimos:
"CDO.: Que, en su virtud, el incumplimiento controctuol como 
octuoci6n ontijuridico sôlo debe imputorse o lo Corporociôn, 
sin que, dentro de lo comun voluntod de los portes de resol- 
ver el controto resulten operontes los tentotivos de desplo- 
zor cousolmente oquéllo imputociôn del consiguiente enri—  
quecimiento injuste que ello provocorio o fovor del Ayunto—  
miento, siendo ospecto relevonte de los susodichos tentoti—  
vos lo exigencio hecho o lo Sociedod hoy récurrente de fion- 
zo hipotecorio, cuondo ero lo Corporociôn quien no pogobo los 
certificociones de obro reolizodo y tenio conocimiento de —  
que lo Sociedod constructoro no poseio bienes inmuebles, co£ 
diciôn de tituloridod tobulor o lo que el ort. 86 en relociôn 
con el 165-52 de la L.H. (R. 1946, 342, 886 y N. Dicc. 18732), 
supedito el uso por lo Administrociôn controtonte de lo fo—  
cultod de imponer toi close de fionzo complementorio".
"CDO.: Que en los referidos circunstoncios, ol decloror los - 
octos impugnodos lo rescisiôn del controto y decretor contro 
el controtisto -con sus derivodos-, los medidos del ort. 97 
en relociôn con los 65 y 67 del Reglomento de Controtociones, 
oplicô indebidomente los citodos preceptos vulnerondo tombién 
oquellos octos el orticulo 66-1 del mismo Reglomento en cuon­
to que, o su tenor, y de conformidod con los conclusiones on 
teriormente estoblecidos, el ocuerdo procedente ero el de re 
solver el controto pero por incumplimiento de lo Corporociôn; 
lo que a lo vez que oblige o estimar el recurso y anulor los 
impugnodos octos o tenor de los orts. 83-2 y 84-g) de lo Ley 
iurisdiccionol, induce o decloror resuelto el controto por in 
cumplimiento del ôrgono municipol, estimondose osi en su esen 
cio lo correspondiente pretensiôn de lo demondo, conforme ol 
ort. 84-b) de dicho Ley regulodoro de lo iurisdicciôn".
V.- EL ERROR EN LA DETERMINACION DEL PRECIO.-
Lo Administrociôn debe reolizor numerosos y complicodos estu-
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dios, câlculos, operociones oritméticos, etc,, con la finalidad de va- 
lorar la obra proyectoda y poder fijor su precio en dinero. El resulta­
do de esta actividad se plasma en el documente del proyecto denominodo 
presupuesto "integrado o no por varies porcioles, con expresiôn de los 
precios unitorios descompuestos, estodos de cubicociones o mediciones y 
los detalles precis>s para su valorociôn (articules 22 LCE y 63 RCE).
Por su porte el contratista tombién debe efectuar sus propios 
côlculos antes de decidirse por oceptor el precio estoblecido por la —  
Administraci6n.
Una y otra parte se encuentran pues expuestas a errores al —  
formar su propio voluntod o al manifestarla, si bien no les ofecto por 
iguol, pues es la Administraciôn quien primero estudio y fijo el precio, 
y sôlo después el contratista puede efectuar sus comprobaciones manife£ 
tando o no su conformidod con la propuesta de la Administraciôn. Esto - 
es propio del corôcter de contrato de odhesiôn que normolmente tiene el 
c.o.p., lo que tombién détermina que el error que padezco lo porte que 
prépara el contrato, -la Administraciôn en nuestro caso-, induzco tom­
bién a error a la que ha de limitarse prôcticamente a aceptarlo, esto - 
es, ol contratista.
Antes de entrer en el estudio del error en la determinociôn -
del precio, es conveniente que precisemos olgunos conceptos o ideas bô-
sicas tomodos de la teoria general del negocio juridico.
1, Error vicio y error obstotivo.- La doctrina civil distin­
gue entre el error que determine la voluntod y el error que ofecto a su
declorociôn o monifestociôn. En el primer caso se hoblo de error vicio 
o sobre el contenido del negocio (error in cogitandum) y en el segundo
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caso de error, en la declaraciôn o error obstotivo (error in faciendo).
DE CASTRO ( 15) dice que "el error relevante como vicio del negocio —  
consiste en la creencia inexacte respecte de olgun date que se ha de v£ 
lorar como un motivo principal del negocio, segun y conforme resuite de 
la conducta négociai de las partes en las concretes circunstoncios del 
negocio. Se requiere une disconformidod entre lo que se considéra pre—  
supuesto del negocio (p. ej. lo que se debe dor o hocer) y el resultado 
que ofrece la realidad (lo dodo o lo hecho)". A este llomodo error vicio 
se refiere el articulo 1266 CC ol decir que "para que el error invalide 
el consentimiento, debero recoer sobre la sustoncio de la coso que fue­
ra objeto del contrato o sobre oquellos condiciones de la misma que pri£ 
cipolmente hubieren dodo motivo a celebrorlo. El error sobre la persona 
sôlo invalidera el contrato cuando la consideraciôn a ello hubiese sido 
la causa principal del mismo. El simple error de cuento sôlo do lugor a 
su correcciôn". Por consiguiente, no todo error que ofecte o los eleme£ 
tos del contrato tiene tronscendencio juridico, pues el error debe ser 
relevante o como dice el citodo articulo 1266 CC que recoigo "sobre aqu£ 
lias condiciones de la misma (la coso) que hubieren dodo motivo a cele- 
brarlo". La relevoncia o irrelevancia del error sôlo puede decidirse —  
exominondo el conflicto de intereses entre las portes. DIEZ-PICAZO ( 16 ) 
dice que deben tenerse en cuento uno serie de circunstoncios: la prime­
ra es la responsobilidod que ol que hoyo sufrido la equivocociôn debe - 
imputôrsele respecte de ella (excusobilidod o inexcusobilidcd del error); 
lo segunda es el corocter bôsico o no del elemento sobre el que recoe - 
el error; y la tercero circunstoncio o examiner es la situociôn del co£ 
tratonte contrario de quien podece el error para ver si el error es comun 
o estuvo exento de él.
El error en la declorociôn o error obstotivo consiste en una 
discreponcio entre lo declorodo y lo que se ho querido reolmente moni—
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festar; discreponcio que como dice DE CASTRO ( 17 ) es no conocido y no 
querido, distinguiéndose osi de la réserva mental, la simulaciôn y la - 
declaraciôn falsa. Quien podece el error quiso hocer una determinodo —  
declaraciôn pero empleô unos signos que no respondion a su verdodero —  
voluntod o los utilizô en otro sentido. Los ejemplos môs tipicos de es­
te tipo de error son los "lapsus" en que se incurre al hoblor ("lapsus 
linguae") o al escribir ("lapsus calami") o al elegir el medio de expr£ 
siôn sea otra persona o un instrumento. El CC no régula este tipo de —  
error négociai, pero sobre el mismo pueden hocerse considerociones onô- 
logos a las del error vicio en cuonto a su importoncoo o relevoncia, —  
opreciociôn de los intereses en juego y responsobilidod de quien lo po- 
dece. DE CASTRO (18) dice que "quien octuo negociolmente ho de respon- 
sobilizorse por sus octos; de oqui que la declaraciôn defectuosa puede 
producir los mismos efectos que la no errôneo, si quien déclara no ha - 
procedido con la debido correcciôn y diligencia. Los que hobrôn de me—  
dirse con orreglo o los relociones existentes entre los interesodos o los 
usos y ol buen sentido. Esta responsobilidod puede traducirse en indem- 
nizaciôn de doRos, en el llomodo interés negative (lo necesorio para que 
quede todo como si no hubieroi existido trotos) si se llega a la nulidad 
del negocio, o en que se entiendo creodo la relociôn négociai, como si 
la declaraciôn no hubiese estado viciodo".
Hechos pues estas precisiones veomos seguidomente como uno u 
otro tipo de error pueden ofector a la Administraciôn y al contratista 
en los procesos de côlculo que conducen a fijor el precio.
2. Errores conceptuoles de la Administraciôn y del contratis­
ta.- La Administraciôn puede padecer un error vicio, si al voloror la - 
obra mane ja equivocadamente datos que se oporton de la realidad por no 
tener en cuento la verdodero calidad o cantidad de sus unidodes y ele—
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mentos componentes, o ombos cosos a la vez. ARINO ORTIZ ( 19 ) utilizo - 
lo denominacîôn opropiada de errores conceptuoles o técnicos sobre los 
dotos o circunstoncios de lo obro, senolondo como ejemplos "tomor como 
unidod en el côlculo de los precios de excovociôn de un tunel el métro 
cubico, cuando el precio que figura en el proyecto estô referido o me­
tros lineoles (que suponen vorios metros cubicos); error ol calculer el 
presupuesto, en la valorociôn de olgun elemento (transporte, excovociôn, 
conterio); errores en cuonto a las colidodes de los que figuren en los 
condiciones facultatives; calculer errôneomente el volumen de obra por 
un mol entendimiento de los pianos, etc. Todos ellos don lugor o error 
en la contidod, calidad y precios, con la consiguiente repercusiôn en - 
los presupuestos y en las cifros de licitociôn; pueden llegor o consti- 
tuir para el contratista o para la Administraciôn -o para ombos- un ve£ 
dadero "error in substantia".
Los consecuencios del error de la Administraciôn no estôn re- 
gulodos en la LCE y RCE, por lo que hoy que ocudir o las normos del CC 
y jurisprudencio que lo interpréta. Asi pues, en principio sôlo el error 
sustonciol sobre los elementos del precio que hubiesen dodo motivo o C£ 
lebror el contrato puede considerorse como vicio de la voluntod copaz - 
de onulor el contrato, en cuyo caso debe tenerse en cuento el articulo 
49 RCE que dispone que "la invalidez de los controtos por causas recon£ 
cidos en el Derecho Civil se sujetorô o los requisitos y los plozos es­
toblecidos en este ordenomiento, pero el procedimiento para hacerlos V£ 
1er se someterô a lo previsto en los orticulos onteriores para los oc—  
tos odministrotivos onulobles", es decir, previo declorociôn de lesivi- 
dod y posterior impugnociôn en lo Jurisdicciôn contencioso odministrot_i 
vo( orticulo 46 RCE ).
El problème que puede plonteorse es el del error comportido.
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o me)or, inducido por la Administraciôn en el contratista que ha aceptjo
do o dado por Buenos sus câlculos equivocodos. La declorocién de null—
dad puede tener entonces el obstâculo del articule 1302 CC que niego la 
occiôn de nulidod a les que produjeron el error. La Administraciôn no - 
tendra entonces otro solide pore obtener le ineficocio del controto que 
le del desistimiento (articule 162 RCE), con le obligocién de indemni—  
zor al contratista, lo que serô siempre juste porque le comisiôn de un 
errer sustenciol supendrâ une grave negligencio en le Administraciôn que 
dispene de técnices pore evitorles.
Per elle, serô môs frecuente que les erreres que puede cemeter
le Administraciôn seen de corôcter occidental sin que le permiton el —  
ejercicie de le occiôn de nulidod. El unice problème que pedrô planteo£ 
se serô el de le pesibilidod e ne de subsenociôn del errer cen le cens£ 
guiente medificociôn del precie. Une sentencio reciente contemple un C£ 
se de errer conceptuel podecide per le Administraciôn que quise, peste- 
riermente, medificor el precie cen perjuicie pore el centrotiste. Es le 
STS de 22 de junie de 1979, que contemple un case onôlege de etro anti­
gua, de 27 de diciembre de 1912 (20 ), cuye doctrine ocege plenomente.- 
E1 errer estudiode en oquéllo le hobio cemetide le Administraciôn (Mi—  
nisterio del Aire) el fijor pore une unidod de encefrode de hermigôn, la 
mediciôn en metres lineeles en lugor de metres côbices. Le sentencio d^ 
ce, en su 72 censideronde, le siguiente:
"COO.: Que en el supueste que nos ecupe, le que ecurre es que . 
de hober hobide errer, este ne pedrio ser môs que de calcule, 
en cuente este sirviô pore que el licitoder ceneciere de ont£ 
mono respecte a este porte de la ebro a centrotor, que su —  
precie venio fi jade per metres cuodrodes, cen le censiguien- 
te repercusiôn en el presupueste de eso portido, y cen él, - 
en el presupueste total; centonde cen este el occienonte pore 
llegor a hocer une prepesiciôn que representobo une be je de 
un 21,50; hobiende declorode el Supreme en un case enclose -
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que el cuadro de precios con sujeclôn al cual fue subastada 
la obra constituye uno de los elementos que contribuyeron a 
fijar el tipo de licitaciôn, influyô en las diferentes pro- 
posiciones presentadas y produjo el contrato celebrado con 
el adjudicatario de la mas ventajosa; senalando que la sus- 
tituciôn de la unidad métro lineal por la de métro cubico - 
para el pago del precio del transporte, implica, por tanto, 
una importante disminuciôn del ofrecido por el Estodo y ace£ 
tado por el contratista;para terminar con la apostilla que 
este error no es uno de las equivocaciones materiales a que 
se refiere el art. 43 del Pliego de Condiciones -S 27 diciein 
bre 1912-; doctrine ya proclamada en la S. de 23 noviembre - 
1909 y con la que coincide el Consejo de Estodo, en su dict£ 
men de 28 de junio 1959.”
Como vemos, la sentencio resuelve el coso hociendo prevolecer 
la inolterobilidad del precio por no ser un error material sino de con- 
cepto. Aunque la sentencio no seo muy explicita (tompoco la que cita de 
27 de diciembre de 1912) es fôcil deducir que el Tribunal Supremo tuvo 
en cuento la inexcusobilidod del error debido a la Administraciôn que - 
se hocio osi responsable de sus consecuencios y tombién aprecio la pos^ 
ciôn del contratista ojeno a la comisiôn del error y al que, sin embar­
go, se le querion imponer sus consecuencios perjudicioles.
El contratista tompoco estô exento de cometer errores concep- 
tuoles al efectuor su estudio del proyecto y môs concretomente del pre- 
supuesto. Dificilmente puede cometer un error sustonciol dodo su péri—  
cio profesionol. En la prôctico lo que ocurre es que se pretende olegor 
error en el precio ofrecido como simple equivocociôn en el côlculo del 
coste real de la obra que posteriormente le causa un perjuicio econômi- 
co. La STS 6 noviembre 1981 en un coso de olegociôn de error en la pro- 
posiciôn econômico déclara lo siguiente:
"CDO.; Que en cuonto al pretendido error sufrido por el actor 
al presentor su proposiciôn econômico, toi error no fue oie-
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gado -como dice lo porte demondado- ni en la operturo de pl^ 
cos ni en la adjudicaciôn provisional ni en el periodo sub- 
siguiente hosto la adjudicaciôn definitive ni en la solemn^ 
zociôn de la escrituro publico; debiendose odemôs senolor, 
que, aparté de esta folto de olegociôn y de pruebo, no debe 
ignorer el récurrente, en cuonto al por él Homedo desequi- 
librio econômico, de la relociôn contractuel, que pore que 
el error puede invalider la declorociôn de voluntod es nec£ 
sorio que see esenciol, no siéndolo el error en la contidod, 
el cual, de existir, séria oqui occidental".
Por consiguiente, môs comôn serô que el contratista yerre en 
olgOn calcule o estudio sobre olgun elemento o porte de la obra que, - 
por elle, sera occidental sin que puede plonteor une cuestiôn de nuli—  
dod del contrato. El problème serô tombién oqui el de la modificociôn 
del precio por subsonaciôn del error. La soluciôn viene dodo al iguol - 
que en el coso de la Administraciôn, oplicondo el principle de respon- 
sobilidod derivodo de la propio negligencio inexcusable. El articule —  
43 del Pliego de 1903 yo decio que "el contratista no pedro reclomor, - 
bojo ningun pretexto de errer u omisiôn, oumento en los precios fi jades 
en el cuadro correspondiente del presupueste" y ni siquiero aunque fue- 
se un errer inducido por la Administraciôn, pues se onodio que "tompoco 
se le odmitirô reclomaciôn de ninguno especie fundodo en indicociones - 
que, sobre las obros, sus precios y demôs circunstoncios del proyecto, 
se began en la Memorio, por no ser ésto documente que sirvo de base o - 
la contrato". En un supueste de olegociôn de errer en el contratista iji 
ducido por la Administraciôn, no se tomô en considerociôn por el Tri­
bunal Supremo "porque si la opreciociôn del error, ton variable en los 
distintos cases, nunco debe tener lugor, como dice la sentencio de este 
Tribunal de 28 de enero de 1969 cuondo el olegodo seo "inexplicable" en 
persona con copocidod para centrotor y menos oun si puede ser evitodo - 
con "regular diligencio", clore es que en el présente coso, en que la - 
contrato es uno empreso constructoro/Jetai mognitud y preporociôn ..."
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(STS 17 enero 1974). Se trotq, pues, de uno cuestiôn de diligencio y —  
responsobilidod (spondet peritiom ortis) y no de riesgo y venture como 
entiende ARINO ORTIZ (21). El principle del riesgo y venture, como yo 
dijimos môs orribo, hoce referencio o riesgos sobrevenidos en el ôreo - 
interne del controto (moyor dificultod de ejecuciôn) o externe (vorio—  
ciôn de precio). En combio el error vicio de lo voluntod hoce referen—  
cio o folsos representociones tenidos en el memento de centrotor ounque 
sus consecuencios perniciosos se descubron y monifiesten despuôs. El —  
riesgo del error yo me tiene en el memento de estudior code porte, lo 
obro y su precio y si ho de soportorse no es por lo necesidod de monte- 
ner invorioble el vinculo (controctus lex) sino porque code porte debe 
ser responsoble de su negligencio medido con criterios especioles por - 
lo loturolezo y posiciôn de code uno en el controto.
3. Borores de expresiôn o monifestociôn.- Tombién se puede —  
hoblor de errores moterioles pore designer oquellos equivocociones coiw 
tides principolmente por lo Administrociôn ol redactor el presupueste de 
lo obro, pues el ônico error de este tipo que puede cometer el contre—  
tisto se ho de referir o su proposiciôn econômico expresodo en uno cifro 
en nômero y letro.
Aqui no se troto de folsos o equivocodos representociones o - 
concepciones de lo reolidod, sino de simples errores ol expresor en los 
documentos los côlculos reolizodos previomente. Los cosos de error pue- 
den ser muy voriodos dodo lo comple jidod en lo documentociôn técnico de 
un proyecto. No obstonte, se do corôcter relevonte o oquéllos que se - 
cometen ol monejor los dotos de los plonos, cuodros de precios y presu- 
puesto propiomente dicho. El orticulo 43 del Pliego de 1903 se referle 
o "los equivocociones moterioles que el presupueste puedo contener ya por 
voriociôn de los precios respecte de los del cuodro yo por errores —
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en las cantidodes de obra o en su importe"* El orticulo 158 RCE no - - 
ejemplifico y hobio de errores moterioles sin môs. Dice este orticulo - 
que "los errores moterioles que puedo contener el proyecto o presupues- 
to eloborodo por lo Administrociôn no onulorôn el controto, sino en cuo£ 
to seon denunciodos por cuolquiero de los portes dentro de dos meses corn 
putodos o portir de lo fecho del octo de comprobociôn del replonteo y —  
ofecten, odemôs, ol importe del presupuesto de lo obro, ol menos en un - 
20 por 100. Coso controrio los errores moterioles sôlo dorôn lugor o su 
rectificociôn, pero monteniéndose invorioble lo bojo proporcionol resul- 
tonte de lo odjudicociôn"• Por consiguiente, el error moteriol sôlo es - 
couso de nulidod del controto cuondo ofecto sustonciolmente ol precio, - 
cuyo opreciociôn se focilito medionte lo determinociôn de un porcento je 
y se oplico lo técnico de lo rescisiôn por lesiôn del quinto. Tombién —  
oqui se ho querido ver uno especiolidod odministrotivo del c.o.p. ocu-- 
diendo o lo ideo del interés pôblico como explicotivo del montenimiento 
del controto (22 ). A nuestro juicio, el trotomiento del error en el —  
c.o.p. no obedece môs que o uno rozôn de puro equidod y se oplico uno - 
uno soluciôn onôlogo o lo que se encuentro en lo comprovento civil de —  
bienes inmuebles con fijociôn del precio por unidod de medido o nômero - 
(orticulos 1469 y 1470 CC) (23 ).
Uno vorionte especifico del error moteriol es el llomodo error 
de cuento. Este error tombién se produce en lo declorociôn y concreto—  
mente ol operor en el côlculo motemôtico. Lo doctrino (24) ho subroyo- 
do que para que exista un verdadero error oritmético o de cuento es ne- 
cesario que se dé uno plena conformidad ante las partes sobre los dotos 
con los que se opera.
No existe uno normo dentro de la LCE y RCE que régulé los - - 
efectos del error de cuento, por lo que trodicionolmente se viene cons^ 
derondo que es de oplicociôn el orticulo 1266, ôltimo pôrrofo CC, segun
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el cual "el simple error de cuento s6lo doré lugor o su correcciôn".
El Consejo de Estodo ho diferenciodo el error de cuento o orH 
mético de los llomodos equivocociones moterioles, o los que se referio 
el orticulo 43 del Pliego de 1903 y octuolmente el orticulo 158 RCE. En 
uno de sus dictômenes el Consejo de Estodo sentô la doctrino de que "el 
error de sumo o oritmético en que se ho incurrido por lo reiterociôn de 
un sumondo en el côlculo del presupuesto cuyo rectificociôn pretende es 
évidente que no se hoyo comprendido en los cotegorios que constituyen el 
contenido del concepto de equivocociones moterioles del orticulo 43 del 
fjliego generol; no encojo, en efecto, ni en lo equivocociôn de los pre—  
cios en relociôn con los del cuodro, ni en los relatives a las cantida—  
des de obra o a su importe". Y en este mismo Dictomen se hoce la remi- - 
siôn ol orticulo 1266 CC, o folto de un precepto odministrotivo. (25)
Lo Jurisprudencio del Tribunol Supremo ho sostenido tombién - 
idéntico criterio ol tiempo que ho estoblecido lo necesidod en estos C£ 
SOS de error de cuento de rectificar la bojo ofrecido por el contratis­
ta uno vez subsanado el error.
La sentencio de 18 de enero de 1954 contemplo el coso de un - 
error en el presupuesto tipo de uno subosto como consecuencio de lo du- 
plicociôn de un mismo sumondo. Lo Administrociôn pretendiô montener, uno 
vez rectificodo el error, el mismo porcentoje o coeficiente de bojo y —  
recurrido el ocuerdo por el contratista el Tribunal Supremo dictô sentejn 
cia declorondo la necesidod de ajuster la bojo al presupuesto rectifica- 
do. La doctrine que sentô fue la siguiente:
"CDO.: Que la duplicaciôn o reiterociôn de un mismo sumondo - 
por dos distintos conceptos, en la fijociôn del presupuesto 
de obra y tipo de subosto de éllo, no es ni une equivocociôn
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en relaciôn con los precios fijodos en el cuadro de éllos, ni 
un error en la contidod de obro o ejecutor, ni siquiero error 
en lo determinociôn del importe, es puro y simplemente como - 
concordontemente informon lo Secciôn y Asesorio del Ministerio 
de Obros Pôblicos, lo Secciôn de Obros Hidrôulicos del propio 
Consejo de Obros Publicos y el mismo Consejo de Estodo, un mje 
ro error de sumo o oritmético.
CDO.: Que operondo en lo bojo del precio o obonor o lo socie- 
dod controtisto exclusivoroente el error oritmético -que no es 
error de concepto- su trotomiento juridico, no ho de buscorse 
como muy bien informe la Asesorio Juridico del Ministerio de 
Obros Pôblicos en los orticulos 32 y 43 del Pliego generol de 
los condiciones poro lo controtociôn de los obros pôblicos, yo 
que estos se refieren o los equivocociones de concepto en - - 
ellos especificomente enunciodos, sino que lo subsonociôn ho 
de verificorse ol no tener môdulo especiol de rectificociôn - 
-por ser mero error oritmético- en la forma que preceptôa el 
pôrrafo 32 del articule 1266 del Côdigo Civil ..."
Anôloga doctrine se contiene en la sentencia de 21 de octobre 
de 1968. En este coso se contemplobo un error ol multiplicor un deter- 
minodo nômero de kilos por metros côbicos, estondo conformes ombos por­
tes en que el multiplicondo y el multiplicodor eron exoctos, pero no - - 
osi el resultodo. Esto sentencio dice lo siguiente:
"CDO.: Que en el coso de outos, es monifiesto que se estô en 
presencio de un simple error de multiplicociôn, que no ofec­
to o precios, volumen ni contidodes de obro, puesto que mult^ 
plicondo y multiplicodor son correctos, o seo que se troto de 
un error oritmético no comprendido en el ort. 43 del Pliego - 
generol de 13 de morzo de 1903, por lo que, onte lo folto de 
normociôn especiol, y otendido lo estoblecido en el ort. 16 - 
del Côdigo Civil ho de oplicôrsele, como tombién se declorô 
en la sentencio de que queda hecho mérito, el pôrrafo 32 del 
orticulo 1266 del aquél Côdigo, que preceptôo que el simple - 
error de cuento sôlo dora lugor a su correcciôn; no pudiendo, 
por lo demôs, pfrecer duda que tal correcciôn ho de producir 
los obligodos consecuencios légales y que, consiguientemente, 
hobiéndose fijado o colculodo la bojo de subosto por compara^ 
ciôn entre el importe del presupuesto, indebidomente oumento^ 
do a virtud del susodicho error oritmético, y lo contidod —
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ofrecido por lo odjudicotorio, debe rectificorse osimismo lo 
indicodo bojo, determinondolo en relociôn o lo proporciôn —  
entre el precio del remote y el presupuesto despuôs de recti­
ficodo" •
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N O T A S
( 1 ) Cfr. RU3IN0 Ob. cit. p. 182 y ss.
(2 ) El CC régula en los articules 1588 y siguientes el arrend£
ml en to de obra por ajuste o precio alzado y concretamente el ar­
ticule 1593 dice que "el arqultecto o contratista que se encarga
por un ajuste alzado de la construcclon de un ediflclo u otra
obra en vlsta de un piano convenldo con el propletarlo del suelo, 
no puede pedlr aumento de precio aunque baya aurnentado el de los 
jornales o materiales; pero podra hacerlo cuanto se baya becho a_l 
g un camblo en el piano que produzca aumento de obra, siempre que 
bublese dado su autorlzaclon el propletarlo". Este precepto es -- 
practlcamente traducclon del articulo 1793 del Codlgo Civil Fran­
ces, el cual dice: "Lorsqu'un architecte ou un entrepreneur s'est
chargé de la construction à forfait d'un bâtiment, d'après un plan 
arrêté et convenu avec le proplétalre du sol, 11 ne peut demander 
aucune augmentation de prix, ni sous le prétexte de l'augmentation 
de la main d'oqyre ou des matériaux, ni sous celui de changements 
on d'augmentations faits sur ce plan, si ces changements on aug-- 
nentatlons n'ont pas été autorisés par écrits, et le prix convenu 
avec le proplétalre".
( 3 ) Cltada por G. ARInO. Ob. cit. p. 68.
( 4 ) "Est prix forfaitaire tout prix qui rémunère 1 'entrepreneur 
pour un ouvrage, une partie d'ouvrage o un ensemble déterminé de 
prestations défini par le marché et qui, ou bien est mentionné ej( 
pllclteinent dans le marché comme étant forfaitaire, ou bien ne -- 
s'applique dans le marché qu'à un ensemble de prestations qui - - 
n'est pas de nature a être répété".
( 5 ) "Est prix unitaire tout prix qui n'est pas forfaitaire, au 
sens défini cl-dessus, notamment tout prix qui s'applique à une 
nature d'ouvrage on à un élélent d'ouvrage dont les quantités ne 
sont Indiquées dans le marché du'à titre prévlq1onnel" .
( 6 ) "Este slstema slgue paso a paso las operaclones de la cons­
tr uccl on de la obra, pagando cada una de e lia s por separado a prje 
clos consumldos de antemano y en la cuantia en que cada un a ha s^ 
do ejecutada. Asi, el firme de una carretera se pagaba abonando - 
separadamente la extracclon de la pledra, su transporte, variable 
con la dlstancla d la obra, su machaqueo, su extension o coloca-- 
don, la plataforma de la via y, por ultimo, su con soil dacl on y - 
demas operaclones hasta dejar el firme en condiciones de transite. 
Las excavaclones para formar la explanaclon se pagaban a precios 
distintos segun resultasen ser de dlversa naturaleza los terrenes 
escavados, y en los terraplenes se tenia en cuenta esta mlsma cljr 
cunstancla y el transporte de las tlerras con que se formaban". 
(Dlcclonarlo Alcubllla. Edlclon 1892 . pp. 452 y 453).
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( 7 ) RUBINO. Ob. cit. p. 187.
( 8 ) El Pliego de 11 de junio de 1886 justifica el sistema de - 
precios uni tari os alzados con estas palabras: "Con este objeto el
Ministro que suscribe se propone modificar el vigente sistema de 
contratael on, no remplazandole por el de tanto alzado, radlcalme£ 
te dlstlnto, que exlglria un camblo repentlno en la marcha de la 
Administraciôn, orlgen de perturbad ones y embarazo en el desarr_o 
H o  de las obras publlcas, que la prudenda aconseja evltar, sino 
conservando el principle que rlge actualmente de abonar al contr^ 
tlsta lo que realmente construya segun resuite de la medlclon; p£ 
ro aslgnando prevlamente a cada clase de obra un precio Invarla-- 
ble, cualqulera que sea la naturaleza de los terrenes y las dls-- 
tanclas de donde procedan o ad onde se conduzcan los materiales, y 
dejando al contratista en llbertad de acjqulrlrlos donde mejor ccm 
venga y de organlzar los trabajos conforme a su propio Interes y 
no a los pr op ositos de la Administraciôn. En una palabra, en vez 
de ajustar en un tanto alzado la totalldad de la obra, se estabH 
ce ese precio alzado e Invariable para cada una de las unldades - 
de dlversa especie que la component, y se abonan a esos precios -- 
las que en realldad ejecute el contratista. De esta suerte se ex - 
cluye el contrato cuanto depende del criterio Individual, cortan- 
do de raiz el mayor numéro de las reclamaclones y de mas dudosa - 
resoluclon, slmpllfIcando al propio tiempo la Inspecclon del Go-- 
blerno y hacléndola mas eflcaz, pues ha de 11mltarse a examlnar si 
la obra contratada se construye con estrlcta sujeclon a las condi 
clones estlpuladas y a medlrla después de termlnada. En suma. el 
sistema, conservando las principales ventaj as del de tanto alzado, 
tlene mucha mas flexlbllldad que este y puede servir para llegar 
a él sin perturbaclones en la marcha de una parte Importantislma 
de la Administraciôn. Dlcclonarlo Alcubllla. Edlclon 1892. p. 453.
( 9 ) La O.M. de 12 de junlo de 1968 (MOPU) desarrolla el articule 
67 RCE dando normas para el calcule de los precios uni tari os.
( 10 ) Dlctamen de 24 octubre 1968. Exp . num. 36103 .
( 11 ) Sentencia de 9 may o 1970.
( 12 ) MOMEDERO GIL, 3.1. dice que "la defensa del Interés econo-
mlco del Estado exige que la unidad de Inversion solo se ejecute
cuando su f1nanclaclon optima quede garantlzada por el presupues­
to, que se convlerte asi en pieza condlclonante y limitative de 1 
contrato, hasta ta 1 punto que la leglslaclon financière, repute - 
nulos de pleno derecho los compromlsos con tira i d os por los organos 
de la Administraciôn olvldando este requisite". ("Doctrine del Con 
trato del Estado" 1977, p. 322)
( 13 ) Sobre la nulldad de los actos separables. Vld. GARCIA TRE- 
VI3AM0 FOS. 3.A. "Contratos y actos ante el Tribunal Supremo: La ex^  
plotaclon del Hotel Andalucla Palace de Seville", RAP 29, y "Recle_n 
te evoluclôn de la jurlsprudencla administrative : los actos sépara­
bles admitidos por el Tribunal Supremo". RAP numexo 36.
( 14 ) STS 30 septiembre 1964, 4 Julio 1966, 22 enero 1975, entre otros.
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( 15 ) "El negocio jurfdico", Madrid 1971, pp. 110.
( 16 ) Ob. cit. "Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial", p. 121
( 17 ) Ob. cit. "El negocio jurfdico", p. 123.
( 18 ) Ob. cit. "El negocio jurfdico", p. 126.
( 19 ) Ob. cit. "Teorfa del équivalente economico". p. 137.
( 20 ) La STS de 27 de diciembre de 1912 es comentada por ARInO - 
ORTIZ en su "Teorfa del équivalente economico", p. 139.
( 21 ) Ob. cit. "Teorfa del équivalente economico". p. 138, al c_o 
mentar la STS 13 enero 1879, p. 140.
( 22 ) Vid. ARInO ORTIZ G. Ob. cit. "Teorfa de 1 équivalente econo 
mico", p. 142.
( 23 ) MANRESA, 3.M., al comentar los artfculos 1469 y 1470 CC d_i 
ce lo siguiente: "Una de las funciones de la ley civil en orden a 
la materia de contratos, es procurer la estabi11dad de los mismos 
sin merma de los derechos de nadie y sin invadir la estera propia 
de la libre iniciativa de los contratantes. En justo ejercicio - 
de esta funcion, cuando en los términos de un contrato se encuen- 
tra alguna falta de determinacion de la voluntad de las partes que 
no afecta a lo esencial, a la causa del contrato; cuando las cir- 
cunstancias de hecho se desvfan algo de aquellas que los interes^ 
dos previeron al pactar, la ley tiende, generalmente, si consid£ 
raciones de otra fndole no lo impiden, a la eficacia, a la tras—  
cendencia jurfdica del contrato, a su estabi11dàd. Para ello ins- 
tituye reglas utiles, al objeto de presumir cual ha si do la volu£ 
tad, que no llego a determinarse, de las partes; cual hubiera si - 
do esa misma voluntad si los contratan tes hubiesen conocido esas 
nuevas cireunstanci as de hecho y, en ultimo término, acude a la - 
equidad, que es el derecho mismo, para que los fines de la rela-- 
cion jurfdica creada se logren y el desenvolvimiento de la vida - 
del derecho no tenga entorpecimiento ni retrasos.
Pues bien; esto es lo que hace el Codigo en los artfculos que co- 
mentamos. En las ventas de inmuebles bêchas a razon de un precio 
por unidad de medida o numéro, cuando la cabida resuite mayor o - 
men or que la estipulada, hasta donde al Codigo es posible, inter­
préta la voluntad de los con tr atantes ; consigna precept os de equ_i 
dad, y solo cuando motivos poderosos lo exigen, autoriza el desls 
timiento del contrato o el ejercicio de acciones rescisorias."
("C omentari os al Codigo Civil Espanol". Madrid, 1931. Tomo X, pp. 
139 y 140).
( 24 ) MEILAN GIL, J.L. dice que "sustontivamente el errer oritmético 
consiste en equivocociones ol hocer operociones oritméticos de todo ti­
po, portiendo de dotos yo fijodos y que permonecen inaltérables". 
"Delimitacién Conceptual del error material y de cuenta" RAP 55, p. 179. 
ARINO ORTIZ, G. destaca que "el régimen juridico propio del error de —
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cuenta en los contratos (a diferencio de lo que puedo ocurrir en los ac­
tos unilatérales de la Administraciôn a tenor del orticulo 111 de la LPA) 
esta limitado a oquellos supuestos que reunen las notas tipificadoras del 
simple error de cuenta, a saber, que se dé para ombos partes absolute —  
certeza y ocuerdo en los dotos previos sobre los cuoles se presto el co£
sentimiento, siendo por tanto, el error puromente motemôtico môs oporen-
te que real. Ob. cit. p. 146.




I.- VARIACION DEL PRECIO POR MODIFICACION DEL PROYECTO.-
Al estudior lo modificociôn del proyecto pudimos ver que - - 
ciertos combios o olterociones en lo obra a reolizor dobon lugor o que 
el precio iniciolmente poctodo oumentose o disminuyese. Cuondo se con—  
troto sobre lo bose de un presupuesto confeccionodo con precios unito—  
rios,lo determinociôn del precio no es obsoluto, pues estô en funciôn - 
de lo definiciôn môs o menos exocto de lo obro proyectodo y de los ine- 
vitobles correcciones duronte su ejecuciôn. Esto explico que existo uno 
previsiôn legol poro el coso de que se produzcon oumentos cuontitotivos 
en lo obro, que no requieron uno modificociôn del proyecto, siempre que 
su volor no excedo del 10 por 100 del precio (clôusulo 59 PCAO). Se - - 
cuento, pues, con un cierto morgen de indeterroinociôn iniciol del pre—  
cio porque lo experiencio demuestro que nunco se do uno coincidencio —  
perfecto entre lo obro proyectodo y lo que posteriormente se reolizo.
El precio cierto y determinodo en el momento de controtor torn 
bién puede vorior como consecuencio de los roodificociones cuolitotivos 
o cuontitotivos que lo Administrociôn introduzco en el proyecto ol om—  
poro del "lus voriondi” (orticulos 48 LCE y 146 RCE). Son combios que - 
lo Administrociôn debe introducir poro otender necesidodes nuevos o por 
cousos técnicos imprevistos ol tiempo de eloboror el proyecto (orticulos 
49 LCE y 148 RCE). Los efectos de estos modificociones osi como sus li­
mites fueron estudiodos oportunomente interesondo ônicomente ohoro des- 
tocor que oquôllos pueden dor lugor o uno olterociôn del presupuesto , 
por lo que de todo ello se deduce que lo determinociôn iniciol del pre-
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cio cede ante las exigencies técnicos de lo reolizociôn de lo obro.
II.- EL PRECIO Y EL EQUIVALENTE ECONOMICO.-
En el epigrofe onterior nos hemos referido o los voriociones 
del precio producidos por el dinomismo propio de lo obro, yo que en lo 
fose de su ejecuciôn se produce frecuentemente lo necesidod de su modi­
ficociôn o reforme. Ahoro vomos o estudior lo influencio de determine—  
dos circunstoncios econômicos que son externes o lo orgonizociôn y oct^ 
vidod del controtisto pero que sin emborgo tombién pueden influir en el 
precio iniciolmente poctodo.
En principio, lo obligociôn pecuniorio en que consiste lo -—  
prestociôn de lo Administrociôn (pogo del precio), se sujeto ol criterio 
nominolisto que rige en lo controtociôn en generol y en lo odministrot^ 
vo en porticulor. Los orticulos 12 LCE y 30 RCE dicen que "los contre—  
tos tendrôn siempre un precio cierto que se expresorô en monedo nocio—  
nol". Por consiguiente, lo Administrociôn se libero pogondo uno sumo de 
dinero en lo especie y cuontio poctodo ol estoblecer el precio de lo —  
obro. Eso sumo de dinero se entrego por lo Administrociôn ol controtis­
to en el momento del pogo en el nômero de unidodes previsto, ounque lo 
prestociôn correlotivo, esto es, lo obro, hoyo experimentodo un combio 
de volor.
Ahoro bien, este nominolismo se flexibilizo poro que se mon—  
tengo dentro de lo posible lo equivolencio entre prestociôn y contropre£ 
tociôn (obro y precio) cuondo ésto se rompe por los efectos de lo infl£ 
ciôn que en lo êpoco octuol porece hoberse convertido en un mol incuro- 
ble de lo économie. Lo preocupociôn por montener lo que se ho dodo en - 
llomor equivolente econômico o ecuociôn finonciero del controto ( 1 ),
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ho rebosodo el ospecto puromente interne del controto poro tener tom—  
bién en cuento los repercusiones de los fluduociones del mercodo en el 
volor de los prestociones. Los orticulos 12 LCE y 30 RCE, si bien esto- 
blecen lo obligociôn de pogor el precio en monedo nocionol, ordenon ol 
mismo tiempo que se tengo en cuento el principio del volor (equivolente 
econômico) y no el puro nominolismo, pues disponen que el precio "se —  
obonorô el empresorio en funciôn de lo importoncio reol de lo prestociôn 
efectuodo y de ocuerdo con lo convenido", y môs odelonte oModen que,"en 
todo coso, los ôrgonos de controtociôn cuidorôn de que el precio de los 
controtos seo odecuodo ol mercodo".
Aunque estos normes se sitôon môs bien en el terreno de los - 
principios que en el de los mondotos concretos y singulores, es impor—  
tonte que existo eso ofirmociôn legol sobre lo necesidod de que el pre­
cio respondo ol volor reol de lo prestociôn efectuodo, por sôlo osi el 
precio serô justo. Como dice MONEDERO GIL ( 2 ) "el requisite del precio 
justo implico uno superociôn del nominolismo de nuestros respetobles c6- 
digos y octuo o modo de constonte vitolizodor de lo situociôn juridico - 
contractuel".
Con todo, lo cuestiôn es como superor el nominolismo en los s^ 
tuociones concretos que se presenton duronte lo ejecuciôn de lo obro y 
oun entes, dodo que el proceso de gestociôn del c.o.p. discurre duronte 
un cierto tiempo en el que los oscilociones del mercodo se hocen sentir 
sobre el precio colculodo.
III.- LA ACTUALIZACION DEL PRECIO.-
Efectivomente el desfose o desojuste entre el precio de lo - - 
obro fijodo en el presupuesto que forme porte del proyecto y el reol o -
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de mercodo, puede producirse ontes de que se célébré el controto. A ve 
ces puede tronscurrir un lorgo periodo de tiempo desde que se opruebo 
técnicomente el proyecto hosto que se licito o controto, por lo que —  
los precios colculodos pueden quedor por debojo de los vigentes en el 
mercodo. Esto situociôn iniciol debe y puede corregirse sin dificultod 
por lo Administrociôn que todovio no estô vinculodo o ningôn controti£ 
to. Por ello, el orticulo 67 RCE dice que "en oquellos cosos en que 0£
cilociones de los precios imprevistos y ulteriores o lo oprobociôn --
técnico de los proyectos resten octuolidod o los côlculos de precios - 
que figuron en sus presupuestos, podrôn los jefes de los Deportomentos 
si lo obro merece el colificotivo de urgente oplicpr el porcentoje li- 
neol de oumento sePfolodo por la Oficino de Supervisiôn, al objeto de - 
ajuster los expresodos precios o los vigentes en el mercodo ol tiempo 
de la licitaciôn".
Este precepto reglomentorio es criticodo por MORENO GIL ( 3 ) 
por la discrecionolidod que otorga a los Jefes de los Deportomentos, - 
puesto que del texto se infiere que éstos pueden o no oplicor lo octuo- 
lizociôn. Con rozôn entiende este outor que lo discrecionolidod debe H  
mitorse o lo opciôn entre octuolizor el presupuesto o confeccionor uno 
nuevo, pues en todo coso debe respetorse el principio de odecuociôn del 
precio ol mercodo segôn disponen los orticulos 12 LCE y 30 RCE.
Mos el problème de lo octuolizociôn puede plonteorse cuando - 
yo lo Administrociôn ho seleccionodo un controtisto e incluso ho perfejç 
cionodo con él el controto, de toi modo que en fose de ejecuciôn de lo 
obro seo necesorio ojustor los precios poro evitor el perjuicio que en 
otro coso se producirio.
El Dictomen del Consejo de Estodo de 13 de obril de 1977 con- 
templondo un coso en el que yo los obros hobion sido reolizodos odmite
- 450 -
su octuolizociôn,aunque eludo el empleo de este término,y siento esto 
doctrino:
"Ahoro bien, si los obros y odquisiciones no se hubieren 11e- 
vodo o cobo, es évidente que hobrio que octuolizor el precio 
(el precio fijodo en lo propuesto del proyecto), teniendo en 
cuento el lorgo tiempo tronscurrido desde lo fecho de inici£ 
ciôn del expedients de controtociôn. Este fue el criterio de 
este Consejo de Estodo cuondo en su onterior peticiôn de on- 
tecedentes, solicitô fijor los precios del proyecto de con—  
troto de ocuerdo con los costes que rijon en el momento de - 
su oprobociôn. En otro coso, lo posiciôn de lo empreso con—  
trotonte hubiero sido excesivomente oneroso, y no es licito 
poro lo Administrociôn inicior un expedients sobre unos pre­
cios determinodos, llevor o cobo los primeros negociociones 
poro concluir el controto por concierto directo, dejor tron£ 
currir un lopso muy superior ol normolmente prévisible en s£ 
to close de expedientes y perfeccionor después el controto - 
medionte lo oprobociôn de lo Autoridod compétents, exigiendo 
del controtisto estor o los precios que figuren en el presu­
puesto primitivo ..................................
Como quiero que los obros y odquisiciones, sin emborgo, yo - 
se bon llevodo o cobo, desde luego en fecho posterior o lo - 
previsto en el controto, pero ciertomente ontes de que hoyo 
recoido lo oprobociôn y consiguiente perfecciôn del controto, 
el criterio del Consejo de Estodo es ohoro el de que no cobe 
yo octuolizor hs precios de los futuros prestociones del —  
controtisto, puesto que el corôcter de futuros yo ho desopo- 
recido y se ho tronsformodo en prestociôn consumodo. Lo que 
procédé es evoluor con todo exoctitud el coste reol de los - 
obros y de los odquisiciones llevodos o cobo, precisomente - 
refiriendo dicho coste ol momento en que hoyo tenido lugor - 
su ejecuciôn o odquisiciôn. Uno vez evoluodo ese coste, debe 
obonorse lo que resuite o lo Empreso controtisto ...........
Si, por el controrio, se oceptose un criterio diferente ol - 
que postulo este olto Cuerpo Consultivo, puede resultor un - 
enriquecimiento injustificodo, bien poro el controtisto bien 
poro lo Administrociôn. Poro el controtisto, si, procticondo 
ohoro lo octuolizociôn referido o lo fecho presents de su —  
oprobociôn resultosen unos precios superiores o los que reol. 
mente costoron los obros y los odquisiciones. Poro lo Admini^ 
trociôn del Estodo hobrio enriquecimiento injustificodo si -
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se oceptose como precio el previsto en el proyecto de contr£ 
to cuyo perfecciôn no ho tenido lugor por cousos imputobles 
o lo propio Administrociôn. En toi coso lo Administrociôn m_i 
litor horio suyos por un precio inferior ol reol determino­
dos obros y odquisiciones por su demoro en lo tromitociôn —  
del expediente."
Por ôltimo, lo octuolizociôn de precios tombién puede plonteor; 
lo el controtisto odjudicotorio si lo Administrociôn dejo tronscurrir un 
lorgo periodo de tiempo entre lo presentociôn de lo oferto y lo odjudi­
cociôn definitive. El Consejo de Estodo en su Dictomen de 20 de febrero 
de 1975 (Expte. nôm. 39434) estudio el coso de un controto cuyo odjudi­
cociôn se hobio producido despuôs de oPfo y medio, rebosôndose por tonto 
los plozos legoles previstos y teniendo en cuento que lo propio Adminis 
trociôn hobio reconocido oficiolmente los oumentos producidos en los di£ 
tintos elementos componentes del coste de lo obro. El Dictomen fundo de 
nuevo su orgumentociôn en lo doctrino del enriquecimiento injusto y torn 
biôn en el principio de lo bueno fe. Dice lo siguiente:
"En este coso, todo el proble ostribo en si existe o no couso 
justificotivo poro el enriquecimiento évidente de lo Adminis 
trociôn ol oplicor unos precios o todos luces môs bojos de - 
los reconocidos por lo propio Administrociôn en el momento - 
de comenzor los obros. El principio del riesgo y venturo no - 
es suficiente justificociôn o juicio del Consejo de Estodo, 
poro estimor que concurre oqui lo ousencio del tercer requi­
site ontes expuesto poro lo oplicociôn del principio generol 
del enriquecimiento injuste (se refiere o lo inexistencio de 
couso que justifique el enriquecimiento). En efecto, el pri£ 
cipio de riesgo y venturo es solo oplicoble en los cosos no£ 
moles de odjudicociôn dentro de los plozos previstos, es de- 
cir dentro de los novento dios siguientes o lo operturo de - 
los pliegos, cuolquiero que seo el modo de controtociôn (es­
to es por subosto o por concurso). Los numerosos poliotivos 
que lo propio legislociôn y doctrino jurisprudenciol odmini£ 
trotivos bon ido creondo frente o lo vie jo concepciôn del —  
riesgo y venturo en lo controtociôn odministrotivo, oporecen, 
por ejemplo, en los cosos de fuerzo moyor, que yo no son co-
-  452 -
como en el Pliego de 1903 causas tosodos, sino por el con­
trario, puromente indicotivos por lo oplicociôn de lo teo—  
rio del riesgo imprévisible, el fôctum principiis y lo pro­
pio revisiôn de precios.
En este coso, dodo lo durociôn de los obros (l2 meses) pre­
visto en el pliego, se excluye en lo odjudicociôn definitive 
lo revisiôn de precios no sin un cierto confusionismo pre—  
vio en cuonto o su oplicqbilidod; y, de otro lodo, y môs fuii 
domentolmente oporece en este coso especifico lo responsobi­
lidod controctuol de lo Administrociôn ol no respetor los —  
plozos estoblecidos por lo Ley y el Reglomento de Controtos 
del Estodo poro procéder o lo Adjudicociôn definitive.
A môs de ello, hobrio que oplicor oqui el principio generol 
de lo bueno fe controctuol, principio que, tonto en reiter£ 
do doctrino de este Consejo de Estodo como en môltiples Se£ 
tencios del Tribunol Supremo ho sido recogido, no sôlo poro 
lo controtociôn civil sino tombién poro lo controtociôn od­
ministrotivo.
Por otro porte, el Tribunol Supremo ho reiterodo en su Sen­
tencio de nulidod de octuociones, lo necesidod de montener - 
el equilibrio ecoôômico que precede o los prestociones reci- 
procos entre controtisto y Administrociôn; toi equilibrio —  
econômico es el fundomentol de lo controtociôn odministroti­
vo en cuolquiero de sus ôrdenes (obros pôblicos, suministros, 
gestiôn de servicios pôblicos, etc.)".
Este mismo coso llegô ol Tribunol Supremo que dictô sentencio 
de 15 de noviembre de 1977, de lo que intereso destocor, en primer lu—  
gor, el énfosis que pone en ofirmor lo siguiente:
"Que es premiso cordinol en lo moterio de outos el equilibrio 
técnico-finonciero del negocio juridico en que el controto 
consiste y, como secuelo o devenir necesorio de toi reoli—  
dod, el equilibrio econômico de los reciprocos prestociones 
de lo Administrociôn pôblico y lo otro porte controtonte, —  
equilibrio que debe existir en el momento de lo perfecciôn - 
del controto y pudiendo motenerse o lo lorgo de su ejecuciôn 
o consumociôn, de ohi como supuesto generol y normol lo reyi 
siôn de precios -orticulo 7, oportodo 2& del D. de 8 de obril
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1965 y D. Ley de 4 febrero 1964, no debiendo olvidarse que - 
en el perfeccionomiento de esta close de controtos coinciden 
dos intereses econômicos, los cuoles conjugodos voluntorio—  
mente, se complementon de toi monero, que cuolquiero que seo 
lo posturo dominonte de lo Administrociôn y el uso que de Ô£ 
to hogo oquôllo, se montienen en equilibrio, de toi formo —  
que los deudos de ombos portes se equilibren sin temor o oc­
tuociones ojenos o lo convenido por lo que si el mismo cede 
o se quebronte fehocientemente, toi olterociôn puede y debe 
ser reporodo o costo de quien seo responsoble de su oltero—  
ciôn de ohi lo terminonte declorociôn del orticulo 72 del —  
Texto Articulodo de 8 obril 1965, con orreglo ol cuol 'todo 
controto, cuolquiero que seo su objeto, deberô contener un - 
precio cierto expresodo en monedo nocionol que se obonorô ol 
empresorio en funciôn de lo importoncio reol de los presto—  
clones pfectuodos y de ocuerdo con lo convenido".
Despuôs lo sentencio serfolo lo diferencio que en nuestro Der£ 
cho existe entre "revisiôn de precios" y "octuolizociôn de precios", r£ 
conociéndose o esto ultimo sustontividod propio. En el considerondo 42 
se dice lo siguiente:
"Que contro lo que rozonodo quedo, no puede ser ôbice el que 
*lo octuolizociôn de precios* cuondo procedo, sôlo puede 11e- 
vorse o cobo o trovés de lo 'revisiôn de precios*, no pore—  
ciendo lôgico que existon dos instituciones encominodos o —  
uno mismo finolidod, puesto que *lo revisiôn de precios * y lo 
* octuolizociôn* son dos conceptos diferentes, no sôlo en su 
ômbito y esfero de oplicociôn, osi como en su finolidod, sino 
tombién en sus fundomentos, en cuonto que lo*revisiôn de prjs 
cios* ofecto o lo consumociôn del controto, esto es, o su fô 
se de ejecuciôn mientros que lo 'octuolizociôn* sôlo hoce rjs 
ferencio o lo fose preliminor del mismo o precontroctuol, —  
siendo lo finolidod de oquéllo lo de modificor lo eficocio - 
de un controto yo celebrodo, cuondo un combio de circunston­
cios pudiese hocer excesivomente oneroso poro uno de los po£ 
tes lo ejecuciôn de lo convenido o pudiese convertir el con­
troto en olgo objetivomente injusto, mientros que el ospecto 
teleolôgico de lo 'octuolizociôn de precios* es que el pre—  
cio del controto, ol momento de prestorse ol consentimiento 
bojo los nuevos circunstoncios sobrevenidos, supongo reol y 
efectivomente poro el controtisto un resultodo econômico pr£
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visible idéntico o similar cl previsto bojo las circunston­
cios distintos en los que se produjo lo oferto respondiendo 
ombos figuros juridicos o fundomentos juridicos diferentes, 
pues, ounque los dos tienen bosomentos idénticos (lo bueno 
fe que debe presidir los relociones controctuoles, el de lo 
reciprocidod de prestociones o lo interdicciôn del enrique­
cimiento injusto), sin emborgo tienen màtices diferentes en 
cuonto que lo 'revisiôn' puedo tener motiz controctuol, mieji 
tros que lo 'octuolizociôn* puede venir impuesto por el - —  
principio neminem loedere, sin olvidor el supuesto bose o —  
que dichos institutes obedecen en concreto, diferencios y —  
supuestos de hecho diferentes que permiten su convivencio —  
toi como el propio legislodor concibiô en el D. de 22 de mo- 
yo 19Ô3 ol regulor lo 'octuolizociôn de precios* de obros —  
pendientes de ejecutor, y que tombién siquiero lo seo de m£ 
nero impllcito lo reconociô este Tribunol en lo colendodo —  
sentencio de 1974, ol corocterizor como presupuesto de lo —  
oplicociôn de lo 'octuolizociôn* pretendido o lo situociôn - 
fôctico originorio del futuro controto."
El considerondo tronscrito distingue perfectomente lo octuo­
lizociôn de lo revisiôn del precio segôn el momento en que uno u otro 
se producen. Lo octuolizociôn corresponde o lo fose precontroctuol mie£ 
tros que lo revisiôn se refiere ol precio yo convenido y en fose de ej£ 
cuciôn. Sin emborgo, no resulto del todo sotisfoctorio lo explicociôn - 
del fundomento juridico de estos dos figuros pues ounque se invocon lo 
bueno fe, el enriquecimiento injusto y lo reciprocidod de los prestoci£ 
nés lo cuestiôn puede resolverse sin necesidod de ocudir o estos grondes 
principios que siempre estôn présentes en el c.o.p. como en cuolquier - 
controto biloterol y oneroso. A nuestro juicio, debe ocudirse ontes que 
nodo o encojor lo responsobilidod de lo Administrociôn en el coso de lo 
octuolizociôn,-de lo revisiôn nos ocuporemos môsodelonte- dentro de lo 
fose precontroctuol en lo que octôo. En este sentido lo doctrino civil 
de lo culpo "in controhendo" puede tener oplicociôn si se tiene en cue£ 
to que el desojuste del precio se produce por lo morosidod de lo Admi—  
nistrociôn en celebror el controto. Por otro porte, lo culpo "in contra^ 
hendo" no sôlo octôo en oquellos cosos en que existen verdoderos trotos
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preliminares en los que uno de los portes puede obstoculizor lo celebr£ 
ciôn del controto. Tombién en los controtos de odhesiôn es perfectomen­
te oprecioble lo culpo "in controhendo" si quien preporo por si solo el 
controto do lugor con su conducto o que lo otro porte sufro un perjuicio.
IV.- LA MODIFICACION DEL PRECIO Y EL RIESGO IMPREVISIBLE.-
El c.o.p. es un controto de resultodo que pone o corgo del —  
contratista el riesgo econômico propio de lo ejecuciôn de lo obro (pri£ 
cipio del riesgo y venturo). Pero junto o este riesgo normol del contr£ 
to existe otro môs omplio que tombién puede incidir en lo ejecuciôn de 
lo obro hociéndolo môs oneroso, lo cuol constituye uno circunstoncio s£ 
brevenido que el controtisto no pudo prever. Asi pues, en el c.o.p., —  
como en otros controtos de ejecuciôn durodero, se plonteô lo cuestiôn - 
de hosto qué punto debe el controtisto soportor ese riesgo econômico no 
previsto y si el principio "pocto sunt servondo" ho de ser montenido o 
todo costo sin que seo posible modificor el controto, peso o que el pr£ 
cio no constituyo yo uno justo controprestociôn de lo obro reolizodo.
1. Soluciones doctrinoles.- Suele citorse en primer término - 
lo doctrino de lo "clôusulo rebus sic stontibus", formulodo en lo Edod 
Medio por los postglosodores del Derecho Romono que entendieron que en 
los controtos de trocto sucesivo existio implicitomente uno clôusulo —  
por virtud de lo cuol el controto se considerobo celebrodo en consider£ 
ciôn o cierto estodo de cosos cuyo olterociôn podio llevor consigo lo - 
modificociôn del controto e incluso su resoluciôn ("controctus qui hobent 
troctuffi sucessivum vel dependentiom de futuro rebus sic stontibus inte- 
llipuntur").
Modernomente esto concepciôn medievol ho sobrevivido en teo- 
rios que tombién encuentron uno justificociôn predominontemente subjetivo
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al problème de la olterociôn sobrevenido de los circunstoncios econô­
micos existantes en el momento de celebror el controto. Los llomodos - 
teorios de lo presuposiciôn y de lo bose del negocio ( 4 ) porten del - 
doto fundomentol de que ombos portes bon debido considérer determinodos 
circunstoncios econômicos, juridicos, socioles o de simple hecho como - 
influyentes poro lo celebrociôn del controto. Por eso se hobio de que»- 
en cuonto o esos circunstoncios, existe uno representociôn comun de los 
portes. Si posteriormente eso bose o fundomento negociol desoporece se 
considéré que los portes pueden pedir lo resoluciôn o lo modificociôn - 
del controto.
Lo importoncio actuel de estos teorios se encuentro en el he­
cho de que hon servido môs o menos directomente, de fundomento sobre el 
que se hon opoyodo decisiones judicioles en cosos concretos.
2. Soluciones jurisprudencioles.- Con el nombre de teorio del 
riesgo imprévisible se désigné o lo doctrino eloborodo por el Consejo de 
Estodo froncés poro resolver el problemo del combio de circunstoncios - 
econômicos sobrevenido o lo celebrociôn del controto. Lo teorio se for- 
mulô de uno formo completo en el "orret" de 30 de morzo de 1916, conoc£ 
do con el nombre de "orret Goz de Bordeoux", o propôsito de un controto 
de concesiôn ofectodo por el olzo de costes producido por lo guerro de 
1914. LAUBADERE ( 5 ) define osi esto teorio:
"Lorsque des circonstonces indépendantes de lo volonté du coji 
troctont et imprévisibles lors de lo conclusiôn du contrat - 
odministrotif viennent en bouleverser l'économie sons pour - 
outont rendre impossible son éxecution et entroînement un d£ 
ficit pour le contractent, celui-ci, tout en demeurent stri£ 
tement tenu de poursuivre l'éxecution de ses obligotions, o - 
droit h ce que 1'odministrotion controctonte vienne l'oider 
o surmonter lo difficulté survenue en prenont ô so chonge —  
une portie du déficit provoqué por ces circonstonces".
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La teorio del riesgo imprévisible se distingue perfectomente 
de otros construcciones juridicos que tombién tienden o resorcir ol —  
controtisto de un moyor coste por circunstoncios sobrevenidos e impré­
visibles, como son lo fuerzo moyor, el "foctum principiis" y los "su—  
gétions imprévues".
Lo fuerzo moyor puede constituir un riesgo poro lo obro y —  
los medios empleodos en ello (periculum rei), pero tombién puede dete£ 
minor lo imposibilidod de cumplir el controto. En combio, lo teorio —  
del riesgo imprévisible contemplo uno olterociôn de circunstoncios que 
no impidon cumplir el controto ounque si lo hocen môs oneroso poro el 
controtisto.
Lo doctrino del "foctum principiis" justifico uno indemnizo- 
ciôn ol controtisto perjudicodo como consecuencio de decisiones o medi- 
dos odoptodos por lo Administrociôn que inciden en el controto hocién—  
dolo môs grovoso, por lo que lo indemnizociôn es integral. Por el con—  
trorio, lo teorio del riesgo imprévisible no se limito o estos cosos de 
intervenciôn de lo Administrociôn (foctum principiis), pues tomo en - - 
considerociôn los olterociones econômicos o los que son ombos portes —  
ojenos. Por ello no existe uno verdodero indemnizociôn reporodoro de un 
perjuicio sino uno compensociôn, de modo que lo Administrociôn se hoce 
porticipe con el controtisto de los moyores costes producidos por el —  
combio de circunstoncios.
Por ôltimo, lo teorio de lo imprevisiôn tompoco se confonde - 
con lo de lo moyor dificultod de ejecuciôn (sujétions imprévues), pues 
lo que mon ello se troto de justificor es uno compensociôn por el oleo 
técnico que en todo c.o.p. existe si resulto grovemente donoso poro el 
controtisto y no puede ser previsto.
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SeRolodos las diferencios con otros doctrines ofines, intere­
so ohoro exponer brevemente los requisitos esencioles de lo oplicociôn 
de lo teorio de lo imprevisiôn.
En primer lugor se exige el requisite de lo imprevisibilidod 
que el Juez debe investigor poro estoblecer los limites extremes de lo 
previsiôn propio de un empresorio diligente. Lo imprevisibilidod se ju£ 
go tonto respecte sobre el ocoecimiento en cuestiôn como sus consecuen­
cios ( 6 ).
En segundo lugor el ocoecimiento imprévisible debe ser inde—  
pendiente de lo voluntod de los portes. Como dice LAUBADERE ( 7 ), debe 
dorse uno condiciôn de exterioridod respecte de los portes. El contro—  
tisto no puede invocor lo imprevisiôn si él ho provocodo el combio de - 
circunstoncios o si no ho hecho todo lo necesorio por impedirlo, bien - 
se dobo todo ello o errer, negligencio o cuolquier formo de incumplimieri 
to. Por su porte lo Administrociôn debe ser tombién extroRo ol ocontec£ 
miento pues, en otro coso, el controtisto pedro invocor normolmente lo 
teorio del "foctum principiis", que le sera môs fovoroble pues no sera 
necesorio que lo economio del controto se hoyo trostocodo y odemôs lo - 
indemnizociôn serô totol.
Finolmente se requiere que el ocoecimiento imprévisible no —  
sôlo produzco un sobrecoste y consiguiente pérdido poro el controtisto, 
sino que es en todo coso necesorio que se produzco un "bouleversement - 
de 1 'économie du controt", en expresiôn constontemente utilizodo por lo 
jurisprudencio del Consejo de Estodo desde el "drret Goz de Bordeoux".
Lo nociôn de "bouleversement" es uno nociôn relotivo que hoy 
que concretor en codo coso y supone, o su vez, lo de déficit de explot£
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ciôn y precio limite. Como dice LAUBAOERE la imprevisiôn supone que se - 
produzcG un déficit para el contratista y no una simple falta de ganan- 
cia o la desapariciôn de un bénéficie previsto; pero también que se rebo 
se el precio limite determinado por el margen de alza posible tenido en 
consideraciôn por las partes en el momento de controtor ( 8 )• La deter- 
minociôn de este precio limite es objeto de una estimociôn técnico que el 
]uez confia a expertes.
Dôndose estes requisites o presupuestos bésicos el contratista, 
sin poder suspender le e)ecuciôn de le obro, puede ocudir en oyudo de le 
Administrociôn que no tiene corocter integral por cuonto no se troto de 
resorcir un perjuicio sino de que oquéllo participe en los sobrecostes - 
producidos. Trodicionolmente el Consejo de Estodo froncés de je o cargo - 
del contratista un diez por ciento del sobrecoste producido ( 9 ). Por - 
ello no es pocifico le doctrine fronceso sobre el fundomento de este in- 
demnizociôn, pues mientros olgunos outores consideron que el derecho del 
contratista es une oplicocién del principle del equilibrio financière —  
del controto, otros le rechozon, pues este principle conducirio a le in- 
demnizociôn integral del perjuicio, mientros que en le teorio de la im—  
previsiôn le indemnizocién représenta une oyudo o le Administrociôn por 
hocerse participe en ôleo. Posture conciliodoro le montiene LAUBAOERE —  
(lO ) al ofirmor un doble fundomento de le indemnizocién: considerocio—  
nés de equidod hocen participe del déficit o le Administrociôn que no es 
responsable y, al mismo tiempo necesidod de una intervenciôn de le Admi- 
nistrociôn pore oseguror le continuidod del servicio.
3. Le Jurisprudencio esponolo del riesgo imprévisible.- En —
nuestro pois no existe une construcciôn jurisprudenciol onôlogo o le —
teorio fronceso del riesgo imprévisible, ni tompoco se ho ocogido -
ésto como un cuerpo ocobodo de doctrine . Le Jurisprudencio es- - -
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paffola es sumamente restrictive el edmitir une modificeciôn o resoluciôn 
contractuel como consecuencio de le olterociôn imprévisible de les cir­
constanciés econômicos base del controto. Esto se ho puesto de monifies^ 
to en le oplicocién de le cléusulo "rebus sic stantibus", que el Tribu­
nal Supremo sélo odmite de forme muy couteloso (SIS 13 de junio 1944, - 
5 de junio 1945, entre otros muchos). Esta posture del Tribunal Supremo 
se confirma especiolmente con relocién el c.o.p.
Efectivomente, le jurisprudencio ho insistido que le cléusulo 
"rebus" sélo cobe oplicorlo en "supuestos de une extroordinorio oltero- 
cién en le économie de los controtos y debido o couses anormales, pro­
fondes e imprevistos" (STS 20 de morzo 1972). Sin embargo, le jurispru- 
dencio ho empezodo o oceptor une ompliocién del criterio restrictive —  
iniciol el tomor en considerocién les doctrines més modernes de le base 
del négocié y del riesgo imprévisible, en le medido en que se entienden 
incorporodos en nuestro legislocién révisera. Asi, puede citorse lo STS$ 
de 29 morzo 1973, en le que se empiezo por ofirmor le inmutobilidod del 
c.o.p. por oplicocién de los principios"pocto sont servondo" y el del - 
riesgo y ventura, para después sentor esta doctrino:
"Pero esta riguroso construccién de derecho estricto (se re—  
fiere ol principio pacte sont servondo) ho venido miti§éndose 
primero por la jurisprudencio con la oplicocién de ciertos o£ 
bitrios de equidod formulodo ol omporo de la llomodo cléusulo 
rebus sic stantibus, que se suponio implicite en esta close 
de convenciones bilatérales de ejecucién sucesivo, y, més mo 
dernomente en otros teorios perseguidoros de la mismo finely 
dod, que se von incorporondo o nuestro legislocién en bénéfi­
cié del contratista de odoptocién del controto o les circun£ 
toncios sobrevenidos o lo largo de su ejecucién, como la lljo 
modo teorio del riesgo imprévisible o de la modificocién de 
la base del négocié, por hechos que no podion preverse en el 
momento de la conclusién del controto, singulormente oquellos 
combles de los elementos econémicos que olteren sensiblemente 
les bases del controto, con todos los cuoles se ospirobo o —
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establecer la justicia conmutativa mediante la equiparacién 
de las respectivas contraprestacianes, tendencias a las que 
responden ciertas normas législatives dictados a partir de - 
fechos relotivomente recientes para regular lo controtacién 
odministrotivo, como son por ejemplo lo norma contenido en 
el ortlculo 49 de lo Ley de Controtos del Estodo, sobre la - 
procedencio de inicior ol contratista por los doMos y per—  
juicios que este puedo efectivomente sufrir por la suspensién 
temporal de los obros par causas imputables o la Administro- 
ciôn, y de otro porte pueden seRolorse los clâusulas de re—  
visién de precios outorizodos por su legislocién especial —
H
#  #  #
Pero sobre todo^ el criterio exponsivo de la actual jurispru- 
dencio se pone de monifiesto en la STS de 12 de diciembre 1979 que recjo 
noce el derecho del contratista o una compensocién econémico para polior 
el perjuicio que le hoblo producido el llomodo "crack" del petréleo, e£ 
to es, el oumento del precio de este producto o partir del mes de no- - 
viembre de 1973. Esta sentencio fundo su decisién en una oplicocién més 
omplio de la cléusulos "rebus sic stantibus" ol tiempo que también oce£ 
ta la teorio del riesgo imprévisible, de la que se destocon olgunos de 
sus requisites o condiciones fundomentoles• Asi, se olude ol corécter - 
de ouxilio que tiene la indemnizocién en estos cosos y también se hoce 
referencio a que la olterocién de los circunstoncios se produzco por un 
hecho independiente de los partes controtontes. La oceptocién de la teo- 
rio del riesgo imprévisible quedo cloromente refie jodo en el siguiente 
considerondo de la sentencio:
"Que o la visto de esta legislocién, el fundomento de la revi- 
sién en 1945 se bosomentoba en los per juicios cousodos ol cori 
trotisto por dispoeiciones administrotivos desconocidos en el 
instante de celebrorse el controto, por un lodo y, por otro, 
en la pérdido de la posibilidod del cumplimiento de ciertos - 
controtos o causa de circunstoncios sobrevenidos, por lo que 
séria de equidod rescindirlos, pero sin la pérdido de fionzo 
del controto, de ohi que esta doble circunstoncio o reolidod 
hoyo sido oceptodo por este Tribunal para legitimor la revisién
- 462 -
en cuestiôn, acudiendo para ella a la figura de la cléusulo 
"rebus si# stantibus" o ol "riesgo imprévisible", SS de 5 - 
junio y 4 julio 1951, tendiendo ombos figuras o una mismo f£ 
nolidod, ol resorcimiento del equilibrio finonciero del con­
tratista, sentencio de este Tribunal de 29 de moyo 1951, y o 
una interpretocién restrictive de una legislocién que es - - 
opuesto ol principio general del riesgo y ventura del pliego 
general y que, por tonto, no puede odmitirse por rozfn de —  
equidod, bien entendido que la cléusulo "rebus sic stantibus" 
no se ho admitido siempre como olgo general e incuestionoble, 
ounque su ocogimiento por este Tribunal, esté boy fuero de - 
toso exegesis o dudo, si bien para ello se hubiera seguido un 
comino muy limitodo y restrictive ol principio, si tenemos en 
cuento que en el inicio de su ocogimiento se proclomôbo que - 
debiero ser ocogido "con precoucién muy couteloso", no te- - 
niendo"corécter general" -S 17 de moyo 1941- pronunciomientos 
que se omplion sucesivomente, otorgéndole una mayor omplitud 
o estas cléusulos -S. de este Tribunal de 14 noviembre 1953, 
20 moyo 1964, 14 obril 1967, 15 y 20 morzo 1972, 21 morzo —  
1973, 28 octubre 1974 y 15 octobre 1976, entre otros-, en —  
cuonto que dicho cléusulo puede legitimor una revisién siem­
pre que existon unos olterociones econémicos extroordinorios 
y anormales imprevistos y profundos que ofecten grovemente a 
lo économie del contratista, criterio exponsivo y ocogedor - 
que viene o ser corolorio y final de la confrontocién de dos 
fuerzos dispares, la justicio y la seguridod juridico, en —  
cuonto que si oquello exige el equilibrio de los prestocio—  
nés y cuondo éstos no coinciden y se invoco la intongibilidod 
de lo convenido se dice "sumum ius, summo iniurio" ésto recl£ 
ma la estobilidod de los condiciones en virtud del principio 
"pacte sunt servondo", por lo que ombos vertientes del Dere­
cho se enfrenton en ocosiones, code uno de elles requiers su 
solucién, o veces contrario, por lo que si en el derecho pri- 
vodo se concedié més volor en principio o la seguridod juridi. 
ce, en el derecho odministrotivo va imponiéndose el principle 
de justicio, pues, no en vono, les relociones administratives 
y odministrodo se ven influencios y teRidos por la "equidod 
y bueno fe" que exigen mitiger eso excesivo onerosidod de les 
prestociones del edministrodo cuondo hechos o eventos trons—  
cendentoles extroordinorios o inéditos asi lo exigen y que —  
sélo pueden corregirse por el imperio de la equidod, de la —  
bueno fe y, en especial, por la justicio, doctrino que puede 
ser predicoble del otro remedio corrector de la ogrovocién de 
la prestocién o prestociones de deudor por ocuerdos sobreven^ 
dos a lo celebrocién del controto, independientes del mismo y
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al mismo tiempo, imprévisibles, es decir, del "riesgo imprjs 
visible" o de la teoria de la "imprevisién". Pues ambos re­
medies no vienen a ser mas que dos caras de la misma moneda, 
viniendo a ser dos concepciones dogmâticas que operan en una 
misma linea y en muchos casos sobre supuestos anâlogos, pero 
cuyos fundamentos, limites y razones de actuociôn en el cam- 
po del derecho no siempre coinciden, exigiéndose para su vi£ 
bilidad las imprevisibilidades del hecho, suceso o circons­
tancié que ocasiona la mayor onerosidod, yo que si estobo —  
previsto o era prévisible se entiende que el deudor controtô 
el riesgo, debiendo existir la posibilidod del cumplimiento 
del controto en cuestiôn ounque se cgrovo mucho la prestocién 
del deudor, no bostondo el simple quebronto en los beneficios 
del deudor es preciso que el cumplimiento de la prestocién - 
resuite excesivomente oneroso para el deudor, o, incluso ru£ 
noso por causas extroRos y exteriores ol propio controto, lo 
que en terminologie fronceso se llomé "bouleversement", de—  
biendo, por éltimo, cumplirse el controto o pesor de la one- 
rosidod de la prestocién o dificultodes de su ejecucién".
V.- LA LEGISLACIDN REVISORA.-
A1 lodo de los soluciones doctrinales y jurisprudencioles ol 
problème del riesgo imprévisible, existen también soluciones légales de 
diverse indole. En nuestro Derecho vigente, la revisién de precios - - 
por medio de une cléusulo especial en el c.o.p., es la solucién legal - 
ol problème de la olterocién sobrevenido de les circunstoncios econémi- 
cos. Como dice la STS de 27 de octubre de 1979, "la revisién de precios 
no es més que une férmulo orbitrodo en esta époco de fuerte erosién mo- 
netorio para poder montener olgo ton sustonciol en todo controto como - 
es la equivolencio de les prestociones".
Los orticulos 12 LCE y 30 RCE estoblecen que "la inclusién de 
cléusulos de revisién de precios se reguloré por su legislocién espe- - 
ciol". Esta legislocién esté hoy formodo, bésicomente, por el Decreto - 
Ley 2/1964, de 4 de febrero (DLRP), desorrollodo por el Decreto 461/1971
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de 11 de morzo (RRP). Por lo que se refiere o la controtociôn local, el 
Decreto 1757/74, de 31 de moyo dispuso la oplicocién de los normas est£ 
taies sobre revisién de precios o esta controtocién. Hosto la entrodo - 
en vigor de este Decreto hobion coexistido dos reglmenes porolelos oun- 
que no idénticos. Por un lodo, regio el DLRP para los controtos del Es- 
todo y por otro el RCCL para los controtos celebrodos por los Corpora—  
clones Locales. Sin embargo, el articule 57.1 e) RCCL en el que se rec£ 
nocio la revisién de precios "ex lege", hoblo quedodo en suspense por - 
el Decreto de 25 de febrero de 1.955, ounque la vigencio de este ultime 
fue negodo por la STS15 de enero 1971 que senté la tesis de que la cit£ 
do normo hoblo quedodo impllcitomente derogodo como consecuencio de la 
entrodo en vigor del DLRP. Esta sentencio dié lugor o disporidod de cr£ 
terior en la mismo jurisprudencio del Tribunal Supremo ( 11) y también 
la doctrino se ocupé ompliomente ddL tema(l2).Pero octuolmente con la publ£ 
cocién del Decreto de 1974 la legislocién de revisién de precios puede 
considerorse unificodo.
Esta legislocién révisera no sélomente es especial por la m£ 
terio que la régula sino que también puede considerorse como "ius sing£ 
lare" del c.o.p. El articule 12 DLRP se refiere exclusivomente o los —  
centrâtes de obros del Estodo y organismes outénomos dependientes del - 
mismo, y el articule 12 RRP menciono expresomente los siguientes contr£ 
tes: "o) Los de obros de primer estoblecimiento, reforma o gron reporo- 
cién, con presupuesto superior o cinco millones de pesetas, b) Los de - 
obros de reporociones menores y de conservocion que por sus corocterls- 
ticos seon susceptibles de integrorse en un proyecto o presupuesto, siem 
pre que reunon el requisite estoblecido en el oportodo anterior". Esto 
es, les obros cuyo presupuesto seo superior o cinco millones de pesetos.
1. La excepcionolidod de los normas de revisién, Crltico.-
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La jurisprudencio (13 ) considéra que los normas sobre revisién de pr£ 
cios son de corocter excepcionol y, por tonto, de interpretocién res­
trictive. Sin embargo, debemos odvertir que esta excepcionolidod no —  
puede hoy predicorse como consecuencio del corécter coyunturol de los 
normas de revisién de precios, pues esto, que fue verdod en el posodo, 
hoy yo no es asi. El DLRP, ol iguol que su inmedioto precedents, el —
DL de 10 de octubre 19é3 no se promulgé con uno vigencio limitodo ni - 
tompoco para otender o situociones més o menos tronsitorios ( 14). Como 
ho dicho el Consejo de Estodo, los octuoles normas de revisién de pre—  
cios tienen el designio de cubrir "con proyeccién de futuro (y por ton- 
to siempre respecte de obro pendiente de ejecutor) el riesgo de oltero- 
ciones en los precios" (15 ). El mismo DLRP senolo como fin de sus nor­
mas "el mayor ofionzomiento de los controtos o que se opliquen". Y es - 
évidente que este deseo de reforzor las convenciones con proyeccién de 
futuro no se consigue con normas tronsitorios sino mediante uno regulo- 
cién estoble.
Por consiguiente, la excepcionolidod de la legislocién révi­
sera no puede deducirse de uno condicién temporal o tronsitorio que no 
tiene. Asi, ounque la jurisprudencio sigo ofirmondo reiterodomente "el 
corécter excepcionol que tiene lo institucién de la revisién de precios 
y, por tonto, el monejo cuidodoso con que ho de ser trotodo" (STS 23 —  
enero 1981), toi ofirmocién se fundo ohoro en un criterio distinto ol - 
considérer que la revisién de precios supone "uno controdiccién con uno 
serie de principios que dicho institucién, no solomente pone en cuestién 
sino que los excepciono, como son los de riesgo y ventura, precio cierto 
e inmutobilidod del contractus lex. Motives todos ellos que justificon 
que lo jurisprudencio hoyo colificodo a las disposiciones dictados en - 
esta materia de excepcionoles y no susceptibles de interpretocién exteni 
sivo". (STS 25 obril 1980).
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Sin embargo, oûn con esta nuevo orientociôn, el corécter ex- 
cepcional de la revisién de precios sigue siendo, o nuestro juicio, muy 
discutible. Los controdicciones que seRolo la jurisprudencio, en nues—  
tro opinién, no existen desde el momento en que, como hemos de ver, el 
derecho del contratista o revisor el precio noce del pocto inserto en - 
el c.o.p. Efectivomente, no hoy controdiccién con el principio **contra£ 
tus lex inter partes" por la sencillo rozén de que la revisién de pre—  
cios, en tonto que es poctodo, constituye el cumplimiento de la "lex —  
contractus" y no su controdiccién o excepcién. Tompoco otento la revi—  
sién de precios contra la exigencio de un precio cierto, todo vez que - 
el precio no quedo indeterminodo o incierto por el hecho de que exista 
la cléusulo révisera. Sucede sélo que uno porte del precio se ho de de­
terminer con orreglo o la técnico "per relotionem" (orticulo 1448 CC). Y, 
por éltimo, la controdiccién que pudiero opreciorse més fécilmente tie­
ne que ser necesoriomente motizodo. Nos referimos o la pretendido con—  
trodiccién entre el principio del riesgo y ventura y la revisién de pr£ 
cios. Yo sobemos que dicho principio no supone que el contratista hoyo 
de osumir todo tipo de riesgos, por lo que no puede utilizor oquél como 
explicocién residual de todo perjuicio que sufro el contratista durante 
la ejecucién de la obro. El principio del riesgo y ventura pone o cargo 
del contratista el riesgo de que sus previsiones finoncimros no se - —  
correspondan con el resultodo final del contrato por incidencias acaec£ 
dos en el curso de la ejecucién (taies como pérdidas, averlas, perjui—  
cios, etc.)" es decir, el llamado riesgo interno del contrato. En corn—  
bio no debe extenderse este principio a los riesgos sobrevenidos al coji 
trato como consecuencio de las fluctuaciones de los precios derivados - 
de la inflacién. Por ello la revisién de precios no excepciono propia- 
mente el principio del riesgo y ventura ni tompoco lo contradice. Lo —  
que hoce la revisién de precios es fijor los auténticos limites de opl£ 
cocién del principio, impidiendo su extensién abusiva. Esto, como se ve.
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no es controdecir ni excepcionor sino delimiter compos de octuocién, —  
de lo que por otro porte se bénéficia la comprensiôn del principio del 
riesgo y ventura tan proclive o uno oplicocién maximalista*
2, Fundomento de la revisién de precios.- La jurisprudencio - 
suele fundar la revisién de precios en la doctrine del "riesgo imprévi­
sible" y de la cléusulo "rebus sic stantibus" (STS 18 febrero 1981). La 
doctrine también considéra la revisién de precios como fundodo en la —  
teoria de la imprevisién de la que se considéra su réplica en el c.o.p. 
(lé). Sin embargo esta explicocién conduce a une inevitable parade je e 
incluso a une controdiccién de la que se percata MORENO GIL ( 17), que 
dice a este respecte lo siguiente;
"Con la revisién de precios ocontece un hecho curioso:
Tiene su origen en la doctrino del riesgo imprévisible, de la 
cual es una culminacién, pero -y ésto es la paradeja- mien—  
tras oquello doctrino esté pensando en polior los riesgos —  
econémicos no precolculodos en el contrato, riesgos que son 
la énica rozén de existir de la doctrino, la revisién se si­
tua en el extreme opuesto: el de la previsién; justamente lo 
que hoce es prever, de monero que, nociendo, posa outométic£ 
mente a un terrene, no sélo distinto sino opuesto ol concep- 
to de lo imprévisible, dondo lugor al agotamiento, en su corn 
po de accién, de la doctrine que le dié luz".
A nuestro juicio la controdiccién detectada sélo puede salvo£ 
se encontrondo el fundomento de la revisién de precios fuero de la teo­
ria del riesgo imprévisible o de la cléusulo "rebus sic stantibus". - - 
Aquélla y éstos sélo tienen en cémén el ser remedies o soluciones para 
polior o mitigar los efectos perniciosos que la inflacién produce en el 
patrimonio del contratista; en cambio sus diferencias son sustoncioles, 
pues mientros esos teorios o doctrino toman en considerocién el perjui­
cio uno vez producido y en rozén a la imprevisibilidad del mismo, la r£ 
visién de precios constituye uno previsién para establecer anticipada—
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mente los criterios de determinocién del precio con el fin de que éste 
puedo ir ojustândose o los voriociones que experimenton en el mercodo - 
los principales componentes de la obro. Precisamente se hoce tal previ­
sién porque se parte del hecho cierto de que dichos voriociones se pro- 
ducirén indefectiblemente ounque se ignoren en qué cuantia y con qué —  
tendencia.
Todo esto lleva a explicar el fundomento de la revisién de pr£ 
cios en el interés de la propio Administrocién que la estoblece. Puesto 
que la inflacién es olgo perfectomente prévisible, se considéra que es 
mejor intentor prévenir sus efectos que remediorlos uno vez que los mi£ 
mos se produzcon. Como dice CIANFLONE (18 ) es mejor que la Administra- 
cién asuma la mayor onerosidod que correr el riesgo de que los futures 
oumentos se repercuton en la oferto del precio, con lo cual los soport£ 
rio en todo coso. Asi pues, la revisién de precios oseguro un concurso 
odecuodo de las ofertos y el cumplimiento tempestivo del contrato. El - 
mismo outor oRode que todo esto no excluye que el legislodor tome torn—  
bién en cuento motives de bueno fe y sumo equidod, pues el respeto in­
flexible a la invoriobilidad del contrato puede llevor a que la Admini£ 
tracién recibo un# obro cuyo coste seo superior al precio pogodo por éllo.
En nuestro Derecho también puede considerorse la revisién de 
precios como uno medido estoblecido en interés de la Administrocién an­
tes que nodo. Bueno pruebo de ello es la posibilidod que la Administro- 
cién tiene de oplicorlo o no y que odemés se régulé el derecho del con­
tratista a la revisién de precios con ciertas restricciones. Si sélo —  
existiese un fundomento de justicio la revisién de precios octuorla - - 
siempre y no dependiendo de la voluntod de uno de las portes.
VI.- LA CLAUSULA DE REVISION DE PRECIOS.-
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1. Lo cIo u s u Iq de revisién como pocto reglodo.- Conforme a —  
los orticulos 1 DLRP y 1 RRP los controtos de obros del Estodo y orgo—  
nismos outénomos dependientes del mismo cuyo cuontio sea superior a ci£ 
CO millones de pesetas podran incluir una cléusulo de revisién de pre—  
cios. Anélogo disposicién contiens el orticulo 12 del Decreto de 31 de 
moyo de 1974, para las Corporociones Locales.
La revisién de precios octéo, pues, en el c.o.p. cuondo en él 
se incluyo uno cléusulo especial que la régula. Por eso se dice que la 
revisién de precios es "ex contractu" y no "ex lege". Sin embargo esto 
debe ser motizodo porque la cléusulo de revisién de precios no es un —  
pocto nocido del juego esponténeo de la voluntod de las partes. El -
pocto revisor noce de la voluntod de uno de las partes que es la Admi—
nistrocién y su contenido no es de libre determinocién sino que esté l£ 
golmente prefigurodo. Esto permite ofirmor que la cléusulo de revisién 
es un pocto reglodo, lo cual es més exocto que decir que el DLRP es uno 
"ley clousulor", pues este tipo de normas no se conocen en nuestro Der£ 
cho. ( 19 )
La reglomentocién de la cléusulo de revisién se oprecio, on—
tes que nodo por la incidencio de la normo revisoro sobre la voluntod -
de la Administrocién. Se suele pensar que lo Administrocién octuo con - 
absolute discrecionolidod a la horo de decidir si incluye o no lo cléu- 
sulo de revisién de precios en el contrato. El orgumento porece que lo 
proporciono el verbo "podrén", que oporece en el texto de los orticulos 
12 DLRP y 12 RRP. Sin embargo ese verbo debe entenderse como uno hobili 
tocién genérico a la Administrocién para que puedo revisor, pues eviden 
temente si la normo no le outorizose o ello, oquello no podrio introdu- 
cir el pocto revisor. Por lo demés, uno vez que la Administrocién esté 
focultodo para poctor la cléusulo de revisién, su decisién concrete de 
oplicorlo debe opoyorse en un octo administrotivo motivodo, sujeto por
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tonto o fiscolizocién en vio administrotivo y jurisdiccionol. El artic£ 
lo 29 DLRP dice que "la inclusién de cléusulos de revisién de precios - 
en los pliegos de condiciones se ocordoré por la Administrocién en reso 
lucién motivodo antes del onuncio de la licitocién, otendidos las cir—  
cunstoncios de todo indole que concurron en la obro". Y el orticulo 29 
RRP oRode que "la resolucién motivodo del Ministre del Deportomento o - 
del Présidente o del Director del Organisme outénomo, por la que se —  
ocuerdo la inclusién de las mencionodos cléusulos, se odoptoré con base 
en la propuesto del facultative outer del proyecto que rozonoré en la - 
memorio, hobido cuento de las corocteristicos de la obro, la inclusién 
de la cléusulo, la férmulo polinémico que considéré més odecuodo de - - 
entre las correspondlentes férmulos-tmpo y los plozos porcioles de eje­
cucién" .
La cléusulo de revisién de precios tiene odemés un contenido 
tipificodo reglomentoriamente. El orticulo 3 DLRP dice que la "cléusulo 
de revisién se estobleceré expresomente para coda contrato mediante fér- 
mulos-tipo que se eloboren por los distintos Deportomentos Ministerio—  
les para las diferentes closes de obros". Mas odelonte veremos en qué - 
consisten estas férmulos polinémicos pero por lo pronto cobe odvertir - 
que sélo mediante ellos se puede determiner la revisién del precio y —
que su composicién y vigencio se sustroe al libre pocto.
2. La cléusulo de revisién como cléusulo estobilizodoro.- La 
ofirmocién de que la Cléusulo de revisién es un pocto reglodo no ogoto
la explicocién de su noturolezo, pues debe exominorse cuél es la funcién
real de la cléusulo de revisién para establecer asi su verdodero coréc- 
ter.
De los diveros sistemos que se pueden seguir para revisor el 
precio del contrato el legislodor ho odoptodo el de las cléusulos de -
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estabilizaciôn que son conocidos en la contratacién general. Dice ROCA 
SASTRE (20) que las clâusulas de estabilizaciôn responden a "la neces£ 
dad de estipular de manera que el contenido de la obligaciôn pecuniaria 
conserve, a trovés de los acontecimientos que en el futuro puedan surgir, 
el mismo valor estimotivo que tuvo para las partes al cantratar." Su de- 
nominaciôn responde, pues, al deseo de estabilizar el equilibrio de las 
prestociones. DIEZ PICAZO ( 21) seRolo que las cléusulos de estobilizo—  
ciôn pueden ser de dos tipos segun que las partes troten de sustituir en 
sus negocios y tronsocciones la valuta o moneda nocionol por otro signo 
diferente (cléusulo volor oro, volor ploto, volor moneda extronjero, - - 
etc) o segun que las partes, al establecer o fijor uno prestocién pecu­
niaria cuyo cumplimento quedo diferido para un momento posterior, dete£ 
minon la relocién que existe entre la sumo de dinero objeto del pocto y 
el precio o volor de uno determinado merconcio o unos determinodos ind£ 
ces, quedondo obligodos a réajuster la sumo dinerorio debido, de ocuerdo 
con oquello proporcién, para el coso de que el dinero expérimente con el 
tiempo olguno voriocién. A esta finolidod responden las cléusulos de po- 
go en especie, de volor en especie y hs de escolo movil o cléusulos in­
dices.
Pues bien, la cléusulo de revisién de precios es uno cléusulo 
de estabilizaciôn del tipo cléusulo de escolo mévil, también llomodos - 
de indice o indexodos. Este tipo de cléusulos se corocterizon porque —  
protegen contra la pérdido del poder odquisitivo de la moneda, a dife—  
rencio de la cléusulo volor-oro o volor referido a divisas, las cuoles 
protegen contra la devoluocién monetorio. HIRSCH6ERG (22 ) seRolo que - 
las cléusulos indexodos refiejan combios en el poder odquisitivo del d£ 
nero y, por lo tonto, compenson ol ocreedor por la omortizocién y no —  
unicomente en los cosos de devoluocién. Segun este mismo outor (23 ) —  
las outoridodes publicos son sensibles con respecto a los cléusulos de 
volor oro y los cléusulos referidos a divisas, yo que su oplicocién - -
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interfiere en el prestigio de la moneda nacional; en cambio estas rese£ 
vas no existen respecto a las clâusulas de indices, pues ellas "miden - 
no sélomente los movimientos de precios desde el lodo de lo moneda y su 
impocto en los precios de los bienes y los servicios, sino también los 
movimientos que se originon del lodo de los bienes, especiolmente en Jos proc£ 
SOS que influyen sobre el oumento de lo oferto y de la demanda y que —  
surgen de diverses procesos econémicos taies como mejoros en los proce- 
sos de produccién y mercodo, un oumento del nivel de vida y combios en 
los gustos de los clientes.
La cléusulo de revisién de precios cumple en el c.o.p. estas
funciones descritos, con lo que es posible escopor del nominolismo. De
esta forma se montiene el poder odquisitivo del dinero y esto se consi­
gue reojustondo la prestocién monetorio, es decir el precio, uno vez que 
se conocen los indices que senolon los voriociones producidos en los co£ 
tes de ès elementos componentes bésicos de la obro. La cléusulo de revi­
sién de precios estobilizo por consiguiente el volor de las prestocio—  
nés.
VII.- FORMALIZACION DE LA CLAUSULA DE REVISION.-
La cléusulo de revisién de precios se incluye en el contrato
mediante un ocuerdo, que en forma de resolucién motivodo debe odoptor
lo Administrocién en codo coso. Existe pues un octo interno ( 24 ),-^ ae- 
poroble de lo cléusulo, que se produce segun un determinodo procedimien 
to (orticulo 22 RRP), Pero ol mismo tiempo, tombién se reglomento lo —  
formolizocién de lo cléusulo mismo, con independencio de que porticipe 
o su vez de lo formolidod propio del controto en que se incluye. Los 0£ 
ticulos 12 DLRP y 12 RRP determinon especiolmente lo formolizocién de - 
lo clauslo de revisién ol disponer que su inclusién se produzco en los
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"pliegos de clâusulas administrotivos porticulores". Por otro porte, el 
orticulo 122 RCE estoblece como requisito del documento notoriol o odnû 
nistrotivo con el que se formolizo el c.o.p., "lo indicociân de si el - 
pliego de cléusulos odministrotivos porticulores contiene cléusulo de - 
revision del precio estipulodo".
Esto exigencio formol de que lo cléusulo de revisién se incl£ 
yo en el pliego de condiciones odministrotivos porticulores, plonteo en 
lo préctico lo cuestién de lo volidez del pocto revisor cuondo oporece 
en otro lugor de lo documentociôn del controto.
Lo Junto Consultivo de Controtociôn Administrotivo ho resuel- 
to siempre esto cuestién de formo negotivo por considérer que "sélo lo 
inclusién en el pliego de cléusulos odministrotivos porticulores, pre—  
vio resolucién motivodo del érgono de controtocién, dorio pleno volor - 
juridico o lo cléusulo de revisién" (25).
Sin emborgo, esto posture de lo Junte Consultivo no tiene més
opoyo que lo literolidod del texto legol sin tener en cuento otros con- 
siderociones que permiten sentor, con fundomento,uno opinién controrio.
En primer lugor debe odvertirse que lo exigencio formol del -
pocto no es requisito constitutivo del mismo, y esto tonto en lo contre
tocién generol (orticulos 1268, 1279 CC) como en lo especifico del c.o.p. 
pues éste se perfecciono y produce plenos efectos con lo odjudicocién - 
definitive de lo obro (orticulo 109 RCE), por lo que lo formolizocién - 
del controto es siempre un requisito "od probotionem". Afirmocién que - 
si se hoce respecto del controto en su conjunto tombién vole pore codo 
uno de sus poctos o cléusulos.
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Pero odemés hay que tener en cuento que la apariciôn de una - 
cléusulo de revisién de precios en un documento distinto del pliego no 
puede imputarse, por principio, al contratista pues éste se limita nor- 
molmente a adherirse al contrato que prépara y redacta unilateralmente 
la Administrocién. Esto hoce que el defecto de formolizacién se deba —  
siempre a un mal funcionamiento de las distintos servicios administrât^ 
vos que intervienen en la prepracién del controto en sus diferentes et£ 
pas a fases. Por consiguiente no puede la Administrocién invocar sus —  
propios defectos para negar la eficacia de una cléusulo con la que el - 
contratista ha podido contar de bueno fe. En estos cosos, la méxima - - 
"allegans proprian turpitudinem non auditur", tal como se desprende de 
los orticulos 1302 CC y 115 LAP, impide a la Administrocién invocar la 
ineficacia de la cléusulo de revisién defectuosamente formalizada.
El Consejo de Estodo ha mantenido, a veces, un criterio nega­
tive basado también en la literolidod del precepto que exige una forma 
concreta para la cléusulo. Asi ha afirmado que "no cobe otorgar la rev£ 
sién de precios sino en la forma estoblecido en esta éltimo disposicién 
que exige, segén lo indicado, su inclusién en el pliego, por resolucién 
motivodo, antes del onuncio de la licitacién (2é ). Otros veces el Con­
sejo de Estodo ha apoyado su criterio en la dificultad que présenta en 
la contratacién administrotivo la admisién de la voluntod presunta de - 
las partes, de la que pudiero deducirse la intencién de poctor la revi­
sién, pues seRolo que "si bien no puede desconocerse la impartancia de 
la teoria de la voluntod en la interpretocién de los controtos privados, 
tompoco puede olvidarse que gron parte de esta preponderancia la pier- 
de cuondo la materia interpretable es un contrato del Derecho péblico, 
en los que los criterios de seguridod y formalisme de la actividad adm£ 
nistrotivo imponen notables desviaciones de Derecho comén" (27 ).
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Sin embargo, el mismo Alto Cuerpo Consultivo ho resuelto el - 
problème de la validez de la cléusulo no formalizada correctamente, ad- 
mitiendo su eficacia cuondo la dudo o la confusién la ho producido uni­
lateralmente la Administrocién, por lo que el contratista no debe resul^  
tor perjudicodo. Concretomente se argumenta en estos cosos que "los pri£ 
cipios de bueno fe y reciprocidod en la relocién contractual exigen la 
necesidod de no actuociôn administrative congruente"(2^b que impide in­
vocar la nulidod o ineficacia de la cléusulo de revisién por vicios o - 
defectos que sélo a la Administrocién le son imputables*
El Tribunal Supremo también ho dodo uno respuesto al problème 
de ocuerdo con estos principios bésicos a los que nos ocobomos de refe- 
rir. La sentencio de 19 de febrero de 1,975 contempla el coso de una —  
cléusulo de revisién de precios incluido en la memorio del proyecto cu- 
yo validez se odmite porque considéra "que séria antijuridico trotor de de£ 
conocer efectos a poctos y estipulociones que, como la cléusulo de revi­
sién de precios, estén permitidos ol omporo del ortificioso pretexto —
-ton poco exocto por otro parte en este coso- de no hober sido incluido 
en el lugor odecuodo". También la sentencio de 29 de obril de 1,980 od- 
mite la eficacia de uno cléusulo de revisién de precios incluido en el 
pliego de condiciones técnicos en lugor del pliego de condiciones admi­
nistratives porticulores, por considérer que "el formalisme gravita so­
bre el momento de la perfeccién del contrato en su unidod contextuel y 
no sobre el posterior de une ejecucién correctamente otendido por la —  
contratista y constitutive del factor bésico pore soliciter la revisién
con fundomento en cléusulo contractuel vélido".
VIII.- FORMULA POLINOMICA E INDICES DE REVISION.-
Como le cléusulo de revisién de precios responde o le modol£
dod de cléusulo de estobilizocién conocido como cléusulo de indices o
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de escala mévil, es indispensable que en élla se recoge el procedimien- 
to técnico de oplicocién de los indices que los partes bon ocordodo to- 
mor en considerocién para ajuster el precio iniciolmente poctodo como - 
révisable.
Lo determinocién del indice o indices oplicobles ol precio —  
poctodo, y le forma de hocerlo, no es producto del ocuerdo entre les —  
partes. Como yo se ho senolodo le cléusulo de revisién de precios es un 
pocto reglodo o reglomentorio en el que la voluntod négociai quedo con£ 
trenido précticomente o su oplicocién o no oplicocién, y odemés, toi —  
eleccién sélo esté en la iniciotivo de uno de los partes que es la Adm£ 
nistrocién, limiténdose el contratista o adherirse ol pocto revisor.
1. La férmulo polinémico.- La oplicocién de los indices de r£ 
visién no se hoce de forma directo pues se sigue un sistemo motemético 
de célculo de un coeficiente que se multiplico por el precio a réviser. 
Este coeficiente se hollo mediante uno ecuocién motemético expresado en 
uno férmulo polinémico. La existencio de esta férmulo es, pues, indis—  
pensable para que la revisién puedo tener lugor. El orticulo 39 DLRP d£ 
ce; "la cléusulo de revisién se estobleceré expresomente para coda con­
trato mediante formulas tipo que se eloboren por los distintos deporto- 
mentos ministerioles para los diferentes closes de obros". Por ello no 
bosto para que puedo entenderse poctodo la cléusulo, con uno simple re- 
misiôn o la legislocién que la permite. Asi lo hon entendido tonto la - 
jurisprudencio del Tribunal Supremo como la doctrino del Consejo de Es- 
todo ( 29 ) .
Sin embargo, conviene puntuolizor que ounque resuite impres- 
cindible la férmulo polinémico para que el pocto seo viable, se puede - 
odmitir su indeterminocién iniciol en el contrato siempre que seo posi­
ble concretorlo posteriormente en el momento en que la cléusulo entra -
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en juego. El Consejo de Estodo ho considerodo que dodo el corocter gen£ 
rico de los férmulos para coda close de obro "lo importante es que es­
tas existon, yo que en este supuesto es focil oplicor la que correspon 
do. Es decir, que la folto de inclusién de la férmulo tipo correspon—  
diente en coda cléusulo de revisién de precios no porece constituir —  
uno dificultad mayor para su posible determinocién; més bien porece un 
defecto fécilmente subsonoble".
Actuolmente los férmulos polinémicos que pueden empleorse en 
coda contrato, segun la cJbse de obro, estén recogidos en un cuodro de 
férmulos tipo oprobodo por Decreto de 19 de diciembre de 1.970, que r£ 
coge 39 férmulos, que posteriormente bon sido ompliodos o 48 por Real 
Decreto de 20 de ogosto de 1981.
La férmulo polinémico sirve para colculor un coeficiente de 
revisién en coda fecho respecto de la fecho de licitacién, oplicéndose 
su resultodo ol importe liquide de la obro de su close pendiente de —  
ejecucién, segén dispone el orticulo 32 DLRP. Este mismo orticulo des­
cribe la composicién de la férmulo tipo de la siguiente monero: "Esto- 
rén formodos por varies sumondos, que se obtendrén multiplicande los - 
tontes por uno de los elementos bésicos que integron la obro o la rel£ 
cién entre sus respectives precios en la fecho en que se oplique la r£ 
visién y en la fecho de licitacién; se completorén con un sumondo fi je, 
cuyo volor seré el tonto por uno correspendiente o los gestes que hayon 
de permonecer invariables, como son la omortizocién e interés de les —  
inversiones en moquinorio y medios ouxiliores, el bénéficié previsto y 
los costes correspondlentes o elementos no bésicos. Este sumondo fi je - 
no podré ser superior o cero enteros, quince centésimos (0,15), y la s£ 
ma de los tontes por uno de todos los sumondos en coda férmulo seré - - 
iguol o uno".
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El corécter reglomentorio de estos férmulos tipo tombién se 
confirma con el procedimiento que se estoblece para su eloborocién, - - 
pues deben oproborse por el Gobierno conjuntomente, esto es, para todo 
el cuodro que los recojo, a propuesto de los Deportomentos Ministerio—  
les y previo informe de la Junto Consultivo de Contratacién Administra­
tive (orticulos 32 DLRP y 32 RRP),
El Decreto citodo de 19 de diciembre de 1.971, oprobé como —  
yo se ho indicado un "cuodro sistemético" con 39 férmulos ompliodos o - 
48 por el Decreto de 20 de ogosto de 1981, con lo composicién moteméti-
co que se ocobo de referir y con una simbologio que refiejo el coefi- -
ciente teérico de revisién para el momento de ejecucién y los indices 
de coste en lo fecho de lo licitacién y en lo fecho de lo ejecucién - -
(Ho y , por ejemplo, para la mono de obro).
El orticulo 49 RRP contiene dos excepciones o lo tipicidod de 
lo férmulo polinémico. La primera se refiere o los cosos en que un pro­
yecto comprendo obros de corocteristicos muy diferentes, o los que no - 
seo posible oplicor uno solo férmulo tipo generol, en cuyo coso puede - 
considerorse el presupuesto dividido en dos o més porcioles, con oplic£ 
cién independiente de los férmulos polinémicos odecuodos o codo uno de 
dichos presupuestos porcioles. Lo segundo excepcién es oplicoble cuondo 
n inguno de los férmulos tipo generoles coincide con los corocteristicos 
de lo obro, pues entonces el Focultotivo outor del proyecto puede propjo 
ner lo férmulo que estime odecuodo, lo cuol deberé ser oprobodo por el 
Gobierno con orreglo ol procedimiento estoblecido poro lo oprobocién de 
oquéllos.
2.-Los indices de revisién.- Los indices que se oplicon o lo féjr 
mulo polinémico incluido en lo cléusulo de revisién son los oficiolmente
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aprobados a estos efectos (orticulo 42 DLRP). Esto oprobocién oficiol 
lo reolizo el Gobierno o propuesto del Comité Superior de Precios de - 
Controtos del Estodo, con uno periodicidod mensuol. Los indices pueden 
ser énicos poro todo el pais o determinorse por zonos geogréficos, te- 
niendo en todo coso que publicorse en el Boletin Oficiol del Estodo po­
ro que surton efectos (orticulo 92 DLRP). Lo Junto Consultivo de Contr£ 
tocién Administrotivo ho informodo que debe senolorse en el Pliego de - 
Cléusulos ol tiempo que fije lo férmulo polinémico oplicoble ol contro­
to, cuél es la provincio cuyo indice de precios seré tenido en cuento - 
poro lo determinocién de los revisiones que procedon y tombién oconsejo 
que, solvo lo existencio de otros circunstoncios ponderobles, se adopte 
como reglo generol el indice de la provincio donde rodique el mayor vo- 
lumen de obro (30) (31).
Como el Comité Superior de Controtos del Estodo es un érgono 
odministrotivo (32) que funciono dentro de lo Junto Consultivo de Con­
trotocién Administrative, lo oprobocién de los indices se hoce de mone­
ro uniloterol, controdiciéndose osi el corécter controctuol del pocto - 
revisor y ofirméndose en combio su condicién reglodo. Esto no se desvi£ 
tuo por el hecho de que se preveo la presencio de dos représentantes —  
de los controtistos en el Comité, pues ton exigUo representocién no pu£ 
de tener lôgicomente, mucho peso en los decisiones.
Los indices de revisién deben ser eloborodos con el criterio 
que estoblece el orticulo 52 RRP, cuyo redoccién fue modificodo por el 
Decreto Ley de 16 de diciembre de 1.975; segun esto normo los indices - 
deberén refiejor, en todo coso, los combios reolmente producidos en el 
coste de lo mono de obro y de los moterioles que seon consecuencio de - 
las disposiciones generoles y de los resoluciones odoptodos por lo Adm£ 
nistrocién o convenios colectivos oprobodos. Nuevo redoccién de este —
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orticulo que permite ofirmor que el pretendido fundomento de lo revisién 
de precios en la teorio del riesgo imprévisible desoporece con esta no£ 
ma, pues se esté més cerco, buscando onologios^ del "foctum principiis".
El ocuerdo oprobotorio de los indices no es recurrible en la
via contencioso-odministrotivo (orticulo 99 DLRP). Sin emborgo esta no£
mo que excluye de la fiscalizocién jurisdiccionol un octo odministroti- 
vo, debe ser interpretodo restrictivomente. El Tribunol Supremo - - —  
ho odmitido lo impugnocién contro ocuerdos del Consejo de Ministres - - 
oprobotorios de indices mensuoles, en cuonto se recurrion, no en su fuji 
cién estrictomente oprobotorio de dichos indices, sino como medio de —  
enjuicior otros ospectos contenidos en oquellos ocuerdos. (33)
Por ultimo, consignemos que lo eloborocién de los indices se
produce siempre con notoble retroso, por lo que el orticulo 10 RRP, di£
pone que "los Orgonos de Controtocién del Estodo y de sus Orgonismos - 
outénomos podrén procticor liquidociones provisionoles de revisién con 
bose en los ultimos indices vigentes si los correspondlentes ol mes o - 
que se refiere lo certificociôn porciol de obro no hon sido publicodos 
por el Boletin Oficiol del Estodo". Con todo, el controtisto siempre s£ 
fre un quebronto porque siendo normolmente lo tendencio del indice ol - 
olzo, los indices que se oplicon provisionolmente estén desfosodos con 
respecto o lo reolidod del mercodo en un momento en que se procédé o lo 
revisién.
IX.- CALCULQ DE LA REVISION.-
Concretodo lo férmulo polinémico y existiendo indices de re—  
visién oplicobles, el célculo de lo revisién del precio estipulodo se - 
sujeto o unos reglos que posomos o exponer.
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1,- Cuontio del contrato.- S61o son révisables los controtos 
de obro cuyo cuontio seo superior o 5 millones de pesetos (orticulo 19 
DLRP). Se excluyen, por consiguiente, de lo revisién de precios, los - 
controtos de cuontio inferior, pero como dice MORENO GIL (34) "no hay 
rozén justificotivo del importe escogido ni es consecuente con el deseo 
estobilizodor de lo ley" y onode que "el pequeno empresorio es el més - 
vulneroble o lo occién de lo inestobilidod monetorio, y como es él - - 
quien, por rozén de copocidod econémico, normolmente ocude o los contro­
tos exentos, es él quien soporto moyor dono ol resultor excluido de los 
beneficios estobilizodores". Por ello, no resulto convincente lo expli­
cocién que ho dodo a veces el Consejo de Estodo que, tros ofirmor que - 
ésto es lo primera vez que se proctico, dentro del controto de obros, 
uno discriminocién en funcién del volor de lo controto, encuentro lo —  
justificocién en lo que el mismo Consejo de Estodo reconoce que es uno 
redundoncio, ounque sélo considéré que es oporente, pues sostiene que - 
lo justificociôn reside "en la propio nocién del volor , en este coso - 
escoso,de los controtos que quedon excluidas" ( 35).
2.- Plazo del contrato.- "La inclusién de cléusulos de revi—  
sién en los pliegos referentes o controtos de obros cuyo plozo de e jec£ 
ciôn no excedo de seis meses, requeriré el previo informe de lo Junto - 
Consultivo de Controtocién Administrotivo" (orticulo 19, pérrofo 29 RRP). 
Tompoco tiene uno justificocién objetivo esto restricciéi que es quizés 
uno secuelo de lo concepcién compensotorio o indemnizotorio de lo revi­
sién de precios que pudo estor présente en los legislociones onteriores 
pero no en lo octuol. La Junto Consultivo de Controtocién Administrotivo 
ho dispensodo de este plazo minimo cuondo éste se reboso en lo préctico 
por el tiempo que tarda la Administrociôn en resolver lo odjudicocién - 
del controto. (36)
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3.- Exancién o fronquicio de revisién.- Segun el orticulo 42, 
oportodo 1, DLRP,"todos los controtos se desorrolloron con orreglo o —  
los precios convenidos en oquél, y, por tonto, no hobro lugor o revi- - 
sién cuolquiero que seo lo oscilocién de los costos, hosto que se hoyo 
certificodo, ol menos, un 20 por 100 del presupuesto total del controto, 
volumen de obro que no sera susceptible de revisién.
Asi pues, lo porte del precio que corresponde ol primer vein- 
te por ciento de la obra controtodo no es revisoble. La justificocién - 
de esta nuevo restriccién puede encontrorse, en principio, en el hecho 
de que ese porcento je de obro se ejecuto cuondo los oscilociones de los 
costes puede que no seon muy sensibles. Sin emborgo, esto se controdice 
en lo reolidod porque vo siendo normol que los indices pongon de moni—  
fiesto uno tendencia olzisto desde los primeros momentos del plozo con- 
troctuol. Por otro porte, el porcento je exento de revisién se estoblece 
como unico cuolquiero que seo el importe del presupuesto y esto determ£ 
no que los controtos de obros complejos y costosos seon mos per judico—  
dos que los sencillos, pues en oquéllos se tordoro mps tiempo en ejecu­
tor lo porte de obro no révisable y estoron, por tonto, mos expuestos o 
los oscilociones de los precios.
Lo exencién o fronquicio de revisién plonteo otros cuestio- - 
nés, olguno de ellos con solucién en los normos oplicobles, de los que 
domos cuento seguidomente.
a ) Modificociones de lo Obro.- Es normol que el presupuesto - 
iniciol o presupuesto de od judicocion sufro voriociones duronte lo eje­
cucién de lo obro. Se plonteo entonces lo cuestién de cémo debe oplico£ 
se la exencién del 20 por 100. El DLRP nodo decio ol respecto, pero po£ 
teriormente el RRP dispuso que "en los controtos de obros que incluyon
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clausula de revisién y que resulten modificodos por la oprobocién de - 
presupuestos odicionoles, el controtisto no tendré derecho o oquéllo - 
hosto que se hoyo certificodo, ol menos, un 20 por 100 del nuevo pres£ 
puesto total. Si al aproborse el presupuesto odicionol se estuviero —  
oplicondo la cléusula de revisién, ésto quedoré en suspense hosto que - 
lo obra certificodo vuelvo o olconzor un importe, o los precios primitif 
vos del 20 por 100 del nuevo presupuesto total".(orticulo 72 RRP)
Esto normo résulta, sin emborgo, incompleto, porque sélo - - 
contempla lo modificocién del presupuesto en més pero no en menos, su—  
puesto este ultimo en que por légico el 20 por 100 exento de revisién - 
debe oplicorse ol presupuesto uno vez reducido, pues no se entiende que 
lo proporcionolidod octue sélo en uno direccién, es decir, sélomente en 
los oumentos y no en los disminuciones del precio.
Esta laguna esté en porte colmodo por lo Orden Ministerial del 
Ministerio de Obros Publicos y Urbanisme de 10 de ogosto de l.p7l, pues * 
sélo es oplicoble o los controtos celebrodos por este Deportomento. En 
primer término, regulo esto Orden, con més detolle, lo oplicocién de lo 
exencién en el coso de oumento del presupuesto, distinguiendo los si- - 
guientes hipétesis:
o) Si no se ho olconzodo el 20 por 100 del presupuesto de od­
judicocién, lo revisién no tendré efecto hosto hober certificodo el 20 
por 100 del presupuesto vigente.
b) Si se ho olconzodo el 20 por 100 del presupuesto de od jud£ 
cocién, pero no el 20 por 100 del vigente, se suspenderé la revisién —  
hosto olconzorlo y, en lo primera certificocién que se expida, se dedu- 
cirén los contidodes ocreditodos por revisién en certificociones ante—  
riores.
- 484 -
c) Si se ha olcanzado un importe superior al 20 por 100 del 
presupuesto vigente, no se suspenderâ la revisiôn y en la primera cer- 
tificaciôn que se expida se deducirôn las cantidades acreditadas por - 
revisién, correspondlentes al periodo en que se ejecutô la fraccidn —  
del presupuesto comprendida entre el 20 por 100 del de adjudicocidn y 
el 20 por 100 del vigente.
A continuaciôn la Orden Ministerial establece para el caso - 
de reducciôn del presupuesto que "en los contratos de obras que inclu- 
yon clâusulos de revisiôn que resulten modificodos y que dén lugar a - 
disminuciôn del presupuesto, la revisiôn se aplicarô a partir del 20 - 
por 100 del presupuesto vigente". Por presupuesto vigente debe enten- 
derse el que resuite de la aprobaciôn técnica y econômica de la modiH 
caciôn o reformado del proyecto.
B) Suspensiôn de la obra.- Cuando se suspende la iniciaciôn 
de la obra o cuando ésto se porolizo al poco tiempo de haberse comenz£ 
do, todo ello sin culpo del controtisto, se desplozo en el tiempo el - 
primer 20 por 100 de la obra que esta exenta de revisiôn que por tonto 
se ejecuto môs torde. Esto es causa, normalmente, de un perjuicio econ^ 
mico para el controtisto, que se ve en la necesidad de ejecutar eso pajr 
te de obra con unos costes môs elevados, pues a medida que el tiempo —  
tronscurre se encarecen los elementos bôsicos que componen la obra. En 
estos casos de suspensiôn y cuando excede de uno quinto parte del plazo 
o, en todo caso, si es superior a seis meses, el controtisto tiene de—  
recho a la indemnizociôn del dono o perjuicio que puedo efectivomente - 
sufrir (articules 49 LCE y 148 RCE). Pues bien, entre los perjuicios p£ 
sibles esté ese retroso en la ejecuciôn de porte de la obra exenta de - 
revisiôn que se pue de evoluor perfectomente. La Junto Consultivo de - - 
Controtociçn Administrative ho considerodo como dono indemnizoble "el -
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hecho de que el primer 20 por 100 del volumen de obra se desplazô en - 
cuanto a su ejecuciôn a un periodo ulterior al previsto en el programa 
de trabajo y, como consecuencio, habido cuento de la tensiôn aieista - 
de los precios, se produjo un encorecimiento en los costos en este por- 
cento je por encimo de las previsiones inicioles" (37).
C) Contratos resueltos.- En principio la resoluciôn o resci—  
siôn del controto no ofecto a la oplicaciôn de la exenciôn de revisiôn, 
solvo el caso en que oquéllo vengo motivodo por uno modificociôn del —  
proyecto que determine uno olterociôn del presupuesto superior al 20 —  
por 100 en môs o en menos. En estos casos el controtisto o la Adminis—  
trociôn puede optor por la resoluciôn del controto segun lo estoblecido 
en los orticulos 52 LCE y 157 RCE. Si uno u otro porte tomon esta opciôn 
por hober oumentodo el presupuesto en môs del 20 por 100, la oplicaciôn 
de la exenciôn de revisiôn no se ve perturbodo porque el oumento de - -
obra no se llegue a reolizor; en combio, cuando la resoluciôn se pide -
por hober quedodo reducido el presupuesto en môs del 20 por 100, se de- 
berio reojustor la exenciôn de la revisiôn al precio final (reducido) - 
que, por tonto, es siempre inferior al precio de adjudicociôn. Ese pre­
cio final o precio de liquidociôn es el que definitivomente quedoro re- 
visodo y el que lôgicomente se tendrio que tomor en considerociôn para 
oplicor el 20 por 100 exento de revisiôn. Sin embargo, el Tribunal Su—  
premo no lo ho entendido osi, pues en la sentencio de 10 de moyo de - -
1.980 se montiene la tesis de que "el presupuesto total del controto*,' -
segun expresiôn del articule 4 DJ^RP^es la cifro de ad judicociôn y la - 
que odquiere significociôn juridico, por lo que "lo révisable o no re—  
visoble hoy que referirlo al presupuesto de adjudicociôn môs los odici£ 
noies oceptodos". En combio, no considéra la sentencio que puedon tomor^  
se en considerociôn las disminuciones del presupuesto pese a lo establ£ 
cido en la O.M. 13 morzo 1969 que estobleciô uno regulociôn onôlogo a -
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la de 10 agosto 1971, porque la sentencio estimobo que su legolidod —  
era dudoso en cuanto que controdecio le# normes del DLRP y RRP.
4.- Aperture de la revisiôn.- La ejecuciôn de la porte de —  
obra exenta de revisiôn no obre sin môs la revisiôn del precio, pues - 
"pore que baye lugar a revisiôn sera condiciôn indispensable que el co£ 
ficiente résultante de la oplicaciôn de los indices de precios oficiol- 
mente oprobodos a las formulas polinômicos correspondlentes a coda con- 
troto, sec superior a un entero, veinticinco milésimos (i,025) o infe—  
rior a cero enteros novecientos setento y cinco milésimos (0,975). A —  
partir de toi situociôn se procédera a la revisiôn, restondo o sumondo 
al coeficiente résultante segun seo superior o inferior a la unidod, - 
cero enteros veinticinco milésimos (0,025), obteniendo osi el coeficieji 
te oplicoble sobre la porte de obra pendiente de ejecutar. En lo suces£ 
vo se tendron en cuento coda mes sumôndoles olgebroicamente todos los - 
oumentos o disminuciones que resulten de la oplicaciôn de los indices - 
oficioles de precios, siempre restondo o sumondo al coeficiente resul—  
tonte, segôn correspondo, cero enteros veinticinco milésimos (0,025), - 
para obtener el coeficiente oplicoble.
Asi pues, el precio révisable no sôlo se reduce con la exen—  
ciôn o fronquicio yo estudiodo sino que tombién se produce un quebronto 
en el momento de oplicor el coeficiente réviser. Es de cuento del con—  
trotisto el 2,5 por 100 de los oumentos que se produzcon, quedondo el - 
resto 0 cargo de la Administrociôn. Tombién résulta dificil justificor 
esto nuevi restricdlôi de la revisiôn, pues a nuestro juicio no bosto con 
decir que "es la expresiôn motemâtico del oumento de precios que se coin 
sidero oleos ordinorio del controto y que se dejon por tonto, en todo - 
caso 0 cargo del controtisto" (38), Esta u otros onôlogos explicociones 
corresponden a uno idea de la revisiôn prôximo a la indemnizociôn que -
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se concede para auxiliar al contratista perjudîcado pero sin resarcir- 
le integramente (doctrina del riesgo imprévisible), y por esto se con­
sidéra que se produce una coparticipaciôn en el riesgo. Sin embargo, - 
la clâusula de revisiôn de precios es un pocto por el que se ajusta o - 
estabiliza el precio inicialmente estoblecido con el fin de que el nom^ 
nolismo monetorio no seo obstôculo para que el precio se obone "en fun- 
ciôn de la importoncio real de la prestociôn efectuodo" (orticulos 12 - 
LCE y 30 RCE). De oqui tombién que los indices oficioles, que sirven p£ 
ro integror définit ivomente el precio, deben refie jor "los combios reo_l 
mente producidos en el coste de la mono de obra y de los moterioles" —  
(orticulo 5 RRP). Por consiguiente si el precio ho de respetor el prin­
cipio del valor real de la prestociôn, no se comprende que su revisiôn, 
con esta finolidod, puedo quedor mermodo poniendo un 2,5 por 100 a car­
go del contratista. Y todo esto teniendo en cuento, por otro porte, que 
los indices tompoco refiejon la reolidod.
La operociôn motemâtico descrito en el oportodo 2, del ortic£ 
lo 4 DLRP plonteo todovio unos cuestiones que conviene préciser a con—  
tinuociôn.
a) Indices oplicobles.- Ya se ho indicodo que los indices su£ 
len publicorse con retroso, por lo que se outorizo la oplicaciôn de los 
indices vigentes si los correspondlentes al mes a que se refiere la ce£ 
tificociôn porciol de obra no bon sido publicodos todovio, toi como se 
indice en el articule 10 RRP y en el articule 49 del Real Décrété de 30 
de obril 1982, cuyo articule 42 anode que "cuando boyon sido publicodos 
los indices de precios que corresponden al mes a que se referio la cer- 
tificociôn, se procédera a la regulorizaciôn definitive de oquello rev£ 
siôn provisional".
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Pero own resuelto este problema se plonteo la cuestîôn de si 
el indice oplicoble es el del momento en que se ejecuto la obra o el —  
del momento en que esta se certifico,
Pudiero pensorse que el indice oplicoble es el del momento - 
en que se ejecuto la obra cuyo precio se revisa, estobleciéndose osi - 
una especie de simultoneidod entre la obra en ejecuciôn y su volorociôn 
0 precios de mercodo. Esto supondnS tener en cuento el periodo de tiem­
po que se contempla en la relociôn volorodo y no la fecho de ôsto que - 
es posterior, ni tompoco, lôgicomente, la fecho de la certificociôn. E£ 
te criterio porece que esté présente en el Decreto de 19 de diciembre - 
1970 que opruebo el cuodro de formulas polinômicos, pues al indicor el 
significodo de los simbolos senolo para el coeficiente teôrico de la 
revisiôn para el momento de ejecuciôn "t" y luego hoce los mismo para - 
los indices de coste de los diferentes componentes de la fôrmulo que —  
los refiere al "momento de ejecuciôn t".
Sin embargo este criterio es môs econômico que juridico. Desde 
uno considerociôn juridico debe tener relieve el momento en que el pre­
cio se détermina controctuolmente. Ese momento no puede ser otro que el 
de la certificociôn de obra que, como veremos en su momento, es el do—  
cumento contractual que recoge las operociones necesorios para liquidor 
el importe que en concepto de a bueno cuento(y en su caso de liquida- - 
ciôn)se obono al contratista. Este criterio que sustentâmes se recoge, 
por otro porte, en la Orden Ministerial de 10 de agosto 1971, cuyo apo£ 
todo 6.2. dice que "los coeficientes de oplicaciôn a la certificociôn - 
se obtendrôn de la siguiente forma; a) el coeficiente se obtendrô al 
sustituir las letros de las fôrmulos polinômicos por los volores de los 
indices correspondientes a los meses de licitociôn y de certificociôn".
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B) ÿ’echo de licitociôn.- El coeficiente de revisiôn se dete_r 
mina en coda momento hociéndo referenda a la fecho de licitociôn (ar­
ticule 32 DLRP) y esta mismo fecho se tomo en considerociôn por el De­
creto de 19 diciembre 1970 para estoblecer el indice de coste de coda 
components de la fôrmulo polinômico en el momento subcero. Pero ^qué 
se entiende por fecho de licitociôn?. La licitociôn no es en principio 
un octo unico sino un proceso de octos, yo que la concurrencio de lic£ 
todores u ofertontes no se produce instontoneomente sino en el trons—  
curso de un periodo de tiempo que va desde la presentociôn de la ofer- 
to hosto la operturo de la plico y subsiguiente adjudicociôn provisio­
nal o definitivo segun los casos. Sin embargo, la Junto Consultivo de - 
Controtociôn ho entendido a estos efectos que la fecho de licitociôn —  
es la que hoyo sido senolodo en el correspondiente onuncio como de ope£ 
turcs de plicos y proposiciones, bosôndose en que el orticulo 96 RCE se 
nolo que el onuncio de la licitociôn debe expresor entre otros requisi- 
tos el dio, horo y lugar en que hoyo de celebrorse la licitociôn, y torn 
bién en que el orticulo 101 RCE establece que "en el lugar, dio y horo 
senolados en el onuncio de la licitociôn, tendra lugar el octo de aper­
ture de las proposiciones econômicos" ( 39 ). Evidentemente y como seno- 
lo la propio Junto, la determinociôn de esta fecho tiene su troscenden- 
cio prôctico, pues segun se odmiton como indices de referencio o a ori- 
gen unos môs prôximos u otros môs lejonos de la fecho de coda certifioa 
ciôn révisable, el importe a percibir serô menor o mayor.
C) Obras suspendidos.- Cuando las obras quedon suspendidos - 
por ocuerdo de la Administrociôn se plonteo la cuestiôn de qué indices 
serôn oplicobles mientros oquôllos no se reonudon. En un principio se - 
entendio que la poralizaciôn de la obra determinobo tombién la interrû£ 
ciôn de la expediciôn de certificociones de toi modo que a la primera - 
certificociôn que se formolizose uno vez reonudodo la obra se le deberio
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oplicor un coeficiente obtenido por la media oritmético de los eoefi—  
cientes correspondientes a los meses en que la obra estobo porolizado.
Asi se disponio en la Orden del Ministerio de Obras Publicos de 23 de 
morzo 1967, Sin embargo, este criterio fue modificodo por la vigente - 
O.M. de 2 agosto 1971 cuyo oportodo 6.7. excluye la oplicaciôn de eso 
media oritmético cuando la obra esté suspendido administrotivomente. - 
Este criterio esté generolizodo porque la Orden del Ministerio de - —  
Hacienda y Economio de 24 de noviembre de 1982 establece que "la cert£ 
ficociôn se despocharô todos los meses, tonto si hoy obra a ocreditor 
como si no la hoy, debiendo en este caso, oclororse las rozones de la 
certificociôn de cuontio cero. En el caso de que las obras estuvieron 
formolmente suspendidos se horo constor esta circunstoncio" Por consi­
guiente, es cloro que al no interrumpirse las certificociones, la pri­
mera que se expida, uno vez que las obras se hayon reonudodo, tendrô - 
que ser revisodo con el indice del mes correspondiente a su fecho.
D) Exclusiôn del bénéficie industrial y de otros conceptos.- 
Segun el orticulo 32 DLRP las fôrmulos polinômicos "se completoron con 
un sumondo fijo, cuyo volor sera el tonto por uno correspondiente a los 
gostos que bon de permonecer invariables, como son la omortizociôn e i£ 
terés de las inversiones en moquinorio y medios ouxiliores, el bénéficie prje 
yisto y loscostes correspondientes a elementos no bôsicos. Este sumondo - 
fijo no podrô ser superior a cero enteros quince centésimos (O,15) y la 
sumo de los tontes por uno de todos los sumondos en coda fôrmulo sera - 
iguol 0 uno". Por consiguiente se excluyen de la revisiôn esos foctores 
que quedon fi jades en un quince por ciento.
La exclusiôn de la revisiôn de los intereses de inversiones, 
y el coste de las omortizaciones no suele ser objeto de discusiôn, pues 
se considéra vôlido el argumente de que responden a la propio orgonizo- 
ciôn econômica y finonciero de la empreso contratista y esto no puede -
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ser trasladado a la otra parte (40). Por el contrario, se ha discutido 
mucho la no revisibilidod del bénéficié industrial. ARINO ORTIZ (41) 
considéra que deberia revisarse este concepto, e incluse los gostos o£ 
tes indicodos porque las cantidades que se perciban por este concepto 
han de ser destinodas mas tarde a reparaciôn de material, inversion de 
maquinaria que queda inservible, amortizaciôn de capitales, etc. si no 
se oplica la revisiôn esas sumas resultaran insuficientes en su dia pa­
ra lo reposiciôn de un material o de unos medios financières équivalen­
tes 0 los empleodos en la obra de que se trote. Y anode este mismo ou—  
ter que la depreciociôn monetorio elevo los gestes générales y las reiji 
versiones futures que hobrlo que otender con uno bueno porte del bene—  
ficio industrial. Por ello concluye senolondo que su invariobilidod —  
otribuye un dono emergente en el future,
Sin embargo, considérâmes môs ocertoda la posture contrario, 
que defiende la no revisiôn del bénéficié industrial, pues estô en co£ 
sononcio con une concepciôn de la revisiôn de precios como verdodero —  
precio y no como indemnizociôn. A nuestro juicio esta posiciôn estô pe£ 
fectomente explicodo en el informe num. 46, de 12 de junio de 1.964, de 
la Junte Consultivo de Controtociôn Administrative, que se expreso en - 
estos termines;
"La revisiôn no constituye une indemnizociôn de donos y per- 
juicios que de derecho al contratista, no sôlo a la octuoli- 
zociôn de precios (dono emergente), sino odemôs a la revi- - 
siôn del bénéficié presunto, yo que constituye une medida —  
del legislodor para montener estobles los supuestos objeti- 
vos del controto, dentro de los cuoles no se hollo el benef£ 
cio industrial.
Conviene a mayor obundomento hocer olgunos observociones sobre 
la noturolezo del bénéficié industrial. A este respecte debe 
citorse el articule 3 del Decreto-ley de 4 de febrero de - - 
1964, puesto que contiene, en termines de gron cloridod, el
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tratamiento que ha de recibir la partida de bénéficies en - 
los supuestos de revisiôn. Esta ultima disposiciôn establece 
que las fôrmulos polinômicos se completoron con un sumondo - 
fijo, cuyo voler sera el tonto por uno correspondiente a los 
gestes que han de permonecer invariables y entre los cuoles 
cita el beneficio previsto.. Nôtese cômo el bénéficié del co£ 
trotisto queda al morgen de la revisiôn por constituir un —  
factor fijo del controto y no supeditodo al voler monetorio 
del presupuesto, sino a las reglas genéricos del mercodo ein 
presoriol. La revisiôn cumple su misiôn gorontizando al empr£ 
sorio que le serôn obonodos las elevociones de precios que - 
surjon en jornoles y moterioles, de monero que se montengon 
estobles las condiciones inicioles del convenio, pero const£ 
tuirio un enriquecimiento sin causa que el beneficio se m o ~  
viero al ritmo de los precios del presupeesto, pues toi pro­
céder implicorio uno plusgonancio del empresorio sin rozôn - 
contractual ni fundomento juridico. Si la cuoto de bénéficies 
colculodo por el empresorio al tiempo de la adjudicociôn se 
montiene estoble,el Estodo ho culminodo su deber dentro de - 
la mecônico de revisiôn; si esta cuoto de bénéficiés, que se 
ho montenido estoble, ho perdido su significociôn monetorio 
o poder odquisitivo al tiempo de terminer el controto, no es 
por causa que quepo otribuir a éste como porte del controto 
sino a rozones econômicos de tipo general, en cuyo caso la - 
problemôtico se situa môs allô de las fronteros del negocio 
juridico revisodo".
D L o  jurisprudencio del Tribunal Supremo ho confirmodo esta do£ 
trino al estoblecer que "cuolquiero que seo el juego y el olconce que - 
puede tener el beneficio industrial como factor integrodo en la fôrmulo 
polinômico y como partida incluible o no en el importe liquide de la —  
obra, no puede en forma olguno sostenerse que le seo licito giror el —  
tonto por ciento de beneficio industrial sobre los precios yo revisodos. 
( 42).
X.- REVISION DE ACOPIOS E INSTALACIONES Y MAQUINARIA.-
El orticulo 143 RCE foculto o la Administrociôn para reoli—  
zor los obonos a cuento por qserociones preporotorios reolizodos por el
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contratista como ocopios de moterioles e instolociones y equipos de ma­
quinaria pesodo odscritos a la obra, en las condiciones senolados en —  
los pliegos de clâusulos. Se plonteo entonces la cuestiôn de cômo révi­
ser estos pogos o obonos uno vez ocreditodos en certificociôn, pues en 
principio la revisiôn sôlo octuo respecto del precio correspondiente a 
la obra ejecutodo.
Por lo que se refiere a los ocopios debemos indicor que la —  
clâusula 54 PCAG outorizo a pogor el 75 por 100 de su volor, incluyendo 
toi portido en la relociôn volorodo mensuel y teniendo en cuento este - 
odelonto para deducirlo môs torde del importe total de las unidodes de 
obra en que quedon incluidos taies moterioles.
De esta norme se desprende que los ocopios de moterioles se - 
revison siempre pues si no se anticipa su obono por seporado, se revis£ 
rôn con la obra a la que quedon incorporodos, y si se anticipa se révisa^ 
rôn en ese momento, es decir, antes de que se empleen en la obra. Esto 
obligo al contratista a sopesor, en coda caso, el beneficio que le repo£ 
ta el enticipo de dinero correspondiente al ocopio, con el posible per­
juicio que se le puede causer con la oplicaciôn de un indice que serô - 
normalmente menor en el momento del onticipo que el que puedo oplicorse 
en el momento de la incorporociôn del material a la obra, habido cuento 
la tendencio olcisto de la revisiôn de precios.
Tombién es posible efectuor obonos a cuento por rozôn del - - 
equipo y de las instolociones necesorios para la ejecuciôn de la obra, 
si son propiedod del contratista, se ballon en disposiciôn de ser utÜ£ 
zodos y dicho utilizociôn ho de tener lugar en plazo inmedioto de ocuer 
do con el programa de trabajo (clôusulo 55 PCAG). Es este un medio de - 
financier los trobojos del contratista que évita en gron porte el coste 
financière de uno inmovilizociôn (43), A su vez, debemos distinguir —
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dentro de estos bienes segun tengon o no ccrâcter recuperoble, pues la
O.M. de 10 de agosto 1971 admite la revisiôn sobre el importe del obono 
0 cuento por instolociones no recuperobles que se hayon incluido en la 
certificociôn mensuel (orticulo 6.5), mientros que no considéra objeto 
de revisiôn los obonos en concepto de onticipo por odscripciôn a la - - 
obra de equipo e instolociones recuperobles.
Finolmente, los equipos de maquinaria o instolociôn cuando f£ 
guron como portido olzodo para su obono integro al contratista por for­
mer porte de la prestociôn a su cargo, se revisa de la mismo forma que 
la obra ejecutodo.
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N O T A S
1 ) Vid. ARInO ORTIZ, G. Ob. cit. "Teorfa del équivalente econ£ 
mico". pp. 241 y ss.
2 ) Ob. cit. "Doctrina de Contratos del Estado". p. 408.
3 ) MORENO GIL 0. "La revision de precios en la contrataci on a^ 
mini strativa" . Madrid 1980, p. 59.
4 ) Puede verse una amplia exp osi ci on de estas teorfas en ROCA 
SASTRE, R.M. "Estudios de Derecho Privado". Barcelona 1948. Tomo 
I, p. 2 40.
5 ) Ob. cit. Tomo III, p. 72. *
6 ) Vid. VILLAR, BACHELOT, ROMERO. Ob. cit. p. 324.
7 ) Ob. cit. Tomo III, p. 101.
8 ) Ob. cit. Tomo III, p. 106.
9 ) Vid. VILLAR, BACHELOT, ROMERO. Ob. cit. p. 329.
10 ) Ob. cit. Tomo III. p. 119.
11 ) La STS 25 junio 1981 resume las soluci ones ofrecidas por 
la jurisprudencia de esta forma: "Que expuesta la evolucion legi£ 
lativa, la resoluci on de la cuestiôn propuesta aun nos exige la - 
previa determinaci on del régimen juridico de la revision de pre-- 
cios en la contrataci on de las Corporaciones Locales antes de la 
entrada en vigor del D. de 31 may o 1974, dada la si tuaci on de la 
incertidumbre doctrinal existente, que ha permitido la adopcion - 
en diverses y contradictories soluci ones que, como ya declar 6 es­
ta Sala en su S. de 21 de diciembre 1976, podfan resumirse asf: - 
12, Vigencia del articule 57.1.e) del Reglamen to de Contrataci on 
de las Corporaciones Locales -tesis mantenide en las sentencias - 
del T.S. de 15 de enero 1971 (R.152), 12 y 13 de diciembre 1973 -
(R. 5121) y 15 de abri 1 1974 (R. 1884)-. 22, Vigencia del articu­
le 57.1.e) del ci tad o Reglamen to y aplicabi11dad del D.Ley de 4 - 
de febrero de 1964, 32, No vigencia del articule 57. l.e) del Re- 
g lamento apli caci on subsidiaria del D.Ley 2/1964 y disposici ones 
complementarias; y 42 Vigencia del D. de 25 de febrero de 1955, - 
que suspendio la apli caci on del ap. e) del articule 57.1. del Regl. 
de Contrataci on, que es la tesis mantenida por la récurrente, y - 
la que sostienen las sentencias del Tribunal Supremo de 5 de ene­
ro 1972 (R. 1) y 28 octubre 1974 (R. 4415).
( 12 ) Vid. BOQUERA, 3.M. "La revision de precios de los contra-- 
tos de obras de las Administraciones Locales". ANGULO GONZALEZ, M. 
A. "Revi si one s de precios en los contratos de las Corporaci ones -
Locales". REV . num. 175. 1972, pp. 489 y ss. RODRIGUEZ MORO, N. -
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"Sobre la vigencia del art'iculo 57 del Reg lamento de Contrata-- 
cion de las Corporaciones Locales en orden a la revision de pre­
cios de las obras contratadas por aquéllas", REVL, num. 175, pp.
545 y ss.
( 13 ) Entre las Sentencias del Tribunal Supremo mas recientes -- 
pueden indicarse las de 25 de abri 1 de 1980, 22 de diciembre de - 
1980, 23 de enero de 1981 y 13 de abril de 1981.
( 14 ) El caracter temporal o transi tori o puede apreciarse en no£ 
mas del pasado como son el Decreto de 31 de marzo de 1917 promul- 
gado para compensar los aumentos extraordinarios de los materia-- 
les de construed on, como consecuenci a de la primera Guerra Mun-- 
dial; los Decretos de 26 de octubre de 1939 y 30 de julio de 1940 
que autorizan compensaci ones para corregir la inflad on desatada 
por la guerra civil espanola y la segunda guerra mundial; y la Ley 
de 17 de julio de 1945 que quedo suspendi da en 1955 por los Deere 
tos de 13 y 25 de enero de ese ano.
( 15 ) Dictamen de 7 de enero de 1966 (Expte. num. 34.540).
( 16 ) Vid. GARCIA-ENTERRIA E., y T.R. FERNANDEZ. Ob. cit. "Curso 
de Derecho Admini strati vo" Ij p. 633. ARInO ORTIZ, G. Ob. cit. -- 
"Teoria del Equivalente economico", p. 376.
( 17 ) Ob. cit. p . 48.
( 18 ) Ob. cit. p . 713.
( 19 ) MORENO GIL, 0. contrapone la "ley clausular" (el Decreto»^
Ley de 4 de febrero de 1964) a la que considéra como verdadera 
"ley révisera", esto es, la norma que no actua medi an te una clau­
sula contractual sino por si misma, como ocurrio con la generali- 
dad de las disposicionesprecedentes .
( 20 ) Ob. cit. "Estudios de Derecho Privado". Tomo I, p. 251.
( 21 ) Ob. cit. "Fundamento de Derecho Civil Patrimonial", p. 460.
( 22 ) HIRSCHBERG , E. "Clausulas de valor". RDP, Julio-Agosto 1980,
pp. 274.
( 2 3 )  HIRSCHBERG, E. "Clausulas de valor indexadas". RDP, Oulio- 
Agosto 1980, pp. 776.
( 24 ) El^Dictamen del Consejo de Estado de 13 de julio de 1971 - 
(Expte. num. 37.669) dice respecto de la Resoluci on motivada que 
"se trata de un acto interno de la Admi ni straci on que détermina - 
per se y necesariamente, la inefi cacia de la clausula de revision".
( 25 ) Informe num. 29 de 16 de junio de 1972. Tambien el Informe 
18, de 2 de julio de 1976, contemplando el caso de una clausula de 
revision que aparece en la escritura pero no en el Pliego, dice lo 
siguiente: "La cuestiôn jurfdica que se présente en el expediente 
sometido a consulta de esta Ounta puede resumirse en los siguientes
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termines: validez de la clausula 52 de la escritura de contrato, 
formalizada con fecha 10 de marzo de 1972, en la cual, dando por 
supuesto que el contrato tiene clausula de revision de precios, 
se prevé la formula polinomica aplicable al caso. Sin embargo, y 
esta es la circunstancia a ponderar, en el Pliego de Clausulas -- 
que sirvio de base al contrato no lucfa la clausula de revision - 
expresa en los términos establecidos en el Decreto-ley 2/1964, de 
4 de febrero.
Se trata, por consiguiente, de fijar qué trascendencia jurfdica - 
encierra el hecho de que, con infraccion del ordenamiento jurfdi- 
co, se haga constar una clausula de revisiôn en la escritura de - 
contrato, sin que la misma traiga causa de lo estipulado en el -- 
Pliego.
Conviene recorder, en primer lugar, el alcance gue en el sistema 
de contrataciôn del Estado tiene la escritura publica, cuya solem 
ni dad aparece exigida en los articules 13 y 40 de la Ley de Con-- 
tratos del Estado, por lo que se refiere al contrato de obras. Na 
da mejor a este respecto que transcribir el informe 47/1970 de 
esta Ounta (num. 66 de la Memoria en los ahos 1960-1971), que dé­
clara la improcedencia de alterar en la formalizaciôn del contra­
to las condiciones de la adjudicaciôn:
"La formalizaciôn en escritura publica implica el simple re- 
conocimiento del contrato administrativo preexistente, que - 
se perfecciona en el momento de la adj udi caci ôn o aprobaciôn 
del mismo por el Organo compétente. Se trata de revestir con 
las solemn!dades de la escritura publica (art. 1279 del CÔdl^  
go Civil) un negocio perfecto ya celebrado, y no es admis!-- 
ble, por tanto, que la escritura publica se desvfe de los -- 
pactes contenidos en la resoluciôn administrative que se ad- 
judica el contrato, pues ello significa, como establece el - 
artfculo 1.224 del Côdigo Civil, una novaciôn de 1 mismo".
En efecto, el vfnculo contractual propi amente dicho dimana, con - 
caracter general, de lo previsto en el Pliego de Clausulas parti - 
culares, complementado por el Pliego general, y adquiere su virtua 
lidad jurfdica a través del acto de aprobaciôn. Por lo que se re-** 
fiere a las clausulas de revisiôn de precios, su eficacia estriba, 
segun establece de forma expresa el artfculo 12 del Decreto-ley - 
2/1964, de 4 de febrero, en el requisite de su insère!ôn en el -- 
Pliego que sirve de soporte al contrato. La ausencia de este tra- 
mite no puede subsanarse incorporando la clausula en cuestiôn a - 
la escritura de formalizaciôn, ya que este documente no puede de£ 
virtuar la relaciôn contractual y a consumada.
iQuê alcance tiene entonces la clausula inclufda en la escritura 
publica?. Ante esta contradicciôn entre el Pliego y la escritura 
de contrato es obvie, por lo expuesto mas arriba, que debe conce- 
derse indiscutible primacfa al primer documente para fijar la vo- 
luntad de la Administraciôn y, en definitive, de las partes. En - 
consecuenci a, que el contrato de referenda carecfa de clausula - 
expresa de revisiôn de precios (ya que el artfculo 32 del Pliego- 
tipo que respaldaba à la adjudicaciôn exigfa el cumplimiento de -
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los requisites legales para estos casos, que, evidentemente, no 
fueron cumplidos en el procedimiento) y la declaracion de la es­
critura debe reputarse un mero error formal del documente mate- - 







Dictamen de 23 de diciembre de 1971 (Expte, num. 37.850). 
Dictamen de 9 de diciembre de 1971 (Expte. num. 37.831). 
Dictamen de 13 de julio de 1971 (Expte. num. 37.669).
STS 24 noviembre 1980 y Dictamen de 22 de abril de 1971 --
(Expte. num. 37.403).
Informe num. 20, de 7 de julio de 1967. 
Art. 32, O.M, 10 agosto 1971,
( 3 2  ) El Comité Superior de Precios de Contratos del Estado esta 
presidido por el Présidente de la Junta Consultiva de Contrata- - 
cion Admini strativa del Ministerio de Hacienda, o en su defecto - 
por el Vicepresidente, y forman parte del mismo, como Vocales, un 
représentante de los Ministerios del Ejército, Marina y Aire, de- 
signado por el Alto Estado Mayor, y de los de Obras Publicas, Edu 
cacion Nacional, Trabajo, Industria, Agricultura, Comercio y Vi-- 
vienda, designados por los respectives Ministres; dos representa_n 
tes del Ministerio de Hacienda, designados por el Présidente de - 
la Junta; un représentante del Institute Nacional de Estadfstica, 
designado por el Director del referido Institute; dos representa_n 
tes del Sindicato Nacional de la Construed on, designados por el 
mismo, y el Secretario, que lo sera el de la Junta Consultiva de 
Contratacion Admini strativa.
( 33 ) Sentenciasde 21 de junio de 1978, 19 diciembre 1979, 1 de 
diciembre 1980. Estas sentencias enjuiclan algunos problemas sus- 
ci tados con ocasion de la publicacion del Decreto-Ley de 17 de -- 
noviembre de 1975 que modifico la redaccion del artfculo 5 RRP, - 
segun se ha indicado en el texto.
( 34 ) Ob. cit. pp. 143
( 35 ) Dictamen de 12 de julio de 1974 (Expte. num. 38.736).
( 36 ) Informe num. 15, de 22 de noviembre de 1975.
( 37 ) Informe num. 29 de 24 de septiembre de 1975. Confirmado en
el Informe num. 44/79.
( 38 ) ARInO ORTIZ, G. Ob. cit. "Teorfa del équivalente economico" 
p. 388.
( 39 ) Informe num. 32, de 29 de septiembre de 1978.
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( 40 ) Vid. MONTERO GIL, 0. cit. p. 140.
( 41 ) Ob. cit. "Teorfa del équivalente economico", pp. 390.
( 42 ) STS 16 octubre 1979 y 17 marzo 1980.
( 43 ) Vid. VILLAR PALASI, 3.L. "Apuntes de Derecho Administrati
vo". Tomo II, pp. 414.
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CAPITULO UNDECIHO
BSSSSSSSSSSSSSSSSS
EL PAGO DEL PRECIO
I,- SUJETOS DEL PAGO,-
Lo Administrociôn esté obligodo o pogor ol contratista uno - 
sumo de dinero en concepto de precio. El pogo libero o lo Administro—  
ciôn de su obligociôn principol y constituye el éltimo octo de cumpli­
miento del c.o.p. que quedoré de este modo extinguido (orticulos 51 —  
LCE y 156 RCE).
Son pues sujetos del pogo, lo Administrociôn obligodo o efe£ 
tuorlo y el controtisto que tiene derecho o recibirlo. Sin emborgo, e£ 
to duolidod de sujetos se hoce môs complejo cuondo respecto de uno u - 
otro, o de ombos o lo vez, oporecen otros sujetos con intervenciôn en 
el momento del pogo y del cobro del precio.
Por lo que se refiere o lo Administrociôn pogodoro puede suc£ 
der que otros entes odministrotivos porticipen en el pogo como conse- - 
cuencio de que existe uno finonciociôn comportido. En estos cosos lo —  
Administrociôn sigue siendo lo obligodo ol pogo del precio frente ol —  
controtisto, sin que ôste tengo, por tonto, ninguno relociôn controctuol 
con el ente cofinonciodor.
Los normes odministrotivos no ofrecen uno soluciôn o los cue£ 
tiones que suscite esto modelidod del pogo. El orticulo 84 RCE contiene 
uno norme dirigido o oseguror en el momento de lo gestociôn del contro­
to lo existencio de crédite suficiente pore pogor posteriormente el pr£ 
cio. Dice este orticulo que "En los obros cuyo finonciociôn hoyo de re£ 
lizorse con oportociones de distintos precedencies, odemôs de los pre—
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supuestarias deberâ acreditarse en el expediente la plena disponibili- 
dad de todos oquéllos medionte los documentos vinculontes que segôn los 
COSOS resulten oportunos. Deberâ figuror iguolmente el orden de obono - 
de los distintos oportociones, de toi formo que el crédite presupuesto- 
rio del Estodo no seo el prinero en utilizorse, solvo cosos muy Justify 
codes. Los moyores gostos de lo obro sobre el presupuesto de odjudico—  
ci6n se obonorén en proporci6n o los respectivos oportociones, solvo —  
que otro coso se hoyo estoblecido • El érgono de controtociôn velorô —  
cerca de los otros entes cofinonciodores poro que el odjudicotorio per- 
cibo integromente el precio del controto, osi como sus odicionoles y %£ 
visiones".
Este deber de diligencio que el RCE impone o lo Administro- - 
ciôn poro que el controtisto percibo integromente el precio no puede in  
terpretorse en el sentido de que lo Administrociôn sôlo tengo ese deber 
y no el de pogor efectivomente. Lo Administrociôn sigue siendo lo ônico 
obligodo ol pogo, y lo relociôn con el ente cofinonciodor hoy que expM 
corlo o trovés de lo figuro de lo delegociôn en el pogo.
Efectivomente el ente cofinonciodor es un tercero en el pogo 
que interviene en virtud del convenio que le vinculo con lo Administro­
ciôn, siendo este convenio el que do couso o lo delegociôn o mondoto de 
pogo.
En virtud de esto delegociôn o mondoto unido ol pocto inserto 
en el c.o.p., el controtisto estô obligodo o oceptor el pogo procédante 
del ente cofinonciodor ounque seo un pogo porciol y no liberotorio. Efe£ 
tivomente, el pogo reolizodo por el ente cofinonciodor tiene corôcter - 
sotisfoctorio del crédite pero no es liberotorio poro lo Administrociôn 
( 1 ). Por ésto, lo Administrociôn sigue siendo, o pesor de lo delegociôn
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en el pogo, la ônico responsoble del pogo del precio hosto que seo so- 
tisfecho en su integridod y, por consiguiente, ello es tombién respon­
soble, frente ol controtisto, por lo moro en el pogo en que puedo in—  
currir el ente cofinonciodor.
Lo jurisprudencio ho odmitido esto situociôn juridico entre 
los portes, en lo medido en que no considero que debe existir un litis 
consorcio posivo necesorio entre lo Administrociôn controtonte y el e£ 
te cofinonciodor cuondo oquéllo es demondodo en reclomociôn del precio, 
pues se considero que oquéllo estô legitimodo posivomente simplemente - 
por su condiciôn o porte en el controto (STS 15 junio 1974) e iguolmen­
te condeno o lo Administrociôn ol pogo de uno indemnizociôn por moro —  
sin tener en cuento el pocto interno con el ente cofinonciodor (STS 27 
septiembre 1974),
Por lo que se refiere o lo posiciôn del controtisto destinot£ 
rio del pogo tombién pueden oporecer otros sujetos como consecuencio de 
lo tronsmisiôn o pignorociôn de su crédite (cuestiôn esto que estudior£ 
mos cuondo nos ocupemos môs odelonte de lo tronsmisiôn de certificocio­
nes) o porque se hoyo producido lo cesiôn del controto, en cuyo coso el 
cesionorio se subroge en los obligociones (ejecuciôn de lo obro) y en - 
los derechos (cobro del precio).
II.- PAGOS PROVISIONALES.-
Por principio generoi, lo Administrociôn sôlo debe pogor el - 
precio cuondo lo obro ho sido terminodo y môs exoctomente cuondo ho sido 
oceptodo y recibido por éllo. Esto es consecuencio de lo noturolezo - - 
juridico del c.o.p., que como controto de resultodo sôlo genero lo obl£ 
gociôn de pogor el precio cuondo el controtisto ho cumplido con lo pre£
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taciôn a su cargo. A esta considerociôn puromente teôrico hoy que offo—  
dir lo exigencio de los normos contobles por los que se rige lo Adminis^ 
trociôn y que le imponen lo prohibiciôn de pogor si el ocreedor no ho - 
cumplido o gorontizodo su correlotivo obligociôn, como osi dice el ort^ 
culo 43 LGP, oportodo 2.
Sin emborgo, lo ejecuciôn de los obros pôblicos requiers nor- 
molmente lo inversiôn de grondes sumos de dinero, que los controtistos 
dificilmente podrion reolizor si tuviesen que esperor hosto el finol de 
lo obro poro recibir el precio poctodo. Por otro porte, si el controtijs 
to tuviese que ocudir o lo finonciociôn de terceros, se producirlo un - 
coste que trotorio de repercutirlo en el precio con el consiguiente en­
corecimiento de ôste en perjuicio de lo Administrociôn. Poro evitor es­
tos inconvenientes se estoblece un sistemo de pogos provisionoles o o - 
bueno cuento del precio, que como dice VILLAR PALASI ( 2 ) estôn inspi- 
rodos en lo mismo finolidod de otros tôcnicos que procuron montener el 
equivolente econômico del controto y constituyen uno vio indirecto de - 
remunerociôn econômico del controtisto.
Corocteristico de estos pogos es su provisionolidod, pues sô- 
lomente cuondo se puedo medir y voloror todo lo obro ejecutodo, podrô - 
estoblecerse exoctomente el precio finol ol que tiene derecho el contra 
tisto. Consecuencio lôgico de esto provisionolidod es que el pogo que - 
osi se hoce no puede implicor nunco oceptociôn definitivo de lo obro c£ 
yo volorociôn se ho tomodo en considerociôn poro efectuorlo. Estos notos 
estôn cloromente recogidos en el pôrrofo 29 del orticulo 142 RCE, ol djs 
cir que "loscbonos ol controtisto resultontes de los certificociones ex 
pedidos tienen el concepto de pogos o bueno cuento, sujetos o los rect£ 
ficociones y voriociones que se produzcon en lo mediciôn finol y sin s£ 
poner en formo olguno oprobociôn y recepciôn de los obros que correspo£ 
do".
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Con estas prenisas sentadas vamos a estudiar seguidanente los 
pogos que puede reolizor lo Administrociôn en el curso de lo obro si—  
guiendo el orden en que se producen normolmente los hechos, es decir, - 
empezoremos por estudior lo que podemos llomor finonciociôn de los ope­
rociones preporotorios y ouxiliores, como son los ocopios y onticipos - 
de moquinorio y otros medios, poro despuôs entror en el onôlisis de lo 
volorociôn y pogo de lo obro en curso, los pogos por revisiôn de pre- - 
cios y los liquidociones que ol concluir lo obro bon de procticorse.
III.- FINANCIACION PE OPERACIONES PREPARATORIAS.-
Lo rigidez presupuestorio del gosto publico se ho venido fle- 
xibilizondo poro hocer posible que el controtisto obtengo un cierto vol£ 
men de finonciociôn ontes de emprender lo obro, pues con ello no sôlo - 
se beneficio ôl, sino lo propio Administrociôn, que no soportorô lo re- 
percusiôn de los costes finoncieros de olgunos octividodes preporotorios 
en lo medido en que ello focilite ol controtisto numerorio poro poder - 
reolizmrlos.
En el Derecho froncés existe lo posibilidod de que el contro­
tisto obtengo un onticipo ("ovonce forfoitoire") de un 5 por 100 del —  
precio correspondiente o lo obro que se prevé ejecutor en el primer oMo 
(orticulo 154 del Code des Marchés Publics). Ademôs se regulon onticipos 
poro lo reolizociôn de instolociones, odquisiciôn o fobricociôn de mot£ 
rioles, moquinorio y utilloje necesorios poro lo ejecuciôn de los trob£ 
jos, ocopios; e incluso en otenciôn o los circunstoncios econômicos ge­
ne role s o los porticulores del controto (instolociones especioles, oco­
pios importontes, etc.) se prevé un onticipo de puesto en morcho de lo 
obro ("ovonce de démorroge"), cuyo môximo se fijo en un 15 por 100 del 
precio iniciol del controto.
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Nuestro Derecho vigente se oproximo o los soluciones del pois 
vecino, distondo mucho de lo regulociôn del Pliego de 1903, que sôlomeii 
te odmitio el obono de los très cuortos portes del volor de los moteri£ 
les ocopiodos si estobon o pie de obro (condiciôn 33). En combio, el o£ 
ticulo 143 RCE dice: "Lo Administrociôn podrô verificor tombién obonos 
o cuento por operociones preporotorios reolizodos por el controtisto, - 
como instolociones y ocopio de moterioles o equipos de moquinorio peso­
do odscritos o lo obro, en los condiciones seffolodos en los pliegos de 
clôusulos, debiendo oquéllo odoptor los medidos convenientes poro que - 
queden previomente gorontizodos los referidos pôgos medionte lo presto­
ciôn de ovol, conforme ol orticulo 370 de este Reglomento, por el impo£ 
te de oquéllos".
Hocemos notor que este orticulo regulo lo finonciociôn por —  
la Administrociôn de los operociones preporotorios reolizodos por el —  
contratista, siendo "od exemplum" lo referencio que hoce o los moterio­
les, equipos de moquinorio pesodo e instolociones. Por consiguiente los 
pliegos porticulores de codo obro pueden perfectomente prever obonos o 
cuento de otros octividodes preporotorios ponderondo lo noturolezo de lo 
obro, ol elevodo coste de su puesto en morcho ("demorroge"), etc.
1. Anticipe por ocopio de moterioles.- Lo clôusulo 54 PCAG —  
regulo los obonos por ocopios de moterioles mejorondo lo soluciôn del - 
Pliego de 1.903, ol no exigir el requisite de que los moterioles tengon 
que estor o pie de obro. Segôn esto clôusulo "cuondo no hoyo peligro de 
que los moterioles recibidos como ôtiles y olmocenodos en lo obro o en 
los olmocenes outorizodos poro su ocopio sufron détérioré o desoporez- 
con, se podrô obonor ol controtisto hosto el 75 por 100 de su volor, —  
incluyendo toi portido en lo relociôn volorodo mensuol y teniendo en —
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cuento este odelonto poro deducirlo môs torde del importe totol de los 
unidodes de obro en que queden incluidos tôles moterioles* Poro reoli­
zor dicho obono serô necesorio lo constituciôn previo del correspon- - 
diente ovol, de ocuerdo con lo estoblecido en el Reglomento Generoi de 
Controtociôn* Solvo lo que estoblezco el pliego de prescripciones por­
ticulores, el Director opreciorô el riesgo y fijorô el porcento je corre£ 
pondiente*
2. Anticipe por instolociones y equipos.- Lo necesidod de es­
te onticipo es mucho môs cloro que lo de los moterioles, pues mientros 
éstos pueden ir suministrôndose o medido que ovonzo lo obro, los insto- 
lociones y equipos de moquinorio bon de estor, cosi siempre, présentes 
en lo obro desde los comienzos hosto su terminociôn, lo que obligo o t£ 
ner inmovilizodo uno importonte inversiôn. El controtisto -dice el ort^ 
culo 28 PCAG- quedo obligodo o oportor a los obros el equipo de moquin£ 
rio y medios ouxiliores que seo preciso poro lo bueno ejecuciôn de - —  
oquôllos en los plozos porcioles y totoles convenidos en el controto.
En el coso de que poro lo odjudicociôn del controto hubiese - 
sido condiciôn necesorio lo oportociôn por el controtisto de un equipo 
de moquinorio y medios ouxiliores concrete y detollodos, el Director —  
exigirô oquello oportociôn en los mismos términos y detolle que se fij£ 
ron en toi ocosiôn.
El equipo quedorô odscrito o lo obro en tonto se hollen en —  
ejecuciôn los unidodes en que ho de utilizorse, en lo inteligencio de - 
que np podrô retirorse sin consentimiento expreso del Director y debie£ 
do ser remplozodos los elementos overiodos o inutilizodos siempre que -
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su reparaciôn exija plozos que oquôl estime hon de olteror el progromo 
de trobojo.
Codo elemento de los que constituyen el equipo serô reconoci- 
do por lo Direcciôn, onotôndose sus oltos y bo jos de puesto en obro en 
el inventorie del equipo. Podrô tombién rechozor cuolquier elemento que 
considéré inodecuodo poro el trobojo en lo obro, con derecho del contre^ 
tisto o reclomor frente o toi resoluciôn onte lo Administrociôn en el - 
plozo de diez dlos, contodos o portir de lo notificociôn que le hogo por 
escrito el Director.
El equipo oportodo por el controtisto quedorô de libre dispo­
siciôn del mismo o lo conclusiôn de lo obro, solvo estipulociôn contro- 
rio.
Los obonos o cuento de instolociones y equipos, ol iguol que 
el de los moterioles, es focultotivo de lo Administrociôn, lo cuol ré­
sulte controdictorio con el fin que estos onticipos persiguen y que, o 
lo postre, sôlo redundon en bien de lo obro. La clôusulo 55 PCAG es por 
esto censuroble ol empezor diciendo que "podrôn considerorse obonos o - 
bueno cuento". Lo concesiôn es siempre o peticiôn expreso del controti£ 
to, el cuol ho de ocreditor el cumplimiento de los siguientes requisi—  
tos:"o) que ocredite la propiedod de los instolociones y equipo de que 
se trote; b) que se comprometo por escrito o destiner exclusivomente o 
lo obro lo instolociôn o equipo de que se trote, y o no retirorlos hos­
to tonto que seo outorizodo poro ello por el Director; c) que hoyo pre- 
sentodo un progromo de trobojo con indicociôn expreso de los instolocio 
nés y equipos necesorios en codo uno de los foses de lo ejecuciôn de lo 
obro; d) que, o juicio del Director, resulten los mismos opropiodos ol 
fin o que se destinon en nômero, colidod, corocterlsticos y estodo de -
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conservaciôn; y e) que coda uno de sus elementos esté descrito detollo 
domente e identificodo y volorodo controdictoriomente en el octo corre£ 
pondiente suscrito por el controtisto y el Director".
Ademés, el pôrrofo primero de lo clôusulo exige que los equ£ 
pos e instolociones debon ser utilizodos en plozo inmedioto, de ocuer­
do con el progromo de trobojo y lo prestociôn de ovol boncorio, en los 
términos que enseguido veremos.
Los obonos o cuento por instolociones y equipos se fijon dis- 
crecionolmente por el Director con dos limitociones que seMolo lo clôu­
sulo 55:
"Primero.- El volor de los instolociones y equipo ofectodo - 
por los porcentojes siguientes:
Porcentoje
- Vios de comunicociôn  ................ 100
- Edificios poro oficinos de obro, tô­
lières y loborotorios  ............ 100
- Pobellones temporales para obreros.. 90
- Instolociones de obostecimiento y —  
distribuciôn de oguos, soneomiento, 
suministro de energio, telefônicos,
etc...............................   80
- Otros instolociones          70
- Moquinorio pesodo...................    ÔO
Segundo.- El importe emortizoble en la fose considerado de 
la obro de dichos instolociones y equipos."
Lo redocciôn de la segunda limitaciôn es de escoso fortuno, 
pues porece querer decir que se ho de tener en cuento lo omortizociôn < 
de la instolociôn correspondiente o lo porte o fose de lo obro en que • 
dicho instolociôn entra en juego, siendo osi que hobrô instolociones o 
equipos de utilizociôn continuodo y no por foses.
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Al reintegro de los obonos a cuenta por instalaciones y équi­
pes se refiere la cléusulo 56 PCAG disponiendo que "el reintegro de los 
obonos o cuenta concedidos sobre los operociones preporotorios o que se 
refiere la clâusulo anterior se efectuoro deduciendo de los certifico—  
ciones de obro ejecutodo, expedidos o partir de la fecho de la conce- - 
si6n de oquéllos, un porcento)e del importe de los mismos, que fijorâ el 
Director de modo que permito el reintegro del obono q cuenta antes de - 
terminorse la obro y que, por lo tonto, ser6 superior ol tonto por ciert 
to que el obono o cuenta représente sobre el resto de la obro que faite 
por ejecutor en la fecho de la concesién» Con posterioridod, la Direc—  
ciôn podré ocordor que estos réintégrés se concelen en mener période de 
tiempo, cuondo los circunstoncios osi lo oconse)en. Los deducciones en 
los certificociones para estos réintégrés son totolmente independientes 
de otros descuentos que pudieron efectuorse sobre oquéllos por cuolquier 
concepto. En coso de resoluciôn del centrote ser6 inmediotomente exigi­
ble el reintegro total del obono o cuenta concedido, cualquiera que sea 
la causa de aquélla".
3. Garanties.- El articule 143 RCE oblige a le Administrecidn 
a que adopte les medidos convenientes pore gorontizor los obonos o cueji 
te por operociones preparatories reolizodas por el controtisto, medion- 
te le prestoci6n de ovol, por el importe de oquéllos y de conformidod - 
con el articule 370, este es, prestodo por un Banco oficiol o privodo, 
inscrite en el Registre General de Bancos y Bonqueros, o por Mutuolido- 
des profesionoles constituldos al efecto y por entidodes de seguros so- 
metidos o le Ley de 16 de diciembre de 1959. Estos ovales siguen el ré- 
gimen general propio de estas gorontios regulodos en los articules 370 
a 379 RCE, con les porticuloridodes que ohoro exominaremos.
En el coso de obonos o cuenta por moterioles ocopiodos, la —
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cl6usula 54 PCAG establece que la particularidad consiste en que, sol­
ve que el pliego de prescripciones porticulores dispongo otro cose, el 
Director es quien oprecio el riesgo a cubrir y fi]o el porcentoje que ho 
de quedor ovolado.
Cuondo se troto de obonos a cuenta de instalaciones y équipés, 
la clâusulo 57 PCAG establece que "los ovales cuyo prestociôn obedezco 
a obonos o cuenta por instalaciones o équipés se constituirân o fovor - 
del Jefe del Servicio al que esté odscrito la obro, debiendo cumplirse 
los requisites seRolodos en los articules 370 a 378 del Reglomento Gen^ 
roi de Controtociôn, y se depositorén en la Cojo General de Depésitos o 
en olguno de sus sucursoles, a disposici6n de oquél* Cuondo baya de pro 
cederse contra un aval que garantice un obono a cuenta, la entidod ava­
liste correspondiente quedo obligodo a ingresor en metélico en la Co]a 
General de Depésitos y a disposicién del Jefe seMolado en el pârrofo —  
anterior el todo o la porte que procéda de la contidod gorontizoda en - 
el plozo de quince dies, contodos desde la fecho de recibo de la oportii 
no notificociôn. Los conisiones, intereses y déniés gostos que se produz 
con con ocosién de la expedicién de los ovales para estas operociones, 
serén de cuenta del empresorio ovolodo".
La concelocién de todos estos ovales se efectéo a peticiôn —  
del controtisto a medido que voyon teniendo lugor las deducciones para 
el reintegro de los obonos o cuenta percibidos, siempre que taies deduc 
ciones tengon uno cuontio por lo menos iguol ol importe de la garantio 
que se pretende concelor. Los concelociones se ocuerdon por el Jefe del 
Servicio o que esté odscrito la obro, previo informe favorable del Di­
rector (cléusulo 58 PCAG).
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IV.- ABONO DE LA OBRA EN EJECUCION.-
E1 controtisto tione derecho ol obono de la obro que realnen- 
te ejecute con orreglo al precio convenido, segün dicen los orticulos - 
47 LCE y 142 RCE ( 3 )• Como yo dijinos m6s orribo la Administroci6n fa 
cilito la finonciacién de la obro medionte pogos a cuenta del precio d<e 
finitivo. La reolizocién de esos pogos esté su jeta a un procedimiento - 
integrodo por très momentos: la medicién de la obro, su volorocién y su 
certificocién.
1. Medicién de la obro.- La medicién de la obro no es uno pu­
re operocién oritmético de fijocién de las unidodes reolizodas segén el 
tipo estoblecido, sino que tiene el olconce de uno verdodero comprobo—  
cién o constotocién ( 4 ) de las prestociones reolizodas por el contro- 
tisto en un determinodo periodo de tiempo. De ocuerdo con el articule - 
66 RCE son los pliegos de prescripciones técnicos porticulores los que 
bon de detollor la forma de medicién, en la que entrorén en juego nor—  
mas o criterios de corécter puramente técnico. Pero odemés la medicién 
se corocterizo por ser uno octuocién unilateral de la Administrocién y 
por tonto no controdictorio. Como dice la cléusulo 45 PCAG es la Direc- 
cién quien debe reolizor mensuolmente y en la forma que establece el —  
pliego de prescripciones técnicos porticulores, la medicién de las uni- 
dodes de obro ejecutodo durante el periodo de tiempo anterior. El con—  
trotisto o su delegodo sélomente pueden presencior lo reolizocién de ta  
les mediciones.
Otra corocteristico de esta operocién es que se efectéo a irw 
ciotivo de la Direccién de obro, estobleciéndose énicomente en la cito- 
do cléusulo 45 PCAG que "para las obros o partes de obro cuyos dimensi£ 
nés y corocteristicos boyon de quedor posterior y definitivomente ocultos.
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el controtisto esta obligodo a ovisor o la Direccién con la suficiente 
antelocién, a fin de que ésto puedo reolizor las correspondientes med^ 
ciones y tomo de dotos, levontondo los pianos que los definon, cuyo —  
conformidod suscribiré el controtisto o su delegodo. A folto de aviso 
onticipodo, cuyo existencio corresponde probar ol controtisto, quedo - 
éste obligodo o oceptor los decisiones de la Administrocién sobre el - 
particular.
2. Redoccién de la relocién volorodo.- La relociôn volorodo - 
junto a la certificocién a la que nos referiremos después, es el docu­
mente que integra la que podriomos llomor contobilidod de obro. En este 
documente se recoge por une parte el resultodo obtenido con los opera—  
ciones de medicién mensuel y, por otra porte, se oplicon los precios a 
las unidodes que se hayon ejecutodo durante el periodo mensuel. Segén - 
la cléusulo 46 PCAG la Direccién debe redactor mensuolmente la relocién 
volorodo de la obro reolizodo ol origen y odemés establece que no se —  
puede Offlitir la redoccién de este documente por el hecho de que, en ol- 
gén mes, la obro reolizodo baya sido de pequeMo volumen o incluse nulo,
0 menos que la Administrocién bubiese ordenodo la suspensién de la obro. 
Es légico que se impongo la obligocién de redactor la relocién voloroda 
en los cosos en que la obro es nulo o escoso porque ese documente sirve 
0 la Administrocién no soloroente para poder efectuor pages o cuenta sino 
tombién pore contrôler el curso de la obro desde el punto de visto eco- 
némico, especiolmente cuondo se refiere a los mediciones estoblecidos - 
en el presupuesto, que deben ser controlodos para que no rebasen los M  
mites legoles que pueden llevor o uno modificacién del precio.
Los precios que se oplicon o los unidodes de obro constatados 
son los de ejecucién material que figuron en letro en el cuodro de pre­
cios unitorios del proyecto para coda unidod de obro, osi como los que
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se hayon establecido para nuevos unidodes no previstos en el controto 
y que se hayon debidoroente outorizodo. Ademâs tombién se tiene que t£ 
ner en cuenta la cléusulo 44 PCA sobre el obono de obros defectuosos que 
pueden implicor uno reduccién de los precios y los referentes a mate—  
riales ocopiodos y equipos puestos en obro, onteriormente estudiodos.
Por éltimo, existen reglas especioles sobre el obono de los portidos 
olzodos o los que nos referimos o continuocién.
Los portidos olzodos, como yo sobemos, pueden ser o justifi- 
cor y de obono integro.
Los portidos olzodos o justificor, esto es, los susceptibles 
de ser medidos en todos sus partes en unidodes de obro con precios uni- 
torios, se obonon a los precios de la controto, con orreglo a las cond^ 
ciones de la mismo y ol resultodo de los mediciones correspondientes. 
Cuondo los precios de uno o varias unidodes de obro de los que integra 
uno portido olzodo o justificor, no figuren incluidos en los cuodros de 
precios, se procédé conforme a lo dispuesto en el pérrofo 2S del orticju 
lo 150 RCE, esto es, se bon de estoblecer precios controdictorios entre 
la Administrocién y el controtisto (cléusulo 52 pérrofos 3S y 4@ PCAG).
Para que la introduccién de los nuevos precios, determinodos 
reglomentoriomente, no se considéré modificacién del proyecto, deben —  
cumplirse conjuntomente dos condiciones que senolo la cléusulo 52 PCAG.
19.- Que la Administrocién controtonte baya oprobodo, odemés 
de los nuevos precios, la justificocién y descomposicién del presupuesto 
de la portido olzodo.
29.- Que el importe total de dicbo portido olzodo, teniendo -
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en cuenta en su valoracién tante los precios incluidos en los cuodros 
de precios como los nuevos precios de oplicacién, no excedo del impor­
te de lo mismo figurodo en el proyecto.
Los portidos de obono integro àe obonon ol controtisto en su 
totolidod, uno vez terroinodos los trabojos en obro o que se refieren, 
de ocuerdo con los condiciones del controto y sin perjuicio de lo que 
el pliego de prescripciones técnicos porticulores puedo estoblecer re£ 
pecto de su obono fraccionacfo en coso justificodo (porrofo 52 de la cléif 
sulo 52 PCAG).
Cuondo la especificocién de los trabojos en obros constituti- 
vo de uno portido olzodo de obono integro no figure en los documentos - 
controctuoles del proyecto, o figure de modo incompleto, impreciso o iji 
suficiente a los fines de su ejecucién, se estoré o las instrucciones - 
que o tôles efectos dicte por escrito la Direccién, contra los cuoles - 
podré olzorse el controtisto, en coso de disconformidod, en la forma —  
que establece el articulo 136 RCE, para resolver los incidencios entre 
la Administrocién y el controtisto (pérrofo 69 de la cléusulo 52 PCAG).
La oplicocién, pues,de los precios de ejecucién material o los 
unidodes de obro ejecutodo, més en su coso los que se hayon fijado con- 
trodictoriomente, més el importe de posibles ocopios y moquinorio y, por 
éltimo, de las portidos olzodos, es el que permite obtenez la relocién 
volorodo mensuel en base o la cuol se expediré después la correspondieji 
te certificocién.
3. Certificocién de obro. Noturolezo.- Uno vez redoctodo la - 
relocién volorodo se procédé o expedir la certificocién de obro. Segén 
dice el articulo 142 RCE, pérrofo segundo, "a los efectos del pogo, la
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Administrocién expediré mensuolmente certificociones que correspondon o 
la obro ejecutodo durante dicbo periodo de tiempo, solvo que se esta—  
blezco otra coso en el pliego de cléusulos administratives porticulores". 
Y la cléusulo 47 PCAG oMode, por su porte, que "los certificociones se 
expedirén tomondo como base la relocién volorodo y se tromitoré por el 
Director en los diez dios del periodo o que corresponden"•
^Qué close de documente es la certificocién de obro?.
El Consejo de Estodo ho declorodo que "la certificocién es el 
titulo juridico que légitima ol controtisto o hocer efectivos los dere- 
chos econémicos derivodos del pogo de su prestocién" ( 5 ). Idea sumo—  
mente omplio que conviene préciser, pues debemos sober qué close de ti­
tulo es la certificocién y qué efectos juridicos se producen con su - - 
creocién y entrego.
En primer lugor, debemos seRolor que la certificocién de obro 
es un documente administrative de noturolezo contoble. Como dice la seji 
tencio del Tribunal Supremo de 10 de octobre de 1.980 "estas certifico- 
ciones son piezos intégrantes del mécanisme procedimentol y contoble —  
propio de la controtocién" (la administrotivo).TdnbMn dice BEZZI ( é ),
"el certificodo de obro no es un medio u orden de pogo, por lo que no - 
importa su page. Es un instrumente fehociente con el cuol se ocredito - 
el monte de la obro cuyo existencio la Administrocién ho verificodo y - 
mensurodo y el "quantum" del crédite en fovor del empresorio. Es el on- 
tecedente inmedioto de la orden de pogo estotol".
En segundo término, la certificocién de obro ocredito entre- 
gos provisionoles o o cuenta del precio definitive. El articulo 142 —  
RCE dice que este documente se expide "o efectos del pogo". Sin embargo
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no se troto de pogos de porte del precio con fines liberotorios, pues - 
el mismo precepto indico que "los obonos ol controtisto résultantes de 
los certificociones expedidos tienen el concepto de pogos o bueno cuenta 
sujetos o los rectificociones y voriociones que se produzcon en lo med_i 
cién final y sin suponer en forma olguno oprobocién y recepcién de los 
obros que corresponde" ( 7 }.
Lo jurisprudencio tombién destoco el corécter provisional o -
0 bueno cuenta, seMolondo que "el controtisto no tiene en verdod derecho
01 pogo hosto el momento de lo recepcién definitive, ni los pogos porci£ 
les hechos por lo Administrocién con onterioridod tienen corécter defi­
nitive, sino sélo o cuenta de lo liquidocién final que corresponde, por 
lo que se los Homo "pogos o bueno cuenta" ( ^ )• Por lo mismo, la ]u—  
risprudencio tombién déclara que "lo certificocién oprobodo no constitjj 
ye un documente definitorio de derecho olguno, sino lo justificocién de 
uno entrego porcial "o bueno cuenta" y con les reserves poctodos para la 
recepcién definitive ( 9  ).
Ciertomente el derecho ol precio definitive no noce de lo ce£ 
tificocién mensuel, ni lo mismo, por su provisionolidod, puede determi­
ner o cuontificor ese derecho. De esta considerocién se dériva tombién 
une importante consecuencio que lo jurisprudencio ho puesto de relieve, 
como es que estos documentos pueden ser modificodos o onulodos por lo - 
Administrocién directomente sin necesidod de declororlos lesivos por no 
ser de oplicocién el principle de lo irrevocobilidod de los actes decla­
ratives de derechos (articules 110 LPA, 369 LRL y 36 LJCA) (10 )«
4. Closes de certificociones.- Lo certificocién de obro o cueii 
ta del precio es lo certificocién normal, llomodo tombién ordinorio, pe­
ro el mismo tipo de documente odmite voriontes por su relocién ol presu-
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puesto con cargo ol cuol se libre o por servir para pagar el soldo de - 
lo liquidocién final. Lo Orden de 20 de obril 1959 (MOPU) ol tiempo que 
estoblecié el modelo de certificocién de obro, distingue como tipos de 
certificociones: Certificocién "ordinorio" que se define como lo certi- 
ficocién normal expedido o cargo de lo onuolidod en curso reservodo po­
rc lo obro considerodo; "Certificocién onticipodo" o lo certificocién - 
normal expedido o cargo de onuolidodes comprometidos porc ejercicios —  
futures; certificocién de "soldo de liquidocién", los que responden o - 
su propio titulo; certificocién "complementorio", lo que corresponde o 
revisiones o modificociones de precios debidomente oprobodos; y certify 
cocién "complementorio o cuenta", oquello complementorio que hoyo podi- 
do ser expedido en relocién con un futuro odicionol (articulo 30 0. cit).
Solvo lo certificocién de liquidocién, todos los demés tienen 
lo mismo noturolezo de documente contoble ocreditotivo de un pogo proyi 
sionol o cuento.
5. Tromitocién de certificociones.- Los certificociones se ex 
piden tomondo como bose lo relocién volorodo y se tromito por el Direc­
tor en los siguientes diez dios del periodo que corresponde (cléusulo - 
47 PCAG). Lo Direccién de obro tiene, pues, lo iniciotivo de lo tromito^ 
cién de lo certificocién. Al controtisto sélo se le concede un trémite 
de oudiencio que no porolizo el curso de lo certificocién. Segun lo - - 
cléusulo 48 PCAG "en lo mismo fecho en que el Director tromito lo cert£ 
ficocién remitiré ol controtisto uno copie de lo mismo y de lo relocién 
volorodo correspondiente, o los efectos de su conformidod o reporos, —  
que el controtisto podré formuler en el plozo de quince dios, contodos 
o portir del de recepcién de los expresodos documentos". Luego, esto mi£ 
mo cléusulo dispone pore el coso de silencio del controtisto que "posodo 
este plozo, ombos documentos se considerorén oceptodos por el controti£
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ta como si hubiera suscrito en ellos su conformidod".
Aqui cobe plonteor cuél es el significodo de eso conformidod 
del controtisto o lo certificocién, prestodo bien de formo expreso o - 
bien de monero técito. A nuestro juicio, no debe olvidorse que lo cer­
tificocién no ocredito més que un pogo provisionol o o cuento que sélo 
con lo liquidocién définitive se hoce irrevocoble. Por tonto, lo con—  
formidod o lo certificocién no tiene otro sentido que permitir depuror- 
lo de posibles errores contobles con lo que en su dio se procticoré lo 
liquidocién més fécilmente. Segén esto, no se podré olegor lo conformi­
dod del controtisto pore negorle ulteriores reclomociones, considerondo 
que oquéllo puede dor lugor a un octo firme o consentido (11).
Cuondo el controtisto formula reporos o lo certificocién, su 
tromitocién se detiene, pues énicomente se tienen en cuento poro hocer 
los subsonociones opreciodos por él si lo Administrocién lo estima pro- 
cedente. El controtisto puede formuler todo tipo de reporos referentes 
o errores o inexoctitudes en la colidod o contidod o volorocién de la - 
obro que figure en lo relocién voloroda y sobre otros dotos numéricos, 
contobles o de fechos, etc. que puedo observer en estos documentos. Un£ 
comente la cléusulo 48 excluye de todo posible olegocién "los usos y —  
costurobres del pois o regién respecte de la oplicocién de los precios o 
lo medicién de los unidodes de obro".
Por lo demés, lo tromitocién de lo certificocién de obro por 
el érgono de controtocién o efectos de su pogo sigue los pesos que se­
rén estudiodos més odelonte ol ocupornos de la efectividod del pogo por 
el Tesoro de los certificociones que ocrediton tonto pogos o bueno cueri 
to como definitivos.
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V.- CERTIFICACION DE REVISION.-
Como el pago de lo revisiôn de precios es pogo del precio con 
venido, su importe tombién se ocredito en lo certificocién provisional 
o o cuento y en lo definitivo de liquidocién* El orticulo 79 DLRP dispo 
ne que "los revisiones que procedon se horén efectivos medionte el obo­
no o descuento correspondiente en los certificociones porcioles de lo - 
obro o, en su coso, en lo liquidocién finol del controto". Con moyor d£ 
toile el orticulo 99 RRP dice que "lo liquidocién por revisién de pre­
cios se procticoré mensuolmente y de oficio por los funcionorios de lo 
Administrocién con ocosién de lo certificocién de obros que corresponde 
o dicbo periodo". Hoy que odvertir que ounque este éltimo orticulo - —  
hobie de liquidocién, no se troto de un verdodero pogo definitivo, pues 
se reviso un precio que es todovio provisionol y por eso se pogo o bue­
no cuento. Este mismo orticulo seMolo que "lo certificocién con revi- - 
sién se tromitoré como certificocién ordinorio, imputéndose o lo onuoM 
dod controido poro el controto o toméndose rozôn poro endoso, como cer­
tificocién onticipodo, si dicbo onuolidod esté ogotodo".
Lo imputocién del importe de lo certificocién de revisién o - 
lo onuolidod del controto puede dor lugor o que ésto se ogote impidien- 
do el pogo de los certificociones ordinorios de obro. Es decir, lo ven- 
tojo que concede el orticulo 10 RRP de poder réviser el precio con indJL 
ces provisionoles, se puede perder en lo préctico por el ogotomiento —  
onticipodo de lo onuolidod presupuestorio. Esto yo déterminé que el ar­
ticulo 7 de lo O.M. de 10 de ogosto 1971 (Ministerio de Obros Péblicos 
y Urbonismo) dispusiero que "los presupuestos odicionoles por revisién 
deberén tromitorse con lo necesorio ontelocién poro que puedon quedor - 
hobilitodos oportunomente los créditos inicioles poro lo bueno morcho - 
de los trobojos". Actuolmente y con corécter generoi, el Decreto de 30
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de obril de 1.982, dispone en su orticulo 19 que los Deportomentos mi- 
nisterioles y Orgonismos outénomos deben consignor en sus onteproyec—  
tos de presupuestos, o nivel de subconcepto o portido presupuestorio, 
los créditos precisos con el fin de proveer lo coberturo finonciero ne­
cesorio poro otender los obligociones derivodos de los revisiones de pr£ 
cios. Estos créditos deben representor iniciolnente como minimo un ocho 
por ciento del totol de los inversiones reoies con derecho o revisién.
Tombién indico el orticulo 99 RRP cémo se obono lo revisién - 
correspondiente ol soldo de liquidocién, disponiendo que esto revisién, 
como los que por cousos especioles no se boyon incluido en los certifi­
cociones mensuoles expedidos duronte lo ejecucién de los obros "serén - 
ocreditodos en lo liquidocién provisionol de los mismos"^ Sin emborgo, 
esto normo no tomo en considerocién que el soldo de liquidocién puede - 
ser en contro del controtisto y o fovor de lo Administrocién y que, ouji 
que seo extroMo en lo préctico, es posible que lo revisién octée en fo­
vor de ésto éltimo. Por otro porte, lo normo sélo tomo en considerocién 
el soldo que resulto de lo liquidocién provisionol pues su revisién se 
pogo con ello, pero se olvido de que lo liquidocién definitivo puede —  
orrojor tombién un soldo diferente, en més o menos, que tombién es reyi 
soble.
Por éltimo, resulto innecesorio estoblecer que "contro los H  
quidociones procticodos en concepto de revisién de precios podrén inte£ 
ponerse los recursos y reclomociones que procedon contra los liquidoci£ 
nés derivodos del controto", pues si la revisién del precio es precio - 
tombién, es obvio que su liquidocién por lo Administrocién constituye - 
un octo odministrotivo que como toi es impugnoble en vio odministrotivo 
y, en su coso, en lo contencioso-odministrotivo.
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VI.- LIQUIDACION PROVISIONAL.-
1. Critico del sistewo de doble liquidocién.- El precio es —  
exigible desde el momento en que el controtisto cumple con su obligocién 
de reolizor y entregor la obro, pero sélo es liquide y puede hocerse efe£ 
tivo, cuondo se hocen los necesorios operociones de medicién y volorocién 
de lo obro ejecutodo oplicondo el precio estipulodo.
Lo regulocién del c.o.p. estoblece un sistemo de doble liqui­
docién, provisionol y definitivo, condicionodo por lo existencio tom- - 
bién de uno doble recepcién de lo obro que résulte ortificioso porque - 
se produce uno desproporcién entre el contenido de estos octos y sus —  
efectos. Lo liquidocién o lo que sélo se le reconocen efectos provisio­
noles es, sin emborgo, lo que recoge con minuciosidod, y con el intento 
de ser definitivos, todos los dotos necesorios poro voloror lo obro y - 
obtener lo contidod liquido que debe pogorse, si es positive, ol contr£ 
tisto. En combio, lo liquidocién definitivo sélo viene o ser uno confier 
mocién de lo provisionol que sélo recoge como doto nuevo lo volorocién 
de los eventuoles trobojos reolizodos duronte el periodo de gorontio.
Lo duolidod de liquidociones propicié duronte olgén tiempo lo 
préctico, perjudiciol poro el controtisto, de postergor lo liquidocién 
provisionol ol momento de lo definitivo, uno vez recibido lo obro (l2 ), 
y en cierto modo esto ero comprensible dodo lo provisionolidod Juridi—  
co de lo que, sin emborgo, ero, moteriolmente lo verdodero liquidocién.
Por consiguiente, serio més légico que lo liquidocién sélo —  
fuero uno, porolelo tombién o énico recepcién, lo cuol no impedirio lo 
existencio de un periodo de gorontio de buen funcionomiento de lo obro, 
cuyo resultodo podré osegurorse sin necesidod de ofector ol pogo defin£ 
tivo del precio.
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Las normas en vigor solonente odmiten uno énico liquidocién 
definitivo en los cosos especioles en que existe tombién uno solo re—  
cepcién. Nos lo que es excepcionol deberio convertirse, por lo dicbo, 
en normol: uno solo recepcién y uno solo liquidocién.
2. Concepto y noturolezo de lo recepcién provisionol.- Lo M  
quidocién provisionol es un conJunto de operociones destinodos o esto—  
blecer lo contidod *  obro reolizodo y su volorocién oplicondo los pre­
cios del controto, obteniéndose osi el precio que debe ser obonodo por 
el controtisto, ounque todovio de formo no irrevocoble.
Moteriolmente, lo liquidocién provisionol contiens todos los 
operociones necesorios de tipo técnico y contoble poro poder estoblecer 
el precio debido. Lo préctico de estos operociones se regulo en el - - 
correspondiente pliego de prescripciones técnicos porticulores ol deto­
llor los formos de medicién y volorocién de los distintos unidodes de - 
obro y los de obono de los portidos olzodos (orticulo 66 RCE). Juridico^ 
mente, esto liquidocién, por su corécter provisionol, no puede tener lo 
considerocién de un octo definitivo de reconocimiento de lo contidod —  
que bo de pogorse en concepto de precio, sino sélo puede estimorse como 
uno monifestocién uniloterol de lo Administrocién que tiene por objeto 
estoblecer el soldo contoble, positive o negotivo, que resuite de los - 
prestociones que bosto ese momento bon efectuodo uno y otro porte.
3. Procedimiento de liquidocién provisionol.- La iniciocién - 
del procedimiento liquidotorio corresponde o lo Direccién de lo obro, - 
y o ‘que es éllpyno el controtisto quién debe formuler lo liquidocién pr£ 
visionol "oplicondo el resultodo de lo medicién generoi los precios y - 
condiciones econémicos del controto" (Cléusulo 75 PCAG). Asi pues, lo - 
primero operocién que se debe bocer es lo medicién de todo lo obro reo­
lizodo.
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a ) Medicién general y definitivo.- El sistemo de doble liqui­
docién do lugor o lo incongruencio de que siendo la primera liquidocién 
de corécter provisionol, o lo medicién en que se boso se le otribuye, 
sin emborgo, corécter definitivo, pues dice el orticulo 172 RCE que "r£ 
cibidos provisionolmente los obros se procederé seguidomente o su medi­
cién general y definitivo". No obstonte, esto incoherencio debe soIvor- 
se entendiendo que en el momento de la liquidocién definitivo seré pos£ 
ble revisor lo medicién bose de lo liquidocién provisionol si en ello - 
se odvierten errores o inexoctitudes. Por consiguiente, la medicién que 
ohoro se proctico sélo puede considerorse definitivo o efectos contobles 
pero no estrictomente Juridicos.
Lo medicién generol de lo obro es un octo controdictorio des­
de el punto de visto del procedimiento, que no de su formocién, en lo - 
que sélo interviens la Administrocién. La cléusulo 74 PCAG dispone que 
"el Director de lo obro citoré, con ocuse de recibo, el controtisto o o 
su delegodo, fijondo la fecho en que en funcién del plozo establecido - 
poro lo liquidocién provisionol de lo obro ejecutodo, ho de procederse 
o su medicién general". Ese plozo es el de seis meses que estoblece el 
articulo 172 RCE, contodos desde lo fecho de lo recepcién provisionol.
A continuocién la mismo cléusulo 74 PCAG intenta dor corécter 
Juridico definitivo o lo que no es més que un doto (bésico por supuesto, 
pero sélo eso) poro uno liquidocién que es, sin emborgo, provisionol. 
Dice lo cléusulo que "el controtisto, bien personolmente o bien medion­
te delegocién outorizodo, tiene lo obligocién de osistir o la tomo de - 
dotos y reolizocién de lo medicién generol que efectuoré lo Direccién.
Si por cousos que le seon imputables no cumple toi obligocién, no podré 
ejercitor reclomocién olguno en orden ol resultodo de oquello medicién, 
ni ocerco de los octos de la Administrocién que se bosen en toi résulta^
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do, sino previa lo olegocién y Justificocién fehociente de ininputobiM 
dod de oquellos cousos".
A nuestro Juicio esto normo desbordo con sus efectos lo notu­
rolezo de esto intervencién del controtisto, que no es més que uno mero 
osistencio, como dice el orticulo 172 RCE, que se Justifico simplemente 
por lo conveniencio de su coloborocién. Por ello, consideromos que la - 
cléusulo 74 PCAG controdice el precepto reglomentorio ol dorle el coré£ 
ter negociol o esto intervencién del controtisto, pues se le impone como 
obligocién cuyo incumplimiento culpoble determine su conformidod con —  
un octo de la Administrocién que quedo osi consentido y, por consiguie£ 
te, excluidos del recurso en vio odministrotivo y contencioso-odminis—  
trotivo. Ademés, esto no sélo se estoblece poro el octo de medicién en 
si sino tombién poro lo liquidocién en cuonto se opoyo en ello, siendo 
osi que ésto, legolmente, es provisionol. Lo ontinomio no puede estor - 
més cloro y debe superorse hociendo prevolecer el orticulo 172 RCE, co£ 
siderondo que lo medicién de lo obro, ol iguol que lo liquidocién de la 
que formo porte es provisionol y por consiguiente revocable.
El Consejo de Estodo (13 ), con buen criterio, no ho conside­
rodo lo medicién generol como olgo intongible, pues en un coso en que el 
controtisto no comporecié en el momento de lo medicién considéré que si 
bien lo presencio del controtisto ol levontorse el octo de medicién "h£ 
bio podido ilustror més sobre los puntos concretos de discreponcio que 
lo simple volorocién propio presentodo, sin emborgo, ello no es un obs- 
téculo poro que se obro un periodo probotorio de ocuerdo con lo previs- 
to en el orticulo 88 de lo Ley de Procedimiento Administrotivo, en el - 
que el controtisto puedo proponer los pruebos pertinentes poro fijor —  
con corécter definitivo el importe que debe ocreditorse ol mismo por —  
parte de obros ejecutodos que seon de recibo por cumplir los condiciones 
fijodos en el proyecto".
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La medicién general de la obro la realize la Direccién con - 
citocién del controtisto, utilizondo los criterios del pliego de pres­
cripciones técnicos porticulores, sobre medicién y obono de los unido­
des de obro y portidos olzodos. Ademés, lo cléusulo 74 estoblece que - 
"poro lo medicién generol se outorizorén como dotos complementorios lo 
comprobocién del replonteo, los replonteos porcioles y los mediciones - 
efectuodos duronte lo ejecucién de lo obro, el Libro de Incidencios, si 
lo hubiero, el de Ordenes y cuontos otros estimen necesorios el Direc­
tor y el controtisto.
El resultodo de lo medicién generol se documente en un octo - 
que por triplicodo deberé firmer el Director y el controtisto o su del£ 
godo revisondo un ejemplor code uno de los firmontes y remitiendo el 
tercero ol Director o lo Administrocién controtonte. Si el controtisto 
o su delegodo no bon osistido o lo medicién, lo Direccién le remitiré - 
con ocuse de recibo un ejemplor del octo (cléusulo 74 PCAG, pérrofo - - 
cuorto).
El controtisto presents en el octo, o diferencio del ousente, 
tiene reconocido lo que por otro porte es obvio, es decir, el derecho o 
reclomor contro el resultodo de lo medicién generol. Lo cléusulo 74 - - 
(pérrofo quinto) impone lo formo escrito poro eso reclomocién pero sin 
suJetorlo ol plozo,normolmente de 10 dios que se estoblece en situocio- 
nes onélogos. En esto lo cléusulo es congruente con el corécter provi—  
sionol de lo liquidocién, pues el controtisto podré reclomor por escri­
to contro lo medicién hosto el momento de lo liquidocién definitivo. E£ 
to posibilidod ofrece un orgumento odicionol o los yo expuestos sobre el 
corécter provisionol de lo medicién, desde el punto de visto Juridico.
B) Liquidocién Provisionol.- Estoblecido lo medicién generol 
de lo obro, el Director procédé o formuler lo liquidocién provisionol -
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oplicondo ol resultodo de oquéllo los precios y condiciones econémicos 
del controto, segén indicon el orticulo 172 RCE y lo cléusulo 75 PCAG. 
Esto liquidocién debe quedor formulodo en el plozo de seis meses conto­
dos desde lo fecho de lo recepcién provisionol de lo obro (orticulo - - 
172 RCE).
Asi pues, lo liquidocién provisionol debe recoger, en primer 
lugor, lo volorocién de todos y codo uno de los unidodes ejecutodos que 
figuren en el presupuesto del proyecto y en sus posibles odicionoles. E£ 
to volorocién se horé multiplicondo los precios de codo unidod de obro 
por su medicién, més el importe de los portidos olzodos de obono inte—  
gro o o Justificor que el presupuesto pudiero contener. Los unidodes —  
nuevos que se hubiesen ejecutodo en virtud de modificociones ocordodos 
por lo Administrocién se volororén oplicondo los precios controdicto- - 
rios oprobodos que deben figuror en lo correspondiente octo suscrito —  
por lo Administrocién y el controtisto.
Si de lo medicién generol resulto que se ho producido uno vo- 
riocién en el némero de unidodes molmente ejecutodos sobre los prévis—  
tos en el proyecto, se puede voloror en este momento de lo liquidocién 
provisionol por sus respectivos precios, siempre que no représente un - 
incremento del gosto superior ol diez por ciento del precio del contro­
to. En otro coso, este exceso de medicién se debe hober refieJodo en un 
presupuesto odicionol poro su pogo (cléusulo 62 PCAG) ( 14 ).
Lo volôrocién reolizodo conforme o estos reglos do como resul 
todo el precio de ejecucién moteriol, por lo que poro obtener lo conti­
dod correspondiente ol presupuesto de controto hoy que oModir el porce£ 
to Je estoblecido en el proyecto (16 ol 20 por lOO) en concepto de gostos 
de estructuro y el 6 por 100 en concepto de bénéficié industriel. Lo sju 
mo que osi se obtiene es el soldo de liquidocién o precios de controto.
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pero este todovio puede ser objeto de oumento o disoinucién. Se oumento 
este soldo con lo revisién del mismo si hoy cléusulo de revisién de pr£ 
cios en el controto (orticulo 99 RRP) y se disminuye con lo bojo que —  
hoyo hecho, en su coso, el controtisto# Lo cifro finol que résulta doré 
el soldo en concepto de precio , uno vez deducidos los obonos o cuento 
en certificociones#
Mos lo liquidocién provisionol esté destinodo o recoger tom—  
bién otros conceptos que no son precio del controto y cuyo importe debe 
ser restodo o incrementodo ol soldo# Asi deberén deducirse los multos o 
penolidodes impuestos ol controtisto si no se bon oplicodo ontes de los 
certificociones o bueno cuento (orticulo 439 RCE) y se odicionon los im 
portes que resulten de los intereses de demoro yo que el orticulo 144 - 
RCE dice que "el obono de intereses se horé efeetivo en lo liquidocién 
provisionol del controto".
En principio, tombién podrio recogerse en lo liquidocién pro­
visionol el importe de los indemnizociones reconocidos y debidos ol con 
trotisto, por porolizocién de obro, fuerzo moyor etc., pues ni lo LCE ni 
el RCE lo impiden. Sin emborgo, lo liquidocién por estos conceptos debe 
hocerse siempre que seo posible en expediente oporte poro ser obonodos 
prontomente ol controtisto sin esperor o lo liquidocién del precio, to­
do vez que no son controprestocién de lo obro ejecutodo sino reporocién 
o resorcimiento de un doMo o un perjuicio sufrido por el controtisto.
Lo liquidocién provisionol formulodo por el Director de lo —  
obro es comunicodo ol controtisto o fin de que éste puedo hocer los re­
poros que estime oportunos. Segén lo cléusulo 75 PCAG, los reporos que 
estime oportunos hocer el controtisto o lo visto de lo liquidocién pro­
visionol los dirigiré, por escrito, o lo Administrocién, por conducto - 
del Director de obro que debe elevorlos con su informe o oquéllo. Dispone
- 528 -
tombién esta cléusulo que estos reporos se hogon "dentro del plozo re­
glomentorio" # Este plozo es el de treinto dios que estoblece el orticu­
lo 172 RCE y ounque nodo se dice de su cémputo, es cloro que se empezo- 
ré o contor desde lo fecho de notificocién de lo liquidocién provisio—  
nol, Posodo este plozo sin que se formulen reporos, lo cléusulo 75 PCAG 
considero que se entiende producido lo conformidod del controtisto con 
el resultodo y detolle de lo liquidocién. Uno vez més se produce el coo 
trosentido de querer otorgor el corécter definitivo e irrevocoble o uno 
liquidocién que es "per se" provisionol. Y oun se produce en este coso 
lo incongruencio de que se considero dodo uno conformidod definitivo o 
un octo que en si mismo es provisionol, pues lo liquidocién que formule 
el Director de obro debe ser todovio oprobodo por lo Administrocién. El 
orticulo 172 RCE, pérrofo tercero, no dejo dudos o este respecte ol di£ 
poner que "dentro del plozo de nueve meses, contodos o portir de lo re­
cepcién provisionol, deberé oproborse por lo Administrocién lo liquido­
cién oludido (la provisionol) y obonorse ol controtisto el soldo, en su 
coso, resultonte por el resto de lo obro".
4. Efectos de lo liquidocién provisionol.- Esto liquidocién - 
oblige o lo Administrocién ol pogo de su soldo si resulto o fovor del - 
controtisto, incurriendo en moro si no lo hoce en el plozo de nueve me­
ses contodos desde lo recepcién provisionol. La puesto en moro requiere 
lo interpelocién del controtisto poro que lo Administrocién pogue el - 
soldo. Lo indemnizocién se reolizo medionte el obono del interés legol 
de lo sumo debido. Pero fuero de esto, lo liquidocién provisionol no pr£ 
duce efectos liberotorios poro lo Administrocién que, por tonto, sigue 
siendo deudoro del precio frente ol controtisto hosto el momento en que 
se produzco lo liquidocién definitivo y su pogo. Consecuentemente, tom- 
poco extingue esto liquidocién el controto por no ser ello cumplimiento 
totol del mismo (orticulo 52 LCE y 157 RCE) y ésto es osi ounque lo li­
quidocién provisionol se efectée en los cosos en que con ello se pogo -
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el importe de une porte de obro que es copoz por si solo de servir ol - 
uso o ol servicio de que se trote, pues en esto hipétesis, previsto en 
el orticulo 180 RCE, el pogo, como indico este precepto, es o cuento de 
lo liquidocién definitivo que correspondu.
VII.- LIQUIDACION DEFINITIVA.-
Lo liquidocién definitivo, toi como se contemple en lo regul£ 
cién del c.o.p. es précticomente uno formolidod desprovisto de contenido 
o lo que, sin emborgo, se onudon efectos tronscendentoles poro los por­
tes. Existe, pues, uno desproporcién entre el contenido del octo y sus 
efectos, ol iguol que seflolomos poro lo liquidocién provisionol, ounque 
oqui seo ohoro de signo inverso. Todo esto explico que lo liquidocién - 
definitivo openos esté regulodo o que sélo existon unos bmves normos de . 
corécter reglomentorio sobre su contenido y tromitocién.
1. Concepto y noturolezo.- Lo liquidocién definitivo del pre­
cio es, como lo provisionol, un conjunto de operociones contobles dest£ 
nodos o estoblecer lo contidod de dinero que debe entregorse ol contr£ 
tisto en concepto de precio, con lo cuol o diferencio de lo liquidocién 
provisionol se libero a la Administrocién y quedo extinguido el contro­
to.
Lo noturolezo de este tipo de octos que son liquidotorios de 
uno deudo pecuniorio ho sido objeto de discusién doctrinol. RUBINO (15 ) 
refiriéndose ol "conto finole" en el "oppolto", considero que éste no 
es un négocié juridico, y en porticulor de "occertomento", sino un sim­
ple octo no negociol de simple "occertomento técnico e contobile". CIAN 
FLONE ( 16), montiene uno posicién que difiere de lo onterior en orden 
o lo noturolezo de lo liquidocién énico que formo porte del "colloudo". 
Poro este outor resulto cloro que lo liquidocién tiene corécter dispos^
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tivo négociai, pues créa para la Administrocién uno situocién juridico 
que lo vinculo en el sentido de que no puede modificor el precio uno —  
vez estoblecido su importe en oquéllo# Ahoro bien, no se troto de un —  
controto de "oArtomento" sino de un reconocimiento cousol, no obstroc- 
to, pues el controto de "oppolto" es la couso ontecedente y lo voluntod 
del controtisto interviens no medionte un controto, sino o trovés del - 
meconismo de lo coducidod conectodo o lo inobservoncio del plozo poro - 
impugnorlo. Por nuestro porte, pensomos que lo liquidocién definitivo - 
previsto en lo regulocién del c#o#p# es un simple octo de reconocimien­
to de uno deudo, cuyo couso esté en el controto donde se pocté el pre­
cio que se liquido; y es un octo de "occertomento " o fijocién cuontit£ 
tivo del precio por medio de los operociones contobles legolmente pre—  
vistos. Todo ello, sin perjuicio de ser tombién un octo uniloterol de - 
lo Administrocién, impugnoble o recurrible. Lo voluntod del controtisto 
no concurre por tonto o creor el octo odministrotivo liquidotorio porque 
su funcién es meromente receptrio Los orticulos 57 LCE y 176 RCE no im 
ponen como requisito del octo lo conformidod del controtisto, pues sim­
plemente dicen que lo liquidocién definitivo "deberé ocordorse" (por lo 
Administrocién) y "ser notificodo" (ol empresorio)#
2# Procedimiento#- Lo liquidocién definitivo debe efectuorse 
por lo Administrocién dentro del plozo de seis meses, contodos o portir 
de lo recepcién definitivo (orticulos 57 LCE y 176 RCE)# Lo cléusulo 78 
PCAG encomiendo ol Director de lo obro lo redoccién de lo liquidocién - 
definitivo, concediéndole poro ello, un plozo de très meses contodos —  
desde lo recepcién definitivo, es decir, lo mitod del tiempo de que di£ 
pone lo Administrocién#
Lo Direccién de obro ho de reolizor unos operociones mucho més 
sencillos que el coso de lo liquidocién provisionol, pues o los opero—  
ciones de ésto debe oflodir énicomente "lo volorocién de los obros y - -
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trabojos ejecutodos duronte el plozo de gorontio con orreglo o lo esta­
blecido en los presupuestos y en el pliego de prescripciones porticulo­
res del proyecto" (orticulo 176 RCE).
A seme jonzo de lo que ocurre en lo liquidocién provisionol, se 
prevé lo intervencién del controtisto en tromite de visto y oudiencio, 
pues dice la cléusulo 78 PCAG: "dondo visto de lo mismo ol controtisto". 
Para cumplir este trémite se concede ol controtisto un plozo de treinto 
dios durante el cuol él puede hocer los reporos que estime oportunos so 
bre lo liquidocién definitive que légicomente le deberé ser puesto de m£ 
nifiesto# Los reporos se bon de hocer por escrito dirigido o lo Adminis- 
trocién por conducto del Director, quien los elevoré o oquéllo con su i£ 
forme. Si posodo el plozo de treinto dios el controtisto no ho contesto- 
do por escrito con su oceptocién o reporos, se entenderé que se enouentro 
conforme con el resultodo y detolles de la liquidocién (cléusulo 76 PCAG).
Que la liquidoci6n es un octo odministrotivo de corécter rece£
ticio se pone de reJîeve en que, no obstonte lo conformidod expreso o - -
técito del controtisto, sus efectos definitivos no dependen sino de su - 
oprobocién por lo Administrocién que es exigido tonto por los orticulos 
57 LCE y 176 RCE (ounque hoblen de "ocordor") como por lo cléusulo 78 —
PCAG que dispone que "lo oprobocién de ésto (lo liquidocién) por lo Admi
nistrocién seré notificodo ol controtisto".
Reolmente lo oprobocién se desdoblo en uno de corécter técni­
co que reolizo el érgono controtonte en visto de lo liquidocién propue£
to por el Director de lo obro, y de corécter econémico cuondo, uno vez 
que ho sido fiscolizodo, se reconoce que lo liquidocién es titulo hébil 
poro el pogo. Esto duolidod impuesto por rozones de control finonciero,
hoce un tonto inutil lo disposicién contenido en el orticulo 176 RCE ol
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disponer que la oprobocién técnico de lo liquidocién no esté supeditodo
0 lo existencio de créditos presupuestorios disponibles poro su obono -
01 controtisto. Dificilnente puede producirse eso subordinocién pues lo 
oprobocién técnico de lo liquidocién no encierro ninguno propuesto de - 
gosto u orden de pogo, sino simplemente lo declorocién de que es correjc 
to lo liquidocién desde el punto de visto de lo contobilidod de obro, - 
que no se confonde con lo contobilidod del Estodo.
3. Efectos.- Lo liquidocién definitivo si es fovoroble poro 
el controtisto uno vez oprobodo, vinculo o lo Administrocién ol pogo de 
su soldo. Por ello ordeno lo cléusulo 79 PCAG que "uno vez oprobodo lo 
liquidocién definitivo, el Director expediré certificocién de lo mismo 
si el soldo fuese fovoroble ol controtisto". En coso controrio, es de­
cir, "si fuese fovoroble o lo Administrocién ésto requeriré ol contro­
tisto poro que procedo ol reintegro del exceso percibido y en tonto —  
oquél no lo hiciere osi, no podré procederse o lo devolucién de la fiori 
zo".
Mos lo liquidocién definitivo no libero sin més o lo Adminis­
trocién, pues con ello sélomente se reconoce lo existeocio de un crédite 
en fovor o en contro del controtisto. Poro que lo Administrocién quede 
liberodo debe efectuor el pogo que en su coso procedo por el importe —  
del soldo o fovor del controtisto. Tompoco puede decirse que esto liqu£ 
docién seo un finiquito de los relociones econémicos entre los portes, 
porque este efecto no se consigue plenomente hosto que lo Administro- - 
cién no pogo ol controtisto o éste no le réintégré en su coso del exce­
so del precio percibido.
Lo jurisprudencio, con buen criterio, viene declorondo que el
efecto extintivo o liberotorio se produce con la liquidocién definitivo
debidomente oceptodo més lo reolizocién del pogo y su oceptocién sin —  
reserves (STS 22 junio 1979 y 17 diciembre 1980).
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En combio es correcte que no hoyo que esperor ol momento del 
pogo poro liberor lo fionzo del controtisto, pues lo liquidocién yo po­
ne por si mismo de monifiesto que existe un crédite, por lo que si es o 
fovor del controtisto nodo hoy que debo ser yo osegurodo, debiendo ser 
devuelto lo fionzo desde ese momento. Por ello, el orticulo 177 RCE di£ 
pone que "oprobodo lo recepcién y liquidocién definitivo lo Administro­
cién tomoré ocuerdo en relocién con lo fionzo depositodo por el contro­
tisto con orreglo o lo dispuesto en este Reglomento", o cuyo efecto se 
estoblece un plozo de seis meses (orticulo 3é4 RCE).
VIII.- PAGO DE CERTIFICACIONES.-
Lo certificocién no constituye un medio de pogo sino un titulo 
justificotivo del obono o cuento o definitivo que se ocredito ol contr£ 
tisto. Poro el pogo efectivo de los importes ocreditodos con corécter - 
provisionol (obro en curso, onticipos, etc.) o definitivos (soldo de lo 
liquidocién), es necesorio todovio que se cumplon determinodos trémites 
que son comunes o todo tipo de certificocién, medionte los cuoles se go
rontizo el correcte empleo de los fondes péblicos.
En esto moterio, los normos de controtocién don pose o los que
regulon lo odministrocién y contobilidod de lo Hociendo Péblico. En el
émbito estotol estos normos, en lo que oqui intereso, estén recogidos - 
en lo Ley Generol Presupuestorio (LGP) de 4 de enero de 1977, y en sus 
Reglomentos de 24 de moyo de 1891 y 3 de morzo de 1925, que respectivo- 
mente regulon lo ordenocién e intervencién de los pogos y que bon sufr£ 
do modificociones posteriores • Por lo que se refiere ol émbito —  
locol, hoy que tener en cuento, principolmente, lo LRL (orticulos 354 y 
355) y lo Instruccién de Contobilidod de 4 de ogosto de 1952 y el Decr£ 
to de 2é de junio de 195é.
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Al exponer el procediniento para el page de certificaciones 
seguiremos la pauto que nos ofrecen las normas estatales, pues las de - 
carâcter local no se oporton sustonciolmente de oquéllo.
Norme capital de la que se debe partir es la contenida en el 
articule 43 LGP segOn el cuol si las obligaciones de pago "tienen por - 
causa las prestaciones o servicios a la Administraciôn Pôblico, el pago 
no podrâ efectuorse si el ocreedor no ho cumplido o garantizodo su corre^  
lativa obligacién".
Pues bien, con el fin de asegurar al mdximo que la presta—
ci6n del contratista ha sido cumplida en los términos pactados en el —
c.o.p., se establecen unos contrôles o lo largo del procedimiento que - 
culmina con el pago. En este procedimiento se pueden distinguir très fa 
ses y en cada una de ellas debe quedar plenamente (ustificado el cumpli^ 
miento del contratista sin el cual no puede recibir su controprestociôn.
1. Propuesto del pago.- El servicio que tiens a su cargo la - 
obra en fase de ejecuciôn, debe efectuar una propuesta de pago bosodo -
en la certificaciôn expedida por el Director de la obra. Esta propuesta 
ha de ser examinada por la Intervencidn Delegada en cada Departamento - 
ministerial, la cual realiza la intervenciôn de la inversién ( 17 ) que 
consiste, por su lodo, en el examen e informe de los documentos justify 
cotivos de los mdndamientos de pago que se expidon para su ejecuciôn y, 
por otro lodo, en la comprobacién de que el importe de los mismos ho s^ 
do debidamente invertido en la obra. El informe fiscal se emite siempre 
mientras que la comprobacién de la inversidn s61o es obligada cuando —  
excede de doscientas cincuenta mil pesetas, lo dispongon las leyes, Re- 
glamentos e Instrucciones o lo ocuerde la Intervencién General por con- 
sideror que osi lo requiers la indole de las circunstancias de la invs£ 
siôn (articule 23, Reglomento 3 morzo 1925) (l8 ).
- 535 -
Una vez que la propuesta de pago es fiscolizodo se posa o la 
segunda etapa de la ordenacidn del pago.
2. Ordenocién del pago.- Corresponde ordenor el pago al Dire£ 
tor General del Tesoro Pùblico bajo superior outoridod del Ministro de 
Hacienda, y tanbién a las Ordenaciones secundarias existantes en aigu—  
nos Déportomentos (articulos 75 LGP y 12 y 22 Reglomento 24 moyo 1891). 
A estos efectos, la Ordenacién General de Pago, reolizo, dentro de los 
cinco primeros dios de coda mes, las distribuciones de fondos que men—  
sualmente bon de someterse a la aprobacién del Consejo de Ministres, y 
dispone el orden con que deben ejecutorse los pages por las Cojos del - 
Tesoro Publico (articule 52 Reglomento 24 moyo 1891).
La ordenacién del page se materializa en el documente denomi- 
nodo ''mondoffliento de page" o "libromiento**, que expiden los Ordenodores 
a favor de los ocreedores de la Hacienda o del Tesoro para que los fun- 
cionorios encorgodos de los pages sotisfogon el importe de los crédites 
liquidodos con orreglo a las Leyes, Instrucciones y Reglomentos (ortic£ 
lo 55,Reglomento 24 moyo 1891).
Los mondomientos de page deben quedar {ustificados e interve- 
nidos ( 19).
Se justificon los mondomientos con copias de las escx±uras en 
que resuite el contrato, certificacién pericial que acredite la recep—  
cién de las obras u objetos contratados, liquidacién de las cantidades 
que deben satisfacerse y copia de la Orden que disponga el pago al con­
tratista (articulo 84 Reglomento 24 moyo 1891). Cuando los mondomientos 
se expiden en concepto de entregos interinos o pogos o justificor se r£ 
quiere copia de la orden en que se exprese la necesidad de expedirlos -
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en dicha forma. Por excepcidn no es necesorio esta Orden cuando los —  
mondomientos son expedidos por el Ministerio de Obras Pùblicas y Urbani£ 
mo para sotisfacer el importe de los servicios de obras pùblicas que se 
verifiquen por la Administraciôn (articulo 85 Reglomento 24 moyo 1891).
El mondomiento de pago es intervenido por la Intervencién Ge­
neral o su Delegado, que en ese momento realizan la intervencién formol 
del pago (articulos 93 LGP y 18 Reglomento 3 morzo 1925). Esta interveii 
ci6n verso sobre la existencio de soldo en el crédite correspondiente - 
y que el pago ho sido ordenodo por outoridod compétente (articulo 52 —  
del Decreto 5 obril 1974).
3. Reolizocién del pago.- Corresponde efectuar el pago o la - 
Tesorerio Central o a las Tesorerios Territoriales en favor del ocree—  
dor directe entendiéndose como toi la persona fisico o juridico con - - 
quien se centroté la obra (articulo 1, Orden del Ministerio de Hacienda 
5 }ulio 1975). El page se puede efectuar por tronsferencio boncorio o - 
medionte tolôn contra la cuento corriente del Tesoro en el Banco de Es- 
poRo.
Para el page por tronsferencio debe solicitorlo el ocreedor - 
interesodo. Los peticiones de tronsferencios se bon de formuler por el 
ocreedor o su représentante o opoderodo debidamente ocreditodo, extremo 
que se justifico por una solo vez presentondo el correspondiente poder, 
y deberé ocompoRorse de escrito o certificacién del Banco o Cojo de - - 
Aborros confirmondo la operturo de la cuento a la que se bo de bocer la 
tronsferencio, e indicondo su titulo o denominociôn (articulo 3, Orden 
5 julio 1975).
El pago medionte tolôn se efectéo con la entrego de tolôn al 
portodor contra la cuento corriente del Tesoro en el Banco de EspoRo. -
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Cuando la cuantia y naturoleza del pago lo oconseje las Tesorerias pue 
den cruzar el talôn para que su cobro se realice a través de la Enti—  
dod finondera que diga el acreedor. La utilizaciôn del talôn como medio 
de pago requerirô la presencio fisico del acreedor en las Cojos del Te­
soro, o de su représentante o persona outorizoda que firmorô el recibi 
en el mondomiento de pago previo identificociôn por las Tesorerias (ar­
ticulo 4, Orden 5 julio 1975).
Con el pago del importe designodo en el mondomiento en cuol- 
quiero de los formas indicodos quedo cumplida la obligociôn de la Admi­
nistraciôn con diverso olconce en el contrato segôn su corôcter provi­
sional o definitivo, segôn ya hemos visto onteriormente.
IX.- TRANSMISION Y EMBARGO DE CERTIFICACIONES.-
1. Tronsmisiôn y pignorociôn.- El pago de los cantidades cer- 
tificodos debe efectuorse al acreedor directo, esto es, la persona fis£ 
co o juridico con quien se controtô la obra. Mas este acreedor puede —  
hober cedido o tronsmitido su crédite, pues segôn el articulo 145 las - 
certificaciones son tronsmisibles y pignorobles conforme a derecho. En 
la prôctico suele utilizorse la denominociôn de endoso para designor la 
tronsferencio del documente o une tercero persona distinta del centra­
liste. Sin embargo, no puede decirse que exista un verdodero endoso sine 
simplements una tronsmisiôn de un crédite de naturoleza provisional y - 
limitado.
El endoso presupone un titulo-voler o lo orden y lo certifico 
ciôn no es toi. El titulo-volor se define como "un documente sobre un - 
derecho privodo cuyo e jercicio esté condicionodo juridicomente o lo po- 
sesiôn del documente" (20). Es o lo orden cuondo el derecho incorporo- 
do ol titulo puede ser e jercitodo por la persona en él designodo o por
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un consahabiente que oquéllo o su vez désigné. Por la clâusula de endo­
so se producen designociones sucesivos que fociliton la transmisiôn del 
titulo.
Pues bien, la certificacién no incorpora ningôn derecho. El - 
derecho al que el documente hoce referenda no es literal, es decir, no 
esté definido en el documente. Hoy que ocudir ol derecho causal que di- 
mana del c.o.p. Ademés, no hoy cléusulo a la orden sine todo lo contra­
rio, pues el articulo 145 RCE dispone que las certificaciones "se expe- 
dirén, precisomente o nombre del contratista" ( 21), por lo que de ser 
la certificacién un verdadero titulo voler séria de los llomodos direc­
tes.
No se puede hoblor, pues, con propiedod de endoso de certifi­
caciones (22), sine s implements de tronsmisién o cesién. El mismo ar­
ticule 145 RCE no utilize la palabra endoso y hoce referenda simplemeji 
te a la posibilidad de transmitir la certificacién, empleando también - 
los términos cesién y cesionorio.
Por consiguiente, ounque en la préctica se hable de endoso de 
certificaciones, se troto de une simple analogie con la cléusulo escri- 
ta en los titulos, volores o la orden de corécter mercontil (letro de - 
comble, cheque, etc.).
La jurisprudencia del Tribunal Supremo en olgén coso porece - 
dor carte de naturoleza al endoso de les certificaciones. La sentencia 
de 9 de febrero de 1981 considéra como endoso la anotacién en la certi­
ficacién de "Al Banco., A. S.A. pore su cobro •••", ounque dodo el té­
nor de la cléusulo considéra que se troto de un endoso limitodo con fi­
nes de cobronzo y no, por tonto, troslotivo del crédite. El Banco es —  
considerado como mondotorio o opoderodo del contratista (23 ).
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Sin embargo, otros sentencios resuelven plenamente la cues—  
tiôn de la naturoleza de los llomodos endosos de certificaciones. La —  
sentencia de 10 de octobre de 1980, ounque con referenda al Pliego de 
1903, siento esta doctrina:
"Que esta estimacién no puede verse desvirtuodo por el simple 
hecho de que la empresa contratista endosara estas certifi­
caciones o la entidad bancaria demandante, pues, como ho que 
dodo recogido, ol tronscribirse literolmente el art. 36 del 
Pliego de Condiciones de 1903, estos endosos no deben ser con 
fundidos con oguellos que, en sentido propio. vienen confiqu 
rados por el Derecho Mercontil. como instrumentes para faci­
liter el trofico juridico en maso de titulos, volores, conce 
bidos precisomente con propésitos de circulocién expedite y 
répida, ya que, lo que se dice en este precepto es que los - 
Libromientos y su importe se entregorén ol contratista a cuyo 
fovor se hayon remotodo las obras, o o la persona legolmente 
autorizada por él y nunca a ningun otro, lo que quiere de- - 
cir que con ellos no se verifico une plena tronsmisibilidod 
de la obligacién. sino un simple apoderamiento, o comisién - 
de cobronzo, sin perjuicio de reconocer que ha sido la pro—  
pie Administrocién la que en ocasiones ha facilitado cierta 
confusién en este problème, al dicter diverses disposicio- - 
nés encaminadas a la regulaciôn de cesiones de este tipo de 
certificaciones de obra: R.D. de 29 septiembre 1911, Resolu- 
ci6n de la Dir. Gral. de Obras Pûblicas de 5 octobre 1911. - 
Orden del M2 de Obras Publicas de 24 diciembre 1957, Orden - 
Circuler del M2 del Aire, de morzo de 1934, Resolucién del - 
M2 Educocién Nocionol, de 23 de noviembre de 1962.
CDO.: Que une interpretocién de este terne, contraria a la —  
que aqui se viene exponiendo, conduciria al absurde de convey 
tir a estas certificaciones pensodos, como hemos visto, y con 
el solo propésito de fovorecer y faciliter el pago escolono- 
do y onticipodo o los centrotistos, en medios pore eludir —  
responsobilidodes de éstos con la Administrocién, en supues- 
tos de insolvencies sobrevenidas con lo cuol se producirio une 
outéntica subversién de volores, privilegiondo los de los po£ 
ticulores a costo de dejor indefensos los publicos, esto es, 
los de la comunidad: méxime cuando en el compo de la contra- 
tacién administrative tonto se ho hecho por la salvaguardia 
de la llamada ecuacién financière, aparténdose del principio 
ortodoxo del riesgo y ventura y permitiendo la revisién de - 
precios".
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Y en forma todavia mas explicita la sentencia de 10 de diciem 
bre de 1981, interpréta el articulo 145 RCE, pérrofo segundo, diciendo 
lo siguiente:
"CDO.: Que conforme ol art. 145.2 del Regl. General de Contra^ 
taciôn del Estado (R. 1953, 1054 y N. Dicc. 22515), las cer­
tificaciones de obra serén tronsmisibles a tercero conforme 
a derecho, sin eue en esos focultodes del tenedor se encuen- 
tre la de verificor "endosos". ol menos. en el sentido que a 
esta expresién do el Cédiqo de Cornercio para el tréfico de de 
terminados titulos-valores. de donde se deduce que el endoso 
hecho por "R" en fovor de "C" no es sino una cesién de crédi 
to que légitima para su cobro al cesionorio, en la mismo me- 
dida y extensién en que lo estuviera el cedente, es decir, - 
sin operor, en absolute, una abstraccién de la "causa creder% 
di", de este éltimo, estas observaciones, junto con los que 
se refieren ol requisite de la escritura péblica, requerido 
por el art. 1280, 62 del C. Civ., y a la falta de "tome de - 
rozén" del endoso por porte de la Administrocién, exigida —  
por el precitodo art. 45 del Reglomento en los cuoles esta - 
Sala comporte el dictamen del Consejo de Estado, llevon a la 
conclus ién de que, tonto por la propia virtualidad de la tranji 
misién del crédite de "R", como por la firmeza de la Res. de 
19 de junio 1974, la solucién de las pretensiones de C., S.A. 
no puede ser otro que la que dimana de este éltimo ocuerdo, 
pues, evidentemente, la Administrocién no puede utilizer sus 
focultodes para tomar rozén de la tronsmisién de un crédite 
contra elle -tronsmisién que, por definicién, conoce-, para, 
no reolizéndolo, impedir su efectividod. Aunque como es évi­
dente, el ocuerdo ohoro impugnodo -que deniego simplemente el 
cobro- no reproduce el anterior y por elle, no puede estimo£ 
se la couda de inodmisibilidad.
CDO.: Que, por consiguiente, C., S.A., lo mismo que su cedeji
te "R", es titular de un crédite contra la Administrocién, -
cuyo cuantia y exigibilidod dependen de la efectivo liquido-
cién del "Contrato de Fuentefiz". Y en esta perspectivo, la
resolucién recurrido, se oporto del ordenomiento en cuonto,
ademés, se aporto de la Res. de 19 de junio 1974, no proce—
diendo la simple denegocién de la pretensién de C., S.A., —
sino el cumplimiento de dicha resolucién, a la cuol, por su
firmeza, esté obligada la Administrocién. Todo vez que no —
hoy dudo olguno de la tituloridod del crédite por la recurren
' '
«  5  ■■■■■:
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Para que la transmisién o cesién de la certificacién surta - 
plenos efectos es necesorio la intervencién de la Administrocién. Esta 
intervencién se configura como conocimiento que debe tener la Adminis­
trocién de la tronsmisién ocordodo entre cedente y cesionorio. Lo Adm£ 
nistrocién no interviens, pues, para dor su consentimiento a la trons- 
misién, de forma que este consentimiento se tengo que considérer como - 
elemento constitutivo del negocio juridico. El conocimiento de lo Admi­
nistrocién es sélo condicién de eficocio de la cesién con respecto o —  
elle, pero no entre cedente o cesionorio. Por esto, como dice el orticij 
lo 145 RCE, "una vez que la Administrocién tengo conocimiento de la - - 
tronsmisién de oquellos (las certificaciones) el mondamiento de pago —  
hobré de ser expedido o fovor del cesionorio, indicondo también el nom­
bre del cedente". Por el contrario la falta de conocimiento hoce que la 
cesién no vincule a la Administrocién porque "antes de que se pongo en 
conocimiento de los érgonos compétentes la cesién, surtiron efectos li- 
berotorios los mondomientos de pago extendidos o nombre del contratista".
No dice el articulo 145 RCE quien debe notificor la tronsmi—  
sién de la certificacién a la Administrocién,. por lo que cube entender 
que puede hocerlo tonto el cedente como el cesionorio.
Frente a la Administrocién, la tronsmisién requiere de la fo£ 
molidod de la "tomo de rozén", pues dice el articulo 145 RCE que los —  
Servicios de Contobilidod compétentes consignorén, medionte la diligen- 
cio en el documente justificotivo del crédite, la tomo de rozén en un - 
libre registre de tronsmisiones de certificaciones hobilitodo ol efecto". 
La Orden del Ministerio de Hacienda de 5 de julio de 1975 dice en su —  
articulo 1.1. que "cuando el acreedor hubiero endosodo la certificacién, 
cuento o titulo que représente un crédite contra el Tesoro, el monda- - 
miento hobré de ser expedido a fovor del endosotorio, indicondo también 
el nombre del endosonte. Los Servicios de Contobilidod de las Oficinos
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Ordenadoras del gasto consignorén, medionte diligencio en el documente 
justificotivo del crédite, la tomo de rozén en el Registre de endoso".
Efectuodo la tronsmisién con conocimiento de la Administra—  
cién y una vez tomodo rozén del endoso, el cesionorio quedo legitimodo 
para el cobro frente a la Administrocién. Sin embargo, cuando la certi­
ficacién sélo reconoce un derecho de crédite provisional (page a bueno 
cuento), el cesionorio puede quedar ofectodo por las excepciones que —  
opongo la Administrocién derivodos del contrato, principolmente porque 
el contratista no cumplo con su obligocién de e jecutor la obra (24 ).
2. Pignorocién de certificaciones.- El crédite que todo cert£ 
ficocién reconoce a su titular, puede servir de gorontio prendorio aun­
que no seon possibles (articulos 489 y 1864). La prendo sobre derechos, 
y concretomente sobre un derecho de crédite, esté comunmente admitido - 
( 25) medionte el juego o mécanisme de la cesién del crédite ol ocree—  
dor pignoroticio y notificocién de esta cesién ol deudor cedido.
Por consiguiente, a la prendo del derecho de crédite en fovor 
del contratista le son oplicables las reglas expuestos en el epigrofe - 
anterior, sobre tronsmisién de este tipo de derechos y en particular la 
referente al requisite del conocimiento que debe tener la Administracién 
de la cesién del crédite con fines, en este case, de garantie (articulo 
145 RCE).
Los porticuloridades surgen en la fase de e jecucién de la ga­
rantie prendorie en le que, como enseRon DIEZ-PICAZO y GULLON (26 ), d£ 
bomos distinguir dos mementos. Si el crédite dodo en garantie vence an­
tes que el crédite garontizodo, el acreedor pignoroticio posee el "lus 
exigendi", lo que en nuestro coso significo que este éltimo reclomoré - 
el page de le certificacién a le Administrocién. Como este page se hoce
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en numerario sin especificocién, se entenderé constituida una prenda —  
irregular.
Si, por el contrario, el crédite garontizodo vence antes que 
el dodo en garantie y el deudor pignoronte no cumple, el acreedor pig- 
noroticio podrâ ocudir al procedimiento del articulo 1872 CC o bien, y 
esto seré lo normal y oconse joble, esperoré a que venzo el crédite dodo 
en garantie y exigir al deudor cedido, la Administrocién, el pago impu- 
tondo lo cobrodo a lo que le debe el deudor pignoronte por el mécanisme 
de la prenda irregular.
3. Embargo de certificaciones.- Admitido la tronsmisién y pi£ 
norocién de certificaciones no deberio ofrecer dificultod el embargo de 
las mismos. Con el embargo se produce la ofeccién de bienes a résultés 
de un procreso ( 27 ) y se créa una aituocién similar a la de un derecho 
real de garantie (28); esto es, un derecho de reolizocién de valor po­
re sotisfoccién del acreedor ejecutonte •
Mas los articulos 47 LCE y 145 RCE disponen que "la certifie^ 
cién sélo podrâ ser emborgoda con destino al pago de solorios devengo- 
dos en la propia obra y al de las cuotos sociales derivodos de los mis­
mos". La régla general es, por consiguiente, la inemborgobilidad de las 
certificaciones, o pore ser més exactes, de los crédites que con elles 
se reconocen a fovor del contratista .
Ya el articulo 36 del Pliego de 1903, al iguol que los Plie­
gos que le precedieron, disponio que "los libromientos y su importe se 
entregorén precisomente al contratista a cuyo fovor se hayon remotodo - 
las obras o a persona legolmente outorizoda por él, y nunca a ningun —  
otro, aunque se libren dêspochos o exhortes por cuolquier tribunal o —
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outoridod para su detenciôn, pues se troto de fondos péblicos destino- 
dos ol pago de operorios y no de intereses porticulores del controtis—  
ta. Unicomente el soldo que la liquidociôn orroje a fovor del controtis^ 
ta y de la fionzo, si no hubiese sido necesorio retenerlo para el cum­
plimiento de la contrato, podrâ verificorse el embargo dispuesto por —  
las referidos outoridodes o tribunoles".
A nuestro juicio, hoy una diferencio entre esta normo prece­
dents y los articulos 47 LCE y 145 RCE, pues oquello se sitéo en el mo­
mento de bocer efectivo el libromiento, mientras que estos ûltimos pre- 
ceptos hoblon de embargo de certificaciones. El motiz es importante - - 
porque la justificociân no es coïncidente en uno u otro coso.
El embargo del importe ocreditodo en el libromiento no es po- 
sible porque mientras esté en poder del Estado son fondos péblicos, co­
mo dice el articulo 36 del Pliego de 1903. Y los fondos pûblicos son inem 
borgobles por naturoleza. El articulo 44 LGP, al iguol que la Ley de A^ 
ministrociân y Contobilidod de 1911 a la que sustituyô, estoblece que - 
"los Tribunoles, Jueces y Autoridodes administrotivos no podrén despo—  
char mondomientos de ejecucién, ni dicter providencios de embargo con­
tra derechos, fondos, volores y bienes en general de la Hacienda Publi­
co".
En combio, los articulos 47 LCE y 145 RCE bon extendido la —  
inemborgobilidad al derecho de crédite, que es lo que reconoce la cert£ 
ficocién. Este derecho si que ingreso en el potrimonio del contratista 
y por oplicocién del articulo 1911 CC séria perfectomente emborgoble.
Sin embargo, por Ley, y no por simple disposicién reglomentoria como —  
era el coso del Pliego de 1903, se estoblece la excepcién al embargo. - 
2,Por qué rozén?.
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CASPAR ARIRO (29 ) se percaté de que la verdadera justifica- 
cién de tal norma excepcional esté en una razén, no de corécter subj£ 
tivo como es la tituloridod del Estado respecto de sus fondos, sino —  
otro de corécter objetivo cuol es el destino que debe dor el controti^ 
ta durante el curso de la obra a las cantidades a bueno cuento. En efe£ 
to, estos pogos tienen su rozén de ser en servir de oyudo finonciero 
al contratista para que la obra se ejecute con continuidod. Se produce 
por tonto uno ofeccién del crédite ol destino de la obra péblica en ej£ 
cucién. Esta es la verdodero explicocién y no otro.
La mismo LCE y RCE confirmon esta justificocién porque la - - 
énico excepcién que obren a la prohibicién del embargo, se refiere a —  
pogos de conceptos que también oseguron la continuidod de la obra, como 
son los destinodos o "los solorios devengodos en la propia obra y al de 
las cuotos sociales derivodos de los mismos".
Por consecuencio si seré emborgoble el crédito que reconozco 
la liquidocién definitivo en fovor del contratista tal como dice el ar­
ticulo 36 del Pliego de 1903, pues en este coso ya no existe la ofeccién 
de los pogos provisionoles al estor la obra concluido y recibido defin^ i 
tivomente.
X.- PAGO DE INTERESES.-
El pago de intereses como resorcimiento del perjuicio que su- 
fre el contratista a consecuencio de la moro de la Administrocién, ho - 
sido trodicionolmente considerado como uno excepcién a la régla de que 
la Administracién no debe pogar intereses de demoro solvo que expreso—  
mente disponga lo contrario. Como ho senolodo VILLAR PALASI ( 30 ) esta 
régla tiene su origen en el Derecho regioy a trove's de la Jurisprudencio 
se conservoré hosto nuestros dios. Su justificocién a partir del Cons—
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titucionalismo se bosoré en la intangibilidad del gasto pôblico, en la 
especialidad de las partidas presupuestarias y en la inexistencia de mo 
ro culposo por la tardanza de la Administraciôn en el pago ( 31).
Este privilégié de la Administraciôn no octuo, sin embargo, pr£ 
cisomente dentro de la contrataciôn de las obras pôblicas, en virtud de 
las disposiciones especiales que contènian los pliegos sobre esta materia y 
de donde hcnpasodo a la LCE y RCE, cuyos articulos 47 y 144, respectivo- 
mente, disponen que "si la Administraciôn no hiciese pago ol contratis­
ta de las certificaciones dentro de los très meses siguientes a la fe—  
cha de aquéllas, deberô abonar al mismo, a partir de aquella fecha, el - 
interés legal de las cantid,,des debidas, siempre que aquél intime por - 
escrito el cumplimiento de la obligaciôn.**
1. Gonstituciôn de la mora.- Para que la Administraciôn quede 
constituida en mora han de darse los siguientes requisites:
19.- Exigibilidod de la deudo, que se produce en este coso —  
por hober reolizodo el contratista la prestociôn a su cargo, lo cuol se 
pruebo con la certificacién de obra cuyo importe no se sotisfoce puntuoJ^ 
mente.
No depende la exigibilidod de la deudo de que tronscurron - - 
très meses desde la fecha de lo certificacién, pues este plozo condici£ 
no la responsobilidod por la mora pero no la eficocio y exigibilidod de 
la obligocién principal. Esta obligocién no esté su jeta a condicién ni 
0 plozo y por tonto es exigible desde luego (articulo 1113 CC), de modo 
que el plozo de très meses sélo puede considerorse como uno fronquicio 
de la responsobilidod derivodo de la mora. Como especialidad en el cém- 
puto del plozo de très meses, el articulo 144 RCE dice que "en las cer-
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tificGciones que se extiendan excediendo del importe de los onuolidodes 
que rijon en el contrato, no se contorô el plozo anterior (los très me­
ses) desde la fecha de su expediciôn, sino desde oquello otro posterior 
en la que, con orreglo a las condiciones convenidos y progromo de trob£ 
}o oprobodos, deberion producirse'* •
29.- Liquidez de la deudo, porque "in illiquidis mora non fit" 
Requisito de liquidez que se cumple con la voloraciôn que se reolizo en 
la certificacién.
39.- Imputocién de la mora a la Administracién no fundodo en 
su culpo sino en un principio de responsobilidod objetivo bosodo en la 
lesién. Como dice VILLAR PALASI ( 32) el principio de responsobilidod - 
de la Administracién por todo cesién que sufron los porticulores en —  
cuolquiero de sus bienes y derechos, siempre que seo consecuencio del 
funcionomiento normal o anormal de los servicios péblicos (articulo 40 
LRJAE) "hoce que octuolmente, y previo ofirmocién del derecho a intere­
ses que estoblece el articulo 47 LCE, el contratista esté resguordodo 
de cuolquier irreguloridod en todo el procedimiento de hobilitocién del 
gosto y pago de su contrato, seo oquéllo culpable o no, e incluso de —  
todo posible controdiccién interna entre la normotiva contractual y la 
presupuestorio".
49,- Intimacién a la Administracién, segun establecen los or 
ticulos 47 LCE y 144 RCE. La intimacién es una declaracién de voluntad 
dirigida por el contratista a la Administracién en forma escrita, cuyo 
contenido debe ser lo suficientemente preciso como para manifestar que 
se pone fin a una espera graciosa y comienzo una situacién de response 
bilidad. El contratista debe exigir el cumplimiento de la obligacién de 
pago y no basta con simples recordotorios u otros contenidos de volun—  
tad, que evidencian la conformidad con la espera del pago del precio de 
bido.
- 548 -
El Consejo de Estado tiene declarado que la "intimacién" men- 
cionada en el articulo 47 LCE reconduce de modo obligado, no a un con—  
cepto vulgar, sino al concepto técnico del vocablo, que la legislacién 
administrativa ha tomado del acervo comun de la terminologia juridico - 
sin someterlo o remodelocién o modificacién olguno. Por ello, también - 
considéra que la "interpellotio morae" requiere una expreso manifesta—  
cién de la voluntad del acreedor de dor por finolizodo su espera media ni 
te la exigencia formai del pago de la deudo vencido. Que uno tal moni—  
festociôn puedo tener lugor en las mas diversos circunstancias y mediari 
te procedimientos dispares, es algo que no viene a olteror el contenido 
conceptual de la intimacién, en cuonto exponente de la decidido conduc- 
to del acreedor de reclomor la sotisfoccién de su crédito. Si bien por 
lo ya indicodo, la LCE, al precisor que la intimacién ho de producirse 
por escrito, excluye la posibilidad de interpelociones orales en los - 
controtos administrotivos, pero montiene en lo demés las corocteristi- 
cos civiles de la institucién." ( 33)
2. Responsobilidod derivodo de la mora.- Los articulos 47 —  
LCE y 144 RCE imponen a la Administraciôn moroso el deber de abonar el 
interés legal de las cantidades debidas, en concordoncio con el articu­
lo 1.108 CC que oplico esta mismo solucién en defecto de pocto para de- 
terminor la indemnizocién de donos y per juicios derivodos de la morosi- 
dod en el cumplimiento de las obligaciones pecuniorios.
La referencio al interés legal en los citodos articulos debe 
octuolmente entenderse en relocién con los articulos 3é y 45 LGP, segun 
los cuoles el interés de demoro se calcula oplicondo el bosico del Ban­
co de Espono que la Orden de 23 de julio de 1.977 lo fi jé en el 8 por - 
100.
La redoccién de los articulos 47 LCE ÿ 144 RCE anterior a la
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vigente, suscité dudas sobre si la Administracién debia pagar los inte­
reses morotorios desde la fecha de la intimacién o interpelacién o des­
de la fecha de la certificacién, Aunque el texto actual tampoco gozo de 
de la debida claridad gramatical, la expresién "a partir de aquella fe­
cha" se ha de referir a la de la certificacién incursa en mora. Asî lo 
ho entendido la jurisprudencia, como se desprende cë la doctrina recog_i 
da en el quinto considerondo de la sentencia del Tribunal Supremo de —  
22 de enero de 1.975, en la que se dice lo siguiente:
"Que para fijar el "quantum" de la indemnizocién tenemos que 
ocudir, preferentemente, al texto del art. 47 de la Ley de - 
Controtos del Estado, pues esta ley es la oplicoble a los —  
controtos que, como el del recurso, se prepororon con poste- 
rioridod al 1 de junio 1965; y segun este precepto el inte—  
rés o abonar es el legal -y no el del 5 por 100 estoblecido 
por el art. 45 del pliego de condiciones générales de 1908, 
conforme a la Ley de 2 ogosto 1899 (Die. 63éO), y olterodo - 
por el art. 32 de la Ley de 7 octubre 1939 (R. 1404 y Die. - 
11458)-, y se computoro no a partir de la "interpellotio mo­
rae" , sino desde el vencimiento de la obligocién, porque si 
bien es cierto que la "interpellotio" es aqui presupuesto de 
la mora, los efectos de la mismo, en cuonto de corécter in—  
demnizotorio para cubrir en la medido legal la consecuencio 
de la tordio sotisfoccién del derecho de crédito, deben refe 
rirse a la fecha en que, por vencimiento de la obligacién, - 
ésto debié cumplirse, porque la no disponibilidod del dinero 
es el dono -concretodo en el interés legol-, que la Adminis­
tracién tiene la obligacién de resorcir al contratista; y es 
ta fecha iniciol para el cémputo de la indemnizocién no es - 
el dig en que termina el plozo de très meses siguientes a la 
fecha de la certificacién (o de dos meses, que era la régla 
oplicoble segôn el pliego oprobodo por el Real Decreto de 4 
de septiembre 1908), sino que se computoro desde la fecha de 
ésto, pues los très meses no olteron el vencimiento de la —  
obligacién, sino que tienen el significodo de uno demoro to- 
lerodo, no generodoro, por ello, de efecto indemnizotorio, - 
en tonto no se demore por plozo superior al pqgo, segun se - 
colige de los textos de los articulos 47 de la Ley y 144 del 
Reglomento y, ohoro en términos que eliminon todo dudo, de - 
la fedoccién dodo a oquel articulo en la Ley de 17 morzo - - 
1973 (R. 500)".
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3. Procedimiento para el pago de intereses.- El porrafo 39 
del articulo 144 RCE dice que "la Administracién resolveré sobre la pr£ 
cedencia del abono de intereses dentro del plazo de dos meses contodos 
a partir del requerimiento formulodo por el contratista, previo informe 
de la Asesoria Juridica del Departamento que también dictaminara sobre 
las causas que bon originodo la mora y las responsobilidodes o que pu—  
diero hober lugor".
Este precepto nada dice sobre el posible silencio de la Admi­
nistracién ante la peticién de intereses que le haya formulado el con­
tratista. Entendemos que el simple tronscurso del plazo de dos meses - 
indicodo, debe bastar para que se entienda producida de forma presunta 
la desestimacién de la peticién, pues no séria légico que transcurrido 
ese plozo tuviese que denuncior la mora a los efectos del silencio ad- 
ministrotivo de conformidad a lo dispuesto en el articulo 94 LPA. Si el 
contratista llevo su reclomocién a la jurisdiccién contencioso adminis­
trativa podrâ pedir también el pago de los intereses devengodos desde - 
la fecha de la demanda, por oplicocién del articulo 1109 CC, segun el - 
cuol "los intereses vencidos devengon el interés legal desde que son —  
judiciolmente reclomodos, aunque la obligocién haya guordodo silencio - 
sobre este punto".
El penultimo porrafo del articulo 144 RCE dice que "el abono 
de intereses se haro efectivo en la liquidocién provisional del contra­
to con independencio de la correspondiente a la obra y sin perjuicio de 
procéder reglomentoriomente a la devolucién de la fionzo prestodo por - 
el contratista". Esta normo no tiene uno clora justificocién, porque ol 
perjuicio que ya de por si ocosiono al contratista la mora en el pago - 
del principal ocreditado en certificacién, se anode ohoro la postergo—  
cién del abono de los intereses al momento de la liquidocién provisional 
que normolmente se produciro después de vorios meses si no de onos, - -
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desde que los intereses se devengoron y pudieron ser pogodos.
4, Compensocion de la mora.- En las obligaciones reciprocas 
ninguno de los obligados incurre en mora si el otro no cumple o no se 
ollano a cumplir debidamente lo que le incumbe y desde que uno de los 
obligados cumple su obligacién empieza la mora para el otro. Esta es - 
la régla de la compensacién de la mora propia de las obligaciones reci­
procas establecida en el articulo 1.100 CC.
El c.o.p. es también producto de obligaciones reciprocas, - 
pero no admite la régla general de la compensacién de la mora y esto no 
se debe, por tonto, a la naturoleza de esos obligaciones, sino a la de- 
sigualdad posicional que existe en este contrato, como osi lo tiene re- 
conocido la jurisprudencio (34).
En la cléusulo 41 del Pliego de 1903 ya se contenia la dispo­
sicién terminante de que "en ningun coso podrâ el contratista, alegando 
retraso en los pogos, suspender los trobajos ni reducirlos a mejor es- 
cala que la que proporcionalmente corresponde con orreglo al plazo en - 
que deben terminorse". Si se producio la suspension o la reduccién del 
ritmo de la obra, el contratista incurria en causa de resolucién del —  
contrato (cléusulo 55 del citado Pliego). El RCE también estoblece que 
"la paralizacién total de las obras o la suspensiôn definitivo de las - 
mismos, sélo podré verificorse por motivo grave y medionte ocuerdo del 
érgono que célébré el contrato correspondiente, a propuesta del facul- 
tativo compétente de la Administracién (articulo 131).
Sin embargo, el mismo RCE, en el articulo 144, ho obierto un 
resquicio para admitir limitadamente la compensacién de la mora, pues 
el pérrofo quinto de dicho precepto dice que "cuando la demoro en el pa 
go de las certificaciones superose el plazo de seis meses, el contratista
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podrâ solicitor de la Administraciôn la declaracién de suspension temp£ 
roi de las obras, que seré concedida solvo que rozones de interés publ£ 
co oconsejen su continuocién.
Esta normo dista mucho del automatismo con que la compensa—  
cién de la mora juego en las obligaciones reciprocas civiles, pues sélo 
reconoce el derecho del contratista a pedir la suspensién de la obra —  
pero no a porolizarlo de hecho y, por otro porte, la autorizacién para 
paralizar se subordina a rozones de interés publico cuyo apreciacién —  
quedo a juicio de la Administracién. Esto ultimo llevo en la préctica a 
una inaplicacién de la normo porque la continuidod de la obra es exigein 
cia permanente del interés publico.
En la contratacién local se montiene la exclusién de la com—  
pensocién de la mora con todo rigor, ya que segun el articulo 5é RCCL, 
"por ningun motivo ni aun por demoro en el pago, podré el contratista - 
interrumpir el cumplimiento del contrato, pero quedarén s solvo los - - 
efectos previstos en el articulo 94", es decir, el derecho a reclomor 
los intereses morotorios.
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N O T A S
( 1 ) Vid. DIEZ-PICAZO, L. Ob. cit. "Fundamentos de Derecho Civil" 
Patrimonial", p. 618.
( 2 ) Ob. cit. "Lecci ones de Contrataciôn Administrativa", p. 229.
( 3 ) La Ourisprudencia del Tribunal Supremo ha elevado esta nor­
ma a la categoria de principio. La STS de 12 de febrero de 1979 - 
dice que las modificaciones de la obra proyectada debidamente apro 
bada "originan el derecho del contratista, con la correlativa de 
la Corporaci ôn demandada, al abono de la obra realmente ejecutada, 
a tenor del principio en ta 1 sentido consagrado en nuestro Orde 
miento juridico". Y la sentencia de 28 de junio de 1978 dice, - ~ 
asimismo, que "conviene destacar previamente que el contratista - 
tiene derecho al abono de la obra que realmente ejecute con arre- 
glo a los precios convenidos", -art. 47 parr. 3. Decreto 923/65- 
principi o que, indudablemente, debe ser tenido en consideraciôn - 
como presupuesto de valoraci ôn transcendante como derivaciôn de - 
una "locatio operis" en ei que la contraprestaciôn esencial de la 
Administraciôn consiste en el pago del precio convenido, pero es 
necesari o tener présente que ta 1 precepto se encuentra inserto en 
el caçftulo III ba^o el titulado "Efectos del contrato de obras", 
Secciôn 1. Ejecucion, sino en cuanto a su contenido puro y simple, 
sin condicionante alguno, al reconocerse al contratista el dere--
ch o que le corresponde a ser compensado con el valor de la obra -
realmente ejecutada, prescindiendose si la misma se ha llevado o 
no a efecto en su totalidad, por causas imputables o no a una u - 
otra parte".
( 4 ) Sobre la naturaleza de estas operaciones como actividad de 
constataci ôn o comprobatoria. Vid. LAUBADERE Ob. cit. Tomo II, p. 
237 .
( 5 ) Dictamen de 3 de diciembre de 1964 (Expte. num. 33.121).
( 6 ) Ob. cit. p. 173. Recoge este autor la opiniônob DROMI, 3 .R.
y KEMELMAYER, DE CARLVCCI, A., expuesta en el trabajo de estos --
"La cesiôn de certificados de obra publica frente a la quiebra --
del contratista". La Ley T 156, pp. 1155 y ss.
( 7 ) El mismo caracter provisional tienen los pagos a cuenta - -
(acomptes ) efectuados sobre certificaciones mensuales (décomptes 
mensuels), regulados en el Derecho frances, para el pago de los - 
"marchés" (articule 170 CMS y 1324 CCAG ) .
( 8 ) STS 10 octubre 1980.
( 9 ) STS 8 mayo 1974
( 10 ) La sentencia de 10 de octubre de 1980 dice que: "la n a t u r£
lez a de las certificaciones de obras tal y como ha quedado anali- 
zade, impide construir sobre las mismas, o mejor dicho, derivar -
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de ellas, la consideracion de actos déclarati vos de derechos, - - 
aplicandoles lo estatufdo en el articulo 369 de la Ley de Regimen 
Local, asi como la apelacion al recurso de lesividad a que se re­
fiere el articulo 56 y concordantes de nuestra Ley jurisdiccional",
( 11 ) Vid. VILLAR EZCURRA, 3.L. Ob. cit. p. 30.
( 12 ) La Ounta ConsuItiva de Contrataciôn Admiristrativa en su l£ 
forme num. 37, de 20 de diciembre, dice lo siguiente: "Que la li-
qui daci ôn provisional de las obras a reali zar entre la recepci ôn 
provisional y la defMtiva de aquéllas se practique y tramite en 
los términos y plazos previstos en el articulo 172 del R.G.C., y 
se ponga fin a la inveterada costumbre de refundirla con la liqui 
daci ôn ultima y definitiva, hecha con pos teri ori dad a la recepci'on 
también défini ti va, y postergada casi siempre por la Admi ni stra-- 
ciôn hasta después de efectuadè la recepci ôn défini tiva de las -- 
obras, con retraso indebido del pago a las enipresas del saldo de 
la 11 qui daci ôn provisional normalmente favorable al contratista y 
en perjuicio tanto de las empresas constructoras por este retraso 
y por el que se origina a causa de la falta de crédito requerido 
por dicho saldo, como del prestigi o de la Administraciôn".
( 13 ) Dictamen de 15 de junio de 1972 (Expte. num. 38.087).
( 14 ) El Dictamen del Consejo de Estado de 3 de junio de 1971 -- 
(Expte. num. 37.635) dice lo siguiente; "En el expediente econôm£ 
co de li qui daci ôn de un contrato de obras publicas, la Interven-- 
ciôn General de la Administraciôn del Estado senala que el impor­
te del adicional représenta un 37,9 por 100 del importe de la ad - 
judicaciôn definitiva, canti dad excesiva para que pueda ser consi 
derada como el natural ajuste de terminaclôn.
Por lo que el exceso de obra ejecutada respecta, su oportuni dad y 
conveniencia aparecen avaladas por la Orden de aprobaciôn técnica 
de li q ui daci ôn, si bien parece obvio, como la In tervenci ôn General 
destaca, que, dada la naturaleza de la obra adicional realizada y 
su volumen relative, debiô dar lugar a la elaboraci ôn del oportu - 
no proyecto reformado, resultando irregular su ejecuci ôn sin pre­
via ordenaciôn del gasto y su consiguiente inclusiôn en el saldo 
de 11 qui daci ôn. En consecuencia, para la aprobaciôn de la propues 
ta se requiere el cumplimiento del tramite convalidatorio que, con 
deci si ôn final del Consejo de Ministres, previ ene el articulo 25 
del Reg lamente aprobado por Decreto de 3 de marzo de 1925 y el De 
creto de 3 de marzo de 1967".
( 15 ) Ob. cit. p. 679.
( 16 ) Ob. ci t . p . 796 .
( 17 ) Previ amen te la Interven ci ôn ha debido realizar la i n t e r v e_n 
ciôn critica o fiscalizaciôn previa del reconocimiento de obliga­
ciones o gastos, que el art. 20 del Reg lamento de 3 de marzo de - 
1925 define como "la facultad que compete al Interven tor general 
de la Administraciôn del Estado o a sus Interventores delegados - 
para examinar antes de que se dicte el correspondiente acuerdo, to
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do expedlente o documento en que se formule una propuesta de ga£ 
to, con objeto de conocer si su contenido o tramitacion se han - 
ajustado a las disposiciones légales que en cada caso sean apti- 
cables ,
( 18 ) Sobre la actuaci on de la Intervenci on en el momento de la 
recepci on provisional y de la definitiva vid. capitule 
PP •
( 19 ) El Decreto de 5 de abri 1 de 1974 también dispone la mecan£ 
zacion de estos documentos a cuyo efecto se remiten al Servicio - 
de Mecanizacion de la Direccion General del Tesoro, para que rea­
lice el proceso admini strativo-con table pertinente (articulo 52),
( 2 0 ) 3 .  GARRIGUES. Curso de Derecho Mercantil. 1976. p. 721^
( 21 ) El articulo del Pliego de 1903 decla que "los libramientos 
y su importe se entregaran, precisamente, al contratista a cuyo - 
favor se hayan rematado las obras, o a persona legalmente autori­
zada por él y nunca a ningun otro ...".
( 22 ) La O.M. (MOPÜ) de 24 de diciembre de 1959, emplea la pala­
bra endoso, pero no puede tener mas alcance que el que résulta -- 
del articulo 145 RCE.
( 2 3 )  Uno de los considerandos de la sentencia apelada y confier 
mada por el Tribunal Supremo dice: "Que la naturaleza de esta ul­
tima formula es la de un endoso, figura ésta que en el trafico -- 
mercantil supone una declaracién escrita sobre un efecto de come£ 
ci o a la orden, por la que el portador de 1 mismo ordena a la per­
sona a quien se giro pagar el importe al individuo que indica o a 
su orden, siendo por lo tanto el endoso un medio de transmisiôn - 
por régla general de titulos, -valores, pero que la préctica mer­
cantil ha extendido a otra clase de contrataciôn. Y en nuestra -- 
sistematica, aparté del supuesto del art. 463 del C. Com., se ad­
mi ten otras fôrmulas usuales que no desempenen ninguna funciôn -- 
traslativa de la propiedad del titulo, sino que atribuyen al end£ 
satari o facultades mas limitadas, como son las de simple apodera- 
miento cuando se emplean rubricas como "por poder", "para cobran- 
za", o como la de autos "para su cobro". Por consiguiente en el - 
endoso de la certificacién num. 16 el endosatari o, es decir el -- 
recurren te, no ejerce su propi o derecho como i nheren te al titulo, 
ni es un verdadero cesi onari o o subrogado en el crédito a modo de 
novaciôn subjetiva (supuestos de los arts. 1526 y 1203 num. 32 del 
C. Civ.) sino, que actua como un simple manda tari o o apoderado de 
S., S.A. y se le pueden oponer las mismas excepciones que podrian 
objetarse a ésta . Consecuencia de todo ello es que el Ayuntamien- 
to aun con el endos o, conserva todas las facultades que se derivan 
de 1 contenido obligacional del contrato administrativo, entre - - 
ellos la de descontar el importe de la fianza del contratista a - 
que se obliga en virtud de la clausula 3 2 , referi da, como hizo -- 
con las certificaciones anteri ores , razones por las que deben es 
timarse correctes los acuerdos tornados al efecto por el Ayuntamien 
to".
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( 24 ) Vid. CIANFLONE, Ob. cit. p. 694.
( 25 ) DE CASTRO y BRAVO, F. "Derecho Civil de Espaha". Tomo I, 
p. 665. CAST AN TOBENAS, 3. "Derecho Civil Espanol Comun y Forai" 
Tomo II, Vol. II, pp. 483 y 484.
(26 ) Ob. cit. "Sistema de Derecho Civil". Volumen III, pp. 437.
( 27 ) GUASP, 3. dice que "embargo es, pues, toda afectacion de - 
bienes a un proceso con la finali dad de proporci onar al 3uez los 
medios necesari os para llevar a normal término una ejecuci on pro- 
cesal". "Derecho Procesal Civil, 1956. p. 450. Segun FENECH "la - 
afectacion de bienes consti tuye el nucleo esencial de 1 embargo, - 
segun la doctrina mas aceptada (CARRERAS) y consiste en una decl£ 
raci on de voluntad del titular del organ o jurisdiccional de eje - 
cuôiôn que décréta el embargo, bien expresamente mediante una re- 
solucion judicial dictada con este fin, bien implicitamente acep- 
tando los actos realizados "in situ" por el personal cooperador - 
del 3uzgado". ("Derecho Procesal Civil". Madrid 1979, p. 384).
(28 ) ROCA SASTRE considéra que el embargo es una sujecion de -- 
bienes a un proceso de ejecuci onY medi ante su anotaci on preventive 
alcanza existencia en perjuicio de posteri ores adqui rentes de la 
finca 0 derecho real i nmobili ari o anotados. Tiene su precedente - 
historien en la antigua hipoteca judicial (pignus judi ci a le o in 
causa iudicata captum), de la cual la anotaci on preventive de em­
bargo es su ("Derecho Hi p otecari o-Bar cel ona 1968. T_o
mo II, p . 890).
( 29 ) "Inembargabilidad de fondos publicos". RDP LIV . Enero-di-- 
ciembre 1970, p. 752 y ss.
( 30 ) "El pago de intereses de demora en los contratos administr_a 
tivos", en "Estudios de Derecho Administrativo" Consejo de Estado. 
Madrid 1972, pp. 131 y ss.
( 31 ) Vid. VILLAR PALASI, 3.L. Ob. cit. "El pago de intereses de 
demora en los contrat os admini strativ os", p. 142.
( 32 ) Ob. cit. "El pago de intereses de demora en los contrat os 
administrativos" p. 157.
( 33 ) Dictamen de 21 de enero de 1971 (Expte. num. 37.189).
( 34 ) La STS de 26 de marzo de 1974 dice que "si bien las oblig£ 
clones son objetivamente reciprocas, tal reciprocidad no équivale 
a subjetiva igualdad en las posi ci ones contractuales"
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CONCLUSlONES
1, En nuestro Derecho el c.o.p. es un tipo de contrato admi—  
nistrotivo configurodo sobre el esquemo bâsico del orrendomiento civil 
de obra. De aqui que debo sepororse lo que en él hoy de oportaciôn odm£ 
nistrotivo, de lo que también hoy en él de sustoncia civil.
En cuanto contrato administrâtivo, el c.o.p. ofrece en primer 
lugor uno estructuro deformodo por cuanto uno de los partes es uno Adm£ 
nistrocién que dispone de unos prerrogotivos sobre la interpretocién, m£ 
dificacién, extincién y, en general, sobre el cumplimiento del contrato, 
las cuoles se ejercen por medio de octos unilatérales que tienen fuerzo 
ejecutiva inmedioto sin perjuicio de los recursos que frente o esos oc—  
tos puedo deducir la otro porte. Quedan asi enfrentados uno Administra—  
cién que es juez y porte, frente o un contratista que es porte y recurren^ 
te. Esta desiguoldod es constitutive y no conoce porongén.
En segundo término, el c.o.p. como contrato administrotivo pr£ 
sento uno regulocién més ocoboda o compléta que la que existe para el —  
orrendomiento civil de obra, y dodo la identidod sustonciol de ombos coji 
tratos, puede opreciorse en la préctica un mimetismo de lo contratacién 
privodo de obros hocio lo regulocién odministrotivo. Por otro porte y p£ 
rodojicomente, muchos obros que encojon dentro del concepto trodicionol 
de obros publicos se e jecuton hoy en régimen de Derecho privodo por en—  
tes filioles de lo Administrocién, lo que hoce que el derecho creodo po- 
ro lo controtocién de estos obros se oplique no directomente sino como - 
supletorio o por lo remisién que o él hogon los portes en el controto.
Si nos referimos ohoro ol ospecto sustontivo o civil del c.o.p. 
se puede comprobor que en él estén présentes los notos fundomentoles del
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orrendomiento de obro civil que se pocto en lo esfero privodo poro lo —  
ejecucién de obros onologos o los del sector publico.
El c.o.p. es un controto de resultodo, por lo que su objeto —
tipico es lo reolizocién de uno obro completo y ocobodo poro su poste--
rior entrego o lo Administrocién. El controtisto se libero demostrondo - 
que ho ejecutodo y concluido lo obro conforme ol proyecto, con independeri 
cio de que después resuite o no opto poro sotisfocer los necesidodes que 
debe otender lo Administrocién. Lo sotisfoccién del interés publico es - 
un "plus" formol que no oltero lo noturolezo moteriol del objeto del - - 
c.o.p. respecto del mismo objeto en el orrendomiento civil, y tompoco tro£ 
ciende ese doto ol resultodo que debe obtener el controtisto.
Consecuentemente con este rosgo bésico del c.o.p. los riesgos 
que inciden sobre lo ejecucién moteriol de lo prestocién del controtisto 
(periculum rei) son o corgo de éste, si bien puede resorcirse soliciton- 
do de lo Administrocién uno indemnizocién en los cosos tipificodos de —  
fuerzo moyor.
Tombién es civil otro rosgo fundomentol del c.o.p. como es lo 
outonomio que por principio tiene el controtisto poro orgonizor sus pro- 
pios medios poro poder osi obtener el resultodo prometido. Autonomie que 
no desoporece por muy intense que seo lo presencio de lo Administrocién 
en orden o contrôler lo reolizocién de lo obro. Pero por otro porte, lo 
mismo outonomio explico que el riesgo de uno pérdido econémico si el co£ 
te de lo obro es moyor que el precio convenido, o lo posibilidod de go—  
noncio o bénéficié en el coso controrio, seon de corgo o provecho del —  
controtisto. Esto es pues la roiz del principio del riesgo y venture que 
ho querido presentorse o veces como olgo tipicomente odministrotivo.
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For ultimo, el c.o.p. también reune los requisites propios del 
controto civil de arrendamiento de obra en lo que al precio se refiere, 
de tel forma que aquél es también un contrato bilateral, oneroso y conmu 
tativo, si bien algunas de estas notas presentan desviaciones respecte 
del esquemo civil, unes desfavorables y otras favorables al contratista. 
Es desfavorable la inaplicaciôn de la "exceptio non ddempleti contractus" 
pues la falta de page del precio no justifico la paralizaciôn de la obra 
ni faculta para resolver el contrato. Son, en comble, favorables determi^ 
nadas técnicas como la actualizaciôn de precios, la revisiôn de precios 
y la compensaciôn econémica por mayor dificultad de ejecuciôn (sujétions 
imprévues), cuyo bonded justifico que seen importadas en el émbito de 
la contrataciôn privada mediante pactes de remisiôn o de contenido onâlo 
go.
2. El estudio de la ejecuciôn del c.o.p. toi como se encuentro 
regulado en nuestro Derecho positive y en vista también de la jurispru—  
dencia del Tribunal Supremo y de la doctrine del Consejo de Estado, - —  
corrobora esos rasgos fondamentales del contrato en su doble vertiente - 
administrative y civil. Pero edemas, al tomar conciencia de que estâmes 
ante un contrato sustancialmente idéntico al que se practice en le este­
ra privada, hemos podido poner de manifiesto los excesos en que incurre 
la regulaciôn positiva y al mismo tiempo hemos podido encontror la razôn 
de ser de les técnicas o mécanismes môs singulares de este contrato.
La ejecuciôn del c.o.p. no sôlo esta su jeta a la posibilidad - 
de que la Administréeiôn interfiera mediante el ejercicio de las prerro- 
gativas que tiene conferidas con carôcter general para todos los contrâ­
tes administratives, sine que odemôs dicha ejecuciôn se ve afectodo por 
unes mécanismes de reocciôn enérgicos, cuyo justificociôn résulta dificil 
desde une consideraciôn puramente contractuel. Nos referimos concretameji 
te a oquellos supuestos en que el contratista se ve amenazado con la - -
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resoluciôn del contrato o con la pérdida de un derecho si por su parte 
incumple no su obligociôn principal de ejecutar la obra, sino un deber 
accesorio o no otiende uno simple cargo juridica, Asi, pese a que el - 
c.o.p. quedo perfeccionodo con la adjudicaciôn definitive (articule 109 
RCE), si no se formalize por couse imputable al contratista en el plezo 
reglementerio de treinte dies, le Administreciôn debe ecorder le reso- 
luciôn del contrato con incoutocion de le fionzo provisional (articules 
39 LCE y 120 RCE). Otro tente sucede con le faite de constituciôn de - 
le fionzo definitive, pues si no se presto en el plezo de veinticinco - 
dies, contedos desde que se le notifique le adjudicaciôn definitive, —  
por causes imputables al contratista, le Administreciôn debe iguelmente 
declarer resuelto el contrato (orticulos 118 LCE y 361 RCE). También es 
digno de menciôn el supuesto de faite de presencie del contratista al - 
ecto de comprobeciôn del replanteo que realize le Administreciôn, que - 
môs que un deber es une cargo, pues si no esiste lo unico que puede - - 
ocurrir es que después no podrô educir obstôculos o defectos que le im 
pidon ejecutar sus trebajos; sin embargo, este omisiôn se considéra c£ 
mo incumplimiento del contrato que puede dor lugor a su resoluciôn con 
indemnizociôn de donos y per juicios (articule 127 RCE en relociôn con 
el articule 159 RCE). En fin, con carôcter general se esteblece que el 
incumplimiento por el contratista de cuelquier clôusule contenido en el 
contrato outorize a le Administreciôn a exigir su estricto cumplimien- 
to o bien a ecorder le resoluciôn del mismo.
Todo este pone de relieve, a nuestro juicio, une très—  
posiciôn del carôcter ejecutivo, y al mismo tiempo sencionodor, propio 
de le octueciôn unilateral de le Administreciôn, al terreno puramente 
contractuel, produciéndose asi une notable desproporciôn entre le faite 
cometide por el contratista y sus posibles consecuencies, en cesos odemôs 
en los que no cobe educir, al menos de modo inmedioto, que es neceserio
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obrar osi para asegurar la continuidad de la obra; garantie, a su vez, de 
la setisfeccién del correspondlente interés publico.
En este ospecto séria pues deseeble que nuestres normes de cori 
treteciôn administrative volvieren a le mesura propie de les normes re- 
guledores de le contrataciôn civil. Suficientes prerrogetives tiene ye - 
le Administreciôn como tel pore que odemôs se perjudique le bueno tôcni- 
ce contractuel con exogerodas regulociones.
3. El estudio de le ejecuciôn del c.o.p. pone también de re—  
lieve que los que pueden considerorse como principios tipicomente admini£ 
tretivos de este contrato tienen su orreigo en el esquemo civil del - —  
arrendamiento de obra y que en le prôctice existe en este punto une ide£ 
tided sustenciel entre le contrataciôn administrative y le privada.
Hemos de referirnos, en primer lugor, a le injerencie de le A^ 
ministreciôn en le ejecuciôn de le obra mediante el ejercicio de sus po- 
deres de direcciôn e inspecciôn (articules 130 RCE y clôusule 21 PCAG). 
Pues bien, lo que résulta cerecteristico del c.o.p. no es que se produz- 
co eso intervenciôn de le Administreciôn sino cômo se produce. Cuelquier 
obra privada con cierto envergoduro técnico o econômico de lugor también 
a un control del duePlo durante le ejecuciôn por medio de personas cueli- 
ficedes que esumen asi le Direcciôn de le obra en el especto técnico y - 
econômico. Lo que diferencio uno u otro tipo de direcciôn, inspecciôn o 
control es que en el c.o.p. le direcciôn forme perte de le orgenizeciôn 
administrative, de le cuel emenen actes que se someten a le rigidez y —  
formalisme del procedimiento administrative, pues los mismos don lugor a 
reclemeciones y a ulteriores recursos, produciéndose asi un enfrentemie£ 
to entre el dinemismo propio de les releciones obligotorios y el "tempo 
lento" de los actes procedimentoles.
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Esta complicacîôn que entrana la incorporaciôn de la técnica 
procedimental para dilucidar las cuestiones que surgen en el seno de un 
contrato, se polio a veces en la prôctica, porque la jurisprudencia, —  
con buen sentido, posa por encimo del formalisme procedimental y hace - 
prevalecer las posiciones contractuales enjuiciodos bajo principios de 
la bueno fe y de confionzo en la apariencia. Este puede comprobarse en 
el tema de las ôrdenes o instrucciones dadas por un funcionorio u 6rgo- 
no no compétente y al margen del procedimiento establecido; en taies C£
SOS si el contratista cumple de bueno fe con esos ôrdenes, la Adminis—  
traciôn no puede invocorvicios procedimentoles para eximirse de cumplir 
con sus obligaciones ("ollegons turpitudinem non ouditur").
Por todo ello, séria deseable en todo esta materia que se re- 
formasen nuestras normes para deslindar lo que son octos administroti—  
vos unilatérales, expresiôn de poderes privilegiados de la Administra- 
ciôn, los cuales deben discurrir por los cauces del procedimiento admi- 
nistrativo, de oquellos otros que son expresiôn del cumplimiento del —  
contrato, los cuales deberian ser reconducidos a la discusiôn interpar­
tes y en caso de discrepancio posponer su soluciôn al momento final de 
la recepciôn de la obra y liquidaciôn del precio. Se evitorio asi, a —  
nuestro juicio, que el sistema de plozos para formular reclamaciones o 
interponer recursos cierre onticipodamente cuestiones surgidos - - - — 
dentro de un contrato todavia no extinguido.
Volviendo a la injerencia de la Administraciôn durante la ej£ 
cuciôn de la obra, también podemos advertir que cualquiera que sea su - 
intensidad no puede hocer desoporecer la autonomia propio del contratis­
ta ni le convierte a éste en un "nudus minister". Por lo demôs, en el c.o.p. 
se oprecio la importancia del "intuitus personae" siendo el contratista 
quien directamente debe asumir la responsabilidad de la.ejecuciôn de la
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obra, lo que no impide, ol iguol que en la esfera civil, que tenga que - 
acudir a la representaciôn, al subcontrato e incluso a la cesion del mi£ 
mo contrato, dondo lugor todo ello a un cumulo de relociones que se de—  
senvuelven por cauces anâlogos a los que también se dan en la contrata—  
ci6n privada de obras.
4, La raiz civil o sustentive también se encuentra en otros —  
principios que se consideron peculiores del c.o.p. e incluso del contra­
to administrâtivo como categoric general. Desmitificado yô hace tiempo - 
el principle del riesgo y ventura, cabria chore hacer lo propio con el 
principle de la mutabilidad del c.o.p. que se expreso en el "lus vorion- 
di" de la Administreciôn.
El estudio de la ejecuciôn del c.o.p. pone de manifiesto olgo 
verdoderomente curioso en relociôn con el "lus voriondi", como es que —  
las prerrogativas administratives que inciden en el c.o.p. se entremez—  
clan y confunden con los meconismos que son propios de este contrato, los 
cuales no resultan, por tonto, debidomente explicados, puesto que siguen 
octuondo de ocuerdo con su noturoleza y funciôn, Queremos decir que la - 
prerrogativa de modificaciôn de cuelquier contrato, que tiene reconocido 
la Administraciôn (articules 18 LCE y 50 RCE), no puede tener la virtua- 
lidad de absorber el derecho de modificaciôn (lus voriandi) que forma —  
parte de la economic del arrendamiento civil de obra y por consiguiente 
del c.o.p. Por ello, si la prerrogativa se ha de explicar como potestod 
de la Administraciôn, el "lus variandi" debe ser entendido como derecho 
subjetivo, potestotivo o de modificaciôn.
La potestad de modificaciôn se lleva a efecto por octos unila­
térales de la Administraciôn y puede afectar no sôlo al objeto del con—  
troto sino también a otros elementos o condiciones del mismo. Su justifi 
cociôn como poder que octôa en el piano reglementerio y, por ende, - —
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extra-contrato, se encuentra en el interés publico que en coda caso per- 
sigue la Administraciôn. En combio, el "lus voriondi" como derecho con­
tractual esté referido al objeto del contrato (ounque puede afectar por 
derivocién a otros elementos como el plozo o el precio), y su justifico- 
ci6n se encuentra en la mismo noturoleza del c.o.p., pues la Administra- 
ci6n, como cuelquier "dominus operis", ha de poder introducir las modi- 
ficaciones necesarias para que la obra quede realizada de ocuerdo con —  
las exigencies técnicas y econémicas que durante la ejecuciôn de la obra 
se planteen, pues la experiencia indice que los proyectos no lo pueden - 
prever todo y que justomente durante su ejecuciôn es cuendo se oprecio - 
la necesidad o conveniencia de me jorarlos. Que esta justificociôn mate­
rial del "lus voriondi" se complete con la idea de que el interés publi­
co también requiere que asi se haga, no puede tener el valor de oscurecer 
cuôl es la verdadera noturoleza de ese derecho y su razôn de ser.
Si hemos de destocor uno verdadera peculiaridad del "lus va—  
riandi" desde el lado administrâtivo del contrato, sera uno vez môs, la 
forma en que se ejercitoi y también, en este caso, las desviaciones a —  
eso forma. La modificaciôo de los proyectos en curso de ejecuciôn se so- 
mete a un procedimiento cuyo finolidod es, principolmente, gorontizar su 
correcciôn técnica y controlar su repercusiôn econômico en el precio —  
inicialmente poctodo. Se reproduce en cierto modo el mismo procedimiento 
que se sigue para la formaciôn del contrato (expediente de contrataciôn). 
Mas ahora también se producen desviaciones de estas formalidades, pues - 
los llomodos "reformodos" no pocos veces son utilizodos para dotor de me- 
dios econômicos a la obra en ejecuciôn como ônico solide para hacer pos£ 
ble su viabilidad. Lo que en la esfera privada daria lugor a uno négocia^ 
ciôn entre las partes, en la esfera administrâtivo se hace por medio de 
uno "picoresco" que persigue onôlogo fin.
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5. Como ocobomos de ver, el estudio de la ejecuciôn del c.o.p. 
pone de relieve los aspectos ya indicodos de un exceso de efectos son—  
cionotorios (como radicolizaciôn innecesario, en nuestro opinion, de las 
prerrogativas de la Administraciôn dentro de la mismo regulaciôn de fojn 
do), asi como las verdaderas raices de los principios môs corocteristi- 
cos de este contrato. Mas, de otro parte, debemos también destocor lo —  
que, a nuestro juicio, constituye la verdadera modulaciôn del arrendamieti 
to de obra civil para configuror este tipo especial de contrato que es - 
el c.o.p.
Los necesidodes técnicas y econômicos que la ejecuciôn de uno 
obra publico suscita, no bon podido ser resueltas en nuestro Derecho con 
la parca regulaciôn del arrendamiento de obra, contenido en el CC. En su 
lugor, el Derecho vivo de la contrataciôn de las obras publicas, fue ti- 
pificando uno serie de clôusulas reguladoras de las técnicas o mecanis—  
mos juridicos necesarios para resolver las cuestiones que su ejecuciôn - 
créa entre dos partes, cuyo forma de desenvolverse en sus cometidos era 
bastante diferente de las que estaban en la mente del legislador de 1889. 
La Administraciôn, por un lado, con sus prerrogativas y limitaciones y, 
por otro lado, el contratista como empreso orgonizodo copoz de utilizer 
uno tecnologia coda vez môs avanzada y de mover grandes recursos humonos, 
finoncieros y econômicos, creon uno serie de problèmes cuyo soluciôn no 
estobo previsto en el correlative contrato civil.
Pues bien, el estudio de la ejecuciôn del c.o.p. muestro la —  
existencia de une variedad de soluciones que se integran en el contenido 
contractuel tipico que disenan las normes estatales (LCE, RCE y PCAG), re 
cogiéndolas de la experiencia que los pliegos ofrecion. El ecto de com—  
probociôn del replanteo, la programaciôn de los trebajos, el estobleci—  
miento de unes penolidodes por retordo, las garanties de bueno ejecuciôn.
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el control sobre los moterioles y lo obra en curso, los plozos de eje­
cuciôn, la suspensiôn de las obras, la recepciôn doble de la obra, pr£ 
visional y definitive, son principolmente los temos que suscita la e j£ 
cuciôn de cuelquier obra publico y cuyo regulaciôn môs o menos feliz es 
expresiôn de la adaptaciôn que se ha hecho del esquemo sencillo del —  
arrendamiento civil de obra que sigue estando, sin embargo, présente.
Lo mismo cabria decir del lado de la prestaciôn a cargo de la Adminis­
traciôn, es decir, del precio. La meticulosidad con que se régula la - 
formaciôn del presupuesto de la obra con sus distintas formas de dete£ 
minaciôn del precio, el régimen de los pogos a cuento, las técnicas de 
los precios controdictorios para obras imprevistas o de mayor dificul­
tad de ejecuciôn, la clôusula de revisiôn de precios, la liquidaciôn - 
del precio, etc., son, osimismo, otros tontos logros en la regulaciôn 
especifica del c.o.p.
Pero tampoco se puede dejor poser por alto el hecho de que —  
todo este enriquecimiento que se produce en el esquemo bôsico de la - - 
"locatio conductio operis" también se do en la contrataciôn privada de 
oquellos obras que desde el punto de vista de su ejecuciôn material en 
nada difieren de las que estôn llamadas a satisfacer un interés publico. 
Y es môs, esta polivalencia de técnicas contractuales que es fôcil apre 
ciar en los pliegos, es lo que explica el hecho de que octuolmente - —  
obras por su finolidod publico se estôn contratando en régimen de Dere­
cho privodo. La libertad de pactos que éste otorgo permite incorporer - 
las cuestiones tlpicos del c.o.p. con lo cual se produce el fenômeno de 
que la regulaciôn administrative de este contrato se oplico, dando un - 
rodeo, a trovés de un pocto formulodo en el correspondiente pliego, y no 
directamente, en los controtos con régimen de Derecho civil.
6, Ën sumo, si dogmôticomente es claro que existe une identi- 
dad sustenciel entre el contrato civil de obra y el c.o.p., lo que une
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vez mas permite cuestionar la sustantividad no solo de éste contrato, 
sino del propio contrato odministrotivo como categoric general, puede 
también concluirse que el estudio de la fase de ejecuciôn del c.o.p., 
tal como se encuentra hoy contenido en nuestro Derecho positivo y se - 
practice en los controtos tonto del sector publico como privodo, nos - 
lleva a poder ofirmor que la tipificaciôn o nominaciôn de este contra­
to como contrato odministrotivo no le hace sustancialmente distinto del 
contrato civil de arrendamiento de obra, cuya estructura basica sigue - 
estando presente pese a que en elle se incruston situociones de prerro­
gativa extranas a la instituciôn contractual.
Por todo lo anterior, consideromos que deberio obordorse une 
regulaciôn unitaria del fenômeno de la contrataciôn de obras que impl£ 
ca la participaciôn de empresas con independencio de que el dueno de la 
obra sea un ente publico o privodo. La sede de esta regulaciôn debiera 
ser el CC, pues acaso sus normes sobre el arrendamiento de obra (artic£ 
los 1588 a 1600 ) sean uno de las môs necesitadas de actualizaciôn. —
Después de casi un siglo de vigencia, esos normes no se bon odoptado a 
las transforméeiones tecnolôgicas y econômicos producidas en ese tiempo. 
Se enriquecerlo asi la contrataciôn civil con la experiencia obtenida - 
en el campo de la contrataciôn administrative, y séria esto un caso de 
devoluciôn al Derecho civil de une instituciôn que éste prestô al Dere­
cho Administrâtivo y que ahora se le retornaria mas compléta y perfec—  
cionada.
Seguiria siendo materia propiamente administrative todo la —  
regulaciôn de los procedimientos de formaciôn del contrato y de selec- 
ciôn de controtistos asi como de los contrôles técnicos y financières - 
durante la ejecuciôn y al término de la obra, que garantizan la satis—  
facciôn de los intereses publicos a los que sirve la Administraciôn.
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Si por rozones progmâticos, mos que teôricos o dogmoticos, se 
considéra que debe permanecer el dualismo de regulaciones, civil y adm^ 
nistrativa, se tendria que buscar la unificaciôn de esta ultima y ésto 
para dar cumplimiento al mandate constitucionol. El articule 149 CE, en 
su oportodo 18, confiere al Estado competencia exclusive en materia de 
legislaciôn bâsica sobre centrâtes administratives. Asi pues, unes mis—  
mes bases deben presidir las normes de contrataciôn de las obras publi—  
cas, bien see parte la Administraciôn del Estado, la Local, la Autonômi- 
ca o la Institucional. El esquema bôsico del contrato no debe varier por 
la simple presencie de unos u otros sujetos, y deberio configurarse con 
respecte a la instituciôn contractuel del Derecho comun, éliminando pos£ 
ciones de privilégié en el contenido del c.o.p., seporondo de el las - - 
prerrogativas clôsicas de la Administraciôn para interpreter, modificar 
y extinguir el contrato, cuyo regulaciôn deberio hacerse como posibili­
dad extrecentractual, sujetôndolo a un procedimiento sumorio que goron- 
tice les derechos de los controtistos y permite controlar si el ejerci—  
cio de estes poderes excepcionoles tienen como finolidod gorontizar la - 
satisfacciôn de un interés publico y no meros cuestiones técnicas o eco- 
nômicas cuyo soluciôn debe preverse en el seno del propio contrato.
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